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    La Historia militar, como especialidad independiente dentro de la disciplina histórica, y cultivada con rigor ya en la segunda mitad del siglo XX por países como Gran Bretaña, EE. UU., Francia o Italia, no ha alcanzado en España hasta hace unas cuantas décadas el interés del mundo académico. Aun así, y salvando brillantes excepciones como las recogidas en la Bibliografía, es aún muy reciente el interés por acercarse al mundo proceloso de la financiación militar, tanto por los especialistas de la Historia militar como los de la Historia económica. Las guerras, la estrategia, las armas, la logística, las figuras destacadas, los componentes sociales son los que han ido acaparando la atención de los especialistas y de militares profesionales que ya desde el siglo XIX venían cultivando estos aspectos.


    Y, sin embargo, se trata de un tema fundamental para el conocimiento de los ejércitos y de la guerra. Todos los tratados del arte de esta así lo vienen reconociendo, desde el del chino Sun Tzu 2500 años antes de Cristo. Igualmente, todos los grandes estrategas César, Gustavo Adolfo, los Federicos, Napoleón insistieron en la necesidad de disponer de cuantiosos caudales, siendo este un tema que les preocupaba tanto como los puramente estratégicos o tácticos.


    Algo tan obvio ha sido recogido repetidamente en máximas y sentencias de pensadores, y hasta en refranes del acervo popular: Primum nervos belli, pecuniam infinitam, qua nunc eget, escribía Cicerón, porque, en última instancia, «el dinero es el nervio de la guerra». A lo largo de los siglos se ha repetido hasta la saciedad que «tres cosas mantienen la guerra, dinero, dinero y dinero», en recuerdo de lo que, al parecer, indicó un día a Luis XII uno de sus mariscales: Pour souvenir la guerre, trois choses sont nécessaires: de l´argent, de l´argent et encore de l´argent. El refranero castellano es rico en la misma idea: «¿Quién hace la guerra? Quien porta moneda»; «La guerra ha menester gen (gente) y argén (plata). Sin mucha gen y mucho argén no se hace la guerra bien». Al hilo de la Primera Guerra Mundial el primer ministro británico Lloyd George vaticinaba que la guerra la ganaría quien disparase la última bala de plata; con lo que no hacía más que repetir lo que en el siglo XVI ya decía el soldado y diplomático Bernardino de Mendoza: «El triunfo será de quien posea el último escudo». Y Geoffrey Parker nos recuerda que otro de los más destacados soldados y diplomáticos españoles del siglo XVII, el marqués de Aytona, escribía en 1630: «La forma de hacer la guerra está reducida a un género de tratado y mercancía, que el que se halla con más dinero es el que vence». También Hale evoca a Tomás Wilson, quién en 1600 aseveraba que de todos los gastos del Estado, la guerra constituía el mayor y principal.


    La guerra siempre ha incluido un factor económico, que normalmente se ha extendido también al ámbito individual. A los mercenarios de los ejércitos cartagineses o romanos, a los que recientemente han combatido en muchas guerras del continente africano, y a la mayoría de los que cubren las filas de los ejércitos en el siglo XXI, se les podría aplicar aquel dicho de las tropas de nuestros viejos Tercios: «Dineros defienden banderas, pues sin ellos ¿quién fuera a ellas?». Algo que ya tenía claro Cervantes cuando nos refiere que al salir Don Quijote de la cueva de Montesinos se topó con un muchacho que iba a incorporarse a su compañía, y que le dijo:


    



    «A la guerra me lleva mi necesidad;


    Si tuviera dineros, no fuera, en verdad».


    



    Porque la voz «soldado» viene del latín solidatus y, en definitiva, de solidus, moneda, sueldo.


    También el saqueo, la rapiña y el pillaje, consustanciales con las guerras, dejaron su impronta en los dichos populares: «En tiempo de campaña, quien apaña, apaña; en tiempo de guerrilla, quien pilla, pilla». O aquél otro: «En la guerra, el que aferra, aferra».


    Pues bien, conviene repetir que los aspectos económicos que rodean a los ejércitos y a la guerra constituyen un tema que no ha sido estudiado en profundidad, tanto por la desidia, hoy felizmente superada, que tradicionalmente ha existido en los ámbitos académicos españoles para estudiar la Historia militar, como por la propia naturaleza de dicho tema, aparentemente menos atractivo que otros; y también, por qué no decirlo, por la ausencia de fuentes en muchos periodos históricos o por la simple dificultad de encontrarlas. Ciertamente, si para el estudio de los gastos militares del sigloXX disponemos de unos presupuestos y de una contabilidad más o menos aceptables, eso es impensable para el estudio de dicho gasto en los reinos cristianos de la Alta Edad Media. Y si para un análisis de los problemas del Emperador para financiar los gastos de sus guerras durante la primera mitad del siglo XVI contamos con obras magistrales como la de Carande Carlos V y sus banqueros, si se quiere estudiar el coste de las guerras de aquel siglo, aún queda mucho por investigar en ese pozo inabarcable de información que es el Archivo de Simancas.


    Todo este estudio habría de encuadrarse dentro de una rúbrica general de la economía de guerra en España. Fernando Quesada distingue entre «economía de guerra, esto es, el conjunto de factores que rigen y regían las actividades militares (desde la creación y mantenimiento de los ejércitos hasta la conducción de las operaciones, pasando por los procedimientos bélicos destinados directa y explícitamente a dañar la economía del enemigo), y las mucho más amplias y complejas relaciones entre guerra y economía (que atañen a las causas y consecuencias económicas de las guerras)».En este sentido, no se pretende aquí hacer el análisis de los beneficios y perjuicios económicos y sociales de las guerras, es decir, la guerra y la economía del país. Ello nos llevaría a estudiar, por ejemplo, los beneficios de las guerras cántabras para la romanización o culturización del norte de Hispania, o las modernas investigaciones en sistemas bélicos y su posterior aplicación a la vida civil, así como la forma en que afectó la Guerra de la Independencia a la agricultura y ganadería españolas. Todo ello excede indudablemente del proyecto que nos hemos propuesto con este libro.


    Por el contrario, y es en lo que nos vamos a centrar abarca el aspecto financiero de la guerra, es decir, sus gastos, o, lo que es lo mismo, la financiación tanto de la confrontación armada propiamente dicha, como de la preparación de un eventual enfrentamiento. A partir, sobre todo, de la presencia de los ejércitos permanentes hay que referirse no solo a los momentos de una conflagración, sino también a los periodos de paz en los que se preparan y mantienen los elementos militares disuasorios que un día podrían entrar en guerra. Si vis pacem, para bellum.


    Aceptado esto, podemos preguntarnos cuál será el importe financiero que se ha dedicado a una campaña concreta o al mantenimiento de los ejércitos en un periodo determinado. Y aquí ya intuitivamente sospechamos la dificultad de dar cifras absolutas, sobre todo para muchas épocas históricas las cifras, como la Historia, nunca son definitivas; e, incluso, pensamos que esos números se nos antojan incompletos si no los ponemos en relación con los ingresos del Estado o con sus gastos totales. ¿Qué porcentaje suponen? También podemos preguntarnos por la paga que en muchos casos percibían los combatientes, cuál era su cuantía y cómo ha evolucionado en el tiempo.


    Además del «qué», cabe preguntarse «para qué», es decir, las necesidades logísticas a que había que atender con esos medios económicos: sueldos, alimentación de la tropa, compra de armamento, vestuario, transporte, sanidad, etc. Jenofonte pone en boca de Cambises la siguiente recomendación a su hijo Ciro: «Por eso debes saber que si el ejército no tiene la provisión que ha menester, luego se perderá tu reinado».


    Y, finalmente, el «cómo». De dónde salen esos medios, cómo se obtienen, si de los impuestos, deuda pública, préstamos interiores y exteriores, donativos, etc. Más aún, en ocasiones, como por ejemplo en nuestra Guerra de la Independencia, sería inútil referirse solo al gasto del Estado, cuando se sabe que en buena parte el peso de la financiación de la guerra recayó sobre otros sujetos.


    Otra perspectiva es la referente no solo al gasto mismo, sino a cómo se gestiona y controla, es decir, a algo que requiere un estudio institucional. Porque tan importante es disponer de medios financieros para una empresa, como atender a su correcta distribución y control. Es algo que Napoleón y, en general, todos los grandes jefes militares tenían muy claro en su preocupación por una correcta administración militar, y que Almirante, en su conocido Diccionario Militar, califica como «el meollo de toda acción del mando». Así se reconocía en las Ordenanzas militares de 8 de junio de 1603, en cuyo artículo 52 Felipe III hacía ver: «Siendo de tanta importancia la distribución de la hacienda que se gasta en mis exércitos y de tanta confianza los officiales del sueldo como la que se haze de ellos».


    Todo esto nos permite vislumbrar ya la complejidad del tema y sus múltiples aspectos, a los que se podrá, en su caso, acceder con mayor o menor seguridad y profundidad según la época a que nos refiramos; dificultad que se incrementaría si hubiésemos de seguir con pleno rigor la filosofía de los historiadores de la escuela de los Annales: «déjese usted de relatos; déme series numéricas». Pero hemos de empezar reconociendo que a lo largo de la historia de España no es posible contestar siempre a todas estas cuestiones, ni con la misma precisión. En ocasiones habremos de contentarnos con el silencio o con meras aproximaciones, y hasta con hipótesis más o menos fundamentadas.


    Y, sin embargo, el lector ocasional o profano, pero interesado, requiere una síntesis que le lleve a una comprensión general del tema en cuestión y su proyección temporal. También el historiador busca a veces una primera aproximación general a épocas que no son las de su especialidad.


    El autor, que ya ha abordado otras publicaciones parciales sobre esta materia, se ha propuesto esta vez intentar un acercamiento a la misma desde esa perspectiva general y provisional, en ocasiones fragmentaria, y en la que más de uno sin duda echará de menos multitud de matizaciones hurtadas por la obligada síntesis, y, por el contrario, encontrar carencias y descompensaciones, nacidas estas las más de las veces del diferente volumen de las fuentes y bibliografía disponibles sobre cada tema concreto.


    No obstante, en el curso de determinadas conferencias del autor sobre la financiación de la guerra, algunos amables oyentes le animaron a desarrollar el mismo en una obra generalista y divulgativa. Ese mismo carácter la exime de una apoyatura académica con notas y con la especificación de cada una de las fuentes a que se ha recurrido en cada momento. Una síntesis como esta es deudora del trabajo de una larga lista de historiadores, sin duda de gran calidad, que han investigado y profundizado en cada uno de sus apartados. Sus créditos se hallan en la bibliografía que se incluye. A ellos, y a un esfuerzo de aclarar las propias ideas sobre el tema, se debe el haber acometido su redacción. Ellos son también acreedores de los aciertos, como el autor es deudor de los posibles errores.


    Una precisión más. Se ha partido de un valor sobreentendido dado a esa realidad que llamamos España, y que comprende desde la lejana Iberia, término que agrupaba pueblos más o menos organizados socialmente dentro de un determinado ámbito geográfico, y la estructura institucionalizada de una Hispania, primero colonia y luego diócesis de una prefectura en el vasto entramado de la antigua Roma, pasando por un conglomerado de reinos independientes, más tarde unidos por un vínculo dinástico, hasta el reino centralista de los primeros Borbones y el moderno modelo del estado-nación, hoy en crisis. Es decir, la obra se ha estructurado siguiendo una secuencia cronológica, la más adecuada seguramente para ir comprobando el peso de la financiación de la guerra y de los ejércitos a lo largo de los periodos históricos clásicos.


    El autor es consciente de que tratar de conexionar los términos «España», «dinero» y «ejércitos» resulta altamente problemático cuanto más nos alejamos en el tiempo, y, sobre todo, cuando se formaba parte de una unidad política ajena, como es el caso de la España romana. No obstante, y con todas estas salvedades, cree que es posible tratar de acercarse mínimamente a aquellos interrogantes que planteaba al principio.


    En definitiva, se conforma con que el lector llegue a la conclusión de que sin financiación no hay ejércitos ni guerras; que esa financiación y la atención a la logística de los ejércitos tiene con frecuencia mucho que ver con el resultado de las batallas y las guerras; y, de ahí, la importancia que tiene el estudio de toda esta problemática para poder colegir lo que en un determinado momento fueron los ejércitos: su volumen, su capacidad, su adiestramiento. En resumen, que no se puede hacer una historia completa de la guerra y de la institución militar sin adentrarse en este aspecto de su historia económica.


    No cabe cerrar esta breve introducción sin agradecer la inapreciable ayuda que, con sus observaciones, me han prestado muchos amigos, y, en especial, las de los profesores Enrique Martínez Ruiz, Fernando Quesada, Fernando Puell y Luis Ribot; la generosa aportación de documentación por parte de Jordi Marsal; la competente asistencia recibida en todo momento del personal de la Biblioteca Nacional de Madrid y de las Bibliotecas y Archivos Militares; todo ello junto con la colaboración informática prestada por Íñigo y Álvaro. Finalmente, la publicación de la presente obra no hubiera sido posible sin la eficacia y el interés demostrados por el personal de la Subdirección General de Publicaciones y Patrimonio Cultural del Ministerio de Defensa. A todos ellos mi reconocimiento más cordial.
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    1. Iberia del 236 al 206 a. C.


    La ocupación cartaginesa


    La violencia en el solar ibérico es seguramente algo tan antiguo como sus propios pobladores, y de hecho se pierde en la oscuridad del tiempo. Pequeñas comunidades de ligures, iberos, tartesos, celtas y celtíberos, sin la menor conciencia de formar parte de un todo significativo, y sin otro vínculo que el que les daban las cartas náuticas al señalarles como indígenas de un determinado espacio geográfico conocido como Iberia, serían protagonistas de guerras primitivas entre sí. Tribus y pueblos que poco a poco se fueron organizando en ciudades independientes o en reinos, como es el caso de Tartessos, combatirían entre sí ocasionalmente o contra las bandas de desarraigados que buscaban el sustento en el pillaje y los saqueos. No existen fuentes que nos refieran los términos económicos de aquellos enfrentamientos, y únicamente cabe intuir determinados elementos de ese carácter en los primeros mercenarios ibéricos que, aprovechando las rutas de navegación fenicia y griega, dejaron atrás las costas de la Península para combatir en Sicilia, Grecia o Italia a sueldo de Cartago o de tiranos.


    Solo a partir del año 236 a. C., con el desembarco en Iberia de un ejército púnico de ocupación, cabe empezar a hablar, con dudas, con meras aproximaciones, con reconocimiento de lagunas, pero también con algunos datos ocasionalmente precisos, de lo que supuso la guerra y el mantenimiento económico de los ejércitos para este solar peninsular. Y aún así, a lo largo de siglos, habrá que referirse no tanto al coste de los pequeños o grandes ejércitos de las comunidades indígenas, como al peso que hubo de soportar ese solar para el mantenimiento de ejércitos de ocupación, fueran ellos cartagineses o romanos. También será posible trasladar en muchos casos el punto de observación desde la perspectiva general del coste militar, a la particular del individuo, es decir, a la retribución del soldado, sea este legionario, auxilia o simple mercenario. Hay que tener en cuenta que de todos los gastos que suponía la logística de la guerra (armamento, vestido, construcción de naves, etc.), era, sin duda, el de la paga y el mantenimiento de la tropa y las naves de las flotas el más significativo.


    Los costes financieros de las guerras eran ya entonces muy elevados, cosa que Cartago tuvo sin duda en cuenta cuando, después de su derrota frente a Roma en la Primera Guerra Púnica, decidió buscar su desquite. El ejército cartaginés, comandado por ciudadanos que, además, constituían su núcleo de élite, requería de grandes contingentes de aliados, de reclutas forzosas en las ciudades sometidas y de mercenarios.


    El fenómeno del mercenariado como complemento a las tropas ciudadanas se había hecho patente en todo el Mediterráneo desde el siglo VI a. C., y, por referirnos a Iberia, posiblemente ya desde el siglo siguiente. Razones de búsqueda de nuevos horizontes para dar suelta a un deseo de aventuras, pero, sobre todo, el atractivo de unos medios económicos que no encontraban en su propia tierra, habían impulsado a jóvenes iberos o de tribus celtíberas a ofrecer su brazo a los generales cartagineses en las luchas greco-púnicas. La aparición de mercenarios iberos en el ejército cartaginés ya está constatada en Sicilia en el año 480 a. C., así como su presencia habitual en el territorio púnico del Norte de África, todos ellos reclutados por agentes a cambio de oro. Esta recluta solía hacerse en grupos mandados por sus propios líderes.


    Y si los propios ciudadanos griegos o cartagineses habrían comenzado a percibir compensaciones económicas en razón de su entrega al servicio de la comunidad, con más razón los mercenarios ajustaron el servicio a cambio de una soldada en metal precioso, que pronto comenzó a ser acuñado, además de circunstanciales gratificaciones extraordinarias por singulares proezas o servicios también especiales. De todas maneras, la retribución de estos mercenarios, que incluía la alimentación, no solía ser elevada, en todo caso, no superior a la de un artesano medio; y, por añadidura, en circunstancias normales debían aportar su propio armamento, lo que suponía un gasto importante. Sin embargo, además del stipendium, eran el deseo de obtener su parte en el botín, el pillaje, y hasta, en ocasiones, la esperanza de una codiciada entrega de tierras el día de su retiro, las razones que movían a los mercenarios.


    De todas maneras, el mantenimiento de un gran ejército en las condiciones antedichas era caro. Quesada Sanz estima que en el mundo helenístico el peso del gasto militar podía suponer entre un 60 y un 70 por ciento del gasto total de la ciudad-estado. No es de extrañar, pues, que al final de la Primera Guerra Púnica las arcas cartaginesas estuvieran exhaustas, sin contar con que, además, tenían que atender a la fuerte indemnización de guerra que Roma les exigía. Esta situación llevó a Cartago a intentar reducir la paga de sus mercenarios, lo que dio lugar a un levantamiento de estos y a la que se llamó Guerra de los Mercenarios.


    Así las cosas, la estimación del coste de una nueva campaña contra Roma, como la que Cartago se proponía, partía, según calcula Ferrer Maestre citando a Marchetti, de considerar el sueldo de las tropas, del que se descontaría su manutención. Equiparándolo con el romano, el coste anual de la manutención de un infante sería de 36 denarios y el de un jinete de 108, por lo que, deducidas estas cantidades, el haber en mano de uno y otro quedaría respectivamente en 54 y 162 denarios1. A ello habría que añadir el coste de la cebada para la caballería, a razón de 189 denarios por jinete, y el de la construcción de barcos, estimada en 296.000 denarios. En total se calcula que la previsión anual del coste del ejército alcanzaría a cerca de diez millones de denarios, equivalentes a 45 toneladas de plata en la guerra de Aníbal y 37 en la época de la guerra de Numancia.


    Había que buscar la forma de obtener los medios oportunos para sufragar ese enorme gasto, y, en concreto, plata para la acuñación de moneda, además de para elementos suntuarios. Y la mirada se dirigió hacia la Península Ibérica, conocida desde tiempos remotos como un territorio abundante en metales; la plata, el cobre y el plomo en el sudeste y el área mediterránea, junto con el oro de las arenas de algunos ríos, ya habían atraído el interés de los pueblos mediterráneos. Existía, pues, en Iberia una antigua minería y un abundante comercio, como el que había dado lugar a la fundación de Gadir, y los fenicios se habían aprovechado de una y otro para obtener enormes cantidades de plata.


    Para Cartago las perspectivas de unos importantes ingresos derivados de la explotación de las minas de plata ibéricas, junto con la posibilidad de recluta de hombres en la Península, sus recursos agrícolas y la esperanza de una definitiva victoria le permitían iniciar una nueva aventura contra la República Romana.


    Como ya se ha dicho, en el año 236 a. C. Amílcar Barca, junto con su yerno Asdrúbal y sus hijos Aníbal, Magón y Asdrúbal, desembarcaron en Gadir y comenzaron la ocupación del Sur y Levante peninsular. Muertos Amílcar y luego su yerno, Aníbal se hizo cargo del mando de las tropas bárquidas, que ya habían extendido sus dominios hasta zonas de Salamanca y las riberas del Ebro. Pero la conquista de Sagunto, ciudad aliada de Roma, dio a esta República el pretexto para intervenir, iniciándose así la Segunda Guerra Púnica.


    Ello exigió a Cartago que, además de los hispanos agregados a su ejército como consecuencia de los tratados de amistad, o de los obligados a ello como tributo de las poblaciones vencidas, hubiera de impulsar la recluta de nuevos contingentes mercenarios, primero en las zonas costeras y, ya después, en tierras de la Lusitania y la Celtiberia. Los agentes reclutadores debían ir provistos de abundantes cantidades de metal precioso, a tenor de lo que hace suponer un hecho conocido, aunque ya del final de la guerra. En el año 203 a. C. los saguntinos apresaron a unos comisionados cartagineses y los entregaron a los romanos, junto con el caudal que transportaban consistente en 250 libras de oro y 800 de plata. Con estas cantidades se pretendía sufragar la prima inicial del contingente reclutado.


    Reforzado así su ejército, Aníbal, para asegurar su retaguardia, embarcó hacia África en el invierno del 219 al 218 a. C. 15.920 guerreros iberos, de ellos 13.850 infantes y 1.200 jinetes, además de 870 honderos baleares. Luego, en la primavera de este último año, pasó los Pirineos con un ejército de hispanos y númidas, a los que se agregaron después otros contingentes de las Galias. Parece que entre los que consiguieron descender a las llanuras italianas 10.000 u 11.000 eran hispanos, la mayor parte de los cuales participaron en la batalla de Cannas el 216 a. C. Aún en el año 207 los cartagineses lograron reclutar en Celtiberia 9.000 hombres. De todas formas, de las cifras antes expuestas es imposible precisar el número que corresponde a mercenarios a sueldo y el que atañe a otras formas de colaboración forzosa o pactada; seguramente solo los de origen celtíbero o balear eran mercenarios puros.


    Aunque es poco lo que se sabe de la minería de Cartago en Iberia, no hay duda de que fueron las minas de plata de Cartago Nova, de Baebelo y, en general, del litoral andaluz las que permitieron financiar las campañas de los Bárquidas en la Segunda Guerra Púnica; y ello por mucho que el alto mando cartaginés tuviera también en cuenta los botines y los recursos que podían ofrecerle la agricultura y la ganadería del país. Se sabe, por ejemplo, que solo la mina de Baebelo producía a Aníbal 300 libras diarias de plata.


    De nuevo hemos de recurrir a la estimación de Ferrer Maestro cifrando el coste anual de las campañas de Aníbal en 9.594.454 denarios, equivalentes a 38.378 kgs. de plata. Calcula la producción de las minas antes indicadas en catorce millones de denarios, es decir, a 56.000 kgs. de plata/año, lo que permite suponer que lograba obtener aún unos beneficios extraordinarios de dieciocho toneladas anuales de plata. Todo ello permitió a Cartago desplegar en la Península un ejército de más de 91.000 hombres de infantería, cerca de 14.000 jinetes, 57 naves y 58 elefantes. Igualmente dio lugar a la acuñación de grandes cantidades de moneda, principalmente destinada al pago de tropas. Y aunque el origen de la moneda ha sido un tema muy controvertido, y que muchas veces se atribuye a razones comerciales, político-religiosas y hasta culturales, parece razonable que la hipótesis financiera, que lo asigna, al menos en parte, a los gastos de la guerra y al pago de los mercenarios, se vaya abriendo paso.


    Después del año 207 a. C. desaparecen las noticias del mercenariado hispano al servicio de Cartago, con excepción de la presencia de 4.000 celtíberos que lucharon heroicamente en la batalla de las Grandes Llanuras, ya en tierras africanas.


    



    La ocupación romana


    Esta Segunda Guerra Púnica aportó un nuevo elemento en este caso trascendental a la historia de la financiación de la guerra en la que ya iba a pasar a denominarse Hispania: la aparición de otro gran ejército en el antiguo suelo ibérico. La República Romana envió tropas para contrarrestar el avance de Aníbal por Italia, atacando su retaguardia. En concreto, en agosto del 218 a. C. Cneo Escipión desembarcó en Emporion con 60 naves que transportaban dos legiones y otras tantas unidades auxiliares; en total unos 25.000 hombres. Era la primera vez que un ejército romano pisaba suelo hispano.


    Las legiones romanas estaban formadas por ciudadanos-soldados con determinadas capacidades económicas, que eran las que les concedían el privilegio de poder defender a la República, función de la que estaban excluidos los proletarii carentes de esos medios. Sin embargo, el coste que para cada uno de aquellos ciudadanos suponía ese servicio militar y la reducción de su patrimonio hicieron que poco a poco se fuera evidenciando una mayor resistencia a cumplir con aquella obligación, dando lugar a que con el tiempo se fuera modificando el sistema de recluta al rebajar la capacidad financiera para poder ser legionario de 11.000 ases a 4.000, luego a 1.500 y finalmente a 600.


    Por otro lado, los legionarios comenzaron a percibir una paga o stipendium fijo, y, al mismo tiempo, la República poco a poco se vio obligada a armar a buena parte de sus soldados con cargo al erario público, dado que muchos de ellos no podían costearse el armamento. Además, la infantería y la caballería, reforzadas primero por socii o aliados latinos, hubieron de ser complementadas con tropas mercenarias y otras auxiliares de procedencia ajena a la Península Itálica, y reclutadas en pueblos amigos. Todo esto incrementó considerablemente los costes del ejército, asunto fundamental para la República.


    Fue en Hispania, en el 213 a. C., donde la República reclutó por primera vez tropas mercenarias, que se incorporaron a su ejército, junto con las auxiliares que había ido reclutando al formalizar alianzas con muchos pueblos amigos del interior de la Península, o al aceptar la deditio in fidem de otros vencidos, es decir, la sumisión sin condiciones a la buena fe de Roma. Aunque la mayor parte de los auxiliares hispanos permanecieron fieles a Aníbal durante la guerra, al tiempo que se fue consolidando el avance romano, primero al norte del Ebro y luego a lo largo de la costa levantina y meridional de Hispania, y sobre todo con la conquista de Sagunto en el 211 a.C., muchas tropas mercenarias que habían formado parte del ejército bárquida se pasaron al bando romano, que les ofrecía la misma paga que venían recibiendo de los cartagineses. Se sabe, por ejemplo, que en el invierno del 211 al 210 a.C. Publio y Cneo Escipión, que ostentaban el mando del ejército, consiguieron reclutar 20.000 celtíberos mercenarios por el mismo stipendium que percibían de Cartago.


    También los púnicos seguían practicando esa política de atracción de los indígenas hacia su bando, reclutando, como ya se ha dicho, mercenarios en grandes cantidades, ahora procedentes sobre todo de tribus celtíberas y lusitanas, junto con auxiliares que se les incorporaban de forma más o menos forzosa. Consta que el general Magón, hermano de Aníbal, llegó a Baleares bien provisto de dinero con objeto de hacer una leva entre los honderos, y que también su otro hermano, Asdrúbal, utilizó fuertes sumas para atraerse a cántabros y otros pueblos del norte peninsular.


    Surge así el tema de los gastos de la República Romana para mantener su ejército, que consistían en los pagos en metálico a los legionarios y miembros de la marina, junto con la entrega de alimentos, uniformidad y armamento, y las raciones que se suministraban a los aliados; además de la paga y alimento de los mercenarios, el apoyo financiero a algunos aliados, y, en ocasiones, los sobornos y recompensas, arma siempre eficaz en toda guerra.


    La gestión económica del gasto estaba a cargo de los quaestores aerarii, quienes, a las órdenes de los correspondientes cónsules, estaban encargados de la administración del tesoro público, de la de los ejércitos y de la justicia. Su nombramiento, siempre entre patricios, constituía una de las principales dignidades de la República; y, aunque con el tiempo lograron los proletarii alcanzar esa magistratura, la questura del ámbito militar quedó siempre reservada a patricios, dada la importancia y el peso que ese gasto tenía para el erario. Esta función, que llegó a estar desempeñada por hombres como Catón, Sila, Julio César, y mucho tiempo después el propio Septimio Severo, luego emperador, incluía no solo llevar el control documental del gasto aprobado por el cónsul, sino también hacerse cargo de los botines y distribuirlos, además de adquirir, conservar y gestionar el transporte y reparto de víveres, equipo, armamento, etc.; en definitiva, la gestión administrativa y económica militar.


    Del stipendium de los legionarios ya se ha adelantado algo más arriba, y hay que referirse de nuevo al hecho de que el mismo venía complementado por el acceso al botín después de una victoria. Es significativo que cuando en el 206 a. C. las legiones estacionadas en el campamento de Sucro se amotinaron por retraso en las pagas, una de las reclamaciones esgrimidas era también la inactividad bélica que les impedía el acceso a hipotéticos botines, de los que solían gozar en cambio cuando combatían.


    Partiendo de los valores que suministran las fuentes, Marchetti estima la soldada bruta de un legionario de infantería en 88 denarios y tres sestercios/año, de lo que había que deducir la alimentación que se le suministraba, es decir, la ración frumentaria, cuyo valor calcula en 36 denarios/año, por lo que el stipendium en mano sería de 52 denarios/año La del centurión era de 189 denarios y dos sestercios, su ración frumentaria de 72, y el stipendium de 109 denarios. Finalmente, la soldada de un jinete suponía 282 denarios y 3 sestercios, la ración a descontar 108 denarios, y el stipendium final 158. Por su parte, Ferrer, al que seguimos, eleva los valores finales del haber en mano de cada uno de los tres soldados a 54, 108 y 162 denarios respectivamente. Conviene aclarar que la razón de la mayor paga de los jinetes se debía al hecho de que los mismos tenían que atender a uno o dos criados que les acompañaban.


    La efectividad del pago solía hacerse al final de una campaña o, incluso, con ocasión del retiro del legionario, en metal precioso, sobre todo en denarios de plata, equivalentes cada uno a cuatro sestercios. Al reducirse así el número de monedas, se hacía más fácil su transporte y, por otro lado, se podían utilizar para su acuñación los metales preciosos exigidos como sanción o tributo a las ciudades vencidas. Ello no era obstáculo para la circulación en los ámbitos campamentarios de moneda de bronce de pequeño valor a fin de atender al menudeo: ases, semis, cuadrantes, etc.


    En cuanto al tradicional pago de los servicios en especie o en metal precioso, se vio en parte sustituido durante la Segunda Guerra Púnica en ciudades de Andalucía y Levante por el pago en moneda acuñada, por la necesidad de tener que atender pagos inmediatos, así como por su mayor facilidad de transporte. Estas ciudades comenzaron por entonces a acuñar monedas propias con leyendas y relieves ibéricos, y con valoración específica, distinguiéndose así de la moneda cartaginesa que hasta entonces comercializaban.


    Queda el asunto de la alimentación, que en un principio era suministrada desde Roma, lo que constituía un grave problema dada la difícil situación del tesoro público. Se recurrió a sustituir le gestión directa de estos suministros por contratas a cargo de sociedades particulares, aunque ya hacia el 206, terminada la guerra, el Senado dio por supuesto que el ejército podía abastecerse en el suelo hispano por sus propios medios.


    Las tropas auxiliares solo eran atendidas por Roma, como se ha indicado, en lo referente al sustento y, excepcionalmente, con armamento, vestido o cabalgaduras. La soldada era aportada por sus propias ciudades. No así, lógicamente, los mercenarios, que eran pagados por la República.


    Para la República Romana el sostenimiento de la guerra de que se viene hablando supuso tener que hacer frente a una elevada financiación. El stipendium de las dos legiones que se desplegaron en Hispania durante los años 217 a 214 a. C. suponía un total de 500.000 denarios anuales, a lo que había que añadir la dotación de los 55 navíos que Roma envió a la Península entre el 218 y 217 a. C., cuyos tripulantes pasaron luego a integrarse en las fuerzas de tierra, y que supuso otro gasto aproximado de 440.000 denarios.


    Si hasta el 212 a. C. el gasto anual se estima en una cantidad aproximada de 1.000.000 de denarios, en el 211 esa cifra se redujo drásticamente como consecuencia de las importantes bajas habidas en el ejército romano, aunque este volvió a recuperar efectivos al año siguiente a la vista de los refuerzos aportados por Claudio Nerón. A partir del 209 y hasta el fin de la guerra las legiones aquí estacionadas se convirtieron en cuatro, y otros 30 navíos arribaron a las costas de Hispania, con lo que el gasto se incrementó hasta el año 202 en un total de 1.000.000 de denarios anuales, solo por lo que se refiere al haber en mano.


    La ración diaria del soldado, transformada en pan, era aproximadamente de unos 860 gramos diarios, 26 kilos mensuales y 312 anuales, por lo que la alimentación para los 24.000 hombres mandados por Publio y Cneo Escipión requería 870.000 modios de trigo, a lo que había que añadir otros 400.000 para la marina2. Calculado su valor entre tres y cuatro sestercios por modio, suponía un total aproximado de más de un millón de denarios. La ración mensual de cebada por jinete era de 224 kilos, es decir, 2.688 anuales. A todo ello, y teniendo en cuenta que dos legiones ya habían llegado equipadas, había que añadir el importe de la indumentaria de las otras dos, es decir, de 8.400 hombres, estimado en 420.000 denarios por legión, a razón de 100 denarios por individuo, con lo que el resultado nos da una cifra de 840.000 denarios.


    La pregunta ha de trasladarse ahora a cómo todo o parte del peso de ese gasto pudo recaer sobre Hispania, es decir, hasta que punto fue soportado por los pueblos hispanos o financiado con las riquezas naturales de esta nueva colonia de ocupación que pasó a ser Hispania, algo sin duda imposible de contabilizar, pero para lo que se pueden aportar algunos datos. Se trata en todo caso de ver con que medios se financió la guerra por parte de Roma.


    La República carecía de un presupuesto equiparable a lo que hoy se entiende con este término, y que no aparece hasta comienzos del siglo XIX. El Senado aprobaba un gasto, los cónsules ordenaban el pago, y los quaestores, de los que ya se ha hablado, lo contabilizaban. No existía una relación directa entre los gastos y los ingresos previstos, por lo que era frecuente que la descoordinación entre unos y otros exigiera medidas urgentes y más o menos improvisadas para resolverla.


    Además de las reservas del tesoro público, los ingresos corrientes estaban constituidos por impuestos, como el stipendium que abonaban las provincias para el sostenimiento de las tropas asentadas en cada una de ellas, y las tasas que recaían en un determinado porcentaje sobre los productos de las cosechas. A ello habría que añadir los empréstitos públicos y, principalmente, el producto de los recursos naturales obtenidos en el ager publicus de las colonias. Constituidos estos últimos por la minería, las pesquerías, bosques, etc., que monopolizaba el Estado, pasaron a ser arrendados, y este a percibir el producto de los cánones correspondientes.


    Ingresos de carácter extraordinario eran los derivados de los impuestos que se fijaban a los ciudadanos romanos para contribuir a los gastos de una campaña concreta, las indemnizaciones de guerra pagadas por las potencias o ciudades vencidas, las colaboraciones voluntarias de los aliados, y los botines y saqueos de guerra.


    Muchos de estos ingresos eran inéditos en un territorio aún virgen para los romanos como era el de Hispania al comienzo de la Segunda Guerra Púnica, y, de hecho, por estas fechas están constatados los problemas de falta de liquidez que hubo de sufrir el tesoro romano para poder atender los gastos. Ya se ha aludido a asociaciones financieras privadas que atendieron a la alimentación de las tropas, pero que además concedieron créditos a cambio de elevados intereses y de determinados privilegios. Aparecieron también algunas de esas asociaciones coyunturales convertidas ya en sociedades por acciones que recobraban lo prestado y sus intereses en plazos más o menos largos.


    Es conocida la información dirigida al Senado por Publio y Cneo Escipión en el verano del 215 a. C. solicitando vituallas y ropa para sus soldados, quienes estaban también sin recibir sus pagas, y adelantando que, en caso de que el erario público no pudiese atender a todo lo solicitado, el stipendium podrían conseguirlo ellos mismos sobre el terreno.


    Todavía en plena guerra, no habían llegado aún los tiempos brillantes de la explotación de las minas hispanas por los romanos, pero sí se beneficiaban de los tributos impuestos a muchas poblaciones indígenas como contribución de guerra., y que, además de metales preciosos, incluían trigo, ganado y vestido. En esos primeros años de la presencia de Roma en la Península no existía aún una normativa fiscal regular sobre las contribuciones que debían recaer sobre estos pueblos, y es difícil distinguir entre lo que eran tributos y lo que eran botines de guerra y confiscaciones. Todo ello quedaba a merced de las circunstancias, y lo importante era obtener un resultado aceptable para la República. Fue poco a poco como se fue definiendo el tributo fijo que, con el nombre también de stipendium, debía recaer sobre los pueblos vencidos, y del que quedaban excluidas determinadas ciudades que tenían un pacto de alianza con Roma, como Saguntum y Emporion. El stipendium fue fijado en el 206 a. C., pero tardó algunos años en poder ser recaudado con regularidad.


    Ciertamente la imposición de contribuciones de guerra se constata ya desde los primeros momentos de la presencia en Hispania del ejército romano. En el 218 Cornelio Escipión exigió a los ausetanos, tras su rendición, la entrega de bienes por valor de veinte talentos de plata, equivalente cada uno a 27,3 kgs. Otras indemnizaciones se impusieron también a los ilergetes stipendium duplex y al propio Mandonio. Por lo demás, todo ello no era distinto de lo que había hecho el ejército cartaginés, el que, por ejemplo, en Sagunto exigió, entre otras cosas, la entrega de todo el oro y la plata que allí había, y en Salmantica la entrega de trescientos talentos a cambio de no realizar el asalto. Muchas de esas sanciones de uno u otro ejército se pactaban para ser satisfechas en varios plazos, si el obligado a ellas no disponía en aquel momento del total montante exigido. También, en ocasiones, podían convertirse en un impuesto permanente. Sin duda lo recaudado muchas veces entre las comunidades indígenas solucionó protestas por el retraso en las pagas de los legionarios.


    Si ya dos años después de desembarcar los romanos en Iberia la mala situación del tesoro llevó al Senado a indicar a los Escipiones que, como medida excepcional para el pago de las tropas, recurriesen a una mayor presión económica sobre los indígenas, y a repartos también extraordinarios de los botines habidos, poco antes de terminar la guerra parece que ya el pago del stipendium durante dos campañas y de la alimentación de los legionarios durante seis meses debía ser asumido por los pueblos indígenas vencidos y que aceptaban la deditio in fidem, como ocurrió con los ilergetes en el 205.


    Otro concepto de ingreso podía derivarse de la ayuda financiera puntual que pudiera prestar cualquier población aliada ante una dificultad perentoria. Hay que tener en cuenta, además, el botín, que Marchetti cuantifica, solo para el obtenido en Hispania durante la guerra, en 1.600.000 denarios. Y no hay que olvidar también el producto de la venta de esclavos obtenidos como botín de guerra, aproximadamente unos 6.000 hombres valorados en 1.200.000 denarios.


    De todas maneras, el trofeo económico más importante lo consiguió Publio Cornelio Escipión, apodado después el Africano, cuando, después de las derrotas y muertes sufridas por su padre y su tío en 210, le fue confiado el mando del ejército romano. Aunque Aníbal consiguió trasladar a África buena parte del tesoro que conservaba en la ciudad y base naval de Cartago Nova, la toma de la misma en el 209 permitió a Escipión apoderarse de 250 libras de oro y 18.300 de plata, además de otros objetos también de plata, valorado todo ello en 600 talentos, equivalentes a unos 16.380kgs. de plata. Junto a ello cayeron en sus manos 40.000 modios de trigo, 270.000 de cebada, cantidades similares de otros víveres y buena parte de la escuadra cartaginesa.


    Parte de este botín lo reservó Escipión para hacer con él su entrada en Roma tres años después, con todos los honores debidos al general victorioso, algo que, en forma de ovaciones, suponía la expresión de la valía del individuo, y la capacidad para su futura promoción política. Otra parte pudo corresponder al porcentaje del botín habitualmente reservada para el general en jefe y para repartos a las tropas al finalizar la campaña.


    Otra vez de la mano de Ferrer Maestro nos acercamos a un balance económico de lo que supuso para el erario romano la campaña de Escipión entre el 210 y el 206.
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            Dotación inicial (400 talentos)
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            Soldada año 210
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            Producto venta de esclavos
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            Soldada año 209
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            Stipendium percibido de ciudades sometidas (11 Tm.plata)

          

          	
            2.484.000
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            Botín de Chartago Nova
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            1.200.000

          
        


        
          	
            

          

          	
            

          

          	
            Indumentaria 209

          

          	
            1.000.000

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            10.384.000

          

          	
            

          

          	
            6.484.000
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    Hay que tener en cuenta, no obstante, que entre el 205 y el 200 a. C. los cónsules Lentulo y Manlio aún ingresaron en Roma cerca de 5.000.000 de denarios, resultado positivo de su administración en Hispania.


    También hay que decir que los datos del anterior balance no correspondían a toda la guerra, sino tan solo a la campaña de Publio Cornelio. Entre el 214 y el 202 los costes de mantenimiento de las legiones estacionadas en Hispania ascendieron a más de 13.000.000 de denarios, mientras que los ingresos en concepto de tributum no alcanzaron a la mitad de aquellos gastos. Y aunque el producto de los botines pudo enjugar en parte ese déficit, el resultado económico general para la tesorería de la República fue negativo. Ello llevó a que los mecanismos de financiación del ejército se fueran ampliando cada vez más, por ejemplo, obligando a algunas ciudades indígenas a acoger y mantener soldados durante periodos no activos, concretamente durante las invernadas.


    



    2. Hispania republicana del 197 al 19 a. C.


    La financiación de las guerras celtíberas y lusitanas (siglo II a. C.)


    Cuando en el otoño del 206 a. C. cayó Gadir y los últimos cartagineses abandonaron la Península, esta quedó definitivamente en manos de Roma. Claro es que nos referimos exclusivamente al litoral mediterráneo y al valle del Guadalquivir. Permanecía aún fuera de su control la mayor parte del territorio. Solo a lo largo de los dos siglos siguientes fue cuando tuvo lugar la expansión romana a través de las líneas del Ebro y del Alto Tajo, hasta conseguir la rendición de celtíberos y lusitanos, y, finalmente, con las guerras cántabras, alcanzar el dominio total de la Península.


    Fueron estas guerras, junto con otras de carácter civil, pero que afectaron directamente a Hispania, las que mantuvieron el protagonismo bélico en un solar que, convertido ya en provincia de Roma, paralela y progresivamente se iba romanizando culturalmente.


    Toda esta actividad militar exigió a la República el mantenimiento en Hispania de una maquinaria militar mayor o menor según los momentos, pero en todo caso importante tanto por su volumen como por su coste. Al mismo tiempo, el desarrollo de la administración romana en la Península permitió estructurar unos canales de ingresos con los que se pudiera afrontar dicho gasto. Además de los ya utilizados durante la Segunda Guerra Púnica, aparecen ahora otros tan relevantes como la configuración definitiva de un sistema tributario fijo y la explotación de los recursos mineros.


    Al comenzar el siglo II a. C. el ejército romano seguía siendo en su núcleo legionario una milicia de ciudadanos convocados para cada campaña. Disueltas dos de las legiones que habían intervenido en la última Guerra Púnica, quedaron las otras dos en el suelo peninsular, las menos veteranas. Tenían enfrente a una inquietante confederación de pueblos iberos y celtíberos, molestos al comprobar que los nuevos ocupantes no se habían limitado a expulsar a los cartagineses, sino que habían decidido relevarlos como potencia dominante, con presencia en la antigua Iberia, y en unas condiciones tan duras como las que habían vivido con aquellos.


    Por otro lado, la concentración de la riqueza ganadera y agrícola de celtíberos y lusitanos en pocas manos provocaba que una buena parte de su población se dedicase al bandidaje para asegurar su propia subsistencia, o bien se enrolase como mercenaria de otros pueblos. En definitiva, una situación de tensión latente en la que, si las difíciles condiciones de vida seguían haciendo que muchos celtíberos buscasen su mejora también en las filas romanas, la voluntad de independencia mantenida por tribus y ciudades en las cuencas medias del Ebro y del Tajo, hostiles y belicosas, hacía que, aunque muchas de ellas no habían tenido inconveniente en seguir en la guerra anterior las banderas de un determinado caudillo cartaginés o romano, no estuvieran dispuestas a aceptar el liderazgo «de una entidad abstracta llamada “el Senado y el Pueblo Romano”, que en palabras del profesor Quesada Sanz probablemente concebían con dificultad». Todo ello obligaba a las legiones romanas a mantenerse en pie de guerra.


    Ello había dado lugar entre el 206 y 205 a. C. a una dura confrontación de Escipión con los ilergetes, que llegaron a presentar un ejército de alrededor de 20.000 hombres, cifra que da una idea de la dificultad para conseguir la ocupación de la Meseta en una Hispania ya dividida por Roma en dos provincias, Citerior y Ulterior. También en el 200 a. C. el procónsul Cornelio Cetego hubo de presentar batalla contra los sedetanos del Ebro, y unos años después, entre el 197 y el 195 a. C., el cónsul Catón tuvo que hacer frente a una nueva sublevación de los ilergetes.


    Aunque comparativamente las zonas ibéricas y turdetanas se mantuvieron algo más pacíficas, la pretensión romana de avanzar hacia el interior de la Meseta hizo que los precarios acuerdos con pueblos antes vencidos no impidieran que la tensión de que venimos hablando terminara haciendo explosión. Así comenzaron lo que las fuentes denominan guerras celtibéricas, que se desarrollaron en tres fases. Una primera comienza en el 193 a. C., cuando el cónsul Marco Fulvio Flaco se enfrentó contra una coalición de celtíberos, vacceos y vettones a los que venció, pero sin que ello significara la llegada de la paz. Por el contrario, los celtíberos continuaron en pie de guerra y las luchas se multiplicaron, hasta que el sucesor de Flaco, el procónsul Tiberio Sempronio Graco, apoyado por un gran número de aliados latinos, logró en el 179 la victoria, de momento definitiva, sobre los celtíberos. La rendición de la ciudad de Certima les supuso el pago de un tributo de 2.400.000 sestercios y la incorporación al ejército romano de un buen número de sus jefes. Luego Graco recorrió la Celtiberia devastándola y logrando la sumisión de más de un centenar de recintos fortificados, un buen número de prisioneros de calidad y un cuantioso botín, además de fijar tributos.


    Una segunda etapa tuvo lugar entre los años 154 y 152 a. C. Los segedenses se levantaron ante la pretensión del Senado de prohibirles fortificar su ciudad y de hacer que entregasen todo su armamento. Roma hizo venir a Hispania al cónsul Nobilior con 30.000 soldados, al que se enfrentó el caudillo Caro, que, con 20.000 infantes y 5.000 jinetes, causó 6.000 bajas entre los romanos. Un sucesivo encuentro con los numantinos no dio a Nobilior el éxito que buscaba, lo que hizo que fuera sustituido por el cónsul Marcelo, quien con 8.000 infantes y 500 jinetes consiguió la rendición de la ciudad de Ocilis, lo que incluía la entrega de rehenes y de una cantidad que se estima en 30 talentos de plata (un talento equivalía a 4.500 denarios). Un enfrentamiento con los ciudadanos de Nertobriga terminó en unos acuerdos de paz que no fueron aceptados por el Senado, lo que hizo que se reanudara la guerra con los arévacos, hasta que unos nuevos pactos se saldaron con la entrega de rehenes y tributos.


    La tercera fase corresponde a la guerra de Numancia entre el 143 y el 133 a. C. En el primero de esos años el cónsul Quinto Cecilio Metelo, con 40.000 hombres, logró someter a los arévacos, aunque Numancia permaneció independiente. Le sucedió Quinto Pompeyo Aulo, quien llegó con 30.000 infantes y 2.000 jinetes, y el que, a pesar de varios intentos y un prolongado asedio de la ciudad, tampoco logró su rendición. Solo obtuvo un precario acuerdo de paz contra la entrega de rehenes y prisioneros, además de 30 talentos de plata. A pesar de esto, el Senado acordó reanudar la lucha, en la que Pompilio Lena, sucesor de Pompeyo, tampoco consiguió su objetivo. Lo mismo le ocurrió a Mancino, que había traído con él el año 137 a. C. 22.000 soldados.


    Se llegó así a un armisticio entre el 137 y el 135 a. C., años en los que el teatro de la guerra se trasladó a las tierras de los vacceos en el Duero Medio. Fue en el 134 cuando el Senado acordó enviar contra la inexpugnable Numancia al cónsul Cornelio Escipión, el vencedor de Cartago, quien, tras su llegada, reorganizó un ejército que estaba desmoralizado, e implantó en el mismo una férrea disciplina. Luego se dedicó con sus hombres a saquear las tierras de los vacceos, hasta que decidió sitiar Numancia con un ejército de 60.000 hombres para rendirla por hambre. Vencida por fin en el 133 a. C., Escipión la destruyó totalmente y vendió a los pocos supervivientes como esclavos.


    En estas largas y cruentas guerras celtibéricas contó Roma, sin embargo, con el apoyo de tropas indígenas, y entre ellas con algunos elementos celtibéricos, que, sobre todo, tomaron parte en las guerras lusitanas.


    Porque, paralelamente, los romanos hubieron de lidiar con otro frente abierto por los lusitanos. Tribus pobres radicadas entre el Tajo y el Guadiana, se dedicaban en pequeños grupos al latrocinio en busca de mejores tierras, aunque ya en los albores del siglo II a. C. habían logrado confederarse y formar ejércitos considerables al mando de varios caudillos, con los que se dedicaban a saquear tierras de otros pueblos aliados de Roma, singularmente por el norte de Sierra Morena y zonas de la Bética y el Suroeste de Portugal, llegando en una ocasión al Norte de África. Combatidos por los romanos, fueron masacrados a traición por el pretor Servio Sulpicio Galba. De aquella jornada logró escapar Viriato, que pronto formó un ejército de 10.000 soldados de los que fue elegido caudillo, y con los que comenzó una guerra de guerrillas por todo el ámbito de la actual Andalucía, que obligó a Roma a hacerle frente, aunque sin éxito; hasta que en el invierno del 141 al 140 a. C. envió a Máximo Serviliano con un ejército de 18.000 infantes y 1.600 jinetes, a los que se unieron refuerzos llegados de África en número de 300 jinetes y diez elefantes. Con tales fuerzas se dedicó a perseguir a Viriato y sus hombres, hasta que el caudillo lusitano, aprovechando un momento favorable, le propuso una paz que fue aceptada por el Senado. Roto más tarde este pacto por los romanos, se reanudó la lucha, aunque Viriato, en el 138 a. C., volvió a solicitar un acuerdo de paz, momento en que fue asesinado por algunos de los suyos. A partir de entonces los lusitanos dejaron de ser un problema para Roma.


    Este sucinto relato de unas guerras que ocuparon buena parte del territorio peninsular durante el siglo II a. C., y que mantuvieron en continua acción a las legiones y sus aliados, nos lleva a considerar el elevado coste que para la República Romana supuso la conquista del suelo hispano, tanto en hombres como en medios económicos. Fue el mantenimiento en campaña durante casi un siglo de ejércitos que, según los momentos, oscilaron entre los 24.000 y los 32.000 hombres, sin tener en cuenta el de Cornelio Escipión frente a Numancia, que alcanzó los 60.000. Unas tropas que, precisamente por hallarse permanentemente en pie de guerra, carecían de acuartelamientos fijos y vivían en campamentos circunstanciales. Los gobernadores de las dos provincias disponían cada uno de ellos de una legión, con sus correspondientes alas y cohortes auxiliares, salvo que se tratara de un cónsul, en cuyo caso contaba con el doble de efectivos. En el 168 a. C. se fijó la plantilla de una legión en 5.200 infantes y 300 jinetes, y el contingente aliado en 4.000 infantes y 300 jinetes.


    Durante la primera mitad del siglo II a. C. el legionario seguía recibiendo su stipendium, descontada la alimentación, a su regreso a Italia al final de la campaña o del periodo de su servicio militar. Únicamente se le adelantaba una pequeña cantidad en moneda de bronce y la parte del botín que se hubiera conseguido. Los socios latinos eran atendidos por Roma de acuerdo con los convenios suscritos con los mismos, y normalmente solo habría que suministrarles el frumentum y, en ocasiones, tenerlos en cuenta a la hora del reparto del botín. Los auxiliares hispanos, si se habían incorporado como consecuencia de una deditio, seguramente sus comunidades de origen se verían constreñidas a hacerse cargo de toda su atención. En cuanto a los mercenarios, sin duda vendrían atraídos sobre todo por la promesa de un rico botín.


    No conocemos una evaluación aproximada del coste de todas estas campañas, ni muchas veces la proporción entre los legionarios romanos y los auxilia o mercenarios que acompañaban al ejército, pero solo el pensar en la necesidad de atender al stipendium, alimentación, armamento, transporte de vituallas, etc. durante un periodo tan dilatado de tiempo hace pensar en cifras fabulosas. Baste tener en cuenta las manejadas al hablar de la Guerra Púnica. Por ejemplo, al cónsul Catón, en su campaña contra los ilergetes, los mercenarios, para incorporarse a su ejército, le pedían una paga equivalente a 100 talentos de plata (unos 2.730 kgs.).


    Pero la idea de que la guerra debía alimentarse a sí misma fue una constante en el Senado y en los generales de las legiones. Se requería, pues, buscar recursos en la propia Península, porque no había solo que atender a los costes de la guerra, sino también a las compensaciones económicas que legalmente se reconocían a favor de esos generales, y que enriquecieron a muchos de ellos, así como a los trofeos que querían llevar a Roma para el público reconocimiento de sus éxitos militares.


    Habida cuenta de que la República trataba de reducir al mínimo el coste que le suponían socii, auxilia y mercenarios, la partida principal del gasto estaba en el de las propias legiones. Solo el coste de los legionarios en Hispania durante la primera mitad del siglo II a C. se estima que supuso unos 82.000.000 de denarios, a lo que había que añadir el de los aliados y mercenarios, y el coste de la marina calculado en 10.592.000 denarios.


    El gasto de la conquista de Hispania debía ser compensado con unos ingresos acordes, bien estuvieran derivados de tributos y sanciones, y de saqueos, o bien de los productos naturales del país (mineros, de la agricultura, la ganadería, las pesquerías, etc.).


    Conocemos el importe de algunos de estos apartados, pero no se puede deducir frecuentemente qué porcentaje de esos ingresos se dedicó a gastos militares, y cuál a obras públicas o a gastos suntuarios, primero de la República y, sobre todo después, del Imperio. Ciertamente, por lo que se refiere a los gastos militares en Hispania, estos debieron suponer un porcentaje importante mientras duró la conquista, aunque, tras la pacificación de aquella, ya pasaron a ser pequeños, y los ingresos obtenidos en la Península debieron derivarse a gastos ajenos.


    Aunque no es fácil distinguir muchas veces lo que fueron tributos fijos de las sanciones puntuales en concepto de indemnizaciones de guerra, lo cierto es que, de una u otra forma, la República, como ya se ha dicho, trató de que la financiación de la guerra fuera soportada por los pueblos sometidos. Hacia el año 180 a C. ya se habla de la percepción de un tributo fijo que se aplicaba, entre otras cosas, a la recolección de granos con un tipo del cinco por ciento sobre la misma. Las tierras convertidas en ager publicus eran a veces arrendadas para pastos, viñedos o cultivos por un periodo de cinco años a cambio de un canon o vectigal. En otras ocasiones, ya hacia finales de siglo, comenzaron a ser repartidas entre veteranos del ejército, mientras que otro grupo de aquellas quedaba a favor de ciudades federadas y libres sin pago de impuesto alguno. Parece que durante los cuatro primeros decenios del siglo que comentamos el tesoro recibió de Hispania unos 50 millones de denarios, bien de aquellos tributos, de indemnizaciones o de la producción minera.


    Los tributos solían pagarse en metales preciosos, aunque también se sabe que en ocasiones se hicieron entregas de caballos o se convirtieron en prestaciones personales (aportación de fuerzas auxiliares y albergue de tropas durante la invernada), así como entregas de rehenes. La firma de un tratado de paz de Pompeyo con los celtíberos supuso la entrega de 9.000 sagos (sayos o capotes), 3.000 pieles de buey, 800 caballos de guerra, 300 rehenes, todas las armas y 30 talentos de plata. Igualmente, al menos durante el primer siglo de la conquista, pudieron fijarse los tributos en entrega de armas y alimentos para las legiones y los auxilia.


    Ya se ha dicho que la sumisión de Ocilis le supuso la entrega de 30 talentos de plata como sanción. En el año 151 a. C. Lúculo exigió a Cauca la entrega de 100 talentos, rehenes y tropas armadas, y a Intercetia un número indeterminado, pero alto, de cabezas de ganado y 10.000 sagos. Finalmente Lúculo sustituyó la entrega de los 100talentos de Cauca a cambio de obtener todo lo que atesoraban las arcas ciudadanas, más el importe de la venta de prisioneros y una superficie no precisada de tierras. Graco impuso a Certima el pago de unos 2.400.000 sestercios, es decir, unos 600.000 denarios. El convenio formalizado el 151 a. C. entre Claudio Marcelo y los celtíberos se concretó en la entrega de un determinado número de rehenes y una indemnización de importe y naturaleza desconocidos. Parece que el importe total de las indemnizaciones de guerra impuestas por Marcelo a los celtíberos ascendió a la cuantiosa suma de 600 talentos de plata, equivalentes al stipendium de dos legiones durante tres años. Muchas veces les era imposible a los vencidos atender de una sola vez estos pagos, lo que hacía que se transformaran en una contribución anual parecida a un impuesto.


    Visto desde otra perspectiva, según Tito Livio hacia el año 197 a. C. Hispania ingresó al tesoro romano 2.480 libras de oro y 58.542 de plata. En la década siguiente las cantidades fueron de 3.042 libras de oro, 156.532 de plata y 775.502 denarios. Entre los años 190 y 180 a C. Roma obtuvo 734 libras de oro, 59.620 de plata y 173.200 denarios. Por fin, entre los años 180 y 168 a. C. la Península suministró 60 libras de oro, 70.000 de plata y 250.000 denarios.


    Las indemnizaciones y tributos, cuantificados en valores monetarios y abonados en moneda ibérica no circulable en Roma, posiblemente sirvieron para pagos locales dentro de la Península, y, en otros casos, fueron llevados Roma con ocasión de las entradas triunfales de los generales, y luego las piezas fundidas y reconvertidas en moneda romana.


    La explotación de las minas, ya antes trabajadas por los cartagineses, constituyó otra importante fuente de ingresos, siendo Hispania el distrito minero más importante entre todas las colonias de la República. Según esta fue conquistando el territorio hispano, las minas pasaron a ser propiedad del Estado. En un primer momento su gestión fue directa bajo la dirección de administradores y cuestores, y el trabajo a cargo de mano de obra esclava. Refiriéndose a las de plata de Carthago Nova, Polibio dice que trabajaban en ellas 40.000 obreros y que producían 25.000 dracmas diarios. En los primeros años del siglo II a C. la República ya las había arrendado a compañías de publicanos y empresas públicas mineras administradas por estos. Los publicanos eran ciudadanos romanos que se concertaban formando compañías financieras que solían adelantar al tesoro público el importe de los impuestos que luego ellas se encargaban de recaudar; además, recibían del Estado en arriendo la explotación de minas y frecuentemente actuaban como suministradores de las provisiones del ejército.


    Ferrer, partiendo de los beneficios de las minas de plata de Carthago Nova, de Baebelo y de otras no argentíferas de menor importancia, propone unos rendimientos para el ciclo del 200 al 157 a. C. de 3.675.000 denarios anuales y 158.000.000 para los cuarenta y tres años de dicho periodo. Por su parte Knapp estima que entre los años 206 y 169 a. C. las provincias hispanas proporcionaron a Roma 96.400.000 denarios, de los cuales 38.400.000 correspondían al producto de las minas, 11.400.000 a impuestos propiamente dichos y 47.000.000 a los botines y saqueos. No se dispone de datos en las fuentes antiguas referidos al periodo 168-100 a. C.


    Otros ingresos en especie aportados por las provincias de Hispania provenían de la agricultura, centrada sobre todo en la producción de cereal y de los olivares. De una u otra forma parte de esta producción se consumiría en los campamentos militares, de igual manera que lo dicho respecto de la ganadería y sus productos. Por ejemplo, M. Terencio Varrón exigió a los pueblos de la Bética 18.000.000 sestercios y 20.000 libras de plata, además de 120.000 modios de trigo.


    



    La financiación de las guerras civiles y cántabras (siglo I a. C.)


    El siglo II a. C. terminó con una Hispania casi totalmente pacificada y controlada por el poder romano, con excepción de su extremo norte. «En los tres siglos que siguen a la destrucción de Numancia y a la muerte de Viriato España apenas tiene historia propia. Es la historia de Roma, de cuyos episodios acaso los más patéticos transcurren en la Península». Al mismo tiempo, paradójica y lentamente la singularidad hispana va tomando conciencia de sí misma, aunque aún de forma muy difusa.


    En el siglo I a. C. la cuestión militar se circunscribe a las guerras civiles que convulsionaron a la República y dieron lugar a su consumación, y, poco antes de terminar el siglo, a las guerras cántabras. Entre los años 83 y 72 a. C. tiene lugar la lucha por el poder entre Mario, representante del partido popular romano, y Sila, jefe del partido militar y plutocrático. Las sangrientas contiendas entre ambos, y en las que Sila consiguió un triunfo inicial, condujeron a que uno de los partidarios del primero, Quinto Sertorio, se viera obligado a refugiarse en Hispania, donde ejerció con acierto el cargo de pretor de la Citerior. Mientras la guerra civil continuaba entre el partido popular y el aristocrático, Sertorio logró atraerse a los jefes celtíberos, en buena parte cansados de los excesos de la dominación romana, y con ellos y algunos colonos romanos consiguió estructurar un ejército y una escuadra con los que oponerse a Sila. Alarmado el Senado romano, organizó a su vez un fuerte ejército consular que pasó los Pirineos y entró en la Península.


    Tras varias peripecias Sertorio consiguió también que los lusitanos aceptaran su caudillaje. A partir de aquí Roma se inquietó aún más, recordando los levantamientos indígenas del siglo anterior y viendo en peligro su dominio sobre la colonia hispana. Una guerra de guerrillas entre Sertorio y los generales del ejército consular Metelo y Pompeyo comenzó por las comarcas montañosas entre el Tajo y el Guadiana. La guerra se prolongó con varia fortuna, hasta que con la muerte de Sila y el posterior asesinato de Sertorio se depusieron las armas, y Pompeyo pudo pacificar la Península.


    Pocos años después comenzó una segunda guerra civil, que en parte tuvo también como escenario el territorio hispano. Después de la muerte de Craso, que con Pompeyo y César había formado un primer triunvirato para gobernar la República (60 a. C.), de nuevo la ambición por el poder dio lugar a una guerra entre los dos últimos. César había desempeñado ya la pretura en la provincia Ulterior y dirigido desde allí una campaña de sometimiento de los celtas del norte de Portugal y de Galicia. Ahora, su enfrentamiento con Pompeyo le había llevado a formar un gran ejército en la Galia con el que se dirigió de nuevo a Hispania, donde los partidarios de Pompeyo, la vieja aristocracia republicana de terratenientes, habían formado otro al mando de Marco Petreyo y Terencio Varrón.


    No procede aquí entrar en los detalles de aquella guerra. Solo decir que César venció a Pompeyo en Farsalia, y derrotó luego a sus hijos, ya en suelo hispano, en la batalla de Munda (año 45 a. C.). Con ello quedó como Imperator único, es decir, como jefe de los ejércitos de la República, cónsul por diez años y dictador supremo hasta su asesinato en el 44 a. C.


    Las guerras civiles exigieron un gran esfuerzo bélico, así como importantes medios humanos y económicos con qué mantenerlo. El papel de los indígenas fue el de sumarse a uno u otro bando, en este caso preferentemente al de Pompeyo. Por otro lado, y vista desde la perspectiva de los dos líderes en esta segunda guerra, la Península no era más que un territorio apto para obtener de él los mayores ingresos posibles, tanto para el tesoro público como para los propios generales. Las fuentes insisten en que César se enriqueció en Hispania.


    Pompeyo había contado en Hispania con siete legiones, más los auxilia indígenas, sumando en total unos 85.000 soldados, y en la campaña de Munda su hijo Cneo Pompeyo llegó a reunir once legiones, reforzadas con más de 6.000 jinetes y 6.000 auxiliares. César contaba con ocho legiones y más de 8.000 soldados de caballería. Disponía de clientelas desde sus etapas de cuestor y propretor, y de entre ellas consiguió reclutar abundantes auxilia. No se olvide que, tratándose como se trataba de una guerra civil, la fidelidad de los soldados se había trasladado de una entidad abstracta como era la República, a sus propios líderes y jefes militares.


    En todas estas guerras civiles participaron también soldados mercenarios al servicio de unos u otros ejércitos, singularmente honderos baleares. Igualmente, además de en los cuerpos auxiliares, los indígenas habían comenzado a integrarse en legiones vernáculas formadas por tropas ya romanizadas.


    A partir del 107 a. C. Cayo Mario había logrado una profunda reorganización del ejército abriendo el sistema de recluta de las legiones sin tener en cuenta el nivel económico del soldado, incrementando su paga y profesionalizando el servicio militar, que así se convirtió en un medio de vida para muchos ciudadanos, que se alistaban por seis años a cambio de un salario fijo. Las legiones, antes creadas y disueltas periódicamente, se convirtieron en unidades permanentes. El stipendium había ascendido a 120 denarios/año, con deducciones para la alimentación y el vestido, el doble para los centuriones y el triple para los aequites. No era este un sueldo superior al de un jornalero, pero seguía viniendo compensado con la posibilidad de conseguir un buen botín. Posteriormente, en la época de César, el sueldo se incrementó a 225 denarios.


    Con todo ello, el coste de una legión en la época de Sertorio era aproximadamente de 1.500.000 denarios/año, más del doble de los 600.000 denarios que suponía en el siglo III a. C., aunque hay que tener en cuenta que el denario se había devaluado de 4,5 a 3,7 gramos de plata. Si ponemos en relación esta cifra con el número de unidades y hombres que combatieron en las guerras civiles en la guerra sertoriana pudo llegar a haber 100.000 hombres en armas, más los auxilia podemos entrever ya la magnitud del gasto que las mismas supusieron.


    Desde el 167 a. C. Roma había suspendido la recaudación del impuesto para el pago de los contingentes militares que gravaba a los ciudadanos en función del censo, y no lo puso de nuevo en vigor hasta al 43 a. C. Pero el ingreso que esto suponía para el erario era sustituido por los gravámenes que recaían sobre las poblaciones sometidas. Así, las provincias Citerior y Ulterior hubieron de asumir una parte fundamental de las cargas fiscales para atender a aquel gasto. Fueron de nuevo los impuestos, los botines recaudados y los productos de la explotación minera los que sufragaron los gastos militares y nutrieron la hacienda particular de los generales. En todo caso, durante el gobierno de César en Hispania se trasladó a Roma mucho oro y plata, seguramente procedente de tributos y saqueos.


    Durante el siglo I la explotación de las minas arrendadas a los publicanos pasó a manos de particulares, y su producción se incrementó de forma considerable, aunque es posible que durante las guerras civiles la explotación de las minas béticas se interrumpiera temporalmente.


    El otro conflicto bélico, ya al final del siglo I a. C., estuvo protagonizado por las guerras cántabras (28 a 19 a. C.). Una línea aproximada entre la actual Astorga y todo el margen derecho del río Pisuerga suponía la frontera entre los romanos y los pueblos cántabros y astures, que seguían molestando a los indígenas de más al sur, vacceos, autrigones y turmogos, aliados de Roma, con sus continuas correrías y pillajes. Por otro lado, desde el punto de vista de Roma y de sus líderes, convenía hacer olvidar la crueldad de las guerras civiles y, al mismo tiempo, lograr laureles en la campo de batalla que supusieran acrecentar su propio prestigio. Además, había factores de orden económico que hacían indispensable consolidar el control romano sobre el área cantábrica, rica en hierro, y la astur-galaica en la que era conocida la abundancia de oro.


    A lo largo de las guerras civiles de manera fija estaban asentadas en la Península dos legiones, cada una de ellas en una de las dos provincias. Las guerras cántabras supusieron la intervención de otras siete más. Después de varios encuentros en forma de guerrillas, un sobrino de César, Augusto, decidió liderar la guerra contra los cántabros, estableciendo en Tarraco a fines del 26 a. C. su cuartel general. Desde allí con tres legiones abrió un frente cántabro, mientras otras tres legiones lo hacían contra los astures. Luego centró la guerra en el Noroeste, consiguiendo victorias en todos los frentes, y obligando a los pueblos levantiscos a descender al llano y ocupar los campamentos y tierras inmediatas que iban dejando abandonadas las legiones. Se trató de una campaña difícil, tanto por las fragosidades del terreno como por la importancia de las tropas con que se enfrentaban, similares en número a las del ejército romano.


    Pero después de su regreso a Roma a comienzos del 24 a. C., los cántabros y astures volvieron a levantarse, lo que dio lugar a nuevas luchas y a una dura represión por parte de los romanos, aunque la guerra continuó. Ante tal situación, un nuevo general, Vipsanio Agripa, tomó el mando, disciplinó a un ejército desmoralizado por la tenacidad defensiva de los norteños, y consiguió la derrota definitiva de estos en el año 19 a. C. Cuando Augusto volvió a Hispania en el 15 a. C. la pacificación era un hecho. El tema era ya la reorganización administrativa de las tres provincias en las que el año 27a. C. había dividido la Península (Tarraconense y Lusitana, imperiales, y Bética, senatorial), y su impulso con la fundación de ciudades como Caesaraugusta (Zaragoza), Asturica Augusta (Astorga), Lucus Augusti (Lugo) y Bracara Augusta (Braga).


    Las legiones que intervinieron en las guerras cántabras fueron la I Germanica, la II Augusta, la IV Macedonica, la V Alaudae, la VI Victrix, la IX Hispana, la X Gemina, la XX Valeria Victrix y la XXI Rapax. El ejército romano llegó a estar constituido en algunos momentos por al menos 50.000 hombres, de ellos unos 30.000 legionarios y 20.000 auxiliares. La paga de los primeros ya se ha dicho que se había incrementado a unos 225 denarios/año, y la de los segundos a 75 denarios.


    A partir de todos los datos anteriores Santos Yanguas calcula el coste anual de las tropas legionarias en esta guerra en un total de 225 x 30.000 = 6.750.000 denarios. En cuanto a las tropas auxiliares, y realizando los mismos cálculos, tendríamos 75 x 20.000 = 1.500.000 denarios. No obstante, se trata de cifras dudosas.


    La alimentación suponía como mínimo 30 modios de trigo anuales por soldado, es decir, unos 200 kgs., lo que da como resultado para 50.000 hombres 10.000 toneladas de trigo anuales. Sin embargo, otros cálculos estiman como necesario para la alimentación del soldado tres libras romanas de trigo al día (alrededor de un kilo), lo que llevaría a una cantidad final para todo el ejército de 18.250 toneladas. En cualquiera de los casos un problema serio para la logística. Y a esto habría que añadir el forraje y cereales para los caballos.


    Aparte de los acarreos de los cereales transportados desde fuera, un elemento a tener en cuenta, y que sin duda jugó un papel importante en esta guerra, fue el de los prata legiones, o terrenos detraídos a las comunidades indígenas o del ager público, y asignados a las legiones y tropas auxiliares para el cultivo del cereal y pastizales para la caballería. El carácter estable que en lo sucesivo pasaron a tener los campamentos militares les permitió atender en mayor o menor medida a la subsistencia de hombres y animales con los productos de estas tierras, utilizando a indígenas como mano de obra.


    De acuerdo con los datos antes expuestos, el coste anual de las guerras cántabras ascendería a un total de 8.250.000 denarios por el concepto de stipendium. Esta cantidad, multiplicada por los diez años que duraron las guerras, nos daría para todo el periodo más de 80.000.000 de denarios, es decir, entre 20.000 y 25.000 kgs. de oro.


    Santos Yanguas incrementa a este coste el de la alimentación que, según se estime entre 10.000 y 25.000 toneladas anuales x 10 años, nos daría entre 100.000 y 250.000 toneladas de trigo y cereales para toda la guerra. De todas formas, parece que el importe de esta alimentación se descontaría del stipendium. Lo que sí, en todo caso, habría que añadir es el coste, que nos es desconocido, del transporte de la impedimenta y del levantamiento de los campamentos.


    Una parte de este enorme gasto vendría aliviado por los impuestos, los productos de la minería (aunque de los yacimientos de oro del Noroeste, singularmente las Médulas, aún se tardaría años en obtener una producción importante), lo que se pudiera conseguir de los prata y por el resultado de las incautaciones de metal precioso en manos de los indígenas.


    



    3. El Alto y Bajo Imperio (siglos I al V)


    A partir de la pacificación de Octavio Augusto, y dada su situación geográfica excéntrica, Hispania quedó prácticamente al margen de la actividad militar del Imperio durante los siglos siguientes. Las tropas estacionadas en la Península se redujeron al mínimo, y esta se convirtió simplemente en una despensa económica que sirvió para ayudar a afrontar los gastos de las legiones en otros territorios. En este sentido, y para lo que constituye el objeto de este libro, este periodo pierde gran parte de interés. Además, las fuentes se van haciendo cada vez más remisas, hasta crear grandes lagunas temporales.


    Lo primero que convendría decir es que durante esta época se produjeron profundas transformaciones en relación con la naturaleza de la ciudadanía romana, transformaciones que naturalmente afectaron al ejército. Poco a poco se fue ampliando la concesión de la ciudadanía, algo que se había considerado de manera muy restrictiva durante la época republicana. La romanización de los habitantes de las provincias, tanto en su mentalidad como en la expresión de la misma a través de sus costumbres y lengua, fue una constante. En Hispania muchos peregrinos se convirtieron en ciudadanos a través de distintas vías, entre ellas el decreto de Latinidad de Vespasiano (años 69-79), que hizo muy corta la diferencia práctica entre el mero latino y el que disfrutaba de la ciudadanía plena; y para un buen número de indígenas la prestación del servicio militar fue recompensada con el estatus ciudadano. Este fue un factor importante que facilitó el reclutamiento.


    Si para sentar plaza en las legiones era requisito legal el ser ciudadano romano, la concesión del ius Latii a toda Hispania atrajo a las unidades auxiliares a muchos indígenas del cuadrante noroeste de la Península, que, en su día, al ser licenciados obtuvieron la ciudadanía.


    Al comenzar el siglo I en Hispania habían quedado tres legiones, la IV Macedonica, la VI Victrix y la X Gemina, la primera en tierras de Cantabria y las otras dos en la zona astur, protegiendo la explotación de las minas auríferas. Con ellas quedaron varias alas y cohortes auxiliares. Posteriormente, la Macedonica y la Gemina partieron hacia las fronteras del Rhin y del Danubio respectivamente, y solo quedó en la Península la VI Victrix, a la que en el año 69 Galba agregó la VII Galbiana, seguramente integrada por gentes arévacas y vacceas, pero que también pronto se trasladó fuera de Hispania. Hacia comienzos del año 70 partió también la VI Victrix, y hasta el año 74 solo se pudo contar para la protección de las explotaciones mineras con unidades de menor entidad. Al fin, en este último año regresó la Galbiana, transformada ya en VII Gemina, para acuartelarse en León. Hasta el fin del Imperio esta sería la única legión con asentamiento permanente en Hispania; las necesidades militares quedaban ya lejos, y la Gemina se convirtió en un elemento estable de ocupación, más una unidad garante de la seguridad interior, que una unidad militar operativa.


    Con ella quedaron cinco cohortes de infantería y algún ala de caballería, en número cada una de entre 500 y 1.000 hombres. Estas unidades se articularon ya de forma ordenada y estable dentro del ejército, con mandos que aún seguían siendo indígenas, pero organizadas y disciplinadas de forma muy distinta a los auxilia de centurias anteriores, irregulares en su estructura y con armamento propio. Sus tropas quedaban sujetas a un tiempo de servicio de 25 años, superior al de los legionarios, pero siempre con el atractivo de la promoción social. Poco a poco fueron distribuidas en acuartelamientos específicos, como los de Bande, Herrera de Pisuerga, Rosinos de Vidriales, etc. En definitiva, todo ello suponía un ejército de guarnición de unos 7.000 hombres, con una legión y unidades auxiliares integradas por reclutas extraídos de las localidades cercanas a su asentamiento.


    A partir de Vespasiano la Península pasó a ser un centro de reclutamiento. Se incrementaron las levas, sobre todo en territorios astures y cántabros, agrupándose en unidades que en su origen pasaron a tener la denominación de las etnias que las constituían. Pero esas unidades, que tal vez llegaron al centenar a lo largo del siglo I, no permanecían en Hispania, sino que de inmediato pasaban a combatir en las fronteras del interior de Europa, en Britania o en África.


    Atendiendo de nuevo a las unidades fijas en Hispania, y habida cuenta de que, en general, las luchas por el poder imperial se desarrollaron en otros territorios, el hecho es que se vieron poco envueltas en estas. Tal vez solo unas razzias o incursiones de elementos africanos entre los años 171 y 176 por tierras de la Bética y la Lusitana alteraron algo la tranquilidad que se disfrutaba en la Península, pero en realidad no tuvieron trascendencia y fueron pronto neutralizadas. También unas bandas de soldados desertores y esclavos llegadas desde la Galia saquearon algunas zonas del norte al final del siglo, pero tampoco supusieron ninguna amenaza seria.


    Estas unidades, con funciones, como se ha dicho, casi más policiales que propiamente militares, estaban mal pagadas y mal entrenadas, por lo que resultaban poco eficaces. La paga de 225 denarios, establecida desde los tiempos de César, fue incrementada por Domiciano para todas las legiones hasta 300 denarios, y más tarde fue vuelta a subir por Septimio Severo, aunque hay que tener en cuenta el incremento del índice de precios a partir de mediados del siglo I. Había ocasiones en que un emperador repartía donativos para granjearse el apoyo de las legiones; por ejemplo, Tiberio repartió entre todo su ejército 12 millones de sestercios. Sin embargo, no es seguro que tales mercedes alcanzaran siempre a la VI Gemina; en todo caso, ante la escasez de metales preciosos a partir del siglo III, después de una época de auge en el I y II, los donativos monetarios debieron desaparecer. En época de Augusto, los veteranos al acabar su servicio recibían 12.000 sestercios, equivalentes más o menos a la paga de catorce años, a cargo de una caja o tesoro militar nutrida inicialmente con dinero del emperador, y luego con un impuesto del cinco por ciento sobre las herencias.


    El coste de mantenimiento de todo el ejército romano era muy elevado, y en época de Augusto suponía anualmente entre 245 y 450 millones de sestercios, es decir, entre la mitad y los dos tercios del presupuesto del Estado. Se ha calculado que entre mediados del siglo II y principios del III el gasto militar consumía entre el 71 y el 77 por ciento de dicho presupuesto, frente a un porcentaje de entre el 7,6 y el 9 dedicado a la administración, y entre el 1,4 y el 6,1 reservado para las obras públicas.


    También en Hispania el capítulo más elevado del gasto público durante los dos primeros siglos del Imperio lo constituyó el mantenimiento de la legión VII Gemina y las unidades auxiliares. De todas maneras ese coste fue relativamente pequeño. Durante el siglo I la progresiva reducción del número de legiones en la Península hizo que los gastos anuales fueran también descendiendo desde aproximadamente unos cuatro millones de denarios hasta algo más de un millón y medio, con un total para el siglo de unos 400 millones. Ya estabilizado el número de efectivos, y aun teniendo en cuenta el incremento de paga decretado por Domiciano, el gasto total durante el siglo II no debió superar los 300 millones.


    Los recursos de la Península no solo podían financiar sobradamente ese gasto, sino que podían atender a una parte significativa de todos los del Imperio. En primer lugar estaban los impuestos: la quiquagessima sobre la exportación, la vigéssima sobre la herencia y la vigéssima libertatis sobre la venta de esclavos. Parece que en el siglo II Hispania tributaba anualmente unos 50 millones de sestercios. A partir de Tiberio los impuestos directos fueron recibidos por los funcionarios del Estado a través de las municipalidades; de esta manera se reforzó la autoridad de los procuradores imperiales en las provincias. Además, Vespasiano incrementó los ingresos procedentes de las minas y de los terrenos de Hispania como consecuencia de una mayor precisión en los censos y de una regulación de los arriendos.


    Desde finales de la República y durante los siglos I y II del Imperio la minería hispana, ya monopolio del Estado, se mantuvo en unos altos niveles de explotación. Al comienzo del Imperio las minas de Galicia y Asturias, además de la plata, el plomo y el estaño, rentaban 20.000 libras de oro al año (unos 14.400.000 denarios de plata), la mayor parte producto de las Médulas. Estas se mantuvieron en explotación unos doscientos cincuenta años a partir de la última década del siglo I. a. C., por lo que su producción total pudo superar la gigantesca cifra de 1.500.000 kgs. Según José María Blázquez, en tiempos de Augusto el producto total de estas minas del noroeste suponía 90.000.000 de sestercios, o sea, la quinta parte de todos los ingresos del erario romano, calculados en 450.000.000 de sestercios; y 60 años después, en tiempos de Vespasiano, aún representaban entre el 6 y el 7,5 por ciento, según se calculen aquellos entre 1.200 y 1.500 millones de sestercios. Frente al sistema tradicional de arrendamiento de las minas a compañías privadas, las del Bierzo fueron indirectamente explotadas por la administración imperial, y estuvieron bajo su control financiero.


    El sureste lusitano producía también grandes cantidades de plata y cobre. En la Bética se conocen las cifras de arriendo de algunas minas, como la Samariense, cuyo canon era de 225.000 denarios anuales, y la Antoniana arrendada en 400.000 libras. Algunas otras minas se seguían explotando en Córdoba y en la Tarraconense. Las de Sierra Morena y Carthago Nova habían, en cambio, perdido su importancia. Sin duda, la partida de ingresos más importante para el Tesoro procedió en estos siglos de las minas hispanas; de ahí que su explotación estuviese protegida por la Gemina y las unidades auxiliares.


    A pesar de la abundancia de plata durante los dos primeros siglos de nuestra era, el abastecimiento monetario para el ejército acampado siguió haciéndose fundamentalmente en unidades de bronce acuñadas por las cecas hispanas, aunque también acuñaron plata con destino a los stipendia abonados en ciudades, salvo que se transformaran en entregas de tierras para los soldados que decidían permanecer en la provincia de su jubilación. Otra plata acuñada se transportaba, fuera de las fronteras de Hispania, a distintas regiones del Imperio. A partir del reinado de Claudio parece que el pago en moneda de plata se hizo más usual. La ceca principal durante este periodo pasó a ser la de Caesaraugusta, que atendía al abastecimiento militar de la provincia. Más al oeste, puede ser que Clunia, cercana a minas de oro y plata, dispusiera de ceca para abastecer a los campamentos de su zona.


    De todas maneras, hay que insistir en el hecho de que al soldado se le suministraba el frumentum en forma de grano, aceite, vino, etc., así como en ocasiones la indumentaria, y que las liquidaciones tenían lugar con ocasión de su retiro, lo que llevaba a que la moneda usada normalmente por él fuese de bronce, cuando no, como también se ha indicado ya, falsa moneda o «copias» de aquella usadas como valor entendido para pequeños pagos e intercambio de bienes.


    Después de este periodo de esplendor del Imperio, y a pesar de no apreciarse síntomas de declive económico, al menos en Hispania, la crisis de autoridad que se constata a partir de la segunda década del siglo III con los últimos Severos y los emperadores ilirios dio lugar a una época de decadencia y de anarquía militar, en paralelo con una presión bárbara ya evidente en las fronteras.


    Sin embargo, la inestabilidad política y militar apenas tuvo repercusión en Hispania. Ciertamente, algunas oleadas foráneas en la segunda mitad de dicho siglo III llevaron a la fortificación y amurallamiento de ciudades como Lucus, Bracara o Asturica, por citar solo algunas del noroeste, pero, en general, la vida cotidiana siguió manteniéndose dentro de unos márgenes de normalidad.


    El ejército aquí acantonado no era ya más que una caricatura de lo que había sido en tiempos de la República. Su capacidad militar, limada por siglos de inactividad, se hallaba bajo mínimos, e incluso el hecho de la reducción de la actividad minera que tuvo lugar en este nuevo siglo, hizo que sus labores de vigilancia y protección de las explotaciones se convirtieran en puramente simbólicas. Por el contrario, hacia el final del Imperio parece que de alguna forma que no conocemos concretamente pudo verse envuelto en alguna de las intrigas político-militares del momento. Las reformas de Diocleciano, ya en los albores del siglo IV, que reconvirtieron en seis las provincias hispanas, dividiendo unas y agregando la Tingitana, no parece que hubieran tenido un efecto significativo sobre la legión que permanecía en León y las cinco cohortes, salvo el hecho de que algunas de estas dejaron sus campamentos cercanos a las antiguas minas, para pasar ahora a custodiar las vías de exportación de los productos ibéricos hacia otras zonas de la geografía europea.


    Junto a este ejército regular, el siglo IV contempló la aparición de ejércitos privados, propiedad de nobles y terratenientes. Eran verdaderos ejércitos que pudieron enfrentarse a otros regulares organizados. Su carácter privado derivaba tanto de la dependencia de sus hombres de un noble o un terrateniente, como del hecho de estar sufragados por el mismo y de no sustituir a los contingentes oficiales que constituían las tropas imperiales. Su constitución era de lo más heterogéneo, procediendo sus efectivos de la casa o tierras del Dominus o de colonos u hombres libres de las zonas inmediatas, pero con determinada sujeción a la tierra del patrono. Los había esclavos, antiguos esclavos emancipados, domésticos, agricultores o vecinos de la localidad, aunque siempre ligados por algún vínculo de obligación. Organizados y dirigidos por antiguos soldados profesionales o miembros provenientes de un ejército imperial en descomposición, se ocupaban en un principio de la vigilancia contra el bandidaje, aunque luego llegaron a intervenir en las luchas civiles.


    Consecuentemente, el gasto militar en Hispania siguió siendo mínimo. En realidad la Península se había convertido en un granero y almacén orientados al abastecimiento del Imperio. Si la actividad minera había decaído mucho, sin dejar de ser importante al menos hasta ese siglo IV, cuando prácticamente dejaron de ser explotadas las minas, en cambio la agricultura hispana siguió generando y exportando productos fundamentales para el ejército romano, como el grano y el aceite, aunque algunos de estos productos también comenzaron a decaer en beneficio de los del norte de África. También conviene hacer alusión a la ganadería, singularmente a la cría de caballos y mulos.


    Las pocas fuentes de que se dispone muestran unos siglos IV y V revueltos y confusos. Las tropas acantonadas en Hispania siguieron los dictados de la Galia, su matriz administrativa, y, según los momentos, apoyaron a una u otra de las facciones que pretendían controlar el Imperio. En este sentido, la paz de la Península se vio afectada por una serie de confrontaciones políticas con su correspondiente efecto militar.


    Aquellas tropas, que a fines del siglo IV ascenderían a unos 10.000 u 11.000 hombres, desaparecieron a comienzos del V. Nada se sabe de la disolución de ese ejército regular, y, en concreto de la legión VII Gemina, seguramente fundidas con el resto de la población, abdicadas de sus funciones tradicionales y sustituidas de hecho por los ejércitos particulares. Fuerzas aliadas, más o menos regulares, pasaron circunstancialmente a la Península, pero sin asentarse definitivamente en ella. Y en medio de esa ceremonia de la confusión, y aprovechando la guerra civil que se inició entre Honorio y el usurpador Constantino III, en el año 409 pueblos suevos, vándalos y alanos penetraron en el antiguo solar ibérico sin encontrar ninguna resistencia armada. El Imperio de Occidente siguió existiendo durante poco tiempo más, pero ya como algo virtual y sin trascendencia alguna para la Península. Así, de forma tan poco heroica, iba a terminar el capítulo de la Hispania romana.


    



    
      
        1 Para los valores y conversiones de las monedas a partir de ahora ver Apéndice I.

      


      
        2 El modio era una medida de volumen en seco, equivalente a unos 8,7 litros.

      

    

  


  


  
    II


    De la Hispania gótica al pleno Medievo (siglos V a mediados del XIII)

  


  
    


  


  
    1. Los visigodos en Hispania. El Ejército


    La entrada de los pueblos vándalos, alanos y suevos en la Península, y la ausencia de cualquier resistencia, lleva a pensar en una actitud pasiva por parte de las fuerzas que seguramente aún guardaban los pasos pirenaicos, y que se habían puesto al servicio del impostor Constantino III que disputaba el trono al legítimo emperador de Occidente, Honorio.


    En medio de esas luchas intestinas en plena descomposición del Imperio, otro falso emperador, Máximo, instalado en tierras del noreste peninsular terminó de facilitar los movimientos de aquellos pueblos bárbaros al establecer alianzas con los mismos.


    Es en ese contexto en el que aparece por vez primera la intervención de los visigodos en Hispania. Instalados al otro lado de los Pirineos formando el reino godo de Tolosa, pronto comenzaron una lenta penetración en la Península, sobre todo a partir del pacto o foedus suscrito con el emperador Honorio en el año 418. El mismo los convertía en aliados del Imperio, y los legitimaba para, en nombre de este, disponerse a combatir a aquellas hordas que habían asolado a sangre y fuego el territorio ibero.


    El asentamiento de fuerzas visigodas en ciudades y villas fortificadas de la Tarraconense fue, en consecuencia, pacífico y, a cambio de su apoyo militar, comenzaron a recibir tierras en la Península, singularmente en zonas estratégicas, ocupando así el vacío que había dejado en las mismas la desaparición de las últimas unidades romanas. Castigados los vándalos y alanos entre los años 416 y 419, reducidos progresivamente los suevos a un lejano reino en le noroeste peninsular y derrotado también el usurpador Máximo, el papel de los godos, singularmente cuando en el año 429 los vándalos cruzaron el Estrecho y se trasladaron a África, pasó a ser de controladores de un territorio frente al posible bandidaje de bagaudas que amenazaban a los terratenientes.


    Persistía un teórico y nominal poder imperial, cada vez más difuso y lejano, que terminó desapareciendo con la deposición de Rómulo en el año 476, y con la consiguiente caída del Imperio Romano de Occidente. Ello dio lugar a que tropas del godo Eurico, desligado ya del pacto de federación, pasaran a ocupar nuevos territorios ibéricos. Sin embargo, no fue hasta la derrota de Alarico II por los francos en la batalla de Vouillé el año 507, y la desaparición del reino godo de Tolosa, cuando se produjo la definitiva entrada en la Península del pueblo visigodo, que pasó a gobernar Hispania, a pesar de tratarse de un contingente poco numeroso, seguramente de no más de 80.000 o 100.000 personas, aunque hay quién eleva este número al doble; en todo caso tal vez un dos por ciento de la población hispanorromana. Nacía así el reino visigodo de Hispania, que instaló su capital en Toledo; un reino dominado casi siempre por una oligarquía formada por un grupo de familias de la nobleza goda, que trataban de controlar a su favor un sistema monárquico, en principio no hereditario, y que se sustentaba en un juego de equilibrio de poderes entre los miembros de aquellas.


    Ciñéndonos ya a lo que es el objeto de estas páginas, lo primero que conviene decir es que en relación con la composición, estructura y mantenimiento del ejército visigodo en Hispania entre el año 507 y el 711, muy poco se sabe, y ese poco deducido casi exclusivamente de las fuentes legislativas.


    La composición de este ejército tuvo que ver con la propia estructura de la sociedad de aquel reino en sus dos siglos de existencia. Un pueblo de raíz goda, de hombres libres dirigidos por una élite aristocrática, que sustentaba a una familia gobernante, presidida por un rey que raramente conseguía consolidar su dinastía por dos generaciones. Algunos de esos hombres libres, los gardingos, se encontraban sujetos a una especial condición de dependencia con respecto al rey, mientras que otros, los saiones, lo estaban igualmente respecto de algunos nobles, de los que se consideraban clientes. Esas relaciones contractuales, de naturaleza privada, suponían por parte del rey o de esos nobles la entrega a sus patrocinados de bienes, en especial de tierras, y por parte de estos, una especial fidelidad, y una colaboración de prestación de servicios, singularmente el militar.


    A su lado subsistía una aristocracia hispanorromana propietaria de amplios latifundios, y progresivamente fusionada con la nobleza goda, con la que pasó a compartir cargos palatinos y de gobierno en la administración provincial y local.


    Por su parte, el clero constituía un grupo singular, considerado como un estrato también superior, fuese cual fuese el origen de sus individuos, y detentador de grandes privilegios en todos los órdenes, sobre todo por lo que concernía a su esfera más elevada.


    La inmensa mayoría de la población urbana o rural estaba constituida también por hombres libres, de origen godo o hispanorromano, que, al igual que ocurrió con las clases elevadas, con el tiempo consiguieron relativamente altos niveles de fusión entre ellos. Esta tesis no es compartida, sin embargo, por todos los historiadores; a mediados del siglo pasado Vicens Vives mantenía que «ha sido arrumbado el famoso proceso de fusión de razas entre godos e hispanos. Aún después de promulgada la norma jurídica que autorizaba los matrimonios mixtos, éstos fueron muy pocos». Un nivel inferior lo formaban los colonos, cuya condición de hombres libres estaba en parte limitada por su adscripción a la tierra que cultivaban o al latifundio de un gran señor, algo que tenía su precedente en el antiguo colonato romano.


    Finalmente existían, como ha sido usual en el mundo antiguo, los siervos, carentes de cualquier derecho ante sus amos, de los que eran una mera propiedad, y que, sobre todo a fines del siglo VII, debían integrar una parte importante del ejército.


    Un grupo especial, y que tuvo una relación singular con la «institución» militar, de la que pasamos a ocuparnos, fue el de los bucelarios o saiones, también de origen tardorromano, y que seguían constituyendo pequeños ejércitos privados en manos de nobles y terratenientes, con los que establecían, como ya se ha dicho, relaciones de patronato. Eran el brazo armado de aquellas élites que, más o menos directamente, controlaban los destinos del reino visigodo a través de conjuras y levantamientos armados, que tenían por objeto último colocar a algunos de sus miembros en el trono de aquella monarquía electiva.


    Realmente no cabe hablar del ejército visigodo como de una institución más del reino, en tanto que, al menos la parte operativa del mismo, no tuvo carácter de permanencia, y, consecuentemente, no constituyó un grupo estable y profesional, salvo por lo que se refiere a los gardingos que formaban la guardia personal del rey. Pero aun en este caso, y como ya se ha apuntado, la naturaleza de su relación no era de derecho público, como la del legionario con la República Romana, sino de derecho privado, una relación puramente personal con el monarca de turno.


    Ciertamente existían también unidades armadas en determinadas ciudades, fortalezas y límites fronterizos (como los del reino suevo o los de la provincia bizantina hasta la desaparición de ambos, los de la Septimania con el reino franco y algunos con zonas de vascones y cántabros), pero su volumen no parece haber sido muy grande, y, en todo caso, aquellas unidades estaban formadas por hombres que, salvo momentos de peligro, se dedicaban a cultivar las tierras que se les había adjudicado, o a cumplir determinados servicios de carácter más policial que militar. Sin embargo, configuraban lo más parecido a un ejército permanente.


    Conviene repetir que es muy poco lo que sabemos del ejército visigodo. Se conoce que el ejército como tal se organizaba con ocasión de serias amenazas y grandes campañas bélicas. En realidad estas no fueron muchas a lo largo de la breve duración del reino visigodo de Toledo. La implantación de una provincia bizantina en el litoral suroriental de la Península, con poca penetración hacia el interior, dio lugar a una serie de campañas destinadas a desalojar a aquellos testigos del Imperio Romano de Oriente, las que, comenzadas en la primera década del siglo VII, culminaron entre los años 623 y 625 con la definitiva expulsión de las ciudades que aún conservaban en el Estrecho. Y antes, entre mediados del siglo VI y los comienzos del VII, se habían organizado varias campañas contra cántabros, astures y vascones, y otras en los años 573 y 584 que dieron lugar a la anexión del reino suevo en el 585. Finalmente, la otra ocasión de seria confrontación militar tuvo lugar entre los años 579 y 585 como consecuencia de la rebelión de Hermenegildo contra su padre Leovigildo.


    En ocasiones como estas, y en las provocadas por algunas otras guerras civiles, se convocaba a todos los hombres libres a través de los dux que gobernaban las provincias y los comites locales. A este llamamiento del rey, jefe supremo del ejército, formalizado a través de agentes especiales, estaban obligados a acudir tanto los hombres libres como los señores con sus siervos y clientes armados, bucelarios y sayones. Era, pues, un reclutamiento obligatorio, cuyo incumplimiento era sancionado con graves penas. Wamba y luego Ervigio dictaron duras leyes penales contra los que incumplieran su deber de acudir con sus hombres a la llamada de auxilio, fueran duces, comites, obispos o el resto del clero. Si eran condenados, debían contribuir a reparar daños y gastos, el clero superior con sus bienes, además de sufrir destierro, y el inferior y los laicos también con sus bienes, además de ser vendidos como esclavos. Además de los gardingos, que obviamente, con sus contingentes propios, constituían el núcleo más próximo al monarca, se desconoce si también se integraban en el ejército tropas mercenarias francas o de origen norteafricano.


    Organizado en thiufas, era un ejército mal preparado y poco voluminoso, tal vez formado por unos miles de soldados. Se conoce el caso de un dux que en su provincia no podía disponer de más de 300 hombres, aunque no todas las provincias tenían una demografía similar. Esta circunstancia hizo que los monarcas se vieran obligados cada vez con mayor frecuencia a tener que apoyarse también en los ejércitos privados de los nobles que estuvieran ubicados a menos de 100 millas de la zona del conflicto. Estos ejércitos no dejaron de constituir también un peligro para la Corona, contra la que más de una vez se enfrentaron, en tanto que sus jefes los utilizaron en su propio beneficio.


    Al margen de estos ejércitos privados, godos e hispanos, hombres libres y siervos llegaron a formar parte del ejército visigodo, e incluso se exigió que los obispos con sus mesnadas y los clérigos concurrieran también al área de peligro o a donde se organizaba una expedición. Los obligados por el circunstancial reclutamiento debían acudir con al menos el 10 por ciento de sus siervos, previsión que tenía en cuenta la necesidad de seguir trabajando las tierras y, consecuentemente, el interés de no perder los impuestos correspondientes.


    Para acercarnos a la forma en que este ejército era costeado hay que referirse primero a las singularidades de la Hacienda visigoda. Hasta fecha muy tardía es probable que no existiera una conciencia muy clara de la distinción entre el tesoro público y los bienes privados del monarca, por más que las fuentes informan de diferentes cajas y funcionarios al cargo de las mismas. Hacia mediados del siglo VII un conde del Tesoro cuidaba del regio, formado por joyas, monedas de oro y bienes, que, sin embargo, en algún caso podían tener carácter público; por su parte, el conde del Patrimonio tenía a su cargo los restantes bienes de la Hacienda del reino. La confusión entre ambas cajas se percibe si se tiene en cuenta que, según los textos, a la del Tesoro iban a parar los impuestos regulares y extraordinarios sobre las ciudades y el campo, mientras que la otra, la del fisco, guardaba los bienes requisados al enemigo y a la nobleza desleal. Parece que con cargo a esta última el rey pagaba a sus gardingos y hacía regalos y donaciones extraordinarias.


    No hay modo de saber el volumen de los recursos del reino, como tampoco la parte que el rey se reservaba para su propio patrimonio familiar; incluso en ocasiones este debió ser devuelto al Estado. Recesvinto se vio obligado a promulgar un edicto en virtud del cual se devolvía a la Corona las tierras que habían patrimonializado todos sus predecesores desde Suintila, y que habían pasado al acervo particular de sus familias. Sustentada la monarquía visigótica en el citado equilibrio de poderes entre los distintos clanes aristocráticos, se trataba de que ninguno de ellos alcanzase una riqueza y poder que eclipsase a los demás.


    El sistema impositivo fue heredado en parte del romano, con la supresión de algunas antiguas contribuciones y la aparición de otras nuevas. Existían así impuestos aduaneros, sobre las herencias y donaciones, otro que se exigía cada cuatro años a los comerciantes, impuestos sobre la tierra cultivable, las viñas y las casas, así como sobre los siervos. La concesión de tierras a particulares permitía obtener un canon arrendaticio sobre las mismas, además del tributo correspondiente. Las poblaciones pagaban también el impuesto personal de la capitatio, que gravaba a todos los hombres sujetos al mismo. Eran, sobre todo, los impuestos directos los que tuvieron más importancia.


    Constituían también un ingreso los productos de los botines conseguidos en campaña, las penas pecuniarias y las confiscaciones a súbditos rebeldes, judíos, paganos y heterodoxos, cuyo importe se distribuía entre el Estado, el patrimonio del rey y, en su caso, la Iglesia.


    Existió exención sobre las tierras detentadas por los godos, al menos para los grupos privilegiados de entre ellos, aunque a partir de un determinado momento pasaron tributar sobre las parcelas recibidas en el reparto de tierras. Buena parte de los bienes eclesiásticos estuvo exenta, de la misma forma que los clérigos estuvieron también exceptuados de las prestaciones personales.


    Con los anteriores recursos el monarca debía hacer frente a unos gastos militares cuya cuantía desconocemos, pero que debieron ser los más importantes. Existía un impuesto específico, la annona, cuya finalidad concreta era atender con él a la alimentación y vestido de las tropas en ocasiones de guerra, y sobre todo a las guarniciones permanentes. Esta annona, que en principio suponía un pago en especie, fue convertida antes del siglo VII en una cantidad en dinero fijada por los funcionarios reales. Uno de ellos, el praepositus hostes, se encargaba de distribuir entre la tropa los alimentos y las armas. Aquellos procedían frecuentemente de la venta obligatoria de los mismos a los funcionarios municipales, quienes los adquirían a precios oficiales, normalmente inferiores a los del mercado. Es probable, en cambio, que los soldados no profesionales acudieran a la llamada de sus comites, para la incorporación al ejército, con el sencillo armamento que pudieran conseguir particularmente.


    El resto de los impuestos podía ser pagado en moneda o en especie. La recaudación se encomendó muchas veces a los propios señores en el ámbito de sus dominios, seguramente mediante la fórmula del arrendamiento del impuesto, lo que dio lugar a la natural picaresca defraudatoria.


    Cada vez se hizo más patente la necesidad de recompensas reales a cambio de recibir apoyo para las campañas. Ya en el siglo VI, dice Sánchez Albornoz, justificaron esos beneficios militares «el aflojamiento de los entusiasmos guerreros del pueblo, conjugado con la ausencia de todo peligro grave exterior; una realeza alternadamente débil y altanera, obligada a enfrentarse con la arrogancia anárquica de una poderosa aristocracia o con el espíritu rebelde de algunas regiones; y a la par el forcejeo de más de un rey usurpador para asegurar su nueva y vacilante autoridad».


    Si hasta el siglo VI subsistió la moneda romana o imitaciones de la misma, la moneda propiamente visigótica acuñada con posterioridad lo fue en oro y tuvo poco curso. El solidi no era más que una moneda de cuenta, y la realmente acuñada oficialmente era el trienti, también de oro, pero moneda fraccionaria. No obstante, como advierte García Moreno, esta moneda tuvo un papel importante para pagas y donativos al ejército en campaña, a la que el rey acudía con parte de su Tesoro. El hecho de la existencia de cecas en lugares de poca importancia, como Pesicos, Bergidum o Georres, pero situadas en zona fronteriza aledaña a los territorios de tribus astures, cántabras o vasconas, confirma su relación con las campañas militares contra las mismas, y con la necesidad de atender con moneda a determinadas pagas y mantenimiento del ejército. Esas cecas siguieron acuñando oro durante el siglo VII.


    Al Tesoro real beneficiaron los botines obtenidos de los bizantinos por Sisebuto y Suintila. Los brillantes resultados de las campañas de Leovigildo contra el reino suevo y la provincia bizantina en Hispania también habían contribuido a que, tras una época de decadencia, el Tesoro se recuperase hasta el punto de permitir a este rey en el año 584 el pago al gobierno bizantino de 30.000 sueldos de oro, equivalentes a 136,2 kgs. de oro fino, a fin de que depusiera su apoyo a Hermenegildo. Esa liquidez del Tesoro permitió que el usurpador Sisenando pudiera pagar en el año 630 la enorme suma de 908 kgs. de oro al franco Dagoberto a cambio de ayuda militar.


    Hay que hacer observar que, mientras la Hacienda pública era deficitaria, y los recursos del fisco no eran suficientes apara atender a los gastos, singularmente los militares, el Tesoro real, es decir, el patrimonial del monarca, continuaba beneficiándose de ingresos en metales preciosos y de nuevas tierras. Era una política sustentada en frecuentes confiscaciones a nobles y terratenientes, e incluso a grandes propietarios eclesiásticos, y destinada a engrosar en lo posible las arcas privadas del rey, y, consecuentemente, consolidar su poder frente a las distintas facciones nobiliarias que pudieran oponérsele. Esto, a su vez, hizo necesario que frecuentemente los gastos militares de que antes hablábamos hubieran de ser atendidos con cargo a dicho Tesoro real.


    Pero ya la segunda mitad del siglo VII contempla una disminución de las cecas, con la consiguiente reducción de pagos en metálico al ejército, al tiempo que la moneda de oro fue perdiendo progresivamente ley y peso, hasta el punto de que, en palabras de Vicens Vives, en los últimos tiempos la moneda «casi era de plata».


    El rey atendía directamente al pago de sus gardingos con concesiones de tierras, armamento y otros bienes. Si rompían su relación clientelar con el monarca debían devolverle las armas de él recibidas. También la nobleza recibía de los reyes concesiones, normalmente en forma de tierras, a cambio de obediencia y servicios, singularmente los militares. Los mercenarios, si los hubo, serían retribuidos con el producto de los botines y la entrega de tierras. Los bucelarios profesionales recibían de los patronos en cuyos ejércitos privados se enrolaban, tierras, bienes y en ocasiones soldada. Todo ello debía ser devuelto a su señor en caso de romper el vínculo de fidelidad que les obligaba al mismo. Igualmente debían reintegrar a aquél la mitad del botín que hubiesen conseguido mientras permanecían a su servicio. Se ha insistido en el papel que en el ejército visigodo tuvo la caballería, y en el hecho de que los miembros de la misma recibiesen un estipendio especial en metálico o en especie.


    La progresiva descomposición del Estado se produjo tanto por el descontrol cada vez mayor por parte de este de las circunscripciones territoriales del mismo, como por la cada vez más difícil conciliación de los intereses privados de la nobleza con sus obligaciones públicas. En todo caso, el ejército visigodo de maniobra, válido para incursiones menores, no era apto ni por su composición, basada, sobre todo en los últimos tiempos, en los ejércitos privados con mayoría de esclavos, ni por su preparación, para enfrentarse con un poderoso y entusiasta ejército exterior, como ocurrió a comienzos del siglo VIII con las incursiones árabes, que culminaron en el año 712 con la caída de Toledo y, en definitiva, del reino visigodo.


    



    2. Los recursos militares en al-Andalus


    La descomposición política y militar del reino visigodo de Toledo y sus propias disensiones internas hicieron posible que unos pequeños ejércitos árabes y bereberes, que tal vez no alcanzaron en un primer momento la cifra de 3.000 hombres, lograran, con sucesivos refuerzos y en muy poco tiempo, derrotar al ejército godo y, sobre todo, hacerse con el control de aquel reino, eso sí, contando con el apoyo de una parte de su aristocracia. Las expediciones musulmanas hacia el noroeste y noreste de la Península terminaron en muy poco tiempo con los últimos focos de resistencia, salvo minúsculos y aparentemente despreciables núcleos perdidos entre los riscos de las montañas astures, cántabras y pirenaicas.


    Así comenzaban ocho siglos de presencia musulmana en lo que pasó a llamarse al-Andalus, con sucesivas etapas políticas de provincia dependiente de Damasco, emirato independiente y califato Omeya, seguidas por la división de este en los reinos de Taifas, las invasiones almorávides y almohades, y, finalmente, el reino nazarí de Granada, hasta su caída en 1492.


    Enfrente comenzaron paulatinamente a desarrollarse aquellos desperdigados enclaves cristianos que, de ser poco más que grupos montañeses con una mínima estructura política, pronto se convirtieron en reinos que fueron ensanchando sus dominios hasta llegar a acorralar a los musulmanes en su último reducto granadino.


    Los árabes desembarcaron en la Península con una estructura estatal y administrativa desarrollada, que luego se enriqueció con los Omeyas, y así se mantuvo, con circunstanciales altibajos, durante toda su permanencia en al-Andalus. Tanto su sistema fiscal como la gestión de su presupuesto en un marco de amplio desarrollo económico y cultural poco tenían que ver con las condiciones en que se desenvolvieron sus vecinos cristianos del norte.


    Su asentamiento en las zonas más ricas de la Península, una economía fundamentalmente urbana, con un considerable desarrollo industrial y un próspero comercio, una administración central y provincial muy perfeccionada, sobre todo a partir de ‘Abd al-Rahmān II, y un bagaje cultural muy superior al existente en los reinos cristianos dieron lugar, pasados los primeros tiempos de la conquista, a un estado sustentado en una sociedad multirracial compuesta de árabes y bereberes unidos por una misma fe religiosa, y a la que se sumó una parte importante de la antigua población hispanovisigoda, que también se fue islamizando, al menos culturalmente.


    En ese conglomerado social de al-Andalus, que con el tiempo conformó la población andalusí, el factor bélico no tuvo una significación predominante que llegara a diseñar un ideal y un modo de vida. Al menos desde la muerte de Almanzor, y dejando a un lado los grupos singulares que practicaban la jihad o guerra santa, el resto de la población andalusí prefirió dedicar su vida a actividades civiles y poner el ejército en manos mercenarias, tampoco muy consideradas socialmente. Esta actitud presenta un fuerte contraste con la que se podía constatar en los reinos cristianos, cuya población vivía por y para la guerra. En definitiva, la España medieval presenta la disparidad entre una sociedad cultural y políticamente avanzada, pero poco inclinada a la guerra, y otra mucho más primitiva en aquellos aspectos, aunque espiritualmente traspasada por una constante exaltación militar.


    Fueron, pues, en al-Andalus elementos mercenarios los que conformaron fundamentalmente su ejército, singularmente a partir del siglo X, y en el que luego incidieron las oleadas de almorávides y almohades, con el apoyo final de los benimerines. Ese despego de la sociedad andalusí hacia dicho ejército, considerado simplemente como uno de los organismos del Estado, y la naturaleza en buena parte mercenaria del mismo, explican su debilidad progresiva ante los ejércitos cristianos que se le enfrentaron. Y ello a pesar del lúcido reconocimiento que hacen los textos árabes de la necesidad de una milicia fuerte que, por otro lado, intentan glorificar para la supervivencia de su Estado y para el mantenimiento del orden en este.


    Su composición, fundamentalmente de caballería, varió a lo largo de la Alta y Baja Edad Media. En un principio estuvo formado sobre todo por elementos de tribus árabes que pasaron en la primera oleada (baladíes) y los que entraron después (sirios), y que se instalaron en la Península en cada una de las coras, o circunscripciones territoriales del Califato. Formaban grupos de voluntarios o contingentes reclutados mediante levas. Junto a estos árabes, los bereberes, procedentes del norte del Magreb, fueron ya mayoría en los años de la conquista; no obstante, pasado el tiempo, Almanzor hizo venir nuevos contingentes para nutrir su ejército. Organizados con ocasión de periódicas incursiones y razzias, ciertamente no llegaron a constituir un ejército regular hasta ya consolidado el emirato independiente. Fue el emir al-Hakam I (796-822) quien dio forma a este partiendo de una guardia personal de 3.000 jinetes y 2.000 infantes de origen extranjero (los esclavos o silenciosos), y completándolo por vez primera con tropas mercenarias, con huestes convocadas mediante leva en caso de guerra, y que desde el siglo IX también percibían soldada, y con pequeños grupos devotos de la jihad, que se agregaban voluntariamente a las tropas parta luchar contra los infieles. El acudir al recurso del mercenariado permitió que muchos miembros de la sociedad andalusí pudieran eximirse de las levas mediante el pago de tasas de elevado importe.


    El reconocimiento de ‘Abd al-Rahmān III (912-961) como primer califa, dio paso a una nueva etapa, y, con ella, al periodo de máximo esplendor de al-Andalus. Fue entonces cuando se consolidó el ejército regular, que alcanzó su máximo desarrollo en tiempos de Hišām II (976-1016) bajo el mando de Almanzor. Su núcleo permanente e inmediato al califa estaba formado por milicias árabes y bereberes, que apenas se desplazaban del entorno de su señor, salvo en ocasiones singulares. Junto a estas, el resto del ejército tenía carácter asimismo mercenario, aunque de constitución no permanente, y convocado tan solo cuando las circunstancias lo requerían, como era con ocasión de una o dos expediciones que cada año se organizaban contra los territorios cristianos. Lo integraban milicias andalusíes, magrebíes y de esclavos, denominación genérica que incluía gallegos, francos (franceses y alemanes), lombardos, calabreses e individuos de las costas del Mar Negro. Circunstancialmente se organizaban también levas entre los andalusíes. Y, como antes, contaba con la incorporación de los voluntarios de la jihad. No obstante, con Almanzor, la proporción de milicias mercenarias, en su mayor parte, como ya hemos dicho, bereberes, se incrementó considerablemente. Finalmente, las incursiones de cierta importancia arrastraban también un número variable de servidores (médicos, ingenieros, albañiles, carpinteros, ferreteros, cocineros, etc.).


    Desaparecido el Califato, los primeros reinos de Taifas (1031-1090) acentuaron aún más el carácter mercenario de sus ahora más pequeños ejércitos, con una composición heterogénea en la que se mezclaban andalusíes, bereberes, árabes, turcos e, inclusive, mercenarios cristianos. Por el contrario, el desembarco en las costas peninsulares de los almorávides entre los años 1086 y 1090, con su concepto más exigente de la aplicación de la ley islámica, impulsó el voluntariado entre sus miembros, buena parte de los cuales pasaron a agruparse en monasterios-fortalezas o rabitas. Constituían en principio un ejército de unos 4.000 jinetes, al que luego se incorporaron muchos habitantes de al-Andalus y miembros de los anteriores ejércitos taifas.


    El Estado bereber de los almorávides, con su eje central en Marruecos, logró en pocos años adueñarse de todo al-Andalus, alcanzando sus dominios por el este la zona del Ebro, inmediata a los condados catalanes y a los reinos de Aragón y Pamplona, por el centro las inmediaciones de Toledo, y por el oeste casi hasta Oporto. Sin embargo, disuelto en parte el espíritu de fanatismo religioso de los primeros tiempos, y con un ejército más débil que los de los cristianos, en el que no faltaron esclavos, negros sudaneses, soldados de los taifas, y también cristianos que intervenían en las guerras civiles de los propios musulmanes, pronto desapareció su empuje inicial, y no tardaron en surgir elementos disgregadores de carácter político y religioso, que provocaron un retroceso territorial del Imperio almorávide, y su descomposición en unos segundos reinos de Taifas, corrompidos a su vez por querellas domésticas y el enfriamiento del carácter religioso que había presidido la expansión de dicho imperio.


    Así, la presión de los ejércitos cristianos y la aparición en África de tribus almohades que proclamaban una rigurosa ortodoxia islámica y un exacerbado celo reformador, terminaron con los últimos restos del Imperio almorávide. Tras dominar todo el norte africano y conquistar Marrakech, los almohades arribaron a la Península, y con el concurso de tropas hispanomusulmanas, no tardaron en destruir los últimos reductos almorávides.


    De nuevo un ejército invasor, con tropas entre las que predominaban los voluntarios, se hizo dueño de un al-Andalus cada vez más reducido en sus fronteras por la presión de los ejércitos cristianos. Pero ese ejército de intolerantes que alcanzó las costas de peninsulares pronto se vio también reforzado, además de por tropas andalusíes, por tribus árabes, grupos de soldados turcos y mercenarios europeos; en definitiva, como llevaba ocurriendo desde siglos atrás, constituyó un conglomerado de elementos diversos y poco profesionales, con excepción del grupo de élite, que debilitaron su propia naturaleza y disciplina.


    No corresponde aquí hacer el relato de las vicisitudes de los almohades en su cruzada contra los ejércitos infieles. Baste decir que la victoria de estos últimos en la batalla de las Navas de Tolosa (1212) supuso el principio del fin del Imperio almohade en la Península, que terminó disolviéndose en una tercera edición de los reinos de Taifas, de los que, también, el único que llegó a sobrevivir fue el de Granada. Mediaba así el siglo XIII y comenzaba la baja Edad Media.


    El silencio de las fuentes musulmanas o, en casos singulares, la aportación de cifras indudablemente infladas, hacen imposible precisar el volumen de los ejércitos musulmanes durante estos siglos, y, más aún, poder vislumbrar la proporción de tropas mercenarias o que disfrutaban de una soldada. Dozy, siguiendo a Maccari, habla, por ejemplo, de que ‘Abd al-Rahmān I logró formar un ejército de hasta 40.000 hombres, mercenarios ciegamente adictos a su persona; que Abd Allah en el año 891 disponía de un ejército de 14.000 soldados, de los cuales solo 4.000 eran tropas regulares, mientras que su adversario Ibn-Hafzun, uno de los jeques que se había emancipado de su obediencia, contaba con 30.000, y Daisam-Ibn-Isaac, señor de Murcia y de Lorca, disponía de otro ejército en el que figuraban 5.000 jinetes; que Hišām II, a fines del sigloX, tenía un ejército permanente de otros 5.000 caballos, pues el resto de las tropas solo era llamado en caso de necesidad. Ese habría sido también el volumen del ejército permanente de ‘Abd al-Rahmān III.


    Los efectivos relativamente elevados solo se reunían en ocasiones concretas para desarrollar aceifas en tierras cristianas, como fue el caso de las que dirigió Almanzor. Antes, en el año 863, reinando Muhammad I, una correría contra los asturianos llegó a reunir 22.000 jinetes. Pero después de los grandes contingentes manejados por Almanzor, los ejércitos locales de los reinos de Taifas contaron de nuevo con tropas reducidas. Ello iba a contrastar con los cientos de miles de hombres con que las fuentes árabes relatan las invasiones almorávides y almohades. En todo caso, parece que en la batalla de las Navas los almohades legraron reunir unos 300.000 soldados. Pero ello no logra oscurecer el hecho de que en la mayoría de los enfrentamientos armados en tierras hispanas las tropas bajo las banderas del Islam no excedieron de los 35.000 efectivos, salvo, como se ha dicho, en la época de Almanzor, en la que llegaron a doblar esa cifra.


    Por lo que se refiere a la marina, la llegada de los primeros contingentes árabes y bereberes a la Península tuvo que hacerse atravesando el Estrecho con barcos privados, al carecer aquellos de una armada propiamente dicha. Parece que los primeros barcos los puso a su disposición el propio conde don Julián. Morales Belda significa que en cuatro barcos, y realizando varios viajes, se trasladaron en el año 710 un total de 400 hombres y 100 caballos, y que el mismo procedimiento fue el que se empleó al año siguiente. Luego, hasta el 739, tal vez se utilizaron pequeños barcos de propiedad privada que se ofrecían voluntariamente o se incautaban, como se llevó a cabo para el traslado de contingentes sirios. Después seguramente se alquilaban a sus propietarios o se hacía una incautación temporal. Con ellos pasó a la Península ‘Abd al-Rahmān I. Se considera que fue este el fundador de una marina de guerra en al-Andalus, tal vez temeroso de la reacción del Califato de Damasco al independizarse del mismo. La construcción de las atarazanas de Pechina permitió la construcción en ellas de barcos de las mayores dimensiones entonces conocidas.


    No obstante, el verdadero desarrollo de una verdadera marina estatal se llevó a cabo por ‘Abd al-Rahmān II, ciento treinta años después de la llegada de los árabes a la Península, fomentando la construcción de barcos y estableciendo «buenos sueldos» para los navegantes. Las invasiones normandas habían exigido volver la vista hacia el mar y a la protección de la costa. En poco tiempo logró equipar una flota de 300 embarcaciones para dirigirla contra las Baleares y establecer un control marítimo de las zonas circundantes a la Península. Con ‘Abd al-Rahmān III la flota omeya permitía ya controlar militarmente todo el litoral peninsular y el Mediterráneo más inmediato. En el año 944 ordenó la construcción de nuevas atarazanas y astilleros. Los nombres de Sevilla, Algeciras, Silves, Málaga, Almería, Alicante, Denia y Tortosa van unidos a ese desarrollo de la flota califal. El potencial de la misma permitió armar una escuadra de 120 navíos con 5.000 marineros y 1.000 remeros, que transportaban a otros 1.000 soldados, dirigidos todos ellos contra el príncipe idrisí de Tremecén. En época de al-Hakam II parece que la flota contaba ya con 300 navíos.


    Desaparecido el Califato, los reyezuelos de taifas que tenían límites costeros procuraron sostener una marina que les permitiera mantener el contacto con el Magreb, comerciar y realizar incursiones contra otros príncipes taifas o contra los dominios cristianos en busca de botín. Desconocemos la forma en que los grandes ejércitos almorávides y almohades cruzaron el Estrecho, pero su relación con los centros políticos del norte de África tuvo que obligarles a mantener un considerable poder naval. El transporte por mar de miles de hombres, caballos, armamento, víveres y bagaje así lo sugiere.


    Las tropas con derecho a soldada eran las que aparecían registradas en los listados del dīwān al-ŷund, u oficina de la intendencia militar. Solamente la soldada de las levas retribuidas y, sobre todo, la de un ejército en buena parte mercenario, debió suponer un monto extraordinario. Si en un principio hubo concesiones de tierras a los combatientes, con carácter fijo o temporal, en cantidad que nos es desconocida, pronto aquellas y con excepción tal vez del momento de la invasión almohade- se vieron sustituidas por pago de soldadas, tanto a los mercenarios como a los componentes del ejército regular, cada varios meses, aún fuera de campaña, y al margen de las entregas de armamento y equipo que se hacían al comienzo de una razzia o algarada, y de los repartos económicos al final de la misma según su resultado. Algunas fuentes refieren que la distribución de la soldada se hacía al principio del año de la hégira, aunque en ocasiones se hacía dos veces al año, dependiendo de la llegada de los impuestos que se recaudaban.


    Algún autor habla del cobro de cinco a diez piezas de oro por cabeza; no obstante parece que no hay datos sobre cantidades concretas a percibir, aunque se conoce el caso citado por Manuela Marín de un compromiso con los francos por el que los musulmanes se comprometían a pagar a cada hombre dos dinares diarios, aparte del suministro de carne y bebida. A su vez Pedro Chameta nos habla de la promesa del emir ‘Abd al-Malik (siglo VIII) de entregar dos dinares mensuales a cada uno de los excombatientes que poblasen el recién conquistado Mumaqsar. También refiere que el reyezuelo zaragozano al-Musta‘in concedía a un miembro de los zegríes-tagarinos un sueldo anual de 500 dinares. Son importes que hacen dudar, y datos sueltos que no permiten establecer una perspectiva general.


    Tal y como había ocurrido en la Antigüedad, el jinete solía cobrar el doble que el infante, y también los árabes percibían más que los reclutas africanos. Las especiales condiciones bajo las que luchaban los voluntarios de la fe cuando se convocaba la guerra santa, hacían que los mismos no disfrutasen de sueldo al no estar registrados en el diwan, pero sí tenían derecho a lo que pudieran aferrar en la contienda. Este sistema perduró con el régimen de soldadas militares fijado a partir de ‘Abd al-Rhamān I, y se prolongó con las pagadas por Almanzor a los dos ejércitos de bereberes y eslavos que había organizado para sus incursiones contra los cristianos.


    Ciertamente existía la tradición de retribuciones en metálico. Sánchez-Albornoz la alude al hablar de los sirios establecidos en la península de Baly en el siglo IX. De los dos jefes portaestandarte que había en el distrito militar, uno marchaba a la guerra recibiendo un sueldo de 200 dinares; el otro permanecía en el distrito sin recibir sueldo durante tres meses. Transcurridos estos, pasaba a reemplazar a su colega. Los sirios parientes del jefe que acudían a la guerra percibían ración y diez dinares al final de la campaña; pero si no pertenecían al clan del jefe, solo recibían cinco.


    Citando un texto de al-Marrākusi, Melénat escribe que los Ghuzz sirios gozaban de una condición mucho mejor que la de los guerreros almohades, pues, mientras estos últimos recibían su soldada solo cada cuatro meses, los Ghuzz la recibían sin falta todos los meses; y que el príncipe justificaba la diferencia atribuyéndola a la condición de extranjeros de estos, que no tenían otro recurso que su paga, mientras que los almohades disfrutaban además de feudos y de la adjudicación de tierras. Sin embargo, el propio Melénat corrige esta interpretación entendiendo que no existían tales feudos, sino solo el derecho a percibir por sí mismos, y en un determinado ámbito territorial, los impuestos debidos al Estado. También existían retribuciones en especie. De todas maneras el estipendio individual de los soldados nunca fue muy alto.


    Bashir Hasam nos informa de que en la época de Abd al-Rahmān III recibieron soldadas del diwan cinco mil caballeros; y que con Almanzor las obtuvieron más de doce mil mercenarios, aunque disponía también de otros tres mil bereberes que las cobrarían por otras vías.


    En ocasiones las tropas podían percibir retribuciones extraordinarias, la baraka, con motivo del advenimiento de un nuevo monarca, una victoria, etc. Disfrutaban también de su parte del botín y de algunos beneficios, como el derecho «de alojamiento». El botín podía estar formado por bienes muebles, ganado, joyas, cosechas y prisioneros de ambos sexos que pasaban a ser esclavos, menos aquellos que eran negociados en intercambio o devueltos contra un elevado rescate. Un quinto del botín pasaba al monarca, y el resto, con excepción del oro, la plata y las materias preciosas, se repartía entre los combatientes en razón de su categoría, sin perjuicio de que los caudillos de las huestes pudieran retribuir a su albedrío a los guerreros que se habían destacado. El botín lo enajenaban de inmediato sus beneficiarios en pública subasta celebrada en el propio país enemigo. A él tenían derecho, según las leyes mālikís, tanto los miembros del ejército presentes en el combate, como, en caso de guerra santa, los comerciantes que seguían a aquel y los menestrales que realizaban tareas de apoyo, si habían combatido o se habían incorporado al ejército con intención de hacerlo. Los años más productivos por lo que se refiere al botín fueron los de las correrías de Almanzor.


    Los gastos de al-Andalus por razón militar no se contraían solo a la soldada, pues eran cantidades importantes las que había que detraer del erario público para las atenciones logísticas. Las expediciones militares, en tanto que suponían el desplazamiento de gran número de hombres, exigían atender en primer lugar a su alimentación. Ciertamente aquellas se proyectaban para los meses en que las cosechas estaban granadas, lo que podría permitir el abastecimiento de las tropas sobre el terreno, al menos en parte. Pero si tenemos en cuenta la despoblación de la meseta del Duero durante varios siglos, la miseria de las aldeas y villas que podían encontrar a su paso, y la agricultura y ganadería rudimentarias de los primeros reinos cristianos, hay que convenir que se hacía imprescindible desarrollar un sistema logístico de abastecimiento de las tropas.


    Las penosas marchas de entre cuatro y siete leguas por jornada la infantería, y hasta más de doce la caballería, a pesar de la sobriedad de que pudieran hacer gala los efectivos y de que muchas veces el ritmo de marcha fuera menor, exigían una alimentación mínima sustentada por convoyes con recuas de acémilas cargadas de vituallas y rebaños que debían seguir al ejército, algo que parece que Almanzor cuidó personalmente. Igualmente caravanas de carros debían transportar tiendas de campaña, repuestos de armamento y distinto material de guerra, este especialmente con ocasión de largos sitios, como los de León, Zamora y Toledo. Estas caravanas incluían también a comerciantes particulares que seguían a las tropas a fin de vender sus mercancías. Las coras y fortificaciones debieron servir para establecer depósitos de víveres y armas.


    Levi Provençal nos refiere que para una campaña determinada con 46.000 jinetes y 26.000 infantes se precisaron otros 800 jinetes para proteger la impedimenta y 130 auxiliares atabaleros; y que en 1202 Almanzor llevó para el material pesado 3.900 camellos, 700 caballos sin jinete como repuesto y, aparte de la impedimenta general, para la suya personal 250 acémilas. Para el transporte del equipaje del «mayordomo de palacio» y de sus oficiales eslavos eran precisas 2.000 acémilas, y para moler el trigo para el pan de los soldados 100 mulos transportaban los molinos de campaña. A todo ello había que añadir los repuestos de armas y material militar, herramientas, instalaciones de campamento, etc., así como el transporte de las mujeres; y no podía faltar el tesoro de guerra con su custodia especial. Sabemos que Almanzor, antes de iniciar una determinada campaña, solicitó que se pusiesen a su disposición 100.000 dinares.


    Si todo esto, en mayor o menor proporción según el volumen de la tropa y la distancia a recorrer prevista, era necesario para las expediciones, razzias o aceifas, hay que tener en cuenta también, y contabilizar, el importe de las infraestructuras defensivas. Las alcazabas y demás obras de fortificación de las ciudades, las torres de vigilancia y los castillos cumplían la doble finalidad defensiva y de almacenamiento, así como los arsenales, atarazanas y astilleros servían de apoyo a la flota. Por último, estaba el considerable importe de la construcción de los barcos de esta.


    Todo este ingente gasto militar requería una economía y una Hacienda saneadas. Ya se ha adelantado que la economía de al-Andalus, asentada en las ricas vegas de Zaragoza, Valencia y el Guadalquivir, contrastaba con la de las tierras cristianas, en buena parte montañosas, y otras llanas pero mucho tiempo desérticas y despobladas, sin una tradición urbana. Tras una cierta precariedad en el siglo VIII, esa economía y esa Hacienda pasaron a estar, en los siglos siguientes, a años luz de las de los reinos cristianos medievales, así como también en comparación con las del resto del Islam occidental, si bien su fragmentación durante los reinos de Taifas afectó negativamente a la Hacienda. De todas maneras, desde la época Omeya hasta el reino nazarí de Granada, se trató de una economía próspera basada en sus productos industriales y agrarios, así como en un comercio muy activo, tanto interior como exterior; en suma, una economía urbana que giraba alrededor de unas sólidas estructuras monetarias apoyadas en el dinar de oro y el dirham de plata, aquel equivalente al principio a doce dirhemes, relación que fue cambiando en el tiempo. Aunque con los taifas la ley del dirham bajó, los almorávides, gracias a importantes aportaciones de oro recibidas del África occidental, volvieron a acuñar dinares y dirhemes, estos ahora con un valor de la décima parte del dinar. Estas monedas llegaron a ser modelos de las doblas y maravedís castellanos.


    Esa economía permitió una Hacienda que pudo hacer frente al gasto militar, además de a las atenciones de la corte, al pago de una considerable cantidad de funcionarios y a las obras públicas. Tres eran las «cajas» de que disponía el Estado andalusí. Por un lado estaba el Tesoro privado del monarca, cuyos ingresos procedían de las rentas que le proporcionaban sus propiedades particulares, determinadas confiscaciones y también algunos impuestos que le estaban asignados. Con ese Tesoro atendía a sus necesidades y las de su familia, al personal de la corte, a las liberalidades que estimase en cada momento y, posiblemente, al pago del estipendio de la tropa que formaba su guardia personal.


    Perfectamente separado del anterior estaba el Tesoro público, nutrido con los impuestos y tributos de los súbditos. Una parte de las contribuciones la constituían las legales u ordinarias, es decir, las que se recaudaban de conformidad con la ley islámica. De acuerdo con ella, todos los musulmanes debían abonar al Estado una limosna equivalente al décimo de sus ingresos y bienes, para sufragar con ello la guerra contra los infieles (solamente la cora de Córdoba pagaba anualmente 18.562 mitqāles). Los cristianos y judíos andalusíes pagaban una capitación personal de cuantía variable de acuerdo con su condición social. En su día el califa `Umar al-Jattab había establecido que los ricos pagasen 48 dirhemes, los acomodados 24 y los pobres 12. Además, Almanzor eximió a los andalusíes de prestar servicio en el ejército a cambio de un impuesto especial destinado a equipar y mantener las tropas que los sustituyesen; contaba ya con un número considerable de efectivos humanos, y le eran más necesarios los recursos económicos para pagar soldadas.


    Finalmente, los que como consecuencia de algún tratado o por haberse rendido voluntariamente sin combatir disfrutaban de tierras en usufructo, pagaban un impuesto territorial equivalente al quinto de sus productos (las tierras ganadas en combate o abandonadas por sus propietarios pasaban a ser propiedad del Estado). A lo largo del periodo califal este impuesto se fue incrementando progresivamente, entre otras cosas, como consecuencia del progresivo número de las expediciones llevadas a cabo. También producía ingresos importantes la concesión a particulares del derecho a acuñar moneda. No obstante, la distinción entre el Tesoro del monarca y el público se difuminó durante la época de los reinos de Taifas.


    Junto a estos impuestos ordinarios, la necesidad de incrementar los ingresos, sobre todo en época de los taifas, provocó la creación de otros extraordinarios, y teóricamente no legales para la ley islámica, sobre el comercio, el ganado y los inmuebles, tributos siempre mal recibidos por el pueblo y recaudados de manera forzada. Estos impuestos fueron derogados por los almorávides. En general, si en un principio el pago de los impuestos pudo hacerse en especie o en metálico, progresivamente se optó por esta última forma de pago.


    Por último, existía un tercer Tesoro procedente de donativos piadosos, que pertenecía a «la comunidad islámica», y que controlaban las autoridades religiosas, destinándolo a servicios religiosos, beneficencia, etc.


    En el siglo VIII los ingresos por impuestos, de los que cada comarca pagaba una cantidad fija, alcanzaron los 300.000 dinares de oro, cobrados en dirhemes de plata. Tradicionalmente el Tesoro público, dividido en tres partes iguales, atendía con cada una de ellas a los gastos militares, a gastos imprevistos y de la administración civil, y a una reserva para gastos extraordinarios que lo iba engrosando. ‘Abd al Rahmán III separó del mismo otra parte para las obras públicas. Los ingresos anuales de este Tesoro pasaron ya a 600.000 dinares de oro en la época de al-Hakam I, a 1.000.000 en la de su hijo Abd al-Rahmān II, y a los 5.480.000 en la de ‘Abd al Rahmān III, ya excluidos los 765.000 que suponían las rentas de las propiedades del califa. Estas cifras tan extraordinarias se debieron a la prosperidad económica de que gozaba el califato y al número de victorias obtenidas frente a los cristianos. La cifra disminuyó con al-Hakam II por ser menor el número de incursiones desarrolladas, pero nuevamente se incrementó con Almanzor.


    Del total de lo ingresado en el Tesoro un tercio se destinaba a los gastos anuales del ejército, otro a obras y el tercero quedaba en el tesoro como ahorro para necesidades eventuales. De esos cinco millones y medio aproximadamente la mitad procedía de los impuestos sobre judíos y cristianos. En el paso de los siglos X al XI, en época de Almanzor, de esas sumas se sacaban mensualmente para el ejército entre 150.000 y 200.000 dinares, cantidades que se elevaban hasta los 500.000 en los meses de expediciones militares o aceifas. Hacia el año 977 las reservas del Tesoro público alcanzaban la fabulosa cantidad de 40.000.000 de dinares. Por su parte, ‘Abd al RahmānIII dejó a su muerte en dicho Tesoro una reserva de 5.000.000 de dinares, con un peso de 500 quintales de oro. No obstante, los gastos militares de Almanzor terminaron esquilmando a la población, que en buena parte comenzó a abandonar sus haciendas y el campo, lo que, a su vez, hizo disminuir la recaudación fiscal. Comenzaba así la decadencia económica de al-Andalus.


    La financiación de los morabitos o monjes guerreros instalados en las fronteras, no corría únicamente a cargo de la Hacienda pública, sino que en parte era atendida por particulares, como acto piadoso que en ocasiones realizaba también el propio monarca de su peculio.


    Las sumas a que nos hemos referido, ingentes sobre todo en la época del Califato, y los gastos con cargo a ellas, estaban gestionados y controlados por una compleja administración, a cuya cabeza figuraba un visir, verdadero ministro de Hacienda y responsable de la misma, secundado por tesoreros, intendentes y otros funcionarios de menor rango, entre los que solían incluirse judíos y mozárabes. Y todo ello distribuido entre una administración central radicada en la capital, y una serie de delegaciones territoriales.


    Para el pago de la soldada ordinaria o de las eventuales extraordinarias existía un registro especial militar donde figuraban los efectivos que debían cobrarlas, así como toda una maquinaria administrativa que gestionaba y controlaba específicamente estos y los restantes gastos militares. Al igual que ocurre con el importe de las soldadas, es poco lo que sabemos de esta administración militar, que, además de los pagos, tenía a su cargo el almacenamiento y distribución de provisiones y armas, y, en general, todo lo relativo a la intendencia.


    El control del gasto que hacían los generales y la correcta distribución de los fondos eran tenidos muy en cuenta. Sabemos que con ocasión de una operación de castigo en territorio marroquí contra príncipes idrisíes rebeldes, se quiso controlar el empleo, aparentemente no correcto, de los que tenía a su cargo el estado mayor del ejército omeya para con ellos captar la voluntad de los rebeldes. Para esa delicada función se designó a un joven Ibn-abí-Amir (que con el tiempo alcanzaría el sobrenombre de Almanzor), quien ya había detentado los cargos de inspector de moneda, curador de sucesiones vacantes, cadí de Sevilla y Niebla, intendente de los bienes de Hišām y comandante de una unidad militar encargada de la policía de la capital. Nos dice Dozy que la cuenta de gastos que Ghalib, jefe de las tropas del sultán, había presentado a este como empleadas en comprar a los jefes berberiscos, pareció desproporcionada.


    



    «Para poner término a estas prodigalidades o a estos latrocinios resolvió Haquem enviar a Mauritania como interventor general de hacienda a un hombre de reconocida probidad. La elección recayó en Ibn-abí-Amír, que fue nombrado cadí supremo de Mauritania, con orden de intervenir todos los hechos de los generales y especialmente sus operaciones financieras. Y al mismo tiempo se mandó a los empleados militares y civiles la orden de no hacer nada sin consultarlo previamente con Ibn-abi-Amir y obtener su consentimiento».


    



    La anécdota la remata Levi-Provençal diciendo:


    



    «Una vez allí, cumplió su misión con mucho tacto, y eludió con todo cuidado herir la susceptibilidad de los generales, que no le escatimaron elogios, y pudo trabar entre ellos relaciones que habían de serle preciosas».


    



    Claro es que las cosas no se veían muchas veces de la misma manera estando al mando de las tropas que fiscalizando su gestión económica. Ahora es Conde quien cuenta que en el año 978, con ocasión de una expedición de quien ya era llamado Almanzor, y que de hecho actuaba como dictador en al-Andalus, el wazir encargado del quinto perteneciente al califa percibió muy poco de aquella correría,


    



    «y sabiendo esto el hagib Abulhasan Giafar ben Otman, como prefecto de la tesorería, dijo a sus wazires: paréceme que las excursiones de Almanzor, aunque sean, como dicen sus amigos, muy gloriosas, son en verdad de muy poca utilidad y ventaja para el Estado, pues no saca de la inquietud en que se halla sino pérdida de gentes y de caballería; más bien lo entendía nuestro buen rey Alhakem []. Era en este momento dañoso y mal seguro el no ser amigo de Almanzor o tibio siquiera en sus alabanzas. Luego fue informado de las palabras del hagib, y pocas horas después recibió este hagib el mandamiento de prisión y, privado de sus cargos, fue conducido a una torre de la muralla, y sus bienes aplicados al fisco».


    



    En todo caso, el avanzado sistema que empleaba la administración musulmana, exigía una técnica para atender correctamente al pago de las tropas y controlar su exactitud. Esa técnica fue el al ‘ardh, una revista de tropas de la que se tiene noticia al menos desde el siglo X. Su objetivo podía ser vario: desde la mera exhibición de una fuerza o «formación de puro aparato», hasta el recuento de los efectivos para comprobar con los que realmente se contaba antes de una razzia o después de una batalla; pero también el de una finalidad administrativa y fiscal, como base de partida para proceder al pago de la soldada; en definitiva, una confrontación de los soldados presentes con los que aparecían en los listados del registro militar. Téngase en cuenta que al jefe de la administración militar se le daba el nombre de sabih al-‘ardh. Esta última finalidad de control administrativo fue progresivamente imponiéndose sobre las otras, hasta convertir el al ´ardh casi exclusivamente en una técnica de control fiscal, conservando no obstante toda la solemnidad y brillantez de espectáculo que había tenido siempre. Así pasó a los ejércitos cristianos con la denominación de alarde.


    En tal sentido refiere el cronista Ibn Hayyan que el califa al-Hakam II en una ocasión «llego a asomarse desde la alcazaba de la Dar al-rujam, en cuyo patio hacían alarde los soldados los días que recibían las pagas».


    Como ya se ha dicho, carecemos de fuentes que nos refieran el coste general que supuso la guerra y el mantenimiento de su ejército para los monarcas de al-Andalus, con excepción de algún dato suelto al que ya se ha hecho alusión. Que aquel fue enorme puede deducirse de las características prioritariamente mercenarias de las tropas y de la propia actividad bélica del periodo, que obligó a costosas obras de infraestructura defensiva y a la construcción y mantenimiento de una costosa marina. Aunque el número de soldados musulmanes se haya exagerado en las crónicas, lo cierto es que los reyes cristianos tuvieron que luchar siempre con fuerzas respetables en las conquistas de Sevilla, Córdoba, Jaén, Toledo y Murcia, o en la batalla de las Navas.


    Pero si la riqueza del Califato le permitió hacer frente a ese cuantioso gasto, los reyes de Taifas, como ya se ha dicho, hubieron de incrementar considerablemente los impuestos, de forma singular los ilegales, con el resultado de frecuentes revueltas. Y todo ello fundamentalmente porque, junto al gasto militar tradicional, había aparecido otro nuevo también proveniente de la guerra contra los infieles o de los conflictos civiles dentro del propio al-Andalus.


    Hacia el segundo tercio del siglo XI se produjo un vuelco fundamental en la histórica confrontación de al-Andalus con los reinos cristianos. Si hasta entonces estos habían tenido que mantener una actitud fundamentalmente defensiva, a partir del hundimiento del ejército permanente tras la muerte de Almanzor fueron los musulmanes los que tuvieron que defenderse del lento pero inexorable avance de la Reconquista. Lejano quedaba ya el año 759 en el que ‘Abd al-Rahmān I había concertado con los cristianos el pago por estos de un tributo consistente en 10.000 onzas de oro, 10.000 de plata, 10.000 cabezas de buenos caballos y otros tantos mulos, además de 1.000 lorigas y otras tantas lanzas cada año, y durante cinco años.


    Ahora se invertían las tornas y eran los reyes de taifas los que ofrecían tributo a los reyes cristianos para evitar la guerra o solicitar su ayuda. El coste de la guerra se convertía en ocasiones en el coste de la paz, otra cara de una misma realidad. La descomposición de la unidad política califal, y su desmembración en pequeños reinos con frecuentes luchas civiles entre ellos, dio lugar a una reducción de su capacidad económica y militar, así como a la necesidad de acudir al patronazgo de unos u otros reyes cristianos, y de evitar en lo posible la confrontación armada con estos. Todo ello a cambio del pago de costosas parias o tributos, unas veces reducidas a un pago puntual y otras, las más, convertidas en impuestos de pago periódico.


    En fecha tan temprana como la del 1008, y con motivo de la guerra civil que estalló en Córdoba entre dos facciones musulmanas, los bandos enfrentados ya solicitaron ayuda de Castilla y de los condes de Barcelona. En el 1010, en la lucha por el Califato, las tropas de Ramón Borrell III de Barcelona y de Ermengol de Urgel entraron en Córdoba en apoyo de Muhammad II, solicitando como compensación cien piezas de oro diarias y para cada soldado dos dinares, además de víveres y el botín que pudieran obtener del otro bando; si bien finalmente solo obtuvieron este último. Aún no se habían impuesto las parias como algo usual, algo que culminó en la segunda mitad del siglo.


    El sistema de parias ha sido estudiado en profundidad por investigadores como José María Lacarra y Hilda Grassotti. El mismo puede ser contemplado como un gasto de la contabilidad militar musulmana, o como un ingreso en las Haciendas cristianas. Siguiendo a Lacarra se puede hacer un breve repaso del coste que supusieron dichas parias para los monarcas de al-Andalus a través de algunos casos concretos.


    Las taifas de Tortosa, Lérida y Zaragoza sufrieron desde un primer momento la presión de los condes de Urgel y Barcelona, y, ya fundidas en el reino taifa de Zaragoza, su rey se vio obligado a pagar parias para asegurar la paz en sus dominios. A partir de aquí, la subsistencia de cada una de las taifas, dentro del periódico enfrentamiento entre unas y otras, dependió en buena parte del apoyo de un príncipe cristiano a cambio de las correspondientes parias.


    Ramón Berenguer II concertó en 1078 con el visir Ibn Ammar de Sevilla la conquista de Murcia a favor de este contra el pago de 10.000 dinares, pero al no poder cumplir lo acordado, el catalán le exigió 30.000 como indemnización, cifra que el sevillano no tuvo otra forma de saldar que con una fraudulenta acuñación de monedas de baja ley. El mismo Ramón Berenguer aceptó en 1089 determinadas cantidades del rey de Zaragoza por su ayuda para expulsar al Cid, y al año siguiente volvió a recibir tributos de los reyes de Lérida y Zaragoza.


    Un acuerdo entre Sancho VI de Navarra y al-Muqtadir de Zaragoza orientado contra Sancho Ramírez de Aragón le suponía al reyezuelo la entrega de 12.000 mancusos de oro. Por su parte, los reyes aragoneses recibían parias de las tierras que van desde el Sobrarbe al Gállego, y de ciudades como Huesca, Zaragoza y Tudela. Porque muchas veces las parías no se acordaban entre estados independientes, sino que afectaban a determinadas plazas o zonas fronterizas.


    También Castilla recibía parias bajo la amenaza de guerra, y dentro del objetivo general de lograr la sumisión política y económica de los reinos de Taifas. Fernando I las obtuvo de los reyes de Toledo, Zaragoza y Sevilla. Igualmente Alfonso VI recibió importantes sumas de al-Muqtadir con objeto de que le ayudara a apropiarse del reino de Valencia. También acordó recibir del rey de Granada ‘Abd Allāh una suma inicial de 30.000 metcales y un tributo anual de 10.000. Esas contribuciones obligaron al rey musulmán a disponer una mayor presión fiscal en su reino y a pagar salarios bajos a sus soldados, lo que pudo contribuir a que estos no le defendieran cuando los almorávides decidieron conquistar Granada en el 1090. Al-Mutamid de Sevilla le ofrecía 50.000 dinares y todo el botín que pudiera coger a cambio de una alianza contra Granada. Así se podrían ir espigando muchos otros casos conocidos.


    La política de parias vio, de momento, su fin hacia el año 1110 como consecuencia de la invasión almorávide y del espíritu de guerra santa de las nuevas tribus africanas. Se reanudarían aquellas en algún caso en tiempos de los futuros taifas y con el reino nazarí. Tras la conquista de Sevilla por Fernando III el rey de Granada Muhammad I se declaró vasallo suyo con el pago de un tributo anual de 150.000 maravedís.


    Desconocemos el importe aproximado de lo abonado por los príncipes musulmanes en razón de estas parias, incluso de muchas de las pagadas regularmente como tributos de carácter fijo. Se desconoce también la equivalencia de la mayor parte de las monedas citadas en las fuentes. No obstante, García Fitz se aventura a proponer la cifra global de unos 40.000 dinares anuales. Es un elemento a tener en cuenta en esta aproximación a la financiación de la guerra en al-Andalus.


    



    3. Ejércitos y reconquista en el Alto y Pleno Medievo


    Los reinos cristianos a la defensiva


    Es hora de volver atrás y analizar el tema que nos ocupa el de la financiación de los ejércitos y de la guerra desde la perspectiva de los reinos cristianos durante la Reconquista. Venimos contemplando el periodo conocido como Edad Media, y que tradicionalmente se ha convenido en iniciar tras la destrucción del mundo romano. Pero esta fase histórica puede descomponerse a su vez en la España cristiana en otras tres: Una Alta Edad Media que tendría su ocaso al final del primer tercio del siglo XI con la desaparición en León de la dinastía de Pelayo y la unión de ese reino con Castilla; la muerte de Hišām III y la descomposición del califato de Córdoba en los reinos de Taifas; la asunción del condado de Cataluña por Ramón Berenguer I, dando pie a una dinastía condal; y, finalmente, el reparto de sus estados por Sancho Garcés III de Navarra, origen de los reinos de Castilla y Aragón. Todo esto entre 1031 y 1035.


    Una segunda etapa, que cabría llamar de Plena Edad Media, comprendería desde esas fechas hasta mediados del siglo XIII, con los reinos de Taifas, almorávides y almohades en al-Andalus. De esta arrancaría un periodo final de Baja Edad Media caracterizado en palabras de Ladero Quesada por «la dimensión de los conflictos, su duración, la amplitud de sus escenarios y la capacidad que mostraron los poderes monárquicos, u otros que superaban los ámbitos locales y comarcales, para dirimirlos y sostenerlos, apoyados en recursos financieros más fuertes, en tipos de ejército más eficaces». Este último periodo se cerraría, a nuestros efectos, en 1504.


    Tras la desaparición del reino visigodo y la conquista de la Península por los árabes, en la zona occidental de esta, concretamente, en las montañas astures, unos pequeños núcleos indígenas y de refugiados visigodos emprendieron una feroz resistencia frente al dominio islámico. Dice Sánchez-Albornoz:


    



    «Según lo más probable, la nobleza goda refugiada en Asturias no intervino en los primeros momentos de la sublevación [de Pelayo y sus hombres], aunque quizás se uniese a ella cuando la vio triunfante. Nada más lejos del propósito de aquellas gentes de la montaña, en los comienzos de su levantamiento, que la idea de la restauración de la monarquía toledana. Ellos le eligieron para acaudillarlos y no los godos para suceder a don Rodrigo. Los rebeldes empezaron por no pagar los tributos acostumbrados y por atacar a los berberiscos musulmanes establecidos en el país, más guiados por ansia de venganza y por amor a su propia libertad, que por fines políticos».


    



    De esta forma tan sencilla comenzó en una parte del norte peninsular la carrera histórica de aquellas gentes que, partiendo de un primitivo reino astur, lenta pero inexorablemente pasaron a conformar los ya sólidos reinos de León y de Castilla.


    En la zona oriental, la expansión musulmana hasta la Aquitania y el Loira fue frenada por los francos en Poitiers, y luego lenta pero progresivamente rechazada por Carlos Martel, Carlomagno y los restos de hispanovisigodos que fueron conformando los condados catalanes dependientes del Imperio carolingio. En el Pirineo occidental, entre el valle del Roncal y Pamplona se mantenía independiente un foco de población indígena y vascona, enfrentado tanto con los musulmanes como con los carolingios. Y, entre estos dos últimos territorios, aparecía un condado, dependiente también del Imperio, y enmarcado por los valles de Ansó y Hecho y la cabecera del Ésera, que con el tiempo iba a dar lugar al reino de Aragón. Al comenzar el siglo IX todas estas tierras conformaban teóricamente la Marca Hispánica, es decir, la frontera sur del Imperio carolingio. Pero a mediados de dicho siglo Íñigo Arista ya se había erigido en rey de Navarra, con capital en Pamplona; a finales del mismo, Wifredo el Velloso había conseguido unificar bajo su mando los condados catalanes, y en la práctica gobernar desde Barcelona a espaldas de los carolingios; y, finalmente, el condado de aragonés empezó a gravitar en la órbita del reino de Pamplona, hasta que a comienzos del siglo XI se emancipó del mismo para constituirse en el reino de Aragón.


    Mientras todo esto ocurría al norte y sur de los Pirineos, el reino astur, con aportaciones de montañeses cántabros y luego de hispanogodos galaicos, comenzó a desarrollar la idea, muy difusa en un principio, de manifestarse como heredero del antiguo reino visigodo, algo que no llegó a tomar forma seguramente hasta el reinado de Alfonso III. En todo caso, mientras que en los riscos astures y cántabros surgía una sociedad motivada sobre todo por el ideal guerrero, «la colonización agrícola del país, la recia estructuración del vasallaje, la difusión cultural de los monasterios del sur de Francia y la misma dependencia política de esta a Roma afirma Vicens Vives crearon en Cataluña una sociedad distinta de la de los bravos montañeses astures».


    Lo cierto es que bajo el estímulo de mantener su independencia o con ideales políticos más concretos, el reino de Asturias consiguió ir ensanchando sus fronteras hasta alcanzar el valle del Duero y, con Alfonso III (866-911), establecer su capital en León, dando así lugar al reino astur-leonés, luego reino de León. Sin embargo, al mismo tiempo que este reino se expandía hacia el sur, sufría una escisión en su zona fronteriza oriental. Un pequeño territorio que se extendía por Cantabria y las regiones altas del Pisuerga y del Ebro, y que era conocido como Castilla por estar fortificado con numerosos castillos, estaba gobernado por condes dependientes de León, pero desde un principio reticentes frente al centralismo leonés. Allí, a mediados del siglo X, el conde Fernán González se declaró independiente de su matriz.


    De esta forma se iniciaron en el área cristiana aquellos ocho siglos, durante los cuales la Península se convirtió en un campo de batalla en el que se alternaron periodos de guerra activa y otros de paz inestable o de guerra larvada, momentos de constantes enfrentamientos y otros de pacífica convivencia, guerras intestinas en el ámbito de los reinos cristianos y civiles en al-Andalus. De cualquier manera, la vieja piel de toro fue el marco en el que se desarrollaron dos concepciones de vida antitéticas apoyadas en dos religiones distintas. En el bando cristiano la guerra se convirtió en un imperativo de vida, tanto por lo que supuso mantener una independencia como por conseguir la derrota del infiel.


    Aún en el siglo X y comienzos del XI, época de máximo esplendor del Califato, los reyes de León seguían teniéndose que mantener a la defensiva; pero la única forma de conseguir una protección eficaz era crear un amplio territorio que, por sus condiciones, les sirviese de parapeto contra las incursiones árabes. Este fue la meseta del Duero, un espacio que primero se desertizó para que no pudiera servir de apoyo logístico a aquellas incursiones el «desierto estratégico» que ya había procurado Alfonso I (739-757) y que luego se fue ocupando con la semilla de la repoblación sembrada por Ordoño II (914-924) y desarrollada por sus sucesores mediante un rosario de recintos fortificados o plazas avanzadas y, sobre todo, pequeños vicos o aldeas, cuyos pobladores, atraídos por las concesiones de tierras y distintos privilegios (los fueros), pudieran a un tiempo colonizar el territorio y combatir si era necesario contra los adversarios de la cristiandad, formando de hecho un ejército en potencia. Esto y pequeñas correrías dentro de los dominios califales fueron a lo que recurrieron los monarcas asturleoneses desde Alfonso I al V de este nombre. Pero, ¿con qué medios contaban para desarrollar esa política?


    La organización del reino asturleonés tenía como base un sistema prefeudal, en virtud del cual una aristocracia de fideles regis aparecía ligada al monarca por un vínculo singular de adhesión personal, más fuerte sin duda del que en un principio correspondía a todos los súbditos. Ese «vasallaje», que en términos generales implicaba un compromiso de lealtad y un deber de ayuda o servicio, afectó a una nobleza que en su función era heredera de los antiguos gardingos y condes visigodos. Era temporal y podía ser roto o renovado a voluntad del vasallo. Suponía, por otra parte, una contraprestación y retribución que fue materializada por los reyes mediante mercedes y concesiones de tierras, bien por un plazo determinado, limitado a veces a la vida del beneficiado (prestimonio), bien como donaciones en plena propiedad y heredables (beneficio). Hilda Grassotti cuenta como Fernando II de León perdió su caballo combatiendo contra Alfonso VIII de Castilla, y Muño Arias le ofreció el suyo. Este y otros servicios prestados aquel día le valieron al segundo como recompensa el realengo de Santa María de Almán. Pedro Gutiérrez, uno de los caballeros que se distinguió en el cerco de la plaza de Ulgoso fue favorecido por Alfonso IX de León con la villa de Meladas, en tierras de Miranda. Y Alfonso VIII de Castilla donó a Álvaro Núñez de Lara la villa de Castroverde por lo bien que había llevado su bandera en la batalla de las Navas. Y así se podría seguir con otros muchos ejemplos.


    Estas concesiones eran algo natural dada la condición rural y agraria de la sociedad medieval hispánica. Ello dio lugar a una clase social de propietarios, detentadores de importantes dominios y latifundios, seglares, altos miembros de la Iglesia o monasterios, a los que a su vez, desde un escalón social inferior, se conectaron también muchos clientes a través de unos vínculos similares, lo que llegó a constituir una pirámide de relaciones jurídicas con determinados derechos y obligaciones por ambas partes. Esos vínculos de clientela vasallática, que proliferaron de manera notable en Galicia, tuvieron una especial relevancia en Cataluña, aquí con la creación de una jerarquía feudal de personas y señoríos similar a la que nació en Francia y otras regiones europeas. Así se fue conformando a lo largo del siglo X un grupo social privilegiado de nobles guerreros, casi profesionales, que paulatinamente se fue diferenciado del resto de la población libre.


    Ese entramado de derechos y obligaciones, dentro de una economía fundamentalmente agrícola, no pudo tener relación en un principio con la moneda, sino con prestaciones personales, territoriales y en especie. En los primeros decenios tras la invasión, la moneda estuvo constituida por los tercios de sueldo de oro visigodos y piezas de origen suevo, cada vez más escasos, y que terminaron desapareciendo o, en todo caso, utilizándose como mera moneda de cuenta. Pronto fueron sustituidos por la plata, como moneda de cambio calculada al peso. Alfonso VI fue el primero que acuñó sueldos de plata, en un principio con carácter de monopolio real. En una economía natural basada en el intercambio de productos, las concesiones por parte de los monarcas correspondieron, como acabamos de decir, fundamentalmente a tierras, de las que sin duda fueron pródigos, si bien ya a partir del siglo XII estas concesiones fueron sustituidas cada vez más por el dinero metálico y por entregas de bienes muebles y semovientes.


    Todo esto iba a tener una incidencia directa en al ámbito militar. En principio, todos los hombres libres, los súbditos, estaban obligados a contribuir con sus personas al servicio militar cuando eran requeridos para ello. Era el rey, o en su nombre sus comites, los que convocaban a las armas, función que con el tiempo fue considerado por los labriegos que la desempeñaban como prueba de su condición de hombres libres, toda vez que los siervos, cada vez menos numerosos, estaban excluidos de participar en la guerra, aunque seguramente en ocasiones de especial peligro también tuvieron que tomar las armas. Era potestad del rey el llamar al fonsado, es decir, a la campaña bélica, aunque en ocasiones también los nobles emprendieron incursiones por propia iniciativa auxiliados por sus infanzones y vasallos.


    La movilización general parece haber sido muy poco frecuente, y normalmente el fonsado afectó solo al área que se encontraba en peligro o desde la que se pretendía organizar una limitada expedición o cabalgada en tierras enemigas, durante la cual se talaban los campos, se robaban las cosechas, se destruían sembrados y se arrasaban los pueblos. La hueste, en cambio, designaba a un ejército considerable reunido para una empresa importante, convocada generalmente por el rey y comandada por el mismo. En los dos primeros siglos fueron de alcance limitado, dado el poder musulmán y que los campesinos no podían estar demasiado tiempo sobre las armas. La guerra defensiva, o apellido, daba lugar a un toque a rebato para todos los clientes del señor atacado y para los vecinos de las villas y zonas circundantes, a fin de que acudiesen a auxiliarlo y a la persecución del invasor.


    En el ámbito catalán, dependiente en aquella primera época del Imperio carolingio, también todos los hombres libres estaban obligados a la prestación del servicio militar a la llamada de los condes, bien para el desarrollo de una campaña ofensiva, bien para la defensa del territorio, e, igualmente, comprometidos a la vigilancia de la frontera con los musulmanes. Igualmente, en el reino de Pamplona los señores, barones y caballeros debían concurrir a prestar colaboración armada. Los infanzones tenían a su cargo la vigilancia de la villa, así como la obligación de acudir una vez al año a la hueste; y por lo que respecta a los simples hombres libres, les correspondía colaborar con las obras de la construcción y mantenimiento del castillo y las defensas de la ciudad, así como acudir también una vez al año a la campaña contra el enemigo, no tanto para la pura función guerrera, como para el apoyo de la intendencia. Por fin, el campesinado y los siervos se limitaban a determinadas prestaciones no militares al servicio de la comunidad.


    En conclusión, el ejército carecía de una organización permanente, dejando a salvo el pequeño grupo de fieles que constituía la guardia real y unas pequeñas guarniciones en los recintos fortificados. Solo era reclutado y organizado cuando se requería para una campaña concreta. En ese contexto, y durante los primeros siglos, el gasto militar fue necesariamente limitado, entre otras cosas, porque ni la economía de los Estados cristianos ni el propio patrimonio real permitían otra cosa, y, además, la prestación del servicio militar era bastante general. Téngase en cuenta que las contribuciones territoriales de los repobladores, si se pagaban, tenían que ser de un importe muy pequeño, lo mismo que los restantes impuestos y las penas pecuniarias, muchos de los cuales fueron transferidos a instituciones eclesiásticas que, además, con frecuencia tampoco pagaban tributos. Tampoco la parte del botín que correspondía al monarca pudo ser importante en una época en que los reinos cristianos tuvieron que mantenerse habitualmente a la defensiva.


    



    Reconquista y repoblación


    Pero la desaparición del Califato supuso que a partir del primer tercio del siglo XI la confrontación entre cristianos y musulmanes sufriera una transformación radical. A partir de entonces los primeros adoptaron una estrategia ofensiva, mientras que los segundos, reducidos al principio a unos débiles reinos de Taifas, tuvieron que vivir a la defensiva durante los siglos siguientes, y durante el XII pagar parias. Claro es que este proceso tuvo lugar en medio de los naturales avances y retrocesos, victorias y derrotas.


    Los reinos cristianos se habían consolidado; la repoblación del páramo leonés, sobre todo con mozárabes huidos, era un hecho; en Castilla el desarrollo de multitud de comunidades de hombres libres, ajenos a los vínculos protofeudales formados en León, dio lugar a un tipo de sociedad distinta y dinámica; la frontera castellanoleonesa había sobrepasado ampliamente el Duero y comenzaba a acercarse al Tajo; también el condado de Cataluña y los reinos de Navarra y Aragón constituían un freno y una presión sobre el poderoso reino taifa de Zaragoza. Durante este nuevo periodo iba a ser Castilla la que con mayor tesón sostuviera la lucha contra los musulmanes, especialmente en la etapa en que volvió a estar separada de León (1157-1230).


    Todo ello había llevado a los propios monarcas a empezar a restringir la obligación militar de sus súbditos. No tenía sentido convocar a nobles y sus huestes con dominios alejados de la zona del conflicto. Conforme la frontera fue avanzando hacia el sur era más práctico sustituir la obligación de aquellos nobles de acudir al fonsado por el pago de una gabela en metálico o en especie, un impuesto eximente que también pasó a ser llamado tributo de fonsado. Ello servía para mejorar la hacienda del monarca.


    De esta manera las exenciones o limitaciones a participar en las expediciones bélicas se multiplicaron, así como el pago de la fonsada. También en algunos casos las concesiones de tierras. El corrimiento de la frontera dotó a los reyes de cada vez más amplios territorios, que, como tierra de nadie que eran, pasaban al patrimonio real. Cabe decir que los monarcas empezaron a derrochar a manos llenas ese patrimonio a favor de la nobleza y de instituciones religiosas, algo que aún cobraría más fuerza a partir del siglo XIII. Fernando II confirmó en 1167 la villa de Soto de Albor al obispo de Oviedo por los servicios que le había prestado en las guerras contra Castilla y Portugal; y en 1184 concedió a la iglesia de Santiago la villa de Yecla por su colaboración en la jornada de Santarem. Y Fernando III concedió al obispo de Córdoba, don Gutierre, la villa de Bella con su castillo por los servicios que le había prestado en la conquista de Sevilla.


    Las villas y municipios empezaron a gozar también de un maná de fueros particulares que limitaban la participación de los caballeros villanos en la guerra. Dichos fueros disponían también préstamos heredables de caballos, armas y equipos a los caballeros villanos; así los de Toledo (1118), de Escalona (1130) o de Guadalajara (1133).


    El ejército, partiendo de su estructura precedente, sufrió variaciones en su composición. Seguía sin ser permanente, salvo las excepciones ya dichas, y fundamentalmente basado en la caballería, como lo había sido ya desde el siglo IX. Convocada la hueste, lo integraban en primer lugar la guardia personal del monarca, junto con sus propias milicias procedentes de las tierras de realengo, es decir, las no cedidas a los señores o a la Iglesia. A su lado combatían las milicias señoriales encabezadas por los nobles y señores, e integradas por caballeros, infanzones, así como por jinetes y peones de sus dominios. Aparecieron también las milicias concejiles y con ellas la caballería villana, dirigidas todas por sus propios caudillos o adalides. La caballería popular o villana significaba distinguir socialmente a sus miembros de los meros peones, dado que el tener un caballo y armas suponía la posesión de un cierto patrimonio. Y, finalmente, a partir de la segunda mitad del siglo XII, se incorporaron al ejército real los caballeros de las recién creadas Órdenes Militares, unos combatientes que unían a su condición guerrera un vínculo religioso de hermandad entre ellos, similar al de los miembros de las ribat musulmanas, y que, como estos, dedicaban todo su esfuerzo a la lucha contra el infiel, y, por tanto, se establecían en las zonas fronterizas. Eran contingentes pequeños en número, pero de indudable valor por su preparación y disciplina.


    Un ejército, pues, de composición heterogénea, carente aún de una organización jerarquizada, y en el que, salvada la obligada sumisión de todos al poder real, cada grupo obedecía a sus propios mandos. Cada una de las milicias señoriales no era de volumen muy elevado; podía llegar a ser de 500 hombres, pero también de 50, según el patrimonio del noble. Tampoco los caballeros de las Órdenes alcanzaban en un principio un número muy significativo, aunque sí importante por su calidad. Desconocemos el volumen medio de los ejércitos cristianos, pero, habida cuenta de que, durante el Califato y sobre todo después de las invasiones de almorávides y almohades, tuvieron que hacer frente a ejércitos musulmanes, en ocasiones de 30.000 o 40.000 hombres, tampoco su número podía ser muy reducido. Tal vez a comienzos del siglo X Ordoño II pudo contar con un ejército de 30.000 hombres para su campaña de Évora. Para la conquista de Mallorca en 1229 Jaime I contó con un ejército de 16.000 hombres (aunque su volumen pudo ser mayor) y 150 barcos, de ellos una tercera parte grandes. Y ello sin contar con alguna ocasión singular, como la de las Navas de Tolosa, ya en la segunda década del siglo XIII, en la que a los 60.000 hombres de Alfonso VIII de Castilla se unieron otros 50.000 de los ejércitos catalano-aragoneses y navarros, más un contingente de 70.000 soldados ultramontanos.


    Esos ejércitos requerían ya un aparato logístico complicado y un enorme esfuerzo de organización militar. El abastecimiento de la hueste y la alimentación de las monturas requería tener en cuenta el terreno que iban a pisar y las posibilidades de saqueo en los pueblos y ciudades enemigas. La necesidad de disponer de agua, pastos y cereales era un componente esencial a la hora de elegir el momento y el lugar. No obstante, esto podía no ser suficiente, y necesitarse un transporte de víveres y forraje, si bien en cantidades limitadas dados los escasos medios de que se disponía, no superiores al abastecimiento de un mes. Algunos calculan que un contingente de mil jinetes requeriría cargar con 1.620 toneladas de grano, heno y bebida para las monturas durante un mes, lo que a su vez exigiría entre 10.000 y 15.000 mulas para su transporte. Claro es que, en la práctica, se contaba con la posibilidad de abastecerse sobre el terreno, al menos parcialmente. Sin embargo, no debieron ser infrecuentes las recuas cargadas con suministros, y enviadas periódicamente para la atención de hombres y animales, sobre todo en los casos de sitio.


    Otro condicionamiento logístico radicaba en la necesidad de mantener una red de vigilancia y defensa a base de torres, recintos fortificados y luego castillos. Muchos de ellos pertenecían a la Corona, la que los ponía a cargo de un alcaide que respondía de su conservación y defensa, y que recibía a cambio una soldada con la que tenía que atender también a los peones a su cargo que constituían la pequeña guarnición y al armamento; otros eran heredados, y su noble propietario los ponía bajo el mando de otro caballero que le prestaba juramento o pleito homenaje. En el fuero de Teruel (1176) Alfonso II de Aragón fijaba sueldos, entre otros, a los centinelas de torres y fortalezas. Gran importancia tenían los castillos de las Órdenes Militares por estar en zonas fronterizas, y erigidos y mantenidos a costa de la propia Orden.


    Nada hemos dicho hasta ahora de la marina, que durante esta época tuvo aún una importancia muy limitada por lo que respecta al reino de Castilla y León, no conociéndose unos primeros datos hasta el siglo XII, salvo circunstancialmente durante el arzobispado compostelano de Gelmírez, y con la llegada de Alfonso VI a Tarifa (1082) y la toma de Santarem (1085). En el siglo XII Fernando II consiguió disponer para la empresa de Sevilla de trece naos y cinco galeras construidas a expensas de la Corona en la costa de Santander, si bien fueron utilizadas solamente como una fuerza auxiliar. No así en Cataluña, donde, con independencia de algunos precedentes del siglo IX para repeler a los normandos, la necesidad de defender su costa frente a la piratería, así como la de atender a la seguridad del comercio marítimo en el Mediterráneo, obligaron a los condes y luego a los reyes de Aragón a impulsar la construcción de naves y disponer una dotación armada para las mismas. Ya Ramón Berenguer III utilizó una flota para participar, junto a la república de Pisa, en una cruzada emprendida en 1113 contra los musulmanes de las Baleares, aunque seguramente las naves pertenecían a aquella ciudad. Pero en el siglo XIII los catalanes ya navegaban por el Mediterráneo.


    Jaime I en 1229 consiguió conquistar Mallorca con una flota de ciento cincuenta barcos de distinto tonelaje, que transportaron alrededor de 10.000 hombres, si bien buena parte de los navíos pertenecían a las ciudades de Barcelona y Tarragona, además de a algunos nobles y prelados. También para la conquista de Valencia en 1238 las ciudades y magnates contribuyeron con naves y subsidios. Soldados, víveres, armas, además de material de guerra y asedio, se embarcaron en 27 naves, siete leños de gran porte y tres galeras con rumbo a Valencia. El Conquistador contribuyó de manera considerable a la expansión de la marina aragonesa con la botadura de galeras, desarrollo de un astillero o arsenal en Barcelona, concesión de privilegios a favor de la misma y publicación de unas ordenanzas navales. Pero el verdadero desarrollo de la marina aún debió esperar más de un siglo.


    Sin embargo, lo más gravoso para los monarcas fue la necesidad, que se fue imponiendo cada vez con más fuerza, de tener que retribuir de alguna manera a sus vasallos por la prestación del servicio de armas. De nuevo hemos de insistir en que en un primer momento acudir al fonsado contra los musulmanes se entendía como una obligación derivada de los lazos privados de vasallaje que ligaban al caballero con su señor, y a este con el rey, o, en el caso de Cataluña, con el conde soberano. También esta relación con el rey poco más que un primus inter pares era puramente personal; no existía una idea de servicio a una entidad abstracta como podían ser el reino o la Corona, y por ello, con más razón, el servicio debía de ser retribuido. En todo caso, con el tiempo se fue distinguiendo entre la mera obligación vasallática y la de acudir a la guerra contra musulmanes u otros príncipes cristianos, lo que suponía una contraprestación particular.


    Tal contraprestación aún no tenía el carácter de soldada pecuniaria, sino más bien de entrega de fundos o fortalezas, de concesión de beneficios fiscales o de suministro de armas, equipo o monturas, esto último de especial importancia en un tiempo en el que el valor del caballo de guerra era muy elevado. Sánchez-Albornoz nos recuerda que en el siglo XI un caballo de estas características podía valorarse como mínimo en unos 40 sueldos, lo mismo que un rebaño de 100 ovejas, pudiendo llegar a 100 sueldos los de especial calidad, lo mismo que una buena espada. Y pone en relación estas cifras con los 20 sueldos que podía costar una yunta de bueyes. También era caro el equipo de un caballero: una loriga podía valer 60 sueldos, un yelmo 30 y un escudo 10. De cualquier forma, el valor de lo recibido del monarca o del señor estaba en relación directa con el servicio a prestar, aunque ciertamente es difícil deslindar en este último lo que correspondía al servicio especial de colaboración en la guerra y lo que podía ser atribuido al deber de simple relación vasallática, distinción que terminó desapareciendo desde el siglo XIV. La caballería villana de hombres libres no recibía retribución por su participación en la guerra, sino simplemente exenciones de impuestos y de determinados servicios.


    La obligación de los nobles, ya fuesen ricos hombres, infanzones o caballeros, de acudir a formar parte de la hueste real para una campaña, era compensado por el rey, como acabamos de decir, con favores y productos, o con la autorización a cobrar en su propio interés determinados impuestos. A partir de un determinado momento, en Aragón y Navarra los vasallos del monarca que recibían de él estos beneficios estaban obligados a prestar el servicio militar durante dos o tres meses al año, si bien, habida cuenta de que las operaciones militares solían desarrollarse durante primavera o verano, tampoco se requería una prestación más dilatada. Si no eran beneficiarios del rey debían cumplir el servicio y aprovisionarse por su cuenta para un periodo no superior a tres días, y hacerlo luego a cuenta de aquel por otros tres; si después decidían continuar en la mesnada real, su alimentación corría a cuenta del monarca. No obstante, en fecha tan temprana como la del año 974 el conde García Fernández de Castilla, en las leyes de Castrojeriz, al declarar infanzones a los caballeros villanos, ya les eximió de acudir a la hueste si no tuviesen préstamos o no hubiesen recibido soldadas o provisiones, lo que lleva a pensar en la posibilidad de en el reino de Asturias y León otros caballeros en las mismas circunstancias pudieran también recibir soldada en vez de préstamos territoriales.


    Junto a estos beneficios o mercedes recibidos por los vasallos hay que tener en cuenta también las limitaciones admitidas por los reyes a la prestación del servicio de armas. Además de los que gozaban de una exención absoluta, la propia naturaleza de unos ejércitos a los que la movilidad y la eficacia habían obligado a menguar las tropas de a pie en favor de la caballería, reducía el número de los que estaban en condiciones de prestar servicio, pues no todos podían disponer de una montura. La dificultad añadida de tener que armar y equipar a unos peones, simples campesinos sin mayores medios y dedicados la mayor parte del año solamente a las labores agrícolas, contribuyó también a limitar el número de estos. En siglo X, en León, de cada tres peones que lo podían prestar, dos lo hacían así, mientras que el tercero se limitaba a suministrarles una acémila para el transporte de las provisiones. Más adelante se concedió que de cada grupo de tres o cuatro solo uno acudiese a campaña, debiendo los otros ayudarle económicamente para que se equipase de armas y víveres.


    Muchos municipios conseguían la redención de este servicio mediante el pago de la fonsadera, pero otros lograron la exención absoluta, salvo en caso de peligro inminente, en el cual todos debían acudir con víveres para tres días. Aun en este supuesto, algunos fueros establecían excepciones a concurrir en caso de ser llamados al «apellido» para una urgente defensa o para una campaña de resistencia a la agresión; por ejemplo estaban exceptuados los clérigos, mujeres y judíos, o se disponía que solo acudiesen dos tercios de los caballeros y peones de la población. Los fueros municipales encierran una amplísima variedad de supuestos. En algunos se establecía que el servicio de armas podía exigirse solo una vez al año; en otros, que únicamente en el caso de que la hueste estuviera dirigida personalmente por el rey y la actividad se desarrollara dentro de unos determinados límites territoriales; en otros más que la campaña no superase los tres meses de duración; y en algunos, al fin, que la campaña estuviese dirigida contra los musulmanes y no contra cristianos.


    Ya en el fuero de Jaca (1074) Sancho Ramírez, al conceder a esta población que «sus moradores no vayan en hueste sino cuando fuere para batalla campal, o cuando el Rey estuviere cercado de sus enemigos», disponía también que llevaran el pan solo para tres días; e igual se recogió en el fuero de Caparrós (1102). Los reyes de Aragón Alfonso I y II dictaron disposiciones en el sentido de que se llevaran pan y viandas a voluntad del rey. Por su parte, Alfonso VIII en el fuero de Cuenca (1180) precisaba las raciones según las armas que cada uno portase.


    En unos casos el concejo atendía durante un tiempo a la alimentación de los vecinos, y en otros el gasto era compartido por el rey a partir de un momento determinado. Fijaban también los fueros el número de jinetes que debían llevar consigo los ricos hombres e infanzones. En Cataluña el noble que había recibido un feudo debía servir gratuitamente con las armas si la campaña tenía lugar dentro de las fronteras del condado, pero no si la campaña tenía lugar más allá. A partir de la conquista de Mallorca y Valencia se impuso la teoría de que defendían solo el territorio de Cataluña, y que no estaban obligados a participar en guerras de conquista, salvo que el rey pagase parte o la totalidad de los gastos según los casos. En Aragón y Navarra los nobles servían a su propia costa solo tres meses al año, salvo que no hubieran recibido beneficios, en cuyo caso solo servían tres días gratuitamente, y otros tres a cargo del rey.


    Para solventar el perjuicio que todas estas limitaciones causaban a la efectividad del ejército, según fue avanzando el tiempo se empezó a recurrir al pago de soldadas en metálico, que permitían prolongar el tiempo de permanencia de determinadas tropas en la hueste, y también, en ocasiones, a valerse de la contratación de tropas mercenarias de naturales del país o de extranjeros.


    Pero, con independencia de todas estas compensaciones ofrecidas para retribuir la participación en la fonsada, no hay que descartar el atractivo que para muchos suponía la posibilidad de obtener un botín, hasta el punto de que llegaban a enrolarse en una cabalgada sin más exigencia que su participación en el reparto del mismo. Regresaba la tropa a sus bases de partida y, concluida la empresa, los cuadrilleros encargados de guardar y repartir el botín hacían venta del mismo en pública subasta, y, como ni caballeros ni villanos solían disponer de numerario efectivo, una vez adjudicados los objetos, los entregaban a sus compradores, a deducir su importe de lo que a los interesados pudiera corresponder en el reparto. El quinto de la ganancia correspondía al rey algo que muestra la influencia árabe, o bien se le entregaba la mitad de lo obtenido siempre que los gastos hubiesen sido de su cuenta o, según la frase de las Partidas, «siempre que el Rey les hubiese dado talegas», lo que hacía referencia a la entrega del pan, la carne, el pescado, sal, aceite y legumbres. Antes de ese reparto se indemnizaba a los heridos y las pérdidas del caballo, armas, etc. El fuero de Teruel disponía que cuando la hueste no consiguiese ganancias producto del botín, por cada caballo muerto en acto de servicio su dueño recibiría por cuenta del concejo 200 sueldos. Y si algún noble que tuviese tierras del monarca enviaba a sus caballeros en cabalgada suministrándoles las provisiones, la mitad del botín le correspondía a él y la otra mitad a sus tropas, pero a su vez él debía entregar al rey la mitad de lo que hubiese recibido. Sin duda, en el reparto del botín era tenida en cuenta la jerarquía del combatiente, el armamento que llevase y su actuación durante la batalla. No cabe excluir tampoco, aunque fueran individualidades, los que se juntaban voluntariamente a las tropas reales por razones de medro político, prestigio personal o en busca de ascenso en la escala social.


    Resumiendo todo lo dicho, aunque nobles, caballeros y villanos contribuyeron con sus aportaciones a la financiación de la guerra, siempre con compensaciones por parte de los monarcas, fueron estos, o, si se quiere, la Corona, quienes cargaron con la mayor parte del gasto. Hay que tener en cuenta que en la España cristiana altomedieval había dejado de existir una distinción entre la Hacienda real o de la Corona y el patrimonio privado del monarca. Los ingresos de uno y otra se aplicaban indistintamente a las mismas finalidades y eran administrados por los mismos oficiales del rey. Las donaciones con cargo al patrimonio de la Corona, las enajenaciones de la percepción de tributos o rentas y las exenciones privilegiadas de impuestos, de hecho se llevaban a cabo por el rey como simple depositario de una propiedad particular.


    Es poco menos que imposible deslindar lo que fueron gastos debidos a las continuas campañas bélicas y los derivados de la atención al monarca y su familia, pagos a sus oficiales administrativos, donaciones, etc. Aun así puede afirmarse sin riesgo de error que aquellos supusieron un montante extraordinariamente elevado, sobre todo a partir del siglo XII; pensemos solamente en todas las campañas de Fernando I y los seis meses del sitio de Coimbra. Siguiendo a Grassotti, cabe recordar que Alfonso VI, para enfrentarse a los almorávides hubo de exigir a nobles y villanos un impuesto extraordinario de dos sueldos por cada lugar poblado mientras continuase la guerra. Las guerras civiles durante el reinado de doña Urraca obligaron a esta a consumir todo el tesoro heredado y a tener que exigir financiación a la Iglesia para poder mantener sus tropas. La actividad batalladora de Alfonso VII, el Emperador, debió consumir todo su patrimonio en pago de soldadas, suministro de equipos, concesiones de privilegios y exenciones de tributos a muchos de sus súbditos. Recordemos los sitios de Oreja, Coria, Cádiz y Guadix, las incursiones en tierras de Granada y Córdoba, el sitio y toma de Almería y las conquistas de Baeza, Calatrava, Andujar, etc.


    La guerra entre Alfonso VIII y Sancho VII de Navarra, y sobre todo el largo asedio del primero a Cuenca hasta lograr su caída, exigieron peticiones económicas a los nobles. Pero nada igual a lo que supuso la campaña que dio lugar en 1212 a la batalla de las Navas de Tolosa. El acopio de víveres y armamento fue extraordinario; «tal cantidad de oro se fundía a diario que apenas los administradores podían contar la multitud de dineros que eran precisos para tales gastos». Los 10.000 caballeros y 100.000 peones que, según la crónica, llegaron de Francia fueron pagados con veinte sueldos diarios los primeros y cinco los segundos. Ello supondría alrededor de 700.000 sueldos diarios; aunque la cifra del número de hombres parece exagerada, y tal vez no llegaran a 70.000 (en carta al Papa el rey habla de 2.000 caballeros con sus pajes, 10.000 jinetes y 50.000 peones). En todo caso, un gasto ingente al que habría que añadir el envío de fondos a Pedro II de Aragón para que pudiera sumarse a la campaña. A fin de poder financiarla, la Iglesia se vio obligada a conceder al rey la mitad de las rentas del clero.


    También Fernando II y Alfonso IX de León experimentaron grandes dificultades para poder mantener sus tropas. El primero hubo de recurrir a la ayuda de la Iglesia para los gastos de sus campañas contra los almohades y frente a Castilla y Portugal. En cuanto al segundo, hubo de devaluar su moneda y enajenar señoríos, además de imponer tributo extraordinario a los canónigos y hombres libres de Orense cuando se vio con serios problemas militares frente a Alfonso VIII de Castilla.


    Sin duda, para atender a los gastos de las guerras las capacidades financieras de los reinos cristianos siempre fueron muy limitadas, aun en la época dorada del siglo XII en la que recibieron la lluvia de parias exigidas a los reyezuelos de taifas; y ello tanto por lo restringido de su economía, como por las múltiples exenciones fiscales y la debilidad de las estructuras administrativas que permitieran una recaudación eficaz. Repasemos brevemente el origen de los ingresos con lo que hubieron de hacer frente a los cuantiosos gastos.


    Además de los productos de los bienes territoriales de la Corona, contaban los monarcas con algunos ingresos específicamente destinados a la financiación de la guerra, como eran los impuestos de anubda y de castillería, el primero para sufragar el servicio de vigilancia y el segundo el de construcción y mantenimiento de los recintos fortificados y castillos. Más importante era la fonsadera, ya citada, en principio una multa por no acudir a la llamada a fonsado y luego, en Castilla, León y Navarra, una gabela a cambio de eximirse de la misma. Pero todo esto no permitía ni con mucho cubrir los gastos militares. Recurrieron entonces al petitum, es decir, a peticiones extraordinarias a sus súbditos para atender situaciones concretas, algo que también hubieron de solicitar los reyes de Aragón, y que en el siglo XIII acabó convirtiéndose en un tributo ordinario.


    Los impuestos derivados del antiguo reino visigodo tuvieron, sobre todo en los primeros siglos, muy poca importancia. La renta o tributo territorial, de mayor importancia en Galicia, durante los cuatro primeros siglos de la Reconquista, recayó casi exclusivamente en los campesinos, y era pagado en especie, como también lo era el disfrute por los señores de los dominios territoriales del patrimonio regio. Pero las inmunidades a la nobleza y al clero de estos y otros tributos era una continua pérdida para el erario de la Corona. En el sitio de Cuenca de 1106 Alfonso VI solicitó de la casa de Lara su contribución a los gastos de aquel, pero los nobles decidieron retirarse del cerco con todas sus lanzas y mesnadas antes de consentir se olvidase su inmunidad tributaria. Por lo que a la Iglesia respecta, Alfonso VI eximió en 1020 de la fonsadera a los clérigos y legos de León. Doña Sancha en 1068 otorgó a los canónigos de Burgos fuero de infanzones y libertad de pechos y tributos. La iglesia de Santiago obtuvo en 1114 exención de fonsadera, el clero de Toledo libertad de diezmos en 1118, de nuevo el de Santiago, en 1123, exención ahora de cualquier tributo, y Alfonso VIII generalizó estas exenciones eximiendo del pago de tributos a todo el clero. Los diezmos, que en su origen habían sido totalmente laicos y seculares, pasaron a ser eclesiásticos. Sancho Ramírez de Navarra concedió al monasterio de San Juan de la Peña los de todas las iglesias que se fundasen en la nueva población de Estella. Ramiro de Aragón en 1060 concedió a la iglesia de Jaca la décima parte del oro, trigo, vino y demás frutos de varios pueblos. Y así podríamos continuar hasta el infinito.


    Existían también derechos privativos del monarca, o regalías, por el aprovechamiento de montes, bosques y pastos, así como por el de minas y salinas. Pagaban también impuesto los musulmanes y judíos residentes en territorios cristianos. Los impuestos indirectos de tránsito (portazgo y pontazgo), el de compraventa de mercancías y el de aduanas, completaban la base impositiva hasta el siglo XI, sin que el botín representara aún nada significativo y menos las parias; más importancia tenían las confiscaciones y penas pecuniarias por delitos y desobediencia al monarca. A partir de mediados del siglo XII se incrementaron los ingresos gracias al crecimiento de la población y de la riqueza, por más que seguían siendo claramente insuficientes.


    En esta situación, los monarcas tuvieron que acudir en ocasiones a las arcas de la Iglesia, con la justificación siempre de la lucha contra el infiel. Esta cedió sus tesoros a veces de buen grado y otras obligada por la fuerza. Ya se ha relatado su aportación con motivo de la campaña de 1212. Hubo ocasiones en que la Iglesia solicitó y obtuvo del Papa autorización para disponer de sus rentas en beneficio de alguna exigencia militar del reino; en otras la apropiación de los fondos eclesiásticos se hizo claramente contra la voluntad de los prelados.


    Asimismo no fue infrecuente la necesidad de recurrir a préstamos, unas veces también eclesiásticos, como el que solicitó Alfonso X a los obispos de Palencia, León, Oviedo y Burgos para poder atender al pago de una deuda de su padre, y otras a organismos civiles, como el que Fernando III reclamó a los concejos de Galicia por valor del cinco por ciento de los bienes de cada vecino.


    Se generalizó el petitum o pedido, un impuesto extraordinario en cuantía fija y por una sola vez solicitado en 1091 por Alfonso VI para poder enfrentarse a los almorávides, pero que un siglo más tarde se recaudaba ya anualmente, hasta convertirse en un tributo más a partir de la última década del siglo XII.


    También las parias supusieron unos ingresos extraordinarios de gran importancia durante medio siglo. El que Fernando III consiguiera durante cuatro años, tras la conquista de Córdoba, la entrega de 400.000 dinares anuales, y otros 150.000 tras la de Jaén, da idea de lo que entrañaron las parias para las arcas cristianas durante ese breve periodo. A ellas nos hemos referido al hablar de al-Andalus, lo que nos excusa de volver a repetirlo.


    Con frecuencia el botín vino a aliviar los problemas de las Haciendas de los diversos reinos. De nuevo recurrimos a Grassotti, quien nos refiere que a los siete años de subir al trono Alfonso VII, y en medio de grandes algaradas y empresas que facilitaban la obtención de aquel, en un par de incursiones por Andalucía se apoderó de una gran cantidad de caballos, camellos, asnos, vacas, ovejas, cabras, etc., además de conseguir tributo de guerra de Úbeda y Baeza. Pero tras la muerte del emperador y la llegada de los almohades la situación se invirtió, y ahora fueron las razzias musulmanas las que pasaron a obtener saldos positivos.


    En Castilla Alfonso VIII consiguió de nuevo un importante botín en Andalucía, destacando los 700 prisioneros del castillo de Setefilla, por cuyo rescate los sevillanos pagaron 2.775 dinares de oro. Pero las reacciones almohades no le permitieron equilibrar su presupuesto ni con los tributos tradicionales, ni con donativos eclesiásticos, ni con el petitum. Únicamente la batalla de las Navas significó un botín importantísimo, pero ni aun así el quinto que le correspondió pudo absorber el tremendo déficit de su Hacienda. Tampoco las empresas de Fernando III, sustanciosas por lo que representaron de ampliación del territorio, supusieron grandes ganancias en bienes muebles y semovientes. En León la situación fue aún peor, dado que la estructura feudalizante que imperaba en Galicia a base de señoríos nobiliarios y eclesiásticos, sumada a la menor importancia de la población municipal, determinaban que los ingresos tributarios fueran menores. Alfonso IX hubo de enajenar señoríos a la Iglesia, solicitar su ayuda económica, devaluar la moneda o amenazar con hacerlo si no se le concedían impuestos extraordinarios. Con estas dificultades, en su mayor parte derivadas del gasto de la financiación de la guerra terminó el periodo contemplado y se abría el de la Baja Edad Media.
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    Los Reinos cristianos y Granada del 1250 al 1504

  


  
    


  


  
    1. Reinos cristianos y guerras intestinas


    Al culminar el siglo XIII la Reconquista había terminado virtualmente. En 1264 ya estaba en manos castellanas todo el valle del Guadalquivir con los reinos de Córdoba, Jaén y Sevilla; solo permanecían independientes el reino nazarí de Granada, y, por poco tiempo, Algeciras y Tarifa. El impulso conquistador de Fernando III, culminado por Alfonso X, había multiplicado la extensión territorial del reino de Castilla. También en el Este, con la conquista de Valencia por Jaime I, el reino de Aragón había alcanzado la frontera con tierras de Alicante, reservadas a Castilla por los tratados de Cazorla y de Almizra. Estos dos reinos habían conseguido prácticamente el dominio peninsular, al margen de Portugal y el reino granadino, y serían los protagonistas de la historia de España durante los dos siglos siguientes. Navarra, encajonada entre ambos estados, había perdido la capacidad política de que había gozado en el siglo XI, y ahora, mediatizada dentro de la órbita francesa, se limitaba a asegurar su independencia.


    No obstante, las circunstancias de Castilla y Aragón estaban lejos de ser las mismas. Mientras que en la primera se vivía un proceso de centralización y fusión de instituciones a favor de la autoridad real, el reino de Aragón, en palabras de Suárez Fernández, «se estaba transformando en una commonwealth mediterránea», en la que el mismo Aragón, Cataluña, Valencia y Mallorca mantenían sus propias instituciones y leyes, que amparaban los privilegios de las oligarquías locales y reducían a la Corona casi a un elemento simbólico de mera unión personal en la figura de su titular.


    Después de siglos de guerrear se apreciaba un cierto cansancio, y la necesidad de volver la vista hacia los problemas de cada reino, dedicando las energías a su organización. Pero, al mismo tiempo, se iba perdiendo el factor de cohesión política que suponía la guerra contra el Islam. Nuevos vientos preñados de egoísmos, ambiciones e intereses personales iban a hacer su aparición. La alta nobleza castellana, enriquecida primero con las conquistas en tierras de Andalucía y, después, con las «mercedes enriqueñas», se mostraba turbulenta, se enfrentaba con los reyes y comenzaba a condicionar la capacidad política de estos, limitada ahora también por los concejos. Algo parecido sucedía en Aragón, si bien el pulso entre los monarcas y la nobleza feudal se saldaría finalmente a favor de los primeros a mediados del siglo XIV, algo que los reyes de Castilla, desbordados por una espiral de pérdida de autoridad, no conseguirían hasta un siglo más tarde.


    Ello no obstaculizó las pretensiones hegemónicas de Castilla sobre el resto de los reinos peninsulares, provocando enfrentamientos con Aragón (1356-1365) y con Portugal (1373-1385). Las disensiones internas la llevaron también a guerras civiles, una de ellas fratricida (1365-1369), que dio origen a la nueva dinastía de los Trastámara. Y todo ello dentro del marco europeo de la guerra de los Cien Años, que provocó intervenciones extrapeninsulares. La Corona de Aragón, volcada hacia el Mediterráneo, desarrolló en él una ambiciosa política expansiva, pacificando Cerdeña, reincorporándose las Baleares y dando pasos para una futura anexión de Sicilia y Nápoles, al tiempo que desplegaba una próspera economía mercantil. En uno y otro reino aún faltaba mucho para que pudieran darse las condiciones propias de un estado moderno, pero se empezaban a dar las económicas y sociales para que este pudiera surgir en el siglo XVI, a pesar de la crisis del siglo XV con sus repercusiones sociales.


    Pero en medio de toda esa complejidad que caracteriza la Baja Edad Media hispánica, se fueron anudando fuertes vínculos entre los estados, que culminarían en el último cuarto del siglo XV con una unión personal de las Coronas y, en definitiva, con la unidad de un estado español preñado de todas las características singulares que se quiera.


    Y, como un caso especial dentro de toda esa barahúnda, el pequeño reino granadino siguió independiente hasta 1492, pero sufriendo sus propias convulsiones internas, así como pequeños pero reiterados encuentros fronterizos, y apoyándose, según las circunstancias, en las tribus benimerines del norte de África frente a Castilla, o en esta para mantener su independencia frente a sus hermanos de religión.


    En fin, fueron dos siglos y medio durante los cuales, y de forma gradual, se proyectaron algunos de los caracteres que iban a eclosionar en el siglo XVI. Lo fueron los nuevos esquemas de fiscalidad que iban a hacer sostenibles los grandes y tecnificados ejércitos de una nueva época, y también aspectos técnicos, tanto con el crecimiento y maduración de la artillería y, en general, de las armas de fuego, como con el desarrollo de la fortificación, la intendencia y la gestión particularizada de los medios empleados para la guerra.


    



    Los ejércitos


    Pero, antes de que todo esto llegara a brotar, nos interesa contemplar su enraizamiento a través de estos siglos, manteniendo la perspectiva militar y económico-fiscal que hemos escogido desde un principio. Los ejércitos no habían cambiado en su estructura y composición, y en Castilla su base principal seguían siendo las tradicionales huestes medievales y milicias concejiles, con heterogénea formación, ausencia de un sistema de jerarquía definido y temporalidad en su función, salvo en su núcleo real. Tampoco su volumen había experimentado cambios destacados.


    Su médula permanente estaba formada por las Guardas Reales, un grupo de élite que constituía las guardia personal del monarca, y cuyos efectivos oscilaron según los momentos entre las 300 lanzas que protegían a Enrique III y los tres mil hombres que en algún momento pudo tener Enrique IV. En esa guardia del monarca, y como escolta, con un antiguo precedente en los monteros de Espinosa, figuraban también, aunque en número muy reducido, los ballesteros de maza de Pedro el Cruel, los arqueros de Enrique II, los moriscos de Enrique IV y los continos de los otros Trastámaras, todos ellos sin un carácter estrictamente militar. Dependiendo también directamente del rey estaban los vasallos que hubieran convenido con el mismo un pacto de acostamiento, mediante el cual se comprometían a servirle a costa del monarca, es decir, a cambio de una soldada, y sin que pudieran transferir sus deberes de vasallaje a otro señor. Desde la época de Alfonso X recibían mil maravedís con la obligación de disponer de caballo y llevar consigo un lancero y un ballestero. Luego, y con independencia de determinados grandes señores y caballeros que percibían cantidades superiores, aunque por distintos conceptos, solían cobrar unos 3.000 maravedís anuales por cada lanza (en este caso caballero a la jineta) de que dispusieran. Este contingente no mantenía una actividad permanente, sino tan solo cuando eran requeridos sus servicios por el rey, y se reforzaba con algún peonaje circunstancial. Aunque la Ordenanza de lanzas de 1390 había dispuesto que todas estas tropas reales estuvieran formadas por una caballería pesada de 4.000 lanzas, otra ligera de 1.500 jinetes y un millar de ballesteros, todos ellos retribuidos por la Corona, lo cierto es que por unas u otras razones no siempre dispuso el monarca de tales efectivos. En 1429 los hombres de armas que constituían la caballería pesada no superaban los 300, aunque esta cifra hay que incrementarla con los jinetes y peones hasta alcanzar algo más de mil individuos.


    Junto a estas tropas reales formaban parte del ejército las huestes nobiliarias. Cada uno de los nobles titulados, altos jerarcas eclesiásticos y señores dirigía su propia mesnada, de la que formaban parte caballeros e infanzones sujetos al mismo por los tradicionales vínculos feudatarios, así como vasallos que nutrían el peonaje. Tenemos noticias de mesnadas nobiliarias compuestas por cincuenta caballeros y doscientos peones, pero el número variaba según las circunstancias socioeconómicas del señor. Téngase en cuenta que cada caballo armado suponía una dotación de cuatro o cinco hombres. La participación del noble y sus hombres en la empresa guerrera del monarca era igualmente retribuida por este en cada caso concreto mediante una compensación económica, territorial o de determinadas gracias, o bien, con la concesión de la tenencia de una fortaleza o castillo, que unas veces llevaba aparejado un subsidio fijo para su mantenimiento y el de las tropas que debían defenderlo, y otras un situado, es decir, el derecho a percibir las rentas y derechos debidos a la Corona en un determinado territorio.


    Las villas y concejos aportaban en número la parte sustancial del ejército. A pesar de los problemas demográficos, evidentes sobre todo en las tierras recientemente conquistadas, la labor repobladora fomentada durante siglos había dado lugar a centros de población cada vez más importantes, sustentados por los fueros particulares y una economía agraria y, sobre todo, ganadera, en la que las ferias y la Mesta cobraron una especial significación. Estos concejos aportaban su propia caballería villana o popular, que fue escalón de acceso a la pequeña nobleza, y, junto a ella, sus milicias concejiles. Además de las obligaciones tradicionales de los vecinos de contribuir personal o económicamente a la construcción y mantenimiento de los recintos fortificados, y a la defensa de la comarca atacada por el enemigo (lo que, como ya hemos visto, se denominaba apellido), podían seguir siendo convocados, como en los siglos anteriores, para participar en una campaña. Fijado el número de hombres que debía aportar cada villa, y descontados los que estaban exentos del servicio de armas (clérigos, mujeres, niños, etc.), las autoridades del concejo, de acuerdo con el fuero que lo regía, disponían los individuos, voluntarios o por sorteo, que debían formar parte de la milicia, y los mandos de la misma. Todos ellos eran retribuidos también por la Corona, o bien a medias entre esta y el propio concejo, con la obligación de disponer de las armas y equipo que se hubiera dispuesto. Los fueros fijaban también el tiempo de duración del servicio. No obstante, continuaba vigente, como antaño, la posibilidad de sustituir este por el pago de la fonsadera.


    Otra parte del ejército estaba formada por los caballeros y mesnadas de las Órdenes Militares, singularmente las de Calatrava, Santiago y Alcántara, con extensos maestrazgos en la Mancha, Andalucía y Extremadura de los que obtenían pingües rentas. Cada una de ellas podía aportar varios centenares de hombres entre lanzas y peones. Por su propia naturaleza, su servicio no requería ser remunerado por la Corona, a la que, por otra parte, debían las concesiones de tierras de que disfrutaban.


    Ocasionalmente podían formar parte del ejército contingentes de tropas extranjeras, incorporadas en apoyo de las castellanas. Franceses y portugueses tuvo Enrique II en sus filas. También Juan I contó con contingentes de esos países en la batalla de Aljubarrota. Por razones de vasallaje el granadino Yusuf IV se comprometió a enviar a Juan II una partida de jinetes cuando este lo requiriese, algo con lo que en principio también contaba Enrique IV para sus campañas, además de disponer de una guardia personal de 300 jinetes moriscos. Y anticipamos ya que el espíritu de cruzada que inspiró la última guerra de Granada atrajo asimismo a grupos foráneos, además de especialistas contratados por los Reyes Católicos.


    En una época en la que la guerra de los Cien Años infestaba a Europa, no es de extrañar que surgieran grupos mercenarios capitaneados por tempranos condottieros, a los que la proliferación de relaciones diplomáticas y la participación en los conflictos armados de unos y otros países, llevó a intervenir en los asuntos internos de los mismos. Además de los grupos de musulmanes que combatieron codo con codo en ejércitos cristianos y viceversa, también arribaron tropas a los puertos del norte o pasaron la frontera pirenaica. Es de sobra conocida la participación de Bertrand Du Guesclín y sus hombres en apoyo de Enrique de Trastámara en la guerra civil que sostuvo contra Pedro el Cruel, y la de Eduardo de Inglaterra, el Príncipe Negro, y sus tropas a favor de este último.


    Finalmente, no hay que dejar de mencionar a las Hermandades, pequeños grupos armados reclutados por los municipios, cuya misión era garantizar la seguridad en los caminos, pero que ocasionalmente desempeñaron funciones propiamente militares. Creadas en el siglo XIII, y compuestas en principio por veinte jinetes y cincuenta peones por cada comarca, desaparecieron luego y fueron restablecidas a fines del siglo XIV, hasta que en 1476 los Reyes Católicos las refundieron para crear la Santa Hermandad.


    Todas esas fuerzas, que podían combatir juntas en un determinado momento, carecían de cohesión, tal y como venía ocurriendo desde siglos anteriores. Su estructuración dentro de un ejército era demasiado simple y endeble, y seguían estando faltas de la disciplina y jerarquía que iban a caracterizar a los ejércitos modernos. Pero de alguna forma cabe hablar ya de ejércitos reales, aunque aún no estatales.


    Su número tenía bastante que ver con las aportaciones de hombres que hacían las ciudades. Por ejemplo, para la campaña de 1407 la ciudad de Murcia envió 250 jinetes, entre 250 y 300 ballesteros y unos 500 lanceros; Sevilla 600 jinetes y 7.000 peones; y Córdoba 500 y 6.000 respectivamente. Treinta años más tarde Sevilla llegó a movilizar 800 jinetes y unos 3.500 hombres, entre ballesteros y lanceros. También hay que tener en cuenta las aportaciones de reinos aliados. Así, para la campaña que terminó con la batalla del Salado (1340), de los 8.000 jinetes y 12.000 peones de que disponía Alfonso XI, mil de los primeros fueron aportados por Alfonso IV de Portugal. Y en el asedio de Algeciras del año siguiente, además de las 28 galeras y 30 naves de que disponía el rey castellano, este pudo contar con 15 galeras genovesas y 10 catalanas y valencianas.


    Junto a estas fuerzas que de una u otra forma constituían el ejército real, participaron también en los encuentros fronterizos pequeños grupos de voluntarios que se movían por el incentivo del botín, y que en ocasiones llevaban a cabo sus cabalgadas en tierras de moros bajo el estímulo de los propios reyes. Normalmente eran pequeños grupos montados, caballeros y villanos, asistidos en ocasiones por peones, y comandados por alguien reconocido como jefe. Estas cabalgadas podían estar organizadas por los concejos, encomiendas o señoríos, pero, en todo caso no existía obligación real de recompensarlas, si bien se dieron casos de determinadas concesiones, como eximirlas del pago del quinto del botín que tradicionalmente correspondía al rey.


    La marina, que siempre en Castilla y León había sido un mero elemento auxiliar y ocasional dado su enorme coste, siguió manteniendo en esta época características no muy distintas, por más que algunos monarcas le hubiesen dedicado importantes recursos y procurado su fomento. En la conquista de Sevilla de 1248 ya había participado con éxito una flota de galeras equipada por Ramón Bonifaz sobre naves mercantiles de las cofradías del litoral cantábrico, y cuatro años después Alfonso X dispuso la creación de una flota permanente al servicio de la Corona con 10 galeras, levantando para su mantenimiento y reposición atarazanas en el Arenal sevillano del Guadalquivir. También Sancho IV se preocupó de ordenar la construcción de naves y galeras en estas y otras atarazanas. Hasta el siglo XV fue la galera la embarcación básica en el Mediterráneo, pudiendo ser clasificadas según su porte en «gruesas», «bastardas» y «sutiles»; estas últimas con solo veinticuatro bancos.


    Junto a esto, se dispuso la obligación de los concejos marítimos de colaborar en caso necesario a las empresas de la Corona con su marina comercial o de pesca. En concreto, cada uno de los concejos debía poner a disposición del rey una galera, con sus hombres y pertrechos, preparada para servir por un máximo de tres meses. Claro que, como siempre, podía redimirse también este servicio con el pago de la fonsadera.


    En el último cuarto del siglo XIII y durante casi todo el XIV, flotas de galeras castellanas, apoyadas por otras catalanas y genovesas, siempre a costa de elevadas sumas, combatieron y realizaron acciones de bloqueo en aguas del Estrecho, en Levante y en el canal de la Mancha. En la jornada de Tarifa Sancho IV hubo de pagar por el arrendamiento de tres galeras genovesas durante ocho meses 282.805 maravedís. Pero también resultaba costosísimo el mantenimiento de la propia marina; durante la guerra contra Portugal, en 1381, cada una de las diecisiete galeras castellanas costaba 60.000 maravedís mensuales. Si en dichos siglos esa actividad se llevó a cabo con galeras y otros barcos de menor importancia, muchos de ellos construidos en las atarazanas de Sevilla, ya en el último de ellos y en el XV se emplearon naos, carabelas y carracas de vela, que a fines de ese último siglo pasaron a ocupar un lugar preferente. Cuando en 1406 las Cortes castellanas estimaron las necesidades militares para reanudar la guerra de Granada, aparte de los contingentes de tierra, incluían 30 galeras y 50 naos. Sin embargo, en 1408 la flota castellana del Estrecho disponía solo de 15 galeras, cuatro leños y 22 naos y otras embarcaciones distintas; y en 1410 de 15 galeras, cinco leños, seis naos y 20 vallines.


    Lo cierto es que, aunque hubo circunstancias en que naves de guerra o adaptadas para la misma surcaron mares lejanos con la bandera de Castilla, como fue el caso de las galeras que Juan I envió a Londres en apoyo de la política militar de Francia, ni existían vasos suficientes ni marinos preparados que pudieran cumplir las exigencias que demandaban los nuevos tiempos. En consecuencia, fueron necesarios, como ya se ha dicho, apoyos costosos, como los del reino de Aragón y de la república de Génova requeridos por Fernando IV a comienzos del siglo XIV.


    Lo expuesto respecto del ejército y la marina castellanos habría que invertirlo al hablar de los mismos en la Corona de Aragón. Si Castilla seguía integrando en su seno «una sociedad organizada para la guerra», y a la que, después del fiasco de Aljubarrota, Juan I y Enrique III trataron de dotar de un embrión de ejército permanente con compañías de caballería propias, en Cataluña, y en general en la Corona de Aragón, se confió más en tropas mercenarias. El esquema piramidal de huestes con vínculos feudo-vasalláticos derivó allí en poco tiempo en ejércitos organizados sobre la base de milicias municipales y con una insuficiente presencia de tropas reales. Aunque a fines del siglo XIV Pedro IV trató de disponer de algunas fuerzas permanentes, no logró más que asegurar que a su solicitud las ciudades formaran milicias urbanas, y, en todo caso, comandadas por jefes designados por el propio municipio. Ello implicaba largas negociaciones con los grupos de poder de las corporaciones o de las mismas Cortes, las que afectaban negativamente a la posibilidad de dar una respuesta rápida ante cualquier contingencia militar sobrevenida; y ello tanto para conseguir tropas como para dotarse de medios económicos para pagarlas.


    Esto tuvo una especial relevancia a Cataluña. Fue a costa de duras negociaciones como Pedro IV pudo conseguir de las Cortes en 1370 una prestación económica durante dos anualidades para con su importe poder pagar las soldadas de 300 caballos armados, 400 lanzas y otros tantos ballesteros, a cambio, eso sí, de que durante ese tiempo el monarca renunciase a cualquier llamamiento general de prestación de servicios militares. En el fondo el monarca se inclinaba preferentemente por obtener medios con que poder pagar a tropas profesionales mercenarias, antes que disponer de milicias poco preparadas e indisciplinadas; lo que también era una solución mejor para los vecinos, que así no abandonaban sus quehaceres. Pocos años después, en 1374, y ante una nueva necesidad, solicitó también sustituir el llamamiento a las armas de los obligados a ello, por el pago del coste de un soldado por cada diez fuegos o casas; algo que se repitió en 1385, conviniendo con los representantes de los estamentos de las Cortes el pago de medio florín por fuego para hacer frente al pago durante dos meses de 600 lanzas, 500 pillards y otros tantos ballesteros, además de una galera.


    Entre las unidades contratadas por la Corona destacaron los almogávares, tropas aguerridas que vivían por y para la guerra en busca, sobre todo, del botín, y que eran empleadas en acciones de vanguardia en rápidas incursiones. Su arrojo, capacidad combativa y resistencia eran muy valoradas, y lo demostraron en su célebre expedición al medio Oriente. Sin duda era la mejor infantería de la época, aunque con fuertes rasgos de indisciplina y de deriva hacia el bandolerismo. Si en el siglo XIII habían sido fuerza de choque en las guerras fronterizas contra los musulmanes, en el siguiente su número se redujo hasta prácticamente desaparecer de Cataluña, orientados hacia las guerras en el Mediterráneo (Sicilia, Italia y Oriente Medio).


    En resumen, la Corona catalano-aragonesa, aparte de una no muy voluminosa guardia real de caballería ligera y algunas clientelas, no llegó a contar con un ejército propio más o menos sólido; tuvo que recurrir al mercenariado en sus confrontaciones con Francia y Castilla, y el número y eficacia de sus milicias municipales fue extremadamente limitado. En la guerra civil entre el Príncipe de Viana y Juan II (1462-1472), en la que participaron tropas francesas y castellanas a favor del segundo, Barcelona solo pudo aportar al Príncipe 700 hombres de los 3.000 que se le solicitaban; y poco después, al tratar de hacer una leva en Cataluña de 15.000 hombres, solo se consiguieron 3.000, en todo caso levas vecinales y de la Generalidad. Por su parte, Juan II al comienzo de la guerra disponía solamente de 600 jinetes y 1.000 infantes, lo que explica que Luis XI de Francia hubiera de enviarle 10.000 hombres como apoyo.


    María Teresa Ferrer ha concretado las fuerzas que intervinieron en las distintas campañas. La seguimos sin distinguir los elementos de caballería e infantería. En la conquista de Mallorca (1229-1230) un total de 16.000 hombres; en la de Cerdeña (1323-1324) aproximadamente 10.300, además de 53 galeras, 20 cocas, cinco leños armados y otras embarcaciones, junto con el compromiso de los nobles de aportar cerca de 900 caballos armados y a la jineta; en la campaña de 1343 contra el rey de Mallorca en el Rosellón 5.700 efectivos; en la expedición a Cerdeña de 1354-1355 calcula 11.500 hombres, además de algunas huestes feudales; en la guerra con Castilla (1356-1369) Pedro el Ceremonioso disponía en la frontera únicamente de 3.600 soldados, frente a los 9.000, más una indeterminada cantidad de gente de a pie, con que contaba Pedro el Cruel; y, en los momentos de mayor peligro, el primero, según una nota parcial, dispuso solo de algo más de 6.500 hombres frente a 42.000 del castellano. No se conocen las cifras totales empleadas por uno y otro en la campaña de Aragón de 1362-1363, pero en la de Valencia de 1364 el aragonés hubo de enfrentarse con 19.000 hombres frente a los 47.000 de Pedro en Cruel, si bien otros autores rebajan mucho esta última cifra. Por último, en la incursión de 1364 para socorrer a Orihuela, las tropas de Pedro el Ceremonioso se redujeron a 9.800 hombres.


    Como hemos dicho con anterioridad, otra cosa distinta fue la marina, instrumento que hizo que hoy pueda referirse al Mediterráneo durante aquellos dos siglos como «un mar catalán». Ese mar era el camino hacia donde podía orientarse la expansión catalano-aragonesa, y en el que la marina tuvo como función principal el transporte, apoyo y avituallamiento de las tropas terrestres. Fue un capítulo que requirió sumas ingentes para la construcción, mantenimiento y equipamiento de una marina acorde con las necesidades. Cataluña y Valencia ya habían pedido en su día ordenanzas para poder arbitrar recursos para ella, además de privilegios, y ciertamente se tomaron medidas fiscales que permitieran fomentarla.


    Con los precedentes de siglos anteriores a que ya hemos hecho referencia, Pedro III (1276-1285) señaló la ruta a seguir al acometer la aventura de Sicilia, prestando apoyo a los sicilianos levantados contra Carlos de Anjou, recién nombrado soberano de aquella isla por la Santa Sede, y que finalmente le reportó ser él mismo reconocido como rey de dicho territorio. Fue una importante operación naval en la que, con el auxilio de una serie de municipios del litoral catalán y valenciano, en 1282 pudo armar una flota de 24 galeras, el mismo número de naves, 10 leños de remos y un centenar de táridas, uxeles y otras embarcaciones que transportaron a 20.000 almogávares, 2.000 jinetes y un millar de ballesteros.


    Alfonso III (1285-1291), a pesar de su breve reinado, impulsó la armada de Roger de Llúria, con la que pudo auxiliar a su hermano, nuevo rey de Sicilia, y conquistar Menorca y buena parte de Cerdeña. También Mallorca e Ibiza se declararon feudatarios del rey de Aragón. Sin embargo, los problemas internos del reino lastraron sus posibilidades económicas. Hubo de luchar contra los intereses de la nobleza, enfrentada con él, y suscribir el Privilegio General por el que se comprometía a aceptar los fueros, usos y costumbres de Aragón, así como las transformaciones de las Cortes catalanas, antes meramente consultivas y beligerantes, y a partir de entonces verdaderas asambleas colegisladoras.


    Jaime II (1291-1327), envuelto en tensiones con el Papado, los Anjou y Francia en relación con la posesión de Sicilia, envió a la isla una nueva expedición con el objetivo de incorporarla como un reino más de la Corona de Aragón, si bien la presión del Papado le llevó a renunciar a la misma a cambio de Córcega y Cerdeña. No obstante, su gran labor permitió dejar fijados los cimientos de una política que permitiera continuar la proyección de su reino en el Mediterráneo.


    Esa política, y, en definitiva, la expansión mediterránea catalano-aragonesa, alcanzó su culmen con Pedro IV (1326-1387), impulsor de las nuevas atarazanas de Barcelona. Apoyándose en su marina, logró en 1349 la definitiva incorporación a su Corona del reino de Mallorca (que comprendía las Baleares, el Rosellón y la Cerdaña, y que con anterioridad solo era feudatario del reino de Aragón). Logró también la pacificación de la levantisca Cerdeña, e incluso vio como la expedición de los almogávares al Mediterráneo oriental le reportaba la anexión a su Corona de los ducados de Atenas y Neopatria, algo sin embargo efímero y que apenas le sobrevivió. Contaba por entonces, además de con barcos de transporte y apoyo, con 45 galeras, cifra sin embargo inferior a la de las que podían disponer Génova, Venecia y Pisa, aunque suficiente para proteger las empresas comerciales catalanas en los mercados del próximo oriente y del norte de África. Años después, las operaciones de Alfonso V en Nápoles entre 1421 y 1442 significaron la culminación de la expansión marítima del reino con la anexión del de Nápoles.


    Una muy onerosa marina, desarrollada lentamente en Castilla y con mucho más impulso en Aragón, y unos ejércitos más o menos voluminosos, pero siempre caros. Habían pasado ya los tiempos en que las prestaciones personales para la guerra podían ir a cargo de los deberes vasalláticos retribuidos con mercedes o concesiones territoriales; tampoco los cautivos y el botín aunque persistían eran ya compensación suficiente. Ciertamente existían otros atractivos, como la promoción social dentro de la nobleza o alcanzar esta desde un escalón inferior, así como también la posible obtención de un señorío con los beneficios económicos propios del mismo; también las motivaciones religiosas con espíritu de cruzada. Pero alumbraban nuevos tiempos, la economía monetaria se había desarrollado, y, tras las acuñaciones de moneda musulmana, habían aparecido en unos y otros reinos los dineros, los sueldos, la libra equivalente a 20 sueldos y a 240 dineros los florines, los maravedís, las doblas granadinas, etc., aunque algunos como mera unidad monetaria o moneda de cuenta. Persistía la obligación de prestar servicio gratuito al rey por parte de los caballeros por tres días, o noventa si habían prestado vasallaje, pero el pago de la soldada se había generalizado prácticamente en todos los casos como retribución por un servicio valorado monetariamente, y las fuentes aluden reiteradamente a la misma, si bien contamos solo con datos fragmentarios y parciales, así como con la dificultad de establecer en muchos casos la relación entre las distintas unidades monetarias.


    Era ciertamente la soldada o estipendio el capítulo más gravoso de entre los gastos militares de los soberanos. En el siglo XIII y parte del XIV el noble castellano lo recibía muchas veces de forma indirecta, mediante la autorización del cobro a su favor de los impuestos de un determinado territorio (diezmos, almojarifazgos, martiniegas, etc.); lo que, si por un lado lo ligaba en vasallaje a su soberano con la obligación de apoyarle personalmente en la guerra durante dos o tres meses al año, y acompañado por otros vasallos si su estipendio fuera superior a determinado importe, por otro se reducían los ingresos fiscales de la Hacienda real; era el situado al que ya hemos hecho mención. Otras veces la Hacienda del rey les libraba determinadas cantidades en concepto de acostamiento, por prestar servicios a costa del soberano. El libro de la Cancillería de Sancho IV correspondiente al año 1290 fijaba las asistencias a proporcionar por ricos-hombres y caballeros de la frontera que percibían del rey más de 2.000 maravedís, y así, por ejemplo, Ferrant Pérez Ponç, que tenía asignados 28.000 mrs. anuales, debía servir con veintitrés caballeros; Johan Alfonso, hijo de Alfonso Ferrandez, que percibía 40.000 mrs., debía hacerlo acompañado por cuarenta caballeros; pero a Gonzalo Pérez, de Córdoba, que solo recibía 4.000, se le exigía únicamente la aportación de otros dos caballeros. Los nobles y caballeros que no estaban unidos al rey con vínculos vasalláticos requerían además la soldada para poder concurrir con las monturas y armamento precisos.


    También Alfonso XI se preocupó de la forma de cumplir sus vasallos con sus deberes militares, y en las Cortes de Burgos de 1338 dispuso el número de jinetes y peones que debería llevar cada uno de los obligados, en razón de los maravedís que recibía de la Tesorería real. Una década más tarde, en 1348, al dictar el Ordenamiento de Alcalá, mandaba que, descontada la tercera parte «para guisamiento del su cuerpo e para la su costa», por cada 1.200 maravedís restantes el beneficiado debía concurrir con un hombre de armas a caballo y con dos de a pie; y seguía luego precisando el tipo de caballo y el armamento que debía llevar.


    Avanzado el siglo XIV y en el XV los pagos en moneda a los nobles y sus huestes fueron los usuales, igual que ocurría ya con las milicias concejiles. Las soldadas pasaron frecuentemente a complementar lo que aquellos tenían asignado ya en determinados tributos. Nuevamente hemos de citar a Grassotti, que estudió a fondo este concepto. Las Cuentas de Sancho IV nos informan de que determinados caballeros y escuderos que acudieron a la hueste en Murcia en 1294 recibieron como retribución entre 100 y 800 maravedís; lo que Grassotti, al objeto de vislumbrar el valor adquisitivo de dichas pagas, las compara con las ayudas de costa hoy diríamos dietas que percibieron algunos vasallos para cumplir diferentes misiones: Gonzalo Martínez recibió 800 mrs. para ir a Inglaterra, y poco después se dio a Juan Gato para el mismo viaje 3.500. Por lo que respecta a unos tales Agustín Pérez y Ferrán Ruiz, que acudieron a la corte de Aragón, percibieron respectivamente 2.000 y 1.000 mrs. Si las Cortes de Valladolid de 1322 exigieron del rey que se pagasen 3.000 maravedís cuatrimestrales a cada uno de los miembros de la guardia de este, caballeros y hombres buenos de ciudades y villas, cabe imaginar lo que percibían los grandes señores. Solo las soldadas de infantes, ricos hombres y caballeros superaban el total de las rentas reales de Fernando IV. Ya en el siglo XV a las ayudas de costa que en tiempo de paz muchos nobles y caballeros recibían del rey o de una de las Órdenes Militares, cuando se integraban en una expedición militar para una campaña aquellas se veían incrementadas con la soldada propiamente dicha retribuida por la Hacienda real. En razón de esta última los infantes lanceros percibían un real diario, un tercio más los ballesteros, dos reales los jinetes y los caballeros hombres de armas recibían un tercio más que los anteriores.


    Fuera de Castilla también se impuso la paga de soldadas para acudir a la guerra. Pedro II de Aragón la había abonado a los hombres que le acompañaron a la jornada de las Navas con dinero que le facilitó el rey de Castilla debido a su falta de recursos; y también la percibieron los mercenarios extranjeros. Siguiendo a Ladero Quesada, conviene precisar que desde el siglo XIV los reyes aragoneses y navarros retribuían a sus tropas contratadas en moneda de oro, con sueldos que oscilaban entre 15 y 20 florines mensuales (entre 2.250 y 3.000 mrs.) para los caballeros que servían con arnés completo, importes que circunstancialmente podían mejorarse, aunque realmente esto era ya una realidad si tenemos en cuenta los saqueos y rapiñas que solían acompañar a las huestes mercenarias. En concreto, se calcula que las tropas de Bertrand Du Guesclín (entre 10.000 y 12.000 hombres) percibieron como estipendio 300.000 florines (45.000.000 mrs.) abonados a partes iguales por los reyes de Aragón y Francia, y por el Papa.


    La ayuda del bastardo Enrique de Trastámara a Pedro IV de Aragón con un contingente de 300 caballeros y 600 peones en la lucha que sostenía con Pedro el Cruel de Castilla fue retribuida por aquel con buena parte de los bienes de sus hermanastros Fernando y Juan, que servían al castellano, 130.000 sueldos para su manutención, y un estipendio de siete sueldos diarios para los caballos armados, cinco para los jinetes y «el que era acostumbrado» para los peones. En aquella ocasión Pedro IV también contrató jinetes musulmanes de Granada con una retribución de cuatro sueldos diarios. No obstante, para la Hacienda real estos pagos fueron de importe inferior durante las guerras de Granada del siglo XV, toda vez que la mayoría de los combatientes recibía otra parte de su soldada por canales distintos: como ya hemos indicado, los vasallos contaban con las remuneraciones fijas que ya percibían en tiempo de paz, y las milicias concejiles también recibían de su ciudad o villa una parte de la soldada, lo mismo que ocurría con las mesnadas de un determinado señor, por él retribuidas parcialmente. En conjunto, lo que realmente recaía sobre la Hacienda del monarca era aproximadamente la mitad del gasto por soldadas. Estas pudieron llegar a ser de cinco ducados y medio al mes para un hombre de armas, es decir, para la caballería pesada, de cinco para la ligera de jinetes y de dos o medio o tres para los peones, en función del armamento de que dispusiera cada uno.


    Las soldadas solían abonarse en varias ocasiones a lo largo de la campaña y al final de la misma, descontándose en el siglo XV un cinco por ciento para la paga de los servicios administrativos (contadores y Cámara de Cuentas) y dos días de paga para los físicos (médicos y cirujanos) y mariscales (aposentadores y encargados del avituallamiento).


    Un elemento esencial para atender al pago de las soldadas era el alarde. Ya se conocen alardes de 1176 dispuestos por Alfonso II de Aragón, y en 1180 otros ordenados por Alfonso VIII de Castilla «con el fin de evitar los fraudes de caballeros que recibían dineros o propiedades del rey a cambio de servirle en las guerras con hombres, armas y caballos, y luego no cumplían con esta obligación». En el fuero de Teruel de 1176 se prevenía que «donde toda la hueste hiciera provisiones para pernoctar, hallándose ya reunida, a su vista el Notario con el Juez y los Alcaldes, escriba o señale en todas las paradas los hombres, bestias y armas», por si alguno huyese de la hueste con hurto o llevase a los sarracenos algún mensaje. El fraude debía continuar vigente un siglo más tarde, porque como recuerda María Teresa Ferrer en 1285 Pedro III el Grande de Aragón se lamentaba de que «algunos barones tomaban ración por cuarenta hombres a caballo y en realidad no tenían más que veinticinco, mientras que otros que afirmaban servir con veinte lo hacían con quince, o si decían que eran cinco eran tres y lo mismo ocurría  aseguraba con los servents».


    Pero fue en la segunda mitad del siglo XIV y en el XV cuando la convocatoria de alardes se hizo más frecuente. En una ordenanza de 1369 Pedro el Ceremonioso disponía que se pasase revista a las tropas, especificando que el condestable había de indicar el sitio y si los caballeros habían de presentarse con armas o sin ellas, debiendo recibir las listas el escribano de ración con los alguaciles y caballeros que para ello se nombrasen. También en 1390 Juan I de Aragón pidió a su hermano, el infante Martín, que reuniera a toda la gente de armas para contarlos y saber cuanta gente había con derecho a soldada. Y Juan II de Castilla, en 1442, dispuso en Valladolid «que los dichos Cavalleros, para que puedan gozar de la dicha Cavallería [] ficieran alarde, según manda la lei del Cuaderno de las Monedas». La Crónica de Enrique IV de Diego Enríquez del Castillo hace alusión a uno de los alardes ordenados por el rey antes de una incursión en tierras granadinas: «Así que entre la gente del rey y los caballeros seria por todos catorce mil de a caballo y ochenta mil peones. Juntados aquestos, y hecho alarde el rey, partió con todo este ejército».


    Asimismo debían concurrir a los alardes los caballeros de las Órdenes Militares. Las leyes capitulares, dispuestas el 15 de junio de 1445 por el infante don Enrique, maestre de la Orden de Santiago, ordenaban que cada caballero «haga dos veces en el año alarde ante los Alcaldes de la Villa, o Lugar, por ante Escrivano público: la una por Navidad, y la otra por San Juan de Junio, con juramento cada uno que el dicho cavallo y armas que son suyas, y no prestado ni alquilado».


    Sin duda era algo tan trascendente para la Real Hacienda lo que llevó a regular las sanciones contra los que hubiesen hecho fraude en los alardes o alistamientos, disponiendo, por ejemplo, las Ordenanzas navales de Pedro IV de Aragón que los que hubiesen tomado dos o más pagas estarían en la cárcel cuatro días y perderían la parte superior de las orejas. Algo en lo que insistió Juan II en las Cortes de Burgos de 1430, imponiendo severas penas para evitar las encubiertas en los alardes, hechas de tal manera «que podía acaecer que un solo cavallero, o señor, haga alarde por diez». Era esto consecuencia de una reclamación hecha por los procuradores, y reproducida luego en las Cortes de Zamora, a la que hubo de contestar el rey diciendo que mandaría averiguar por sus libros la gente de a caballo y a pie que había sido repartida en años anteriores, y la que dejó de acudir, y que los castigaría. Las reclamaciones de los procuradores en este sentido venían ya de lejos, pues los que acudieron a las Cortes de Toro de 1371 ya habían manifestado que muchos tenían tierras, dineros y sueldos del rey para ciertos hombres de a caballo, y no le servían con tantos como debían tener según el sueldo que se les daba.


    Además de los alardes referidos a las tropas en campaña, había otros que tenían lugar fuera de ella. La milicia concejil debía pasar alarde dos o tres veces al año, pero esto podía variar según los lugares y momentos. Por ejemplo, el ordenamiento castellano de 1387, ampliado luego en 1390, disponía la obligación de pasar alarde anual, y la Ordenanza de Tordesillas de 1404 mandaba que se efectuasen cada cuatro meses. También establecía la obligación militar de todos los hombres entre 20 y 60 años, con el tipo de armas que debían mantener, así como la forma de llevar a cabo los alardes anuales en cada municipio. Igualmente, el privilegio expedido por el arzobispo de Toledo don Sancho a la villa de Cazorla habla de que el alarde debía tener lugar el día de San Miguel, haciendo muestra de los caballos, mulas y potros, sin duda con objeto de evitar que se vendieran en tierras extrañas, dada la importancia de estos animales para la guerra.


    Pero no era solo la soldada lo que determinaba el gasto militar. Eran muchos otros los elementos que habían de tenerse en cuenta, y no era el menos importante el capítulo del avituallamiento de las tropas. Ya en el Libro de la Nobleza y Lealtad, en el apartado «del bastecimiento que el Rey debe tener para sus guerras», se le aconsejaba: «Et ante de la guerra busca é ten aparejado bastimento de pan, é de vino, é de carne, é de las otras cosas que te facen menester, é fazlo tener puesto en los lugares cercanos de la tú conquista, é manda comprar el tal bastimento a omes de buena intención é de poca codibcia, é mándales dar su mantenimiento abondadamiente, aun mas de lo que obieren menester».


    Sin perjuicio de la obligación de cada hombre de llevar consigo víveres para los primeros días, el abastecimiento posterior de las tropas tuvo que ser un problema importante para una intendencia militar aún en ciernes. El precio de lo consumido se descontaba de la paga, pero la cuestión era el transporte de los cereales (trigo y cebada), agua, vino, carne, etc., sobre todo cuando los centros de posible apoyo logístico estaban lejanos. Además, a falta de arrieros o vivanderos particulares, remisos generalmente ante una operación poco rentable, si la compra directa de todo ello por los oficiales reales se llevaba a cabo a precio de mercado, la venta a las tropas frecuentemente se hacía a un precio «político», que ocasionaba pérdidas a la Hacienda de la Corona.


    Sin duda era problema su transporte, lo mismo que el del material militar, especialmente el de asedio, y, ya en el siglo XV, la artillería. Acémilas y carretas eran los medios de que se disponía, unas veces alquilados por los oficiales reales o por los concejos y otras requisados, pero siempre abonados con cargo a la Hacienda a razón de entre 25 y 35 maravedís diarios por la carga en una mula, 15 si era en un asno, y 75 por el alquiler de una carreta con dos bueyes. Cada recua de 40 a 100 acémilas solía, además, llevar su escolta.


    En cuando a la marina, su coste, como ya se ha indicado, era enorme, y no ya por lo que suponía la construcción y mantenimiento de las naves, así como su servicio (pagos y manutención de los tripulantes y soldados, coste de las herramientas, armas, especialmente las arrojadizas, máquinas de batir, etc.), sino frecuentemente por su alquiler. Alfonso IV de Aragón envió a Alfonso XI de Castilla una serie de galeras que desde julio de 1339 operaron en aguas del Estrecho para cooperar al sitio y toma de Algeciras. En 1346 pasó a Castilla por tal concepto una cuenta de 2.060.000 maravedís, calculada sobre la base de 9.000 maravedís castellanos por galera y mes.


    Las empresas catalano-aragonesas adolecían, igual que Castilla, del mismo problema, si bien la frecuente posibilidad de un transporte marítimo lo aliviaba en parte. María Teresa Ferrer nos suministra interesantes datos al respecto. Partiendo de una ración de algo más de un kilo de harina por persona, algo menos de litro y medio de vino, una cantidad desconocida de carne y algo más de 37 kilos de avena para cada dos o tres monturas, el suministro de esto para todo un cuerpo expedicionario, por reducido que fuese, exigía un transporte caro y complejo. Más aún si se trataba de rebaños, como los de 1.500 cabezas de carneros enviados en una ocasión por la comunidad de Calatayud y sus aldeas a cambio de su contribución de guerra, las 2.000 entregadas por Daroca y Teruel, y las 500 de Alpuente, todas ellas con el mismo objeto.


    El presupuesto para la expedición a Cerdeña de 1323-1324, además de vino, carne salada y queso, incluía 1.000 alcahíces de trigo para 11.000 hombres durante cuatro meses y 20.000 de avena para 3.000 monturas. Manuel Sánchez y Laura Galoppini, citados por Ferrer, detallan lo previsto para una campaña preparada para iniciarse contra Almería en 1329, y que al final no se llevó a efecto. Se compró grano, y se pretendía llevarlo por vía marítima desde Tortosa a Orihuela; allí se distribuirían raciones para cinco días. A partir de la llegada a la propia Almería se supone que habría de contarse con nuevos transportes de vituallas y con el producto del saqueo. Se calculaba comprar 4.500 alcahíces de trigo para el suministro de 6.500 hombres, 8.000 para fabricar bizcocho como reserva, y otros 1.400 para los tripulantes de las diez galeras que se habían armado. Para los 3.500 caballos se habían de comprar 19.000 alcahíces de grano, calculando diez kilos diarios para cada animal. Además, se preveía la necesidad de adquirir para dos meses 120.000 quarters de vino, según la medida de Valencia equivalente a 10,77 litros por quarter. Aunque todo o parte de este gasto fuera reembolsado, era necesario disponer antes de la expedición de moneda o crédito para adquirir todo este avituallamiento.


    Y aún la guerra, o su prevención, requerían de otros gastos. Además de diversos menores, hay que pensar lo que suponía la fábrica y mantenimiento de los castillos y fortalezas de titularidad real, de especial importancia los que se encontraban cerca de la frontera. Además de las cantidades asignadas para sufragar la tenencia del alcaide y sus hombres, se requería que se mantuviesen en estado de poder cumplir su función. La tenencia de las fortalezas supuso una carga extraordinaria para el erario real, sobre todo a partir del siglo XIV, no solo por lo que suponía en sí misma, sino por las irregularidades y la malversación de fondos a que daba lugar, lo que exigió medidas de control por parte de los oficiales reales. Pero, de todas formas, era muy difícil saber a ciencia cierta el número de hombres con derecho a soldada, el importe de su abastecimiento alimenticio y el de los gastos de reparaciones. Esto para las tenencias que percibían un libramiento monetario de la Hacienda real, y que, por tanto, no llevaban aparejado, como otras, el derecho a un situado, es decir, a percibir el beneficio derivado del cobro directo de unos determinados impuestos o tasas.


    En una cuenta correspondiente al reinado de Sancho IV de Castilla, y relativa solo al periodo entre diciembre de 1293 y junio de 1294, los gastos de las fortalezas y castillos por las soldadas de algunos de sus alcaides habían supuesto 225.526 maravedís. Por entonces estaban guarnecidas las plazas de Vejer, Alcalá, Medina Sidonia, Arcos, Morón, Osuna y Marchena; y en la costa del golfo de Cádiz los fuertes desde Vejer y Sanlúcar hasta la Punta. Especial significación tuvo todo ello desde comienzos del siglo XV debido a los disturbios generalizados de la nobleza castellana. La precariedad de la Hacienda real los hizo quedar con frecuencia desasistidos, lo que provocó reiteradas quejas ante Juan II en Tordesillas en 1420, en Palenzuela en 1425, en Madrid en 1433, en Toledo en 1436, en Madrigal en 1438 y en Valladolid en 1447 y 1451. Igualmente ante Enrique IV en Córdoba en 1455, en Toledo en 1462, en Salamanca en 1465 y en Ocaña en 1469. Hay que tener en cuenta que, a las tenencias de las fortalezas fronterizas con Granada y Portugal y las pirenaicas, había que añadir las de los castillos que habían ido quedando a retaguardia conforme avanzó la Reconquista, y ahora las de los recintos fortificados que progresivamente se iban tomando a los granadinos. Además de los castillos y fortalezas de titularidad real, a los que nos venimos refiriendo, había otros de las Órdenes, de algunos nobles o, inclusive, de las ciudades, a cargo de unos y otras.


    



    La financiación en la Corona de Castilla


    La progresiva transformación del servicio militar desde la antigua prestación personal y feudal, pasando por las tropas retribuidas, hasta la aparición de un ejército permanente, ya al final del periodo que estudiamos, el mantenimiento de la guerra contra el moro, larvada en ocasiones pero activa en otras, las guerras civiles, la vigilancia y defensa del Estrecho, las circunstanciales presencias en Europa, las empresas mediterráneas y las reivindicaciones nobiliarias, dieron lugar a unos gastos militares difíciles de asumir por las haciendas regias. Cierto es que estas se fueron potenciando durante la Baja Edad Media con la aparición de nuevos sistemas fiscales, determinadas instituciones hacendísticas, una legislación adecuada y una renovada mentalidad que sustituyó la idea medieval del impuesto como un tributo al soberano, por la del concepto fiscal de un ingreso público. Pero también lo es que, con eso y con todo, los ingresos ordinarios de los monarcas no alcanzaban ni con mucho a cubrir los gastos de la Corona, de los que una gran parte procedían de las actividades militares; había, pues, que recurrir a ingresos extraordinarios.


    Las innovaciones militares junto con las soldadas pecuniarias iban a incrementar un ya voluminosos gasto militar que trató de enjugarse en lo posible con lo que se ha venido denominando la «revolución fiscal»; algo que, a su vez, fue facilitado por el progresivo control del poder político en manos de los monarcas, a pesar de sus continuas fricciones con la nobleza y las limitaciones impuestas, sobre todo en la Corona aragonesa, por las asambleas de los tres brazos, que concedían los tributos y controlaban su empleo. Pero ciertamente el poder real se consolidó significativamente, aun teniendo en cuenta la crisis que sufrió durante buena parte del siglo XV.


    Los reyes tuvieron que recurrir a nuevos tributos, a peticiones ordinarias o extraordinarias a las Cortes, a solicitudes a la Santa Sede, a los préstamos y a estrujar una y otra vez los bolsillos judíos. Se trataba de compensar con los crecientes recursos económicos de que gozaban los reinos, las exenciones fiscales que seguían defendiendo a ultranza la Iglesia y la nobleza.


    Había que contrarrestar también la desaparición de otros ingresos tradicionales. Con la culminación de la expansión hacia el Estrecho, se había extinguido aquella catarata de recursos que la guerra proporcionaba con la ocupación de nuevas tierras y la obtención de ricos botines. Ahora había que partir de las fuentes propias, complementadas en ocasiones por unas parias siempre bienvenidas.


    Dado lo costoso de una campaña guerrera para cristianos y granadinos, y la cada vez menor confianza de estos últimos en su resultado, no es de extrañar que frecuentemente unos y otros prefiriesen llegar a acuerdos diplomáticos que se resolvían con el pago de parias por parte de los musulmanes. Otras veces las parias eran una forma de pago por una ayuda. Alfonso X aceptó recibir parias por importe de 300.000 maravedís anuales; en 1246 se fijaron en 150.000 maravedís de oro, es decir, unas 25.000 doblas granadinas, y más adelante Muhammad II prometió entregarle un tercio de las rentas de su reino; pero al comenzar el siglo XIV las relaciones vasalláticas entre Granada y Castilla, justificación de aquellas, no terminaban de ser claramente reconocidas por los granadinos. La presión castellana con el cerco de Algeciras por Fernando IV se saldó en 1310 con una nueva avenencia a cambio de recibir este dos villas con sus castillos y la importante suma de 50.000 doblas en concepto de indemnización de guerra, que, en definitiva, no sirvieron para compensar los gastos habidos, toda vez que el pago no fue anual. Continuaba no obstante en el reinado de Alfonso XI el reconocimiento del pago de la paria acostumbrada por parte del rey granadino, pero el incumplimiento por parte de este era habitual. Ello dio lugar a una nueva confrontación bélica, que otra vez terminó con un acuerdo de paz por el que el rey de Granada se comprometía a pagar a Alfonso una paria anual de 12.000 doblas. A partir de este acuerdo de 1330 la cantidad referida constituyó el monto anual de las parias granadinas. De todas formas, no está claro el valor de esta y otras monedas si las ponemos en relación unas con otras, y menos atendiendo a diferentes momentos temporales. Nos queda en todo caso la seguridad de que la percepción de este canon no era sino una pequeña ayuda para las constantes tribulaciones de la Hacienda castellana.


    Al mediar el siglo XIII los ingresos ordinarios de la Corona de Castilla procedían del producto de los bienes patrimoniales del rey, del conjunto de tributos directos e indirectos que percibía de sus súbditos en todo caso ingresos de poca monta en cuanto que gravaban una economía ganadera y agraria y, además, de algunos impuestos creados específicamente para determinadas atenciones militares. A esto se podría añadir la repetidamente citada fonsadera, como pago compensatorio de la exención del servicio de armas, y algunos pequeños impuestos que ya existían para tiempo de guerra. Pero ya de antiguo tales ingresos se habían manifestado claramente insuficientes, y los monarcas hubieron de recurrir a pedir, normalmente a las Cortes, recursos extraordinarios con los que poder atender a los cuantiosos gastos de las guerras. Desde fines del siglo XII aparecen reseñadas estas solicitudes con el nombre de petitum o servicio, algo que progresivamente se fue transformando en un impuesto ordinario y periódico. Habida cuenta de las exenciones eclesiásticas y nobiliarias a que se ha hecho referencia, eran los procuradores de las ciudades los que, tras el reparto del servicio en razón de la riqueza individual de los ciudadanos pecheros (mueble, inmueble, soldada, jornal o renta), procedían a su cobro e ingreso en la tesorería real.


    Pero una vez más estos ingresos dejaron de ser suficientes, y los reyes recurrieron al impuesto extraordinario conocido como moneda o moneda forera, que se devengaba cada siete años a cambio de no alterar el valor de la moneda en curso. Con esto y con prestaciones de servicios, ayudas eclesiásticas, apelaciones voluntarias o forzosas a las aljamas judías y préstamos a corto plazo, subsistía más bien mal que bien la Hacienda de los monarcas.


    En este contexto Alfonso X (1252-1284) logró desarrollar una importante reforma fiscal. A pesar de que en las Cortes de 1272 los ricos hombres habían solicitado que los servicios que desde 1269 se le habían otorgado por tiempo ilimitado se redujesen a un periodo menor, el rey, acuciado por sus necesidades financieras, mantuvo año tras año sus demandas económicas. Paralelamente formalizó varios impuestos indirectos, dispuso de una parte del diezmo eclesiástico las llamadas tercias reales, solicitó del Papa autorización para obtener por vía de limosna lo que se recaudara por la predicación de indulgencias de cruzada para su lucha contra los moros, exigió a los judíos un tributo de 4.200.000 maravedís anuales (200.000 doblas de oro), y obligó a sus oficiales a repasar las cuentas atrasadas para, a continuación, reclamar todas las cantidades que se le adeudaban. Con todas estas medidas, las derivadas de una firme devaluación monetaria que dio lugar a un incremento muy abundante del vellón, (una moneda con menor proporción de metal precioso), y la consecución de un préstamo de 100.000 doblas de oro por parte del sultán benimerí, consiguió consolidar su Hacienda, multiplicando sus ingresos.


    Su heredero, Sancho IV el Bravo (1284-1295), continuó con la política de su padre, y logró que las Cortes le concedieran tres servicios para atender al cerco de Tarifa. Ya antes, el alquiler de una docena de galeras genovesas le había supuesto el pago de un canon de 500 doblas de oro mensuales por cada una, pero ahora el gasto que supuso la conquista y defensa de Tarifa alcanzó los 15 millones de maravedís, equivalentes a unas 700.000 doblas de oro. A pesar de todas las medidas paternas, las rentas ordinarias de la Corona estaban hipotecadas por las que se tenían reconocidas a la nobleza, y cualquier gasto extraordinario, el principal de ellos la guerra, exigía la obtención de recursos también extraordinarios.


    Esa agonía fiscal persistió y aun se incrementó con Fernando IV (1295-1311), a pesar de las devaluaciones monetarias y de los impuestos indirectos instituidos por su padre y su abuelo, a recaudar ciertamente sobre unos pecheros empobrecidos y al límite de sus capacidades contributivas. Ya durante su minoridad, la regente María de Molina tuvo que conseguir en 1301 de las Cortes de Burgos que le concedieran cuatro subsidios para hacer la guerra contra el rey de Aragón, el infante de la Cerda que pretendía el trono castellano y el rey de Granada.


    Unas décadas más tarde Alfonso XI (1311-1350) se veía con problemas similares. Las rentas ordinarias apenas bastaban para enjugar atenciones comprometidas tradicionalmente, y eran indispensables nuevos servicios extraordinarios que, otra vez, se convirtieron en permanentes adjetivándolos como ordinarios, y recurriendo cuando fue necesario a nuevos servicios extraordinarios. Se sabe que de los 9.600.000 maravedís que ingresó su Hacienda en 1315, 8.000.000 se consumían en el mantenimiento de la corte real, sueldos de los ricos hombres y caballeros, y en las tenencias de castillos y fortalezas. En 1327, en las Cortes de Madrid, explicó que para pagar a las huestes en la campaña que iba a emprender contra los moros y armar la flota, además de los ingresos ordinarios, las tercias eclesiásticas y las décimas de las rentas de los clérigos, «non podia escusar de les demandar que le diesen los servicios et las monedas en todos los regnos». En 1333 hubo de solicitar personalmente empréstitos de los mercaderes y ciudadanos. Entre 1312 y 1334 Alfonso XI consiguió de las Cortes castellanas veinticuatro millones de maravedís a cambio de comprometerse a no recaudar en lo sucesivo tributo alguno sin autorización de aquellas. Cierto que la batalla del Salado, que alejó definitivamente a los benimerines de las costas andaluzas, y para la que había tenido que empeñar sus joyas, le habría supuesto un botín importante, aunque a todas luces insuficiente, pero parece que fueron súbditos desleales los que se hicieron con él y desaparecieron luego. Hubo campañas que hubieron de ser interrumpidas por falta de medios con que pagar a los nobles y sus mesnadas.


    Otra vez es Grassotti quien nos cuenta las vicisitudes del monarca en el importante sitio de Algeciras. El rey insistía en que los servicios recibidos hasta entonces no alcanzaban ni a la mitad de lo que se requería para satisfacer las pagas de sus hombres, lo que le hizo extender a todo el reino la alcabala, que antes era un impuesto local. Durante el sitio, al comprobar en octubre de 1342 que solo tenía fondos para seis meses, solicitó de Felipe de Valois un empréstito a corto plazo, empeñándole sus coronas de oro y piedras preciosas, además de ricas copas de oro. El monarca francés le regaló 50.000 florines, y el papa Clemente VI le facilitó un empréstito de 20.000. Con ello pudo pagar a los mercenarios genoveses y sufragar sus propias galeras y naves. Es más, precisado de pagar al conde de Fox, que amenazaba con retirarse del sitio, y temeroso de que también lo abandonaran Simón Bocanegra y su hermano, el almirante de Castilla, hubo de recurrir a su plata, la de prelados y adictos, y a algunos préstamos, para pagar a aquellos los sueldos atrasados. Igual hubo de hacer para pagar los sueldos de un bimestre de las galeras enviadas por el rey de Aragón.


    Cierto que con todo ello y con las reformas de Alfonso X los ingresos habituales de la Corona se habían multiplicado por tres, alcanzando la suma de 600.000 doblas anuales, pero la desproporción entre ingresos y gastos persistía. Por ello, después de haber obtenido de las Cortes servicios extraordinarios comprometiéndose a no requerir nuevos impuestos, cuando las circunstancias lo exigían Alfonso XI no dudaba en solicitar las llamadas ayudas o suplementos para necesidades urgentes de su ejército o por otras razones. Como siempre, eran los procuradores de las ciudades los que, después de repartir su importe, procedían a su cobro e ingreso en las arcas reales. En ocasiones hubo también de recurrir, como ya sabemos, a préstamos de los soberanos francés y portugués, así como al Pontífice. También las altas jerarquías de la Iglesia española le concedieron parte de sus ingresos y acordaron beneficiarlo con un impuesto sobre todos los eclesiásticos, a fin de con ello atender al pago de los marinos y mercenarios genoveses.


    Pedro I el Cruel mantuvo las reformas fiscales de sus antecesores, e incluso las amplió incrementando, por ejemplo, el impuesto de alcabala al cinco por ciento, al tiempo que recurría, una vez más, a requisas en las aljamas. Pero, a pesar de las continuas concesiones que unos y otros reyes habían reconocido a la nobleza en forma de mercedes vitalicias y de asignación de señoríos jurisdiccionales, hubo de luchar continuamente contra las nuevas presiones y exigencias de la misma. Lamentablemente necesitaba de sus servicios, porque todos los intentos de sus antecesores para diseñar una Hacienda eficaz no habían sido suficientes para poder con ella sufragar un ejército permanente y una flota fija. Careció, sin duda, de un ejército apto para enfrentarse a las tropas de Enrique de Trastámara, a pesar de la ayuda que con 6.000 hombres le prestó el Príncipe Negro, a cambio, eso sí, de determinados beneficios fiscales y territoriales y de 550.000 florines de oro (unos 24.200.000 mrs. castellanos), que finalmente no pudo pagar.


    La llegada de los Trastámara al trono castellano no modificó sustancialmente las cosas. La consecución de la corona por Enrique II después de haber dado muerte a su hermanastro le permitió acceder a los restos del tesoro de este, valorados en unos 160 millones de maravedís, que transformó en nueva moneda devaluada. Pero esto no le impidió tener que incrementar la presión contributiva subiendo al diez por ciento el tipo de la alcabala y exigiendo un millón de maravedís a los judíos en concepto de contribución de guerra. Sin embargo, los nuevos ingresos venían compensados negativamente por sus concesiones a la nueva nobleza que le había apoyado, y que históricamente han sido reconocidas como las «mercedes enriqueñas». Tierras y villas del patrimonio real pasaron a manos de la aristocracia, convirtiéndose en lugares de señorío, y haciendo que esta fuera la nueva perceptora de los impuestos en su ámbito. Esa desviación de muchos de los tributos ordinarios a favor de la nobleza, junto con las soldadas de que tradicionalmente disfrutaba y las exenciones a un buen número de personas, ciudades y villas, produjeron un enorme quebranto a la economía real, desmontando buena parte del andamiaje hacendístico que habían creado los anteriores monarcas.


    Aun Juan I (1379-1390), agobiado por la guerra contra Portugal e Inglaterra, concibió en las Cortes de Bribiesca de 1387 reunir una hueste de lanzas y jinetes, ambos con doble cabalgadura, fijando el pago de las primeras en 1.500 maravedís al año y el de los segundos en 1.300. No se pudo conseguir, pero en las de Guadalajara de 1391 se convino en mantener una fuerza permanente de 4.500 lanzas y 1.500 jinetes retribuidos todos ellos con el mismo sueldo de 1.500 mrs., lo que suponía un total de nueve millones. Por entonces, de unas rentas de la Corona que oscilaban entre los 20 y 22 millones de maravedís al año, solo los sueldos a percibir por la nobleza suponían 14. También recibían esas soldadas o acostamientos una serie de caballeros villanos con la obligación, repetimos, de estar prestos a cualquier llamada del rey con armas y caballo.


    Acudiendo otra vez a las investigaciones de Ladero, recordemos que a Enrique II las Cortes de Toledo de 1406, con motivo de reanudarse la guerra con Granada, le concedieron 45 millones de maravedís de los 100,2 solicitados en un proyecto de presupuesto. Es interesante este último en cuanto que nos indica el número de hombres que se suponían necesarios, sus sueldos y los costes de una armada. Se calculaban 10.000 lanzas a 15 maravedís diarios; 4.000 jinetes a 10; 50.000 peones lanceros y ballesteros a cinco; el importe de una armada de 30 galeras y 15 naos por seis meses 15.000.000 mrs.; y, finalmente, 6.000.000 mrs. para los pertrechos de aquella. En todo caso, la reina Catalina y Juan II, aún menor, hubieron de hacer «juramento y pleito y omenage de no gastar cosa alguna de los dichos quarenta e cinco cuentos salvo en las cosas necesarias para esta guerra».


    A partir de entonces, y con el mismo objeto, las Cortes de Segovia de 1407 otorgaron a Juan II unos recursos extraordinarios de otros 45 millones; en 1408 las de Guadalajara 60, luego rebajados a 50; en 1409 las de Valladolid 40 (para pagar 6.000 lanzas, 2.000 jinetes, 20.000 peones y una cantidad indeterminada de galeras, naos y otras embarcaciones); en 1411 las de Valladolid 45, más otros tres para compensar caballos y bestias muertas de los que habían participado en la contienda; y finalmente, las de Valladolid de 1412 accedieron a reconocerle otros 45 millones, eso sí, no sin protestas y «con la promesa jurada de que los subsidios concedidos solo se usarían para la guerra, y no para otros fines diferentes». Esto de nuevo le fue requerido en las Cortes de Palencia de 1425 al darle otros 38 millones, incrementados en 1447 con 20 más. No obstante, este control sobre el empleo de los fondos parece que fue ejercido con más frecuencia en los siglos XIII y XIV que en el XV. Sin seguir con el detalle de lo reconocido por las Cortes en cada uno de los años, y como resumen, cabe decir que entre 1406 y 1477, ya en plena guerra civil entre los partidarios de Juana la Beltraneja e IsabelI, los servicios otorgados por aquellas ascendieron como mínimo a 1.850.000.000 de maravedís (más de 14.000.000 de doblas castellanas calculadas en un término medio de su valor durante dichos años).


    En Castilla no llegó a arraigar la teoría pactista entre el rey y las Cortes que ahora veremos en la Corona catalano-aragonesa; los reyes castellanos nunca se encontraron con la fuerte resistencia con la que hubieron de negociar sus vecinos, y, aunque ya Alfonso IX en momentos de apuro hubo de comprometerse a no imponer tributos sin la aquiescencia de los tres brazos, lo cierto es que tal acuerdo nunca se cumplió, como tampoco la promesa de sus sucesores de dedicar exclusivamente a la guerra los servicios otorgados para la misma.


    Otros de los recursos para la guerra fueron las limosnas derivadas de la bula de cruzada concedida por al Papa para la guerra contra el Islam. Entre 1457 y 1460 supusieron 100.000.000 de maravedís, pero de los mismos la atención a la guerra solo recibió 2.270.800 mrs., dado que el resto parece que se esfumó en «operaciones financieras anteriores de mucha mayor importancia». También autorizó el Papa el cobro de un subsidio de 100.000 florines para la guerra de Granada a obtener de las rentas eclesiásticas de Castilla, pero, por unas u otras razones, quien debía recibirlos en nombre de Enrique IV solo pudo contar con 16.200 (unos 2.270.800 mrs.), y de ellos se empleó una parte en pagos a las tropas destacadas en la frontera con Navarra. Además de los recursos ordinarios, dedicados a otros menesteres, estos extraordinarios supusieron un monto importantísimo en los reinados de Juan II y Enrique IV aproximadamente unas 200.000 doblas anuales, más de 20.000.000 mrs., y aunque no conocemos la proporción exacta, una cuantía importante, sin duda la mayor, correspondió a gastos militares, siempre desmesurados. En 1420 se estimaba que poner en pie de guerra un ejército contra Portugal suponía 120.000.000 mrs.; y en 1429 otro para enfrentarse durante seis meses contra Aragón y Navarra, cerca de 100.000.000.


    Los gastos civiles ordinarios eran absorbidos en buena parte por el pago del situado y el salvado, es decir, por derechos anteriores reconocidos por el rey y, sobre todo, por mercedes reconocidas, buena parte de ellas vitalicias o hereditarias. Solo cabía crear nuevos impuestos o solicitar de las Cortes recursos extraordinarios Consecuentemente, el hecho de que casi todos los ingresos reales estuviesen enajenados, principalmente a la nobleza, determinó que en 1474, al acceder al trono Isabel I, la situación de la Hacienda fuese, como dice Ladero, «catastrófica», y ello a pesar de contar con uno de los sistemas fiscales y presupuestarios «más avanzados de Europa en su época».


    



    La financiación en la Corona de Aragón


    Las necesidades militares catalano-aragonesas, tanto dentro de la Península como a consecuencia de su expansión mediterránea, dieron lugar igualmente a gastos desmesurados y, consecuentemente, a la necesidad de buscar cauces adecuados para atenderlos. Los soberanos hubieron de enajenar buena parte de sus bienes patrimoniales, que fueron a parar a manos de nobles y ciudades. El vasallaje dentro de sus tierras patrimoniales exigía a los no exentos a contribuir a las empresas militares de los reyes, pero de una forma tan limitada que estos no tuvieron más remedio que buscar la fórmula para conseguir unos ejércitos adecuados, pagándolos y, de rechazo, pactando a fin de lograr ingresos bastantes para hacerlo. Ya desde el siglo XIII la retribución por la prestación del servicio de armas solo ocasionalmente se había realizado mediante la concesión de unas tierras cada vez más escasas dentro del patrimonio real; por el contrario, se había impuesto el pago metálico de la soldada. Y como la tributación para conseguir medios con que pagarla recaía en principio solo sobre los pecheros de las tierras patrimoniales del rey, la aplicación de una de ámbito general exigía la previa negociación y acuerdo con las asambleas de Cortes. Así comenzó el pactismo en la Corona de Aragón.


    Ya desde 1283 Pedro III el Grande (1276-1285) se había visto obligado a reconocer la obligación real de convocar Cortes una vez al año, cosa que en términos generales se cumplió. A partir de entonces estas se constituyeron en un elemento indispensable a la hora de obtener el donativo. La urgencia de las peticiones y la imposibilidad de atenderlas con la liquidez disponible en cada momento obligaron a las Cortes a recurrir a continuos préstamos, avalados con los futuros ingresos fiscales; pero, al mismo tiempo, aquellas se convirtieron en fiscalizadoras del empleo que los soberanos hacían de los recursos obtenidos.


    Dentro del ámbito de los territorios de jurisdicción real las villas y ciudades trataban también de eludir el cumplimiento de las obligaciones militares por parte de sus vecinos mediante un acuerdo económico que supliera el servicio personal por una contribución financiera que permitiera al rey contratar otras tropas, y esto tanto para las campañas peninsulares como para las expediciones marítimas. Por lo que respecta a los nobles, exentos como la Iglesia y los ciudadanos honrados del pago de impuestos, su contribución personal se solía cumplir, pero siempre que fuera remunerada.


    A la postre, el dinero, de cuenta o en moneda, tenía que hacerse presente en las negociaciones, y los monarcas aragoneses, bien por vía de sus ingresos patrimoniales, de la fiscalidad dentro de su ámbito patrimonial o de otra general resuelta a través de las Cortes, procuraron hacerse con los medios que necesitaban.


    Si hasta fines del siglo XIII se pudieron bastar con los primeros o con circunstanciales apelaciones a una fiscalidad extraordinaria de impuestos directos sobre los componentes de las otras religiones, a partir de entonces tuvieron que optar por negociar los recursos con las Cortes, Parlamentos o directamente con algunas ciudades. Los impuestos sobre comestibles sisas- se desarrollaron en la última década de aquel siglo, y hacia mediados del siglo XIV Pedro IV el Ceremonioso (1355-1387) hubo de desarrollar un nuevo sistema fiscal. Si las guerras peninsulares condicionaban ya el presupuesto real, la expansión mediterránea supuso una sangría continua en el mismo.


    La conquista de Sicilia había exigido a Pedro el Grande (1276-1285) incrementar sustancialmente la presión fiscal, lo que provocó una reacción igualmente significativa, limitando las Cortes de Zaragoza, Barcelona y Valencia las facultades regias de libre disponibilidad de los recursos obtenidos. En todo caso la empresa siciliana obligó al monarca a enajenar buena parte de sus bienes patrimoniales, a requerir subsidios en los lugares de realengo, en las comunidades musulmanas y en las aljamas judías, y, finalmente, a solicitar donativos extraordinarios a las Cortes. Todo ello no impidió que su hijo Jaime II (1291-1327) en el último año del siglo XIII reconociese adeudar la fabulosa cifra de 300.000 libras, equivalentes a unos seis millones de sueldos. En esas condiciones, nada tiene de particular que el rey tuviera interés en anexionar a su Corona el reino independiente, aunque feudatario, de Mallorca, que por entonces recaudaba anualmente 400.000 sueldos mallorquines, de los que dedicaba a su defensa y administración la mitad, quedándole libre el resto. Esa incorporación la culminó Pedro IV el Ceremonioso en 1343.


    La conquista de Cerdeña, junto con las continuas revueltas de sus naturales y las tensiones políticas que se sucedieron alrededor de esta isla a lo largo del siglo XIV, fueron un factor que exigió dedicar cuantiosos recursos en dinero y en hombres. Con ocasión de aquella conquista se repitieron las medidas ya vistas en el reinado de Pedro el Grande, y que ahora hubo de repetir Jaime II (1291-1327): venta de tierras, rentas y jurisdicciones de un patrimonio ya muy mermado, y requerimientos de subsidios a las ciudades de realengo y a los miembros de las otras religiones; todo ello con la consiguiente imposición de tasas e impuestos indirectos autorizados por las Cortes. A lo obtenido de ese modo se sumaron las 200.000 libras (algo más de cuatro millones de sueldos barceloneses) con que contribuyó a la empresa el reino mallorquín.


    Su sucesor Alfonso IV el Benigno (1327-1335) pactó con Alfonso XI de Castilla una cruzada conjunta contra el granadino Muhammad IV, que en realidad nunca llegó a realizarse como tal más allá de algunos encuentros fronterizos. Según ha calculado Sánchez Martínez, preveía el aragonés tener que comprar, para alimentar a 6.500 hombres durante tres meses, 678.375 kgs. de trigo (una ración de 1,159 kgs. por persona), cerca de 3.000.000 kgs. de cebada para el ganado (tal vez unas 3.250 monturas, con una ración diaria de diez kgs.), y 87,5 quintales de bizcocho para cada galera y mes. En resumen, la adquisición de 3.979,8 toneladas de grano, de las cuales el 20,8 por cien sería para abastecer de raciones de harina y bizcocho al ejército de tierra; 2.939,62 (el 73 por cien) para las monturas; y 211,05 (el 5,3 por cien) para las diez galeras que pretendía armar. Como acabamos de decir, la empresa como tal no se llevó a cabo; sin embargo el pretexto de la misma le sirvió para solicitar importantes subsidios a las comunidades de jurisdicción real de Cataluña y Aragón, a las Cortes de Valencia, a las comunidades judías y musulmanas y a la Iglesia, además de obtener préstamos y otros recursos procedentes de la exención del servicio militar por parte de algunas ciudades.


    Los elevados gastos de Jaime II serían prolegómeno de los que tendrían lugar en tiempos de su nieto Pedro IV (1335-1387), derivados de la continua sucesión de empresas bélicas, generando las repetidas peticiones de ayuda que Sánchez Martínez acredita: En guerra contra los benimerines, entre 1337 y 1338, la ciudad de Valencia ofreció 100.000 sueldos barceloneses y 13 galeras armadas, otros 100.000 dispusieron el resto de las villas reales y una fuerte cantidad el Parlamento barcelonés. Nuevas ayudas fueron concedidas en 1340 en Cataluña por valor de 40.000 libras anuales, cantidad que se incrementó en otras 50.000 para la expedición que debía anexionar Mallorca, y luego 70.000 para sufragar la guerra que el monarca mantenía en el Rosellón. La cantidad global abonada por el brazo real entre 1340 y 1347 fue de 197.000 libras, unos cuatro millones de sueldos barceloneses.


    Luego vinieron la campaña contra las Uniones nobiliarias aragonesa y valenciana (1348), la participación en la empresa castellana del Estrecho (1349-1350), la expedición a una Cerdeña levantada en armas (1353), y otra campaña en dicha isla durante los dos años siguientes. Esto último incluía una confrontación con Génova, para la que en 1352 se había decidido armar 40 galeras, costeadas mediante una imposición específica a las ciudades de realengo durante dos años, fijándose como adelanto una entrega al rey de 70.000 libras. Todas esas empresas militares exigieron que entre 1353 y 1356 el brazo real de Cataluña concediese a la Corona la fabulosa cantidad de 305.000 libras (más de seis millones de sueldos barceloneses). Solamente en año y medio (1354-1355) las ciudades y villas catalanas le suministraron cuatro millones de sueldos, casi el doble de los ingresos ordinarios de toda la Corona durante el mismo tiempo. También Mallorca contribuyó a estas campañas mediterráneas con 250.000 libras. Estos subsidios, requeridos con urgencia, exigieron a las villas y ciudades procurarse los consiguientes préstamos, que hubieron de enjugarse poco a poco mediante impuestos.


    Después tuvo lugar la guerra contra Pedro I de Castilla entre 1356 y 1369. La necesidad de defender la frontera de los ataques del castellano obligó a Pedro IV procurarse apoyos, como el del infante Enrique de Trastámara, a su vez próximo a enfrentarse en guerra civil con su hermanastro. La decisión catalana de no colaborar con el rey, con el argumento de que la conflagración armada no afectaba a su territorio, exigió a este en 1357 recabar ayuda de las Cortes de Cariñena, las que se comprometieron a armar 700 hombres a caballo, mientras el monarca lo hacía a su costa con otros 300. Habida cuenta de que el coste de cada jinete suponía de seis a ocho sueldos diarios, Pedro IV debía recibir mensualmente cerca de 140.000 sueldos barceloneses, unas 8.750 doblas de oro, para pagar a sus mercenarios.


    Poco después las Cortes de Cervera de 1359 le concedieron 288.000 libras, a pagar en dos años, a fin de costear durante ocho meses cada año 900 hombres de armas y otros 900 jinetes, bien extraídos de la propia Cataluña o, en su defecto, contratados fuera de ella. El dinero se recaudaría cobrando de cada casa o fuego una cantidad (hasta un máximo de 20 sueldos) y el cinco por ciento del salario de los que careciesen de casa propia. Tres años después las Cortes generales reunidas en Monzón le otorgaron 130.000 florines anuales por dos años con destino a la guerra. Siendo esta cantidad claramente insuficiente, nuevas Cortes la elevaron a 325.000 libras anuales durante dos años, que luego, en 1365, se incrementaron con otras 100.000 libras.


    Por otro lado, el compromiso de Enrique de Trastámara de defender la frontera aragonesa era compensado por el rey con una ayuda económica para sostener 400 jinetes en tiempo de paz, y, en caso de guerra con Castilla, 600 jinetes y otros tantos peones. A su vez, Enrique, al que se habían concedido tierras en Aragón, debía contribuir al ejército real con un determinado porcentaje de sus vasallos en dichas tierras o su equivalente en dinero. Como antes se ha indicado, al rey le correspondió armar los 300 caballeros a los que se había comprometido, con una paga individual por mes de 210 sueldos; en conjunto algo más de 57.000 doblas de oro. Todo ese esfuerzo económico, que continuó con otras movilizaciones posteriores, dio lugar a que tanto la Corona como el reino terminaran muy debilitados, y a que se iniciara en este un proceso de decadencia.


    Aun así, Alfonso V (1416-1458) pudo culminar con éxito su idea de ceñirse la corona de Nápoles. Para ello fueron necesarias una serie de expediciones militares entre 1421 y 1442, algunas de ellas con flotas de cerca de treinta galeras y con importantes movimientos de tropas. En la campaña que le permitió entrar triunfante en Nápoles empleó una caballería de 6.252 monturas y 1.600 infantes. Pero aun después de ser reconocido como rey, hubo de combatir cinco años más contra algunos nobles reacios a reconocerlo como tal. También Juan II tuvo que pelear contra la Generalidad catalana entre 1462 y 1471, para lo que necesitó del apoyo económico de Luis XI de Francia, quien, a cambio de recibir en prenda los condados de Cerdaña y Rosellón, le facilitó 200.000 escudos de oro para el pago de la soldada de diez mil hombres. Todo ello dio lugar a un gasto militar ingente.


    Esta política militar interna y ultramarina de los soberanos aragoneses les obligó a excesivas concesiones a la nobleza y a las ciudades, y, de rechazo, a un gran impacto fiscal sobre campesinos y villanos. Al comenzar el siglo XV, concretamente en 1414, la renta de las generalidades del reino ascendía a 26.000 florines anuales, pero solo las pensiones y los cargos ordinarios suponían 33.700. Todo ello llevó a que a fines del mismo siglo el reino estuviera sumido en una indudable penuria económica.


    



    2. Un Emirato residual: Granada


    Desde el comienzo de la segunda mitad del siglo XIII solo quedaba musulmán en la Península el reino nazarí de Granada, que abarcaba desde el norte de Sierra Nevada hasta Tarifa, con toda la costa andaluza hasta cerca de Lorca. El freno sufrido por la reconquista después de Fernando III y Jaime I, el potencial demográfico granadino (unas 300.000 personas en el siglo XV), un manejo inteligente de la diplomacia, la oportuna intervención de los benimerines africanos y el reconocimiento de su vasallaje respecto al rey de Castilla permitieron subsistir a aquel reino Taifa, circunscrito a tierras de Málaga, Granada y Almería. Fueron su propia orografía y una tupida red de plataformas defensivas, las que ayudaron también a mantener su independencia durante dos siglos y medio, hasta que el desarrollo de la artillería hizo a aquellas más vulnerables.


    



    «Ejército, expediciones ordenadas, grandes encuentros bélicos nazaríes-castellanos, expediciones cortas de saqueo y devastación de cosechas, asedios a las plazas militares, arrasamiento de cultivos y tala de árboles, piraterías y acciones de corso en la frontera marítima del Mediterráneo nazarí dice Torres Delgado, son la constante en toda la historia del reino de Granada, y, paralelamente, conllevan el mantenimiento de las fortalezas, sus reparos, sus dotaciones, creación de algunas nuevas, conservación de las murallas y puertas, tanto en las construcciones fronterizas como en las del interior. Gran parte de los ingresos fiscales se destinaron a esta urgente necesidad cotidiana en la evolución y mantenimiento del Estado nazarí».


    



    Una política de vaivén con la que Granada osciló entre Castilla y el reino meriní, aliándose alternativamente con unos o con otros. Pero, a partir de su derrota en la batalla del Salado, los meriníes fueron abandonando progresivamente la Península, y la ayuda que habían empezado a prestar en 1263 desapareció definitivamente desde 1374. Tarifa fue tomada por Sancho IV en 1292. En tiempos de Fernando IV se intentó, de acuerdo con Aragón, ocupar Almería y Ceuta para controlar el Estrecho (1309), aunque la operación se saldó con un fracaso, aliviado en parte con la conquista de Gibraltar, que sin embargo fue reconquistado de nuevo por los musulmanes en 1333 y mantenido en sus manos hasta 1462. Pero ya la toma de Algeciras en 1344 había supuesto un antes y un después.


    Buena parte de la historia del reinó nazarí, singularmente la del siglo XV, se nos oculta entre brumas por la presencia de unas fuentes lacónicas y frecuentemente poco fiables, o por la simple ausencia de las mismas. Sabemos de sus luchas internas por el poder entre diversas facciones recordemos las famosas entre los bandos de zegríes y abencerrajes, de la intervención en las mismas de los reinos cristianos, así como la de los granadinos en el devenir de estos, su progresiva agonía en aquel siglo, y, finalmente, su desaparición en 1492 ante el poder militar de los Reyes Católicos.


    Gozó durante mucho tiempo de una próspera economía, basada en una rentable agricultura y, sobre todo, en un productivo comercio. Sus productos agrícolas y las manufacturas derivadas de la industria artesanal, y entre las que destacó la seda, fueron base de un activo comercio que, singularmente a partir de la pérdida del apoyo militar africano, se sintió estimulado para abrir vías hacia el Mediterráneo y el Atlántico. Por otro lado, sus puertos servían de refugio a los comerciantes de distintos reinos. El dinar de oro, denominado dobla por los cristianos, el dirham de plata y el axarco de cobre sirvieron de base para las transacciones. Sin embargo, todo ello comenzó a declinar en el siglo XV al ir perdiendo el reino de Granada su posición estratégica con la competencia de las nuevas rutas comerciales abiertas por Portugal en el litoral africano, y al comenzar a sufrir, después de un largo periodo de relativa tranquilidad, la nueva presión política y bélica de los reinos cristianos.


    Su estructura institucional era un reflejo de la que durante siglos venía sustentando al Califato y a los reinos de Taifas, y, por lo que aquí nos interesa, tanto su ejército como la Hacienda que lo sufragaba continuaban manteniendo también la mayor parte de las características que ya hemos destacado. Un ejército como parte imprescindible para la defensa y, al mismo tiempo, una diplomacia que buscaba treguas y pactos para evitar la guerra a cambio de costosas parias.


    Su potencial militar, basado más en la caballería que en el peonaje, se nutrió en unos primeros tiempos de los familiares, clientes y afines de los Banu Naşr, y, en general, de la nobleza del reino; pero ya a partir de 1246 se organizó un ejército regular con dos milicias de diferente naturaleza. Una primera constituía lo que se podría considerar como ejército permanente; un núcleo andalusí procedente del estrato nobiliario, cuyos miembros, registrados en el diwān, estaban acaudillados por un personaje relevante o, en ocasiones, directamente por el propio emir. La segunda milicia era reclutada temporalmente para expediciones concretas, y estaba integrada por elementos de heterogénea composición racial y social, granadinos o foráneos, entre los cuales no faltaban pequeños grupos africanos.


    Pero desde el 1263 y, sobre todo, desde fines del siglo XIII se constata un incremento notable de bereberes zanātas, entre los que se insertaron benimerines conocidos como voluntarios de la fe, que pasaron también a constituir una milicia regular hasta 1374, fecha en que los meriníes, tras entregar la plaza de Gibraltar, última en sus manos, se retiraron definitivamente al otro lado del Estrecho.


    Junto a estos cuerpos propiamente militares hay que citar a la guardia personal del emir, formada, como era tradición, por cristianos renegados. Igualmente hay que hacer alusión a los voluntarios religiosos de los ribāt, que, como cruzados también de la fe, podían incorporarse circunstancialmente a los efectivos de una campaña.


    El número de estos efectivos militares nos es en principio desconocido, y, en todo caso, las referencias que al mismo hacen las fuentes no suelen ser de fiar. Si acaso, cabe aludir a algunos datos concretos que, en conjunto, no nos indican unos contingentes demasiado elevados. Al comenzar el siglo XIV, en tiempos de Muhammad IV, la caballería granadina, siempre de jinetes, es decir, caballería ligera, no rebasaría los 4.000 hombres, de los que 3.000 serían mercenarios zanātas. Nada sabemos de las fuerzas de a pie. Si hacemos caso a las fuentes cristianas, poco después su sucesor Muhammad V dispondría en 1368 para la defensa de Córdoba de 5.000 jinetes y 30.000 peones, cifras que otras fuentes elevan a 7.000 y 80.000 respectivamente. Las diferencias entre unas y otras nos hacen dudar de ambas. Pero sí parece que solo en las Alpujarras pudo haber hasta 50.000 soldados. Puede ser también que Muhammad V, aprovechando un momento en el que Castilla se hallaba enfrascada en la guerra civil entre Pedro I y el futuro Enrique II, lograra circunstancialmente reunir un ejército de 7.000 jinetes y hasta 80.000 infantes, con el que logró recuperar varias plazas y realizar razzias sobre Córdoba, Jaén, Úbeda y Baeza.


    Todas estas fuerzas, con excepción seguramente de los voluntarios de los ribāt, eran asalariadas, y pagadas en moneda de oro, siendo muy raras las retribuciones mediante concesiones territoriales. En ocasiones singulares podían recibir soldadas extraordinarias otorgadas discrecionalmente por el emir. Esto último dio lugar a quejas que hacen ver las tensiones entre los favoritos del monarca y los que no lo eran. Es frecuentemente repetido un texto de las últimas décadas del siglo XV en el que se alude a que el emir concedía sus mercedes a quienes no las merecían, mientras que valientes caballeros eran desatendidos, y muchos soldados se veían en la necesidad de tener que vender sus pertenencias para poder subsistir. De cualquier manera la milicia no era una profesión de prestigio.


    Aunque durante mucho tiempo las relaciones entre benimerines y granadinos fueron intensas desde ambos lados del Estrecho, la marina granadina no tuvo una especial relevancia. Durante un siglo el reino contó con la ayuda meriní, pero cuando esta desapareció, aquel quedó a merced de sus propias fuerzas. Fue, por tanto, el periodo anterior a 1344 el que contempló una marina potente entre las fuerzas coaligadas de ambos reinos musulmanes. En 1342 Yūsuf I de Granada y el benimerí Abū l`Hasan disponían de una flota de 80 galeras y otros barcos menores, y, al año siguiente, aun después de la derrota sufrida al tratar de socorrer a Algeciras, cercada por Alfonso XI, los musulmanes podían reunir 70 galeras. Eran grandes naves que podían transportar entre 300 y 400 hombres entre tripulantes y soldados.


    Contaba Granada con arsenales y astilleros, construidos ya siglos atrás en el litoral almeriense y malagueño, y los benimerines hicieron obras importantes en los puertos de Algeciras y Gibraltar, pero ya a fines del siglo XIV y, sobre todo, en el XV su potencial naval estaba en decadencia, limitado normalmente a la vigilancia del Estrecho y a pequeñas incursiones en las costas levantinas, hasta que a fines de este último siglo prácticamente desapareció. Para trasladar a África en 1492 a la corte nazarí y los súbditos que la siguieron, hubo que emplear naves cristianas alquiladas.


    En el reino nazarí el otro capítulo importante por lo que respecta al gasto militar fue el referido a la erección y reparo de una sólida red de castillos, alcazabas, atalayas, torres y murallas que protegían sus fronteras y las vías de comunicación. La progresiva debilidad militar del reino se compensaba, como se ha dicho, con una orografía difícil y con estas fortificaciones. Más de sesenta castillos y fortalezas fronterizas, una veintena de fortalezas interiores y una serie de reductos costeros también fortificados constituían una importante línea defensiva, aunque costosa. Muchos de estos recintos eran antiguos, pero otros se levantaron en los siglos XIII y XIV. En tiempos de Muhammad V se rehabilitaron veintidós plazas fronterizas, y en Granada se levantaron nuevas murallas y repararon las de la Alhambra. Había que mantener y reforzar unas y otras ahora que la artillería castellana había hecho su aparición a fines del siglo XIV y en el XV con culebrinas, bombardas, cañones, obuses, etc.; por más que tal vez la artillería fue empleada por vez primera por el emir Muhammad IV en los sitios de Alicante y Orihuela (1331). Pero poco tardaron los castellanos en dominar el nuevo invento, y con él poner en aprietos a los granadinos. Una vez más desconocemos el coste de todo ello, pero sí sabemos que no se abandonó el mantenimiento de las fortificaciones, y que su estado era objeto de inspección periódica.


    Para hacer frente a todo el gasto militar el reino nazarí contó con una economía saneada y una severa imposición fiscal, que, en términos generales, seguía las pautas de la que había sido tradicional en la historia del Islam en España. Estima Ladero que a fines del siglo XV la carga fiscal que sufrían los granadinos era tres veces superior a la de los castellanos. De ella se nutrió su Hacienda, que, sin embargo, nos es apenas conocida. Si en el siglo XIII los ingresos fiscales eran de unos 600.000 maravedís leoneses, en el XIV Ibn al-Jatib los estimaba en 560.000 de plata, y Ladero los evalúa a fines del XV en un millón de reales de plata, estimando también que, hechas las equivalencias monetarias, las tres eran cantidades parecidas. En todo caso, la Hacienda granadina sufrió, ya a fines del siglo XIV y, sobre todo, en el XV, serios problemas como consecuencia del volumen de los gastos: el mantenimiento de una corte dispendiosa, el pago a las tropas y a los funcionarios civiles, la adquisición de víveres, el mantenimiento de las fortalezas y de la marina, y los efectos de la devaluación de la moneda supusieron un enorme peso sobre el Tesoro. Y a ello había que añadir el pago anual de parias que, como ya se ha dicho, desde 1330 ascendían a 12.000 doblas de oro.


    Al hacer cuenta de los ingresos de la Corona de Castilla ya hemos hecho mención de los 150.000 maravedís de oro que Alfonso X percibía como tributo de los musulmanes, y cómo Fernando IV había recibido del emir Naşr 50.000 doblas de oro a cambio de levantar el sitio de Algeciras. Pero tampoco el pago de las 12.000 doblas fue algo definitivo; por ejemplo, en 1378 Muhammad V hubo de entregar a Enrique II 5.000 doblas de oro para conseguir de este una tregua por dos años; en 1431, tras la batalla de Higueruela, el pago de las parias se fijó entre Juan II y Muhammad VIII en 20.000 doblas cada tres años; y, por el contrario, a Enrique IV en 1458 el emir Sa`ad le hizo entrega de 12.000. En cualquier caso, las parias supusieron siempre la cuarta o quinta parte de los ingresos de la Hacienda del emirato.


    Con independencia del Tesoro privado del emir, los ingresos públicos procedían de los consabidos impuestos legales (diezmo, capitación de los judíos, herencias, tráfico interior y marítimo, etc.). En ellos se incluía también la limosna, convertida ya en un tributo fijo para todos los creyentes, aunque su destino sirvió frecuentemente para cubrir atenciones distintas de las de la guerra santa. Pero la necesidad había obligado a los emires a disponer otros impuestos extraordinarios, teóricamente ilegales, pero que eran indispensables para el sostenimiento de un estado con unos gastos como los que soportaba el de Granada. De hecho la mayor proporción de los ingresos procedía del capítulo de los ilegales. Hay que hacer mención también de un gravamen específico para la reconstrucción y mantenimiento de las fortificaciones, justificado por Muhammad V por el hecho de que con los ingresos ordinarios el Estado debía pagar a sus soldados y a los voluntarios de la fe. Igualmente hubo otro «de posada» que habían abonar los soldados.


    Fue la prosperidad comercial la que permitió contar con una economía suficiente, que hizo posible el sostenimiento de las pesadas cargas militares.


    



    3. La España del «Tanto monta»: empresas militares


    Muerto Enrique IV, su hermana Isabel se hizo proclamar reina de Castilla en 1474. Desde cinco años antes estaba casada con el príncipe Fernando de Aragón, quien, al fallecer Juan II en 1479, le sucedió a su vez en la Corona aragonesa. Empezaba así un reinado compartido con la divisa del «Tanto monta», y que habría de significarse como trascendental para la posterior historia de España. Una unión dinástica que venía precedida por siglos de relaciones políticas entre ambos reinos, difíciles en ocasiones y amistosas en otras. Un reinado con características que aún lo anudan a la Edad Media, pero en el que ya aparecen elementos propios de la Edad Moderna, con unas circunstancias que hacen a los reyes deudores de lo medieval, pero, al mismo tiempo, con una voluntad común de sobrepasarlas para fabricar un Estado nuevo, matriz de la Monarquía Hispánica del siglo XVI.


    En el limitado espacio temporal de un tercio de siglo tuvieron lugar sucesos fundamentales para ese nuevo Estado: se culminó la Reconquista con la toma de Granada; se incorporó Navarra a la Corona de Castilla, la que también resolvió a su favor el viejo asunto de la integración de las islas Canarias; se diseñó una nueva política exterior, en parte matrimonial, que llevó a una definitiva presencia en Europa, a la conquista de Nápoles y a la concepción de una estrategia norteafricana; se descubrió un mundo más allá del Océano; se procedió a instituir la Inquisición, a la expulsión de los judíos y a una forzada conversión de los musulmanes. Estos y otros hechos caracterizaron un reinado singular en todos los aspectos, aunque no todo en él fueron luces.


    Un reinado que comenzó con una guerra civil (1475-1479), y que, desde un punto de vista militar, cabe subdividir en tres periodos: uno inicial que abarca poco más que dicha guerra civil, y en el que, sobre la base de la estructura militar tradicional, se dio impulso a la profesionalización y permanencia de las Guardias Reales, y en el que, también, en 1476 se creó la Santa Hermandad, un instrumento de control del orden público, pero que, al igual que las antiguas Hermandades, entonces prácticamente desaparecidas, fue empleado con funciones militares. Un segundo periodo se inició en 1481-1482 con la reanudación de la guerra de Granada, esta vez ya concebida como algo definitivo, y durante la cual aparecieron por vez primera elementos propios de los ejércitos permanentes: la progresiva cohesión orgánica de las tropas, el desarrollo del armamento, singularmente de la artillería, y del factor logístico, el ensayo de nuevas tácticas, el incremento del prestigio de la infantería y el brote de una administración específica para el ejército. La tercera etapa se abrió tras la toma de Granada en 1492, y en ella, junto a una activa política internacional, se desarrollaron por un lado campañas allende las fronteras de los dos reinos (Nápoles, el Rosellón y Navarra), además de algunas de iniciativa privada (Canarias y norte de África), y por otro una nueva normativa en la que se iba a basar la organización de un ejército permanente (Ordenanzas de 1495, 1496 y, sobre todo, la de 1503). A ello se añadiría el ejercicio del control administrativo sobre las Órdenes Militares, es decir, sobre su patrimonio.


    Nos adentramos así en un denso periodo para el que se hace indispensable seguir en gran parte, sobre todo para describir sus ingresos y gastos, los estudios y la amplia serie de publicaciones que al mismo ha venido dedicando Ladero Quesada.


    



    Un ejército con primeros rasgos de permanencia


    En principio, el ejército castellano de los Reyes Católicos estaba diseñado sobre la estructura que venía siendo tradicional: unas tropas dependientes directamente de los reyes, otras que lo hacían de los grandes señores civiles y eclesiásticos, y, finalmente, los contingentes aportados por ciudades y villas. Sin embargo, más allá de los días en que unos y otros estaban obligados a participar en las campañas gratuitamente, todos ellos estaban retribuidos directa o indirectamente por la Corona.


    El eje central de las tropas reales estaba constituido por las capitanías de Guardas Reales, algo que, con mayor o menor número de efectivos, se había mantenido durante todo el siglo, a pesar de la resistencia que frente a las mismas habían manifestado la nobleza y las jerarquías eclesiásticas. En 1464 ya le habían suplicado a Enrique IV «que non quisiera tener más la tal guarda é la deje, pues que son manifiestos los males é dapnos que facen por el regno». Y no habiendo alcanzado lo que pretendían, en las Cortes de Toledo pidieron al rey que al menos redujese su número a trescientas lanzas.


    Sin embargo, en 1481 el número de lanzas era ya de 893, entre sencillas, es decir, dotadas de un solo caballo, y dobladas, con un caballo y otra montura. Como estas últimas eran mayoritarias y constituidas por hombres de armas, lo que implicaba el caballero y sus ayudantes, lo cierto es que, entre estos, los jinetes y los peones, el número de hombres que formaban las Guardas era tres o cuatro veces superior que el antes indicado. En definitiva, un grupo sólido y organizado, embrión de lo que podía llegar a ser un ejército permanente, y retribuido con cierta liberalidad, pues los hombres de armas percibían 18.000 maravedís al año y los jinetes 14.000.


    Otro contingente lo formaban las tropas de acostamiento, vasallos que percibían pensión de la Corona, y que, como ya sabemos, debían estar listos para acudir con su armamento individual cuando fuesen convocados. Aparte de la alta nobleza y prelados, cuyo acostamiento les obligaba a presentarse con un determinado número de hombres, y por lo que percibían importantes cantidades de la Hacienda real, este grupo lo formaban también simples caballeros y peones. Además de la pensión habitual de unos y otros, a la hora de ser llamados a las armas percibían un salario extra de 35 maravedís diarios el hombre de armas, 30 el jinete y 25 los nobles. Si en campaña devengaban más que los Guardas por el hecho de sumar los dos conceptos de pensión de acostamiento y paga, por el contrario, en paz, y dado que sus servicios no eran necesarios, aquella no era muy elevada (exceptuando, claro está, la de la alta nobleza).


    Otro núcleo estaba formado por las tropas de la Hermandad. Lo componían fuerzas de caballería y de infantería, estas en número superior, que en 1488 fue aún incrementado con una leva de 10.000 peones. Eran sufragadas por los concejos mediante una contribución de 18.000 maravedís que debían abonar cada cien fuegos para la paga anual de un caballero de la Hermandad. Con independencia de esto, su importancia radicaba en que pasaron a depender directamente de la Corona, y no del concejo que las financiaba. De ahí que, aunque tuvieran, como se ha dicho antes, una misión de mantener la seguridad interior del reino, muy deteriorada en los últimos tiempos por el bandidaje, fueron empleadas muy activamente tanto en la guerra civil como luego en la de Granada.


    Además de estas tropas reales, persistían las huestes señoriales, mesnadas que ya nos son conocidas, fueran de los propios nobles o de las Órdenes Militares. Y hay que mencionar, por último a las tropas concejiles y comarcales, con sus dos componentes clásicos del peonaje (que cobraba un real de plata diario, o 31 maravedís) y la caballería villana (que percibía dos). Estos sueldos eran costeados en parte por el concejo y en parte por la Corona.


    Un atractivo para las milicias concejiles que participaban en cabalgadas y campañas militares había sido siempre, además de la soldada, la esperanza de participar en el botín que pudiera conseguirse. Pero ya, a estas alturas de la reconquista, lo que cabía esperar era poca cosa, preferentemente moros para ser canjeados o tenidos como esclavos, y caballos o yeguas, algo que también afectaba al quinto real. Entre 1482 y 1486 el importe de lo obtenido en las cabalgadas fue valorado tan solo en 516.222 maravedís. De esta cantidad se detrajeron 100.000 maravedís como quinto debido a la Corona, 50.000 para gastos de fortalezas, un 33 por ciento se lo quedaron los cabalgadores en calidad de merced para el pago de rescates; otro 16 por ciento para solicitudes de rescates ajenas a los cabalgadores y un 8,79 para asuntos generales.


    Todo ello hacía que muchos de los obligados a la prestación del servicio de armas procurasen eludirlo buscando un sustituto que cubriese su puesto. Un alarde realizado 1456 sobre efectivos sevillanos dio como resultado que el setenta y cinco por ciento de los presentes declarara que acudía en nombre de otro, y solo el veinticinco restante afirmase hacerlo en su propio nombre o en el de su padre. Los reyes habían fijado unos salarios que se mantuvieron durante toda la guerra granadina: 14 o 15 maravedís diarios para el ballestero y el lancero, 30 para el jinete y 35 o 40 para el espingardero. Sobre esos sueldos se abonaba una demasía de valor equivalente. Pues bien, con esos valores jugaban muchos para procurar contratos sustitutorios, y en ocasiones subcontratos. A veces gentes sin recursos estaban dispuestas a sustituir al obligado, aunque el sueldo se lo hubiesen de repartir por mitad. Otras veces los negocios eran aún más lucrativos: en 1486 un contratado como lancero por 31 maravedís diarios consiguió formalizar una subcontrata por 12,5. Era un asunto en el que frecuentemente solían aparecer intermediarios, y que, si para unos la obligación de coger las armas suponía dejar trabajos más rentables, para otros la paga militar era superior a lo que podían obtener en un trabajo civil


    Todos estos contingentes militares que hemos ido enumerando, en mayor o menor proporción constituyeron el ejército con el que los reyes pudieron contar, primero durante la guerra civil contra las tropas de su sobrina Juana la Beltraneja y las tropas portuguesas que apoyaban a esta última, y, luego, en la guerra de Granada. En la primera Isabel pudo concentrar aproximadamente 4.000 hombres de armas, 8.000 jinetes y 30.000 infantes a las puertas de Zamora; una fuerza que luego se incrementó hasta logar una caballería de 30.000 hombres. Con ella pudieron los reyes enfrentarse con éxito a los 3.500 caballeros y 10.000 infantes que traía Alfonso V de Portugal, más los 20.000 hombres de armas que cita alguna crónica (cifra seguramente exagerada) y los 12.000 infantes castellanos que apoyaban a la Beltraneja. Era la primera confrontación militar que vivieron los Reyes Católicos, y de cuyos costes apenas tenemos noticia. Para atender a los gastos de la misma, había que partir de la ruinosa situación ya referida en que habían recibido la Hacienda castellana. Ciertamente esta presentaba un estado lastimoso como ocurría también en Aragón y Navarra, superados continuamente los ingresos por los gastos. A esa situación habían conducido los excesos en las mercedes reales, el ruinoso sistema de arrendamiento de las rentas públicas, la continua alteración del valor de la moneda y un vicioso e insuficiente sistema contable.


    Isabel hubo de recurrir a toda clase de medios para conseguir apoyo militar y económico. Por un lado, le fue fundamental el auxilio por parte de algunos linajes de la nobleza y de determinados prelados, como el de Toledo; por otro, hubo de exprimir hasta el último maravedí sus rentas patrimoniales, de las que solo consiguió siete millones, y acudir a las que su suegro Juan II había proporcionado al matrimonio al reconocerles como reyes de Sicilia. Pero como todo esto no fuera suficiente, se recurrió también al apoyo eclesiástico, en virtud del cual se permitió a los reyes disponer de la mitad de la plata de los templos, para poder con ella acuñar moneda por valor de treinta millones de maravedís, que reconocieron adeudar a la Iglesia, y que en su día devolvieron.


    Terminada la guerra, resuelta la sucesión a la Corona de Castilla y sin sombra que se opusiese al poder real, los monarcas obtuvieron en 1476 de las Cortes de Madrigal un importantísimo servicio de 162 millones de maravedís, consolidaron la estabilización monetaria y reordenaron en lo posible sus ingresos fiscales. Los ordinarios seguían siendo los derivados del comercio (alcabalas, diezmos, aduanas, almojarifazgos), los ganaderos, los derechos de acuñación de moneda y las regalías. Junto a ellos las tercias reales, es decir, las dos novenas partes del valor de los diezmos eclesiásticos que la Iglesia había concedido temporalmente, pero que ya se habían convertido en ingresos ordinarios de la Corona. Además, en su momento hubo que añadir la ocupación de los bienes de las Órdenes Militares, que suponían unos 250.000 ducados (cerca de 100.000.000 mrs.). Pero con ello había que atender al pago de las mercedes concedidas anteriormente a la nobleza y a la Iglesia muchas de las cuales fueron revocadas, al del mantenimiento de la Casa Real y sus servidores, al de la Administración, los acostamientos en nómina y las tenencias de castillos y fortalezas. Había que buscar ingresos extraordinarios para atender con ellos a gastos también extraordinarios, el principal de los cuales era el de la guerra.


    



    La guerra de Granada


    Pero, superados los primeros problemas del reinado, era tiempo de resolver de una vez el granadino, por más que el emir les siguiera rindiendo vasallaje y atendiendo anualmente al tributo de las parias. Las campañas anuales empezaron en 1481 con unas fuerzas en liza que por parte castellana hasta 1484 no superaron los 16.000 infantes (lanceros, ballesteros y espingarderos) y 10.000 de a caballo; luego se incrementaron entre 1486 y 1489 hasta lograr una infantería de 40.000 o 50.000 peones y una caballería de entre 11.000 y 13.000 efectivos. Según Fernando del Pulgar, el alarde que Fernando el Católico mandó hacer en 1489, antes de comenzar la campaña de Guadix y Baza, dio como fuerza en revista 24.360 peones y 11.348 lanzas. A ello habría que añadir 1.000 lanzas y 15.000 peones más de la Hermandad que no figuraban en la relación del alarde, lo que nos sitúa cerca de las 12.500 lanzas y 40.000 peones. En los tres últimos años de la guerra, ante unos resultados ya previsibles, se retrocedió a las cifras iniciales.


    Este ejército no dejó de ser una hueste medieval, aunque con elementos nuevos y nueva organización y tácticas. Aquellos diez años contemplaron el incremento de la infantería, el desarrollo servicios logísticos, como la sanidad, y de la artillería, dependiendo siempre todos ellos directamente de los monarcas. Las bombardas, morteros, cerbatanas, pasavolantes, espingardas, falconetes, ribadoquines, etc. se emplearon con regularidad a cargo de un contingente muy pequeño de hombres mandados por un maestre mayor y un número reducido de especialistas, apoyados por más de un millar de fabricantes de proyectiles y pólvora, carpinteros, carreteros y zapadores. Seguramente los Reyes Católicos llegaron a disponer de unas 180 piezas grandes y medianas, y utilizaron fundiciones de hierro y bronce en Baza, Málaga y Medina del Campo. Los sueldos de los especialistas oscilaban entre los 90.000 maravedís anuales del capitán, los 22.000 del mayordomo, y los 10.800 del polvorista. Era en todo caso un arma muy costosa, tanto por una fabricación que había que realizar pieza por pieza, como por su transporte. En los cercos de Málaga y Vélez Málaga se llegaron a contar 1.143 carretas.


    El otro transporte, también difícil y caro, pero imprescindible, era el de las vituallas para alimentar a una tropa tan numerosa. Al referirnos a épocas anteriores ya hemos indicado que las raciones se deducían de la paga, pero a un precio muy inferior al que costaba a los oficiales reales adquirirlas en los mercados, a lo que, además, había que añadir el gasto para su transporte hasta los campamentos militares. Por ejemplo, durante los seis meses y medio que duró el cerco de Baza el consumo diario de trigo y cebada oscilaba entre 2.500 y 3.000 fanegas. A ello había que añadir la carne, las legumbres, el queso, el vino, etc. Otra carga más, de importe no desdeñable para la Hacienda real, aunque en ocasiones se vio aliviada por contribuciones municipales específicas para atender a estos transportes. En conjunto, entre artillería y alimentación las crónicas aluden a recuas de entre 4.000 y 8.000 acémilas, además de entre 500 y 1.000 carretas.


    El desarrollo de la artillería llevó a que los reyes hubiesen de dedicar serios esfuerzos al reparo y reconstrucción de un gran número de castillos y fortalezas, concebidos en su origen para la guerra medieval, pero poco aptos para resistir a la pólvora. A su vez, los libramientos para su tenencia multiplicaron su importe. Un ejemplo lo constituye la plaza de Trujillo, cuya tenencia pasó de 20.000 maravedís. anuales en 1455 a 100.000 en 1479, más otros 50.000 de ayuda de costa, aunque la cuarta parte de esta cantidad hubiera de ser empleada en obras de reparación.


    Por lo que se refiere a la marina, a falta de una sólida armada propia, junto a la flota permanente los monarcas optaron por arrendar una docena de naos, carabelas y galeras particulares, que intervinieron, de forma ciertamente limitada, para colaborar en el cerco naval de diversos lugares, en una guerra que se libraba fundamentalmente en tierra. En todo caso se pretendía el control del Estrecho para impedir una eventual ayuda a los granadinos por parte de los musulmanes africanos. Su coste, incluidos los sueldos de los tripulantes y soldados, era también elevado. El arrendamiento de una carabela con 35 tripulantes podía suponer al mes unos 30.000 o 35.000 mrs.(entre la tercera y la cuarta parte de su coste de construcción). En 1486 el coste de la armada ascendió a cerca de tres millones de maravedís, cifra más o menos constante durante la guerra. En aquella marina participaron también barcos aragoneses, que para ello hubieron de abandonar sus funciones habituales de apoyo al rey de Nápoles.


    Un elemento, ciertamente no novedoso, pero que volvió a resucitar con la guerra de Granada fue el de la contratación de efectivos y especialistas extranjeros. En 1483 se recurrió a la contratación de unas compañías de mercenarios suizos, con fama de ser la mejor infantería del momento, para ayudar a reorganizar la propia. También aparecieron combatientes alemanes e italianos, y se hizo venir a especialistas para procurar la mejora y progreso de la artillería. Igualmente, aunque en número casi simbólico, constan caballeros extranjeros que comparecieron a título privado y con espíritu de cruzada.


    En general, la intervención aragonesa en aquella guerra fue de poca consideración, entre otras cosas porque los servicios en hombres concedidos por aquellas Cortes quedaban limitados a la defensa del reino, imponiéndose así lo que había sido norma durante toda la Edad Media. No será hasta años después de la rendición de Granada cuando, como veremos, las Cortes aragonesas acuerden prestar servicios económicos y de personal a Fernando el Católico.


    Cabe ya fijar unos resúmenes, siempre aproximados, del coste de la guerra granadina. De algunos momentos de la misma se dispone de datos muy precisos; uno de ellos fue el sitio de Baza, estudiado por Ladero, un largo cerco de más de seis meses durante la campaña de 1489 en el que, de los 13.000 jinetes y 40.000 peones que en el mismo participaron, conocemos los sueldos que percibieron:
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    Hubo también espingarderos contratados como mercenarios con una soldada de entre 35 y 45 mrs. diarios, y algunos capitanes llegaron a cobrar hasta 50. Por su parte, los peones de la Hermandad percibían 25 mrs. De estos sueldos, como se ha significado ya, se detraía la parte que correspondía a la Cámara Real y contadores, y la de los físicos y mariscales. En términos generales, los sueldos del ejército durante el sitio y cada treinta días sumaban diecinueve millones de maravedís, a lo que había que sumar el coste de la alimentación de las tropas y el ganado, un importe difícilmente reintegrable a las arcas reales. De hecho, de los cuarenta millones que supuso la partida de alimentación durante todo el sitio, después de su venta a precio tasado, solo se recuperó la mitad.


    Durante los diez años de guerra uno de los capítulos más gravosos lo constituyó la paga de los Guardas, cuyos efectivos, como se ha dicho, se habían ido incrementando progresivamente. Entre 1481 y 1492 su salario supuso 190.622.000 mrs., con una media de 21.180.222 anuales. El año de importe inferior fue 1485 con 17.200.000 mrs., y el más alto 1489 con 30.172.000 mrs. A partir de esta última fecha, con la guerra casi resuelta, aquel descendió significativamente. Por lo que se refiere a las tropas de la Hermandad, un año con otro devengaron alrededor de 33.500.000 mrs./año.


    Otra partida era la de los acostamientos fijos, es decir, independientes de la situación de paz o guerra. Entre 1489 y 1492 supusieron una media de 5.615.000 mrs., como puede verse muy inferior a la de las Guardas, porque ya sabemos que, además, recibían su sueldo mientras permanecían en campaña. No obstante, había determinados vasallos pertenecientes a un alto estrato social, y a su vez señores de vasallos, que percibían una importante pensión global por sí y por los peones que debían acompañarlos a la hueste, de acuerdo con el contrato de vasallaje que mantenían con el soberano. Así, en 1490 solo treinta y dos personas recibieron en total 2.153.000 mrs., correspondiendo al que más 300.000 mrs. y al que menos 15.000, todo ello en función de los hombres que aportaban.


    En cuanto a las tenencias de castillos y fortalezas, si en los años 1481 y 1482 las partidas de gasto que aparecen por este concepto suponen algo menos de tres millones de maravedís por año, a partir de 1489 este importe se disparó por los tomados al enemigo. En 1492, entre las que se consideraban tenencias ordinarias y las nuevas de castillos fronteros (y sin tener en cuenta en estos últimos los sueldos de los peones) el gasto total fue de 13.232.500 mrs.


    También las obras defensivas supusieron una partida importante. No resulta fácil fijar las propiamente militares, porque muchas veces su importe aparece mezclado con el del mantenimiento de palacios y residencias reales. En 1480 se cargaron al asiento de obras 1.482.500 mrs., en 1481 otros 2.360.000 y en 1482 aparece una partida de 3.260.000.


    Una estimación global de los gastos de la guerra de Granada lleva a Ladero a proponer la ingente suma de unos dos mil millones de maravedís (5.333.333 ducados), de los que aproximadamente la mitad fueron aportados por la Corona de Castilla y la otra mitad por la nobleza, las Órdenes Militares y los concejos. Pero, ¿de qué manera pudo hacer frente la Hacienda real a la parte que le correspondió? Porque, además de los gastos militares había que tener en cuenta entre los ordinarios o corrientes los de la corte, el coste de la Administración, viajes, etc. Estos, junto con los militares permanentes en tiempo de paz (sueldos de las Guardas, acostamientos, tenencias, etc.), suponían algo más de 33,5 millones de maravedís anuales, que habían de sufragarse con los ingresos también ordinarios, ahora bien administrados: las rentas reales (en buena parte ya cedidas a terceros como situadas) y los impuestos. La décima eclesiástica supuso en total durante los años de la guerra unos ingresos de algo más de 600.000 florines (unos 159.000.000 mrs.). Estaban también las prestaciones obligadas, las confiscaciones, el producto de las devaluaciones del vellón, los préstamos, etc. Si los ingresos medios ordinarios anuales de la Corona de Castilla durante la guerra de Granada pueden estimarse en unos 164 millones de maravedís, hay que tener en cuanta que buena parte de los mismos estaban ya situados, es decir, sujetos a obligaciones anteriores, y, por tanto, no disponibles. Por ejemplo, de unos ingresos ordinarios recaudados en 1490 por importe de algo más de 189 millones, solo se pudo disponer de unos 114.


    Pero el paso de un periodo de paz a otro de confrontaciones bélicas comportaba unos gastos extraordinarios que habían de ser atendidos con otros ingresos también extraordinarios. A los judíos se les gravó con un tributo de guerra que para los diez años de la misma pudo suponer más de 59 millones de maravedís y en 1489 se dispuso un tributo excepcional sobre los ganados de la Mesta de 8.600.000 mrs. Por las limosnas de cruzada autorizadas por el Papa y por el décimo eclesiástico debió recaudarse durante aquellos diez años una cantidad aproximada a los 800 millones de maravedís. Hay que tener en cuenta también que a partir de la creación de la Hermandad los tributos recaudados para su sostenimiento vinieron a sustituir a los antiguos servicios concedidos por las Cortes, que no reaparecieron hasta la supresión de aquella. Tales tributos supusieron unos 600 millones de maravedís entre 1478 y 1498, es decir, unos 30 millones anuales, y en general supusieron una cantidad superior a la de los sueldos de las tropas de dicha Hermandad. Así, mientras que en1489 esta contribuyó a la guerra con 41.929.228 mrs., sus gastos ordinarios solo suponían 33.665.300, con lo que quedaba una diferencia para aplicar a otros gastos. A su vez, las aljamas judías contribuyeron con un tributo de guerra que en total pudo suponer cerca de unos sesenta millones de maravedís.


    Hubo que recurrir también a los empréstitos. Estos podían ser a corto plazo y sin intereses, a veces forzosos a cargo de personas muy obligadas a la Corona, o con un plazo de devolución más amplio, y en este caso con intereses del diez por ciento y formalizados mediante juros, una especie de deuda pública nacida por entonces, y que veremos desarrollarse de forma incontrolada en los siglos siguientes. Los Reyes Católicos trataron de evitarlos, pero al final hubieron de caer en ellos, hasta el punto de utilizarlos no solo para resolver el pago de deudas atrasadas que no podían ser amortizadas con los ingresos procedentes de la bula de Cruzada, sino como medio para conseguir un nuevo empréstito. Fueron préstamos muchas veces de la nobleza, como los del duque de Medina Sidonia y del conde de Benavente, o de concejos e instituciones bancarias. Hasta 1488 solo supusieron 58 millones de maravedís, y fueron devueltos con prontitud, pero entre 1489 y 1491 se dispararon hasta alcanzar los 315, y su devolución fue más lenta. En algún caso, en vez de monetariamente, fueron compensados con la concesión de señoríos, algo que ya era una excepción.


    Hubo algunos gastos posteriores a lo que realmente fue la guerra granadina, aunque derivados de la misma. Se compensó a Boabdil por su señorío y posesiones en las Alpujarras, por las de personas de su corte y por las de las «reinas moras», con un montante total de casi veintidós millones de maravedís. Además de disponer de los barcos de la flota de Vizcaya, hubo que pagar el flete de otros barcos contratados para con ellos trasladar a las costas africanas al emir, su corte y 6.320 musulmanes granadinos. Esta última operación supuso un coste de más de otros quince millones de maravedís.


    



    Nuevas campañas: el Rosellón y Nápoles


    Culminada la conquista de Granada, una empresa fundamentalmente castellana, se abrió una nueva etapa en el reinado de los Reyes Católicos, ahora con una perspectiva abierta hacia Europa a partir de los intereses tradicionales de Aragón. Es un periodo en el que empiezan a aparecer elementos propios de lo que se viene llamando la moderna «revolución militar»: los efectivos de la infantería crecen con más rapidez que los de la caballería; aunque permanecen las antiguas estrategias de asedio, las batallas campales se hacen presentes cada vez con más frecuencia e intensidad; las armas de fuego son empleadas en mayor proporción; se impone un nuevo modelo de fortificación; y, como consecuencia de todo ello, se va haciendo patente la necesidad de fuertes ejércitos permanentes en manos de los monarcas.


    Es a partir de 1493 cuando Fernando e Isabel deciden abordar su reforma militar con la vista puesta en el escenario italiano y, a la vez, en Francia, su presunto oponente, y que, por lo demás, gozaba en aquella época de un ejército de referencia. De todo ello se iban a derivar compromisos internacionales que obligarían a las tropas reales y mercenarias a desplegarse en lugares ajenos a la Península, a robustecer su sistema logístico, y, en definitiva, a disponer de medios económicos adecuados para poder cumplir sus misiones. Serían en todo caso campañas muy costosas.


    Por lo pronto, se decidió prescindir de lo que ya no resultaba necesario. En un reino en el que la autoridad real se había impuesto definitivamente, y con ella habían vuelto la seguridad en los caminos y la tranquilidad en villas y ciudades, la Santa Hermandad carecía ya de utilidad, lo que llevó a Fernando el Católico a suprimirla en 1497. Además, convenía dar otro carácter a las Guardias Reales, sustituyéndolas por otro cuerpo creado por decreto de 2 de mayo de 1493 con el nombre de Guardias o Guardas de Castilla. Desarrollado dicho decreto al año siguiente, el nuevo cuerpo permanente se constituyó como unidad de caballería de la que las cuatro quintas partes pasarían a ser hombres de armas, con cabalgadura doblada, y el resto lanzas jinetas de caballería ligera. Estaría integrado por 25 capitanías de 100 hombres cada una, es decir, un total de 25.000 efectivos, que pasarían a devengar un sueldo de 25.000 maravedís anuales. Una serie de Ordenanzas aparecidas en 1495, 1496 y 1503 fueron regulando y fijando los detalles del nuevo sistema militar.


    En el mismo persistía el viejo componte de las tropas de acostamiento, aunque con una nueva regulación, en virtud de la cual el hombre de armas pasaba a percibir 5.000 maravedís al año y los jinetes 3.000. Se establecieron también unas tropas de reserva, armadas y disponibles ante cualquier contingencia, y en 1503 se terminó de estructurar la infantería en grupos específicos dotados con armas de fuego (espingarderos), de tiro (ballesteros) y de choque (piqueros y lanceros).


    Se dispuso que todo vecino con renta superior a 5.000 maravedís debía conservar en su casa determinado número de armas; más aún los que dispusieran de una renta de al menos 10.000; y los de 20.000 o más estaban obligados a disponer de espingarda, munición de 150 pelotas y 20 libras de pólvora. De esta forma, y aun teniendo en cuenta las exenciones, el conjunto de vecinos de entre 20 y 40 años podía proporcionar un suficiente ejército de reserva. Los llamados para prestar servicio debían percibir de los no convocados veinte días de haber, a razón de medio real diario, para atender a sus gastos de viaje hasta la incorporación al ejército, a partir de la cual sería la Corona quien pasaba a atender al abono de su sueldo.


    Este ejército, con una composición que se fue consolidando gradualmente, fue el que hubo de enfrentarse al francés en las guerras de Nápoles y el Rosellón, provocadas por las complejas relaciones internacionales que por entonces se vivieron, y de las cuales no cabe hacer aquí más que un simple esquema para encuadrar la actividad militar que iba a tener lugar.


    La corona de Nápoles estaba en manos de Fernando I, primo y cuñado del monarca católico, quién, por tradición familiar, seguía siempre con interés los asuntos italianos, acaso sin desechar la posibilidad de extender hacia allí sus dominios. En 1493 Carlos VIII de Francia había ajustado paces con Aragón, devolviéndole los condados del Rosellón y la Cerdaña, con vistas a tener las manos libres para intervenir en Italia. Esto lo llevó a efecto en 1494 con 20.000 infantes y 5.000 caballos, entrando en Nápoles en febrero del año siguiente, destronando a Fernando o Ferrante II, en quien había recaído la Corona por la muerte de su abuelo, el primero del mismo nombre, y la abdicación de su padre, y haciéndose coronar Emperador. Ante tal situación Fernando el Católico maniobró diplomáticamente, consiguiendo formar una Liga Santa con el Papa, el Emperador y rey de Romanos Maximiliano, Milán, Venecia, el propio rey destronado y, por supuesto, Castilla. Una escuadra el mando de Galcerá de Requeséns arribó a Mesina con veintinueve carabelas transportando tropas de tierra al mando de Gonzalo Fernández de Córdoba, (500 lanzas y otros 500 peones). A estos luego se incorporaron otros 400 peones y se contrataron más en Nápoles hasta un total de 1.300 infantes que pasaron a auxiliar a las tropas napolitanas, mientras que el rey francés se retiraba hacia Milán, dejando en Nápoles (bloqueada por la marina de Requeséns) una guarnición de 4.000 infantes y 6.000 de a caballo,. Así comenzó la primera guerra de Nápoles, que terminó en 1497 con la capitulación francesa, algún tiempo después de la batalla de Atella, en la que Fernández de Córdoba había intervenido, al lado de las tropas aliadas, con 70 hombres de armas, 400 caballos ligeros y 1.000 peones.


    Pero mientras esto transcurría en Italia, paralelamente tenía lugar otra guerra en el Rosellón con operaciones que comenzaron en 1495 y concluyeron en el primer trimestre de 1497. Ya desde comienzos del primero de estos años se habían comenzado a tomar medidas preventivas ante la posibilidad de que Carlos VIII tratara de recuperar aquellos dominios. Se apercibió y en parte se movilizó a un gran número de efectivos que Ladero precisa:


    



    1. Capitanías de las Guardas Reales y de la Hermandad:


    En 1496 figuraban en el Rosellón 850 lanzas hombres de armas y 1.200 jinetes de las Guardas; en Fuenterrabía una capitanía; tres en la frontera de Navarra; y otras cuatro o cinco en el resto de Castilla. De la Hermandad había cinco capitanías en Nápoles y el resto en Castilla.


    2. Tropas a caballo de acostamiento:


    Entre 1495 y 1497 se movilizaron unos 1.450 hombres de armas y cerca de 2.700 jinetes.


    3. Mesnadas nobiliarias:


    Aunque en 1495 se apercibieron 2.200 hombres de armas y 4.790 jinetes, en los dos años siguientes el llamamiento efectivo fue de 2.120 hombres de armas, 4.305 jinetes y 2.300 peones.


    4. Caballeros e hidalgos:


    En 1495 se apercibió a 800 jinetes y 3.000 peones.


    5. Órdenes Militares:


    Entre 1495 y 1496 se movilizaron para el Rosellón 1.100 jinetes, y se enviaron a Granada 417.


    6. Tropas de concejos castellanos:


    En 1495 hubo un apercibimiento de 18.600 peones, y en 1496 se libraron pagas para 8.400.


    7. Contratados para guardas de fortalezas y vigilancia del campo:


    Unos 6.200 peones y 300 suizos.


    8. Artillería real:


    Un centenar de artilleros y auxiliares mandados por un artillero mayor se emplearon en 1495 para la construcción y funcionamiento de una casa de artillería en Perpiñán. Se fabricaron unas 200 piezas nuevas en Baza y Medina del Campo y se recogieron 187 antiguas. De ellas se enviaron a Perpiñán 100 de las nuevas y 74 de las antiguas.


    



    Las obras de fortificación de las fortalezas de la zona y la reconstrucción de la de Salsas destruida por los franceses en 1496 implicaron un gran esfuerzo económico. Es inevitable tener que seguir aludiendo a los estudios y minuciosos cálculos de Ladero Quesada relativos a lo que, desde un punto de vista financiero, supusieron las guerras de Nápoles y el Rosellón. Al gasto que toda esta movilización de efectivos significó durante la primera guerra de este condado en sueldos, armamento, pólvora, transportes, etc. hay que añadir el del mantenimiento de las tropas. Entre octubre de 1495 y comienzos de 1499 se transportaron al Rosellón 203.506 fanegas de cebada y 30.402 de trigo (55,5 litros por fanega), que supusieron ciento sesenta y un viajes marítimos. Solo este apartado, incluido el transporte, significó una inversión de 16.387.282 maravedís, calculados al precio de 124 mrs. la fanega de trigo y 62 la de cebada.


    Si dejamos a un lado los gastos militares fijos en época de paz, y nos referimos únicamente al coste de las operaciones como consecuencia de la guerra, estima Ladero que la primera guerra de Nápoles dio lugar a un gasto extraordinario de 336.000 ducados (126.000.000 mrs.) y la del Rosellón 400.000 ducados (150.000.000 mrs.).


    La marina que maniobró durante esos años por la costa catalana exigió 1.102.262 mrs. para sufragar tres galeras, incluidos los sueldos y las raciones de bizcocho; pero también hubo que contratar otros barcos, e incluso varias embarcaciones surcaron el Cantábrico y la costa de Navarra. La armada que a fines de 1497 mandaba por el Mediterráneo Íñigo Manrique representó al menos 10.000.000 mrs. antes de disolverse, incluida la carraca real que siguió en activo.


    A estos gastos habría que añadir el coste de la armada que trasladó a Flandes a la princesa Juana para su enlace con Felipe, archiduque de Austria. Ciertamente no fue una armada organizada para una campaña militar, pero las dudosas condiciones en que habría de desenvolverse, la importancia de su misión y el interés por demostrar la capacidad militar de los reinos unidos de Fernando e Isabel, hizo que fuera dispuesta con unos efectivos militares excepcionales. En 15 naos y cinco carabelas, con 2.260 tripulantes, embarcaron 2.250 escuderos e infantes, armados con más de 600 piezas de artillería, 720 ballestas, 400 espingardas y otras armas menores. Aquella expedición costó nada menos que 50.000.000 mrs., de los que correspondieron aproximadamente 31.000.000 para el apartado militar y el resto al ajuar de la princesa.


    Así pues, los gastos de aquellas campañas y los de este viaje supusieron por sí solos 326.000.000 de maravedís, a los que habría que sumar los de las armadas, los de las tropas que guarnecían Granada y otros gastos en el norte de África. Si tenemos en cuenta que los ingresos ordinarios de la Hacienda castellana para los mismos años ascendieron a 250.000.000 mrs, de los que ya estaba comprometidos 90.000.000 y solo cabía disponer de 160.000.000, fácilmente se llega a la conclusión de que necesariamente los soberanos tenían que recurrir a ingresos extraordinarios. Aun en tiempo de paz el coste del ejército real (unos 120.000.000 mrs.) suponía cerca del cincuenta por ciento de los ingresos ordinarios de la Hacienda. Pero es que los gastos totales fueron muy superiores. Entre las pagas de las tropas reales (muchas de ellas en distintos lugares de la Península, singularmente en Granada, que recientemente había sufrido una revuelta en las Alpujarras), los acostamientos y demás gastos fijos independientes de la situación de guerra el coste total se disparó.


    Poco tiempo después, fallecido Carlos VIII, su sucesor Luis XII de Francia volvió a intentar en Italia lo no conseguido por aquel, aliándose con la República de Venecia y con el Papa Alejandro VI. Su ejército sometió al ducado de Milán, derrocando al duque Sforza, y se dispuso a marchar hacia Nápoles. Fue un momento (1498) en el que Fernando el Católico concibió la idea de hacer valer sus propios derechos hereditarios a la Corona de Nápoles, dado que la de Fernando I era una rama bastarda de Alfonso V de Aragón. A la vista de ello, en 1500 llegó a un acuerdo con el monarca francés para repartirse entre ambos el reino napolitano, tal vez con la idea subyacente en cada uno de los dos de llegar a apoderarse de la totalidad. Aunque Luis XII llegó a ocupar Nápoles y expulsar al nuevo rey Federico, mientras Fernández de Córdoba ocupaba Calabria, teóricamente destinada al rey católico, las disensiones entre los monarcas francés y aragonés dieron lugar a la segunda guerra de Nápoles entre 1502 y 1504, a consecuencia de la cual, el que ya empezaba a ser conocido como el Gran Capitán, logró conquistar para su señor todo el reino de la Sicilia peninsular, algo que finalmente hubo de ser reconocido por Francia.


    Esta segunda guerra de Nápoles, que había sido precedida de una campaña contra los turcos en Cefalonia, fue el marco donde se comenzó a experimentar ya el nuevo modelo de guerra de que se ha hablado más arriba. La expedición naval organizada en Málaga en el 1500 para participar en la liga contra los turcos, y luego para esta segunda intervención en Italia, integraba 55 navíos entre carracas, galeras, naos, carabelas y otras embarcaciones, tripulados por 4.182 hombres, siendo su coste mensual de 5.657.604 maravedís. Con ellos fueron 300 hombres de armas y otros 300 jinetes, además de 3.042 peones y 25 artilleros, fuerzas que participaron en la operación de Cefalonia. Cuando Gonzalo Fernández de Córdoba inició su campaña napolitana a comienzos de 1503 llevaba consigo unas dieciocho o diecinueve compañías de Guardias que integraban 950 hombres de armas y 850 jinetes; otros jinetes contratados en Nápoles; cerca de 4.000 peones (parte de ellos guarneciendo las fortalezas); 2.000 lansquenetes alemanes; y el grupo artillero compuesto por más de 100 hombres. El coste mensual de la caballería era de 1.222.504 mrs. (1.218.931 según Quatrefages) y el de la infantería de 2.317.860 (2.442.210 estima Quatrefages). El capitán general, entre sueldo, ayuda de costa y quitación devengaba al año 730.000 mrs. (60.833,33 al mes). A esto habría que añadir los sueldos de los artilleros (37.200 mrs.) y los del veedor del ejército y cuatro contadores, además de otros gastos. De nuevo es Quatrefages el que calcula los costes mensuales del capitán general y su estado mayor en 130.827 mrs. La marina también estuvo presente con un número de naves variable durante la guerra, aunque nunca superior a las 70 embarcaciones.


    El gasto ordinario del ejército real, que oscilaba entre los 250.000 y los 300.000 ducados anuales (aproximadamente entre noventa y tres y ciento doce millones de maravedís), se dedicó en su mayor parte a atender a aquel conflicto, que entre 1500 y fines de 1504 comportó un total aproximado de 1.154.666 ducados (433.000.000 mrs).


    Pero, al igual que había ocurrido durante la primera guerra de Nápoles, la conflagración exigió tomar nuevas medidas militares en el Rosellón, siempre expuesto a la apetencia francesa. En 1503 lo defendían 1.700 Guardias, junto a 200 hombres de armas y 300 jinetes de Aragón y otros tantos de Cataluña, unos y otros financiados por sus respectivas Cortes.


    Los efectivos que participaron en esta guerra fueron los siguientes:


    



    1. Guardas reales en el Rosellón:


    En 1503 había treinta y una capitanías con 556 hombres de armas y 1.265 jinetes. Había también cuatro capitanías en la frontera de Navarra y una en Fuenterrabía. El resto de las Guardas estaba en Nápoles y en Castilla.


    2. Acostamientos:


    765 hombres de armas y 458 jinetes.


    3. Mesnadas nobiliarias:


    En 1502 un máximo de 2.370 hombres de armas y 530 jinetes, junto a otros 250 jinetes del arzobispo de Toledo.


    4. Caballeros e hidalgos:


    165 jinetes y 1.185 peones hidalgos.


    5. Órdenes Militares:


    61 jinetes de la Orden de San Juan (otros 888 jinetes fueron enviados a Granada).


    6. Tropas de los concejos castellanos:


    Se aprestaron 18.450 hombres, de los cuales fueron efectivamente movilizados 6.500 peones.


    7. Peones contratados:


    Aproximadamente 3.500 castellanos y 1.800 catalanes.


    



    Cuando Fernando el Católico se presentó en Perpiñán, contaba al parecer con 2.000 hombres de armas, 6.000 jinetes y 20.000 peones, una fuerza muy amplia para lo que se acostumbraba en una época en la que las finanzas no permitían un mayor número, ni este sería operativo para las tácticas militares entonces usadas. Se aprestaron también 113.161 fanegas de cebada y 106.981 de trigo, parte de las cuales sirvieron para abastecer a Barcelona, Valencia y Mallorca. Otro capítulo fue el de las obras para la defensa; solo las de la reconstrucción de la fortaleza de Sales importaron 30.589.246 mrs. Sin tener en cuenta otra vez los gastos fijos de tiempo de paz, las operaciones militares de la segunda guerra de Nápoles se estiman en 1.154.666 ducados (433.000.000 mrs.) y las de la segunda guerra del Rosellón en unos 266.666 ducados (100.000.000 mrs.).


    Las guerras de Nápoles y del Rosellón afectaban directamente a Aragón y Cataluña, lo que permitió que las Cortes de Tarazona de 1495 aceptaran la demanda de apoyo presentada por el rey Fernando, y acordaran sufragar 200 hombres de armas y 300 jinetes por tiempo de tres años. El contingente debería estar formado por aragoneses que llevasen al menos un año viviendo en el reino. El capitán cobraría 1.200 sueldos jaqueses al mes y los hombres de armas 300 durante los seis primeros meses y luego 250. En cuanto a los jinetes, devengarían 150 también durante los seis primeros meses y después 125. A falta de aragoneses se podrían enrolar también catalanes y valencianos con el requisito de que residieran en Aragón. Estas fuerzas marcharon a la defensa del Rosellón.


    Ante una nueva solicitud de servicio por parte del rey, las Cortes de Zaragoza de 1502 le otorgaron subsidios por otros 200 hombres de armas y 300 jinetes, pero exigiendo que las tropas, que debían marchar a Nápoles, estuviesen siempre bajo el mando de capitanes naturales del reino; que el rey sufragase los gastos de su traslado hasta Italia; que se asegurase su sueldo por tres años; que el tiempo de servicio se contase desde el mismo día que salían; y que el regreso a sus casas fuese también a cuenta del rey. Era también condición inexcusable que durante dichos años el rey no pudiera compelir a otros naturales del reino a ningún tipo de servicio militar. Para controlar el buen uso del dinero que se ofrecía, dicen Armilla y Solano que se preveía «que los Diputados designasen a una persona estante en Sicilia o en Nápoles, allí donde estuviese el ejército, para pasar la muestra y tener informados puntualmente a los Diputados de cuanto pudiese acontecer».


    Para financiar estos servicios se impusieron sisas sobre el pan y la carne durante los tres años previstos, lo que suponía un incremento en su precio de venta en los mercados, aunque ya desde mediados del siglo XV se había sustituido ese sistema por la adjudicación de una cantidad fija a cada distrito en función de su población, la que habría de ser recaudada mediante la aplicación de las sisas. Y para dar ejemplo el rey dispuso que en esa ocasión las sisas gravasen también a su persona, la de la reina, y todos sus hijos, casas y criados durante los tres años del servicio. Y dado que las Cortes de 1502 no lograron con este impuesto cubrir las cantidades a que se habían comprometido, dispusieron que se tomasen 70.000 libras jaquesas de las Generalidades del reino. Aproximadamente, la aportación de las Cortes, tanto las de 1495 como las de 1502, supuso una cantidad por cada uno de los años pactados de 60.000 libras jaquesas.


    Esta referencia a las aportaciones de las Cortes de Aragón indica claramente, en sentido contrario, que el peso principal del gasto militar durante este último periodo del reinado de los Reyes Católicos recayó fundamentalmente sobre la Hacienda de la Corona de Castilla. Tampoco algunas partidas abonadas con recursos de la Hacienda de Sicilia pueden alterar esta afirmación. Aun teniendo en cuenta la dificultad de fijar cifras concretas a la vista de un sistema contable de cuenta y razón aún joven, Ladero Quesada afirma: «De los algo más de 2.079.000.000 mrs. a que asciende el gasto asumido por la Hacienda real de Castilla, y que equivalen a 5.544.000 ducados, no más de la mitad corresponden a los ordinarios de tipo militar que habrían ocurrido también en tiempo de paz (). El resto se debe directamente a las guerras, y de ellos el 80 por 100 corresponde a las del Rosellón y Nápoles, algo más de ochocientos millones de maravedíes, o 2.150.000 ducados, cantidad que supera a lo gastado por la Hacienda en la conquista de Granada entre 1482 y 1491».


    Hubo también otros gastos durante aquellos años. La conquista de las islas Canarias había sido una empresa particular iniciada a comienzos del siglo XV por los aventureros normandos Jean de Bethencourt y Gadifer de la Salle con vasallaje a la Corona de Castilla. Pero las islas mayores seguían sin conquistar cuando en 1477 Diego de Herrera cedió a los Reyes Católicos el derecho de conquista de estas últimas. En 1481 y 1482 tuvieron lugar expediciones con huestes castellanas que suponían el envío de dos carabelas y compra de una, que con los gastos de soldadas, víveres (7.460 fanegas de trigo y 2.180 de cebada), aparejos, material, instrumentos y mantenimiento importaron un presupuesto de 2.427.891 maravedís. En 1484 el proveedor Antonio de Arévalo daba cuenta de un gasto de 636.866 mrs. por pagos a las tropas que habían intervenido en la conquista de Gran Canaria. Luego, en 1492, se conquistó La Palma y en 1496 Tenerife. En 1497 se ocupó y guarneció Melilla y después, entre 1505 y 1510 tuvieron lugar las expediciones a Mazalquivir, el Peñón de Vélez de la Gomera, Orán, Bujía y Trípoli, alguna de ellas, como la de Orán, empleando diez galeras, 80 naves y 14.000 hombres. Por último, una rápida intervención militar en 1512 permitió la incorporación de Navarra a la Corona de Castilla.


    Tras el saneamiento de la Hacienda castellana entre 1480 y 1492 por lo que se refiere a sus recursos ordinarios la guerra de Granada fue financiada fundamentalmente con recursos extraordinarios, el periodo que va desde 1493 a 1504 contempló un importante crecimiento de estos últimos como consecuencia de las guerras de que venimos hablando. Puede estimarse sin incurrir en grave error que el 85 por ciento de la financiación de las guerras de Nápoles y el Rosellón recayó sobre la Corona de Castilla, que también fue la que proporcionó la mayoría de los contingentes humanos y navales.


    Para atender a este gasto, además de conservarse los ingresos por el subsidio eclesiástico de la décima y la limosna de la cruzada, se apeló al otorgamiento de servicios extraordinarios, venta de juros y al recurso último de los préstamos. Todo ello supuso un importante incremento de la presión fiscal que anticipaba lo que iba a ocurrir en el siglo XVI.


    



    Nace una Administración Militar


    Habían desaparecido los tiempos en los que las huestes nobiliarias, concejiles y las milicias de las Órdenes se reunían circunstancialmente junto a su rey para hacer la guerra. Los nuevos tiempos exigían otra cosa. Ahora los ejércitos requerían de una coordinación y de unas capacidades logísticas complejas. Además del pago puntual de las tropas, con un transporte de piezas monetarias que pedía seguridad, había muchas veces que proporcionarles un armamento regular y pertrechos de guerra (no digamos ya en el caso de la artillería media o pesada, siempre en manos de la Corona); había que transportar a los soldados a escenarios con frecuencia lejanos; se necesitaba llevar hasta allí quintales de vituallas; se requería disponer de elementos campamentarios para las necesidades básicas de los hombres; y se empezó a hacer indispensable contar con hospitales de campaña. Estas y otras medidas suponían una organización administrativa a un tiempo compleja y eficaz.


    Por otro lado, el hecho de que la inmensa mayoría de los ingresos del Estado hubiesen de ser dedicados al mantenimiento de un ejército permanente y a conflictos armados que se sucedían sin solución de continuidad, llevó también a que su administración y control se hiciesen cada vez más indispensables. Todo esto dio lugar a que, paralelamente a la organización del ejército permanente, se fuese articulando un sistema administrativo que atendiese a todas aquellas exigencias y, de manera muy especial, a lo que empezó a llamarse el «servicio del sueldo». A su vez, era necesario disponer de oficiales reales especializados en estas materias para hacerse cargo de las mismas.


    Para diseñar la forma de llevar a cabo estas tareas los Reyes Católicos contaron con un brillante y eficiente administrador, el contador mayor de cuentas y miembro del Consejo de Castilla Alonso de Quintanilla. La relación de servicios que prestó a sus reyes es extraordinaria. Partiendo de los puramente militares de su juventud desarrollados durante la guerra civil, pasó luego a hacerse cargo de otros administrativos y fiscales, creando la Santa Hermandad como fórmula de encuadramiento militar y fiscal, presentando un plan de movilización general, disponiendo el abastecimiento del ejército durante la guerra de Granada, procurando nuevos recursos para esas atenciones (para lo que tuvo como guía la estadística catastral de la riqueza de Castilla que él mismo había dirigido entre 1477 y 1479), reclamando las deudas a favor de la Hacienda real, consolidando la deuda pública, organizando una mejor gestión de los impuestos, y, en general, ejerciendo con gran competencia funciones de alta dirección administrativa en el reino. A él se deben buena parte de las primeras Ordenanzas de reorganización militar aprobadas por los reyes.


    No corresponde aquí hacer el análisis de las reformas militares propiamente dichas, salvo en lo que se refiere a su vertiente económica y fiscal. En este sentido, hay que recordar que se partía de una organización hacendística que apenas hacía distingos entre la administración civil y militar.


    En principio, el peso principal de la gestión de la Hacienda castellana recaía sobre la Contaduría Mayor de Hacienda, que, desde el control de todos los ingresos y gastos, organizaba el cobro de las rentas y derechos y ordenaba los pagos. A cargo de la misma estaban dos o tres contadores mayores de Hacienda, que disponían de otros varios contadores a sus órdenes encargados de los distintos oficios en los que la Contaduría se dividía: Uno de rentas encargado de las mismas, otro de extraordinario que administraba y controlaba los ingresos de ese tipo, y otro tercero de relaciones que preparaba la documentación para el posterior pago del situado y el salvado. Otros cinco oficios atendían a los pagos: el de Quitaciones se encargaba de los de la administración civil, el de Mercedes de los de estos privilegios y los tres restantes de los pagos militares, uno del Sueldo, otro de Tenencias y el último de Tierras o Acostamientos.


    El control fiscal de esa gestión estaba encomendado a la Contaduría Mayor de Cuentas, que vigilaba la legalidad de todas las operaciones, de los alcances a favor o en contra de la Hacienda y de los finiquitos que clausuraban la gestión. Dos contadores mayores tenían a su cargo dicha Contaduría.


    Mediante libranzas de la Contaduría Mayor de Hacienda se pagaban los gastos ordinarios militares (sueldos de las tropas reales, acostamientos y tenencias) y los extraordinarios con motivo de campañas, pero aún no existían oficiales fijos cercanos a las tropas para atender a los pagos y a las rendiciones de cuentas derivadas de los gastos militares, así como al control fiscal ejercido a través de los alardes.


    Tal vez fueron las Ordenanzas de 1486 que regularon las Guardas las que empezaron a poner las bases de la organización administrativa de los ejércitos en la época moderna, confiando las funciones de contabilidad y fiscalización a contadores y veedores, y el manejo de fondos, artículos y efectos a pagadores, tenedores de bastimentos y mayordomos de artillería. Claro es que todo esto no se desarrolló aún de manera armónica, y que durante mucho tiempo se mantuvo una heterogeneidad y cierta confusión en títulos y funciones en relación con la que también existía en los diferentes territorios y unidades militares. A ello nos referiremos al final del este capítulo. Sin embargo, a estos oficiales, entre los que empezaron a destacar los veedores y contadores, les estaba encomendado el enlace entre la gestión económica militar de las unidades y las altas instituciones hacendísticas encarnadas por las Contadurías Mayores.


    A lo largo del siglo XVI estos oficiales comenzaron a recibir un título, del que tomaban posesión, e instrucciones para el desempeño de las funciones que les estaban encomendadas. La creación del oficio del veedor, que pronto comenzó a ser el de más alta consideración en el seno de la administración militar, Parker la atribuye a las Ordenanzas de 1503, por más que, como veremos, pueden encontrarse antecedentes del mismo. Efectivamente, la Ordenanza de Guardas de 1493 ya preveía la existencia en cada capitanía de un veedor y un contador, que recibían y registraban las nuevas incorporaciones, comprobando, junto con el capitán de la misma, si reunían los requisitos de armamento y cabalgadura para su asiento. Decía la Ordenanza: «Otrosí, que cada lança ombre darmas que se viniere a asentar en las dichas capitanías sea recibido desde el dia que se presentare antel Contador de la Capitanía donde oviere destar con su caballo encubertado é arnés entero á contentamiento del dicho capitán, é contador é veedor de la capitanía donde asentare». A partir de entonces, las facultades de control del veedor se fueron extendiendo sobre todos y sobre todo.


    La figura del proveedor encargado del suministro de aposentos y vituallas aparece, como oficial particular así designado, al menos desde 1512, aunque la función existiera desde épocas muy anteriores. Se ocupaba también del precio de las viandas que en su caso suministraban a las tropas los concejos o particulares, y que luego era abonado por la Hacienda. Los contadores y los pagadores, con eso u otros nombres, tuvieron que existir desde que, de una u otra forma, comenzaron a hacerse pagos y llevarse razón de ingresos y gastos; otra cosa es que no existieran algunos específicos para el ámbito militar.


    La Ordenanza de Guardas de 1503 recopiló, ordenó y actualizó las anteriores, estableciendo por vez primera un sistema uniforme y engarzado con el que se llevaba en la Contaduría Mayor de Hacienda. Ambos procedimientos contables de cuenta y razón partían de las nóminas confeccionadas por los contadores a raíz de los alardes. Recibidas estas en la Contaduría Mayor se registraban en los libros de sueldos, donde constaban los que se debían abonar en cada Capitanía por los pagadores, una vez autorizados para ello mediante las libranzas que aquella expedía, y que a su vez eran registradas en los libros de los Pagadores. En estos figuraban, además de los libramientos recibidos, los certificados de la Capitanía de los pagos hechos en la misma. El veedor debía llevar también libros iguales a los de los contadores, es decir, los de los hombres de armas, los de los jinetes y peones y otro similar al del pagador. En los de los contadores figuraban relacionados todos los hombres de la Capitanía, con sus señas de identidad, sus armas y sus cabalgaduras. Se llevaban también libros de altas y bajas, figurando en los mismos por sus nombres los de nuevo ingreso con las pagas que les correspondían, así como los fallecidos, licenciados o los que disfrutaban de licencia temporal.


    Era, por tanto, el alarde elemento fundamental de todo el proceso para comprobar en cada momento la realidad de las existencias confrontada con las teóricas que figuraban en los libros, algo que, como se ha venido contando, tenía antecedentes muy remotos. Llamada la gente por su nombre, se presentaba el soldado ante el general o capitán que presidiese el acto y el veedor, mostrando su armamento, equipo y cabalgadura; y, comprobado si tenían todo lo prescrito por la Ordenanza, se les tomaba juramento de si todo lo que llevaban era suyo o prestado. El documento que certificaba el resultado del mismo, con las firmas del veedor, el contador y el capitán, daba fe de dichas existencias, y servía de justificación a los pagos. Era también un elemento esencial para que el general pudiera conocer en cada momento las fuerzas con que realmente contaba. La Ordenanza que comentamos fijaba en seis el número de alardes anuales que debían realizarse con toda la tropa formada, pero se podían realizar alardes extraordinarios con la conformidad del veedor o del capitán.


    Los pagos a que daban lugar todos estos trámites debían realizarse en moneda de oro o plata, prohibiéndose los pagos con joyas, sedas u otros artículos de lujo. Tenían que ser también presenciados por el capitán, el veedor y el contador, sin que fuera posible realizar otros descuentos a cada perceptor que aquellos emanados de una orden judicial o los derivados de las sanciones económicas previstas en las Ordenanzas; entre estas estaban los derivados de pérdida de la cabalgadura. De darse este supuesto, el propietario debía reemplazarla a su costa en el plazo de dos meses si se encontraba fuera de Castilla o de uno si estaba en ella; entre tanto, se le descontaba medio sueldo, o el total si se demoraba.


    



    Los sueldos fijados eran los siguientes:


    Capitán de la Capitanía 600 ducados


    Tenientes de hombres de armas, 200


    Alféreces, 100


    Hombres de armas, 100


    Capitán de caballos ligeros (jinetes), 400


    Tenientes, 200


    Alféreces, 100


    Jinetes, 90


    



    Se preveían pluses o gratificaciones para los atajadores o exploradores a caballo en cuantía de 15 maravedís de ventaja al día, y para los exploradores a pie de siete maravedís. Una Ordenanza de 1516, ya en tiempos del cardenal Cisneros, actualizó todos estos sueldos.


    Esta somera descripción del sistema de cuenta y razón, y de la rendición de las cuentas derivadas de los libramientos recibidos para la atención de los gastos militares, nos lleva a la consideración de un asunto que conscientemente consideramos puramente anecdótico, pero que, dado su arraigo en la mentalidad popular, y aun en el léxico coloquial usual, así como su encaje en el tema abordado en estas páginas, hace que no podamos obviar el comentarlo. Nos referimos a las famosas «cuentas del Gran Capitán», que tanto han dado que hablar a lo largo de cinco siglos.


    Ya hemos visto el elevado gasto que supuso la segunda guerra de Nápoles, lo que dio lugar a importantes libramientos de fondos para poder hacer frente al mismo el capitán general Gonzalo Fernández de Córdoba. Contaba el historiador Paolo Giovio en 1561 que «siendo llamado como à juicio [el Gran Capitán] para que diese cuenta de lo gastado en la guerra y del recibo de las rentas del reino, lo cual estaba asentado en la tesorería, y mostrando ser muy mayor la entrada que no era lo gastado, respondió severamente que él traería otra escritura muy más auténtica que ninguna de aquéllas, por la cual mostraría claramente que había mucho más gastado que descubierto, y que quería que se le pagase todo el alcance de aquella cuenta como deuda que le debía la Cámara real. El día siguiente presentó un librillo con un título muy arrogante, con que puso silencio á los tesoreros y vergüenza al Rey y á todos mucha risa. En el primer capítulo asentó que había gastado en frailes y en sacerdotes y religiosos, en pobres y en monjas, los cuales continuamente estaban en oración rogando á nuestro señor Dios y á todos los santos y santas que le diesen victoria, doscientos mil setecientos treinta y seis ducados y nueve reales. En la segunda partida asentó setecientos mil cuatrocientos noventa y cuatro ducados secretamente dados á los espías, por diligencia de los cuales había entendido los designios de los enemigos é ganado muchas victorias, é finalmente la libre posesión de un tan gran reino».


    Es cierto que cuando Fernando el Católico se presentó en Nápoles, donde estaba como virrey Fernández de Córdoba, las relaciones entre los dos hombres ya eran tensas. También que intrigas políticas de algunos pudieron llevar al ánimo del rey que los dineros remitidos para la guerra de Italia no se habían invertido adecuadamente. Puede, asimismo, que el carácter del Gran Capitán, orgulloso de sus triunfos y tal vez un poco altanero, no se aviniese fácilmente a soportar dudas y excesivas indagaciones sobre su proceder en asuntos económicos. Cae, pues, dentro de lo posible que una exigencia de rendición de cuentas hubiera dado lugar a alguna respuesta o comentario algo desabrido, y que todo ello hubiera generado, sobre una base cierta, una leyenda que tal vez el tiempo fue aderezando e incorporándola elementos tan divertidos como poco veraces.


    El caso es que la literatura, e incluso la historiografía romántica del siglo XIX, quizás hayan podido ser los autores del pergamino que conservaba el Museo del Ejército y que en 1983 donó al Tribunal de Cuentas. Por su curiosidad, merece ser reproducido aquí. En el mismo se expresa la siguiente cuenta, con su cargo y data:


    «Cargo:


    



    Ciento treinta mil ducados remitidos por la primera partida.


    Ochenta mil pesos por la segunda.


    Tres millones de escudos por la tercera.


    Once millones de escudos por la cuarta.


    Trece millones de escudos por la quinta.


    Descargo:


    Doscientos mil setecientos treinta y seis ducados y nueve reales en frailes, monjas y pobres para que rogasen a Dios por la prosperidad de las Armas Españolas.


    Cien millones en picos, palas y azadones.


    Cien mil ducados en pólvora y balas.


    Diez mil ducados en guantes para preservar a las tropas del mal olor de los cadáveres de los enemigos tendidos en el campo de batalla.


    Ciento setenta mil ducados en poner y renovar campanas, destruidas con el uso continuo de repicar todos los días por nuevas victorias conseguidas sobre el enemigo.


    Cincuenta mil ducados en aguardiente para las tropas en día de combate.


    Millón y medio de idem. para mantener prisioneros y heridos.


    Un millón en misas de gracias y Te Deum al Todopoderoso.


    Tres millones en sufragios para los muertos.


    Setecientos mil cuatrocientos noventa y cuatro ducados en espías y (...)


    Cien millones por mi paciencia en escuchar, ayer, que el Rey pedía cuentas al que le ha regalado un Reino».


    



    En fin, unas cifras disparatadas y producto de la fantasía, que nada tienen que ver con las del tesorero Alonso de Morales y con los resúmenes de gastos de la segunda guerra de Nápoles que se han expresado más arriba. En cambio, existe en el Archivo de Simancas un mazo de 924 hojas en folio, con firmas del propio Gonzalo Fernández de Córdoba, del veedor Pedro de Araoz, de los contadores y del pagador Luis Peixo, y en las que aparecen títulos de pagos por nóminas, fijados con ocasión de muestras pasadas a mediados de 1501, otros por compras de víveres y munición, etc. En todo caso, que el gasto haya sido o no excesivo es cosa en la que no cabe entrar.


    En cambio, y volviendo al tema institucional, sí es conveniente referir que la nueva estructura que se empezó a diseñar para la administración militar no estuvo exenta de polémica por razones de competencias entre unas y otras instituciones. La creación de una Veeduría General con funciones sobre la gestión económica de las Guardas y de toda la gente de guerra se hizo a base de recortar atribuciones a la Contaduría Mayor de Hacienda. Se nombró entonces veedor general al capitán de Guardas García Alonso de Ulloa, quien designó sus propios veedores y tenientes particulares, enviando a la frontera de Navarra a Alonso de Cartagena, a la de Perpiñán a Juan Rodríguez Portocarrero y a la de Granada a Francisco de Quartona, permaneciendo él en Castilla con otro veedor.


    Alonso de Ulloa y sus delegados procedieron a llevar a cabo los alardes y a remitir a la Contaduría Mayor de Hacienda las nóminas correspondientes para que se procediera a los correspondientes libramientos. Esto creó al parecer tensiones entre ambas instituciones. Muerta la reina Isabel, los contadores mayores Mr. de Vese, don Juan Manuel y Juan Velázquez consiguieron durante la regencia de Felipe el Hermoso la supresión de la Veeduría general y volver a nombrar sus propios veedores. Pero fallecido Felipe, el Consejo Real rehabilitó la Veeduría general y repuso en su cargo a Alonso de Ulloa. El regreso de Nápoles de Fernando el Católico dio lugar a que la Contaduría Mayor volviese a resucitar el pleito contando con el apoyo del cardenal Cisneros. El resultado fue que «su alteza concedió en que pusiesen los Contadores mayores sus Veedores, con tanto que el dicho García Alonso de Ulloa se quedase como se quedó en su oficio de Veedor general, y asy fue fecho y los Contadores mayores no solo puso cada uno su Veedor en Castilla, pero pusiéronlo en las fronteras a donde les parescia».


    Esta transacción fue perjudicial para los dos organismos al restar a ambos independencia y atribuciones, y terminó siendo semilla de discordia. Cuando Fernando el Católico decidió incorporar Navarra a Castilla, reunió su ejército en Vitoria al mando del duque de Alba, ordenando a Alonso de Ulloa que fiscalizase las pagas de las tropas. Sin embargo, queriendo este «auer toda la gente para dar a su alteza quenta de todo, pusiéronse contra él los Contadores del Sueldo, diciendo que auia expirado el poder que tenía por el fallecimiento de la Reyna Católica, y que ya que valiese que el no era Veedor general sino de sola la gente de guardas y que de toda la otra gente de guerra que ellos y los Veedores de los Contadores mayores, los auian de ver y resciuir y librar y pagar». Elevado de nuevo todo esto al rey el mismo decidió «que generalmente el dicho García Alonso viese a toda la gente de guerra que se había juntado en el dicho exercito y que dende en adelante lo usase asi con el, y que le fueran guardados los poderes que tenía de su alteza y de la Reyna Católica».


    Desde entonces, dice la crónica, «le dexaron usar [a Ulloa] el dicho su cargo por sy y por las personas que en su nombre ponía, y asy truxo en el dicho exercito por sus Veedores a un Alonso de Avila y Alonso Ruiz Enebro todo el tiempo que estuvo en el dicho Reyno el dicho exercito y Capitán general hasta que salió de del». No obstante, no resultaban aún claras las competencias de unos y otros, si las facultades de Ulloa se circunscribían a aquel ejército o también a las otras fuerzas que guarnecían la frontera, y si, por tanto, eran correctas las facultades que este había delegado en Enebro como teniente veedor en Navarra. Parece que los contadores mayores ordenaron a los del Sueldo y a sus veedores que no tuviesen en cuenta a Enebro, justificándolo en que, aunque se reconocía a Ulloa unas facultades de inspector general por la preeminencia de su puesto, no podía tener tenientes. Nuevamente tuvo que intervenir el rey para decidir que el Veedor general sí podía tener tenientes delegados, algo que se mantuvo en tiempos del Emperador Carlos, en los que el comendador mayor de Alcántara Fernando Álvarez de Toledo sucedió a Ulloa, manteniendo como tenientes a Enebro en Castilla y a Alonso de Cazalla en Navarra.


    De esta manera, con las naturales dificultades, pero como algo exigido por las propias circunstancias del nacimiento de los ejércitos modernos, se fue configurando una administración militar específica, que sucesivas Ordenanzas de los siglos XVI y XVII irían consolidando.

  


  
    IV


    Guerra, Ejércitos y Hacienda con los Austrias


    


  


  
    1. El gasto y los recursos en el siglo XVI


    La herencia de los Reyes Católicos fue determinante para lo que vino después, tanto por lo que supuso en relación con la política interior y exterior de la Monarquía Hispánica, como por la construcción de un embrión administrativo que se fue desarrollando paulatinamente. Y tal vez no estaría desencaminado hablar del «reino», a pesar de tratarse de un conglomerado de estados independientes solo unidos por un común vínculo dinástico, habida cuenta de que fue Castilla la que en los dos siglos siguientes llevó el liderazgo de todo el entramado político y económico de la Monarquía Hispánica.


    Fue una semilla que enraizó y dio frutos, a pesar de las continuas guerras en que la Corona se vio inmersa, y de las angustias financieras que, tanto estas como una deficiente gestión de la Hacienda, llegaron a provocarlas. Fueron continuos enfrentamientos armados que rebasaban la capacidad financiera de la Corona, sin, por otro lado, conseguir grandes réditos políticos. Primero guerras con los protestantes alemanes, con la Francia de Francisco I y con los turcos; luego agotadoras campañas en Flandes y una, decepcionante, en aguas inglesas; y, finalmente, de nuevo otras guerras con Francia, al tiempo que se decía un adiós definitivo a las Provincias Unidas y al vecino Portugal.


    Y todo esto soportado por una Hacienda castellana en repetida bancarrota, que vivía pendiente de aquel maná que fueron durante bastante tiempo los metales preciosos americanos; una maná derrochado sin que hubiera servido de catapulta económica en un rumbo parejo al de una Europa que se decantaba por un capitalismo patrocinador de nuevos valores. En suma, un esfuerzo gigantesco que al principio provocó ilusiones, pero que al cabo, en el paso del siglo XVI al XVII, degeneró en un pesimismo crónico. Se pasó de ensalzar unos dominios en los que no se ponía el sol, al doloroso trance de verlo ponerse en Flandes y después en otros muchos dominios.


    Este es el marco en el que hubieron de transitar nuestros soldados entre comienzos del siglo XVI y el final del XVII, y en el que vivieron el éxito de Pavía (1525) y el desastre de Rocroi (1643). Glorias y miserias apoyadas en un soporte económico endeble, siempre desbordado por las circunstancias.


    



    Los ejércitos del Emperador


    Cuando se habla de los ejércitos de los Austrias, ordinariamente se suele hacer referencia a las tropas que luchaban en Alemania, en los Países Bajos o en Francia, y, en resumen, a los famosos Tercios. Pero junto a este ejército exterior coexistió otro interior, el de las Guardas de Castilla, de menos importancia sin duda, pero cuya presencia se mantuvo durante prácticamente todo este periodo. Y no hay que olvidar a la marina, la tradicional de las galeras del Mediterráneo, la nueva del Océano, nacida como consecuencia del descubrimiento de un Nuevo Mundo allende los mares, y la del Cantábrico y el mar del Norte, exigida por los conflictos bélicos con Inglaterra, las Provincias Unidas y Francia.


    La política imperial de Carlos V le obligó a un despliegue militar que requirió unos efectivos muy distintos en su estructura y volumen de los que había empleado su abuelo Fernando el Católico. Solo con Francia hubo de librar cinco guerras (1520-1526; 1526-1529; 1536-1538; 1542-1544 y 1547-1556); pero, al mismo tiempo, hubo de enfrentarse con los turcos y berberiscos (1535 y 1541) y con la Liga Smalkalda de los luteranos (1547). Paralelamente, dentro de España las tropas reales hubieron de sofocar el levantamiento de las Comunidades castellanas (1519-1529), el de las Germanías de Valencia (1521-1522) y el de Mallorca (1521-1523). Es decir, en cuarenta años de reinado más de la mitad de los mismos sus tropas estuvieron en pie de guerra y otros muchos en disposición de alerta ante la posibilidad de la misma. Ello provocó que, además de las tropas permanentes que había heredado, como eran las Guardas, otras, teóricamente circunstanciales, pero que no solo tenían que combatir en las campañas de verano, como las antiguas huestes, sino que habían de mantenerse preparadas durante todo el año, e incluso durante los periodos de paz, se fueran convirtiendo también de hecho en permanentes, tal y como requerían los nuevos tiempos.


    Un ejército, el europeo del Emperador, de estructura internacional como no habrían podido imaginar sus antecesores hispanos, y en el que, al lado del núcleo castellano, formaban también tropas de los otros estados de la Monarquía (soldados reclutados en las regiones valonas de los Países Bajos, flamencos, napolitanos, sicilianos, milaneses, borgoñones, otros procedentes de los territorios peninsulares del reino de Aragón, y luego, ya con Felipe II, portugueses). También hicieron presencia mercenarios de procedencia extranjera, desde alemanes y suizos, hasta ingleses e irlandeses. Con esas tropas, fundamentalmente de infantería, e inspirándose en el orden cerrado de los suizos, se crearon en 1534 los Tercios que tanta fama habían de dar al ejército de los Austrias.


    En este ejército exterior la caballería fue perdiendo importancia a favor de la infantería, sobre todo por lo que se refiere a la pesada de los hombres de armas. En 1536 las tropas de caballería del Emperador sumaban unos 5.320 individuos, al tiempo que la infantería ascendía a 60.033. Una compañía (corneta) de caballería se componía tan solo de 60 hombres de armas, junto a 120 coraceros protegidos tan solo por media coraza y otros 60 caballos ligeros. Se fue imponiendo una mayor amplitud de movimientos y una potencia de fuego que luego Felipe II desarrollaría al crear los herreruelos y trozos de arcabuceros montados.


    La artillería desarrolló su técnica convirtiendo los viejos pedreros y ribadoquines en cañones, medios cañones, culebrinas y falconetes, estos como piezas más ligeras. En fecha tan temprana como la de 1530, cuando Carlos V entró en Valladolid llevaba con él 28 falconetes de 16 palmos de largo cada uno (unos tres metros) tirados por ocho pares de mulas; una bombarda de diez palmos también de largo y dos de boca, tirada por otros 30 pares; un tiro denominado «Espérame que allá voy» de 17 palmos, conducido por otras 64 mulas; y dos tiros con nombre de «Santiago» y «Santiaguito» arrastrados por 36 pares más. Una artillería de hierro y de bronce, que fue perfeccionándose durante los siglos XVI y XVII, fundida en Alemania, Flandes, Nápoles o Navarra, y que iba a tener su dispositivo central en Milán.


    Cuenta Vigón que para formar un tren de artillería de 40 piezas (20 cañones, 14 medios cañones y seis cuartos de cañón) se requerían 1.596 caballos, 105 carros para bagajes y 659 carros para municiones y efectos. Para su transporte, protección, instalación y disparo el tren artillero había de ir acompañado por 20 gentileshombres, 30 conductores, 200 artilleros, 300 gastadores, 50 carpinteros, 50 marineros, cuatro herreros, 12 minadores, 12 albañiles, 12 aserradores, 18 tenderos, dos trompetas e ingenieros, y petarderos en el número que se determinase. Partiendo de estos datos, nada tiene de particular que, según parece, la artillería del ejército imperial en 1536, formada por 70 cañones grandes y pequeños, 9.000 pelotas (munición) de hierro y 600 de piedra, hubiese de ser arrastrada por 2.588 caballos, más otros 1.500 para tirar de los 300 carros que transportaban la pólvora y la munición.


    Un ejército exterior de dimensiones nuevas, y que en la lucha contra la Liga de Smalkalda pudo llegar a contar con una infantería de cincuenta y un mil hombres, sumados los tercios españoles, italianos y alemanes, una caballería de otros diez mil doscientos y un tren de artillería de cuarenta y ocho piezas, lo que suponía un total de unos sesenta y cinco mil soldados. Pero en 1552 llegó a reunir ciento nueve mil en Alemania y otros veinticuatro mil en Lombardía, ello sin contar con los hombres del ejército interior, de los que luego hablaremos, y los de guarnición en Italia. En todo caso, se puede suponer que, como media, el ejército imperial en Europa pudo disponer de unos ochenta mil hombres.


    De ninguna manera se ha tratado aquí de esbozar, ni aún mínimamente, la composición y características del ejército exterior de Carlos V. Tan solo se ha pretendido con estas breves pinceladas llevar al ánimo del lector una primera impresión del incremento exponencial del gasto que el mantenimiento de una fuerza como esta exigía a los nuevos estados, y, en concreto, a la capacidad financiera del Emperador.


    Adelantando aquí importes que se mantuvieron durante el siglo XVI y aún, con variaciones, en el XVII, vamos a hacer mención de uno de los capítulos de gasto más importantes para la administración militar de la época, el de las pagas.


    Los sueldos partían de un importe base al cual se le podía añadir otra cantidad denominada ventaja, que estaba justificada por la mayor o menor responsabilidad derivada del empleo o grado del que la disfrutaba, o bien de la mayor o menor dureza de su función (por ejemplo el peso del arma o de la armadura, el coste de la munición y la pólvora, etc.). Existían también determinadas cantidades atribuidas no directamente al individuo sino a la unidad, y que podían ser distribuidas por el capitán general a propuesta de los capitanes de compañía en razón, sobre todo, de la antigüedad de algunos individuos. Esta nueva ventaja, denominada ordinaria, era abonada por el pagador con el visto bueno del veedor y del contador correspondientes. No era de cuantía significativa, puesto que las ventajas ordinarias del tercio podían ser de unos 500 escudos y las de una compañía no superaban los 30 o 40, que, repartidos, suponían para los beneficiarios no más de entre uno y tres de sobresueldo. Aunque no fueran muy usuales, existía también la posibilidad de recibir alguna ventaja particular, a conceder también por el capitán general o, incluso, por el rey, teóricamente por la mayor entrega de un soldado, por su hazaña en una determinada contienda o por cualquier otra razón. En todo caso se trataba de una concesión puramente discrecional.


    Todos estos elementos hacían variables los ingresos de unos u otros individuos, cosa que también puede comprobarse en ocasiones respecto de la diversidad de ventajas o complementos concedidos en razón de la nacionalidad del tercio. La peor pagada era la infantería italiana, mientras que la alemana exigía recibir retribuciones más sustanciosas. No obstante, a título indicativo, y por ser los más usuales, cabe señalar algunos sueldos cifrados en escudos, equivalentes cada uno a 350 maravedís, aunque la paga física de las tropas solía hacerse en distintos tipos de monedas de plata. Téngase en cuenta también que desde 1537 el ducado fue sustituido por el escudo, pasando aquel a ser mera moneda de cuenta:
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    A este sueldo se le añadía la ventaja correspondiente, que, por ejemplo, para el maestre de campo suponía otros 40 escudos por ser capitán de su propia compañía. Si descendemos a contemplar los sueldos y ventajas de los componentes de esta, obtendríamos, incluyendo ventajas, los siguientes importes, también en escudos:
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    Sin embargo, estas cantidades no significaban un haber en mano equivalente, puesto que parte del sueldo se entregaba en especie, computándose como tal el pan de munición y, en ocasiones, cierto vestuario.


    En cuanto a la caballería sus sueldos eran superiores a los de los infantes, dado que tenían que disponer de montura, equiparla y mantenerla. En sus retribuciones se incluían las raciones para pienso de los caballos, según el empleo. Los capitanes de la caballería ligera cobraban 40 escudos mensuales (14.000 mrs.), los tenientes 15, los alféreces 10 y los soldados cuatro y medio. La caballería pesada de hombres de armas gozaba de unos emolumentos superiores. Por último, la artillería, normalmente compuesta por un capitán y unos treinta artilleros, más los auxiliares a que ya nos hemos referido, tenía asignados sueldos específicos. El capitán cobraba 50 escudos al mes, y las retribuciones de los artilleros eran fijadas por el capitán general. Un único ingeniero ganaba 12 escudos.


    Junto a estas fuerzas empleadas en las campañas exteriores existía otro ejército acantonado en la Península cuya columna vertebral estaba formada por las Guardas. Una proporción menor estaba constituida por las tropas que en España y en Italia guarnecían castillos y fortalezas. Estas integraban una red en la frontera pirenaica, que poco a poco se fue reforzando (Salsas, Rosas, Perpiñán, Fuenterrabía, Pamplona, etc.). Estaban también las plazas fuertes del norte de África, igualmente en expansión, las guarniciones de Cerdeña y Mallorca, otras en Cataluña y Valencia, y, sobre todo, la estructura defensiva del reino de Granada que, de una u otra forma, seguía manteniéndose.


    Hasta la reforma de 1525 las Guardas aún habían sido objeto de una atención preferente, pero, sobre todo a partir de 1536, el interés se desplazó definitivamente hacia el ejército exterior, y aquellas se fueron convirtiendo en un ejército residual, y casi como una reliquia de tiempos pasados. Al comienzo del reinado, en 1519, la nómina de las Guardas incluía 744 hombres de armas y 304 lanzas jinetas, pero a la hora de la verdad, cuando el Emperador hubo de enfrentarse con las Comunidades de Castilla, solo respondió a su llamada la mitad del contingente. Luego esta nómina se incrementó significativamente. En 1525 se decidió dar una forma definitiva a este cuerpo, pequeño si lo ponemos en relación con el ejército exterior, pero prácticamente único en un ámbito territorial ya pacificado después de las campañas contra las Comunidades y Germanías. La Ordenanza de 1525 dispuso un recorte de los efectivos con objeto de ahorrar gastos. Preveía reducir los 1.850 hombres de armas existentes entonces en la plantilla de las Guardas a solo 1.020 y los jinetes de 1.122 a 640; hacía también determinadas variaciones en las fuerzas de infantería que guarnecían las fortalezas en las fronteras y en los sueldos de otro personal, en algunos casos incrementándolos. El resultado de todo ello era reducir el montante de gasto de 299.686 ducados y 112 mrs., dejándolo en 200.680 ducados y 125 mrs., un importante recorte de un tercio del gasto. Si tenemos en cuenta que las rentas ordinarias de Castilla hacia 1523 eran de 993.000 ducados, de los cuales solo la nómina de las Guardas suponía alrededor del 30 por ciento, esta reducción significaba liberar una proporción considerable de las citadas rentas.


    Dicha nómina fue cambiante a lo largo de los sucesivos reinados y, por lo mismo, su coste para la Hacienda castellana. No obstante, haremos algunas referencias que nos puedan servir para tener una idea de lo que aquella significó dentro del volumen total de la financiación militar.


    En 1532 Nicolás Tiépolo, embajador de Venecia en la corte del Emperador, envió a la Serenísima una Relación con un informe sobre las tropas y recursos con que contaba Carlos V. A pesar de la extensión de la cita, parece conveniente transcribirla por ofrecernos datos preciosos de primera mano:


    



    «Tiene á sueldo Su Majestad decía Tiépolo para su guardia continua cien arqueros, a los cuales da ochenta ducados al año por cabeza; cien alabarderos castellanos y ciento alemanes, a cada uno de los cuales paga cuarenta y ocho ducados al año; de modo que las pagas de todos estos, sin las provisiones de los Jefes, ascienden a 17.600 ducados.


    Además tiene cien nobles que le siguen constantemente y hacen el servicio de hombres de armas, proporcionándole, quien cuatro, quien ocho y quien diez caballos. Estos nobles tienen doscientos ducados a lo menos de provisión anual cada uno, y son en su mayor parte señores y caballeros; estas provisiones no bajan de 20.000 ducados al año.


    Paga también algunos que se llaman escuderos de acompañamiento, hasta el número de cuatro mil, los cuales sirven parte en clase de hombres de armas, parte como Caballería ligera, y no de continuo, pues se están en sus casas, obligados solo a cabalgar en las grandes necesidades de España (no se les puede hacer salir del Reino); pero los hombres de armas no cobran más que diez y seis ducados, y los jinetes ligeros doce ducados anuales por cabeza. Esta paga no se entiende de año en año sin interrupción; si bien cuando hay precisión de llevar la guerra fuera de España los sueldos crecen y disminuyen, porque, como su servicio es poco, y algunas veces nulo en muchos años, se les suele pagar tarde, llegando a debérseles ya ocho, ya diez pagas; sin embargo de lo cual, se encuentran satisfechos por el título de tener vasallos y por ciertas otras preeminencias. Pagándose, como también sucede cuando no hay guerra exterior, suben estos gastos respecto de los hombres de armas, en número de dos mil y quinientos, a 40.000 ducados; y respecto de los jinetes ligeros, en número de mil y quinientos, a 18.000 ducados; total, 58.000 ducados anuales.


    Además de la supradicha gente, tiene para custodiar las fronteras del reino de Navarra contra Francia dos mil infantes, aunque no tan bien pagados como lo estarían si salieran de España a servir; sin embargo, entran en estos voluntariamente soldados experimentados; Jefes de partida y Capitanes, cuando vuelven a sus casas después de alguna guerra; pues aunque el sueldo es corto se entretienen de este modo en algo, sacándose de ellos luego, en las necesidades de la Guerra, Capitanes y Jefes de escuadra u otra especie de hombres de mando. Los Capitanes de estos soldados de a pie son en número de sesenta, veinte de los cuales están obligados a permanecer siempre en la Corte; los infantes perciben de sueldo cerca de dos ducados, y los capitanes cerca de 11 al mes; importando, por consiguiente, el de los primeros 48.000, y el de los segundos unos 8.000 al año; total 56.000 ducados.


    Añádanse a los precedentes mil hombres de armas, mil caballos ligeros y seiscientos rocines para la misma custodia de las fronteras y otras necesidades de la guerra; porque se sirve también de ellos en las guerras fuera de España, como ha sucedido en las últimas de Italia, y según las necesidades se aumentan o se disminuyen. Da a los hombres de armas ochenta ducados anuales por cabeza, a los caballos ligeros cincuenta ducados y a los rocines cuarenta.


    Los Capitanes de esta gente no parece que disfrutan de ninguna provisión, o a lo menos es poco estable; sirven halagados por la esperanza, pues cuando llevan dos o tres años de servicio, Su Majestad señala a uno dos, a otro tres, a otro cuatro, seis, diez ducados o más de renta al año. El sueldo de esta gente compone al año verdaderamente, sin contar la provisión de los Capitanes, un total de 154.000 ducados».


    



    Esto por lo que se refiere a las tropas en España, pero, refiriéndose a las que tenía en Europa y a su financiación, dice:


    



    «En Alemania, de los subsidios que de tiempo en tiempo, según las necesidades, se piden, suelen pagarse todos los hombres de armas y arqueros que el Emperador mantiene en aquellos Estados suyos y hacerse además todos los gastos de las guerras que se originan en tales países [], de modo que aquellos Estados, sin ningún otro desembolso del Emperador, han sobrellevado solos todo el peso de los gastos. El Emperador se sirve de tales tropas, no solo en las necesidades de la guerra de Flandes y de los Estados limítrofes, sino que, en caso de no hallarse éstos molestados por la guerra, las lleva a otros puntos; ejecutando lo propio con el dinero, el cual emplea a su voluntad en los sitios en que la necesidad más le apremia. Para estos gastos hechos en las guerras, tanto propias como en otras provincias, aseguran los Flamencos que su majestad ha sacado de aquellos Estados suyos, desde que marchó a España, una gran cantidad de oro, difícil de creerse por exceder de seis millones». Luego hacía referencia a los sueldos de estas tropas: «Los hombres de armas cobran 128 ducados anuales por cabeza, y los arqueros 60, que componen un total de 74.400 ducados al año. El Capitán General tiene de asignación 3.000 ducados anuales, y todos los demás Capitanes 1.500, inclusas las asignaciones de los jefes de los arqueros, que son puestos y pagados por su respectivo Capitán; ascendiendo el total a 10.500 ducados al año. El duque de Güeldres, además de esta provisión, cobra del Emperador la pensión anual de 20.000 ducados, con la cual suman las anteriores partidas 104.900 ducados anuales».


    



    Y resumía así las fuerzas del Emperador en 1532 «a su sueldo ordinario»: Mil lanzas en España, seiscientas en el Reino de Nápoles, que suman en total, sin la guardia de sus doscientos nobles y sin los del acompañamiento, mil novecientas lanzas ordinarias.


    Hasta aquí el informe Tiépolo referido a las fuerzas de tierra. Resumiendo sus cifras resulta que Carlos V hacia el ecuador de su reinado dispondría de una guardia de 400 hombres, 4.000 escuderos de acompañamiento, 2.000 infantes en la frontera con Francia y 2.600 de caballería. En total 9.000 combatientes para el ejército de tierra en la Península. A ello añadía, como fuerza permanente, 600 lanzas en Italia, 800 caballos ligeros en Nápoles y 600 en Flandes, y una infantería italiana entre Sicilia, Nápoles y Lombardía no inferior a 10.000 hombres.
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    Teniendo en cuenta que el ducado de oro equivalía a 375 maravedís o a 11 reales de plata, el importe total en maravedís sería de 114.600.000 mrs. Martínez Ruiz y Pi Corrales, que estudiaron con detenimiento las Guardas y, en general, el ejército interior, dan como importes de las pagas anuales del mismo, referidas, al parecer, a 1529, los siguientes:
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    Ello suponía un gasto anual del ejército interior hacia 1529 de 142.791.250 mrs., y, si tenemos en cuenta que en el total de Tiépolo (hacia 1532) no figuran las provisiones de los capitanes de la caballería, jefes de la Guardia, etc., y no sabemos si incluía la artillería, a la que no hacía referencia, tal vez no sean muy distintas las conclusiones de ambos cálculos. Además, hay que tener en cuenta que después de la victoria de Pavía, Carlos V licenció a parte de las Guardas para aliviar el presupuesto. Este sería el importe fijo de los sueldos de las tropas permanentes en España en periodo de paz.


    Pueden observarse diferencias importantes entre las pagas que recibían las tropas de la Península y las asignadas al ejército exterior. Por ejemplo, haciendo las conversiones de ducados y escudos a maravedís, mientras que un capitán de infantería recibía en España unos 50.000 mrs. al año, el de un tercio recibía 168.000. Una pica seca cobraba en España 9.000 mrs., mientras que en el tercio 12.600. Y las diferencias eran aún mayores si hablamos de un piquero coselete o un arcabucero; este último devengaba al mes en España 1.000 mrs., mientras que en un tercio recibía 2.100. Aparte de menores retribuciones, las tropas peninsulares sufrían continuos retrasos en recibir sus pagas. Si tales retrasos, como veremos, fueron también cosa ordinaria en el ejército de Flandes, en España se multiplicaban exponencialmente. Era más urgente atender a las pagas de un ejército de operaciones, en el que una revuelta por razón de sueldos podía dar al traste con una campaña, que atender a las de unas tropas en un territorio en paz.


    Las Guardas eran unos efectivos particulares del reino de Castilla. El de Aragón no llegó a tener en ejército propio más allá de unos efectivos de cuantía minúscula. A pesar de las solicitudes del Emperador para conseguir su colaboración militar, Aragón, siguiendo su tradición medieval, se mostró siempre poco propicio tanto a disponer de unas tropas particulares como a que las castellanas pasasen a su territorio. Sus Cortes se contentaron en todo caso con ofrecer alguna ayuda económica y algunos hombres cuando vieron amenazadas sus fronteras. Durante las hostilidades con Francia de 1521 llegaron a reclutarse allí 55 hombres de armas, y a aprobarse la concesión de 528 ducados para sueldos de la tropa. En 1528 las Cortes aprobaron un servicio extraordinario de 200.000 libras jaquesas con el mismo objeto. Luego, en 1536 Zaragoza se comprometió a enviar durante cuatro meses 200 lanzas jinetas para las campañas en el norte de África. También en posteriores convocatorias de Cortes Carlos V reclamó la entrega de las subvenciones que le correspondían por fuero, aunque parece que no llegaron a recaudarse las 51.964 libras jaquesas previstas.


    Con las cantidades que recibía de sus diversos estados, además de a los sueldos había que atender a gastos de provisiones y de obras. A título de ejemplo, conviene recordar que durante los primeros años del reinado, la invasión francesa de Guipúzcoa y Navarra exigió contratar un abastecimiento a las tropas que contuvieron aquella de 114.999 fanegas de trigo, 148.695 de cebada, 45.000 cántaras de vino, 594 arrobas de queso y 284 de aceite.


    El tercer componente del ejército imperial era la marina. Si en el ejército de tierra el elemento principal era el hombre, en la marina lo eran los vasos, las naves, por más que estas hubiesen de ser manejadas por marineros y defendidas por soldados. En este sentido cabe decir que Carlos V no dispuso de una marina de guerra propiamente dicha, toda vez que esta no estuvo constituida por naves expresamente construidas para la guerra, y buena parte de las que se emplearon con tal fin tampoco eran propiedad de la Corona. La mayoría eran embarcaciones que podían desempeñar actividades mercantiles, y que, ocasionalmente, se artillaban y aprestaban para funciones militares. Naves que se arrendaban a sus propietarios, eran objeto de asientos o, inclusive, eran requisadas ante necesidades urgentes.


    Su despliegue tenía lugar en tres áreas diferenciadas, por más que circunstancialmente pudieran operar en alguna distinta de la que les era usual. Eran las armadas del Mediterráneo, del Atlántico y la, aún embrionaria, del Cantábrico y mar del Norte. El ámbito mediterráneo había sido ya durante la Edad Media un escenario tradicional en el que las naves musulmanas y las de los diversos reinos y ciudades cristianas se habían enfrentado con regularidad. Dejando a un lado Nápoles, Sicilia y Cerdeña, el Emperador disponía de una serie de presidios y recintos fortificados en la costa africana: Melilla (desde 1497), Mazalquivir (desde 1505), Orán (desde 1509), el Peñón de Argel (entre 1510 y 1529), Bugía (desde 1510), Bizerta y La Goleta (desde 1535) y Trípoli (desde 1510), entre otros, además de las intentonas, fracasadas al fin, contra Argel. Todo ello convertía las aguas del Mediterráneo occidental en un ámbito estratégico fundamental para las armas imperiales frente al turco y los piratas berberiscos.


    En ese entorno mediterráneo y del Estrecho operaban tres escuadras, todas ellas de galeras. En primer lugar la del reino de Granada, que era la única propiamente real en tanto que la mayoría de sus naves pertenecía a la Corona y era sufragada por ella. Recorría la costa del reino granadino y la del norte de África, aunque podía ser enviada allá donde sus servicios se considerasen necesarios. No se desmantelaba en invierno, pero fue disuelta en 1529 por la pérdida de la mayoría de sus galeras en combate. Otra era la de España o Guardacostas de Andalucía, que operaba desde 1530 en primavera y verano con la misión de proteger la llegada de las naves de la Carrera de Indias de los ataques de posibles corsarios. No era armada real, dado que, siendo su misión la de proteger el comercio, estaba mantenida por los comerciantes del Consulado sevillano. Finalmente, en ocasiones se aprestaba una tercera escuadra, la de Levante, con tan solo tres o cuatro galeras para proteger las costas de su nombre de los ataques corsarios. Además de estas escuadras que recorrían el litoral peninsular estaban la de Andrea Doria (que en el siglo XVII pasó a llamarse de Génova), con unas 15 o 20 galeras financiadas por la Corona, la de Sicilia, con otras 10 galeras sostenidas por la Hacienda de este reino, y la de Nápoles, con un número de entre 20 y 30 mantenidas por el reino de Nápoles.


    Volviendo a la Relación del embajador Tiépolo, este refiere así la marina del Emperador:«Acostumbra a tener siempre a su servicio nueve galeras a lo menos; pero hoy tiene doce, las cuales no le ocasionan el gasto que un número igual irrogaría a Vuestra Serenidad [se refiere al Senado de Venecia], pues están armadas en su mayor parte de forzados, y no todo el año; sin embargo, cada una le cuesta anualmente 3.500 ducados (y otro tanto da a los Capitanes de cada una por su sueldo, sin más gasto suyo, excepto en lo que corresponde a los cascos de las galeras, que entrega provistas de armas, cañones y municiones de guerra, hallándose obligados los Capitanes a restituirlas en el mismo estado, a no ser que hubiesen perecido impensadamente o combatiendo con los enemigos); lo que hace un total de 42.000 ducados. Paga, por último, de las mismas rentas las quince galeras de Andrea Doria, dándole por todo gasto, incluso su provisión, 6.000 ducados por galera, que cobra sin el menor retardo en Barcelona. Pero además de esta asignación tiene otra de 6.000 ducados, hasta proveerle de un Estado que se le ha prometido en el reino de Nápoles, capaz de suministrar una renta equivalente, de manera que asciende el total a 96.000 ducados anuales».


    Resume luego que entre las galeras de España, las de Sicilia, las de Nápoles y las de Andrea Doria podían suponer treinta y cinco galeras armadas. Y termina diciendo el embajador, refiriéndose tan solo al ejército y la marina de España y el Mediterráneo: «Estos son todos los gastos notables que puede calcularse verifica ordinariamente el Emperador de sus rentas de los Reinos de España, que importan por sí solas 689.600 ducados». Larga cita la de Tiépolo, pero importante para iluminarnos sobre los efectivos de Carlos V y sus costes en el año al que aquel se refiere.


    El descubrimiento del continente americano y el inicio de un importante tráfico comercial con el mismo, que incluía la llegada a España de las cada vez más importantes remesas de oro y plata, daría lugar al nacimiento de un segundo grupo de escuadras para proteger dicho tráfico. Desde que en 1522 corsarios al servicio de Francia comenzaron a tratar de interceptar la atractiva ruta de las Indias, se vio la necesidad de defender los mercantes que la cubrían. Se recomendó que estos navegasen juntos, es decir, en conserva, para permitir en su caso una defensa más adecuada, algo que terminó haciéndose obligatorio cuando en 1543 se ordenó que los mercantes saliesen de España siempre juntos en dos flotas de al menos diez barcos cada una y con un arqueo mínimo de 100 toneladas cada uno, las que soltarían amarras en marzo y septiembre escoltadas por un buque de guerra, una con destino a Cartagena de Indias y Nombre de Dios, y otra a Santo Domingo. Una vez en el Caribe cada barco se dirigiría a su puerto de destino, mientras que el buque de guerra mantendría su vigilancia en la zona. Luego se reunirían todos en La Habana y regresarían a España de nuevo escoltados. Fueron estos los primeros pasos de la posteriormente famosa Carrera de las Indias que englobó el comercio y navegación entre España y sus colonias americanas hasta 1778, una ruta que solo en los años del reinado del Emperador transportó a la Península metales preciosos por valor, según Hamilton, de casi dieciocho millones de pesos, unos ocho mil millones de maravedís.


    La necesidad de proteger tan rico caudal de las apetencias de otros reinos llevó a la creación en 1522 de la primera armada de Indias, con el nombre de Guarda de la Carrera de Indias, en ese primer momento dotada de un solo barco redondo (nao, carraca, carabela o urca), que se armaba para el viaje; pero que pronto conseguiría una dimensión y estructura importantes en la segunda mitad del siglo. En 1550 esa escolta supuso un gasto de 50.000 ducados. Parece que fue Álvaro de Bazán quien empleó por vez primera en la Carrera de las Indias galeones de su propiedad, armados pero con destino al transporte de mercancías.


    Por último, la herencia imperial de los Países Bajos y el comercio con los puertos del norte de Europa habían abierto otra intensa ruta marítima que iba a cobrar singular importancia en el reinado de Felipe II como consecuencia de las especiales circunstancias políticas y militares que sobrevinieron en dicha área. Sería entonces cuando los circunstanciales navíos mercantes armados del Cantábrico sirvieran de matriz para la creación de una flota de protección hacia Flandes y el mar del Norte. En 1552 estaba Luis de Carvajal encargado de proteger la navegación mercantil hacia Flandes con una armada de diez naos y dos zabras, que sumaban 2.500 toneladas, con 450 hombres de mar y 1.600 de tierra.


    No obstante, conviene hacer referencia a la importante armada de unas 150 velas que se reunió en La Coruña con objeto de conducir y escoltar al aún príncipe Felipe para su matrimonio con la reina María de Inglaterra. Realmente, más que de una flota de guerra, se trató de mercantes buscados para la ocasión, muchos de ellos armados. Tal y como había ocurrido con la armada que llevó a Flandes a la hija de los Reyes Católicos, Juana, también ahora se embarcó infantería en número de 12.000 soldados, además de la guardia española y alemana , y 100 arqueros alemanes de a caballo. Solo el coste de la armada mientras estuvo amarrada en La Coruña ascendió a 410.000 ducados.


    También fue importante la armada que se organizó en Flesinga, sobre la base de las escuadras de Castilla y Guipúzcoa que allí estaban, para traer a España al Emperador una vez que este hubo abdicado. Supuso la reunión de unas sesenta naos gruesas, de ellas diecinueve flamencas y zelandesas.


    A pesar de todo lo dicho, reiteramos que Carlos V careció de una marina propia, con barcos construidos para la guerra y organizados específicamente con tal fin. Utilizó mercantes de una u otra procedencia, de unos u otros propietarios, contratándolos o requisándolos, armándolos cuando las circunstancias lo requerían y embarcando en ellos gentes de guerra.


    Todo ese aparato militar del Emperador que hemos venido esbozando, de dimensiones desconocidas hasta entonces, significó un coste descomunal al que había que hacer frente de una u otra manera. Aparte de las circunstanciales ayudas que el Emperador pudo recibir de otros reinos ajenos a su Corona para determinadas campañas, como las desarrolladas contra el Turco, y las pequeñas inversiones que pudieran hacer algunos de sus propios reinos en su defensa particular, es hora ya de adelantar aquí que el peso económico (y en buena parte también humano) de las empresas imperiales recayó sobre Castilla. Los subsidios de Nápoles, Sicilia, etc. no bastaban para el mantenimiento de unas tropas a las que, por otra parte, se debían considerables atrasos; y, por lo que se refiere a Castilla, las pagas de las Guardas, los gastos en la artillería, los abonos por acostamientos y tenencias, y los gastos de la corte y de los funcionarios, todos ellos fijos, superaban las rentas reales. Pero eran, sobre todo, las guerras exteriores las que suponían interminables gastos e inversiones extraordinarias.


    Siguiendo a Quatrefages, parece que el dispositivo militar en Italia entre 1524 y 1525, marco en que tuvo lugar la batalla de Pavía, suponía un coste mensual aproximado de más de 163.000 escudos (más de cincuenta y nueve millones de maravedís), pero, además, se adeudaba por pagas de las tropas y diversos préstamos la enorme cantidad de 972.531 escudos (340.385.850 mrs.). Cierto es que buena parte de esos gastos estaban financiados por el Papa, el rey de Inglaterra y varios titulares de señoríos italianos, pero, aún así, correspondió a Castilla hacer frente a un resto de 376.268 escudos (121.200.100 mrs.), cuando sus rentas totales no superaban en el mejor de los casos los 608.000 escudos (212.800.000 mrs.). Incluso teniendo en cuenta otros ingresos no ordinarios, como el oro y la plata de las Indias, un presupuesto de 1525 preveía unos gastos ordinarios de 407.525.000 mrs. frente a unos ingresos totales de 394.500.000 mrs. Un desfase al que había que añadir los gastos extraordinarios provenientes de la guerra.


    Los ingresos fijos o rentas ordinarias de la Hacienda castellana (alcabalas, tercias reales, almojarifazgos, etc.), que en 1549 rondaban los 493.300.000 mrs., se situaban en 1556, año de la abdicación del Emperador, en unos 510.000.000 (1.360.000 ducados). A ello había que añadir los ingresos no fijos (servicios ordinarios y extraordinarios, maestrazgos, remesas de Indias, etc.), que ese último año supusieron unos 711.000.000 mrs., sobre todo como consecuencia del progresivo incremento de valor de los metales preciosos recibidos. Así pues, en total Castilla teóricamente disponía anualmente de alrededor de 1.221 millones de maravedís (3,2 millones de ducados).


    Pero los gastos fijos también se habían ido incrementando con el tiempo. En 1555 el mantenimiento de las Guardas, aun después de algunos recortes, se cifraba en 67.500.000 mrs, a lo que había que añadir otros 86.902.500 de las tropas de guarnición en la frontera pirenaica, Baleares y los presidios africanos, 11.250.000 de la artillería, 25.125.000 de obras, y además los de la marina que montaban otros 170.625.000; en total 361.500.000 mrs. o 963.865 ducados. Bien es cierto que, en relación con estos últimos, y teniendo en cuenta que la flota de Guardacostas de Andalucía y las naves que acompañaban a las flotas de Indias estaban concebidas para la protección del comercio, se pensó desde un primer momento que sus gastos fueran sufragados por el impuesto de avería, una contribución que debían abonar los particulares, proporcional al valor de las mercancías que transportaban. También las escuadras de galeras de Sicilia y Nápoles se financiaban, como ya se ha dicho, por las respectivas Haciendas de esos reinos; pero la de Andrea Doria y otras galeras que no eran de propiedad real habían de ser arrendadas o sujetas a contratos de asiento, como refería Tiépolo. En todo caso, lo cierto es que en tiempo de paz los gastos del ejército y la marina, sin contar las tropas estacionadas en el ámbito europeo, ya se cifraban en las dos terceras partes (un 65,4 por ciento) de los gastos totales de la Corona castellana.


    A partir del importe de las rentas ordinarias de la Corona de Castilla, Carande obtuvo los remanentes, después de aplicar a aquellas las deducciones por los situados sobre las mismas y otras deducciones varias. El resultado fue que, entre 1527 y 1553, los situados supusieron entre el 52,92 por ciento y el 65,41 de las rentas ordinarias, y que si en 1527 de unas rentas ordinarias estimadas en 383.550.000 mrs. los remanentes solo importaban 166.930.000 mrs., en 1553, de unas rentas de 500.520.000 mrs. únicamente se podía disponer de 194.659.000 mrs.


    Los gastos en tiempo de paz no eran, sin embargo, nada al lado de lo que iban a suponer en tiempo de guerra. Después de explotar hasta el límite los recursos financieros de los Países Bajos, hubo que recurrir a las rentas de los reinos de Nápoles, Sicilia, y a las del ducado de Milán, pero sus aportaciones, cada vez menores, dieron lugar a que fuera Castilla, como venimos refiriendo, la que hubiera de hacerse cargo del peso principal de los gastos militares. Solo una campaña, como la del Danubio en el verano y otoño de 1496, de un coste total de tres millones y medio de ducados, le supuso a la Hacienda castellana más de dos.


    La contribución de otros reinos peninsulares era mínima. Aragón había intentado crear una Santa Hermandad propia que fue suprimida en 1510 y no se reavivó hasta 1570, en que se constituyó una pequeña fuerza de sesenta jinetes y doscientos arcabuceros. Felipe II intentó levantar allí un ejército real, pero finalmente no se llevó a cabo. Navarra solo disponía de una milicia con rasgos medievales de entre tres y cuatro mil hombres, que durante esta primera mitad del siglo XVI participó en algunos pequeños encuentros fronterizos contra los franceses; pero de forma permanente solo dispuso de las guarniciones de fortalezas y plazas fuertes en Pamplona y la zona pirenaica. Cataluña no tuvo nunca un auténtico ejército, y solo la defensa de Barcelona frente a los franceses en 1542-1543 la llevó a levantar una milicia eventual de poco más de cuatro mil hombres. A pesar de varios intentos del Emperador de introducir tropas castellanas en Cataluña para su defensa, esta siempre las rechazó, optando por sus propias milicias en momentos de peligro. Los subsidios votados por las Cortes de la Corona de Aragón durante el reinado de Carlos V, y de los cuales ya se han adelantado más arriba algunas cifras, fueron fijados por Artola en libras de cada uno de sus reinos por un total de 420.000 Aragón, 1.596.000 Cataluña y 660.000 Valencia.


    No se convocaban Cortes en cualquiera de sus reinos sin que el monarca dejara de hacer patentes sus apuros y sus deudas «demandando dineros y llorando lástimas». En las Cortes de Monzón de 1537 Carlos V hubo de reconocer ante los representantes de Aragón, Cataluña y Valencia la penosa situación de sus finanzas:«y mis rentas reales no han sido bastantes, ni la ayuda y servicios que me hicieron los reinos de Nápoles y Sicilia, ni los de Castilla, ni los de esta Corona, ni el subsidio eclesiástico, ni otras muchas cosas de que me he valido; pues sin embargo de todo esto, ando siempre envuelto en cambios y asientos, de los cuales corren grandes intereses, y para pagarlos necesito de considerables sumas». No obstante, las Cortes castellanas seguían pidiéndole que se dejara de guerras exteriores «porque no lo consienten el estado de los pueblos».


    Sin embargo, en una persistente caída hacia un definitivo derrumbe financiero, hubo que buscar fórmulas para hacer frente a los crecientes gastos militares. Se recurrió a embargar muchas de las partidas de metales preciosos que recibían de América los particulares, a meter mano en los depósitos de la Casa de Contratación, a la venta de dignidades y oficios, y a la de tierras de las Órdenes Militares. Las remesas de Indias habían pasado de un valor de 170.668.160 mrs. en 1517 a 1.015.823.856 en 1556, cifras aún pequeñas si se las compara con las de la segunda mitad del siglo. En todo caso esto no era sino una gota de agua en la catarata de gastos. No hubo más remedio que recurrir al crédito, algo, por otro lado, no novedoso. Se necesitaba dinero, y no en cualquier momento, sino frecuentemente con urgencia; no cabía esperar a cobrar las rentas o a la incierta llegada de las flotas americanas. Además, se requería que ese dinero apareciese depositado en los diferentes escenarios en que se debatían sus ejércitos, y el traslado del efectivo monetario no era fácil; resultaba más práctico acudir al mecanismo financiero de las letras de cambio, transfiriendo los créditos y su pago a los mercados de Amberes, Brujas o Milán.


    Para eso estaban los banqueros genoveses, flamencos, españoles y, sobre todo, los alemanes Fugger y Welser. Se empezaron a firmar préstamos a corto plazo, los famosos asientos, que permitían disponer de efectivo rápidamente y en las plazas que se desease, evitando así que el malestar de las tropas por el atraso en las pagas llegase a mayores, como había ocurrido con los lansquenetes alemanes en la campaña de Nápoles de 1528. Los hombres de negocios jugaban con los beneficios que les reportaban las tasas de cambio del crédito contratado en una determinada moneda y su abono en moneda de otro país. Además, el riesgo que contraía el prestamista se compensaba con una determinada comisión, lo que no excluía que se fijasen intereses del 12 e incluso del 14 por cien para el caso de que el préstamo no fuese reintegrado en el plazo previsto. Como garantía de la devolución de los capitales prestados se establecía una fianza o situado, en virtud de la cual dichos capitales con sus intereses podrían ser cobrados con algunas de las rentas ordinarias de la Corona o con las remesas de metales procedentes de América. Habitualmente el asiento conllevaba otra ventaja para el prestamista, consistente en la autorización para sacar moneda de oro o de plata fuera de España (licencia de saca), algo normalmente prohibido.


    La frecuente imposibilidad de atender al pago de la deuda en el plazo marcado llevó a algo que tampoco era nuevo: la transformación de la deuda a corto plazo (deuda flotante) en otra a largo plazo o perpetua (deuda consolidada) a través de los juros transmisibles por herencia (juros de heredad), mediante los cuales el rey se comprometía al pago de una tasa de interés determinada, situada sobre una determinada renta de la Corona. También se llegó a vender juros, en este caso normalmente redimibles (juros al quitar) para obtener rápidas cantidades. Los juros importaban en 1541, según Garzón Pareja, el 36,6% de las rentas ordinarias, en 1542 el 65,3%, en 1543 el 65,4%, y luego nunca se descendió del 59,9 %. Las operaciones de asiento recogidas por Carande para el reinado de Carlos V indican haber recibido entre 1520 y 1556 préstamos por importe de 28,8 millones de ducados, pero su devolución con las comisiones suponía el pago de 38 millones con una prima media del 31,7 %, al tiempo que los ingresos de la Hacienda de Castilla durante el mismo periodo de tiempo no pasaron de los cincuenta. Aun restando de los 38 millones los 10,4 recibidos de América en metales preciosos, quedaban otros 27,6, que repartidos en los treinta y siete años referidos daban lugar a tener que devolver en cada uno de ellos 706.945 ducados, un importe superior a la suma de los ingresos ordinarios y extraordinarios.


    Deudas que se sumaban a otras anteriores en un proceso imparable, lo mismo que ocurría con los intereses, cada vez más elevados. Entre 1520 y 1532 le fueron concedidos al Emperador préstamos por importe de 5.379.053 ducados a un interés del 17,65 por ciento. De 1543 a 1551, los empréstitos sumaron 8.397.616 ducados; y en solo cuatro años, de 1553 a 1556 se llegó a 9.653.869. Pero lo significativo es que los intereses ya eran desde 1543 a 1551 del 27,86 por ciento, y de 1552 a 1556 del 48,81. Sobre todo fueron los banqueros genoveses los más exigentes, tanto por lo que respecta a la elevada tasa de sus intereses, como por sus requerimientos de licencias de saca.


    El continuo incremento de los gastos derivados de la campaña de Argel (1542), de las de Francia (1543-1544) y de las centroeuropeas (1546-1547), muy superiores a la suma de los ingresos extraordinarios, dieron lugar a una utilización cada vez más continua de todos esos recursos, lo que a su vez derivó en que las rentas de la Corona de varios años estuviesen ya comprometidas con antelación. La reanudación de las hostilidades con Francia en 1551 terminó de llevar a la Hacienda real a una situación imposible. Lynch nos da cuenta de una carta de la princesa Juana dirigida a su padre el Emperador en 1554, en la que le da cuenta de la situación de la Hacienda: «además de que el dinero cuesta ya el 43 por 100 [], después corre el interés de la dilación de la paga a 14 por 100, y como las consignaciones son de hoy a tres, cuatro, cinco y aún seis años todo viene a montar tanto que los 339.000 escudos que ha tomado el embajador de Génova, en estos postreros asientos, cuestan 898.000, poco más o menos, y con este desorden y exceso se pierde tanto que no hay hacienda para sufrirlo». Ese año solo los juros reconocidos suponían 14.420.536 ducados y los réditos anuales 329.329.000 maravedís. Ya desde 1542 los ingresos eran incapaces de enjugar una deuda que en 1554 alcanzó los 4,5 millones de ducados (más del doble de los ingresos ordinarios en el mismo año), generando unos intereses imposibles de asumir. Nada tiene, pues, de particular que en 1557, un año después de la abdicación del Emperador, pero aún en vida del mismo, se hubiese de declarar la bancarrota de la Hacienda, mediante la transformación obligada de una deuda de casi siete millones de ducados en nuevos juros.


    Las finanzas militares de Felipe II


    A pesar de la inicial pretensión de Felipe II de racionalizar los gastos y contener la deuda, lo cierto es que todo lo referido para el reinado de su padre se vio multiplicado en el del hijo. Hay que reconocer que tampoco las circunstancias facilitaron la consecución de aquellos buenos deseos. Si la política imperial y de defensa de la fe católica condicionó el casi permanente estado de guerra de los ejércitos de Carlos V, la voluntad de conservar los estados heredados del emperador, la aún mayor intransigencia en la defensa de todo lo referido al ámbito religioso y la necesidad de proteger los indispensables caudales que ahora recibía del Nuevo Mundo, llevaron a Felipe II a una actividad militar cuyo volumen superó incluso a la de la de su padre.


    También los cuarenta y dos años que duró el reinado de Felipe II fueron de constantes luchas: contra el Papa y contra Francia entre 1557 y 1559; una participación en las guerras civiles de Francia entre católicos y hugonotes, que derivó también en intervención militar; el peligro turco que dio lugar a la creación de una Liga Santa entre 1571 y 1572 y al famoso enfrentamiento naval en aguas del golfo de Lepanto; el episodio de la Gran Armada como consecuencia del apoyo sistemático del Isabel I de Inglaterra a los rebeldes de los Países Bajos; y, ya en el interior de la Península, las posteriores acciones militares inglesas en las costas españolas entre 1589 y 1596, la rebelión de las Alpujarras (1568-1571), el movimiento de un ejército para la incorporación de Portugal a la Corona de Felipe II (1580-1581), y las alteraciones de Aragón (1591). Pero, por muy importantes que fueran todas esas acciones bélicas, algunas de las cuales, como las de Lepanto y la Armada Invencible, han dejado huella en la memoria popular, nada puede compararse con lo que supuso la sublevación de los Países Bajos y el continuo enfrentamiento militar sin apenas pausa entre 1566 y 1609, ya en tiempos de Felipe III. Fue esta última una guerra agotadora librada lejos de las fronteras españolas, y en la que participaron efectivos españoles, napolitanos, milaneses, valones y borgoñones, todos ellos súbditos del rey de España, pero también alemanes, irlandeses e ingleses; una guerra en la que estuvieron presentes los tercios, singularmente en el decenio de 1567-1577, y luego bajo el mando de Alejandro Farnesio.


    En la segunda mitad del siglo XVI las Guardas seguían siendo, al menos en teoría, el elemento base del ejército peninsular junto con las guarniciones fronterizas, pero unas y otras cada vez más ajenas al interés del monarca, centrado en el desarrollo de los tercios a la vista de los conflictos en los escenarios europeos. «Las Guardas en palabras de Martínez Ruiz y Pi Corrales estaban mal dotadas, mal abastecidas, con efectivos incompletos y bastantes hombres no aptos para el servicio, males que Felipe II se propone remediar []. Sin embargo, hay razones para suponer que no se avanzó gran cosa». Si ya en la rebelión de las Alpujarras quedaron subsumidas dentro de un ejército levantado expresamente para sofocarla, la intervención en Portugal fue obra fundamentalmente de tercios organizados ex profeso junto con otras diversas unidades, aunque sí parece que aquellas participaron de forma destacada en la sublevación de Aragón.


    Encabezadas por un veedor general, al mismo tiempo director de las mismas y controlador de sus gastos, ya con Carlos V habían visto reducidos sus efectivos ante la necesidad de recortar aquellos y destinar los limitados recursos de que pudiera disponerse a las necesidades del ejército exterior. Martínez Ruiz y Pi Corrales nos ofrecen el siguiente cuadro de los sueldos anuales de las Guardas hacia 1593 fijados en maravedís:


    



    [image: 4-5.jpg]


    


    De acuerdo con lo anterior, y partiendo de unos efectivos de 900 hombres de armas, 200 jinetes, más sus jefes, auxiliares y personal administrativo, estiman un coste mensual de 11.897 escudos (11.103 ducados o 4.163.950 mrs.). Los sueldos de los hombres de armas se mantuvieron durante la mayor parte de la existencia de las Guardas en los citados 40.000 mrs/año, pero los de las lanzas jinetas que hasta 1573 eran de 22.000 mrs., pasaron ese año a los referidos 26.000.


    El persistente retraso en el cobro de las pagas hacía que el alojamiento y abastecimiento alimenticio de las tropas hubiera de recaer en primera instancia sobre los pueblos y los vecinos, teniendo posteriormente la Hacienda real que abonar a estos todo lo proporcionado por vituallas y ropa. Cuando un día a veces años después se abonasen las pagas adeudadas, todos estos conceptos adelantados por la Hacienda se deducirían de la soldada. También en caso de traslado a otro lugar, la prestación que los pueblos les hicieran de guías y carruajes debería ser abonado por la Hacienda.


    Junto a las Guardas, seguían operativas las guarniciones fronterizas, sobre todo las pirenaicas y las de los presidios africanos, a los que en 1564 se había incorporado el Peñón de Vélez. Solo estos últimos contaban hasta 1583 con unos 8.000 o 9.000 hombres, pero a partir de esa fecha llegaron a disponer de casi 14.000. Había también alguna tropa en las costas catalanas, pero realmente solo existía un aparato defensivo organizado en la de Granada y, en menor medida, en la de Valencia. También se constata alguna fuerza, aunque de poca entidad, en la costa cantábrica, y no más de 500 hombres en El Ferrol, La Coruña y Bayona.


    Los sueldos mensuales en escudos de esta infantería seguían siendo:
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    En definitiva, unas fuerzas permanentes endebles que hacían necesario el levantamiento de ejércitos circunstanciales cuando la ocasión lo exigía. Modesto Ulloa nos proporciona la siguiente información sobre las asignaciones anuales de fondos, en ducados, para las fuerzas permanentes de tierra en la Península (Guardas, guarniciones, algunas obras y fabricación de armas):
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    Si nos acercamos ahora al ejército exterior, entonces las cifras se disparan tanto por lo que se refiere a efectivos como a su coste. A partir de 1556 el problema fundamental con el que tuvo que enfrentarse Felipe II, y al que hubo de dedicar la mayoría de sus recursos, fue Flandes. Si en un principio el deseo de los flamencos se reducía a no verse sometidos a una administración extranjera, es decir, que se estaba ante una cuestión meramente política, pronto motivos religiosos se mezclaron con los políticos, y los problemas de simple orden público se tensaron hasta convertirse en guerra civil en unos Países Bajos divididos en buena parte por una frontera religiosa entre católicos y protestantes. Estos últimos, capitaneados por el príncipe Guillermo de Orange, pasaron a enfrentarse directamente con las tropas del duque de Alba. Comenzaba así una conflagración que obligó al monarca, y en buena parte a Castilla, a movilizar en esos territorios todas sus energías a costa de enormes sacrificios, al tiempo que poco a poco las relaciones con Francia y con Inglaterra se iban deteriorando. Un conflicto, el de Flandes, que no terminó definitivamente hasta la paz de Münster de 1648.


    Un término medio de 70.000 hombres fue el que englobó el ejército de Felipe II en aquellos territorios durante la mayor parte de su reinado. Frecuentemente eran movilizados en Castilla 8.000 hombres al año para cubrir las bajas producidas por licenciamientos, muertes y deserciones. Según Parker entre 1567 y 1574 unos 42.875 soldados salieron de España para combatir en Flandes y en Italia. Y sin embargo, como veremos, no fueron españoles los que nutrieron en mayor proporción los tercios y otras unidades. Al lado de esta sangría humana los costes de la guerra significaron una verdadera hemorragia para las Haciendas de la Monarquía Católica, especialmente para la castellana, pero también para la de Flandes.


    Aunque los sueldos de las tropas no sufrieron variación significativa durante el siglo XVI, manteniéndose los iniciales hasta 1634, y que en España la tendencia de los precios fue claramente alcista a causa de la llegada masiva del oro y la plata americanos, con un promedio anual de ascenso entre 1562 y 1600 del 1,3 por ciento, las tropas que combatían en Flandes se beneficiaron de la revalorización del escudo, que en 1590 pasó en aquellos territorios de su cambio anterior de 39 placas (principal moneda de cuenta en los Países Bajos) a 50 placas y luego a 57. Esto llevó a Parker a deducir un incremento en el valor del haber del soldado del 28 por ciento.


    Los efectivos que operaban en Flandes pesaron como plomo en el erario del segundo Felipe. A partir de una tabla elaborada por Parker en base a las muestras pasadas al ejército en determinados años, hemos resumido aquellos, y, aunque no disponemos de cifras completas para todo el periodo de la guerra en Flandes, entendemos que dicha tabla es suficientemente indicativa como para poder ser extrapolada para otros años.
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            Infantería
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            Sept. 1572

          

          	
            53.040

          

          	
            14.219

          

          	
            67.259

          
        


        
          	
            Dic. 1573

          

          	
            57.500

          

          	
            4.780

          

          	
            62.280

          
        


        
          	
            Marz. 1574

          

          	
            73.575

          

          	
            12.750

          

          	
            86.325

          
        


        
          	
            Ene. 1575

          

          	
            56.850

          

          	
            2.400

          

          	
            59.250

          
        


        
          	
            Feb. 1578

          

          	
            24.565

          

          	
            3.038

          

          	
            27.603

          
        


        
          	
            Sep. 1580

          

          	
            43.062

          

          	
            2.373

          

          	
            45.435

          
        


        
          	
            Oct. 1582

          

          	
            57.623

          

          	
            3.539

          

          	
            61.162

          
        


        
          	
            Abr. 1588

          

          	
            59.806

          

          	
            3.650

          

          	
            63.456

          
        


        
          	
            Nov. 1591

          

          	
            55.406

          

          	
            6.702

          

          	
            62.108

          
        


        
          	
            Fuente: Elaboración propia a partir de Parker (1972).

          
        

      
    


    


    



    Esas cifras incluyen una infantería compuesta durante ese tiempo por un 46,63 por ciento de soldados de los Países Bajos, un 36,57 de alemanes y tan solo un 12,60 de españoles, algo que incidiría sin duda en la nómina por el coste de los mercenarios extranjeros, siempre caros. El resto (solo un 4,20 por ciento) estaba formado por italianos, borgoñones y británicos. Y todos ellos integrados en tercios españoles e italianos y regimientos valones y alemanes.


    El otro componente del gasto era la logística. Cierto es que muchos de los gastos logísticos les eran también descontados luego a las tropas de sus pagas, pero igualmente lo es que para atender a los mismos en el momento preciso se requería disponer de un efectivo o de créditos financieros costosos que muchas veces la Hacienda tardaba en poder recuperar.


    La alimentación de la tropa era, junto con la paga, una de las principales preocupaciones de los jefes militares. Los frecuentes movimientos de aquella y lo dudoso de poder encontrar víveres suficientes en las etapas del camino, exigían tener previstos depósitos de vituallas, como los que el duque de Alba dispuso en Flandes estableciendo una vía fluvial de aprovisionamiento en lugares como Ámsterdam, Renen, Utrech y Vijck. Igual se requirieron a lo largo del Camino Español por el que discurrían los tercios enviados desde Italia. El proveedor general debía adquirir al precio de la zona enormes cantidades de víveres, pan, cebada y forraje. Un ejército en campaña de 30.000 hombres requería ahornar cada dos días 100.000 libras de harina para la fabricación de 45.000 libras de pan; y suministrar 30.000 libras de carne exigía el sacrificio diario de 1.500 cabezas de ganado ovino o 150 de vacuno (Parker).


    Aunque no existía una uniformidad para la tropa, y esta solía incorporarse al ejército con vestido adecuado, no era raro tampoco el que este hubiera de adelantar a algunos un equipo mínimo de camisa, jubón, casaca, calzas y zapatos, cuyo importe se iría deduciendo poco a poco del sueldo, o bien servía para compensar pagas aplazadas o como recompensa por méritos especiales. Y lo mismo cabe decir del armamento o de la munición y pólvora que gastaban los arcabuceros y mosqueteros.


    Apartado sumamente costoso era el del transporte, este sí a cargo totalmente de la Hacienda. No corresponde hacer aquí un relato del sistema logístico que hubo de emplearse durante la guerra de Flandes; únicamente decir que si en un principio se pudo utilizar el transporte marítimo, siempre más barato, atravesando el canal de la Mancha para arribar a los puertos de Flandes, a partir de 1568, con la sublevación del príncipe de Orange y el fin de la anterior alianza con Inglaterra, el mismo se hizo extremadamente problemático. Hubo que recurrir a la vía terrestre a través de lo que pasó a llamarse el Camino Español, una ruta que, desde el Milanesado y atravesando dominios de la Corona española o de príncipes amigos, alcanzaba los Países Bajos. Era la senda que habían de transitar las tropas, los transportes de víveres e impedimenta y los trenes de artillería en un tiempo de cuarenta y dos a cuarenta y cinco días de marcha, según el volumen transportado y la ruta seguida, a una velocidad media de veintidós kilómetros diarios. Solo el transporte de un tren de artillería requería un tiro de unos mil quinientos animales, y la harina, hornos y leña para un ejército de 30.000 hombres necesitaba 250 carros con sus tiros. Los caballos, mulas y bueyes de arrastre eran objeto de arriendo por los meses que duraba la campaña. Solo en los últimos años de aquella guerra se volvió a recurrir al transporte marítimo.


    A todos estos gastos había que añadir los de la fabricación o compra de armamento y pólvora, y, sobre todo, los de las piezas de artillería, algo sumamente caro. Era frecuente el deterioro o la pérdida del armamento individual en los campos de batalla y que, aunque ya sabemos que el mismo iba a cargo del soldado, hubiera de ser repuesto por la Corona sin perjuicio de su posterior descuento de las pagas. De ahí que esta se viera obligada a contratar suministros en bloque de dicho armamento y de pólvora. Quatrafages nos da cuenta, por ejemplo, de las compras aprobadas en 1572:


    



    - 15.000 arcabuces.


    - 6.000 morriones.


    - 15.000 picas.


    - 25.000 quintales de pólvora.


    Y en una segunda partida, también del mismo año:


    - 8.000 morriones.


    - 15.000 picas.


    - 27.000 arcabuces con accesorios.


    - 1.160 quintales de pólvora.


    - 20.000 espadas con accesorios.


    - 500 alabardas.


    - 500 partesanas.


    - 1.000 sillas de armas.


    Igualmente, con destino a Portugal:


    - 10.000 arcabuces.


    - 2.000 mosquetes.


    - 5.000 corazas.


    - 1.000 capacetes.


    - 3.000 morriones.


    - 15.000 lanzas de todas clases.


    - 5.000 picas.


    - 3.000 medias picas.


    - 400 dardos.


    Fuente: Quatrefages (1983).


    



    Pero también estaban las obras para levantar o mantener recintos fortificados en una guerra que, más que a combates en campo abierto, dio lugar a largos asedios. Al referirnos al desarrollo de la pólvora en la Baja Edad Media ya hemos hecho mención de que la nueva potencia de fuego había hecho inútiles los antiguos castillos y fortalezas. Se requería ahora edificar nuevas fortificaciones, más bajas y más sólidas, que permitiesen resistir los impactos de la artillería enemiga, y con plataformas que soportasen el peso de los cañones. Esto, junto con amplios fosos y parapetos adelantados, significó una revolución en el arte de la fortificación en el que Italia fue pionera, aunque pronto fue seguida por Alemania y los Países Bajos. Además de en los presidios africanos, esta segunda mitad del siglo XVI vio desarrollarse toda una red de nuevas fortificaciones en Flandes, lo mismo que en la costa americana.


    La atención a una logística tan amplia y tan compleja como la que venimos exponiendo, hizo cada vez más difícil su gestión por la propia Administración militar. En la última década del reinado de Felipe II se optó por lo que hoy llamaríamos externalización de dicha gestión, encomendando, por ejemplo, el aporte alimentario de las tropas a un proveedor privado que centralizase las compras, los pagos y el transporte de los víveres. Ello facilitaba las cosas a los oficiales administrativos del ejército al tener que tratar con un solo individuo. Es claro que para poder hacerse cargo de tal función este último tenía que gozar de una gran capacidad financiera y de personal que llevase a cabo las gestiones. En todo caso, con ese hombre de negocios debía la Hacienda militar formalizar el correspondiente asiento, que paulatinamente se fue convirtiendo en asiento mixto, es decir, que no solo tenía por objeto el suministro de víveres, sino también de ropas, armamento e, inclusive, en algunos casos de la pólvora y piezas de artillería. Para que el negocio fuera rentable debía pactarse por periodos de tiempo prolongados, retribuirse adecuadamente y asegurar el cobro de alguna manera. Estos asientos, ya usuales desde 1580 por lo que a la pólvora se refiere, comprendían medio siglo más tarde todo el capítulo de munición, armamento y pertrechos, cuya fabricación estaba ya en manos de particulares.


    Pasamos así, después de habernos asomado a los ejércitos interior y exterior, a la tercera pata del banco, a la marina, y al peso que la misma supuso para las arcas reales. Felipe II financió la construcción de mercantes de mayor porte que los usados hasta entonces, y en concreto de galeones, a fin de que en su caso pudieran ser reconvertidos en naves de guerra. Una armada de Flandes de 1567 incluía ya cinco galeones con una capacidad media de unas 200 toneladas y 15 marineros por cada 100 toneladas, número que las Ordenanzas de 1570 elevaron a 20, sin perjuicio de que en navegaciones peligrosas pudieran llevar hasta 50.


    En 1572 el duque de Medinaceli salió de Laredo al mando de una escuadra de diez navíos a sueldo del rey, que lo llevaban a Flandes para reemplazar circunstancialmente al duque de Alba y, al mismo tiempo, servir de protección a otros treinta navíos cargados de lana. En la expedición figuraban 1.263 soldados embarcados y una serie de piezas de artillería.


    Poco después, en 1574, Felipe II decidió formar en Santander una armada de 20 naos, 40 zabras y 40 lanchas con la que pretendía recuperar los puertos de los Países Bajos en manos de los rebeldes y reducir la piratería en el Canal de la Mancha, pero finalmente solo fueron cuatro naos gruesas y 22 zabras las que Pedro de Valdés pudo conducir a Flandes. Según Fernández Duro en 1576 solo quedaban en el Cantábrico como guardas de la costa dos naos, dos zabras y dos pinazas, sin perjuicio, eso sí, de una deuda de cinco millones de maravedís. Todo lo demás se lo habían llevado la peste y los temporales.


    La Armada de Flandes cobró carta de naturaleza sobre todo a partir de 1583, financiándose con una partida reservada de las subvenciones que España enviaba a Flandes, y, ya al final del siglo, con otra de 10.000 escudos que le asignó el archiduque Alberto para la paga y raciones de algo más de un millar de hombres que tripulaban las quince galeras que la formaban, cuya construcción en 1599 costó unos 20.000 ducados.


    Entre tanto, en el Mediterráneo continuaban las galeras tradicionales. Para la desgraciada expedición de 1559 a los Gelves, además de las escuadras pontificia, de Florencia, de Malta y sueltas particulares, la Monarquía Hispana participó con 16 galeras de Juan Andrea Doria, otras siete de la escuadra de Nápoles y diez de la de Sicilia. Para el sitio de Malta, en 1565 partió la escuadra de la Guarda del Estrecho, a la que se incorporaron en Cartagena 19 galeras y dos naves, y otras más en Palamós, hasta un total de 35 naves. Este sistema de aluvión para congregar naves con destino a una campaña concreta iba a continuar durante mucho tiempo; pero, en lo que aquí interesa, el coste de la mayor parte, fuera por construcción, arrendamiento, asiento, etc., recaía sobre las arcas del monarca católico.


    Así, para frenar la reacción del Turco después de la victoriosa jornada de Malta, mandó Felipe II la rápida construcción de 40 galeras en Barcelona, 20 en Nápoles, 15 en Sicilia y seis en Génova. Elevado coste, pero mayor si se tiene en cuenta que el mantenimiento anual de cada una de ellas suponía tanto como su construcción, cerca de 6.000 ducados, cifra que, según Casado Soto, en 1581 ya había ascendido a 15.000, teniendo en cuenta no solo la construcción, sino también la alimentación de los tripulantes, el trabajo de los arsenales y la administración de todo ello.


    Para la Liga que dio lugar a la batalla de Lepanto las escuadras del rey de España mandadas por Andrea Doria, Álvaro de Bazán y Juan de Cardona sumaban 45 naves. Según el autor antes citado, después de Lepanto el número de galeras de que en total disponía la Corona era de 146, muchas de ellas producto del botín de aquella batalla; pero aún en los años siguientes, y hasta 1592, las Atarazanas de Barcelona botaron más de treinta.


    Los problemas financieros impedían muchas veces al rey mantener bajo su administración directa unas escuadras permanentes, habida cuenta de que la defensa de las costas y el control de las comunicaciones en el Mediterráneo absorbía hacia los años 70 del siglo la mitad del presupuesto militar fijo de la Corona. De ahí que durante algunos años se optase por dar por asiento las escuadras de Nápoles y Sicilia. Estos costes llevaron a una relativa desatención de las escuadras mediterráneas durante los últimos años del siglo en favor de otras prioridades. Las galeras de la escuadra de España, que en 1590 se habían reducido a 35, en 1598 eran ya solo 20.


    Caso particular fue en 1588 la organización de la Gran Armada que pretendía hacer posible el desembarco en Inglaterra de una fuerza de invasión. Se requirió contar con 131 navíos, 20 carabelas y una serie de falúas, unos y otras de muy distinta procedencia, desde meros mercantes armados hasta las escuadras de galeras y galeazas mediterráneas, además de una abundante proporción de barcos destinados al avistamiento y comunicaciones, y otros al transporte logístico. Se armaba con 2.431 cañones, se servía de una dotación de unos 8.000 marineros y embarcaba cerca de 19.000 soldados. Pero de todo ello únicamente los galeones de Portugal, recientemente incorporada a la Corona de Felipe II, y los de Castilla eran naves propiamente de guerra. Al final, una expedición fracasada en la que se perdieron 63 naves.


    Por lo que se refiere a la ruta de las Indias, ya hacia 1580 la escuadra de Guardacostas, encargada de proteger el último tramo de dicha ruta antes de la llegada de los navíos a los puertos peninsulares, pasó a denominarse Armada del Mar Océano o de la Guarda de la Carrera de Indias, adquiriendo un carácter permanente, al que en 1594 el Consejo de Indias dio reconocimiento oficial.


    La creciente importancia de las remesas de metales preciosos desde el continente americano, así como la presencia de corsarios, llevó a que la protección del comercio entre ambas orillas del Atlántico se hiciera indispensable. La marina del rey se ponía al servicio de intereses particulares, pero realmente la mayor parte del tesoro que se recibía en el tornaviaje pertenecía a la Corona, beneficiaria también de los impuestos que recaían sobre las mercancías cargadas. Por otro lado, el impuesto de avería era el que seguía financiando los barcos de protección, los sueldos de la marinería y tropa y el armamento.


    Entre 1561 y 1569 se estableció un sistema que contemplaba la salida de dos flotas anuales, una hacia Tierra Firme y Nombre de Dios (la de Galeones), y otra hacia Veracruz (la Flota propiamente dicha), atendiendo así a los virreinatos del Perú y Nueva España. Cada una de las flotas debía ir escoltada por el galeón del capitán general y el del almirante, segundo jefe, además de incorporar otro navío, el Gobierno, mandado por el gobernador del tercio de infantería que debía atender a la protección militar de la navegación.


    Parece, pues, que fue el de 1570 el año en que por vez primera se emplearon galeones como escolta de las flotas, y fue hacia finales del siglo cuando se empezó a distinguir entre naves propiamente de guerra y los que eran meros mercantes armados. Su artillería osciló durante la segunda mitad del siglo XVI entre 34 y 40 cañones los navíos de escolta y unos 26 los mercantes.


    La llegada de las flotas cerca de las costas peninsulares era un momento especialmente delicado, dado que se sabía que venían bien pertrechadas de oro y plata, lo que era aprovechado frecuentemente por navíos corsarios; de ahí que esa área fuera especialmente vigilada por las galeras de la Guarda del Estrecho.


    También en las Indias se intentó organizar una armada del Caribe, financiada como las otras por la avería, pero durante el siglo XVI no fue nunca una armada permanente, y solo se pertrechaba cuando se tenía noticia de corsarios rondando por la costa. Sin embargo, la presencia de Drake y sus barcos, sus depredaciones costeras y su hazaña de penetración en el Pacífico a través del Estrecho de Magallanes dieron lugar a la creación de la armada del Mar del Sur para proteger a los navíos que transportaban la plata desde El Callao a Panamá. En 1588 disponía ya de cinco galeones y varias naves auxiliares, aunque formalmente no se constituyó como tal armada hasta 1591.


    Todo lo que se viene refiriendo deja entrever una marina importante que, al unirse con la de Portugal en 1581, hizo de la Corona de Felipe II la mayor potencia naval de su tiempo con un arqueo de unas 300.000 toneladas. De todas maneras seguía siendo una constante la utilización de toda clase de buques en las operaciones navales, y realmente los navíos propiedad de la Corona hacia fin de siglo no pasaban de ser entre 40 y 60 con una capacidad de 20.000 toneladas. El resto era producto de embargos o asientos.


    Ese enorme despliegue militar tenía como objetivo último la reputación de España y de su monarquía, porque, como pensaban los escritores políticos del siglo XVII, la habilidad diplomática era inútil si no estaba respaldada por la fuerza. Y esa fuerza fue desarrollada, como hemos visto, por hombres de orígenes muy diversos, súbditos de la Corona o simples mercenarios, pero cuyo elemento catalizador fueron vecinos del viejo solar ibérico, y muy singularmente castellano. Lo que de exaltación pueda haber en las palabras de uno de nuestros más brillantes historiadores, no desmiente la realidad que las mismas encierran. Dice Sánchez Albornoz al hablar de aquellas guerras de los siglos XVI y XVII, que en ellas


    



    «pelearon todos, desde el duque de Alba, grande de España, a Pizarro, guardador de puercos. Pelearon hidalgos y labriegos, pastores y burgueses, bachilleres y magnates, clérigos y pícaros, escribanos y caballeros. Pelearon los hijos de todas las regiones de España. Pelaron Garcilaso, Ercilla, Gutierre de Cetina, Baltasar de Alcázar, Cervantes, Lope de Vega, Calderón Peleó un pueblo entero sin distinción de clases, patrias, quehaceres, profesiones o riquezas. [] Pelearon sobre los Andes y al pie de los Alpes; en las llanuras del Po y en la altiplanicie mejicana; Junto al Tíber, frente al Papa, y junto al Mapocho, frente al Arauco; a orillas del Río de la Plata y del Danubio, del Elba y del Tajo, del Orinoco y del Escalda; en Pavía y en el Cuzco; en las Alpujarras y en las selvas amazónicas; en Túnez y en Amberes; en el golfo de Lepanto y en las costas de Inglaterra; en Navarino y en las Terceras; en la Goleta y en La Habana; en Argel y en Filipinas; en Lombardía, en Nápoles, en los cuatro puntos cardinales de Francia desde Provenza a Bretaña, desde las márgenes del Bidasoa a las del Marne, y desde el Rosellón a Normandía y en los Países Bajos, en Portugal, en África, en Alemania y en Irlanda Fueron decenio y decenios de duros y ásperos combates en los más variados y alejados campos de batalla, contra los más diversos pueblos y en todos los climas, culturas y mares de la tierra».


    



    Pero esa enorme aventura supuso una carga excesiva, aun para hombros robustos, como eran los de la Monarquía Hispánica, soportada sin detenernos en la coyuntura económica por las Haciendas de los diversos estados que la componían, aunque en muy distinta proporción, y por aquel caudal, aparentemente inagotable, que llegaba de América. En palabras de Chaunu, «sin América, el Imperio habría estallado».


    Porque era enorme el gasto que aquellos ejércitos de hispanos y de otros europeos, y aquellas campañas, originaban en servicio de una determinada política. Ningún otro estado de la época hubiera podido soportarlo, ni tan siquiera en parte. Para los soldados era estar presentes en España, en el corazón y en el occidente de Europa, en el Mediterráneo y en el Atlántico, en un inmenso mundo aún ignoto, y hasta en el Pacífico.


    Entrar en el tema del gasto es entrar, como siempre, en un terreno pantanoso y difícil. Hay que aceptar, por ejemplo, que los libramientos que conocemos de la Contaduría Mayor frecuentemente no se corresponden con lo realmente percibido por el pagador general del ejército de Flandes. Ciertamente aquellos fueron gastos reales de la Hacienda, pero no aclaran lo realmente gestionado por la tesorería de los tercios; hay que sospechar que grandes cantidades quedaban absorbidas por los gastos de financiación e intereses de los préstamos. Todo esto, junto con la falta de uniformidad en la contabilidad, la descentralización de la misma, la pérdida de mucha documentación y la existencia de otra abundante, pero aún pendiente de estudio, llevó a Parker a considerar «inútiles todos los intentos realizados hasta el presente para establecer el coste total de la guerra de los Ochenta Años en los Países Bajos». También resulta muy difícil establecer la distinción entre los gastos militares fijos y los promovidos por las guerras propiamente dichas. Y esto, lógicamente, es válido tanto para todos los gastos miliares del siglo a que nos venimos refiriendo como para los del siguiente. No obstante, cabe hacer aproximaciones, muchas veces discutibles o revisables, pero que nos permiten hacernos una idea general de lo que aquellos supusieron y su peso en las finanzas de la Monarquía Hispana.


    Algo se ha dicho ya del coste de las Guardas, que, en términos generales, no varió sustancialmente de lo que ya había supuesto en la primera mitad del siglo XVI. Otra cosa sería el persistente retraso en el abono de las pagas, algo casi endémico.


    Los gastos ordinarios del gobierno interior de Castilla se mantuvieron dentro de unos límites razonables que, en el peor de los casos, no llegaron a superar los 200.000 ducados anuales; pero, en cambio, los generales del mantenimiento de un ejército permanente no dejaron de aumentar, si no en lo relativo al sueldo de las tropas, sí, en cambio, por el mayor coste de la artillería, las armas de fuego individuales y el reparo de las fortalezas. Los caudales consumidos por las fuerzas de tierra sin contar lo que importaba la guerra de los Países Bajos ascendían a unos 320.000 ducados al principio del reinado, pero ya se habían duplicado en 1566, llegando algunos años hasta 1.400.000, y quedando finalmente en 1597 en 760.000. A todo ello había que sumar el gravoso capítulo de la marina, que, en cifras más o menos aproximadas, pasó a suponer unos 250.000 ducados hacia 1559 y 436.000 en 1598, y ello sin contar los buques del Atlántico sufragados a través de la avería.


    Pero lo que ciertamente descabalgaba cualquier intento sólido de presupuesto eran los gastos de la guerra contra las Provincias Unidas. Mantener un tercio de 3.200 hombres suponía 228.000 escudos anuales (unos 213.000 ducados), lo que lleva a que, partiendo de la media de efectivos empleados por aquellos años, Quatrefages estime el coste anual de aquella guerra en 2.477.800 escudos, aunque en ocasiones especiales, con una fuerza de veinte tercios de infantería y 10.000 jinetes, se pudo llegar a más de 5,5 millones de escudos/año.


    Sin embargo, este era su coste teórico. En realidad a aquellas cantidades habría que añadirles los costes financieros de poner las mismas a disposición de la Pagaduría del ejército de Flandes. No era posible normalmente trasladar el dinero en efectivo desde España a los Países Bajos, ni era práctico. Lo natural, como se venía haciendo, era suscribir asientos y letras de cambio con los hombres de negocios, y que fueran estos los que pusieran el capital en los sitios elegidos como más convenientes, y esto tenía un coste suplementario. Además estaban los costes de la artillería, la pólvora y munición para esta, las obras, acarreos, etc. Unas y otras cosas podían elevar los costes totales en periodos normales y no especialmente dificultosos superando ampliamente los 2,5 millones de escudos/año.


    Y de nuevo hay que tener en cuenta la marina. Ciertamente la de Flandes se costeaba con cargo a una parte de lo que de Castilla recibía para el ejército la Pagaduría militar de esos territorios, y los virreinatos del Perú y Nueva España gestionaban la de la Guarda de la Carrera de Indias. Pero las galeras contratadas y la galera real suponían hacia 1585 un coste anual de 273.637 ducados. Una relación de 1591 estimaba la necesidad de 435.000 ducados para mantener las galeras de Andalucía, Portugal y las genovesas, importe en todo caso fijo, y que no tenía en cuenta los circunstanciales de una guerra.


    Martínez Ruiz resume los costes militares entre 1560 y 1565 en 4.000.000 de ducados anuales, algo que más tarde, con la campaña de Malta, la rebelión de las Alpujarras, la jornada de Lepanto y la rebelión de las Provincias Unidas se elevó a 6.000.000 solo en el área mediterránea, a lo que habría que sumar lo remitido a la Pagaduría de Flandes. Luego esos gastos siguieron incrementándose progresivamente. Parece que solo en los veinte primeros años del reinado de Felipe II la Hacienda castellana envió a Flandes unos 30.000.000 de ducados, cifra que hacia finales del reinado se había convertido ya en 80.000.000. Estima Thompson que para los gastos militares y las obligaciones de los juros (en realidad derivados de aquellos) el rey dedicaba a comienzos de la década de 1560 unos cuatro millones y medio de ducados al año; ocho en la década siguiente, y ya trece millones en la de 1590.


    En general se estima que entre el 80 y el 85 por ciento del coste total del presupuesto militar recaía sobre la Hacienda de Castilla. También otros reinos contribuían a los gastos generales de la Monarquía Hispana, aportaciones que progresivamente fueron ganando en importancia, y así Nápoles en 1600 había multiplicado ya su gasto corriente hasta los 3,3 millones de ducados. Existieron también otras ayudas, aunque de menos importancia, como la de la nobleza, que Yun ha calculado para el periodo de 1589 a 1593 en 300.000 ducados anuales.


    En resumen, los gastos militares, y con ellos los de su financiación (asientos y juros), se dispararon, sobre todo entre 1590 y 1598, algo ya imparable en lo sucesivo si dejamos a un lado la Tregua de los Doce Años, ya en el reinado de Felipe III. No se podía esperar a cobrar unos impuestos (por lo demás ya situados por varios años) ni a recibir los caudales de Indias. Si se calcula que en 1576 se debía a las tropas de Flandes 17.500.000 florines en pagas atrasadas, cabe suponer el riesgo que esto suponía para los generales, siempre temerosos de motines y deserciones de sus soldados, algunos de los cuales llevaban cuatro años luchando sin haber recibido una sola paga. Un contador militar e historiador, Carnero, registró nada menos que 21 motines entre 1590 y 1606, aunque ya antes se habían producido otros muchos, como los de Harlem en 1573 y Leiden en 1574. Cuenta Bernardino de Mendoza en sus Comentarios que después de la batalla de Moock (14 de abril de 1574) «nuestro campo se alojó aquella noche en el lugar donde se rompió al enemigo, y allí se amotinaron todos los españoles, cuya costumbre es diferente a las de las demás naciones, porque estas piden sus pagas a los generales antes de pelear, y los españoles después de haberlo hecho y combatido». Desde 1596 a 1590 cesaron los motines, algo que también ocurrió, parece que definitivamente, a partir de la Tregua de los Doce Años.


    En fin, esto de los motines era algo que, llegado el caso, los banqueros estaban dispuestos a solucionar, siempre que se les ofreciera una cobertura segura y unas comisiones cada vez más elevadas; lo que a su vez derivaba en una deuda consolidada en juros, que si en 1557 ascendía a más de 21 millones de ducados, más sus intereses, en 1598 se había inflado hasta los 80 solo de principal y 4,6 de intereses, con una tasa de interés del 5,79 por ciento.


    Resulta oportuno introducir aquí el siguiente cuadro-resumen de gastos, en millones de ducados, aportado por Ladero:
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            1559

          

          	
            1561/62

          

          	
            1566

          

          	
            1572/73
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            Fuente: Ladero Quesada (2003).

          
        

      
    


    


    



    Es interesante comprobar la mínima proporción que suponían los gastos de Corte y gobierno si se los compara con los militares y con los de los intereses de los juros, que, como ya hemos dicho, son atribuibles a aquellos. En números redondos en 1598 apenas superaban el 6,5 por ciento.


    Era imposible hacer frente a este gasto desmesurado con los ingresos ordinarios, ni aun teniendo en cuenta las remesas procedentes de América. Ciertamente las rentas ordinarias de Castilla se fueron incrementando a lo largo del reinado. Desde finales de 1563 eran seguramente 2.206.917 ducados, pero de ellos ya 1.858.912 estaban situados, y además había que tener en cuenta los juros. En 1574 aquellas rentas habían pasado a significar 3.320.535 ducados, de ellos 2.208.000 también situados. En 1598 habrían alcanzado dichas rentas los 4.798.400 ducados; y si a esta última cantidad le agregamos los ingresos no fijos, incluidas las remesas de Indias, tendríamos, según cálculo de Máximo García, un total de rentas de la Real Hacienda para el último año del reinado de Felipe II de 9.731.466 ducados, con un situado sobre las ordinarias de 4.545.613 de ducados. Ello significaba que del 94,7 por ciento de dichas rentas ordinarias no se podía disponer por estar afectadas al pago de juros.


    Por lo que se refiere a los caudales americanos, el oro siempre tuvo una significación más limitada que la plata, al menos por lo que se refiere al peso de lo que oficialmente llegó a recibirse al margen del tráfico ilícito. Solo 185.000 kilos de oro se recibieron entre 1503 y 1660 frente a los 16.886.000 de plata, es decir, noventa veces más de esta última, si bien hay que tener en cuenta que entre 1566 y 1608 el oro valía ya 12,12 veces más que su peso equivalente en plata. De todo lo llegado algo más de la cuarta parte era para la Corona, y pasaba pronto a manos de los asentistas para el pago de sus préstamos. Todo ello llevó a Vicens Vives a considerar la plata como la responsable de la revolución de los precios en España y el resto de Europa. Es un hecho que entre 1500 y 1590 los precios en Castilla se habían triplicado, pero también lo es que la necesidad de más y más dinero por parte de la Hacienda real había hecho que los impuestos se hubieran quintuplicado, sin que por ello se encontrara solución para poder atender a los gastos.


    El pretexto de la lucha contra el Turco sirvió para que el soberano siguiera contando con la Bula de Cruzada como en tiempos de sus bisabuelos, una renta a la que en 1562 se añadió el subsidio creado por Pío V con el mismo objeto, un impuesto sobre el clero a renovar cada cinco años, y que suponía alrededor de 420.000 ducados anuales. A partir de 1567 estas dos rentas se vieron incrementadas con el excusado, el diezmo más rico de cada parroquia destinado a la lucha contra los protestantes de las Provincias Unidas. Se procedió también a la venta de oficios y jurisdicciones, así como a la subasta de títulos e hidalguías. Pero todo era echar cubos de agua en un pozo sin fondo.


    Con esta situación no se encontraba otra solución que endeudarse cada vez más para poder atender a los gastos. Los asientos se sucedían, y de hecho, sobre todo a partir de 1571, resultaban ascender a sumas muy superiores a las de los ingresos. Nada tiene pues de particular que las bancarrotas también se sucedieran ante la imposibilidad de atender a los pagos inmediatos. En 1560, 1575 y 1596 no hubo otro recurso que el de transformar las deudas a corto plazo de los asientos en deuda consolidada mediante la entrega a los acreedores de los título de deuda a largo plazo que eran los juros, con los intereses a que ya hemos hecho referencia, y que en 1598 importaban ya más del 30 por ciento de los ingresos de la Hacienda. Esta consolidación de la deuda a corto plazo en los juros, la ampliación de los plazos de devolución y la reducción de los intereses del préstamo fueron los recursos aplicados de manera forzosa a que recurrió la Hacienda real para buscar algo de oxígeno que le permitiera sobrevivir.


    Dos años antes de morir el rey decía a su tesorero mayor Garnica: «Mirad lo que con razón sentiré [] dejando la hacienda tan sin orden, y demás de esto, ¡que vejez tendré con no ver un día, con lo que tengo que vivir otro, ni saber con lo que se ha de sostener lo que tanto he menester!». Y Ulloa nos recuerda lo que decía Rodrigo Vázquez de Arce, un contemporáneo: «podemos con verdad decir que cuando Su Majestad falleció, acabó su real persona y juntamente su patrimonio real todo».


    



    2. La gestión del gasto en los ejércitos


    Conviene hacer aquí un breve paréntesis para decir algo sobre la administración militar que gestionaba y controlaba el gasto, una estructura que se fue diseñando durante el siglo XVI y que se consolidó en el XVII, algo que nació de la necesidad de encauzar la organización logística de los voluminosos ejércitos de la época, y de tramitar y administrar los créditos, así como de rendir las correspondientes cuentas.


    Durante el gobierno de los Austrias los diversos reinos y estados que conformaban la Corona de la Monarquía Hispánica, con independencia de los virreyes personados en los mismos como delegados del rey, conservaron sus órganos de gobierno peculiares, tanto por lo que se refiere a sus instituciones representativas, como en lo relativo a sus Haciendas.


    Pero un gobierno universal como era el de la Monarquía Hispánica requería de un aparato administrativo central, amplio y complejo; y, por lo que se refiere específicamente a los ejércitos y su financiación, de un entramado administrativo y económico que se desenvolvía en distintos niveles o escalones, cada uno de ellos con sus propias funciones y competencias. En definitiva, un modelo administrativo más avanzado entonces que el del resto de los restantes estados europeos, pero que siglo y medio más tarde dio señales de agotamiento y aun de fracaso.


    No vamos a entrar aquí en una temática institucional y funcional que nos desbordaría, pero sí a presentar un cuadro elemental que permita entender el juego de relaciones económicas que desde la cúpula del Estado descendían en cascada hasta los niveles de las simples unidades militares.


    En los dos siglos a que nos estamos refiriendo dos organismos supremos con competencias sobre toda la Monarquía incidían en los temas militares, en concreto en la organización castrense y, de alguna forma también, en su ámbito económico. En primer lugar, el Consejo de Guerra, perfilado ya en 1517 y reformado en 1523, recibió dos años después unas competencias específicas respecto de la administración de las tropas peninsulares y de las islas (Guardas y guarniciones), de los presidios y enclaves norteafricanos, así como de la marina (escuadras de galeras y bajeles, artillería, dotaciones, sueldos, raciones, etc., pero también inspección de los asientos y muestras). Únicamente quedaba fuera de su jurisdicción lo relativo a las flotas de Indias, que dependían del Consejo de Indias (1523 o 1524) a través de la Junta de Guerra de Indias. Igualmente lo correspondiente a los territorios de la antigua Corona de Aragón y la Navarra aforada.


    El otro organismo era el Consejo de Estado (1521), con plenas competencias en política internacional, y, como consecuencia, en buena parte de los asientos militares de los Países Bajos hasta que Felipe II creó el Consejo de Flandes. Aunque Consejos independientes, los miembros del de Estado lo eran también del de Guerra, al que se incorporaban además expertos en temas militares, los comisarios de la Infantería y la Caballería, el capitán general de la Artillería y algún veedor, como experto en temas hacendísticos.


    Además estaban los Consejos territoriales, como el de Aragón (1494, reorganizado en 1593), el de Italia (probablemente de 1558) o el de Portugal (1582), pero estos quedaban subordinados a los anteriores en los asuntos específicos de aquellos, como era la guerra.


    Por último, entre otros varios Consejos, estaban los de índole preferentemente castellana, como eran el de Órdenes, el de Cruzada (que administraba las «tres gracias» de la Iglesia: bula, subsidio y cruzada) y, finalmente, el Consejo de Hacienda (1523), que tramitaba todos los asuntos de índole financiera, preparaba los asientos, procuraba los ingresos y controlaba los gastos. Ciertamente este era un Consejo de Castilla, pero, en palabras de José Antonio Escudero «el protagonismo de Castilla en el sostenimiento financiero del Estado confirió a este organismo una proyección universal». Como órganos superiores dentro de este último Consejo persistían la Contaduría Mayor de Hacienda para la gestión financiera y la Contaduría Mayor de Cuentas para su control.


    Aparte de una acusada competencia técnica, parece que el sistema de Contadurías exigió a sus titulares a comienzos del siglo XVI unas relaciones personales en los ámbitos financieros que les permitieran conseguir con prontitud lo que demandaban las necesidades militares: créditos adelantados, facilidades financieras, abastecimientos para los ejércitos, etc.; en definitiva, una serie de relaciones que les facultaran para obtener en tiempo y forma el crédito necesario a las arcas de la Hacienda. Dicho de otra forma, se requerían contadores capaces y, al mismo tiempo, bien introducidos en el mundo del tráfico mercantil.


    En una administración aún con rasgos primitivos las relaciones entre los Consejos mostraban una conexión demasiado elemental. Así, el Consejo de Guerra presentaba las necesidades de los ejércitos con sus costes y el de Hacienda buscaba la forma de atender a la demanda de fondos; luego era el de Guerra el que se ocupaba de la distribución de los aportados por el de Hacienda. Sin embargo, como dice Thompson, ciertamente el de Hacienda desconocía donde iba a parar el dinero, al menos hasta la rendición de cuentas, y el de Guerra ignoraba cuando iba a recibir lo demandado.


    Este era el nivel superior del que dependía la administración militar, siempre bajo la autoridad última y suprema del soberano. A partir de aquí el engranaje descendía a otro nivel cuya organización podía ser distinta según el ámbito a que se constreñía, y que en buena parte había ido desarrollándose a través de las Ordenanzas de 1495, 1496, 1503 y, posteriormente, las de 1632. Estaba formado por hombres en parte burócratas y en parte también soldados, puesto que muchas veces combatieron con las armas en la mano, y en ocasiones llegaron a tomar el mando de las tropas. Oficiales reales que llevaban en sus manos la gestión financiera de los ejércitos y la conectaban con los órganos de la administración general de la Monarquía que acabamos de ver. Nombrados por el rey en sus grados superiores, eran delegados del monarca, y, como tales, objeto de grandes consideraciones y preeminencias. Así lo reconocía a fines del siglo XVI el alférez, luego capitán, Martín de Eguiluz en su Discurso y regla militar al tratar del veedor general: «El oficio y cargo de Veedor General es de mucha autoridad, reputación, conocimiento, y habilidad, y muy galán y libre; y no solamente debe entender bien la pluma, pero ha de entender mejor la milicia, y la ha de haber cursado, y ha de saber todo el estilo de ella, y las armas que cada uno debe de ejercitar, y caballos, y todo lo que pertenece a cada cosa». Veedores, contadores y pagadores, junto con los proveedores, eran las figuras más significativas de un oficio que abarcaba también a los comisarios de muestras, escribanos de ración y de galera, tesoreros, comisarios, tenedores de bastimentos, etc.


    El oficio de los contadores, de larga tradición, fue el origen del que se creó de manera específica para la administración militar. Junto a los contadores mayores de Hacienda y de Cuentas, cabeza de aquellas Contadurías, aparecen contadores para el ejército y la marina con nombramientos firmados por el rey, y con instrucciones precisas para el desarrollo de su función. Esta era esencialmente contable, llevando cuenta de los gastos y pagos, y confeccionando las nóminas del personal militar a partir de las listas redactadas con motivo de los alardes o muestras. En sus manos estaba llevar la «cuenta y razón» de todas las adquisiciones y existencias, así como de las altas y bajas en los estados de la tropa, redactando los libros oportunos. Todo ello debían desarrollarlo a través de un minucioso catálogo de obligaciones que precisaban las ordenanzas generales y sus instrucciones particulares. Su oficina incluía una serie de oficiales que auxiliaban al contador en sus labores.


    Se definió igualmente el papel de un pagador general de cada ejército, asistido a veces por pagadores particulares de las unidades. De aquel dice Eguiluz en la obra antes citada: «El Tesorero general, o pagador del ejército, conviene sea hombre de mucho crédito, sufrido, y sagaz, porque tiene a su cargo la hacienda de su señor, que importa el sustento y salud del ejército; éste no se ha de ocupar de cosa de guerra, sino sólo en su dinero, que esté seguro y guardado para lo que su Rey, o General le ordenare». Entre sus obligaciones era la principal atender al pago de la nómina firmada por el veedor y el capitán general. Cualquier otro pago requería el previo libramiento firmado por el capitán general, y de todos ellos debía rendir cuenta a la Contaduría General. Naturalmente, debían los pagadores llevar también sus propios libros de cuentas, consignando las entradas y salidas de numerario.


    La función de abastecer al ejército y la marina de víveres y toda clase de pertrechos estaba a cargo del proveedor general, aunque luego existían proveedores particulares, por ejemplo en la marina los de las Galeras y de cada una de las armadas. Sus titulares eran oficiales de la administración militar, y aunque muchas veces, sobre todo en Europa, fueron sustituidos por asentistas, en la marina tuvieron una especial relevancia, constatada a la hora de elegir para el cargo a personas distinguidas, competentes y conocedoras de su oficio.


    Algo se ha adelantado ya sobre la necesidad de recurrir a proveedores privados para el abastecimiento logístico de las tropas, lo que ya en los últimos años del reinado de Felipe II se hizo imprescindible. La gestión directa del abastecimiento militar resultaba compleja y difícil para la administración militar, que, además de acreditar diligencia, tenía que tratar con una multitud de proveedores de alimentos, armas, pertrechos, etc., y encargarse de su distribución en diferentes sitios, además de lo más difícil: disponer siempre de unos fondos de los que, en realidad, con frecuencia carecía. Resultaba más práctico, e incluso más económico, suscribir asientos con importantes hombres de negocios que se encargasen de toda la gestión. Bastaba con negociar el correspondiente asiento con uno o dos de esos grandes y solventes proveedores, que, no solo estaban dispuestos a llevar a cabo toda la tramitación que se les requería, sino también a adelantar para ella unos capitales inexistentes en unas arcas reales agobiadas por las continuas penurias de la Hacienda. El contrato se cerraba por una cantidad determinada, a partir de unos precios por unidad que quedaban tasados, aunque en ocasiones las circunstancias podían alterar las previsiones iniciales.


    Este nuevo sistema de gestión indirecta o externalizada se desarrolló plenamente durante la primera mitad del siglo XVII, y no solo comprendió lo que era el aprovisionamiento logístico, sobre todo de la artillería, pólvora y víveres, sino que se completó con la aportación de hombres, es decir, unidades armadas comandadas por sus propios jefes. Ello dio lugar a dos cosas sumamente trascendentes: Por una parte, la aportación de hombres, y en ocasiones de ejércitos enteros, llevó a los asentistas a exigir que se les concediese el mando de los mismos. Un caso paradigmático fue el de Ambrosio Spínola, un hombre proveniente de una familia de banqueros y mercaderes genoveses que financiaron muchas de las empresas de la Monarquía. Ambrosio dirigió las fuerzas que tomaron Ostende en 1604, siendo luego nombrado maestre general de las tropas en Flandes y superintendente de la Hacienda en aquellos territorios. Porque la segunda consecuencia de poner en manos de los hombres de negocios la gestión administrativa del ejército fue que, siendo esta la que consumía la mayor parte de los recursos de la Corona, aquellos hombres, de hecho, se convirtieron también en los gestores de la propia Hacienda.


    De todas maneras, el cargo más importante dentro del ámbito administrativo de la milicia era el del veedor general, bien del Ejército, bien de la Armada. Su nombramiento real, la minuciosa elección del candidato entre personas relevantes, la competencia y honorabilidad que se les requería, justificaban la preeminencia que les era reconocida y la guardia de honor que les acompañaba. Aunque su función principal era fiscalizadora, viendo, presenciando, examinando, comprobando y registrando, muchas veces se confundía con la puramente gestora. Era la figura clave de la maquinaria administrativa, y uno de sus más relevantes cometidos era el de tomar las muestras o alardes al ejército, así como el de presenciar y autorizar, normalmente a través de sus delegados, los actos de sentar plaza y licenciamiento de la tropa. Todo ello lo reflejaba en los libros registro que llevaba con sus auxiliares. Dependiendo del veedor general había veedores particulares o tenientes de veedor en cada una de las principales unidades en que se descomponía el ejército, o en cada escuadra.


    Todo este aparato administrativo tenía sus propias singularidades según el ámbito militar al que afectaba. Comenzaremos haciendo referencia al ejército interior. Ya hemos aludido con anterioridad a las tensiones que en un primer momento surgieron entre la Contaduría Mayor de Cuentas y la Veeduría General por las competencias de ambas a la hora de nombrar veedores particulares y contadores en distintos ámbitos territoriales o en las unidades. Parece que la primera mantuvo las suyas para designar a los de la frontera pirenaica y, en general, a los que desarrollaban su función junto a las guarniciones


    Por lo que se refiere a las Guardas de Castilla, bajo la autoridad última del Consejo de Guerra, la cúpula administrativa de aquellas estaba formada por un veedor general, un teniente de veedor general, dos contadores del sueldo y un pagador, además de otros oficiales de rango inferior. Normalmente habría también veedores particulares para cada una de las circunscripciones territoriales. El veedor general atendía al doble papel de ser a un tiempo el mando supremo de las guardas (un papel gestor) y, al mismo tiempo, encarnar el control administrativo de las mismas y de su financiación (papel fiscal). Ciertamente en aquella época y hasta mucho tiempo después, como se verá la gestión y el control de esta no disponían aún de fronteras claramente definidas. Consecuentemente, el veedor debía llevar un registro nominativo de las existencias de personal, con sus sueldos, altas y bajas ya fueran circunstanciales o por licencia definitiva, así como con la constancia del resultado de los alardes periódicos. Otro libro serviría para anotar las pagas de los efectivos presentes. Otro más para el registro de las monturas de los guardas, con las características de cada una de ellas para su identificación. Y, finalmente, en otro habría de registrar los destinos y residencia de cada uno de los hombres.


    Dos contadores del sueldo debían llevar las cuentas relativas a las Guardas, sentadas también en diversos libros: uno con la relación de gente alistada en cada momento, sus monturas y sus sueldos y gratificaciones; otro en el que se cargarían los originales de las nóminas; un tercero con la relación de personal de cada compañía, detallando los salarios devengados por cada uno, lo realmente percibido y lo adeudado; por último, un cuarto libro habría de recoger las comunicaciones, cédulas y despachos recibidos. Como puede verse, la obsesión por el control exhaustivo de las finanzas llevaba a abundantes duplicidades en la documentación, haciendo la gestión compleja y embarullada.


    La contabilidad o cuenta y razón se llevaba por un sistema simple de «cargo y data». A este respecto, decían las Ordenanzas: «Conviene que haya dos personas de confianza que sean Contadores del dicho nuestro ejército y cada uno de por sí tenga libros, cuenta y razón del sueldo de la gente dél». Este método contable, establecido en un principio en las ordenanzas para las Guardas, estaba abocado a ser el utilizado en todas las unidades militares, tanto de infantería como de caballería y artillería, distinguiendo en este último caso la contabilidad de los sueldos del personal de la relativa al armamento artillero, pólvora y municiones.


    El pagador era el único que debía rendir cuentas periódicas, normalmente anuales, a la Contaduría Mayor, con toda la documentación requerida de libramientos, órdenes de pago y recibos, además de sus libros con los pliegos horadados para mayor seguridad de que no pudiesen ser intercaladas hojas distintas de las propias del libro.


    El sistema en las Galeras y en las Flotas era similar. Andrea Doria aconsejaba para las Galeras: «Por lo que toca a los Veedores y Contadores, importará mucho que sean de la habilidad y fidelidad que conviene y que tengan tanto de sueldo ordinario, que se puedan entender y entretener en el servicio de V. M., sin ocuparse de otras industrias». Los veedores podían hacer alardes o muestras a su voluntad, y en todo caso cada cuatro meses, pidiendo además cuenta de las vituallas, velamen, jarcias, armamento, municiones, etc. Personalmente habían de inspeccionar el estado de las galeras y naves. Fueron muchas las ocasiones en que el veedor hubo de hacerse cargo del mando en sustitución del capitán general o del almirante de una escuadra, lo que les obligaba a tener unos determinados conocimientos náuticos. También hubo ocasiones en que los cargos de veedor y contador se confundieron en una misma persona. La misión de los veedores como delegados del rey tenía un especial interés cuando los barcos, en especial las galeras, no eran propiedad del monarca, sino que habían sido objeto de un asiento y era el asentista el principal jefe de la expedición. En estos casos, además de sus obligaciones habituales, les correspondía comprobar si este último cumplía todas las condiciones reflejadas en el documento de asiento, del cual disponían de copia.


    Por lo que se refiere a los contadores existieron siempre algunos embarcados y otros en arsenales y maestranzas, aquellos para llevar razón de las pagas de los oficiales y marineros, así como de las vituallas y apresamientos, y estos para el control y contabilidad de las obras y almacenes. En ocasiones tenían a sus órdenes escribanos que circunstancialmente podían suplir sus funciones en las muestras. En 1569, con ocasión de la partida de la Flota desde Sanlúcar a Nueva España se nombró escribano mayor de la Flota y Armada, desempeñando entonces los cometidos propios del contador, y verificando alarde al salir de la barra del puerto de partida y reiterándolo en cada uno de los puertos donde tocaban, tomando razón en cada uno de ellos de las incidencias que pudieran ocurrir.


    Junto con pagadores generales de la Armada, de real nombramiento, generalmente dos que se sustituían periódicamente y rendían cuentas cada dos años, toda Armada tenía su propio pagador con desempeños iguales a los ya indicados. En la Capitana de las Galeras existía un arca para depositar los caudales con tres llaves, una que guardaba el capitán, otra el veedor y la tercera el pagador. Los tres debían participar en los ingresos y extracciones de dinero, pero solo el pagador era responsable último de los fondos de los que había de dar cuenta.


    El ejército y la armada de Flandes, partiendo de un sistema similar al descrito, estaban afectados por la singularidad del orden financiero y económico allí imperante, y que Esteban Estríngana, a la que seguimos, estudió en detalle. En primer lugar, los fondos para atender a los gastos de la guerra en aquel territorio procedían de dos canales distintos: por un lado de recursos extraprovinciales, casi exclusivamente los remitidos por el Consejo de Hacienda castellano, y por otro de los provinciales, recaudados en los propios Países Bajos y aportados por el Consejo de Finanzas de Bruselas con cargo a su propia Hacienda. Si hubo un momento en que el duque de Alba pretendió que la guerra se financiase solo con estos últimos, pronto hubo de ver la imposibilidad de tal propuesta, y, en definitiva, hubo de ser Castilla la que de hecho corriese aproximadamente con las dos terceras partes de los gastos. Tampoco el conde duque de Olivares pudo conseguir una adecuada redistribución de los gastos en la proporción que hubiese deseado, a fin de reducir la sangría financiera que a Castilla le producía aquella guerra.


    El Tesoro militar de Flandes se estructuraba en base a tres organismos:


    



    1. La Pagaduría General. Esta desempeñaba funciones exclusivamente receptoras y ejecutivas. Recibía los fondos enviados por el Consejo de Hacienda mediante letras de cambio, cobraba estas y luego procedía al pago de las nóminas y de los proveedores. Entre sus funciones estaba la de poder negociar anticipos para hacer frente a estos pagos, muchas veces urgentes, lo que chocaba con las expectativas de recibir fondos previstas para fechas posteriores. En tales casos podía suscribir créditos contra el cobro de la provisión anual de fondos, claro que, naturalmente, estos créditos daban lugar a unos costes financieros adicionales. El volumen de los fondos que manejaba era, por razón de los costes de aquella guerra, muy superior al del resto de las Pagadurías de la Corona, y del manejo de ellos llevaba también los correspondientes libros de cuentas.


    Durante determinados periodos hubo otras dos Pagadurías con autonomía respecto del pagador general. Una era la de la Marina, que persistió hasta 1609, y cuyos ingresos procedían, como se ha dicho, de una parte de los fondos que la Corona remitía periódicamente a Flandes; con ellos se financiaba la Armada de Flandes. Otra era la de Artillería, autónoma hasta aproximadamente 1630, y que recibía directamente de España los fondos para atender a los gastos de los trenes de artillería y los víveres de sus miembros.


    2. Contaduría del sueldo. Se limitaba a contabilizar todas las operaciones mediante el sistema tradicional de «cargo y data». Pero cuando se creó una oficina nueva para llevar la contabilidad mediante el sistema de «partida doble», el resultado fue la existencia de dos contabilidades paralelas, que si, por una parte, servía para una confirmación mutua de los resultados, por otra, potenciaba la barahúnda burocrática.


    3. Veeduría General. La función fiscal que le era propia le confería, como en otros sitios, una superioridad sobre la Contaduría, por más que aquella llevara también su propia contabilidad y sus libros de registro.


    Toda la gestión de estos tres organismos culminaba cuando el pagador presentaba sus cuentas al cesar en su cargo, y la Contaduría Mayor de Cuentas formalizaba el finiquito de las mismas, algo que podía ocurrir décadas después. El pagador justificaba sus abonos con las órdenes de pago o libranzas que había recibido firmadas por el veedor y el contador, y con la oportuna «toma de razón». Sin embargo, en ocasiones y por razones de urgencia las órdenes de pago provenían del alto mando del ejército sin intervención del veedor y el pagador, y únicamente con las firmas de simples oficiales de los mismos. Ello requería un refrendo posterior de los titulares. Esa confrontación entre las urgencias justificadas en razón de la eficacia y la operatividad colisionaba con la exigencia del cumplimiento de los trámites ordenados, algo que se mantuvo a lo largo de los siglos siguientes, dando lugar a frecuentes quejas fundadas en la desconfianza y recelo de la administración militar ante los repetidos fraudes que se vivían, y que afectaban negativamente a la Hacienda.


    Los más habituales se producían en la reclamación de las pagas del personal militar. El que campesinos de las aldeas inmediatas cubrieran a la hora de la revista, a instancias del capitán, los puestos de soldados fallecidos o desertores, para poder luego reclamar a la Hacienda la paga de estos; el que un adolescente o un anciano, fuera de las edades exigidas para sentar plaza, facilitara la misma operación; el que un soldado bisoño ocupara la plaza de un veterano para que el capitán reclamase las ventajas de este; el que un soldado se presentase a un alarde con armas o caballo prestado, estas y otras muchas triquiñuelas estaban a la orden del día.


    En 1578 un capitán que se definía a sí mismo como hombre con cuarenta años de servicio, «y ame tocado dar muestras en tierra y mar, siendo capitán, y después me ha tocado tomarles a otras naciones y a la mía», presentó un informe dirigido al Consejo de Guerra con el título de Relación de lo de las muestras y los robos que por ellas se hacen. Se quejaba de que tal y como se hacían las muestras en los ejércitos y armadas era «muy en perjuicio» de la Hacienda real, especialmente en los barcos, en que hay «más en que meter mano, que hay dinero, bastimentos y municiones, así es más lo que se puede hurtar». Dejaba entrever el citado capitán que las muestras no se pasaban siempre en presencia de los veedores y contadores, sino por meras listas que los capitanes, alféreces, sargentos o furrieles llevaban a la residencia de aquellos, quienes, las firmaban sin más:


    



    «En estas listas es en donde se aprovechan [] y ponen por muertos a vivos, y por idos los que quieren y muchas veces agregan a las listas veinte o treinta plazas más, y sin tenerlos se los pagan y les ponen otro nombre y señas, y allí es donde hacen todas las maldades que ellos quieren, partiendo entre todos lo que hurtan, y después de contentos los escribanos hacen seis partes, y lleva tres el capitán, dos el alférez y una el sargento, de lo que ellos llaman aprovechar, que yo ya le he puesto arriba su nombre, y creo se le podría poner otro peor, porque a cualquiera cosa que se roba se le puede llamar hurto, más robar un hombre a su rey y señor, fiándose del, dándoles dinero en su mano y siendo sus criados y vasallos, y que le hace merced y que le paga para que le sirvan, paréceme que toca en más que hurto».


    



    Se comprenderá que durante los siglos XVI y XVII continuamente las Ordenanzas se refirieran a estas trapacerías, fijando severos castigos para quienes ocupasen plazas supuestas y para los mandos que de ellas se beneficiaban, gracias para los que las denunciasen y, en todo caso, dictando normas para extremar el rigor respecto al modo de pasar las muestras. Aun así el problema continuó como una lacra, a veces incluso favorecido por actitudes no muy ejemplares de los mismos de quienes procedían las Ordenanzas.


    El emperador Carlos quiso hacer ver la importancia de las muestras presidiendo personalmente la que tuvo lugar el 14 de mayo de 1535 en las afueras de Barcelona antes de que las tropas se embarcasen con destino a Túnez, alarde que incluso hizo representar en un bello tapiz que hoy forma parte de las colecciones del Patrimonio Nacional. Pero, al mismo tiempo, se cuenta que en fecha inconcreta, y con ocasión de pasar muestra el veedor a varios tercios tras una batalla, apareció de pronto un tropel de jinetes que escoltaban al Emperador. Este llegó a la altura del tercio de Antonio de Leyva, descabalgó, e incorporándose a la cabeza de la primera compañía, tomó el arcabuz de manos de un soldado, se colocó en primera fila y ordenó al veedor que le nombrara, sin duda para cubrir así el puesto y la reclamación de la paga de uno de los soldados caídos. El veedor exclamó en alta voz: «Su Majestad don Carlos de Gante, Rey de las Españas, Emperador de Alemania».


    



    «El Emperador cuenta Bermúdez de Castro terció su arcabuz, quitose el sombrero, avanzó hacia el Veedor, y el nuevo y real arcabucero, contestó de manera que oyolo todo el tercio: “Presente y armado”. En aquel momento quedó hecho primer soldado arcabucero de la 1ª Compañía del Tercio de Infantería de Milán. Electrizada la tropa prorrumpió en vítores, y contagiados los demás Tercios, arreció el estruendo de vivas y aclamaciones; hubo morriones y chambergos [¿] sobre las puntas de las picas, mientras el nuevo soldado volvía a montar y desfilaba por todo el frente de los Escuadrones. Dispuso el Rey que en adelante figurase él en las listas de la Compañía, y su haber y la parte en las presas que le correspondiesen se entregasen al “compañero” soldado más viejo».


    



    Con ser la anécdota relatada algo atractivo y estimulante para las tropas allí formadas, en rigor no dejaba de implicar un fraude a las Ordenanzas, por más que en este caso sin ánimo de lucro para ningún mando. Subsistió, no obstante, la preocupación por que las muestras tuvieran el efecto disuasorio que de ellas se esperaba y que, en su caso, permitieran descontar la nómina de los infractores e infligirles el correspondiente castigo.


    Las Instrucciones dadas en Bruselas el 21 de abril de 1572 fijando las reglas que para tomar la muestra del ejército de Flandes debían de observar los veedores, son muy precisas:


    



    «Y porque habiendo tanto tiempo que no se toma muestra, conviene que ésta se tome con mucho cuidado, vigilancia y diligencia []; lo cual haréis con toda disimulación, de manera que no lo entiendan los Capitanes y Oficiales, ni soldados []. Que ningún extranjero ni mozo venga a pasar en plaza ajena, so pena de cuatro tratos de cuerda []. Habéis de ordenar que los soldados coseletes de las compañías de arcabuceros pasen con ellos la muestra, porque no los den a otros para pasar en ella, como lo hacen, y asentareis los dichos coseletes en la lista por letras, y así todos los demás que se hicieren buenos en las compañías de picas []. Asimismo no habéis de hacer bueno a ningún soldado que no confrontare con las señas que tienen en la lista por ninguna causa que sea, y si no vinieren en poco o en mucho, dellas les habéis de borrar sin librarles ninguna cosa aunque en efecto sea español y soldado».


    



    Pero a pesar de todos estos esfuerzos para evitar lo que sin duda era una importante sangría para las arcas del Real Hacienda, los fraudes siguieron produciéndose en mayor o menor medida. Naturalmente, los capitanes se resistían al control a que se veían sometidos a la hora de la reclamación de las nóminas, manifestando muchas veces que era tanto como poner en duda su honorabilidad, aunque algunos de ellos hubieron de reconocer que hasta entonces «como era costumbre» habían mantenido plazas muertas por ser imposible vivir «en tiempos tan caros».


    Insistían mucho los tratadistas militares en la necesidad de las muestras y en el rigor con que habían de ser pasadas. El propio Martín de Eguiluz, del que ya hemos hablado, describía el papel del veedor en las muestras. «Todos los que estuvieren a sueldo del Rey han de pasar por sus ojos y manos, así oficiales, como soldados, el día de la muestra los ha de ver uno a uno, y sus señas, lo propio a la caballería, y las de sus caballos y colores, y a ellos sus rostros descubiertos, para ver si son ellos en sus señas []. Y una reprensión de un Veedor General en la muestra es temida, tanto para oficiales como para soldados; es necesario que él conozca todas las naciones que se platican, porque no le engañen al tomarles la muestra».


    Todo esto continuó de la misma manera a lo largo del siglo XVII, y así las Ordenanzas dadas por Felipe IV el 28 de junio de 1632, referidas casi exclusivamente a aspectos administrativos del ejército, disponían «que la pena establecida contra el soldado que pasare la muestra en nombre de otro, se ejecutará irremisiblemente; y porque conviene que el castigo corresponda a culpa tan grande, que la codicia ha introducido con gran perjuicio de mi hacienda, ordeno y mando: que el capitán que hubiere sido la causa de ello, incurra en pena de privación de su compañía, y si volviera a reincidir, quede privado perpetuamente de mi servicio». A pesar de todo, parece que poco fue lo que se remedió, y la descomposición del ejército y la marina a finales de aquel siglo, junto con la indisciplina de las tropas, permiten sospechar que los fraudes a la Hacienda continuaron y tal vez se incrementaron.


    



    3. El siglo XVII y los Austrias menores


    Una carga militar inasumible


    Vista la situación de la Hacienda a la muerte de Felipe II, está claro que no fue pequeño el problema que se encontró su hijo Felipe III al comienzo de su reinado. Pero la Monarquía Hispánica que encarnaba, con todas las posesiones que la constituían, aún seguía siendo la mayor potencia del entorno, sobre todo desde que Portugal se hubo incorporado a la Corona. Esto la impulsaba a seguir manteniendo la hegemonía internacional, algo que, a su vez, seguía concitando admiración, envidia y temor de sus vecinos, aunque ciertamente ya por poco tiempo. Y era a sus ejércitos y a su marina a los que correspondía el papel de dar consistencia a su política exterior, y de procurar mantener intacto el amplísimo patrimonio territorial recibido en herencia por el nuevo soberano, por más que una parte del mismo, las Provincias Unidas, ya hubieran conseguido una independencia de hecho, aunque no reconocida formalmente.


    La soberanía de los Países Bajos había sido legada por Felipe II a su hija Isabel Clara Eugenia, pronto casada con el archiduque Alberto de Austria. Esa soberanía, bajo la protección y control de España, no fue reconocida por los holandeses, que, apoyados por Inglaterra y Francia, continuaron una guerra agotadora para ambas partes tanto en hombres como en dinero. Porque el volumen de los ejércitos no había hecho más que seguir incrementándose. Para conseguir contingentes Felipe II había recurrido a toda clase de medios, por más que en el siglo XVI en España había predominado el voluntariado. Esto ha sido hasta cierto punto normal en todos los tiempos, cuando el país que los recluta mantiene una posición hegemónica en las escena internacional, puede abonar sus sueldos, y hasta ofrecer unas perspectivas de ascenso social, todo lo cual permite insuflar a sus tropas un ánimo de victoria, una conciencia de superioridad y hasta marchar con cierto aire triunfalista y bravucón como el que Pierre de Bourdeille atribuía a los soldados españoles de aquel siglo. Eran tiempos en que el soldado aún podía ir a Flandes «a ganar gloria, triumphos, victorias y reputación».


    Pero cuando a fines de ese siglo la nobleza comenzó a retraerse de unas obligaciones militares que le habían sido consustanciales durante la Edad Media, y cuando en el XVII comenzó a decaer el poder de las armas españolas, al tiempo que la necesidad de más y más tropas crecía, hubo que recurrir a toda clase de medios para cubrir los efectivos que se requerían. Aparecieron empresarios que se comprometían con la Real Hacienda a reclutar por sí mismos tropas, al tiempo que lo hacían también las autoridades locales con voluntarios o, en su defecto, mediante «repartimientos forzosos» entre obligados por sorteo o por otros medios. También los capitanes buscaban completar los efectivos de sus compañías recogiendo por los pueblos a toda clase de vagabundos, desocupados, malhechores e incautos, que se veían enrolados casi sin darse cuenta.


    De todas maneras, fuese cual fuese su procedencia, su mejor o peor calidad como soldados y su mayor o menor predisposición para militar bajo las banderas del Rey Católico, era tropa a la que había que pagar; y este capítulo de la soldada fue otra vez el que más pesó en el gasto militar de la época.


    Seguía siendo el Tercio la unidad orgánica fundamental de la infantería. Una Ordenanza de 1603 disponía que los tercios destacados fuera de España debían integrar entre 1.500 y 2.000 hombres, según su número de compañías, a razón de 100 soldados en cada una de ellas. Dentro de la Península las compañías se componían teóricamente de 150 soldados cada una. En cada compañía el 50 por ciento lo constituían piqueros o coseletes, un 40 por ciento arcabuceros, y el diez restante mosqueteros. Además, en los tercios de 15 compañías debería haber dos de arcabuceros, y en los de 20 compañías tres.


    Las Guardas seguían manteniendo en general la misma tónica que se ha venido describiendo; pero, con independencia de las mismas, a comienzos del siglo XVII se quiso formar unos cuerpos de milicias, ya concebidos durante el reinado de Felipe II con una plantilla de 69.000 infantes y 7.900 jinetes, algo que solo pudo cubrirse mínimamente y en determinadas zonas. Se trataba ahora de dar efectividad a esas milicias provinciales designando los sargentos mayores que debían mandarlas en cada distrito, algo que ya se evidenció como imprescindible durante el desembarco inglés contra Cádiz de 1625. No obstante, no sería hasta ya avanzado el reinado de Felipe IV cuando tales milicias cobraran importancia al concebirse como cimiento para la formación de los tercios provinciales.


    En el exterior la voluntad de seguir enfrentándose con las armas al ejército protestante de Mauricio de Nassau chocaba con el agotamiento de las tropas y de los recursos, lo que llevó al archiduque Alberto en 1609 a concertar con los rebeldes la Tregua de los Doce Años, algo que iba a permitir un cierto respiro a las exhaustas arcas de la Hacienda castellana. La Tregua, precedida de una transitoria paz con Inglaterra y Francia, permitió el licenciamiento de una parte de las tropas. No dejaba, sin embargo, de ser una tregua armada, dado que entre 1601 y 1615 se llegaron a crear dieciocho tercios italianos, seis alemanes, cinco españoles y dos valones; y, a fines del reinado de Felipe III, a punto ya de finalizar el reposo de las armas, se mantenían trece tercios italianos, once valones, nueve alemanes, siete españoles, dos irlandeses y dos borgoñones.


    El fin de la Tregua y el ascenso al trono de Felipe IV dio lugar a una nueva etapa de duras confrontaciones militares. El Archiduque Alberto había fallecido sin sucesión, y unos años después tuvo lugar la muerte de Isabel Clara Eugenia. De acuerdo con la cláusula testamentaria de Felipe II, al carecer de sucesión los archiduques, los territorios flamencos habían vuelto a formar parte de la Corona española, y ni los españoles ni los holandeses habían hecho nada para prolongar aquel periodo de paz. La guerra se recrudeció en los Países Bajos, y pronto se amplió con el conflicto de la Valtelina y la intervención en la guerra de los Treinta Años a favor de la Casa de Austria. Y eso en el exterior, pero dentro de la Península la sublevación de Cataluña y el alzamiento de Portugal en 1640 iban a dar lugar a una actividad bélica desconocida desde hacia sesenta años.


    Si la política del duque de Lerma en tiempos de Felipe III había procurado la pacificación, el conde duque de Olivares, en los de su hijo, se vio envuelto desde los primeros años de su gobierno en una sucesión de guerras que persistieron durante los cuarenta y cuatro del reinado del cuarto Felipe. Los frentes de guerra se extendieron por los Países Bajos, Italia, Alemania, Francia, Cataluña, Portugal y Brasil, una verdadera conflagración mundial en la que también intervinieron Inglaterra y Suecia. Todos los anteriores intentos de reducir la pesada carga militar se vinieron abajo con un hombre que, en palabras de Martínez Ruiz, en los primeros momentos del reinado intentó «remilitarizar España».


    En 1632 se aprobó la creación de once regimientos de 1.375 plazas cada uno, y dos años después se autorizó la formación de otros cinco. Las dificultades surgidas en su recluta aconsejaron acudir a la reincorporación de soldados ya licenciados para formar con ellos seis tercios. De las milicias se obtuvieron también efectivos para constituir cinco tercios provinciales. Finalmente, y sobre todo a partir de los levantamientos de Cataluña y Portugal, se sucedieron las levas, se puso en armas las milicias y se trasladaron a la Península tropas foráneas.


    Martínez Ruiz fija las tropas permanentes de la Monarquía Hispánica hacia mediados del siglo en unos 77.000 hombres, de ellos 19.000 en Flandes aunque circunstancialmente pudieron estar luchando allí hasta 70.000, la mayoría extranjeros, 16.000 en Italia, 16.000 en Extremadura, 11.000 en Castilla, otros 11.000 en Galicia y 4.000 en Cataluña. Es significativo comparar estas cifras con los efectivos reales de guarnición que había en la Península en 1613 (12.391 hombres) y en 1622 (14.598); ahora casi se habían duplicado. Además de estos, las exigencias bélicas llevaron a decidir un alistamiento temporal de 21.000 más, con los que se conformaron veinticuatro tercios. También se reforzó la caballería, que hacia mediados de siglo pudo disponer de una media de 14.000 jinetes, y que a la muerte del rey estaba ya formada por cuarenta «trozos» con 23.752 efectivos, además de algunas unidades auxiliares.


    Es posible, por tanto, que a raíz de los referidos levantamientos catalanes y portugueses, y con un frente persistente en los Países Bajos, la Monarquía pudiera haber llegado a tener sobre las armas cerca de 200.000 soldados de diferentes naciones, incluidos los embarcados.


    Tras un intento, fallido a la postre, de lograr un mejor reparto de las cargas militares entre los diversos dominios de la Corona, el proyecto de Unión de Armas presentado por Olivares en 1625 con la idea de poner en pie un ejército de 140.000 hombres, aportados y pagados por todos los dominios de la Monarquía en proporción a sus disponibilidades, no logró tampoco una respuesta significativa, al menos en lo que se refiere a la aportación de hombres. Si nos referimos a los territorios hispanos de la antigua Corona de Aragón, ya se ha visto como Cataluña había renunciado siempre a formar un ejército propio, y los miembros de sus milicias urbanas y los reclutados mediante levas se integraban cuando era preciso en el ejército real. A partir de 1587 se reclutaban allí dos o tres compañías cada año cuyo principal objetivo era la defensa de la ciudad de Barcelona. Cuando en 1635 se inició una enésima guerra con Francia que podía afectar directamente a los territorios catalanes, y ya en 1639 la invasión gala se hizo efectiva, Cataluña hubo de reclutar 12.500 hombres que se sumaron a los 5.500 del Rosellón y la Cerdaña, pero la permanencia de tales efectivos fue muy pequeña, hasta el punto de que al finalizar el año solo quedaban poco más de 3.000. Está claro que la defensa estuvo principalmente a cargo de otras tropas del ejército real. Esta resistencia tradicional a formar un ejército volvió a hacerse patente con ocasión del levantamiento de 1640, en el que los dirigentes catalanes solo pudieron disponer de 8.200 hombres frente a los 34.000 del ejército del rey, diferencia que hubo de ser cubierta con la ayuda francesa.


    Aragón, por su parte, renunció a proporcionar tropas hasta la década de 1630, sustituyéndolas por aportaciones económicas. Felipe III había buscado esos apoyos, que solo en parte consiguió, pero ya en 1630 se llevó a cabo una recluta de diez compañías, que luego se incrementaron hasta quince, y en 1634 se envió a Italia y Alemania 8.000 soldados. Valencia también se abstuvo hasta 1635, año en el que acordó una leva de 1.098 hombres, cifra que luego se fue incrementando con otras sucesivas hasta 1659, todas con destino a Italia y el Rosellón.


    Aunque Navarra formaba parte de la Corona de Castilla, sus fueros también limitaban la participación de sus naturales en las contiendas del reino a la exclusiva defensa de su territorio. Salvo en Pamplona y otros enclaves del Pirineo en los que había guarnición, no existía allí un ejército significativo. Espino López toma de Gallástegui una cifra de guarnición en 1608 de 341 hombres, de los que 133 estaban enfermos. En 1633 solo sumaban 292 efectivos, lo que obligó a que, ante una posible invasión francesa, se enviaran a la zona cinco compañías de las Guardas de Castilla. Sin embargo, cuando la guerra con Francia se inició, parece que se pudo disponer allí de unos 25.000 soldados. De todas maneras, las reclutas efectivas, derivadas de la continua petición de efectivos armados, dieron lugar al envío de unos pocos cientos de hombres con destino a Flandes y Cataluña. Para la sublevación originada en este principado se mandaron entre 1642 y 1646 unos 5.000 hombres en total, aunque muchos de ellos fueron bajas por deserción o enfermedad. Ya en 1677 se volvieron a enviar a Cataluña otros 700 soldados para servir durante seis meses.


    Después de más de un siglo durante el cual los sueldos base de la infantería se habían mantenido invariables, tal vez fueron las protestas y las frecuentes deserciones las que propiciaron en 1634 un incremento de los mismos, que pasaron de tres a cuatro escudos mensuales o un real diario, y que con las ventajas ordinarias suponían seis escudos. Se reglamentaron también ventajas vitalicias por servicios extraordinarios, con un límite de diez ducados, aunque exigían tener una antigüedad en el servicio de un mínimo de tres años. El haber servido con la bandera más de tres años daba también derecho en España a una ventaja de ocho escudos y de diez en Flandes. Los sargentos con más de tres años en su empleo podían optar a una ventaja de seis escudos en España y de ocho en Flandes.


    La caballería seguía recibiendo en el siglo XVII unos importes mayores en razón de sus superiores gastos, y así, por ejemplo, en 1649 un capitán de caballos corazas devengaba siete raciones para sus monturas, el teniente cuatro y así hasta los soldados, que devengaban una. En la segunda mitad del siglo los sueldos mensuales eran de 160 escudos y 30 placas para un maestre de campo, para un capitán de arcabuceros 90 y 30 respectivamente, y para un capitán de caballos corazas 110 escudos y 30 placas. Además, cada ración para un forraje de 15 días importaba 15 escudos.


    A pesar de lo dicho, lo cierto es que resulta muy difícil concretar lo realmente percibido por los integrantes del ejército, tanto por lo que se refiere al siglo XVII como al anterior, y ello habida cuenta de las diferencias en los cambios monetarios y del propio sistema contable, que con frecuencia no permite distinguir entre la soldada propiamente dicha, los adelantos, los atrasos, los costes financieros, etc.


    Por lo que se refiere a las pagas de la artillería, en 1578 los gentileshombres cobraban veinte escudos y los conductores, condestables y artilleros siete cada uno. De un documento de fines del XVII se deduce que los sueldos que entonces devengaban mensualmente, expresados en florines de los Países Bajos, eran:
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    Como siempre, a los gastos que propiamente correspondían al oficio del sueldo habría que añadir los de la fabricación o compra de la artillería, cada vez más cara, de pólvora, armas portátiles, y, desde luego, los del apartado de fortificación tanto en Europa como en la costa americana, si bien estos últimos serían sufragados directamente con los fondos destinados a los gastos de administración de los virreinatos, algo que se deducía de la cuantía del metal precioso allí conseguido antes de su envío a España. También ahora los datos de que se dispone son dispersos y fragmentarios, por lo que resulta imposible hacer series completas que nos acerquen a cifras reales de lo que supusieron estos gastos. Tampoco los libramientos que conocemos de la Contaduría Mayor se corresponden con lo realmente recibido por el pagador general del ejército de Flandes. Sin duda aquellos fueron gastos reales de la Hacienda, pero no aclaran lo específicamente gastado por la tesorería de los tercios. Hay que sospechar que grandes cantidades quedaban absorbidas por gastos de financiación e intereses de los préstamos. Todo esto, junto con la falta de uniformidad en la contabilidad, la descentralización de la misma, la pérdida de abundante documentación y la existencia de otra pendiente aún de estudio llevó a Parker a considerar «inútiles todos los intentos realizados hasta el presente para establecer el coste total de la guerra de los Ochenta Años en los Países Bajos». También resulta muy difícil establecer la distinción entre los gastos militares fijos y los provenidos de las guerras propiamente dichas. Habremos de conformarnos con exponer datos que se figuran aproximados, aunque en algunos casos sujetos a graves dudas.


    El otro componente del gasto miliar era la marina. Con Felipe III se hicieron significativos esfuerzos para desarrollar la potencia naval de la Monarquía, habida cuenta de la decadencia en que había quedado, fundamentalmente en el Mediterráneo, a la muerte de su padre. Se impulsó la construcción naval, pero tratando de equilibrar lo que eran meros navíos mercantes con los que podían ser aptos para la guerra. Partiendo de que las condiciones específicas del galeón eran las más adecuadas para el combate, y era a la vez un navío útil como mercante, se estimuló su fabricación, financiándola e incentivando al gremio de mareantes para que en esta siguieran los patrones de construcción indicados por el gobierno.


    La misma política fue seguida por Felipe IV, proyectando una marina importante al servicio de la Corona, que para 1622 debía constar de 30 navíos y un número indeterminado de pataches como elemento auxiliar, la mitad propiedad del rey y el resto obtenidos mediante asiento. Sin embargo, todo aquello quedaba a merced de unos recursos limitados. Además se dieron facilidades para que buques privados pudieran navegar en corso. Los astilleros reales situados en Santander, Bilbao, San Sebastián, La Coruña y Lisboa trabajaron en la construcción de galeones de guerra, algo en lo que también se ocuparon los de Cartagena de Indias, Veracruz, La Habana y Portobelo. No obstante, de los 70 barcos construidos entre 1617 y 1623 solo seis lo fueron por la Corona.


    Durante la mayor parte del siglo XVII la marina estuvo formada por las diversas escuadras de galeras del Mediterráneo, la Armada de la Guarda de la Carrera de las Indias (para escoltar la Flota y los galeones que cubrían dicha ruta), la Armada del Mar Océano (que protegía las costas peninsulares y la llegada de la Flota y los Galeones), la Armada de Flandes (que cubría el Canal de la Mancha y el Mar del Norte), la de Barlovento (para la zona del Caribe) y la del Mar del Sur (esta para el Pacífico Sur).


    La Armada de Indias contaba en 1616 con ocho galeones y, como auxiliares, cinco naves, dos carabelas, un patache y una saetía, pero al año siguiente fue necesario contratar media docena de otros buques para poder desarrollar debidamente la función de escolta de los Galeones y la Flota. Pocos años después, en 1622, la Armada del Mar Océano disponía de 33 barcos y la del Estrecho de 18. Fue necesario, no obstante, recurrir a engrosarlas con cinco más de Portugal y otros tantos de Nápoles. Para la recuperación de San Salvador de Bahía en 1625, poco antes ocupada por los holandeses, hubo que acudir a la formación de una gran escuadra, uniendo la del Mar Océano, la del Estrecho, la de Vizcaya, la de las Cuatro Villas y otra de Nápoles, con lo que se pudo disponer de un total de 52 navíos con 1.185 piezas de artillería y 12.566 hombres.


    El que la Flota, de regreso a la Península con el tesoro de Nueva España, hubiera sido destruida en 1628 por una escuadra holandesa, perdiéndose entre la plata, la mercancía y los 15 bajeles con su artillería, nada menos que cuatro millones de ducados de a ocho reales (5.332.000.000 reales de a ocho), debió de hacer reflexionar al gobierno, pero no evitó nuevos desastres, como los que ocasionaron los ingleses a los galeones de Tierra Firme en 1656 y de nuevo a la Flota de Nueva España en 1657.En cualquier caso, el mantenimiento de los barcos durante todo el siglo parece que estuvo lejos de lo que hubiera sido necesario, y así, por ejemplo, de los 18 barcos de la Armada del Mar Océano que en 1685 estaban fondeados en Cádiz, parece que solo seis estaban en condiciones de navegar.


    La Armada del Mar del Sur disponía en 1615 de cinco galeones que sumaban unas 2.000 toneladas y se armaban con 130 cañones, pero su gestión por la administración del virreinato no dio el resultado apetecido, y en 1630 se sustituyó por el sistema de asiento. A pesar de todo, su capacidad ofensiva nunca fue muy destacada, y a fines del siglo XVII ya era totalmente insuficiente.


    Para patrullar toda la zona del Caribe y colaborar en la defensa costera de esa parte del Nuevo Continente se creó en 1635 la Armada de Barlovento, la que durante el resto del siglo sufrió toda clase de altibajos. A pesar de haber llegado a tener, si bien excepcionalmente, una docena de buques, ya en 1643 había perdido casi todos sus efectivos. Se trató de reconstruir al año siguiente enviando desde la Península otras siete naves, pero tampoco fue muy larga su duración. En 1667 se mandaron otros cinco barcos, aunque tampoco se consiguió mantenerlos en posición de navegar más allá de dos años. Por último, en 1677 se formó otra flota con cinco navíos y 1.444 toneladas con destino a la misma Armada, pero su capacidad real de servicio se fue reduciendo cada vez más, hasta el punto de que al finalizar el siglo solo disponía de tres fragatas y, como auxiliares, un patache y una balandra, apenas nada para la misión que teóricamente les correspondía.


    Para la protección de la plata que se transportaba a Filipinas solo existía un buque de guerra que servía de escolta a la expedición entre Acapulco y Manila, para su protección frente a los holandeses y los piratas chinos, japoneses y malayos.


    La Armada de Flandes, con base en Dunkerque y Ostende, tenía un especial interés para la guerra que allí se libraba, y hacia 1608 se podía considerar una fuerza naval significativa. A comienzos del reinado de Felipe IV se trató de potenciarla mediante una construcción suficiente de vasos que la permitieran cumplir su misión de enlace con la Península y de mantener el bloqueo naval de los Países Bajos. La construcción de galeones en el Cantábrico no fue, sin embargo, suficiente, y hubo que recurrir a traer naves desde Nápoles, además de al embargo de naves de particulares. Acusó también una falta de mantenimiento que la llevó a un pésimo estado al mediar el siglo. Además, sufrió desastres como el de las Dunas de 1639, en el que, según unos, de 128 navíos y otros auxiliares solo supervivieron 15 (González-Aller), y, según otros, de unos 70 navíos se perdieron 43 (Fernández Duro). Tal vez la expedición constara del centenar de navíos a que alude Patrick Williams. Lo cierto es que más de la mitad se perdieron, y a partir de entonces la Armada de Flandes se limitó a ser solo «una Armada modesta». De la media de 26 buques de que había dispuesto entre 1635 y 1642 se pasó a otra de seis entre 1655 y 1669.


    Seguramente la menos atendida fue la del Mediterráneo. Amenazada ya en el siglo XVII más por ingleses, holandeses y por buques corsarios, que por los turcos, el desvío de fondos de las obras y fortificaciones, así como de los del mantenimiento de los presidios, hacia la construcción de nuevas galeras no logró detener su decadencia. A la hora de repartir el pequeño pastel de los recursos entre galeras y galeones, los Consejos optaron por estos últimos. Los impuestos de que se sustentaba (cruzada y excusado) fueron aplicados también, cada vez con más frecuencia, a atenciones distintas a su mantenimiento, singularmente a enjugar préstamos de los banqueros. Si al finalizar el reinado de Felipe IV la escuadra de España solo constaba de siete galeras, una docena la de Nápoles y la de Génova se encontraba igualmente reducida, a últimos del de Carlos II no excedía de treinta el número total de galeras disponibles, menos de la mitad de en los buenos tiempos. En concreto, al comenzar el siglo XVIII solo había seis galeras en Cartagena y quince en Nápoles y Sicilia, además de siete contratadas por asiento a Juan Andrea Doria y Esteban Doria.


    En resumen, si la expansión naval, iniciada en 1617 con una asignación extraordinaria de 100.000 ducados para la construcción de naves, recibió un impulso en los cinco años siguientes hasta superar el millón dedicado a las necesidades navales, ya antes de 1635 las circunstancias habían obligado a detener aquel empuje. Porque, si eran muchas las necesidades del ejército y la marina para poder llevar a cabo las misiones que les encomendaba la política internacional de la Monarquía Hispánica, más lo era el volumen de los gastos que las mismas conllevaban y las dificultades para obtener los medios con que cubrirlos. A pesar de todo, no se gastaba con arreglo a lo que se ingresaba, sino que siempre los gastos iban por delante de los ingresos.


    



    Felipe III y la pretendida contención del gasto


    Entrando ya en el tema de los ingresos y del conjunto de los gastos, la Monarquía Hispánica que había heredado Felipe III debía desenvolverse a partir de unos recursos que Thompson calculó para 1607 en unos doce millones y medio de ducados, cifra que era con la que, en principio, podía contar el gobierno central. Los distintos reinos y estados atendían con sus Haciendas solo a sus propios gastos, y únicamente colaboraban a los gastos generales cuando eran requeridos para ello, normalmente en razón de necesidades urgentes.


    Flandes, en su condición de estado autónomo, pero bajo la sombra protectora de la Corona, había concedido a los archiduques en 1600 una ayuda anual de 3.600.000 florines, si bien el importe pactado no se hizo realidad casi nunca, y solo cuando España se vio impotente para enviar las sumas requeridas para el mantenimiento del ejército que luchaba contra los protestantes, la aportación de las provincias flamencas se hizo más efectiva. Era una postura de resistencia pasiva que tenía cierta justificación en las adversidades sufridas por aquellas provincias como consecuencia de la contienda, y su contribución a la misma en hombres, obras de fortificación, aprovisionamiento, etc. En conjunto, parece que durante la primera mitad del siglo XVII su contribución económica para la guerra sirvió para financiar poco más o menos el veinte por ciento de los gastos generales del ejército.


    Durante el segundo tercio del siglo XVI la situación bélica que se vivía en aguas del Mediterráneo con motivo de la amenaza turca, había llevado a Sicilia a que una media del 87 por ciento de sus ingresos tributarios se dedicara a los gastos de su propia defensa. Sin embargo, a partir de 1580 ya empezó a hacer aportaciones significativas al acervo común de la Monarquía. En 1580 envió 250.000 escudos, 150.000 en 1582, 100.000 en 1583 y 400.000 en 1599.


    Nápoles también había participado en los gastos generales de la defensa mediterránea. Lo había hecho ya en tiempos del Emperador, y en los de su hijo había contribuido con cantidades anuales. Junto con Sicilia había sufragado un tercio de los gastos de la campaña de Lepanto; y no hay que olvidar que las escuadras de galeras de Nápoles y Sicilia estaban financiadas por las Haciendas de ambas. En conjunto, durante los años del reinado de Felipe III Nápoles llegó a aportar al tesoro común un total de 18.370.000 ducados.


    También colaboraban Milán, Cerdeña y el Franco Condado. Por su parte, Portugal mantenía su autonomía fiscal y no contribuía con nada. Algo se ha dicho ya en relación con la aportación de hombres por parte de los territorios de la Corona de Aragón. Sus rentas, procedentes en su mayor parte de las propiedades de la Corona y de los derechos señoriales, solo permitían, como ocurría en las provincias vascas, atender a su propia administración, y los subsidios fueron esporádicos e insuficientes. Aun así, Aragón, que en 1626 se había comprometido a pagar el coste de 2.000 infantes durante quince años (144.000 libras anuales), entre 1640 y 1646 gastó cerca de un millón de libras jaquesas en alojamientos y defensa. En todo caso, Thomson estima que las contribuciones hechas por Cataluña, Aragón y Valencia no fueron, al parecer, resultado de obligaciones contraídas como consecuencia de la Unión de Armas.


    En conjunto, lo proporcionado por todos estos dominios no suponía cantidades que pudieran enjugar ni de lejos los cuantiosos gastos derivados de la política desarrollada por la Monarquía. Como siempre, el peso principal recaía sobre las rentas ordinarias y extraordinarias de Castilla, en buena parte ya afectadas por las obligaciones de pago de los intereses de juros suscritos en los reinados anteriores, y ahora en el del propio Felipe III.


    A la muerte de Felipe II las deudas situadas absorbían prácticamente todas las rentas fijas, y los gastos y las deudas no situadas debían ser atendidos con ingresos extraordinarios, entre ellos los caudales de Indias. Pero los gastos ya superaban también a los ingresos no fijos, por lo que no quedaban dineros para atender a las deudas no situadas, y de nuevo había que atender a créditos, con el consiguiente incremento del déficit. En 1598 se cifraban los ingresos en 9.731.405 ducados, de los que había que deducir 4.634.293 afectos al pago de juros, por lo que teóricamente solo quedaban libres 5.097.350, pero en realidad comprometidos para el pago de asientos anteriores. Un presupuesto del año siguiente, que estimaba los ingresos libres en 4.987.350 ducados preveía los siguientes gastos forzosos:
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    Téngase en cuenta que la partida de Administración incluía una de Varios por importe de 3.317.000 ducados, que, entre otras cosas, podía incorporar los gastos de la marina. Estos últimos tenían en cuenta la construcción y mantenimiento de los barcos, su artillado, cada vez más potente y costoso, y los sueldos y raciones de la marinería y la tropa embarcadas. En su mejor momento aquella pudo disponer de un centenar de navíos con unos 2.000 cañones. En todo caso, a la vista de la previsión de entradas y salidas, el déficit resultaba claro.


    Al comenzar el reinado de Felipe III la Armada de Flandes, entonces con unos 15 navíos y quizás un millar de hombres, suponía un coste mensual de aproximadamente 20.000 escudos, incluyendo los sueldos, el mantenimiento de los barcos, así como los equipos y municiones (unos 256.000 escudos anuales). Pero pronto los costes se dispararon; unas cuentas del pagador de Bruselas estimaban a partir de 1621 el coste anual de aquella Armada en 300.000 escudos, algo menos del nueve por ciento del coste de todos los efectivos militares en Flandes. Entre 1622 y 1626, con doce barcos operativos, estos debieron suponer al año un coste total de unos 240.000 escudos o 256.000 ducados, otra vez algo menos del diez por ciento del coste total del ejército en aquellas provincias. Los problemas económicos llevaron a restringir ligeramente el gasto, pero en 1630 la subvención mensual para su mantenimiento y pagas ascendió a 25.000 escudos, independizándose tal asignación del presupuesto del ejército.


    Independientemente de esta subvención, la pagaduría de esta Armada recibió en 1637 alguna aportación con destino a la construcción de nuevos barcos de guerra, pero, en cambio, la subvención se abonó de forma más irregular y, de nuevo, con cargo a los ingresos generales de la Pagaduría del ejército. Aunque entre 1642 y 1646 se le asignaron al menos 400.000 escudos, y al año siguiente hubo planes para dedicar 150.000 más para la compra y construcción de nuevos navíos, los problemas de la Hacienda, con una bancarrota ese año, dieron lugar a que a partir de entonces las consignaciones para la Armada de Flandes, así como para las restantes, fueran decreciendo progresivamente. Sin entrar ahora en lo ya dicho respecto de la financiación de las armadas americanas a través del impuesto de avería, un estudio de la época estimaba a fines de la segunda década del siglo XVII que una armada de diez barcos (3.000 toneladas.) con base en el Caribe requeriría 250.000 escudos en su primer año de operaciones. En razón de estos datos sueltos cabe sospechar la significación que, solo la marina, tendría en las cuentas generales de la Hacienda.


    Con independencia de que con la llegada al trono de Felipe III los gastos de la Corte se hubieran multiplicado por tres, pasando de los 358.000 ducados en los años postreros de Felipe II a 1.150.000 como media en los de su hijo, los que desequilibraban la balanza hacendística eran, como siempre, los militares, y, entre ellos, los de la guerra de Flandes. Descartada ya cualquier posibilidad de autosuficiencia financiera por parte de los Países Bajos, España hubo de contribuir con importantes sumas a los gastos del ejército de operaciones y las guarniciones. Gelabert presenta la siguiente relación, valorada en ducados, de lo remitido con destino al ejército de Flandes en los años anteriores a la Tregua de los Doce Años:
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    Según esta tabla, lo remitido durante dichos años, incluido lo correspondiente a la Armada de Flandes, ascendió a 32.616.498 ducados. Si a esta cantidad se le suman las letras allí aceptadas por importe de otros 4.898.734, tendremos un resultado total de lo aportado allí en dichos años por la Hacienda castellana de 37.515.232 ducados, cifra a la que habría que sumar otros 4,5 millones por intereses de préstamos y otros gastos. Esto elevaría el total a unos 42 millones de ducados, con una media anual de 3,5 millones. Hay que tener en cuenta que la mayoría de los pagos en el extranjero, tanto de sueldos como de aprovisionamiento o de importación de material de guerra, habían de hacerse en moneda de plata, lo que en ocasiones obligaba a la Hacienda a buscarla urgentemente, con los consiguientes gastos. Cabe observar en los últimos años una reducción de las aportaciones castellanas como consecuencia del progresivo agotamiento de su Hacienda, lo que dio lugar a los consecuentes retrasos en las pagas de las tropas y a los frecuentes motines de que ya se ha hecho mención. La situación se volvió cada vez más imposible.


    A partir de la tregua y hasta la reanudación de las hostilidades el mantenimiento de la presencia española en Flandes se cifró en unos 800.000 ducados anuales. Con independencia ya de los Países Bajos, durante este periodo de paz, y concretamente en 1611, Domínguez Ortiz estimaba en números redondos que las Guardas costaban 200.000 ducados también al año, las guarniciones de Portugal y Cataluña 100.000 cada una de ellas, las de Navarra, la frontera pirenaica y el norte de África entre 60.000 y 90.000, y la Armada del Mar Océano 600.000. A falta de contabilizar otros muchos gastos, como los de las escuadras de galeras, otras armadas, obras, etc. solo los aquí indicados representaban al año cerca de dos millones de ducados, un importe fijo abrumador para una Hacienda exhausta y que no veía otra salida que seguir endeudándose.


    La situación culminó cuando en 1607 se comprobó que todos los ingresos teóricamente libres estaban ya hipotecados por varios años a favor de los asentistas, y la deuda total era de 22.748.971 ducados. Lo peor era que en tales condiciones los banqueros no estaban dispuestos a financiar nuevos asientos, ahora que, tras la suspensión de pagos de aquel año, la deuda flotante se convertía en consolidada al ser sustituida por juros con interés fijo del 5%. El remedio que, con la protesta de las Cortes, se había venido practicando de sustituir la moneda fuerte de metal precioso por otra de cobre (vellón) no fue suficiente. Tampoco la reducción del gasto al haber concertado paces con Francia e Inglaterra.


    Con unos ingresos ordinarios de alrededor de algo más de cinco millones de ducados, solo los intereses de los juros, rentas atrasadas de los mismos y otra serie de gastos entrañaban hacia 1608 unos doce millones. Naturalmente, como acaba de decirse, las rentas de varios años estaban ya hipotecadas. En tales condiciones el Consejo de Estado ya se había mostrado partidario del abandono de Flandes, o, en todo caso, de la reducción drástica de hombres y dineros para los Países Bajos. Para conseguir al menos esto último se acordó en Flandes el alto al fuego oficial de 1607, preludio de la firma de la Tregua de los Doce Años en 1609.


    Los años de tregua significaron sin duda un bálsamo, pero no la solución. Los banqueros se habían hecho los verdaderos administradores de la Hacienda, tanto como acreedores de deudas atrasadas, como posibles solucionadores de gastos futuros a través de nuevos asientos. Los gastos militares, aunque reducidos en parte, continuaban representando una losa agobiante. Gelabert ofrece el siguiente cuadro de los presupuestos en ducados para Flandes, Milán y Alemania, con su progresivo incremento con motivo de la intervención española en la guerra de los Treinta Años y de la cercanía del final de la tregua.
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    En Flandes la desmovilización había sido solo parcial, porque había que mantener el dispositivo defensivo. Hubo un progresivo incremento de las remesas desde los 80.000 escudos mensuales hasta acercarse a los 200.000 en vísperas del final de la tregua. Estos gastos junto con las remesas a Milán y Alemania repercutieron como puede suponerse en las tropas del ejército interior. Si entre 1610 y 1614 las retribuciones de los soldados en España, norte de África y Portugal comportaban 1.200.000 ducados al año, lo realmente librado para atenderlas fue de solo 400.000; y entre 1610 y 1617 se libraron 4.500.000 en vez de los 9.300.000 que correspondía. Y aunque a estos gastos de personal habría que añadir los de la Armada del Mar Océano, fábrica de navíos, obras en Cádiz y Gibraltar, etc., lo realmente presupuestado para 1615 eran únicamente 958.000 ducados y para 1621 1.218.000. Por su parte, los gastos de la Casa Real, Consejos, embajadas, etc. habían pasado de ser 1.373.703 ducados en 1614 a 1.728.608 en 1617. En conjunto, a pesar de la situación de la Hacienda y de la presunta voluntad de austeridad en el gasto, el total de este, según cálculos de Ildefonso Pulido, pasó de 4.200.000 ducados en 1611 a 8.234.113 en 1617, ello sin contabilizar algunas partidas dudosas y otros gastos extraordinarios.


    El presidente del Consejo de Hacienda Santiago Carrillo estimaba que entre 1616 y 1617 los recursos de Felipe III habían sumado entre 15 y 16 millones de ducados, en tanto que sus gastos habían sobrepasado los 26 millones. Pero frente a las protestas del Consejo de Hacienda que preveía nuevos descalabros de esta, la mayoría de los restantes consejeros insistieron en continuar una política militar destinada a preservar y garantizar los dominios españoles. Sin embargo, al parecer, y a pesar de todos estos esfuerzos, la situación del potencial militar español no era óptima, como se deduce de las palabras del propio Carrillo, quien, refiriéndose a la marina, decía: «las más de las galeras casi no son de provecho por mal armadas y peor proveídas; y la Armada del Mar Océano, Vuestra Majestad sabe de cuan pocos bajeles consta y de su calidad y servicio de que resultan los daños grandes que los corsarios hicieron el año pasado».


    Las necesidades de la guerra de los Treinta Años impulsaron al gobierno a solicitar nuevos recursos extraordinarios, concretamente en diciembre de 1619 un millón de ducados a cada uno de los estados de Milán, Nápoles y Sicilia, y ello a pesar de que las rentas de estos estaban en 1618 «tan empeñadas y gastadas como a V. Majestad le habrá constado». En cuanto a Flandes, el archiduque recaudaba anualmente alrededor de 1.800.000 ducados, en buena parte hipotecados, y con lo que le quedaba libre cooperaba al esfuerzo bélico en una pequeña proporción. Realmente la contribución aprobada por las provincias católicas seguía siendo escasa si se la pone en relación con la riqueza del país; durante la tregua parece que Flandes estuvo aportando una contribución ordinaria de 55.000 florines mensuales (unos 246.500 ducados anuales), a los que solo se añadieron algunos pequeños gravámenes extraordinarios. Sin embargo, las provisiones de la Hacienda Real para Flandes seguían siendo en 1618 de 1.832.800 ducados, aunque en 1620 descendieron a 1.670.192.


    Con estos cuantiosos gastos, asumidos por una Hacienda que no hacía más que ir demorando a tiempos futuros su liquidación, culminaba el reinado de Felipe III, que entregaba su alma a Dios el 31 de marzo de 1621. En palabras de Toledano, «si en el exterior aún figuraba nuestra España al bajar a la tumba Felipe III, con los brillantes restos de su pasada grandeza, y se respetaba en los continentes y en los mares el arrojo de nuestros tercios y el nombre todo español, dentro de nuestra casa, en el interior de nuestra patria, todo era abatimiento y miseria [], siendo todo apuros y todo déficit, para el aniquilado erario español».


    



    Felipe IV: el gasto militar se multiplica


    Un nuevo tiempo se abría bajo las nubes oscuras de la reanudación de las hostilidades después de una tregua no renovada, pero también con un sol en el horizonte que parecía alumbrar a un gobierno que prometía ser reformista y acabar con el despilfarro y la corrupción del anterior, si bien persistiendo en la voluntad de cimentar el papel de España en Europa aplicando la misma política internacional, con más vigor si cabe y renovados recursos, algo que el tiempo se encargaría de demostrar como imposible.


    Reducido en 1621 el tipo de interés de los juros al 5%, se reducían también los pagos en más de tres millones. Pero las provisiones para el ejército de Flandes comenzaron pronto un nivel ascendente que, con algún leve reflujo, no se culminó hasta 1641-1642. Ya en 1621 la provisión mensual fue elevada de 200.000 a 300.000 escudos mensuales, con los que debía atenderse a las fuerzas de tierra, la Armada de Flandes e, incluso, a sufragar las tropas presentes en el Palatinado. Pero todo era poco para aquel insaciable agujero negro.


    El convencimiento del conde-duque de Olivares de que las provincias leales podían soportar mayores cargas, y que paralelamente se podía reducir el volumen de la fuerza presente en aquellos territorios, todo ello con objeto de equilibrar la balanza de ingresos y gastos, chocó de un lado con la oposición del gobierno del Flandes y del otro con la propia realidad de la guerra. Era imposible reducir los efectivos, y hubieron de mantenerse como estaban, con lo que los gastos militares no experimentaron un recorte significativo. La remisión de fondos correspondiente a 1626 alcanzó la cifra de 3.890.000 ducados, y solo una nueva bancarrota pudo frenar de momento la escalada de los envíos, aunque no se notó demasiado hasta 1630; sin embargo, a partir de esta fecha volvieron a incrementarse. Había que adoptar medidas para poder seguir adelante, algo que ya se habían intentado en agosto de 1628 cuando un edicto decretó una devaluación, rebajando el valor de la moneda de vellón a la mitad.


    Una relación del estado de la Hacienda en 1629 suponía unos ingresos totales incrementados hasta 14.499.000 ducados, pero esto no representaba un cambio significativo en el estado de una Hacienda enferma de gravedad. De ellos solo estimaba libres 6.367.000 ducados, porque los demás el soberano «los tiene vendidos para gastos de guerra y hecho merced a personas particulares por servicio hechos en ella, no tiene un maravedí y sí muchos juros que no caben».


    Sumaba luego aquel estado los gastos a que había que atender con lo que quedaba libre, y que, resumidos, estimaba así en ducados/año:
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    Esta relación, aún optimista, comportaba un déficit anual de casi un millón de ducados (906.008). «Aún gastando las rentas con cuatro años de antelación dice Domínguez Ortiz la monarquía no tenía fondos con que acudir a sus gastos corrientes».


    Ya se ha dicho que el proyecto de Unión de Armas propiciado por el conde-duque en 1626 no alcanzó sus objetivos. Es cierto también que algo, poco, se consiguió. Entre 1629 y 1643 Nápoles incrementó su aportación hasta, al parecer, unos 12.000.000 de ducados. Entre las mismas fechas Sicilia contribuyó con 6.858.612 escudos. La aportación decenal de Cerdeña llegó a alcanzar los 800.000 ducados en 1627. También Milán y el Franco Condado multiplicaron sus subsidios, y lo mismo cabe decir, aún sin cifras concretas, de los Países Bajos. Estos dedicaban las tres cuartas partes de sus ingresos a los gastos militares, y sus cuentas arrojaban permanente déficit. Dentro de la Península se mantuvo la tónica tradicional de hacer oídos sordos a los requerimientos, excepto en Castilla, donde, para atender a las necesidades, se vendieron juros, se secuestraron a cambio de otros juros metales preciosos llegados de América para los particulares, se emitió más vellón, se retrasó el pago de sueldos y deudas, se subastaron jurisdicciones, cargos e hidalguías, y se redujeron mercedes. Con todo ello se atendió mal que bien al ejército de Flandes y a la marina. Sin embargo eran parches que no resolvían la dolencia crónica de la Hacienda castellana, que, apoyada continuamente en el crédito, en la suscripción de nuevos asientos, y con un continuo incremento de la deuda, empezó a ver como los banqueros le daban la espalda y rehuían nuevos asientos, angustiados muchos de ellos por la falta de numerario e incluso al borde de la quiebra personal.


    El monopolio comercial con las Indias, regido por el Consulado, permitió a este hacer periódicas aportaciones en forma de préstamos, servicios, valimientos y algún donativo, sumando a lo largo de setenta y cinco años (entre 1621 y 1695) cerca de once millones de escudos, es decir, una media de algo más de 146.000 escudos anuales, la mayor parte de los cuales exigían devolución. En definitiva, otro parche si tenemos en cuenta que entre 1622 y 1632 la media de lo remitido anualmente a Flandes fue de 3.320.557 escudos, media que se iba a disparar al alza en la década siguiente, llegando a ser entre 1633 y 1642 de 5.047.502, con el pico más alto en este último año, el último del valimiento de Olivares, en el que se llegó a enviar 6.298.124 escudos. A partir de entonces el importe de las remisiones descendió drásticamente.


    De nuevo hemos de insistir en el hecho de que no todo ese dinero llegó a la Pagaduría militar de Flandes, y en que buena parte del mismo sirvió para pagar los gastos de las operaciones financieras, pero de todas maneras las cifras son suficientemente significativas.


    Los últimos años del gobierno del conde-duque fueron especialmente difíciles en el ámbito militar. Comenzaron con la destrucción de la flota española en la batalla de las Dunas (1639), y terminaron, ya después de caído aquél, con la derrota de Rocroy (1643); en medio, la apertura de nuevos frentes de guerra en la Península con la revuelta de Cataluña y el levantamiento en armas de Portugal, ambos en 1640. Estos últimos hechos dieron lugar a tener que recurrir a la formación de tercios provinciales dentro de las fronteras españolas y a la presencia de importantes ejércitos en Aragón y, sobre todo, en Extremadura. Los gastos militares multiplicaban, y no ya en las lejanas regiones de los Países Bajos o Alemania, sino dentro de las propias fronteras.


    Dejando ya a un lado los extraordinarios gastos sufridos en Europa, Garzón Pareja ha aportado datos del resto de los militares durante los veinte primeros años del reinado de Felipe IV, algunos de ellos, como los de la Armada del Mar Océano, financiados con sus propios recursos:
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    Había otros gastos que no afectaban directamente a la Hacienda Real, en tanto que no eran sufragados por ella, pero sí indirectamente al abonarse con otros recursos de la Corona. Nos referimos a los del ejército de las Indias. Desde fines del siglo XVI los sueldos de la tropa que guarnecía las fortificaciones de la costa, el mantenimiento de estas, la compra de vestuario, pertrechos y vituallas, los circunstanciales reparos de navíos de guerra, etc. estaban atendidos por una administración económica específica de los virreinatos y capitanías. A lo largo del territorio americano existían unas cajas que, con cargo a los ingresos propios de estas, abonaban sus gastos civiles (sueldos de los funcionarios y obras públicas) y los militares referidos. Anualmente se elaboraban unos presupuestos con lo sueldos de cada guarnición. Los presupuestos se aprobaban por una real cédula o real instrucción, y luego cada cuatro meses se procedía a su pago por la caja correspondiente. Otros gastos como los de la artillería, material, etc. se liquidaban mediante certificaciones del gobernador, los de las fortificaciones eran repartidos entre los vecinos y la Corona, y unos y otros se pagaban también por las cajas respectivas. Era frecuente que determinadas cajas no pudieran asumir con sus ingresos la totalidad de los gastos de su circunscripción; en ese caso se acudía a «situar» la diferencia sobre otras cajas que solían tener saldo positivo, las cajas matrices de México, Lima y Caracas, las que remitían el importe a la caja que lo reclamaba. Si al final de un ejercicio en las cajas quedaba un saldo sobrante, este pasaba a la Hacienda Real. Este sistema se prolongó durante el siglo XVII y XVIII, y cobró cada vez más importancia según se fue desarrollando el ejército americano, y con ello se fueron incrementando sus gastos.


    Ni la creación de nuevos tributos, ni la abundancia de los caudales llegados de Indias pudieron contener el caos financiero de la Corona. De estos últimos, aun disminuyendo en la época de Olivares, la partida correspondiente al rey importaba alrededor de 1.500.000 ducados anuales, mientras la correlativa de los particulares era de 7.500.000. Pero la deuda seguía creciendo; en 1637 el principal de los juros representaba ya más de 128 millones de ducados, con unos réditos a pagar cada año de casi 6,5 millones. Aun así, era preferible una deuda consolidada en juros al 5% de interés, que la deuda flotante con altos intereses y vencimientos próximos, pero tampoco era la solución.; solo valía para ir demorando una debacle definitiva. Y como los gastos, esencialmente militares, no remitían, y continuamente había que acudir a nuevos préstamos de los asentistas, el recurso a la suspensión de pagos se hizo algo reiterativo, empezando otra vez por la que tuvo lugar en 1647. Era algo ya previsible desde tres años antes, cuando una Consulta del Consejo de Hacienda había hecho ver que las rentas de la Corona estaban comprometidas hasta 1648, y que, a pesar de los asientos firmados, seguía sin haber una consignación para financiar los 3.000.000 requeridos para el ejército de Aragón y 800.000 para el de Extremadura.


    Porque, o se cambiaban los objetivos políticos, entendidos en este caso como los referidos a la permanencia o no dentro de la Monarquía Hispánica de determinados componentes de la misma, o había que seguir manteniendo las espadas en alto. No se olvide que la independencia de las Provincias Unidas no fue reconocida hasta 1648, que la revuelta de Cataluña no se pudo dominar hasta 1652, que las insurrecciones de Sicilia y Nápoles también tardaron en ser controladas, que en 1655 el rey se vio obligado a entrar en una guerra contra Inglaterra que había tratado de evitar, que la Paz de los Pirineos con Francia no se firmó hasta 1659, y que, aún después continuó la guerra de Portugal, cuya secesión no fue reconocida hasta 1668, muerto ya Felipe IV.


    



    El agotamiento final


    Al fallecer el rey en 1665, después de las suspensiones de pagos de 1660 y 1662, el país estaba en la ruina, lo mismo que su Hacienda. Ello explica que con Carlos II los últimos treinta y cinco años de aquel siglo fueran testigos de un esfuerzo militar de menor envergadura, lo que no quiere decir que las tropas se hubiesen retirado a cuarteles de invierno, ni que el gasto militar, aunque menor, hubiera dejado de seguir pesando como una losa. La política del nuevo monarca francés Luis XIV llevó a una reanudación de las guerras con Francia, que no terminarían definitivamente hasta la paz de Ryswick en 1697. Alguna otra guerra particular, como la provocada por la sublevación de Mesina (1674-1678) dio lugar a nuevos esfuerzos económicos para remitir fondos a Sicilia.


    En las provincias católicas flamencas, apetecidas por Francia, había que seguir manteniendo un dispositivo militar eficaz, lo mismo que en el Pirineo y en las plazas y presidios africanos. El ejército de Flandes aún estaba formado en 1690 por 14.455 infantes y 10.772 jinetes, de los que solo las pagas importaban casi tres millones de florines anuales.


    Los sueldos de la Infantería a fines del reinado de Carlos II eran:


    



    
      
        
        
      

      
        
          	EMPLEO

          	
            REALES DE PLATA

          
        


        
          	
            Maestre de Campo

          

          	
            773

          
        


        
          	
            Sargento Mayor

          

          	
            433

          
        


        
          	
            Ayudante

          

          	
            133

          
        


        
          	
            Capellán Mayor

          

          	
            166

          
        


        
          	
            Furriel

          

          	
            75

          
        


        
          	
            Cirujano

          

          	
            75

          
        


        
          	
            Capitán Barrichel

          

          	
            125

          
        


        
          	
            Tambor Mayor

          

          	
            60

          
        


        
          	
            Capitán

          

          	
            217 + 15 mrs.

          
        


        
          	
            Alférez y abanderado

          

          	
            88 + 12 “

          
        


        
          	
            Sargento

          

          	
            40

          
        


        
          	
            Tambor y pífano

          

          	
            21 + 28 “

          
        


        
          	
            Cabo de Escuadra

          

          	
            26 + 7 “

          
        


        
          	
            Soldado mosquetero

          

          	
            21 + 28 “

          
        


        
          	
            Soldado raso

          

          	
            17 + 15 “

          
        


        
          	
            Fuente: Giménez Ferrer, J.: “El ejército de Carlos II”.

          
        

      
    


    


    



    A ello había que sumar los costes de la artillería, fortificación, armamento, etc., costes que se incrementaron en los años siguientes. En España los tercios provinciales representaban también una carga importante. En cuanto a los presidios, cuyo coste total se desconoce, cabe suponerlo si se tiene en cuenta que solo el de Gibraltar importaba en 1680 cerca de 316.000 ducados. Luego estaban la marina, América, los gastos civiles Para atender a todo ese gasto había que seguir endeudándose.


    La debilidad militar de España se hizo congénita ante una Francia que había tomado el relevo en un panorama internacional del que pretendía ser rectora. La en otros tiempos poderosa maquinaria militar se deshilachaba por momentos, y las continuas derrotas solo pudieron ser compensadas gracias a una nueva política europea de equilibrio de poderes que la permitieron seguir manteniendo sus posesiones territoriales frente a las ambiciones del rey francés. Estas cosas «habían llevado al país a un grado extremo de postración física y moral».


    Garzón Pareja se pregunta: «¿Cómo se pudo, en tales circunstancias, seguir haciendo guerras interminables? Económicamente, desde luego, era totalmente imposible, dado que se había producido la pérdida total del crédito del Estado, lo que le imposibilitaba para obtener empréstitos; todo lo más unos modestos anticipos. La apelación al ahorro privado y al crédito, que fue el recurso de los reinados anteriores era imposible. La situación del Estado era la de una empresa en quiebra legal».


    El principal de los juros casi se había duplicado en 1687 respecto del de 1637, alcanzando la enorme suma de 222.989.411 ducados, con unos intereses anuales de 11.149.419. Es cierto que, aunque no en la misma proporción, las rentas de la Corona también se habían incrementado, así como los recursos extraordinarios, a los que hubo que acudir ante la imposibilidad de hacer más fuerte la presión fiscal, y que comenzó a vislumbrarse una cierta recuperación económica. Se solicitaron nuevos servicios, empréstitos y donativos, estos a los comerciantes de Cádiz, grandes de España y funcionarios. Hasta la reina madre hubo de ayudar con 8.000 pistolas de sus rentas para el donativo regio, y pretendió, además, empeñar sus joyas para ampliar su aportación. Se vendieron oficios, hábitos, privilegios, mercedes y rentas, y se decidió una reforma monetaria. En fin, se recurrió a todo lo que se entendió posible, pagando lo que no hubo más remedio, y dejando para la posteridad muchas deudas. Y si no se reformó la Hacienda, al menos se consiguió estabilizar su agónica situación.


    De esta manera, casi con limosnas, se consiguió mantener una apariencia de poderío militar, y en 1697 alcanzar una paz definitiva. Así terminaba un siglo de continuas guerras, en el que los contendientes, también Francia, requerían al final un respiro para sus maltrechas Haciendas. No andaba errado Charles Davenant cuando, refiriéndose a la guerra de sucesión del Palatinado iniciada en 1688 decía en 1695: «Si alguna vez termina esta guerra no será por haber remitido el odio entre ambos bandos, ni tampoco por falta de hombres para proseguir la lucha; sino cuando a uno de los bandos se le acabe el dinero».

  


  
    V


    El siglo XVIII:la financiación en el Siglo de la razón


    


  


  
    El advenimiento del siglo XVIII coincidió en España con el de una nueva dinastía, la Borbónica; con la llegada de un nuevo espíritu reformista que quiso revitalizar el país frente a los que aún manifestaban prevención ante cualquier novedad, anclados en la rutina y en la inercia; con el nacimiento de una conciencia de la necesidad de unificar las instituciones y leyes del reino de conformidad con lo que predicaban la influencia francesa y las teorías racionalistas; y, en definitiva, con un moderno absolutismo político y administrativo. Todo ello fue algo que se fue desarrollando progresivamente hasta cuajar en lo que se llamó la Ilustración, y que se concretó en una serie de hechos: una manifiesta centralización del poder del Estado; el empuje demográfico y la concentración de la población en las ciudades; el considerable peso que adquirió la burguesía a través de una favorable coyuntura económica, junto a un paulatino agotamiento de la nobleza, falta de vitalidad; la exaltación del trabajo y de la concepción dinámica de la economía y de las «ciencias útiles»; la aparición, como clase bien definida, de los militares profesionales, al tiempo que se consolidaba una burocracia civil; y, finalmente, el esfuerzo en pro de una uniformidad legal y administrativa a través de la creación de las Secretarías de Estado y de un Consejo de Gabinete que en 1783 se convirtió en Junta de Estado. Por primera vez en la historia de la Administración española hubo personas especializadas en su función y responsables directamente ante el rey, y no a través de los Consejos.


    Por lo que a la política internacional española se refiere, la tensión en Europa como consecuencia de las aspiraciones a la sucesión en el trono de España tras la muerte de Carlos II, las ambiciones territoriales en Italia posteriores a la desmembración a que dio lugar el Tratado de Utrech, los Pactos de Familia con Francia, la defensa de nuestros intereses coloniales frente a una Inglaterra que mostraba su hegemonía en los mares, y el temor de contagio de las ideas revolucionarias francesas, dieron lugar a una sucesión de contiendas bélicas que se sucedieron sin apenas interrupción a lo largo del siglo.


    Al comienzo del reinado de Felipe V, entre 1702 y 1714 tuvo lugar la guerra de Sucesión, que culminó con el Tratado de Utrech, el que consagró las pérdidas de Gibraltar, Menorca, Nápoles, el Milanesado y los últimos restos que conservábamos de los Países Bajos. Entre 1717 y 1720 se desarrollaron las campañas italianas de Cerdeña y Sicilia. En 1727 y 1728 se vivió la guerra hispano-inglesa que terminó con el Tratado de Sevilla. En 1731 nuestras tropas se hicieron presentes en Parma y la Toscana escoltando al infante don Carlos. En 1732 tuvo lugar una expedición a Orán. Entre 1733 y 1735 España intervino en la guerra de Sucesión de Polonia y ocupó Nápoles y Sicilia para el infante don Carlos. En 1739 barcos españoles e ingleses fueron protagonistas de la guerra del Asiento o de la Oreja de Jekins. Entre 1740 y 1748 intervinimos en la guerra de Sucesión de Austria, y mantuvimos una nueva guerra contra Inglaterra. El reinado de Fernando VI significó un paréntesis en este largo ciclo de luchas; pero ya con Carlos III las armas se volvieron a hacer presentes hasta el final del siglo. En 1762 y 1763 intervención ahora en la guerra de los Siete Años, y nueva confrontación con Inglaterra y Portugal. Entre 1776 y 1778 estuvimos en guerra con Marruecos. Entre 1779 y 1783 intervinimos en la guerra de la Independencia de las colonias americanas, lo que nos enfrentó una vez más con Inglaterra, consiguiendo la recuperación de Menorca y la Florida, pero no de Gibraltar. Y en 1783 y 1784 se desarrollaron las expediciones contra Argel. Muerto Carlos III, su hijo Carlos IV declaró la guerra contra la República Francesa, la guerra de la Convención, que tuvo lugar entre 1793 y 1795. Terminó con la paz de Basilea, pero solo para iniciar al año siguiente una enésima guerra contra Inglaterra que no terminó hasta 1802. Y, en medio, en 1801, la famosa guerra «de las Naranjas» contra Portugal.


    Fueron más de cincuenta años de guerras, intercalados con breves periodos de paz, entre los que destaca el citado del reinado de Fernando VI. No resulta fácil comprender como un reino militarmente desarbolado y económicamente endeudado al final del siglo XVII, pudo recomponer su Ejército y su Marina, sostener toda esa actividad bélica y contar en el último tercio del siglo XVIII con uno de los ejércitos mas importantes y la segunda Marina del mundo.


    Es cierto que el arte de la guerra había sufrido cambios importantes, y que en el Siglo de la Razón y de las Luces las grandes potencias se limitaron durante buena parte del mismo, al menos hasta la llegada de las revoluciones americana y francesa, a buscar un equilibrio de poder, y a mantener un control férreo y racional de sus ejércitos, muy distinto del laxo y emocional que había llevado a las guerras del religión del siglo anterior. Además, las limitadas economías de los estados europeos no podían seguir sufriendo los temerarios derroches de la guerra de los Treinta Años. Si los ejércitos aumentaban continuamente, su mayor volumen tenía que ser a cambio de proteger celosamente los efectivos humanos y materiales, que suponían una gran inversión difícil de reemplazar. Ello daría lugar a otras formas de confrontación armada en las que, aun con aquellos incrementos de efectivos, dieron como resultado una menor ferocidad en las guerras. Se trataba de imitar a la naturaleza, recordando los combates rituales de los animales salvajes con los de su misma especie, los juegos de dominación y sumisión en busca de la supremacía dentro del clan, en los que se suele evitar en lo posible el derramamiento de sangre, y en los que el de menor potencia física termina cediendo su terreno al más vigoroso. En definitiva, se trataba de mantener el equilibrio de poder en la escena internacional a base de confrontaciones limitadas, de la misma forma que se lograba en la familia animal.


    El resultado fue un convencionalismo en el arte de la guerra aceptado por todos los países europeos, y que ayudó a limitar el coste de los recursos. No es exagerado decir que en buena parte del siglo XVIII las guerras se desarrollaron en un ambiente de serenidad que, en buena medida, parece una contradicción con la propia naturaleza de la guerra. En conclusión, si los combates fueron numerosos tanto en tierra como en el mar, no puede decirse de ninguno de ellos que fuera decisivo, sino que los príncipes y sus generales se conformaban con el lento desgaste del enemigo sin pretender en ningún caso su aniquilación definitiva. La progresiva profesionalización de los mandos, la ausencia todavía de un espíritu nacional que les impidiera poner su espada alternativamente al servicio de una u otra testa coronada, la conciencia de pertenecer todos ellos, hoy enemigos, mañana amigos, a una misma élite aristocrática, un arraigado sentido del honor y de la caballerosidad, fueron todos ellos elementos coadyuvantes para una moderación en las formas, y para que los combates tuvieran lugar en el marco de unos límites sobreentendidos. Como si de una partida de ajedrez se tratase, en estos debía brillar sobre todo el ingenio en la estrategia y las tácticas, y, en su caso, la presentación en el tablero de batalla de un ejército con muchas más piezas que disuadiera al enemigo, en vez de un espíritu de lucha a sangre y fuego. Por encima de todo, los ejércitos enfrentados se sabían mandados por «oficiales y caballeros».


    Todo ello ayudó a consolidar definitivamente unos ejércitos permanentes al servicio del monarca de turno, por lo demás muy costosos, y que, por lo mismo, había que procurar conservar. Ello no quita para que el creciente volumen de los mismos en hombres, armamento y en barcos hiciese cada vez más gravoso su mantenimiento. Durante la guerra de Sucesión a la Corona de España el ejército francés llegó a reclutar en un docena de años 455.000 hombres, y, ya firmada la paz, sus efectivos, sin contar los regimientos extranjeros, ascendían a 110.000. En Rusia Pedro I llegó a alistar 248.000. Países con una densidad demográfica pequeña como Suecia y Finlandia lograron poner sobre las armas durante la gran guerra del Norte nada menos que 110.000 soldados. Por lo que se refiere a Inglaterra, en la primera década del siglo contó con un ejército de aproximadamente 100.000 hombres. Años más tarde, en 1740, Francia disponía de un ejército de 160.000 soldados, y Prusia, a pesar de su pequeña población, tenía en armas 80.000. A partir de la segunda mitad del siglo el volumen de algunos ejércitos se estabilizó, y en determinados países incluso se redujo. Sin embargo, Prusia llegó a duplicar el volumen de su ejército en tiempos de Federico II, llegando a alcanzar durante la guerra de los Siete Años más de 250.000 efectivos, una cifra sin duda impresionante si se tiene en cuenta su baja demografía. También el ejército ruso mantuvo su potencial hasta el punto de disponer hacia 1770 de otros 250.000 hombres.


    Las armadas de las diversas potencias no crecieron durante los primeros decenios del siglo en el mismo grado que los ejércitos de tierra, sin duda por el hecho de que la Marina se consideraba más como un elemento auxiliar de estos últimos que como una fuerza de combate en sí misma, y también por el elevado coste de los navíos de guerra. Una excepción a esta regla fue Inglaterra, la que, debido a su insularidad, siempre estuvo más pendiente de una Marina poderosa que de un Ejército voluminoso. La República Holandesa, cuya Marina había alcanzado gran importancia en tiempos anteriores, declinaba ya como potencia naval. Francia sufrió en este aspecto grandes alteraciones durante los dos primeros tercios del siglo, y aunque permaneció como una gran potencia naval, al contrario de lo indicado para Inglaterra, siempre se ocupó más de su Ejército que de su Marina.


    Todo lo referido en los párrafos anteriores debe de servir de contraste y de punto de referencia, cuando a continuación hablemos de cómo la política internacional de España obligó a esta a hacer un gigantesco esfuerzo financiero para desarrollar su Ejército y su Marina a fin de mantenerse como gran potencia en la escena política frente a las restantes naciones europeas.


    



    1. La guerra de Sucesión


    El 22 de enero de 1701, al llegar a España Felipe V bajo la sombra protectora de su abuelo Luis XIV, parecía ya claro que su asunción de la Corona no iba a ser aceptada con pasividad por las potencias que recelaban del eje franco español recién creado, y que rompía el equilibrio de poderes europeo. Pocos meses después, en mayo, las previsiones se hacían realidad cuando tropas austriacas entraban en los territorios españoles del norte de Italia, y en septiembre Austria, Inglaterra y las Provincias Unidas suscribían una gran alianza ofensiva, a la que más tarde se sumarían Portugal y Saboya. Comenzaba así la guerra de Sucesión, una guerra que se adivinaba larga y difícil, y para la que el nuevo monarca apenas contaba con fuerzas militares propias, distintas de las que el rey de Francia le podía prestar, una guerra que iba a desarrollarse primero en ámbitos europeos, pero que no tardaría en encenderse dentro de las propias fronteras españolas, donde la aceptación del nuevo rey y sus consejeros franceses distaba mucho de ser unánime.


    A la muerte de Carlos II los ejércitos y la Marina de España no eran ya los que cabía esperar de una gran potencia. Los historiadores no están acordes a la hora de fijar los efectivos del Ejército en las diversas áreas en que aparecían distribuidos, pero, poco más o menos, cabe indicar que, en el mejor de los casos, estos no superaban los 30.000 hombres, de ellos unos 10.000 en la Península, islas y presidios, contando la infantería y la caballería, y otros 18.000 o 20.000 entre el Milanesado y los Países Bajos españoles; por más que algún estudio actual pretenda incrementar estos efectivos. Otra estimación del marqués de San Felipe, esta a la baja, entendía que las fuerzas regulares se reducían a «seis cabales compañías de soldados [que había en Nápoles], y esos ignorantes de la guerra y el arte militar [] con la quietud de tantos siglos. A Sicilia guarnecían 500 hombres, 200 a Cerdeña y aún menos a Mallorca, pocos a Canarias y ninguno a las Indias []. Ocho mil había en Flandes, seis mil en Milán, y si se contasen todos los que están a sueldo en esta basta Monarquía no pasaban de 20.000». Pero tal vez más que a su número habría que atender a su baja calidad. Unas tropas desasistidas, faltas totalmente de equipamiento, con la moral muy reducida y, sobre todo, indisciplinadas y faltas de generales experimentados.


    Por lo que se refiere a la Marina, esta estaba reducida a apenas una veintena de barcos de distintos tipos en el Atlántico y el Caribe, la mayoría de ellos sin condiciones para navegar, y unas cuantas galeras en el Mediterráneo, obsoletas y prácticamente inservibles. De aquellos, una docena fueron hundidos en 1702 por los ingleses en la bahía de Vigo. Sobre la tripulación de las galeras, cuenta Fernández Duro que en un escrito dirigido al Rey desde Sicilia por el marqués de Villafiel, este refería que «era tanta la miseria en la armada de su cargo, que los oficiales habían quitado la plata de las insignias para comprar zapatos». Esta situación venía ya de lejos, porque cuando diez años antes Carlos II había dado orden de movilización general, ya se dijo que España se encontraba «sin armadas ni ejércitos para nuestra defensa [], y que en las más de las poblaciones apenas se hallaba un mosquete, arcabuz o pica».


    Ante tal situación, y de cara a lo que se avecinaba, era necesario reavivar el Ejército partiendo de los rescoldos de lo que eran ya cenizas, y el joven monarca se aprestó a ello siguiendo los consejos de sus asesores franceses. En diciembre del mismo año de su llegada a España Felipe V se dirigió al elector Maximiliano de Baviera, por entonces gobernador de Flandes, ordenándole que obedeciera en todo las órdenes que en su nombre le fueran dadas por su abuelo Luis XIV, tanto por lo que se refiriera a asuntos políticos, como a los militares y económicos. Comenzaron así unas reformas militares que tuvieron como primer escenario el propio Flandes, tanto por su posición estratégica frente a Holanda e Inglaterra, como por su conexión con la frontera francesa donde ya se acantonaba el ejército de Luis XIV, cuyo modelo, como el más potente y moderno de la época, parecía lógico seguir.


    En el mismo mes de diciembre, el día 18, el marqués de Bedmar, nuevo gobernador de Flandes, firmó en Bruselas en nombre del Rey una Ordenanza luego conocida como la «primera de Flandes» que, inspirada por el mariscal francés de Puységur, debía aplicarse a las tropas españolas de los Países Bajos, a fin de someterlas al conveniente estado de disciplina. La misma trataba «de la subordinación, y Disciplina de las Tropas, su Fuero, Desertores, Revistas, castigo para las plazas supuestas, Asientos, Duelos, Desafíos, Casamientos de Oficiales, y Soldados». En ella, copiando del prototipo francés, se preveía también que en las unidades hubiese comisarios de guerra con funciones específicas para la disciplina del personal y el control económico del gasto militar a través de las revistas que, a su criterio, debían pasar periódicamente a las tropas; sin duda una nueva versión, actualizada, de las funciones que tradicionalmente habían asumido los antiguos veedores, entonces ya muy devaluadas, y que ahora se quería resucitar a través de unos delegados directos del monarca. En definitiva, se trataba de impulsar una atención inmediata a la organización y disciplina de las tropas y al control de su gasto, algo fundamental para poder encarar una confrontación bélica.


    Apenas unos meses después, el 10 de abril de 1702, Bedmar firmó una segunda Ordenanza que desarrollaba la anterior de cara a una nueva organización de la infantería y a la ampliación del número de sus tercios, insistiendo de nuevo en los aspectos disciplinarios y financieros. Disponía también que la infantería solo estuviese integrada por españoles, italianos y walones, y que la caballería se estructurara sobre el modelo de las antiguas corazas españolas. Todo esto no era sino un primer paso para luego extender tal normativa a la totalidad de las tropas en Italia y en España.


    Paralelamente, también en la Península se sucedieron las reformas encaminadas a conducir la guerra con criterios racionales. Si en lo orgánico militar se había comenzado por crear en 1701 un cuerpo de Guardias del Rey con 6.000 hombres, en lo referente a la gestión económica se juzgó enseguida necesario atender prioritariamente a la restauración de la Hacienda para poder hacer frente a los gastos de la defensa.


    La llegada de un experto francés, como era Juan Orry, enviado por Luis XIV, significó la adopción de una serie de medidas administrativas, desde una aún incipiente estructura de gestión económica en los ejércitos calcada del modelo francés, para la que proponía el nombramiento de un intendente, un tesorero y seis comisarios de guerra, hasta otra central, que fue aprobada en septiembre de 1703 con el nombramiento de un secretario encargado de los asuntos de Guerra el marqués de Canales, habilitado para el despacho directo con el Rey; y, un mes después, con la creación de una Tesorería Mayor de los fondos dedicados a la guerra, dotada de personalidad propia, y en paralelo con la Tesorería General encargada de los restantes gastos. La Tesorería Mayor funcionó hasta 1718, con excepción de un breve periodo entre 1711 y 1713.


    El secretario de Guerra debía organizar el reparto de los caudales y dar las correspondientes órdenes de pago. Los sueldos no deberían abonarse antes de la necesaria revista administrativa de las tropas a cargo de los comisarios reales o de Guerra, y siempre en presencia del veedor, figura que, años después, sería sustituida por la del intendente. Una red de pagadores haría efectivos los pagos en nombre del tesorero mayor. En última instancia, las órdenes de pago de los sueldos podían ser firmadas por los capitanes generales, pero posteriormente estas se confrontaban con los datos de que disponía el secretario de Guerra, a partir de los que recibía de los comisarios después de las revistas. El control económico se centralizaba así cada vez más, y realmente los capitanes generales solo pasaron a tener un margen de maniobra en caso de gastos imprevistos. También en 1704 se crearon las direcciones generales de las Armas, y, subordinadas a estas, las inspecciones de las mismas, como vínculos político-militares de engranaje entre los ejércitos y la Secretaría de Guerra.


    Todas estas medidas tan tempranas se vieron sucedidas por nuevas Ordenanzas de 1704 y 1705. Esta última, fechada el 28 de julio, esbozaba ya una nueva estructura de la Hacienda Militar con voluntad de sometimiento a principios de eficacia, aplicación adecuada de los caudales y control fiscal, y su puesta en manos de técnicos (intendentes, tesoreros, comisarios de Guerra, contralores y contadores), «sin que en adelante intervengan en ello los Oficiales de los Exércitos, y Plazas, ni qualquiera otro que no sea de este Ministerio, porque los extingo, y revoco para siempre, que tal es mi voluntad».


    Pero los gastos de la guerra se hicieron cada vez mayores, multiplicándose cuando en el verano de 1705 Cataluña, Aragón, Valencia y las Baleares dieron la espalda a Felipe V, y se inclinaron a la causa del archiduque de Austria, dando así lugar a una guerra civil que duró casi diez años.


    Por un lado se hacía necesario ampliar el número de unidades operativas con la creación de nuevos regimientos y escuadrones, pero por otro se requería pagar a esas tropas, vestirlas, alimentarlas, dotarlas de armamento, transportarlas, alojarlas y atender a su sanidad, lo que a su vez exigía buscar los cauces económicos adecuados para poder sufragar el gasto. El volumen de los efectivos se había incrementado sensiblemente. Según Kamen, en 1703 ya había en la Península 13.268 soldados de infantería y 5.097 de caballería, a los que había que agregar las milicias, a pesar de su pequeño valor operativo. Un año después comenzaron a llegar unidades francesas de refuerzo, con lo que en la campaña de Portugal de 1704 se pudo formar un ejército conjunto de unos 40.000 hombres, dos tercios de los cuales eran ya españoles.


    Poco antes, los antiguos tercios se habían reconvertido en regimientos, como unidad orgánica primero con un batallón de doce compañías de 50 hombres cada una, y ya en 1706 con dos batallones, lo que elevaba la fuerza teórica de aquella unidad a 1.200 hombres. También la Caballería y los Dragones se organizaron en regimientos.


    La Ordenanza de 28 de septiembre de 1704 había determinado los sueldos de la Infantería, pero,. vista la cortedad de los mismos y el encarecimiento de los alimentos, una adición a la misma de 30 de diciembre de 1705 los elevaba, fijando otros. Según esta última Ordenanza, los soldados ordinarios de las compañías de fusileros pasaron a devengar en 1706 once cuartos y medio diarios, si bien en buena medida tal incremento era ficticio en tanto que comenzó a aplicárseles un descuento de tres cuartos y medio con destino a la Masa (fondo individual administrado por el regimiento, que se formaba al soldado con la retención de esta parte de su prest o paga para la reposición del armamento cada cinco años y del vestuario cada dos), y otro de un cuarto para la Masita (otro fondo similar administrado por el capitán de la compañía para los gastos de mantenimiento de dicho vestuario, en especial los zapatos y prendas menores, mientras no correspondía su reposición). Con tales descuentos, su haber quedaba reducido a siete cuartos diarios (unos 25 reales de vellón mensuales), más la ración también diaria de pan. El prest mensual de los granaderos, descontadas las retenciones, era algo mayor, aproximadamente unos 31 reales, y el de la tropa de caballería de 42, en este caso con una ración diaria de pienso, junto con la de pan. También la masa de caballería incluía la reposición del caballo. No obstante, el sueldo neto de la tropa volvió a reducirse como consecuencia de una nueva distribución de los descuentos.


    En enero de 1707 se volvieron a incrementar los sueldos, esta vez en una proporción tan sustanciosa que en 1715 hubo de ser rebajada de nuevo, aunque ya con pocas variaciones a lo largo del siglo. De acuerdo con esta nueva Ordenanza, y convertidos en reales los cuartos que en ella figuran, el sueldo mensual asignado al soldado de infantería ordinaria era de 42,35 reales. De esta cantidad se le descontaban aproximadamente 19,50 para su alimentación, 14,10 para la masa y 7 para la masita, con lo que su haber en mano mensual se quedaba en 1,35 reales de vellón. Además percibía a cargo de la Hacienda la ración de 24 onzas de pan.


    Sería extremadamente prolijo exponer las cuantías de dichos sueldos en cada uno de estos momentos para cada empleo y para cada uno de los diferentes tipos de unidades. Además, habría que tener en cuenta otra serie de consideraciones particulares; así, los capitanes de infantería ordinaria gozaban de una gratificación extraordinaria de 175 reales de vellón si mantenían completos los 50 efectivos de su compañía, y menor si disponían tan solo de entre 45 y 49 hombres; distinta era la de las compañías de granaderos. Por el contrario, las Ordenanzas disponían que los oficiales deberían armarse y vestirse a su costa, aunque al capitán se le dotaba de otra pequeña gratificación «para que con mayor alivio pueda mantener su equipaje y su familia» durante los rigores de los seis meses de invierno. Por su parte, los sargentos tenían derecho a su ración de pan, y sufrían también los descuentos de masa y masita.


    No obstante, cabe exponer la evolución de los sueldos de la Infantería, como arma más numerosa, a partir de 1707 y durante el resto del siglo:


    



    
      
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            SUELDOS DE LOS OFICIALES DE INFANTERÍA. 1707-1802. (Reales/mes)

          
        


        
          	Empleo

          	
            1707

          

          	
            1715

          

          	
            1718

          

          	
            1760

          

          	
            1802

          
        


        
          	
            Sargento

          

          	
            74

          

          	
            70

          

          	
            100

          

          	
            100

          

          	
            125

          
        


        
          	
            Subteniente

          

          	
            254

          

          	
            200

          

          	
            250

          

          	
            250

          

          	
            350

          
        


        
          	
            Teniente

          

          	
            328

          

          	
            260

          

          	
            320

          

          	
            320

          

          	
            450

          
        


        
          	
            Ayudante Mayor

          

          	
            464

          

          	
            350

          

          	
            400

          

          	
            450

          

          	
            550

          
        


        
          	
            Capitán

          

          	
            552

          

          	
            400

          

          	
            450

          

          	
            500

          

          	
            1.000

          
        


        
          	
            Sargento Mayor

          

          	
            942

          

          	
            650

          

          	
            750

          

          	
            850

          

          	
            1.100

          
        


        
          	
            Teniente Coronel

          

          	
            1.794

          

          	
            1.200

          

          	
            1.250

          

          	
            1.350

          

          	
            1.500

          
        


        
          	
            Coronel

          

          	
            1.958

          

          	
            1.500

          

          	
            1.550

          

          	
            2.000

          

          	
            2.500

          
        


        
          	
            Fuente: Andújar Castillo (1995).

          
        

      
    


    


    



    Proporcionalmente los sueldos de los brigadieres y de los distintos empleos del generalato se disparaban al alza. Baste decir que en 1707 el de un mariscal de campo era un 255,3 por ciento superior al de un coronel, y el de un teniente general un 383 por ciento. Un capitán general de ejército en activo devengaba 15.000 reales mensuales; uno de provincia 10.000; uno de ejército «de cuartel» 7.500; un teniente general en activo también 7.500 y si solo estaba de cuartel 3.750; el mariscal de campo en activo 5.000, y si estaba de cuartel 2.500.


    El prest de la tropa en una unidad de Infantería de Línea era en 1802:


    



    [image: 5-1.jpg]


    


    Estos sueldos, que seguían vigentes durante la Guerra de la Independencia, llevaban aparejadas, como hemos visto, una serie de gratificaciones. Además, el Reglamento de raciones de campaña disponía las de los diferentes empleos. Cabe consignar, por ejemplo, las siguientes:


    



    
      
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            Pan

          

          	
            Cebada y paja

          
        


        
          	
            General en jefe

          

          	
            20

          

          	
            20

          
        


        
          	
            Intendente

          

          	
            16

          

          	
            16

          
        


        
          	
            Teniente General

          

          	
            12

          

          	
            10

          
        


        
          	
            Mariscal de campo

          

          	
            9

          

          	
            8

          
        


        
          	
            Brigadier

          

          	
            6

          

          	
            6

          
        


        
          	
            Coronel de Caballería

          

          	
            6

          

          	
            6

          
        


        
          	
            Comisario Ordenador

          

          	
            6

          

          	
            6

          
        


        
          	
            Sargento Mayor

          

          	
            4

          

          	
            3

          
        


        
          	
            Contador y Tesorero

          

          	
            4

          

          	
            4

          
        


        
          	
            Capitán

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            Comisario de Guerra

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            Fuente: J. P. B. (1812).

          

          	
            

          

          	
            

          
        

      
    


    


    



    Eran extracciones diarias, y lo que no se recogiese les era abonado en metálico a fin de mes.


    Volviendo a la guerra de Sucesión, la paga de las tropas era un elemento fundamental a tener en cuenta para los gastos de aquella guerra, posiblemente suponía alrededor del 50 por ciento de los mismos, pero había otros también importantes. Ya se ha hecho mención al estado deplorable de las tropas y de los almacenes al comenzar el siglo; había que alimentarlas, vestirlas y suministrarles el material de guerra necesario, y ello a pesar de que se carecía de esto último. Las existencias de cañones y morteros eran pequeñas, igual que las de pólvora y materias primas para fabricarla. Igual ocurría con el vestuario, en un momento en el que la uniformidad del mismo había alcanzado un alto grado de simbolismo en pro de unos ejércitos disciplinados. El coste del armamento y la munición corría a cargo de la Corona, y, aunque el vestuario de la tropa se descontaba de los sueldos, la Hacienda real había de anticipar su provisión. También los transportes corrían a cargo de esta. Únicamente el alojamiento, junto con los gastos que este implicaba, era asumido por la población civil.


    Y todo esto para atender a un Ejército cada vez más numeroso. Si ya en 1705 el Ejército podía contar con alrededor de 50.000 efectivos, en 1711 ese número casi lo alcanzaba solo la Infantería con 95 regimientos, a los que había que añadir otros 31 de caballería. Muchos de ellos había sido levantados ex novo, y otros formados con las tropas llegadas de Italia y los Países Bajos al compás de la pérdida de aquellos territorios. Al final de la guerra se había producido un verdadero milagro: el Ejército de la Monarquía había vuelto a ser un potente ariete con 100 regimientos de infantería y 105 escuadrones de caballería y dragones, sumando en total cifras cercanas a los 80.000 hombres.


    Levantar ese Ejército y dotarlo requirió de un esfuerzo extraordinario. Si en un principio la colaboración francesa suplió la falta de armamento, poco a poco se fueron abriendo o reconvirtiendo fábricas de armas en Placencia, Tolosa, Mondragón, Eibar, Elgoibar, Vergara, Elorrio y Durango, que llegaron a cubrir parte de las necesidades, y nutrieron los almacenes, sobre todo a partir de 1706, con armas de fuego ligeras y armas blancas. Si en 1707 las fábricas de Guipúzcoa y Vizcaya podían suministrar ya 24.000 armas de fuego al año, el problema surgía a la hora de allegar fondos para pagarlas, lo mismo que el vestuario.


    Un ejemplo de los costes de vestuario, equipo y armamento nos ayuda a comprender lo que unos y otros significaban para un Ejército de tal volumen:


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            ARTÍCULOS

          

          	
            Reales vn.

          

          	
            ARTÍCULOS

          

          	
            Reales vn.

          
        


        
          	
            Casaca

          

          	
            80

          

          	
            Portafusil

          

          	
            3

          
        


        
          	
            Chupa

          

          	
            25

          

          	
            Cartuchera

          

          	
            8

          
        


        
          	
            Calzón

          

          	
            20

          

          	
            Frasco de pólvora

          

          	
            6

          
        


        
          	
            Medias (par)

          

          	
            11

          

          	
            Cordón

          

          	
            1

          
        


        
          	
            Sombrero

          

          	
            11

          

          	
            Espada

          

          	
            15

          
        


        
          	
            Zapatos (par)

          

          	
            15

          

          	
            Fusil

          

          	
            75

          
        


        
          	
            Camisa

          

          	
            10

          

          	
            Fusil rayado

          

          	
            150

          
        


        
          	
            Corbata

          

          	
            4

          

          	
            Bayoneta

          

          	
            10

          
        


        
          	
            Cinturón

          

          	
            12

          

          	
            

          

          	
            

          
        


        
          	
            Fuente: Sotto y Montes (1967).

          
        

      
    


    


    



    Hubo que acudir a proveedores franceses que suplieran las carencias de la industria española, no solo en orden al armamento, sino también a los tejidos. Se conocen pedidos de armamento en 1703 por cerca de dos millones de reales y de uniformes por más de 400.000. Se sabe de otro pedido de uniformes al año siguiente por 881.970 reales. Entre 1705 y 1707 consta acreditada en París, también por uniformes, una suma cercana a los ocho millones de reales. Entre ambos años se abonaron a los proveedores franceses 1.254.334 reales, y en 1708 se asignó para pago de deudas a dichos proveedores del país vecino nada menos que quince millones. Kamen estima que entre 1703 y 1709, fecha esta última en la que Luis XIV hubo de suspender su apoyo a España, el total de compras a los proveedores franceses ascendió a unos treinta y siete millones de reales, un cinco por ciento de los ingresos anuales de la Real Hacienda, si bien dicha cifra no incluye todos los suministros importados.


    Además, habría que tener en cuenta la compra de víveres, pólvora y vestuario realizada a proveedores españoles. Una compañía francoespañola atendió entre 1708 y 1712 a la provisión de alimentos a las tropas. Entre los más destacados asentistas de nuestro país estuvieron los marqueses de Valdeolmos y Santiago, quienes, operando a través de los navarros Juan de Goyeneche y Juan Bautista de Iturralde, se encargaron a partir de 1712 de suministrar pan y cebada a varios ejércitos de Felipe V desplegados entre Extremadura y Cataluña, y en Madrid pan y munición a las Reales Guardias de Infantería. Está también acreditada la participación en muchos asientos de casas de negocios regentadas por judeoconversos, algunas de las cuales ya habían mantenido relaciones comerciales con el gobierno en tiempos de Carlos II. Su colaboración a favor de Felipe V en algunos casos, y del archiduque en otros, buscaba, además del beneficio comercial, la protección político-religiosa. En todo caso, parece que hacia finales de la guerra los asentistas navarros ya habían desplazado en buena parte a los judeoconversos y a los franceses.


    Teóricamente todos estos suministros suponían un gasto muy elevado para la Hacienda Real; sin embargo, la mayor parte del mismo pudo ser obviado a través de sistemas venales que Andujar Castillo ha estudiado con rigor. El rápido crecimiento del Ejército y la continua creación de nuevas unidades exigían un importante volumen de reclutamiento, que la Corona se apresuró a poner en manos de hombres de negocios y de militares. De esta manera, a través de repetidos asientos, podía conseguir que unos y otros se comprometieran a aportar grupos de soldados o unidades completas, con sus hombres armados, vestidos y equipados convenientemente. Lo importante era lograr esto sin coste para la Real Hacienda, y la solución que se adoptó fue la de entregar al asentista que levantaba un regimiento, a cambio de su aportación, una patente de coronel para el mismo y otras varias en blanco para los oficiales de su unidad, que podrían a su vez ser enajenadas o entregadas a familiares o amigos. De esta manera, y de forma gratuita para su erario, el rey compensaba el servicio del asentista.


    Si se trataba de un negociante de menor cuantía, que solo aportaba una compañía, las patentes que se le entregaban eran la suya de capitán y las de teniente y alférez en blanco, para que pudiese enajenarlas o donarlas. Este sistema podía dar lugar también a una especie de subcontratas entre el asentista y otros interesados.


    Para los militares un asiento de este tipo entrañaba un ascenso meteórico en su carrera, que, además, indirectamente le reportaba otras prebendas, no en balde el acuerdo se consideraba oficialmente como un «servicio al rey». Sin embargo, este sistema, beneficioso para las arcas públicas, generaba una «cascada de venalidad», y, en el caso de los militares, un premio al «mérito del dinero, frente a la capacidad de los largos años de servicio en la milicia». También un lastre para la capacidad operativa de los ejércitos, por más que la Corona procurase mantener algún oficial experimentado en todas las unidades.


    Otra vía a la que se recurrió para ampliar la plantilla orgánica del Ejército fue la contribución de municipios y reinos proporcionando tropas a cambio de una autorización real para aumentar sus impuestos, con el fin de financiar con ellos su aportación, aunque en ocasiones también atendieron a dicho gasto con sus propios recursos o con préstamos. De la misma forma antes indicada, la entrega de patentes en blanco a favor de las oligarquías locales encargadas de la recluta era un elemento fundamental a tener en cuenta.


    Por fin, una tercera vía destacada también por Andújar fue la de las reclutas en el extranjero, bien formalizando contratos con coroneles-propietarios de sus propios regimientos, o suscribiendo asientos para completar unidades walonas o italianas con nuevos efectivos.


    En todo caso, cualquiera que fuera la vía elegida, una vez dada de alta la nueva unidad o alistados los hombres reclutados, era la Corona la que se hacía cargo de su mantenimiento, y esto, habida cuenta del volumen de aquel Ejército, requería de una adecuada financiación. Porque, además, hemos de repetir que, junto con estos asientos para la recluta de nuevos efectivos, se suscribieron, como ya hemos visto, otros muchos para abastecimiento de uniformes, víveres, cebada, paja, pólvora, etc.


    Estudiados en su día por Kamen los gastos militares de la Monarquía de Felipe V durante la guerra de Sucesión, y por otros varios historiadores los de distintos periodos del siglo XVIII (Ozanam, Merino Navarro, Pieper, Barber, Klein, etc.), sus cálculos han sido objeto de revisión por Jurado Sánchez, quien, además de hacer un análisis completo año por año de los de todo el siglo, militares y civiles, ha depurado los de la documentación primaria utilizada y deflactado la cifras obtenidas por aquellos. Seguimos, pues, sus resultados, por lo demás no muy alejados de los de Kamen.


    


    
      
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            GASTOS TOTALES Y MILITARES 1703-1713 (a precios corrientes y en rls. vellón)

          
        


        
          	

          	
            1703-4

          

          	
            1703-6

          

          	
            1705-7

          

          	
            1707-9

          

          	
            1909-11

          

          	
            1711-13

          
        


        
          	
            Gasto total

          

          	
            46.623.437

          

          	
            79.880.394

          

          	
            199.776.362

          

          	
            301-380.053

          

          	
            427.032.863

          

          	
            243.188.575

          
        


        
          	
            Ejército

          

          	
            39.716.582

          

          	
            40.957.875

          

          	
            182.465.375

          

          	
            250.289.941

          

          	
            379.628.265

          

          	
            186.082.532

          
        


        
          	
            % Ejército

          

          	
            85,20%

          

          	
            51,28%

          

          	
            91,33%

          

          	
            83,05%

          

          	
            88,90%

          

          	
            76,52%

          
        


        
          	
            Marina

          

          	
            -------

          

          	
            27.400.300

          

          	
            1.652.387

          

          	
            -------

          

          	
            -------

          

          	
            -------

          
        


        
          	
            % Marina

          

          	
            -------

          

          	
            34,30%

          

          	
            0,83%

          

          	
            -------

          

          	
            -------

          

          	
            -------

          
        


        
          	
            Total militar

          

          	
            39.716.582

          

          	
            68.358.175

          

          	
            184.117.762

          

          	
            250.289.941

          

          	
            379.628.265

          

          	
            186.082.532

          
        


        
          	
            Fuente: Jurado Sánchez (2006).

          
        

      
    


    


    



    Para un gasto total a precios corrientes de las Tesorerías General y Mayor entre 1703 y 1713 de 1.218.001.290 reales, la parte correspondiente al gasto militar representó 1.039.835.082 reales, lo que significó un 85,37 por ciento del total (cifra que con los anteriores datos de Kamen se reducía ligeramente al 83,20 por ciento). Durante todo ese periodo los gastos anuales por razón de la guerra se fueron incrementando gradualmente, sobre todo a partir de 1705 cuando, asumida la causa del archiduque de Austria por una buena parte del territorio español, se produjo una guerra civil. Los gastos militares pasaron a ser el 92,16 por ciento del total, y luego siguieron creciendo. El momento álgido del gasto militar tuvo lugar en 1710 y 1711, cuando, por un lado, Luis XVI retiró sus tropas de la Península y, por otro, se dieron las batallas decisivas de aquella guerra. Sin embargo, a partir de 1711 la muerte del emperador José I y su sucesión en el trono por el archiduque Carlos, además de las negociaciones entabladas por las potencias europeas en busca de la paz, hicieron que la guerra perdiera impulso, incuso en España, y aquí los gastos militares descendieron a la mitad, no pasando del 76,5 por ciento del total, en todo caso más de las tres cuartas partes del presupuesto.


    La financiación militar a lo largo de la guerra se aplicó al Ejército prácticamente en su totalidad. Las circunstancias de aquella exigieron la dedicación de casi todos los ingresos de la Hacienda a unas operaciones fundamentalmente terrestres, y todo ello llevó a que no se dispusiera ni de tiempo ni de caudales para dedicarlos a la reconstrucción de la Marina, falta también de constructores cualificados y de marineros expertos. De la ya citada cifra de gasto militar de más de mil millones de reales, solo correspondió a la Marina la insignificante cantidad de 29.052.687, un 2,79 por ciento.


    Un desglose de los distintos conceptos de gasto en una media de los años 1703-1704 basada en los datos de la Tesorería Mayor, aunque no incluyendo la totalidad del gasto, permite hacerse una idea de lo que representaba cada uno de los conceptos de aquel, y de su peso en el total del gasto militar.


    


    
      
        
        
        
        
        
      

      
        
          	PROMEDIO ANUAL DE LOS GASTOS MILITARES EN 1703-4 (miles de reales)
        


        
          	
            Concepto

          

          	
            1703-4

          

          	
            %

          

          	
            1705-7

          

          	
            %

          
        


        
          	
            Sueldos y salarios

          

          	
            24.834

          

          	
            62,00%

          

          	
            37.422

          

          	
            42,55%

          
        


        
          	
            Víveres

          

          	
            7.156

          

          	
            17,80%

          

          	
            18.848

          

          	
            21,43%

          
        


        
          	
            Uniformes

          

          	
            890

          

          	
            2,20%

          

          	
            4.063

          

          	
            4,62%

          
        


        
          	
            Pólvora y artillería

          

          	
            1.019

          

          	
            2,50%

          

          	
            2.796

          

          	
            3,18%

          
        


        
          	
            Naval

          

          	
            ------

          

          	
            ------

          

          	
            793

          

          	
            0,90%

          
        


        
          	
            Otros gastos

          

          	
            6.135

          

          	
            15,30%

          

          	
            24.008

          

          	
            27,30%

          
        


        
          	
            

          

          	
            40.034

          

          	
            99,80%

          

          	
            87.930

          

          	
            99,98%

          
        

      
    


    


    



    Procede ahora ver ya de qué manera pudo la Real Hacienda hacer frente al gasto que venimos refiriendo. A pesar del repunte económico que se había conseguido a fines del reinado de Carlos II, la situación era todo menos prometedora. Pero, al mismo tiempo, dice Garzón Pareja, «estaba claro que se había elevado la moral y en buena parte la riqueza, []. Y una guerra tan dura y tan larga como la de Sucesión, no se hubiera podido mantener con una economía sin reservas».


    En 1702 las rentas reales alcanzaban los 96.730.447 reales de vellón, de los que, una vez descontados los gastos de administración, quedaban 91.887.273. Ciertamente habría que contar además con los tradicionales ingresos eclesiásticos, pero estos ya estaban asignados a determinadas obligaciones. Aún no habían empezado a gravitar los gastos de la guerra, pero los juros reconocidos se elevaban a un total de 101.014.518 reales, los gastos previstos para el siguiente año representaban 89.836.024, y de ellos los militares fijos en tiempo de paz ya suponían 22.426.951. Estos eran los cálculos que se hacían los hacendistas del momento.


    Pero, aunque las rentas reales ordinarias pasaron de 96 millones en 1703 a unos 116 en 1714, siguen llamando la atención las circunstancias que contribuyeron a hacer posible el enorme esfuerzo bélico y la reconstrucción del Ejército. Sin duda una de ellas, como apunta Kamen, fue la de lograr una administración más efectiva, mejorando la eficacia recaudadora, pero, sobre todo, hay que tener en cuenta fundamentalmente los recursos extraordinarios.


    Por lo que se refiere a las remesas de metal precioso indiano, ciertamente este recurso constituyó una ayuda, en la que hay que resaltar el tesoro por un importe de 104.914.395 reales que transportaban los galeones llegados a Vigo, y que pudo ser salvado del desastre ocurrido en aquella bahía. Entre 1700 y 1706 ninguna flota de importancia pudo salir de Cádiz con destino a las Indias, y la de Diego Fernández de Santillán que partió de aquel puerto en marzo de ese último año, no pudo regresar al mismo hasta agosto de 1708. La de Andrés de Pez, que salió en mayo de 1708, regresó en marzo de 1710. Y la de Andrés de Arriola hizo su viaje entre agosto de 1711 y marzo de 1713. Pero parece que en toda la guerra las arribadas de plata no superaron un promedio anual de quince millones de reales.


    La capitulación de los reinos de Valencia y Aragón en junio de 1707 dio lugar a la derogación de sus fueros y, con ella, a la de la de la exención fiscal de que gozaba la Corona aragonesa, a la que se impuso un determinado sistema tributario. En Valencia las rentas reales produjeron durante el quinquenio de 1708-1712 un rendimiento neto estimado por Artola en torno a los 5,3 millones de reales, a los que hay que añadir la exigencia de importantes sumas en concepto de donativo para el mantenimiento de las tropas mientras duró la guerra. En Aragón, y hasta 1710, se exigió una capitación con el mismo objeto, a razón de un real de a ocho por vecino y mes. Después, y hasta 1715, las autoridades determinaron un cupo que, repartido entre los pueblos, trató de recaudarse con mejores o peores resultados. Castilla continuó con su sistema impositivo sin apenas variaciones. En Cataluña naturalmente las reformas fiscales tuvieron lugar a raíz de la capitulación de Barcelona en septiembre de 1714, aunque ya antes se venían cobrando en aquel territorio contribuciones de guerra. En Mallorca las reformas fiscales no tuvieron lugar hasta su capitulación en el verano de 1717.


    Con unas y otras cosas la Corona había conseguido entre 1705 y 1707 un promedio anual de ingresos de 105.867.644 reales, cifra superada entre 1709 y 1711 por otro de 229.155.965. En resumen, entre 1703 y 1713 los ingresos de la Corona casi se duplicaron. No obstante, teniendo en cuenta los gastos, y a pesar de lo dicho sobre los ingresos, Dikson admite que durante aquella guerra España pudo haberse endeudado en 603.000 libras. Fue una guerra costosa que, según el mismo autor, absorbió el 64 por ciento del gasto público francés y unos 75 millones de libras del erario inglés.


    



    2. Los gastos militares de los primeros Borbones


    La finalización de la guerra de Sucesión con el sometimiento de los reinos de la Corona de Aragón significó el asentamiento definitivo de la dinastía borbónica en la persona de Felipe V y la consolidación del absolutismo monárquico. Las Cortes se convirtieron en un mero instrumento formal subordinado a la autoridad del rey, quien asumió por ello el poder legislativo, junto con las facultades plenas de gobierno y el ser la última instancia en el poder judicial. En el plano administrativo el absolutismo dio lugar a un centralismo indiscutido que se instruyó a través de las nuevas Secretarías de Estado, que canalizaban la voluntad real a través de la vía reservada. Los tradicionales Consejos se mantuvieron, pero ya como estructuras decadentes y anquilosadas, carentes de agilidad. El centralismo llevó también a la uniformidad de las instituciones con la supresión, mediante los Decretos de Nueva Planta, de los regímenes particulares de la Corona de Aragón.


    La influencia francesa, que tanto había tenido que ver durante la guerra, dio paso durante una docena de años a otra de carácter italiano propiciada por Isabel de Farnesio, la segunda esposa del monarca. Se desarrolló a partir de entonces un reformismo económico-administrativo ya iniciado en las postrimerías de la guerra, y cuyos pasos exceden del contenido de este libro. Solo apuntaremos esquemáticamente algunos que afectaron directamente a la Marina y al Ejército, por más que este último ya había sido objeto de una total transformación durante la guerra.


    El 30 de noviembre de 1714 un Real Decreto reorganizó las Secretarías del Despacho, constituyendo entre otras las de Guerra, Marina e Indias (ambas a cargo de los correspondientes secretarios de Estado y del Despacho), y la de Hacienda (esta con un intendente universal y un veedor general). Un año después Guerra y Marina se refundieron en una sola Secretaría, desapareció la Veeduría General y el intendente general se convirtió también en secretario de Estado y del Despacho.


    Por lo que respecta al Ejército, una de las primeras medidas que se adoptó al finalizar la contienda fue la supresión de una serie de unidades, reduciéndolo y con él su gasto a dimensiones aceptables. De todas maneras, y aunque no se dispone de cifras indiscutidas para cada uno de los momentos, a lo largo de este reinado, como de los subsiguientes, el volumen de las tropas se incrementó o redujo al compás de la política internacional y de su influencia en los acontecimientos bélicos.


    Ozanam ha publicado los estados del Ejército (incluidos los batallones de Marina y los cuerpos de Casa Real) a través de diversos años. Los resumimos a continuación, aunque es más que dudoso que las unidades estuvieran al completo y que, por tanto, las cifras representen la realidad operativa.


    



    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            ESTADOS DEL EJÉRCITO, 1716-1759

          
        


        
          	

          	
            1716

          

          	
            1721

          

          	
            1724

          

          	
            1734

          

          	
            1739

          

          	
            1748

          

          	
            1751

          

          	
            1759

          
        


        
          	
            Infantería

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          
        


        
          	
            Batallones

          

          	
            101

          

          	
            114

          

          	
            104

          

          	
            160

          

          	
            148

          

          	
            152

          

          	
            141

          

          	
            141

          
        


        
          	
            Hombres

          

          	
            56.000

          

          	
            64.160

          

          	
            58.370

          

          	
            112.840

          

          	
            103.660

          

          	
            88.963

          

          	
            85.954

          

          	
            92.404

          
        


        
          	
            Caballería

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            

          
        


        
          	
            Escuadrones

          

          	
            

          

          	
            

          

          	
            96

          

          	
            115

          

          	
            95

          

          	
            68

          

          	
            68

          

          	
            68

          
        


        
          	
            Hombres

          

          	
            10.058

          

          	
            15.531

          

          	
            12.300

          

          	
            18.160

          

          	
            12.960

          

          	
            8.310

          

          	
            8.310

          

          	
            8.676

          
        


        
          	Total Ejército

          	
            66.058

          

          	
            79.691

          

          	
            70.690

          

          	
            131.000

          

          	
            116.620

          

          	
            97.273

          

          	
            94.264

          

          	
            101.080

          
        

      
    


    


    



    Ciertamente, la importante pérdida de los territorios flamencos e italianos, así como de Menorca y Gibraltar, como consecuencia de los tratados de Utrech y Rastadt, y las ambiciones de Isabel de Farnesio, llevaron a procurar una compensación de aquel descalabro a través de una política expansiva en el ámbito italiano, y ello exigía mantener una fuerza militar suficiente para llevarla a cabo. Esto permitió a Alberoni organizar un ejército expedicionario de 40.000 hombres, que entre 1717 y 1720 combatieron en Cerdeña y Sicilia. Fue una guerra contra una coalición de Holanda, Inglaterra, Francia y Austria que se saldó con el ofrecimiento de los ducados de Parma, Plasencia y Toscana al infante don Carlos, el futuro Carlos III.


    El posterior periodo de paz permitió licenciamientos y la contención de los efectivos militares en unos límites razonables; pero, después del breve reinado de Luis I, y de la vuelta al trono de su padre, una nueva guerra hispano-inglesa entre 1727 y 1728 hizo desempolvar las armas, con operaciones como la que dio lugar al sitio de Gibraltar. El Tratado de Sevilla de 1729, que puso fin a la guerra, permitió que España pudiera establecer un ejército en Parma y Plasencia, que hiciera efectiva la sucesión de don Carlos a aquellos principados, de los que tomó posesión en 1731.


    Dejando a un lado la desastrosa expedición a Orán de 1732 con otros 30.000 hombres, lo cierto es que se pudo gozar luego de un breve periodo de paz, que sin embargo pronto fue interrumpido por el estallido de la guerra de Sucesión de Polonia, en la que España se vio obligada a intervenir como consecuencia del Primer Pacto de Familia con Francia. Ello dio lugar en 1734 a un importante rearme, que incluyó la creación de las Milicias provinciales, un ejército de 24.000 hombres, que se pretendía fuese la reserva del ordinario. En todo caso, ese año se pudo contar con 130.000 soldados, de los cuales una fuerza expedicionaria de 30.000 desembarcó y ocupó Nápoles y Sicilia, permitiendo a don Carlos coronarse como rey de las Dos Sicilias.


    La paz permitió otra vez reducir el número de efectivos y reformar a muchos oficiales de las unidades que se disolvían, dejándolos en una especie de excedencia con la mitad del sueldo. Pero esta situación tampoco iba a durar. Ahora la guerra de Sucesión de Austria obligó de nuevo a España en 1741 y 1742 a disponer en Italia dos ejércitos de 20.000 y 40.000 hombres. Fue en el transcurso de esta última guerra cuando, en 1746, falleció Felipe V, y con su sucesor Fernando VI se abrió una nueva etapa de nuestra política exterior.


    Toda esta actividad militar del Ejército se correspondió con otra, aún más espectacular si cabe, en el ámbito de la Armada. Ya se ha indicado que las circunstancias de la guerra de Sucesión obligaron a demorar la reconstrucción de aquella. No fue hasta 1713 cuando se empezaron a llevar a acabo los primeros proyectos importantes para hacer florecer la Marina militar. Unificadas todas las escuadras, con excepción de la de Barlovento y las galeras del Mediterráneo, se daba el primer paso para constituir una institución de naturaleza única, que unos años después, entre 1717 y 1718, cobró vida con la remodelación de un cuerpo de oficiales y la creación en Cádiz de la Academia de Guardias Marinas.


    Al mismo tiempo se la empezó a dotar de buques con la misión prioritaria de proteger la ruta de las Indias, función para la que contaba con la financiación tradicional asumida por el tráfico comercial. El secretario de Estado de Marina e Indias, Tinajero de la Escalera, y el conde de Bergeyck impulsaron la construcción de navíos, y decidieron la adquisición de otros. Esto permitió armar la flota que conquistó Mallorca y la que transportó las tropas para la expedición de Cerdeña y Sicilia.


    Pero fue José Patiño, nombrado en 1717 intendente general de la Marina, quien desde ese cargo y, sobre todo luego, desde el de secretario de Estado y del Despacho de Marina e Indias, puesto al que accedió en 1726 junto con el de secretario de Hacienda, se volcó denodadamente en la creación de una importante Marina de guerra. El diseño de los tres departamentos marítimos corrió en paralelo con una decidida política de construcción naval, que hizo que entre botaduras y compras en el periodo de 1715 a 1724 se alcanzara la cifra de unos treinta navíos y un número similar de fragatas, que intervinieron en las campañas italianas. A pesar del descalabro naval de Cabo Passaro, estos esfuerzos hicieron resucitar a la Armada. Si en la expedición para la toma de posesión de los ducados de Parma y Toscana se pudieron reunir dieciocho navíos de línea, cinco fragatas, dos avisos y siete galeras que escoltaron a cuarenta y ocho transportes, para la de Orán, entre navíos de guerra y transportes concurrieron 611 velas. Junto a los proyectos de los nuevos astilleros de Ferrol, el del Puntal en Cádiz, y el de Cartagena, además del impulso dado al de La Habana, al morir Patiño en 1736 dejaba ya 31 navíos de línea, 15 fragatas y otra serie de paquebotes y bombardas, junto a barcos de menor porte; en fin, una Marina que empezaba a estar acorde con el Ejército.


    El breve gobierno de su sucesor, Campillo, no le permitió ningún proyecto de calado, aunque buscó la forma de arbitrar recursos para mantener a la Marina y al Ejército en el estado en que ya se encontraban. Pero la política de Patiño fue desarrollada por el marqués de la Ensenada, quién, muerto Campillo, se hizo cargo en 1743 de las Secretarías de Guerra, Marina e Indias y Hacienda, después de una larga experiencia personal en los asuntos militares. Con él se afianzó el modelo de barco de guerra, el navío de línea de dos o tres puentes y de entre 60 y 100 cañones. La fragata quedó destinada a servicios de descubierta, y las galeras quedaron definitivamente relegadas, lo mismo que los brulotes o navíos de fuego.


    El mantenimiento de un Ejército voluminoso como el que venimos describiendo y la reconstrucción de la Marina supusieron un esfuerzo ingente y una enorme inversión. Entre 1717 y 1720 el gasto total del Ejército fue de más de 561 millones de reales y el de la Marina de más de 81. Entre ambas partidas sumaron un 78,29 por ciento del total del gasto de la Hacienda, ello debido principalmente a las operaciones militares en Cerdeña y Sicilia y al impulso a la Marina, que en 1717 y 1718 casi triplicó las inversiones anuales anteriores. La gestión de Patiño se hizo notar también cuando de 4,5 millones de reales dedicados a la Armada en 1726 se pasó a 15 en 1727, a 31 en 1728 y así continuó hasta 1732 cuando esta alcanzó su cota más alta de gasto con 41,2 millones. Si en 1726 el gasto del Ejército suponía el 67,5 por ciento de los gastos totales de la Monarquía y la Marina el 2,41, en 1732 pasaron a representar respectivamente el 52,39 y el 17,63 por ciento; esto, y el hecho de que entre 1726 y 1736 se botaran o adquirieran medio centenar de navíos, indica la voluntad decidida de que España volviese a ocupar un puesto entre las potencias navales.


    La participación en la guerra de Sucesión de Polonia dio lugar al mantenimiento del nivel de presupuestos militares, que entre 1733 y 1735 importaron un gasto del 70 por ciento de un total en el que estaban incluidos los de la Casa Real, las embajadas y consulados, las Secretarías de Estado, los Consejos y Tribunales, la Deuda pública, las inversiones en obras públicas y las pensiones, toda una serie de capítulos que solo pudieron gestionar apenas algo más de la cuarta parte restante, y ello siempre condicionado a que las necesidades militares no obligaran a hacer recortes en las civiles.


    A partir de 1735 se vivió cierto alivio en el peso del gasto militar, pero fue por poco tiempo. La ya referida guerra de Sucesión de Austria obligó a nuevas inversiones militares, sobre todo en la Marina, que pasó de un gasto de 63 millones de reales en 1742 a otro de 167 en 1746. En 1742 la Marina ya representaba el 45,56 por ciento del gasto militar y en 1746 el 63,08; eran los tiempos de Ensenada. Tras la caída de este su porcentaje bajó; en 1759 era solo el 40,79 por ciento.


    Fue también este año de 1746, como hemos dicho, el del fallecimiento de Felipe V. Sin perjuicio de que las operaciones militares hubieron de continuar hasta poco antes de firmarse la paz de Aquisgrán en 1748, el reinado de Fernando VI se caracterizó por corresponder al único periodo amplio de paz del siglo XVIII. Eso sí, una paz armada y vigilante, como la que mantuvieron Francia, Inglaterra y Austria. No obstante, se trató de un periodo muy positivo para la Hacienda, cuyos ingresos netos en 1750 alcanzaron los 267.076.490 reales, lo que aventajaba en algo más de 50 millones los de 1742.


    En 1749 se ordenó una reducción del Ejército, que pasó de 89.939 efectivos a solo 64.222 (ambas cifras sin contar la Guardia Real), un recorte que afectó sobre todo a la Infantería, Caballería y Dragones. Más de mil oficiales pasaron a la situación de reformados. Permanecieron, en cambio, los ocho batallones de Infantería de Marina y las ocho brigadas de Artillería de Marina. No obstante, Ensenada realizó un gran esfuerzo financiero en favor del Ejército, y propició un programa de reforma militar que, entre otros muchos extremos, y por lo que afecta al gasto, incluía un nuevo incremento de efectivos humanos, la mejora en el pago puntual de los haberes, el progreso en la tecnología militar, la construcción de nuevas fortificaciones y la de cuarteles para la tropa.


    Este último era un asunto que se había contemplado desde comienzos de siglo para alivio de la obligación de alojamiento que sufrían los paisanos y para mejora de la disciplina militar, pero al que las dificultades financieras habían ido relegando, y ciertamente no serían muchas las realizaciones a lo largo del siglo. Más que a nuevas construcciones se recurrió al alquiler de casas, mesones e incluso caballerizas más o menos habilitadas para la tropa; pero si esto paliaba algo el problema del alojamiento de la estacionada de forma permanente, no resolvía la de la transeúnte, que tenía que seguir recurriendo al alojamiento tradicional.


    Los proyectos de Ensenada se vieron interrumpidos por su caída en desgracia fruto de insidias políticas, pero en todo caso había logrado que a fines de 1754, al tiempo de su destitución, se pudiera contar con 50 navíos y fragatas, y en 1759, botados ya los entonces empezados fruto de sus planes, se alcanzara el número de 76, aunque ciertamente desde su marcha el ritmo de construcción había caído sensiblemente.


    De todas maneras España estaba muy lejos de poder compararse con Inglaterra, la mayor potencia naval, no solo por el número de navíos, sino también por su capacidad combativa. Mientras en 1751 España disponía en su Armada de aproximadamente 1.500 cañones, Inglaterra tenía 12.000 y una oficialidad y marinería mucho más preparadas. En valores absolutos, también la inversión francesa en su Marina duplicaba a la española. Pero ello no desmerece el enorme esfuerzo empleado aquí en la restauración de esta. En los tres departamentos marítimos se diseñaron y empezaron a construir astilleros, diques secos, dársenas, arsenales, cuarteles de batallones, almacenes, edificios administrativos, salas de armas, hospitales, fábricas, centros de reparación, etc., y una Ordenanza de 1748 reguló «la cría, conservación, plantíos y cortas de los montes» con objeto de disponer de madera para la construcción de naves.


    En 1727 se había fundado el arsenal de La Graña, en la ría de Ferrol, aunque no fue hasta 1750 cuando empezó a construirse y a desarrollarse toda la obra del Departamento. El de Cartagena se empezó a construir en 1749 y se culminó en 1782. El de La Carraca, en Cádiz, fue en sus comienzos una obra de lento desarrollo, pero ya hacia fines de la década de 1730 tomó impulso, si bien acumuló retrasos hasta 1753. En 1754 se terminó en Cartagena el primer dique de carenar, y los dos de El Ferrol pudieron acoger buques desde 1762 y 1764. En términos generales, el segundo cuarto de siglo supuso el diseño y la regulación de los cometidos de cada departamento, y el tercer cuarto el momento en que comenzaron a funcionar con normalidad.


    Resulta de interés comprobar a qué se dedicaban las atenciones financieras de los departamentos a través del ejemplo que nos suministra el de El Ferrol entre 1755 y 1784. Porcentualmente las atenciones recibidas se aplicaron de la siguiente manera:
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    Durante ese tiempo se pasó de la construcción de navíos de alrededor de 800 toneladas hacia 1724, a la de otros normalmente de 1.500 o 1.600 con 74 cañones, o, incluso, en los astilleros gallegos o el de La Habana a botar buques de tres puentes y 2.100 o 2.200 toneladas entre 1769 y 1794. Entre 1750 y 1760 el precio de un navío de 70 cañones totalmente equipado oscilaba, según Ozanam, entre 3 y 3,7 millones, pero, por ejemplo, el Terrible de 68 costó casi 4,5 millones, y en 1732 el Real Felipe de 144 cañones más de 11 millones. Cerca de la última década del siglo entre los tres departamentos se disponía ya de siete diques de carenar en seco. Por el contrario, como ya se ha anticipado, las galeras fueron perdiendo su efectividad, y ya tras la batalla de Cabo Passaro en 1718 se comprobó que poco tenían que hacer en el futuro. Por inercia continuaron navegando o amarradas, pero a fines de 1748 tanto en España como en Francia se decidió su supresión definitiva.


    Es muy aventurado dar cifras concretas de lo consumido por la Marina o por el Ejército durante aquellos años, pues, como ya se ha dicho, los investigadores difieren en sus conclusiones. Incluso teniendo en cuenta que unos, como Jurado, utilizan cifras deflactadas, y otros como Merino Navarro, las de gastos constantes, las diferencias son significativas habida cuenta entre otras cosas las distintas fuentes de que parten unos y otros. No obstante, lo que interesa aquí es seguir viendo en términos generales la trayectoria de estos gastos a lo largo del siglo y su relación con los gastos civiles, o, dicho de otra manera, su incidencia en los gastos generales de la Monarquía.


    A pesar de la reactivación económica que, acompañada por una estabilidad en los precios, tuvo lugar durante la primera mitad del siglo, toda esta sucesión de gastos, fundamentalmente militares, de que venimos hablando dieron lugar a grandes dificultades para la Real Hacienda. Aunque las recaudaciones habían ascendido en 1737 a más de 211 millones de reales, los gastos habían seguido la misma progresión, alcanzando cerca de los 336 millones, en buena parte como consecuencia de la guerra de Sucesión de Polonia y de la ocupación de Nápoles y Sicilia. Nada tiene, pues, de particular que el 24 de marzo de 1739, el secretario de Estado y del Despacho de Hacienda, Iturralde, pocos días después de ser nombrado, se viera obligado a suspender pagos para poder atender al mantenimiento de las tropas.


    Una y otra vez se trató de aliviar el peso de los gastos mediante contribuciones extraordinarias, los caudales de Indias, importantes sobre todo en el último tercio del siglo, y el recurso a la Deuda. Nada menos que cuarenta recursos extraordinarios relaciona Canga Argüelles para el reinado de Felipe V. No hubo, sin embargo, ninguna reforma fiscal de calado hasta el intento, a la postre fallido, de implantar la Única Contribución. Eso sí, las rentas reales, que tradicionalmente venían siendo arrendadas calculando su valor y sacando a subasta su cobro, desde 1748 pasaron definitivamente a manos de la Administración.


    Persistió después de la guerra de Sucesión la contribución militar, de la que solo los eclesiásticos permanecían exentos, y que, distribuida entre las provincias la cantidad global a repartir, servía para hacer frente a parte de los gastos militares. Con ella, la contribución de utensilios y de paja trataba de cubrir el coste de la cama para el soldado, la leña para los ranchos y los puestos de guardia, el aceite también para el soldado y la paja para las caballerías. En momentos de contienda se estableció una contribución excepcional de guerra, descontando a todos los civiles un 4% del importe total de sus sueldos, gratificaciones, pensiones, etc. a partir de 800 ducados. Con unas y otras cosas los ingresos totales crecieron, aunque en momentos puntuales ocasionados por las frecuentes guerras los agobios hacían su aparición.


    Continuaron, por supuesto, los asientos de suministros y para reclutamiento de tropas cuando se necesitaba incrementar su número, y con ellos las ventas de empleos y de privilegios de hidalguía, singularmente con ocasión de las guerras de Italia. Por ejemplo, terminada la guerra de Sucesión la Compañía Goyeneche-Valdeolmos continuó hasta 1729 haciéndose cargo de gran número de suministros para el ejército, así como de préstamos monetarios que alcanzaron los 64 millones de reales. Para compensar parte de su crédito tomó en arrendamiento las rentas de algunas provincias hasta fin de 1721.


    3. El declinar del siglo: 1759-1808


    La llegada de Carlos III al trono significó la sustitución de la política de neutralidad que se había intentado mantener durante el reinado de Fernando VI, por otra ligada a Francia a través del Tercer Pacto de Familia. La rivalidad anglo-francesa por el dominio de amplios territorios coloniales dio lugar a la guerra de los Siete Años, arrastrando a España a una confrontación bélica con Inglaterra. que se saldó con la pérdida del la Florida compensada por Francia con la entrega de la Luisiana y de la colonia de Sacramento, transferida a Portugal. De nuevo los gastos se multiplicaron; solamente la invasión de Portugal en 1762 con un ejército de 40.000 hombres supuso unos 75 millones de reales, de los que el 47,60 por ciento correspondió a pagos a los asentistas encargados del transporte y abastecimiento de trigo, cebada y otras provisiones, y el 37,36 a sueldos. En este caso particular los costes se sufragaron con ahorros conservados en el Real Depósito, sin tener que acudir al presupuesto ordinario, que no los preveía.


    Sin embargo, en este periodo la proporción de incremento fue mayor en los gastos civiles, sobre todo los de las inversiones, que experimentaron un considerable despegue entre 1750 y 1790, y en los que no dejaron de tener mucho que ver las obras del Canal de Castilla, las consignaciones para las manufacturas reales y la construcción del Palacio Real de Madrid, habitado ya por la Familia Real desde 1764, pero cuyas obras, iniciadas en 1738, continuaron durante todo el siglo. Fue este de 1748 a 1762 el único periodo de aquel siglo en que los capítulos civiles contribuyeron mayoritariamente al incremento del gasto público, algo a lo que también contribuyó la decisión de Carlos III de saldar las cuantiosas deudas que Felipe V había dejado impagadas, y de las que Fernando VI no se había hecho cargo.


    Nuevas hostilidades con Marruecos (1773-1775) y con Portugal por la colonia de Sacramento (1770-1778) mantuvieron activos al Ejército y la Marina, pero fue la intervención contra Inglaterra como consecuencia de la guerra de la Independencia de las colonias americanas (1779-1783) la que propició una nueva escalada en el gasto militar, si bien tal gasto ya se había incrementado a partir de 1776 con la ayuda económica y de armamento que, de forma soterrada, venía concediéndose a dichas colonias. De cualquier forma, aún siendo importante el coste de un Ejército que, seguramente, incluyendo las milicias, contaba con más de 100.000 hombres en tiempo de paz, y al que las circunstancias no permitían volver a reducir sus efectivos, más lo fue entonces el de la Marina, que pasó de un gasto de 75.794.665 reales en 1781 a otro de 113.425.209 al año siguiente.


    Los gastos de la Monarquía habían seguido creciendo durante los primeros años de la década de 1780, en buena medida como consecuencia de esta guerra, pero ya el país no disfrutaba del ciclo económico expansivo de la primera mitad del siglo, y los apuros de la Hacienda la llevaron a buscar expedientes puramente circunstanciales junto a otros de más calado. Entre los primeros estaban los arbitrios excepcionales por el tiempo de guerra, como el que se estableció por roturas, cultivos y cerramientos de tierras autorizados a los pueblos, y que se cobró mientras duró aquella. Pero medidas como esa estaban lejos de poder enjugar la escalada de los gastos. Se recurrió a los préstamos nacionales, consiguiéndose que los particulares facilitaran al gobierno durante la guerra contra Inglaterra 18 millones de reales y 13 más los prelados y cabildos. Se ordenó que todos los depósitos y fianzas de los empleados pasasen al Tesoro, constituyéndolos a censo redimible con un interés del 3 %. Finalmente, en 1780 hubo que recurrir a la creación de los famosos vales reales, algo a caballo entre el primer papel moneda y la emisión de deuda. Se emitían con unos nominales muy elevados (de 600 pesos, equivalentes a 9.035 reales), y siempre con los mismos intereses del 4%; eran endosables, y el Banco de San Carlos, antecesor del actual Banco de España, se encargaba de descontarlos cuando su poseedor los quería realizar en dinero. Con ellos en los tres primeros años de emisión se atendieron préstamos por importe de 725 millones de reales. Esos ingresos extraordinarios permitieron atender a los gastos de la guerra americana y los de la expedición contra Argel en 1783-1784, unos gastos que afectaron fundamentalmente a la Marina, habida cuenta de la naturaleza de aquellas confrontaciones.


    Aunque después de reconocida por Inglaterra la independencia de sus colonias y de culminado el castigo a Argel para contrarrestar el corso que hacían sus navíos, las armas se silenciaron durante casi una docena de años y, consecuentemente, el gasto se redujo un 25,43 por ciento en el Ejército y un 37,05 en la Marina, la situación económica se complicó como consecuencia de la paulatina depreciación de los vales reales derivada de la multiplicación de las emisiones y de que siempre su rescate fuera muy difícil. A su vez esto provocó una escalada inflacionista en los precios, con la pérdida de valor adquisitivo en los sueldos y el prest de los militares, a pesar de la moderada subida que estos últimos habían experimentado en 1760, contrarrestada en 1761 por un descuento para el Monte Pío Militar decretado por Carlos III. El malestar en las tropas se hizo ostensible, y a partir de 1768 se suprimió el descuento de masa al pasar el vestuario a cuenta del Estado, distribuyendo su importe entre mejoras de la alimentación y del haber en mano. Un medio barato para aliviar también el malestar de la oficialidad fue el recurrir con frecuencia a la concesión de grados superiores al empleo efectivo que tenía el oficial en su unidad. Muchas veces la concesión del grado superior no suponía una variación en el sueldo que tenía por su empleo, por lo que de hecho se quedaba en un ascenso puramente honorífico.


    El número teórico de efectivos en el Ejército era en 1788, cuando Carlos IV sucedió a su padre, de unos 81.000 individuos de tropa y cerca de 5.000 generales y oficiales, cifras que se multiplicaron durante la guerra de la Convención contra la República Francesa (1793-1795) hasta alcanzar un total de 132.000 hombres, número seguramente más teórico que real. No obstante, al iniciarse el siglo XIX el Ejército disponía, al parecer, de una plantilla teórica de 140.879 plazas, incluidas las Guardias de Infantería Española y Walona, así como las Guardias de Corps y los Carabineros Reales.


    



    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            FUERZAS TEÓRICAS DEL EJÉRCITO EN 1802
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            Infantería de línea

          

          	
            104.002

          

          	
            73,82%

          
        


        
          	
            Infantería ligera

          

          	
            9.311

          

          	
            6,61%
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            4.218
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            12.008
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            4.164
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            Inválidos hábiles

          

          	
            7.176

          

          	
            5,10%
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            Fuente: Andújar Castillo (2003).

          
        

      
    


    


    



    Ese año de 1802 Godoy recortó a la mitad los efectivos de las Guardias Española y Walona, así como el total del Ejército al reducir el número de compañías por batallón, lo que le permitió subir los sueldos de los miliares que permanecieron en activo.


    Por lo que respecta a la Marina, la política naval mantuvo el mismo afán por potenciar esta lo más posible, y, en consonancia con la defensa de las Indias y del tráfico comercial entre estas y la Península, La Habana se convirtió en el gran punto estratégico de la Armada. La experiencia de la guerra contra Inglaterra hizo ver la importancia de disponer de una fuerza naval suficiente, lo que permitió mantener el impulso en la construcción de buques. En los cuarenta y dos años que sumaron los reinados de Fernando VI y Carlos III la Marina de guerra pasó de 50.000 toneladas de arqueo a 175.000 en un esfuerzo gigantesco por convertir de nuevo a España en potencia marítima.


    Al finalizar 1796 la Armada disponía de 76 navíos de línea, 51 fragatas, 9 corbetas, 10 jabeques, 30 bergantines, 6 paquebotes y 16 urcas para el transporte de pertrechos y madera. Esto la convertía en la segunda potencia naval del momento, muy por delante de la Francia revolucionaria, que solo contaba con 35 navíos y otras tantas fragatas; pero, al mismo tiempo, sin poderse comparar con la inglesa, que sumaba por entonces más de 200 navíos, unas 250 fragatas y medio millar de barcos menores.


    Pero desde mediados de la década de 1790 el enorme esfuerzo de décadas anteriores había agotado los recursos de la Hacienda, y el abandono de la Marina se consumó a partir de 1796. De los 76 navíos citados solo quedaban 53 en 1802, y de ellos solamente 29 en estado de poder ser armados. Las consignaciones de fondos habían pasado a emplearse en pagar sueldos y jornales, en buena parte atrasados. Los arsenales sin actividad y los buques sin pertrechos eran muestra de una decadencia patente.


    No muy distinta era la situación del Ejército, en espera siempre de unos suministros cada vez más inciertos. Si durante la primera mitad del siglo fueron asentistas particulares los que atendieron a los suministros del Ejército, de los presidios y de la Marina, también ahora continuó manteniéndose el sistema de suministros por contrata. En Madrid una compañía compuesta por mercaderes de la seda, lienzos, quincalla, joyería, especiería y droguería, que había adoptado el nombre de los Cinco Gremios Mayores de Madrid, suscribió en 1760 un asiento con la Corona por el que se comprometía a llevar a cabo el cobro del impuesto de cuarteles de Madrid y sus aledaños, y, al mismo tiempo, atender al pago de los proveedores del Ejército. Esta compañía ya había suscrito contratos a fines de la guerra de Sucesión para abastecer de vestuario al Ejército, y en 1768 seguía ocupándose de otra serie de suministros.


    Los bagajes eran objeto de contrata con alquiladores de carretas y arrieros, a los que la Hacienda pagaba contra recibo del jefe de la partida militar, una vez concluida su función. El precio se establecía en función de la carga (mayor o menor de 10 arrobas, unos 110 kilos) y del trayecto (mayor o menor de una legua, unos 5 kilómetros). Pero eran los grandes asentistas los que seguían copando el servicio de suministros, a la vista del fracaso de los intentos de gestión directa por la propia Administración, algo que quedó reducido a determinados productos, como la paja para el ganado, que las unidades contrataban directamente en los pueblos, o a determinadas obras, como las de los arsenales, gestionadas directamente por los funcionarios de la Corona.


    A partir de 1783 fue el recién nacido Banco de San Carlos el que se encargó de aprovisionar al Ejército y la Marina de vestuario y de diversos materiales para los navíos, si bien con un cierto control a través de comisarios Ordenadores y de Guerra que, como Juan de Piña y Ruiz y Francisco José de Larumbe, fueron nombrados directores bianuales del banco.


    El interés del gobierno por la efectividad y buen resultado del servicio le llevó a procurar el fortalecimiento de estos asentistas, y atraerlos con una serie de privilegios, como el acceso prioritario a las compras, la posibilidad de recurrir al embargo de elementos de transporte, y otros de tipo personal, como la concesión del fuero militar. En todo caso, su colaboración se entendía como un servicio al rey, y era tenida en cuenta a la hora de solicitar honores y gabelas.


    Aunque el sistema de recluta por quintas se había realizado esporádicamente durante todo el siglo a falta de voluntarios o de interés en una leva de vagos, fue en 1767 cuando la quinta se instituyó como algo fijo y periódico, extrayéndose los nuevos reclutas mediante repartimiento de cupos en las diversas localidades. Ello motivó que los anteriores asientos para suministro de nuevas unidades prácticamente desaparecieran, aunque se mantuvieron los que tenían por objeto completar las existentes. Después de haber perdido estos vigencia durante la prolongada paz de los tiempos de Fernando VI, nuevamente resurgieron con Carlos III y con Carlos IV. Seguía siendo un servicio sin coste para la Real Hacienda, que llegó a convertirse en un pozo de venalidad. El recurso a la venta de empleos militares resultó ser uno de los principales medios de financiación, muchas veces, y en el mejor de los casos, para dedicar lo recaudado a gastos civiles o para gastos militares en principio no presupuestados, como las defensas costeras. Fue dice Andujar Castillo «la etapa de apogeo de la venalidad [que] se acabaría transformando en claro sistema de corrupción del Estado», a nivel, sobre todo, de determinados cargos de las Secretarías de Estado, y pasando así de ser un sistema de financiación a otro de enriquecimiento y corrupción.


    Sin embargo, entre 1774 y 1790 parece que desapareció por completo la venalidad en el ámbito de la milicia, aunque seguramente se mantuvo en América, pero afloró de nuevo cuando, con motivo de la guerra de la Convención entre 1793 y 1795, hubo necesidad de levantar nuevos cuerpos de ejército. Se constituyó así una vía de financiación extraordinaria «que proporcionó a las arcas particulares del Ministerio de la Guerra unos ingresos superiores a los diez millones de reales» por la simple venta de patentes para los regimientos de nueva leva. Era un caudal que no se ingresaba en la Real Hacienda, y que quedaba a la libre disposición del secretario de Estado de Guerra, aunque luego fuera el de Hacienda el que tuviera que correr con el pago de los sueldos de los nuevos militares-asentistas; todo ello nada oculto, sino de lo que eran conscientes unos y otros secretarios de Estado.


    Por lo demás, la última década del siglo contempla unos gastos máximos en relación con periodos anteriores., y en buena medida esa escalada correspondió a los de los ejércitos involucrados en la guerra de la Convención. Entre 1793 y 1800 estos consumieron el 40 por ciento del gasto total. Por el contrario el de la Marina, a pesar de la guerra contra Inglaterra de 1796-1802, descendió a un 38,83, porcentaje con el que participó en el gasto total en 1794, y a un 10,03 por ciento en 1800. Ya hemos hecho alusión al abandono a que vio sometida en estos años; las consecuencias se vieron en San Vicente y Trafalgar.


    Teniendo en cuenta los diversos periodos del siglo posteriores a la guerra de Sucesión que contemplaron un incremento notable del gasto, «tres quintas partes de él advierte Jurado lo ocasionaron las guerras». En concreto, entre 1717 y 1800 casi el 63 por ciento del desembolso de la Real Hacienda se destinó a financiar la defensa, y de estos tres quintos dos correspondieron al Ejército y uno a la Marina. El mayor peso del Ejército en el total correspondió al reinado de Felipe V; por el contrario el de Fernando VI fue en el que más se redujo. Luego volvió a incrementar su carga en las décadas de 1770 y 1790.


    Siguiendo a Jurado podemos establecer una tabla con los costes medios anuales durante el siglo de cada una de las armas y cuerpos, expresados en millones de reales:
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    El coste medio de la artillería se incrementó de forma notable durante el siglo, pasando de un millón y medio durante los sesenta primeros años hasta los cuatro y aun los seis en las décadas siguientes. De los gastos de administración y logística la partida más importante la constituyó la provisión de víveres (entre el 48,90 y el 65,67 por ciento del total). Los otros componentes eran el menaje y vestuario (entre el 8,89 y el 19,43), las fortificaciones (entre el 8,65 y el 25,06) y los hospitales militares (entre el 8,32 y el 12,02).


    Al contrario de lo ocurrido con el Ejército, la Marina fue progresivamente incrementando su importancia a lo largo del siglo, siendo su coste anual medio de 49 millones de reales; pero esa cifra no es suficientemente representativa dada la variación tan significativa que aquel sufrió durante todo el siglo. Si antes de 1740 dicho gasto no llegaba al 9 por ciento del total, durante la mayor parte del resto del siglo superó el 20 por ciento, alcanzando momentos álgidos como durante el periodo de 1744-1746 en que superó en un 70 por ciento al del Ejército, o 1794 año en el que acercó al 40 por ciento del gasto total, y contemplando descensos también drásticos, como los ya indicados de los últimos años del siglo y comienzos del siguiente.


    Aunque los gastos superaron siempre a los ingresos, la prosperidad económica que de nuevo se vivió en la década de 1780 permitió hacer frente a la sangría que estos producían siempre en las arcas de la Hacienda. Ya se ha hecho alusión al recurso a la emisión de vales reales, una deuda que se confiaba enjugar con los ingresos provenientes de América. Además siempre cabía acudir a otros recursos, como la solicitud, luego concedida, que Carlos IV hizo al Papa en 1795 para que le permitiese apoderarse de 30 millones de reales sobre las rentas eclesiásticas.


    Pero cuando se inició la guerra contra la República Francesa la situación financiera se hizo alarmante. En 1796, ante un déficit de 1.269 millones de reales, hubo que recurrir a nuevas emisiones de vales y al préstamo, con lo que solo se consiguió una nueva bajada en la cotización de aquellos. En 1798 la posibilidad de una bancarrota se atisbaba en el horizonte, y otra vez hubo que recurrir a pequeños remedios que en realidad no solucionaban el problema de fondo. Se solicitó un donativo voluntario para hacer frente a la guerra contra Inglaterra, y se dispuso la enajenación de todos los bienes raíces pertenecientes a hospitales, hospicios, Casas de Misericordia, de Reclusión y de Expósitos, además de los de las cofradías, memorias, obras pías y patronatos de legos a fin de con su producto, compensado con un interés del tres por ciento, se pudiera ir amortizando una deuda que no solo provenía de la emisión de vales, sino también de la persistencia de los antiguos juros, y que comprendía además la deuda exterior. Se autorizó también la venta de mayorazgos y bienes vinculados, siempre que su producto se dedicase también al saneamiento de la Deuda, a cambio asimismo de un interés similar. Ese mismo año de 1798 se consiguió de la Iglesia española un donativo de 3,7 millones y un préstamo de 35,6. Según Canga Argüelles entre 1793 y 1808 la Iglesia llegó a aportar más de 407 millones de reales.


    Pero la crisis no remitió y los vales reales siguieron perdiendo su valor. Hubo que recurrir a préstamos exteriores para ir tirando, pero la nueva guerra declarada en 1804 contra Inglaterra volvió a poner a la Hacienda contra las cuerdas. Los fondos previstos para atender a la amortización de la deuda hubieron de ser empleados para aprovisionar al Ejército y a la Armada. Desde 1791 los suministros habían vuelto a ser atendidos por la diputación y dirección de los Cinco Gremios Mayores de Madrid, pero a partir de 1799 ese aprovisionamiento pasó a realizarse por gestión directa de la Administración a través de la Dirección General de Provisiones creada ese año a partir de la anterior Proveeduría General de Víveres y Forrajes. La misma hubo de hacer frente a suministros por valor de 111 millones de reales anuales, y en 1805 se le ordenó entregar a la Marina otros acopios extraordinarios por importe de otros 10 millones mensuales.


    Los caudales de América que en 1805 habían montado 50 millones de reales, en 1807 solo supusieron 2,5. La Hacienda confiaba siempre para salir del atolladero en esos ingresos de carácter extraordinario que en 1800 habían llegado a significar el 46,3 por ciento de los ingresos ordinarios netos y en 1806 el 44,2. Una vez más se recurrió a los empréstitos; se sustanciaban mediante la venta de acciones para ser adquiridas en metálico o con vales reales. Una primera emisión ofrecía un interés del 5,5%, y las restantes un 6% anual si se adquirían con vales o de un 12 si se hacía en metálico. En total entre 1805 y 1808 se emitieron acciones por importe de 202.240.000 reales, aunque solo se suscribieron por 108.043.994 reales y 21 maravedís. También en 1805 se creó un arbitrio con la denominación de subvención de guerra que suponía la carga del 1,5% de todos los frutos y efectos importados desde el extranjero y exportados luego a otros países. Hasta fines 1807 se consiguieron recaudar por este concepto 23.198.499 reales. No obstante, ni la Deuda pública se redujo ni la cotización de los vales subió con todas estas medidas. Dejaron de pagarse los intereses de estos, y se retrasó una y otra vez el abono de los sueldos, pensiones y viudedades. Cuando, ya con Fernando VII, se inició la guerra de la Independencia, la Hacienda estaba al borde de la bancarrota, y la Deuda, que en tiempos de Felipe V se cifraba en 1.200 millones de reales, alcanzaba ahora los 7.200. Esto último era aproximadamente lo que a España habían costado sus últimas guerras con Francia y con Inglaterra.


    



    4. El ejército de América


    Hemos dejado para el final el tema de la financiación del ejército americano. En los siglos XVI y XVII el sistema defensivo en aquel continente pasó de estar en manos de encomenderos y adelantados a apoyarse durante este último siglo en algunas compañías de presidios y unas elementales milicias en las principales ciudades y zonas fronterizas. Siendo claramente deficitario, hubo de fortalecerse a su vez con tropas peninsulares provenientes de levas, insuficientes en número y de muy baja calidad militar. Parece que en todo el siglo XVII las tropas españolas llegadas al Caribe no superaron los 5.000 hombres, y a Chile no llegaron más de 2.500. Hay que decir, además, que la mayoría de aquellos soldados desertaban al poco tiempo.


    Los ataques ingleses o de corsarios a Cartagena de Indias o a Guayaquil demostraron la inutilidad de las compañías sueltas administradas por sus capitanes, por lo que ya al final de la guerra de Sucesión se decidió conformar un sistema defensivo a base de regimientos, batallones o compañías fijas para la defensa de un territorio cuyas dimensiones exigían concentrar esta en los puntos más sensibles, sobre todo en la zona del Caribe. Aparecieron así los cuerpos fijos sustituyendo a las antiguas compañías de presidios, pero ello no impidió desastres como el de la pérdida de La Habana. Fue a raíz de este cuando Carlos III decidió un plan de defensa coherente basado en tres elementos: un ejército de dotación con unidades fijas, que ya por esas fechas estaban integradas y mandadas abrumadoramente por población criolla; otro de refuerzo compuesto por regimientos o batallones al completo enviados desde la Península, muchos de los cuales pasaron luego a formar parte del ejército de dotación; y, finalmente, unas milicias disciplinadas, urbanas o provinciales, como apoyo último y con población nativa.


    La financiación de toda esta organización excedía de las posibilidades de la Real Hacienda, y ya desde Felipe II se había apoyado en un sistema cuya filosofía última residía en que había de mantenerse con cargo a los propios recursos americanos. Éstos debían también atender a las necesidades circunstanciales de la Marina en los puertos americanos.


    Los ingresos fiscales de los virreinatos y cualesquiera otros productos similares se ingresaban en las Cajas Reales de México, Lima, Quito, Caracas, Guatemala y Santa Fe; cada una de ellas recibía los productos de su demarcación y atendía a los gastos de la misma. Sin embargo, las de Lima, Caracas y México tenían el carácter de Cajas matrices, dado que sus ingresos sobrepasaban ampliamente a los gastos que financiaban.


    Las Cajas sufragaban los gastos civiles y, por lo que aquí interesa, los militares de sueldos, vestuario, alimentación, hospitalarios, armamento, transportes, fortificaciones, etc. Anualmente elaboraban los presupuestos correspondientes con los ingresos y gastos previstos. Si llegado el momento los gastos eran superiores a lo presupuestado, se acudía a una de las Cajas matrices para que situara en las arcas de la peticionaria la cantidad necesitada. Este situado era, pues, el importe enviado por la Caja matriz a la demandante para que pudiera atender a los gastos militares no previstos. Si al final del año quedaba algún sobrante en la Caja matriz, este se enviaba a España para engrosar los activos de la Real Hacienda.


    Como se ha dicho, uno de los capítulos principales a los que debían atender era el de los sueldos de las tropas, distintos según las zonas y las condiciones más o menos inhóspitas de algunas guarniciones. María del Carmen Gómez informa que un capitán de infantería en Valdivia cobraba mensualmente 42 pesos (630 reales), un sargento 11,5 y un soldado 6, sin descuentos previos, y que, además, en aquella guarnición se habían asignado 10.000 pesos anuales como consignación extraordinaria para el mantenimiento de la misma. Pero en otras guarniciones de especial dificultad el capitán podía llegar a cobrar desde 70 hasta 100 pesos, y el soldado hasta 24. Las nuevas fortificaciones y el mantenimiento de las existentes se sufragaba por los vecinos, aunque solo mientras las obras duraban. Allí donde no alcanzaban estos gravámenes se cubría también con el situado.


    Los gastos se incrementaron notablemente durante el siglo XVIII, fundamentalmente por la ampliación del número de unidades, pasando entre 1730 y 1790 de 23 a 70 guarniciones, lo que naturalmente afectó a la estructura del sistema. Igualmente los gastos extraordinarios desequilibraban las previsiones, producían retrasos en los pagos y, lo que era más grave, en el abono puntual de los sueldos militares.


    El problema surgía por dos vías: Una de ellas el oligopolio comercial permítasenos este término aplicado al siglo XVIII dado que eran unos pocos los comerciantes que aceptaban las libranzas de las Cajas a cambio de suministrar víveres y otros productos a las tropas. Su situación de preeminencia, sobre todo en el periodo comprendido entre 1770 y 1810, les permitía aplicar unos precios muy elevados respecto de los comunes del mercado, algo en lo que también no dejaban de beneficiarse los miembros de la administración local o incluso los mandos militares. La otra era la necesidad de acudir a los préstamos, créditos y libranzas de las oligarquías locales cuando los saldos de las cajas matrices no alcanzaban a cubrir las necesidades. Téngase en cuenta que si en la primera década del siglo XVIII los costes medios anuales del ejército americano suponían 2,18 millones de pesos, a fines del siglo ya alcanzaban los 20 millones (300 millones de reales).


    Conforme los gastos fueron creciendo, las remisiones del situado desde las Cajas matrices a las receptoras sufrieron cada vez mayores retrasos y mermas. Ante tal situación solo cabía, o bien declararse en quiebra mientras un situado extraordinario no reponía los fondos que se necesitaban, o bien solicitar préstamos a los hombres de negocios locales, garantizándolos con cargo a posteriores remisiones del situado. Esta segunda opción llevó a que paulatinamente estos grupos locales pasaran a controlar la deuda pública de la Hacienda de la comarca. Ello transformó a muchos de aquellos comerciantes en especuladores que controlaban los flujos de capital en unas determinadas áreas.


    Los graves problemas de la Hacienda española al comenzar el siglo XIX repercutieron sobre los que ya tenían las Cajas. El recurso del gobierno a empréstitos en Ámsterdam exigió la entrega de libranzas sobre las Cajas de México. Estas tuvieron que acudir a los caudales reales previstos para ser transportados a España, y que la guerra con Inglaterra mantenía retenidos en las Indias.


    El control financiero que todo esto supuso a favor de las oligarquías criollas, que garantizaban sus préstamos con cargo a la plata a recaudar para la Hacienda en años sucesivos, y que además controlaban el ejército como mandos de sus unidades fijas, aclara muchas circunstancias de los episodios de la independencia en aquellos virreinatos.


    



    5. La gestión del gasto


    El siglo XVIII trajo también la articulación de un sistema racional y moderno para la gestión económica de los ejércitos. Ya se ha hecho mención de cómo Felipe V había dispuesto la existencia en las unidades de comisarios de Guerra para atender a aquella, y de las primeras propuestas para dotarlas de intendentes que, al igual que en Francia, se hicieran cargo no solo de la dirección de la misma, sino también de la de los ingresos y gastos de la administración civil. El intendente iba a constituir el vértice de la gestión económica en el Ejército y la Marina, solo subordinado al secretario de Estado.


    Habría que comenzar por distinguir entre la Intendencia con perfiles perfectamente definidos, que brilla durante la mayor parte del siglo XVIII con incidencia directa en los ámbitos civil y militar, y los intendentes que desempeñaron su función en los ejércitos, porque si en la mayor parte del periodo hay una coincidencia entre una y otros, en un primer momento no fue así. La Intendencia como institución de la que Domínguez Ortiz dijo que había sido «la innovación administrativa más importante de los Borbones» habría que ligarla en su origen a la Ordenanza de 4 de julio de 1718, pero el intendente, es decir, la encomienda de función a título personal, es anterior.


    Ya en diciembre de 1711 se nombró una primera promoción de intendentes que pasaron a hacerse cargo de la administración de las zonas ocupadas por los distintos ejércitos, en concreto, las de Aragón, Extremadura, León, Salamanca y Valencia. Entre ellos estaban Melchor de Macanaz y José Patiño, y, sobre todo el primero, con una amplia experiencia administrativa. Si hasta 1718 estos funcionarios al servicio directo del rey tenían como misión administrar los ejércitos en campaña, ordenando los gastos de la guerra, cuidando el aprovisionamiento y alojamiento de las tropas, y supervisando a los distintos empleados de la administración militar, a partir de esa fecha se trató de que se fueran haciendo cargo también de la administración civil en los territorios con tropas. Singularmente se les encomendó hacerse cargo de las relaciones entre el ejército de su demarcación y la población civil, de la organización de a Hacienda y la recaudación de impuestos, de la consignación de gastos públicos y, en general, de la administración provincial, siendo los únicos responsables de todo ello ante el gobierno central.


    Este esfuerzo organizativo de la administración militar fue solo una parte del dedicado a la reorganización del Ejército y a la guerra durante aquellos catorce primeros años del siglo, pero sin duda contribuyó muy directamente a todo ello. En dicho periodo hablar de la Hacienda del país era hablar de su hacienda militar, pues, como ya se ha visto, todos los recursos disponibles se dedicaron al objetivo último de ganar la guerra, pero aún esta última hacienda no había alcanzado la configuración característica que iba a mantener durante más de un siglo.


    El creador de esta administración económica particular fue José Patiño, quien, tras ser nombrado intendente general de la Marina, se propuso dotar a aquella de una organización completa y coordinada. Su primer paso fue el de redactar e impulsar la Real Ordenanza e Instrucción de 16 de junio de 1717, que diseñaba el nuevo sistema de administración de la Marina, y creaba para atender a la misma el que pasó a ser llamado Cuerpo del Ministerio. Creadas pocos meses antes la Comisaría de Ordenación y la Contaduría Principal de Marina, y fijadas las categorías de los empleados que debían tener a su cargo la gestión económica de todo ello (intendentes, ordenadores, comisarios y oficiales), fue la citada Ordenanza la que concretó sus funciones.


    Sin embargo, habida cuenta del mayor peso específico atribuido entonces al Ejército, por su mayor volumen de personal y, sobre todo, porque aún gravitaba sobre el mismo la mayor parte del gasto, fue una nueva Ordenanza aprobada el 4 de julio de 1718, la que dio definitiva estructura en aquel a lo que pasó a llamarse la Real Hacienda Militar. La Ordenanza estableció todo un cuerpo de intendentes, contadores y pagadores, regulando sus funciones, y distinguiendo los que llamaba «de provincia», encargados fundamentalmente de la hacienda civil en una de estas, y los que denominaba «de ejército», superiores en grado y consideración, y que pasaron a tener a su cargo la administración militar de un grupo de provincias, además de llevar también la civil en la de la cabecera regional. En este nuevo «cuerpo» quedo integrado el de los comisarios de Guerra, compuesto ahora también por comisarios Ordenadores, estos últimos con autoridad sobre varios de aquellos. Todo este robusto armazón administrativo pasó a denominarse en el Ejército Cuerpo Político de la Real Hacienda Militar, entendiéndose el término «político» como asimilado a civil.


    Si hasta principios del siglo XVIII los capitanes generales lo habían sido todo en las provincias, la figura del intendente pasó a cobrar una fuerza inusitada, y aunque se quiso respetar la autoridad que aquellos tenían como máxima jerarquía militar, el intendente, como nuevo delegado real, se perfiló como otra autoridad casi tan destacada, y desde luego autónoma en su ámbito funcional. Consciente de la posibilidad de roces entre ambos, la Ordenanza procuraba evitarlos disponiendo el auxilio recíproco «siempre que el uno necesitare de la autoridad y facultades del otro, según los respectivos manejos».


    Si en la Marina la Ordenanza de 1717 se fue desarrollando, en lo que se refiere a la administración económica, por otras de 1720 y 1725, y, finalmente, por una Instrucción de 1737, por lo que se refiere al Ejército la ya citada Ordenanza de Patiño fue sustituida por otra, aún más completa, de 13 de octubre de 1749, debida al marqués de la Ensenada. Fue esta última la que dio forma definitiva al sistema de la Real Hacienda Militar, de tal manera que las líneas maestras del mismo siguieron inalteradas hasta la tercera década del siglo XIX. Sin que la estructura de 1718 se viera modificada sustancialmente, lo cierto es que las competencias de los intendentes, y con ellas las del Cuerpo Político, quedaron definitivamente reforzadas. Las Ordenanzas de Carlos III de 22 de octubre de 1768 no alteraron las anteriores en estos aspectos administrativos.


    De acuerdo con la Ordenanza de 1749, los intendentes de ejército tenían a su cargo todo lo relativo a la administración económica de los ejércitos, y singularmente se ocupaban del correcto funcionamiento del servicio del sueldo, con el pago del de los oficiales y el haber de la tropa a través de las tesorerías de cada ejército. Regulaba la Ordenanza los suministros a las tropas por el sistema de asientos, aunque también preveía la posibilidad de hacerlo «por administración», es decir, directamente a través de los medios propios de esta, aunque ya hemos visto que fue el primero el que predominó durante la mayor parte del siglo, al menos hasta finales del mismo. En todo caso, previsoramente disponía ya que la gestión directa por la Administración debía ser encomendada a personas hábiles y con experiencia, quienes habrían de redactar los presupuestos de las materias primas a adquirir, y fijar el lugar y época de dicha adquisición.


    En relación con las unidades armadas, el intendente ejercía funciones de control de la policía de las tropas, desarrollándolas a través de los comisarios Ordenadores y de Guerra. Estos últimos, además, seguían desempeñando su función tradicional respecto a la intervención física de las existencias de personal y material. Por lo que afecta al control documental mediante el sistema de «cuenta y razón», el mismo se llevaba a cabo a través de las Contadurías principales y delegadas. La «cuenta y razón» exigía que en las cuentas que debían rendirse, tanto de caudales, víveres y efectos, como de armas y municiones, las operaciones aritméticas fueran apoyadas en una razón documental de cada una de sus partidas.


    Los pagadores eran meros delegados de la Tesorería General, y se limitaban a hacer sus abonos a partir de los libramientos que recibían, autorizados por el intendente, que actuaba así como un ordenador de pagos, y fiscalizados y despachados por el contador de Ejército. Los pagadores rendían luego sus cuentas, previa otra comprobación por parte del respectivo contador. Relaciones de todas las cantidades libradas y pagadas eran remitidas al tesorero general por cada uno de los pagadores, y a los contadores generales de Valores y de la Distribución por los contadores de Ejército. Estos últimos controlaban también los libramientos despachados a favor de los proveedores.


    Había, sin embargo, determinados caudales de los que disponían los cuerpos, sin más sanción que la de los generales inspectores de Infantería, Caballería, Dragones y Artillería, y que, por tanto, quedaban fuera de la administración y control de la Hacienda Militar. Eran, de un lado, pequeñas sumas que manejaban los regimientos para atender a gastos menudos y entretenimiento de locales, y de otro los descuentos que se hacían del sueldo de la tropa para la masa (o gran masa) y la masita. Todos estos fondos eran administrados por una junta de jefes y oficiales presidida por el coronel del regimiento, y fiscalizados por interventores designados mensualmente entre los oficiales de la unidad. En cada regimiento se nombraba un habilitado que tenía como misión servir de enlace con la Intendencia. Recibía de esta los caudales y los ponía a disposición del cuerpo, llevando su propia contabilidad.


    Fue así como se fue articulando en el Ejército y la Marina sendos cuerpos con vocación de englobar a todos estos empleados u oficiales, de articularlos en una escala que pretendía ser cerrada, aunque frecuentemente no lo era, y con un cursus honorum que les permitiera ir ascendiendo desde los escalones más bajos de escribientes, ayudantes y oficiales supernumerarios y efectivos, hasta el anhelado cargo de intendente de Ejército o de Marina. Eran, por tanto, estos últimos los que constituían la cabeza de ambos cuerpos, sometidos eso sí los del Ejército al secretario de Estado y del Despacho de Hacienda y los del Marina al correspondiente secretario de Marina. Tras el intendente, la segunda figura en importancia era el contador, que dependía orgánicamente de aquel, pero con independencia funcional como consecuencia de su propia misión fiscalizadora. Ciertamente los contadores desempeñaban normalmente su función sin más contacto con el mundo militar que el que les proporcionaban las cuentas y documentos justificativos de los gastos militares. No así los comisarios Ordenadores y de Guerra, que vivían en permanente y directo contacto con las tropas. De ahí que fuera el comisario Ordenador el que sustituyera al intendente en sus ausencias.


    De los comisarios decía hace años el profesor Ozanam que su importancia «se debe menos a sus efectivos que al hecho de que, bajo Felipe V y Fernando VI, constituían un verdadero semillero de administradores: de sus filas, efectivamente, salieron muchos de los intendentes, de los oficiales de las distintas secretarias de despacho, de los secretarios de embajada que constituyeron el armazón administrativo de la monarquía borbónica. Fue este un fenómeno de considerable importancia que no ha sido suficientemente estudiado y valorado». Afortunadamente, hoy ya lo ha sido en parte.


    En algunos destinos singulares, como eran los de los presidios de la costa de Granada (Málaga y Vélez-Málaga), los presidios menores de Melilla y el Peñón de Vélez, así como en Alhucemas y Ceuta, aún aparecen durante el siglo algunos «funcionarios» que mantenían la antigua denominación de veedores, si bien con funciones algo distintas a las de los famosos de los siglos XVI y XVII, y no fáciles de clasificar, pues sus cometidos oscilaban entre los puramente administrativos o gestores y los de naturaleza fiscal o de control, si bien primando los primeros. Otros destinos con personal administrativo especializado eran los hospitales militares y la Artillería.


    Repetiremos que la calificación de «político» que la documentación de la época aplica al cuerpo que integraba a estos funcionarios, servía para calificarlos como civiles. En el siglo XVIII la idea vigente calificaba como militar propiamente dicho solo a aquel que luchaba con la espada en la mano, por lo que resulta natural la anterior calificación, por más que los miembros de la Hacienda Militar tuvieran asimilación militar, vistieran uniforme, portasen espada y a determinados niveles ostentasen bastón de mando. Así, por ejemplo, las Ordenanzas equiparaban a los intendentes de Ejército a mariscales de campo, los comisarios Ordenadores a coroneles y los de Guerra a tenientes coroneles. Los primeros tenían incluso guardia militar de honor, y estaba dispuesto que a unos y otros se les reconociesen los mismos honores que a los individuos de las armas de su mismo empleo. Gozaban también todos ellos y sus familias del fuero de guerra, es decir, de los beneficios que este otorgaba a la «gente de guerra» desde la lejana Edad Media.


    Pero lo importante aquí no es tanto la naturaleza funcional de aquellos hombres, como su dependencia de uno u otro órgano de la Administración del Reino, dicho de otra manera, de una u otra Secretaría de Estado, órganos que a su vez habían ido cobrando poco a poco su respectiva autonomía a lo largo del siglo. Fue esta dependencia la que determinó su naturaleza singular dentro del Ejército y la Marina.


    Si en la Armada los miembros de su cuerpo político dependieron prácticamente durante todo el siglo de la Secretaría del Despacho de Marina, la situación en el Ejército fue mucho más complicada. Así por ejemplo, de acuerdo con un Real Decreto de 1749 el nombramiento de intendentes de Ejército era propuesto al rey por la Secretaría del Despacho de Hacienda, aunque de acuerdo con la de Guerra, pero si el ejército estaba en campaña la propuesta correspondía a la Secretaría de Estado de Guerra, de acuerdo con la de Hacienda. En todo caso, la dependencia última de todos ellos era del secretario de Hacienda.


    En cuanto a los comisarios, en el Ejército su inmediatez a las tropas dio lugar a fuertes tensiones entre ambas Secretarías, que se disputaron su nombramiento durante todo el siglo con éxito cambiante. Si durante la primera mitad del mismo el tema tenía poca relevancia porque era una misma persona la que ostentaba ambas Secretarías, en la segunda mitad, como acabamos de decir, estas se fueron independizando, con titulares también distintos, y los mandos militares presionaron sobre la de Guerra para tratar de eludir el control que sobre ellos pretendía ejercer la de Hacienda.


    El tema de las competencias de las dos Secretarías tenía su reflejo a nivel inferior en las tensiones entre los mandos militares y los de los dos cuerpos administrativos, hasta el punto de que en la Marina llegó a hacerse lugar común la referencia a «la lucha entre la pluma y la espada».


    Habiendo sido tanto Patiño como Campillo y el marqués de la Ensenada miembros de estos cuerpos, principalmente del Ministerio de Marina, pero también del de la Real Hacienda Militar, resulta lógica, por más que en algunos casos desmedida, la protección que concedieron a ambos cuerpos. Nada tiene de particular que ambas corporaciones albergaran durante buena parte del siglo XVIII a lo más granado de los administradores si recordamos que en el Ejército y la Marina, mucho más que en la Administración civil, se concentraba el gasto de la Hacienda. Kamen dijo de los intendentes que «llegaron a ser una nueva nobleza en el reino», y que «en sus esfuerzos se cifraba la esperanza de una regeneración de la España del siglo XVIII». Pero su declive comenzó tras la desaparición de la escena política de su último valedor, Ensenada, con influencia suficiente para ponerlos a salvo de todas las fuerzas que se habían ido concitando contra ellos.


    Caso arquetípico lo encontramos en la Armada, sobre todo a partir de enero de 1776, fecha en que fue nombrado secretario de Estado de Marina González Castejón, quien, a diferencia de la mayoría de sus antecesores, no provenía del Cuerpo del Ministerio, sino del Cuerpo General. La rivalidad entre los miembros de ambos cuerpos venía de lejos («pugna incesante, mutuas y violentas recriminaciones, intolerancia, exorbitancias y demasías por todas partes»), y, a la postre, los viejos resquemores de los miembros de este último frente a los de aquel, a quienes consideraban detentadores de competencias que estimaban les correspondían a ellos, se expresaron en la Ordenanza de Marina de 1 de abril de 1776, de la que un autor de la época, Saralegui, dice: «Destruyó completamente la autoridad del ramo administrativo en aquellos establecimientos donde hasta entonces había sido tan vigorosa».


    En dichas Ordenanzas continúa Saralegui- «no sólo la parte económica de la administración del ramo, sino también las operaciones y la marcha de su contabilidad, se sometieron a la inspección y juicio de los gefes militares y de las Juntas de Departamento, a quienes se encargó de procurar el puntual despacho de las oficinas, de examinar los libros de cuenta y razón, formar los presupuestos de obras, conocer los gastos, censurar las cuentas, distribuir los fondos, y de otras varias funciones no menos agenas de la índole y circunstancias propias del instituto militar». Con la nueva Ordenanza de 1793 el papel de los intendentes quedó aún más reducido, limitándose, según Merino Navarro, casi a recibir noticias. Y aunque el 15 de diciembre de 1798 se ordenó que el cuerpo del Ministerio pasara a la vía reservada de Hacienda, la medida tuvo poco trayecto, porque en 1802 se dio marcha atrás, y las cosas volvieron a la situación anterior.


    También en el Ejército el peso político de los miembros de Cuerpo político de la Real Hacienda Militar fue desapareciendo lentamente, y se fueron convirtiendo en una mera, aunque importante, burocracia de gestión administrativa y de control fiscal. A su vez, en muchos casos la preparación de este personal dejó de ser tan rigurosa como lo había sido durante parte del siglo, y nuevos sistemas de acceso a dicho cuerpo permitieron que llegaran al mismo personas poco idóneas para desempeñar sus funciones, tales como militares que, desgastados físicamente tras una larga vida castrense, buscaban en él un último refugio para su vejez, sin preocuparles verdaderamente el ejercicio de un oficio para el que carecían de preparación adecuada.


    Su última intervención de importancia en el siglo XVIII fue con ocasión de la guerra contra la Francia revolucionaria. El Cuerpo político, encargado de la logística, se ocupó de montar equipos de abastecimiento, transportes y hospitales de campaña, así como de todo el aparato logístico que exigía una confrontación que se suponía iba a librarse fuera de nuestras fronteras.


    Parece que en un primer momento todo se desarrolló con arreglo a las Ordenanzas algo tan característico de aquel siglo. Pero según los primeros éxitos de la campaña fueron cambiando de signo, los normales procedimientos de abastecimiento de las tropas empezaron a ser sustituidos por otros extraordinarios, como las requisas, que llegaron a ser imprescindibles para el avituallamiento de las tropas.


    Los éxitos en los primeros momentos del cuerpo encargado de la gestión económica de los ejércitos fueron glorificados por la Gaceta; la que, por ejemplo, refiriéndose a la retirada del ejército español el 30 de septiembre de 1793 desde el campo de Ponteillac al de Boulou, decía que «sólo las oportunas disposiciones del General en Jefe, la actividad y celo con que los generales subalternos obedecieron sus órdenes, la eficacia e inteligencia del Intendente don José Miguel Azanza, que concurrió con el apronto de carros, tiros de mulas y acémilas venidas de España con increíble celeridad y la pronta ejecución de la tropa pudieron superar las muchas y graves dificultades que se presentaban para hacer su retirada un ejército con 100 piezas de artillería en un país enemigo».


    Pero, sobre todo en la segunda fase de la guerra, las cosas no transcurrieron igual. Para el abastecimiento de las tropas hubo que generalizar de hecho el sistema de requisas, y acudir, siempre que fue posible, al botín. Si estos dos sistemas, teóricamente excepcionales, fallaban el sistema logístico se venía abajo y el estado de las tropas se convertía en lamentable. Carecemos de datos suficientes para llegar a una conclusión sobre qué porcentaje pudo resultar achacable a la falta de previsión o aun a la desidia en la Hacienda militar, y cuál a la negligencia del gobierno o a la falta de medios. En todo caso, la gestión de la Hacienda militar en esta guerra iba a dar lugar años después a graves acusaciones en el hemiciclo de las Cortes.


    También la bibliografía militar de la época se hacía eco del abandono en que se hallaban las tropas a finales del siglo. En un libro publicado en 1812 con el título de Restauración política y militar de España, y firmado por Pedro Franco Salazar, se decía: «Por tal abandono hemos visto nuestros ejércitos en las puertas de casa como suele decirse, esto es, en el Rosellón, en Portugal, en Ceuta, y aún dentro de la Península en el campo de Gibraltar, que por falta de providencias del Gobierno pasado en punto a provisiones y vestuarios, han padecido las tropas terribles hambres y desnudez []. La cosa parece increíble, pero ello es lo que ha sucedido, y si alguno lo dudare, puede preguntarlo a los oficiales y tropa que se hallaron en aquellas campañas, y verá comprobada esta verdad».
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    Un momento singular:la guerra de la Independencia (1808-1814)

  


  
    


  


  
    1. Primera aproximación al tema


    En 1808, a punto de producirse el levantamiento contra los franceses, «el hundimiento de la Hacienda, hasta agotar los fondos de la Tesorería, produjo dice Artola una situación de quiebra que sólo la guerra pudo enmascarar». Unos ingresos que no alcanzaban los 500 millones de reales tenían que hacer frente a gastos que casi duplicaban el valor líquido de aquellos; y esto sin contar con débitos atrasados de casi 900 millones y una Deuda de más de 7.200 millones de reales, que suponía unos intereses de más de 200 millones anuales. «Se había alcanzado un punto insiste Artola en que era inevitable un replanteamiento entero de la Hacienda, y para ello del propio Estado».


    Y lo cierto es que el de este último se produjo, casi sin pretenderse, como consecuencia de la guerra que entonces se inició. Fue una guerra singular, atípica, distinta de aquellas que los españoles habían vivido durante la mayor parte del siglo XVIII; y una guerra en paralelo con una situación de quiebra tanto del Estado como institución como de los poderes tradicionales que lo representaban. «Una mañana hemos dicho en otro lugar España se levantó acéfala y desmembrada, con un país atomizado, fraccionado en poderes locales; sólo a partir de Bailén pudo comprobarse una voluntad de hacer cambiar el primer e instintivo movimiento de resistencia autárquica, por un esfuerzo colectivo de defensa organizada y de reconstrucción de la estructura del Estado, que permitiera la aparición de un poder único y fuerte».


    Pero, en una España rápidamente ocupada por el ejército francés, ¿cuál era el poder fuerte que se podía oponer a tal ejército? Las autoridades que se fueron constituyendo en las diversas provincias de la Monarquía ¿con qué fuerza militar contaban?


    Los efectivos del ejército español inmediatamente antes de comenzar la guerra difieren según los historiadores. Acercándonos a las cifras aportadas por algunos de ellos podemos contabilizar desde los 97.500 hombres de que habla Fuentes Cervera (1958), aunque en otro lugar cita 131.000, tal vez como plantilla, hasta los 144.436 que refiere Gómez de Arteche (1868), diferencias tal vez derivadas de las fuentes consultadas por cada uno de ellos, y del juego entre las plantillas teóricas y el número efectivo.
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    En términos generales, no menos de 100.000 hombres ni más de 135.000; de ellos, un grupo indeterminado acantonado en las islas Baleares, 20.000 en Portugal acompañando a las tropas francesas que ocuparon aquel país y unos 15.000 con el marqués de La Romana en la expedición a Dinamarca, estas las mejor equipadas y con mejor preparación. En resumen, en territorio español no había, en el mejor de los casos, más de 100.000 soldados operativos. Enfrente tenían un ejército francés que, en el mes de junio, con cinco cuerpos de ejército y un pequeño grupo de la Guardia Imperial, sumaba ya unos 120.000 hombres, a los que entre julio y agosto de 1808 se les sumaron 40.000 más.


    El precipitado regreso de La Romana, con las dos terceras partes de su contingente que pudieron evitar quedar prisioneros de los franceses, y la urgente recluta de más efectivos, elevó el ejército español a una cifra cercana a los 150.000 soldados; pero, a su vez, la entrada de Napoleón en la Península con parte de su Grand Armée incrementó los efectivos franceses a fines de 1808 a más de 278.000 hombres, aunque esa cifra se redujo en enero del año siguientes a unos 194.000.


    La Marina disponía por entonces de unos 1.500 oficiales, otros 500 pilotos y aproximadamente 25.000 marineros, soldados de Infantería de Marina y artilleros.


    Evidentemente no corresponde aquí hacer un seguimiento de la guerra, pero sí acercarnos a las cifras globales de los ejércitos en lucha, porque ello tendría mucho que ver con los gastos de unos y otros en sueldos, alimentación y, desde luego, al menos por lo que se refiere a los españoles, también en equipamiento. Consignar el número de efectivos es importante a la hora de plantearse el coste que supuso aquella guerra.


    Si a los soldados españoles y franceses añadimos los más de 33.000 ingleses que acompañaron al general Moore en su incursión por tierras españolas, pronto sustituidos por otros 27.000 que acompañaron a Wellesley, podemos llegar a la conclusión de que en 1809 cerca de 400.000 hombres de los ejércitos francés y aliado se instalaban o se desplazaban por la Península. Esa cifra se incrementó en 1810 y 1811 al ritmo de los avatares de la guerra. Los franceses llegaron a alcanzar los 350.000 efectivos, incluyendo los españoles que seguían la suerte de José I; y poco importa a nuestros efectos si todos estaban operativos o no, porque todos tenían que alimentarse y vestirse. Los aliados pudieron llegar a ser 200.000 en el ejército español, y tal vez entre 70.000 y 90.000 según los años, en el británico, entre ingleses, portugueses e, incluso, un pequeño contingente de españoles. En suma, más de 600.000 hombres en los años centrales de la guerra.


    Luego, en 1812, el contingente francés comenzó a disminuir a algo menos de 250.000 soldados, y en 1813 a unos 100.000 durante el verano y 45.000 en Cataluña durante el invierno. Pero el ejército aliado se mantuvo siempre en cifras superiores a los 150.000 hombres, lo que nos da como resultado más de 400.000 individuos en pie de guerra durante 1812 y unos 200.000 en buena parte de 1813. En la exposición que el ministro interino de Hacienda, Julián Fernández Navarrete, hizo a las Cortes el 14 de septiembre de 1813, afirmó que su principal preocupación era atender a los 144.062 hombres y 10.511 caballos que en aquel momento integraban los ejércitos nacionales; y en ese cómputo no incluía los efectivos del ejército angloportugués.


    Nos hemos referido hasta ahora a las tropas regulares; pero, aunque su número no sea comparable, no podemos dejar de citar a los contingentes guerrilleros, depredadores por su propia naturaleza y organización. Unos 6.000 hombres siguieron a Villacampa, 5.000 a Mina, 4.000 a El Empecinado, 3.000 a Porlier y 2.000 a Julián Sánchez.


    La Marina había perdido la mayor parte de su potencial después del desastre de Trafalgar. Su elemento fundamental para la guerra, el barco, había dejado de ser el instrumento poderoso que habían conocido las últimas décadas del siglo XVIII. La pérdida de muchos buques en la última confrontación con Inglaterra y la falta de mantenimiento de otros había sido la causa de que en 1808 la debilidad de España en los mares fuera ya un hecho incontestable. Los historiadores no se ponen de acuerdo en el número de unidades de que disponía la Marina en ese año, si bien en todo caso hay que resaltar que la mayoría de ellas no estaba en condiciones de navegar. A fines de 1809 la fuerza naval a flote se reducía a cuatro navíos (el resto estaban desarmados) y seis fragatas, sin contar otras pequeñas unidades de menor importancia. De cualquier forma la Marina española desarrolló una actividad muy pequeña en la guerra de la Independencia, y esta puramente auxiliar y muy subsidiaria. La ruina de la Armada era un hecho. Cabe destacar únicamente las lanchas cañoneras que, como fuerzas sutiles, desarrollaron una importante labor en los caños de Cádiz.


    Por lo que respecta al personal, su papel en la guerra se desarrolló fundamentalmente en tierra. Dejando a un lado un número inconcreto de oficiales del Cuerpo General que se integraron en las unidades terrestres, la Infantería de Marina se estructuró con tres regimientos de dos batallones cada uno, el primero para operar en Extremadura, el segundo en La Mancha y el tercero quedó de guarnición en Cádiz. La Real Artillería de la Armada también pasó a tierra, y, aparte de algunos contingentes que permanecieron embarcados o de guarnición en Cartagena, el resto, organizado en brigadas, combatió en Galicia, Extremadura, Sevilla y Valencia.


    Toda esta referencia al estado numérico de los ejércitos y la Marina española nos debe acercar a la problemática logística que, en su mayor parte, hubo de ser soportada por la España de entonces: alimentación, vestuario, pagas transportes, armamento, sanidadCierto que algunos de estos conceptos vestuario, armamento, pagas vinieron dados a los ejércitos francés e inglés fundamentalmente por sus propios países de origen; pero también lo es que el país invadido cargó con la mayoría de los gastos de aquella guerra, entre otras cosas, con buena parte de los de la alimentación de todas las tropas. La guerra se libró en unas circunstancias deplorables desde un punto de vista logístico y de abastecimiento. Las tropas españolas combatieron con frecuencia en las peores condiciones de alimentación y, no ya de uniformidad, sino simplemente de vestuario. No le fue mucho mejor al ejército francés, al menos por lo que se refiere a la alimentación. Es conocida la voluntad del Emperador de que sus tropas, aligeradas de intendencia, viviesen sur le pays, obteniendo sus recursos de las comarcas por las que pasaban.


    Cuantificar lo que la guerra costó a España es hoy por hoy imposible, y seguramente lo será siempre. Una vez más hemos de repetir lo ya dicho para periodos anteriores de nuestra historia militar: mucha documentación ha desaparecido con los avatares del tiempo, otra está aún pendiente de ser estudiada por los especialistas y muchos datos no son traducibles a cifras económicas. Desconocemos aún los suministros de víveres que pudieron obtener regimientos ingleses cuando hacían rápidas retiradas hacia Portugal, los sembrados que los franceses convirtieron en tierra quemada cuando fueron ellos los que retrocedieron ante el avance aliado, o lo que determinadas partidas guerrilleras arrebataron de los almacenes y cuadras de los campesinos, pero sí disponemos de muchos datos que más o menos engarzados nos pueden dar una idea de lo que para el país supusieron en términos económicos aquellos seis años de una guerra especialmente cruel.


    Y tras colegir su coste, o al menos una parte del mismo, la segunda pregunta que siempre nos hacemos: quién lo pagó y como se pagó; sin olvidar también referirnos a aquella administración que negociaba suministros, los distribuía, tramitaba pagos, organizaba transportes, liquidaba deudas, dirigía hospitales militares e intentaba gestionar, con mejores o peores resultados, una cuenta y razón de las finanzas públicas dentro de la barahúnda de aquellos años. ¿Cómo calcular la plata entregada voluntariamente por particulares o la obtenida en los templos, más allá de la absolutamente imprescindible para el culto? ¿Hasta qué punto son homologables las cifras que nos ofrecen los asientos contables de los ingresos tributarios de muchas Juntas Provinciales? Tarea en todo caso sumamente difícil y expuesta a muchas inexactitudes. No obstante, cabe dibujar un panorama aproximado de lo que, desde un punto de vista financiero, fue aquella guerra.


    



    2. La financiación del Ejército patriota


    Ya se ha significado el estado comatoso de la Hacienda en los primeros años del siglo XIX. Los ingresos de la misma se circunscribían a las tradicionales rentas eclesiásticas; las rentas generales, singularmente las de aduanas; las rentas provinciales (alcabalas, cientos y millones), que en el ámbito de la antigua Corona de Aragón se sustituían por la contribución real, el catastro, el equivalente y la talla; y, finalmente, las rentas estancadas, o monopolio que la Corona tenía sobre la producción y venta de determinadas mercancías (sal, tabaco, papel sellado y loterías). Las rentas provinciales y las estancadas no existían en Navarra y las Vascongadas. En conjunto, todos estos ingresos importaban en 1807 unos 1.170 millones de reales líquidos, una cantidad que ya de por sí no alcanzaba a cubrir los gastos, pero que, además, se vio afectada por la desestructuración de la administración fiscal como consecuencia de la progresiva ocupación de ciudades y pueblos por las tropas francesas.


    El hundimiento de la Hacienda tradicional, reemplazada en un principio por las precarias de las diversas Juntas locales surgidas al compás del levantamiento contra los franceses, y luego por la de una Junta Central y una Regencias constreñidas al ámbito gaditano, provocó una dislocación absoluta del sistema hacendístico anterior, sustituido por el de un gobierno cuyas competencias reales se reducían a la ciudad de Cádiz y un territorio sumamente limitado, y el de las Juntas Provinciales que, de una u otra forma, pudieron seguir operativas. Estas Juntas, organismos de gobierno para proveer a la defensa de sus respectivos territorios, pasaron a obrar en el ámbito hacendístico con total autonomía y absoluta falta de coordinación con la Central y las Regencias.


    También, según se fueron constituyendo, los grupos guerrilleros montaron su propio sistema de administración, naturalmente primitivo con alguna excepción. Francisco Espoz y Mina describe con gran minuciosidad el que él organizó para sus tropas de Navarra y el Alto Aragón. Se trataba de una administración militar autogestionada, que contaba con un ministro de Hacienda y un tesorero que gestionaban sus ingresos y gastos. Dicho ministro debía hacer efectivo, en el ámbito del territorio controlado por Mina, el cobro de los productos de los conventos abandonados por causa de la guerra, y la percepción de las rentas del Estado (noveno, excusado, subsidio, secuestros, bulas, etc.), además de hacerse cargo de lo que le entregara el administrador general de aduanas. En cambio, asegura Mina que nunca llegó a exigir contribuciones. El tal ministro pagaba a las tropas y a los proveedores, y entregaba al general las cantidades que este necesitaba para gastos extraordinarios, como las fábricas de armas y munición que llegó a establecer para su división, e incluso los hospitales fijos que logró organizar en algunos pueblos.


    Pero, al margen de lo expresado respecto de las Juntas Provinciales y de casos singulares como el de Espoz y Mina, la propia evolución de la guerra exigió que la Hacienda central fuese adoptando sus propias medidas, por más que la administración económica de los ejércitos y los suministros a los mismos requiriesen de unos fondos que la Junta Central y las sucesivas Regencias se vieron en grandes dificultades para conseguir, y, en todo caso, solo en una pequeña parte. En el limitado ámbito geográfico al que alcanzaban sus posibilidades reales se procuró la unificación de la Tesorería, a fin de racionalizar la recaudación de los ingresos necesarios para subvenir a los gastos militares. A pesar de todo, hay ya que adelantar aquí que la falta de recursos en los ejércitos fue una constante a lo largo de toda la guerra, bien por falta de medios de la Tesorería, bien por falta de unos auténticos canales de distribución equitativa de los recursos, alimentados en unos casos por el propio gobierno central y en otros por las respectivas Juntas Provinciales.


    Aquella falta de medios financieros obligó a la Junta Central el 3 de diciembre de 1809 a aprobar disposiciones que buscaban disfrutar de diversos recursos extraordinarios, y el 12 de enero siguiente a publicar un decreto por el que se implantaba una Contribución Extraordinaria de Guerra, inspirada por Canga Argüelles, y que afectaba a todos los habitantes, con determinados supuestos de exención y no sujeción. Debería pagarse en proporción a las «rentas, producciones o utilidades de los contribuyentes», con diversas tarifas que oscilaban desde el 3 al 20 por ciento según las rentas. De todas maneras no hubo forma de gestionar correctamente este tributo en los tres años en que estuvo vigente, tanto por carencia de medios de inspección suficientes, como por la imposibilidad de aplicarlo en las zonas ocupadas por el enemigo.


    Igualmente, la subordinación de hecho de la Regencia a la Junta Provincial de Cádiz propició un acuerdo, en virtud del cual esta se hizo cargo de la gestión de la Hacienda; pero tal sistema solo duró nueve meses. Entre unas y otras cosas en 1810 se logró una recaudación de aproximadamente 273 millones de reales netos, de los cuales se dedicaron 92 a los gastos de defensa de la comarca de Cádiz y 112 se remitieron «a las provincias y exércitos».


    Designado el 14 de enero de 1811 José Canga Argüelles, un intendente de Ejército y miembro por tanto del Cuerpo político de la Real Hacienda Militar, para ocupar con carácter interino la Secretaría de Hacienda, su llegada significó la entrada de un espíritu renovador y dinámico, con el que quiso impulsar su parcela de gestión y el propio gobierno a través de continuas memorias e informes, presentados tanto a este como a las Cortes; sin embargo, el ambiente y las circunstancias no permitieron que sus propuestas fructificasen debidamente.


    Después de haber impulsado el decreto de las Cortes de 5 de febrero de 1811, que tenía por objeto la reunión de todos los caudales de la nación en la Tesorería Mayor y en las tesorerías de Ejército, es decir, «la unión de todos los fondos públicos baxo una mano», trató de remediar la apuradísima situación en que se encontraba el aprovisionamiento de las tropas, dirigiendo el 13 de febrero una Memoria a las Cortes proponiendo remedios. Pretendía la supresión de la Dirección General de Provisiones, cuyo fracaso era palpable, y volver al sistema de adquisiciones por subasta a través de los intendentes de cada ejército. No obstante, su propuesta no llegó en las Cortes a buen puerto.


    Los ingresos de la Hacienda cayeron en 1811 y 1812. En el primero de estos años no se pudo recaudar más allá de unos 187 millones de reales, que en 1812 se quedaron en 173, precisamente un año especialmente duro de hambre y miseria. Los caudales de Indias habían supuesto, según Canga Argüelles, entre el 24 de diciembre de 1808 y el 14 de marzo de 1811 un total de 587.933.863,29 reales; y, según De Diego, entre 1810 y 1812 17,4 millones de pesos, equivalentes a 348 millones de reales. Pero precisamente ese año de 1812, afirma Fontana, no habían superado los 15 millones.


    En las Cortes eran continuas las quejas sobre el estado deplorable en que se encontraban las tropas, situación de la que muchos hacían responsable al sistema de administración militar, a sus miembros e indirectamente a la Secretaría de Hacienda de la que dependían. El 30 de octubre de 1812 el secretario de Estado de Guerra, José María de Carvajal, leyó en las Cortes una Memoria en la que, entre otras cosas, decía:«Hasta el día, Señor, y por muchos tiempos, tal ha sido el cuadro de nuestros ejércitos; es lastimoso a la verdad, y sin entrometerme en averiguar su origen, veo y lloro sus efectos; quizá estará cerca el término de estos males [], entonces podrá recaer un severo cargo al que faltare a lo que se debe a sí y a la Patria, y se fijarán las reglas de la administración económica militar tan desatendida y obstruida por los métodos antiguos».


    Y aunque parecía que no quería acusar directamente, no se resistió a poner el dedo en donde, a su criterio, estaba la llaga:«Tal es sin duda decía la intervención independiente del ramo militar con que obran los Intendentes en asunto de víveres, y la que tiene asimismo su Dirección de la administración de la Guerra, contra el sabio principio que V. M. ha conocido muy bien, de que el sistema económico de los ramos debe ser administrado y dirigido por ellos como únicos responsables de su inversión». El que el ramo de Guerra se hiciera cargo de su propia gestión económica sin intervención de Hacienda era un caballo de batalla que venía rondando desde el siglo XVIII, de gran trascendencia para la administración militar, y sobre el que volveremos más adelante.


    Cristóbal de Góngora, por entonces ministro de Hacienda, y también procedente del cuerpo de la Hacienda Militar, se defendía de las acusaciones en otra Memoria, también presentada el mismo día, aludiendo a dificultades «por el estado de trastorno y de dislocación de todos los ramos; por la falta absoluta de empleados y la necesidad de echar mano de gentes nuevas sin práctica y sin instrucción en los negocios []; porque los generales de los ejércitos han usado de cuanto han encontrado en sus tránsitos, vendiendo una parte y consumiendo otra [], y han hecho pedidos a los Intendentes superiores a las existencias que han podido realizarse». Lo cierto es que Góngora se vio impotente para remediar la situación, y dimitió el 30 de marzo de 1813, a los seis meses de ser nombrado.


    A su sucesor, Tomás González de Carvajal, no le fueron mejor las cosas. Este intendente, procedente del mismo cuerpo que Góngora y Canga Argüelles, era esencialmente un técnico al que las circunstancias empujaron a tomar las riendas de la Hacienda en un periodo azaroso, careciendo de los rasgos propios de un político. En los menos de seis meses que estuvo en el cargo procuró remediar los problemas de su departamento, singularmente en su vertiente militar, con una serie de medidas tendentes a controlar los ingresos y pagos para mejorar los medios con que financiar la guerra, recordando a los intendentes de Provincia que su obligación se reducía a entregar a los de Ejército las nueve décimas partes de los productos recaudados, una vez deducidos los gastos; y la de estos era atender con dichos fondos la manutención y asistencia a las tropas, tanto de raciones, como de vestuario, los hospitales, prest y pagas, etc. Por entonces, los gastos de la guerra ascendían ya a un 82 por ciento de los totales del gobierno.


    Especial interés tuvo su decisión de suprimir la Dirección General de Provisiones, materializando la idea ya propuesta por Canga Argüelles. Personado ante las Cortes en sesión de 4 de julio de 1813 hubo de leer en nombre de la Regencia una exposición que presentaba un panorama desolador:


    



    «Los ejércitos sin dinero con que cubrir los gastos, los pueblos agotados y cansados de suministros en especie, con que en vano se procuraba suplir esta falta, las contribuciones ordinarias y extraordinarias absorbidas realmente o en la apariencia por estos suministros, los jefes militares convidados y obligados al despotismo más atroz para poder mantener sus tropas, éstas sin disciplina, en una especie de guerra continua con los pueblos, los jefes de Hacienda casi sin contar con el Gobierno, ni obedecer ni aún contestar a sus órdenes, unos por la fuerza de las circunstancias, otros por la interceptación de la correspondencia pública y otros en fin por el espíritu de anarquía que en todas partes se había difundido».


    



    La gestión de la Dirección de Provisiones no había dado los frutos deseados, y los empleados de la misma fueron objeto de duras críticas por parte del ministro. Al fin consiguió de las Cortes la supresión de dicha Dirección, pero solo a cambio de fuertes censuras por parte del grupo realista del Congreso. Cansado y desalentado, manifestó: «Una suspensión sería para mí ahora un descanso parcial de las fatigas y cuidados de mi penoso ministerio, una absoluta destitución sería un descanso total, una bienaventuranza completa, apetecida y deseada». En consecuencia, solicitó que se le exonerase de su cargo, algo que consiguió el 30 de marzo de 1813.


    Pero el problema de fondo seguía estando en los desfases entre los ingresos procedentes de las rentas del Estado y los gastos. El presupuesto presentado en septiembre para 1814 calculaba aquellos de forma hipotética en unos 466 millones de reales, mientras que los gastos previstos ascendían a 950, de ellos el 90,15 por ciento gastos militares (el 81,73% del Ejército y el 8,42 de la Marina). El resultado era un déficit de 484 millones, para el que había que buscar una solución repartiéndolo mediante una contribución directa.


    González de Carvajal había sido sustituido en Hacienda por otro antiguo intendente de Ejército, Julián Fernández Navarrete, entonces en funciones operativas con su ejército, y que cuando pudo presentarse en Cádiz renunció al cargo. Entre tanto, fue López Araújo, nombrado interinamente ministro, quien se decidió a abordar el problema de la Hacienda con un nuevo plan fiscal, aprobado el 14 de septiembre de 1813, por el que se suprimían todas las rentas tradicionales de la Corona y se sustituían por una contribución directa sobre la riqueza territorial, industrial y comercial. No obstante, dice Fontana, el resultado fue descorazonador. De los 161 millones que se suponían iban a ser un tercio de la contribución directa, solo se recaudaron como préstamo anticipado 85, de ellos 39,9 en metálico y el resto seguramente en suministros. El resultado fue que cuando llegó Fernando VII «la arcas estaban vacías». Además, según Canga Argüelles, la Deuda pública, que en julio de 1808 suponía 7.863.882 285 reales, ascendía el 24 de octubre de 1814 a 11.567.937.314, de los que 3.300.000.000 correspondían a préstamos, suministros y pagos de sueldos durante la guerra, y los réditos de aquella importaban 212.537.391.


    En conjunto se estima que durante el quinquenio 1809-1814 la Hacienda central recaudó uno 1.500 millones de reales, de los que 600 corresponden a las remesas americanas, cada vez más reducidas (en 1810 se recibieron 250 millones, en 1811 solo 70 y en 1812, como ya hemos dicho, únicamente 15).


    Otros ingresos se recibieron durante esos años en la Tesorería del Consulado de Cádiz agrupación de los comerciantes gaditanos, procedentes del derecho de Subvención recaudado con la regularidad y en los lugares donde fue posible, con la finalidad de atender con él los gastos de la guerra. Claro Delgado ha publicado las cantidades recaudadas por este concepto entre 1808 y el 30 de junio de 1814.
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    Consta que el Consulado realizó préstamos a la Junta Central, al menos en 1809, por importe de más de dos millones de pesos fuertes (40 millones de reales). En septiembre de 1811 la Regencia se dirigió al Tribunal de Consulado de Cádiz exponiendo la falta de medios del Estado para poder financiar el transporte de tropas con destino a sofocar los levantamientos en tierras americanas y los fletes de los buques de transporte. El Consulado aportó ocho millones de reales que sirvieron para poder organizar una expedición. Entre 1810 y 1814 se envió a las Indias entre 15.853 y 16.202 hombres, según las distintas fuentes.


    Junto con los ingresos fiscales a los que hemos venido haciendo alusión, y además de los recursos provenientes de América, la Junta Central y las Regencias acudieron a otras vías para poder obtener fondos que les permitieran atender a las necesidades de los ejércitos. Uno de ellos fue el de solicitar a los particulares préstamos que pudieran cubrir las necesidades urgentes de las tropas.


    Ya antes de constituirse la Central muchas Juntas Provinciales habían incrementado sus propios recursos con donativos en dinero o en provisiones, ganados, etc. con los que poder equipar a los primeros grupos de voluntarios y a las tropas del ejército regular que se aprestaron a combatir al invasor. Pero fue luego la Central la que tomó a su cargo el canalizar una serie de solicitudes de créditos a corto plazo con una tasa de interés, según los casos, de entre el 3 y el 6%, y con reintegro una vez que se recibiesen los caudales procedentes de América o en un plazo más o menos corto. En alguna ocasión el préstamo era considerado un pago anticipado de determinados derechos reales. Estos préstamos, en principio voluntarios, pero requeridos de forma harto compulsiva, recayeron sobre todo en el gremio de comerciantes de Cádiz. Se conocen varios préstamos solicitados por un importe total de 14.750.000 pesos fuertes (295 millones de reales), aunque solo hay constancia de que se hubieran suscrito por un total de 174.788.768 reales.


    Hubo también donativos, asimismo más o menos voluntarios, procedentes de las Indias, sobre todo en los primeros momentos de la guerra. Dice el conde de Toreno que tales donativos «fueron el gran socorro en la deshecha tormenta de fines del año 8 y principios del 9 [], y no menos de doscientos ochenta y cuatro millones de reales vinieron para el gobierno de la central en el año 1809. De ellos casi la mitad consistió en dones gratuitos o anticipaciones, estando las arcas agotadas con las negociaciones y derroche del tiempo de Carlos IV». Hubo muchos particulares que aportaron grandes cantidades, como Antonio Basoco que entregó cuatro millones de reales o Manuel Santa María que aportó ocho. No obstante, pasados los primeros momentos, y dado el éxito de las primeras revueltas independentistas, parece que esos generosos desembolsos fueron desapareciendo o reduciéndose.


    Con todo, la principal ayuda vino por parte del gobierno británico, especialmente interesado, no tanto en el atentado francés a la independencia de España, como en combatir el poder y la amenaza de Napoleón y, de rechazo, la progresión territorial de la familia Bonaparte. La ayuda británica, además de comprender la cooperación militar propiamente dicha, consistió en una asistencia pecuniaria y el suministro de armas, municiones, vestuario, alimentos y diverso material de campaña.


    En fecha tan temprana como fue el 9 de junio de 1808 delegados de la Junta de Asturias solicitaron del ministro del Foreign Office, Canning, «el envío de remesas de municiones, pólvora, balas, armas blancas, fusiles, obuses y cañones de campaña», cosa que fue atendida de inmediato. Fueron poco después comisiones gallegas y sevillanas las que hicieron similares peticiones. Sañudo y Stampa cuantifican estas primeras solicitudes y el resultado de las mismas. Sin tener en cuenta los 250.000 pesos que en su momento recibió el marqués de La Romana, el gobierno británico donó a cada una de las Juntas citadas 1,5 millones de pesos. La Junta Central recibió luego otro millón en efectivo y dos en barras de plata. En total se recibieron 7.725.000 pesos de plata, equivalentes a 154.500.000 reales, cantidad que, sin embargo, Toreno limitaba a 81.600.000, de ellos 20 a cada una de las tres Juntas y el resto a la Central. Por el contrario, Alicia Lastra la eleva para 1808 a unos primeros donativos por importe de 7.950.000 pesos (159.000.000 reales) en metálico y 190.596 pesos (3.311.920 reales) en material. Además estima que en concepto de préstamo los pagos ingleses a cuenta de la Junta Central ascendieron a 1.872.028 pesos (37.440.560 reales). Habría igualmente que añadir ayuda material por valor de 7.140.596 pesos, otro envío para España y Portugal de 1.709.687 pesos, y el valor de una ingente cantidad de uniformes y piezas de tela. Posteriormente el gobierno británico aún envió otros 2.275.000 pesos para completar los diez millones solicitados


    Fue una ayuda decisiva en aquellos primeros momentos. Como se ha indicado, además de la puramente monetaria, se centró luego en cuantiosas remisiones de fusiles, espadas, munición, pólvora, equipamientos de campaña, uniformes, camisas, mantas, zapatos, sillas de montar, piezas de artillería, etc. Por ejemplo, en 1811 solo entre cañones, morteros, obuses y carronadas se recibieron en España trescientas cuarenta y dos piezas, junto con su munición y los complementos necesarios.


    Un documento de la Colección Gómez Imaz detalla los víveres, efectos de guerra y demás, que procedentes de Inglaterra, se remitieron a Sevilla, Valencia, Aragón, Tarragona, puertos de Cataluña, Tortosa, Galicia y Asturias. Solo a Sevilla, en 116 guías, se enviaron 11.377 arrobas de carne tasajo, 58 de tercios de lenguas secas, 1.000 de lenguas sueltas y 744 barricas de arroz, además de 41.570 fusiles con sus bayonetas, otras 26.000 bayonetas, 25.254 sables, 4.404.500 cartuchos y 2.250.000 piedras de chispa. Junto a esto se incluían también tiendas de campaña, capotes, mochilas, botas, zapatos, cartucheras, lienzo para sábanas, etc.


    De Diego especifica que entre 1808 y 1814, aparte del dinero y víveres no perecederos, se recibieron de Inglaterra «alrededor de 160.000 fusiles, más de 5.000 carabinas, 7.000 pistolas, 15.000 espadas y otros tantos sables de caballería, además de 190.000 uniformes y otros equipamientos».


    Buceando en la propia documentación inglesa, Alicia Lastra ha llegado a precisar con gran rigor el importe de dicha colaboración y su evolución a través de los años de la contienda, tanto por lo que se refiere a la asistencia propiamente financiera, como a la cooperación a través de entregas de material. Expresados en la documentación británica los valores en libras, hay que tener en cuenta que durante aquellos años el cambio de la libra fluctuó desde los 3,45 a los 5 pesos de plata, o lo que es lo mismo, desde los 69,4 a los 100 reales de vellón, por lo que es difícil precisar en cada momento su traducción en reales. No vamos a detallar las ayudas correspondientes a cada año, pero sí presentar un cuadro general.
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    En realidad, esos 532 millones de reales no fueron donaciones gratuitas. Tal carácter lo tuvieron únicamente las aportaciones de los primeros momentos, y que no se incluyen dentro de esta suma total. Al igual que ocurría con los préstamos a corto plazo de particulares, muchas de estas aportaciones británicas al esfuerzo de la guerra se devolvieron a la llegadas de los caudales procedentes de América, otras se compensaron con rebajas de los intereses aduaneros en el tráfico comercial inglés con las Indias, y otras seguramente no llegaron a devolverse nunca.


    Con independencia de todos estos caudales, unos ingresados en la Tesorería Central del gobierno y otros directamente en las de los diferentes ejércitos, estas últimas tesorerías estuvieron también financiadas por las haciendas de las Juntas Provinciales. A su vez estas haciendas se nutrieron también, como ya hemos dicho, con donativos eclesiásticos o de particulares, peninsulares o americanos, aunque pronto tuvieron que acudir a resucitar los antiguos tributos y arbitrar otros nuevos. De las cantidades recaudadas por el gobierno central, la mayor parte eran absorbidas por los gastos administrativos de aquel y por los militares del ámbito gaditano; solo una pequeña parte se transfirió a las Juntas Provinciales.


    Están aún por estudiar las aportaciones en dinero y en alimentos, ropas, armas y otros diversos suministros que las diversas Juntas entregaron a los mandos militares en cada uno de sus territorios. Fontana, pionero en este tema, hizo una primera aproximación a la contribución a la guerra por parte de la Junta Superior de Cataluña, constatando la incapacidad financiera de la misma para poder suministrar todo lo que las tropas requerían. Otra Junta, formada por diversos corregimientos catalanes a iniciativa del de Lérida, llegó a levantar y sostener un ejército de 18.000 hombres, pero se disolvió a los tres meses superada por los agobios a que se veían sometidos los pueblos a causa de los suministros forzados.


    Los ingresos ordinarios de la Junta Central de Cataluña no alcanzaban ni con mucho a cubrir los gastos del ejército en el Principado, que suponían unos 200 millones de reales al año; tal vez alcanzaban solo para sufragar la cuarta parte. Otra cuarta parte estima Fontana que se cubrió con préstamos más o menos forzosos. El resto hay que atribuirlo a los suministros en especie, también forzosos, y a las exacciones de las que luego se hablará. Ciertamente los intendentes de cada ejército hubieron de actuar en su zona de influencia como ministros de Hacienda, recurriendo a los recursos locales, y complementándolos con los que buenamente pudieran percibir del gobierno central.


    Otro ejemplo lo tendríamos en Mallorca, donde la Junta de Hacienda acordó la recogida de todo el oro y plata de las iglesias no requerido para el culto, el ingreso además en la tesorería de todos los fondos de depósitos constituidos en las cajas de corporaciones e institutos de cualquier clase, y la imposición de dos tallas extraordinarias de 45.574 libras cada una. En junio de 1808 se impuso una nueva contribución a todas las personas a razón de 11 sueldos y nueve dineros por cada cien libras de catastro, quedando a ello obligados también los eclesiásticos y funcionarios de la Administración. A los potentados se les pidió que ampliaran su contribución y realizaran los pagos en metálico.


    Además de las contribuciones forzosas los mallorquines realizaron numerosos donativos en metálico. Así, la Casa Canut aportó 40.000 reales y se comprometió a entregar 2.000 mensuales, Rafael García Pizarro 3.000 reales, Joseph Ripio 2.000 reales, Juan Borrell 2.000 duros, además de objetos de plata y oro aportados por el conde de Montenegro y Jerónimo García de Ribera. La iglesia contribuyó también generosamente, y así el obispo Nadal Crespí se comprometió a aportar 6.000 reales mensuales y el Capítulo catedralicio asignó la cantidad de 4.482 libras como contribución a las tasas ordinarias.


    Los habitantes de la isla contribuyeron con entregas para vestuario y manutención del ejército. En dos meses se entregaron 239.160 reales para el ejército de Cataluña; y, con destino a los hospitales de Tarragona y Mahón, se recogieron 2.238 sábanas, 200 mantas, 3.000 camisas, 25.000 onzas de hilas, 7.000 vendas, 1.200 gallinas, 32.400 reales y otras provisiones. También se recogieron caballos para el ejército, algunos gratuitamente y otros ofrecidos a un tercio de su valor, y grupos de mujeres se comprometieron a coser camisas y ponchos para los soldados.


    Solo estudios como estos, debidos a investigadores como Moliner Prada, Oliver o Ferrer Flórez, multiplicados por todo el ámbito español, nos llevarían a conocer una parte sustancial de la aportación nacional a las necesidades de aquella guerra y de los ejércitos.


    



    3. La financiación de los otros ejércitos


    Ya se ha dicho que Napoleón mantenía el criterio de que la guerra debía financiar sus propios costes, por lo que la parte del presupuesto para atender a sus ejércitos en los países ocupados no alcanzaba para cubrir los gastos básicos de los mismos. Tampoco las indemnizaciones de guerra y las contribuciones impuestas a esos países resolvían el problema de tener que alimentar y vestir a sus soldados. Eso ocurría en toda Europa e igualmente en España, cuya contribución de cuatro millones de francos mensuales tampoco alcanzaba para atender todas las necesidades del ejército galo desplegado en la Península.


    El acceso de José Bonaparte al trono de España estuvo rodeado de limitaciones, unas derivadas de las circunstancias y otras de la voluntad de su hermano Napoleón. Por lo pronto, en el primer semestre de 1810 este hurtó a la autoridad de José I todo un amplio ámbito de las provincias del norte, desde Valladolid hasta Cataluña, que permanecieron administradas por gobernadores militares a las órdenes directas de Napoleón. Andalucía permanecía bajo la autoridad del rey José, pero solo en teoría, pues quien en realidad hacía y deshacía allí era el mariscal Soult. Finalmente, a comienzos de 1812 Napoleón decidió anexionar de hecho al Imperio toda Cataluña.


    Por más que el ministro de Finanzas de José Bonaparte, Cabarrús, manifestase al embajador francés, conde de La Forest, que «S. M. el Emperador entiende necesario que la administración civil, que debe subvenir a los gastos, tendrá una total independencia y seguridad [y que] es del propio interés de los ejércitos el que sus generales no administren», en realidad el decreto de Napoleón de 8 de febrero de 1810 disponía algo muy distinto. En él se decidía la reunión en todas las provincias de allende del Ebro de todos los poderes civiles y militares (policía, justicia, finanzas, etc.) en manos de sus generales; y se justificaba en carta del propio Emperador dirigida al príncipe de Neufchatel diciendo: «No puedo continuar costeando los gastos de mi ejército en España. Deseo que la administración del país conquistado esté en las manos de los generales que mandan en la provincia, a fin de que todos los recursos se apliquen a los gastos del Ejército».


    Esto habría de dar lugar un año más tarde a que José I, de nuevo en conversación con el embajador francés, le solicitase la supresión de molestias evitables y, en consecuencia, «reducir la actuación de los generales a lo puramente militar, la separación de la Administración civil y la recaudación de impuestos de las demás funciones militares». Pero, como es sabido, nada consiguió. Los generales franceses siguieron disponiendo contribuciones e indemnizaciones de guerra en sus áreas, además de recaudando de forma más o menos violenta los suministros que consideraban necesarios.


    En la zona sometida, al menos teóricamente, a la autoridad de José Bonaparte los problemas de su Hacienda no distaban mucho de los ya referidos para el gobierno de Cádiz. Solo en Madrid y su entorno podría decirse que el sistema fiscal funcionaba con una relativa normalidad; en las provincias del centro y sur de España también el mando militar francés acudía a toda clase de medios para, al margen de la administración del rey, obtener los recursos que requerían, desde el repartimiento de aquellos entre los pueblos, hasta la exacción y el robo.


    La Administración josefina, en la que no vamos a entrar, buscó también sus recursos por canales parecidos a la que hacía su gestión en nombre de Fernando VII «el Deseado». En un primer momento acudió a las requisas de todos los bienes de los desafectos a la causa bonapartista y a impuestos especiales sobre quienes tuviesen hijos en el bando contrario. Se trataron de aplicar los tributos tradicionales, aunque poco a poco sustituidos por los del modelo francés. Luego, habida cuenta de las urgencias a que llevó la desastrosa cosecha de 1811, se recurrió a las contribuciones en especie, con las que se trató de mitigar la hambruna subsiguiente. Dicha contribución suponía la entrega por cada pueblo de la cuarta parte de la cosecha de trigo y un tercio de la de cebada, una vez deducidos los diezmos. La diferencia, hasta completar el cupo que correspondía al pueblo, debería ser abonada en metálico o en otros bienes de interés.


    Ya en los últimos estertores de la guerra se aceptó cualquier expediente que diera lugar a ingresos, tanto los ortodoxos como los que, como mínimo, cabría calificar de heterodoxos. Se expropiaron y vendieron bienes eclesiásticos, se sacaron a subasta multitud de bienes nacionales y se recurrió a los empréstitos, aunque engrosaran cada vez más la Deuda. Fueron empréstitos de la Hacienda francesa y de banqueros del mismo país, pero también se forzaron otros a cargo de los Cinco Gremios Mayores de Madrid, del Gremio de Paños y de ciudadanos acaudalados.


    Y todo ello para mantener una apariencia de Estado y para financiar aquellos ejércitos que se agrupaban bajo sus banderas, y que llegaron a presentar una apariencia física tan desastrosa como la sufrida por los ejércitos fernandinos. De Diego propone como ingresos en las arcas josefinas entre febrero de 1810 y el final de la ocupación francesa la cifra de 73.133.676,06 francos, algo más de 280 millones de reales, en las que está incluida una décima parte aportada por el Emperador a la vista de las angustias financieras de su hermano. Quedan fuera de esta cuenta las contribuciones que, como hemos visto, los generales franceses imponían en los territorios cuya administración era ajena al José I.


    Todas las medidas antedichas no pudieron evitar que en muchas ocasiones las tropas francesas y las españolas que servían a José Bonaparte se vieran tan desasistidas como las de los ejércitos patriotas, pasaran hambre y frío, y llegaran a marchar virtualmente descalzas.


    Distinta fue, en principio, la situación de las tropas angloportuguesas. Aunque constan muchas cartas de Wellesley a su gobierno urgiendo el envío de fondos o denunciando el retraso de los mismos, lo cierto es que, en términos generales, y en comparación con los ejércitos español y francés, aquellas estuvieron razonablemente bien financiadas. Tema distinto es el de que, al adentrarse en la Península, lejos de sus lugares de aprovisionamiento logístico, muchas de las provisiones que les debían ser suministradas por parte del gobierno de Cádiz llegaran con frecuencia con retraso o en malas condiciones, lo que dio lugar a reiteradas protestas del general inglés contra la intendencia española.


    En carta de 18 de agosto de 1809 dirigida al general Eguía Wellington decía que lo que le obligaba a retroceder al interior de Portugal era «un caso de extrema necesidad que experimenta un ejército cuando ha estado muriéndose de hambre durante un mes, cuando carece de todo y no consigue nada». Sobre las reclamaciones inglesas por tal motivo, dice Toreno: «De parte de los ingleses hubo improvisación en figurarse que a pesar de los ofrecimientos y buenos deseos de la central, podría su ejército ser completamente provisto y ayudado []. Creer que el gobierno español hubiera de antemano preparado almacenes, era confiar sobradamente en su energía, y principalmente en sus recursos».


    



    4. La «financiación» por los pueblos: suministros y exacciones


    Lo que llevamos dicho acerca de cómo se financió la guerra de la Independencia por parte de los respectivos gobiernos y las Juntas Provinciales, ya nos hace ver que las carencias de unos y otros, las actitudes de algunos y las propias circunstancias de la guerra no permitieron cubrir ni con mucho los gastos que esta supuso. Se especula con que el coste fiscal pudo llegar a los 4.500 millones de reales, pero en todo caso esa suma no supone el coste total de aquella.


    Hoy en día la práctica totalidad de los historiadores está acorde en que más de cincuenta por ciento del peso económico de dicha guerra recayó sobre los pueblos y los campesinos, bien en forma de aportaciones en metálico, o bien de víveres, ganado, ropas y bagajes de todo tipo. Igualmente, tanto en el hecho de que estas prestaciones tuvieron unas veces carácter de suministros, es decir, de entrega de provisiones o prestaciones de servicios (como el de transportes) contra la entrega de metálico, letras de cambio, recibos o vales por parte de las autoridades militares, como en el de que otras muchas veces fueron requisas y embargos indocumentados, o simples exacciones violentas, también sin justificante alguno, pillajes y saqueos. Impotentes ante las fuerzas militares y las partidas guerrilleras, los municipios y los campesinos fueron objeto de intimidaciones y coerciones para dotarlas de los suministros de los que aquellas carecían, y que resultaban indispensables para sus hombres.


    Solo por lo que se refiere a la alimentación de las tropas, la del ejército regular español suponía la entrega diaria al soldado de un pan de trigo y centeno de 24 onzas (688,8 gramos), 100 gramos de arroz o 150 de legumbres secas, algo de tocino o manteca, así como vino y vinagre. Circunstancialmente algunos de estos productos eran sustituidos por carne, bacalao, queso, etc. El suministro de todo ello en condiciones normales a ejércitos voluminosos, o aun a grupos guerrilleros más o menos grandes, suponía una intendencia por lo demás pocas veces efectiva y suficiente. Un cálculo efectuado en 1813 por la Dirección General de Suministros de las necesidades de pan y cebada para el Ejército y los buques en estado de navegar, estimaba un total de 181.134 raciones diarias de pan y 1.928 de cebada; y para obtener las primeras se requerían 3.002 fanegas diarias de trigo.


    A falta de almacenes y unidades de transporte se recurría a los trajinantes y vivanderos para que proporcionasen los artículos del rancho diario. Pero este sistema también fallaba con frecuencia, y entonces se recurría al abastecimiento por parte de los pueblos de paso mediante cualquiera de los procedimientos antes indicados. Así lo reconocía el 12 de abril de 1811 el brigadier y jefe del Estado Mayor del 6º ejército, Juan Moscoso, en correspondencia dirigida al general Mahy. La escasez y miseria de las tropas, decía, hacen que no se pueda responder de «haber de emplear la fuerza para sacar recursos [] que no son proporcionados por el ramo de Hacienda, a quien compete. La Oficialidad y tropa carecen de sus pagas; la Caballería no tiene granos ni forrajes; la Infantería vive ordinariamente de las requisas o presas, y poco o nada se debe a los auxilios de la provincia o de la Real Hacienda».


    Tales condiciones eran sufridas igualmente por el ejército francés. De Diego cifra la dieta diaria del mismo en 1,5 libras diarias de pan, media libra de carne, una onza de arroz o dos onzas de legumbres o dos libras de patatas. Ello requería casi 2.000.000 de fanegas de trigo al año para 300.000 soldados, o 1.350.000 en los momentos en que su ejército solo contaba con 200.000 hombres; «pero los excedentes de ambas Castillas, León y Extremadura apenas pasaban de 800.000 fanegas». Un ejército de 40.000 hombres exigía teóricamente el sacrificio diario de 100 vacas o 150 cerdos o 500 cabezas de ovino mayor; además de consumir entre 625 y 650 cántaras de vino.


    La consecuencia de todo ello era que las imposiciones y coacciones en las zonas rurales sobre las autoridades municipales y los simples campesinos, aunque también sobre las ciudades, fuera algo que caía por su peso. Era natural que ante la angustiosa necesidad en que se encontraban los mandos de las unidades militares de tener que alimentar y vestir a sus tropas, recurriesen a cualquier medida cuando no se veían atendidos por los canales normales de su intendencia. Si en muchas órdenes se observan recomendaciones de proceder con exquisito cuidado en las relaciones de las tropas con las comunidades rurales, y en la forma de solicitar a las mismas las necesarias provisiones, cuando las circunstancias se agravaban y la situación de sus soldados se hacía insostenible, muchas veces hubieron de mirar hacia otro lado ante los excesos de estos, o, incluso, hubieron de ser los propios mandos los que adoptaran posturas violentas.


    Lo cierto era que el sistema logístico se había venido abajo. El servicio del sueldo mal podía funcionar sin caudales y, en todo caso sin libramientos periódicos y ordenados de los mismos; los transportes carecían de organización racional; el vestuario acusaba la falta de almacenes, y había que improvisar; la carencia de hospitales solo era superada por el mal funcionamiento de los existentes; en cuanto a las provisiones de boca, las ordinarias (pan, paja y cebada) corrían a cargo de la Dirección General de Suministros y no de la Hacienda Militar, con un desastroso resultado, como hemos visto.


    Ya se ha significado como, creada la Dirección General de Suministros en marzo de 1799 como organismo al margen de la Real Hacienda Militar y del Cuerpo del Ministerio de Marina, y con la misión de abastecer a esta, al Ejército y a los presidios, se la dotó de una red de funcionarios cuya operatividad fue muy criticada en las Cortes gaditanas. Realmente, si las condiciones para la obtención y transporte de provisiones ya eran extremadamente complejas por causa de la guerra, también lo era su financiación. Un documento de diciembre de 1809 exponía que a esa fecha la Dirección General tenía aceptada una deuda de nueve millones de reales «que no puede extinguir por falta de fondos», y que «todos los subalternos tienen alcances a su favor». La falta de tesorería para formalizar las contratas con mercaderes y trajinantes, así como las malas cosechas de 1811 y 1812 terminaron por hacer imposible su gestión. En junio de 1813, ya en los últimos estertores de la guerra, la Dirección General fue suprimida por la Regencia, y sus funciones volvieron a manos de los intendentes.


    Toda esta incapacidad del sistema logístico creado para abastecer las tropas no hizo más que empujarlas a sustituirlo de hecho por sus propios mecanismos, a fin de procurarse los suministros en los pueblos; por su parte, estos llegaron a sentirse exhaustos ante las continuas exigencias, a veces sucesivas, de los ejércitos españoles, franceses, de los guerrilleros e, incluso, en ocasiones de las propias tropas de Wellesley.


    En otro trabajo hemos tratado con mayor extensión este tema, que aquí no cabe más que apenas enunciar. Sí decir únicamente que la destrucción de las cosechas como consecuencia de la guerra, la pérdida del ganado, sacrificado u objeto de requisa, y la progresiva falta de recursos monetarios, condujeron a la población campesina a situaciones límite, que naturalmente repercutieron en las grandes ciudades. La hambruna de 1811 dio lugar a que en Madrid, con una población mermada por la emigración hacia el sur, se llegaran a sepultar en diez meses 20.000 cadáveres.


    A pesar de todo, los pueblos tenían que seguir atendiendo las demandas de las Juntas Provinciales en las zonas no sometidas al dominio francés. Un decreto de las Cortes de 18 de marzo de 1811, presentado como medida excepcional en vista de las circunstancias que se vivían, dispuso que el suministro a las tropas, en vez de hacerse a través de las contratas y asientos tradicionales, fuese sustituido por entregas de los pueblos, canalizadas a través de las Juntas Provinciales, que harían el reparto en las comisiones de partido y estas en las comisiones de los pueblos. Pretendía el decreto que estas entregas fueran abonadas por los intendentes, y, en caso de que estos no dispusiesen de caudales suficientes, se establecía una especie de contribución de guerra aplicable a todos en proporción a sus haberes y ganancias. Se quería con este sistema evitar las exacciones directas a los pueblos por parte de las tropas, y a tal efecto se advertía a las autoridades militares que se abstuvieran de utilizar la fuerza y molestar a los pueblos tomándose «una autoridad que no tienen», y que castigasen con severidad a los soldados o miembros de las guerrillas que se excedieran. Pero nada de esto funcionó como se esperaba.


    También los pueblos tuvieron que atender las demandas de los generales galos o de la Administración de José I en las áreas dominadas por estos. Cuenta el conde de Toreno como, antes de finalizar el mes de junio de 1812, José I ordenó a las prefecturas de Madrid, Cuenca, Guadalajara, Toledo Ciudad Real y Segovia, ámbito al que alcanzaba su dominio, que aprontasen «sin demora ni excusa» 570.000 fanegas de trigo, 275.000 de cebada y 73.000.000 reales en metálico, algo que, valorado en 250.000 reales, «hubiera convertido en vasto desierto país tan desvastado», y que únicamente las circunstancias impidieron llevar a cabo.


    Pero si en esta ocasión la orden no pudo ser cumplimentada, fueron otras muchas las que terminaron desangrando el territorio español. En Andalucía la administración del mariscal Soult impuso contribuciones extraordinarias a pagar parte en víveres para la alimentación de sus tropas y el servicio de sus hospitales, y parte en dinero como contribución de guerra. Sigue Toreno indicándonos cómo los pueblos andaluces hubieron de entregar en 1810 a la administración francesa 600 millones de reales «suma enorme respecto a lo que antes pagaban». Solo la provincia de Jaén se vio obligada a pagar por contribución de guerra y por el impuesto de subsistencias, desde febrero de 1810 hasta diciembre de 1811, la suma de 60 millones de reales, cantidad a la que «debería añadirse la de las exacciones de los comandantes de la provincia y de su partido, así como las de los comisarios de guerra y otros gefes para su gasto personal; de las que no daban recibos, considerándolas como cargas locales».


    Cuando las contribuciones dinerarias no podían pagarse por falta de fondos, eran sustituidas por pagos en especie, lo que, una vez más, contribuía a la pérdida de la cabaña ganadera, a la desaparición de las reservas de cereales y, en fin, al empobrecimiento absoluto de los pueblos. Refiriéndose a Navarra y a los suministros al ejército francés como moneda de pago, dice un autor que «el abastecimiento consecutivo del ejército minó las economías agrarias en un grado superior que las exigencias de dinero».


    Los municipios tuvieron que acudir también con frecuencia a la venta de bienes comunales y de propios para poder pagar las contribuciones de guerra, lo que no dejó de ser aprovechado por algunos acaudalados que se beneficiaron comprando a bajo precio.


    No solo los franceses acudían a la coacción para obtener arbitrios y provisiones de los municipios. Inclusive Wellington se vio obligado a aceptar y justificar las requisas llevadas a cabo por sus tropas. «Estoy muy lejos de creer decía en un informe de 20 de agosto de 1813 dirigido al secretario de Guerra que el método de la requisición sea el mejor, y conozco que es el más expuesto a injusticias y vejámenes; pero ¿acaso nos queda otro?». Era algo que ya había anticipado en carta de 20 de marzo de 1810 dirigida a Lord Liverpool: «Si no se obtiene suficiente cantidad de dinero para abonar los suministros requeridos, se tomarán por la fuerza sin pagar». De la ofensiva de los ejércitos aliados en Navarra en los meses de septiembre, octubre y diciembre de 1813, dice Joseba de la Torre que significó la destrucción de cosechas y ganado, y que solo la entrega de suministros equivalió a 12.500.000 reales de vellón.


    Y si esto hacían los ejércitos francés y aliado, cabe figurarse lo que se podía esperar de las partidas guerrilleras, y, más aún, de las de bandoleros que, al amparo de la guerra, y enmascarándose muchas veces como verdaderos guerrilleros, atropellaban personas y haciendas y reclamaban fuertes contribuciones a los pueblos.


    Las partidas guerrilleras exigieron impuestos preferentemente pero no únicamente en las zonas ocupadas por los franceses. En todo caso, si algunas se comportaron en los pueblos con cierto comedimiento, otras, en general poco organizadas, actuaron como verdaderos grupos de bandoleros. En el otoño de 1809 las partidas de Xavier Mina recorrieron los pueblos navarros exigiendo suministros y robando dinero, alhajas, caballos y animales de tiro, además de llevarse los diezmos y el dinero de las bulas. En Andalucía muchas partidas alternaban una función de hostigamiento a las tropas francesas con otra de robo y pillaje a la población civil. También en Cataluña grupos de soldados desertores y de miqueletes, con el pretexto de una actividad guerrillera contra el invasor, extorsionaron a los pueblos hasta reducirlos a la miseria. Y así podríamos estar desgranando ejemplos referidos a todo el territorio español. Al final había pueblos que sucesivamente sufrían saqueos por parte del ejército francés, del español, del inglés y de las guerrillas.


    Si el recurso a los suministros directos fue empleado por todas las tropas, también lo es que sus jefes, incluso los franceses, trataban frecuentemente de justificar su actuación dando recibos de lo requisado. Ello no obstante, los Diarios de Sesiones de las Cortes recogen innumerables protestas de los pueblos por los vejámenes a que se veían sometidos y los atropellos que sufrían de las tropas, tanto por los excesos en las exigencias, como, muchas veces, y sobre todo en el caso de las tropas francesas, por el falseamiento en los recibos del valor de lo suministrado, muy superior en precios de mercado que el reconocido por la autoridad militar. Los ayuntamientos protestaban ante los Cortes, pero el eco de sus protestas no resonaba más allá de la Cámara. En alguna ocasión se tomaron medidas contra algún jefe, pero las mismas no pasaron de lo puramente anecdótico.


    El cobro de los recibos era muchas veces imposible, o, en el mejor de los casos, muy difícil. La intendencia inglesa, con la caja central de su Tesorería en Lisboa, hacía prácticamente imposible a las autoridades municipales de un pueblo castellano desplazarse a aquella plaza para hacer efectivos los vales y letras a pagar en la misma que habían recibido por los suministros entregados. De estas cosas se aprovechaban también algunos especuladores, que compraban dichas letras con sustanciosos descuentos.


    Aunque desde hace algún tiempo han empezado a hacerse estudios locales en averiguación del impacto económico que aquella guerra supuso en las diversas áreas, queda muchísimo por hacer para poder dibujar una cuadrícula fiable de todo el territorio nacional, algo que, por otro lado se nos figura imposible dada la pérdida de documentación después de dos siglos.


    Tampoco es posible hacer un análisis de lo que los pueblos y los campesinos hubieran tenido que pagar en circunstancias normales por razón de las contribuciones ordinarias, y lo que realmente la guerra les detrajo. En todo caso, y aun teniendo en cuenta algunos pagos efectuados por las tesorerías de los ejércitos aliados durante la guerra, la diferencia parece tan abismal, que ya en su momento hizo afirmar al profesor Fontana que fueron los campesinos, particulares y las corporaciones locales los que soportaron la mayor parte de los gastos de la guerra.


    A lo largo de esta la Junta General del Crédito Público gaditana llegó a hacer un estudio contable de lo detraído a los pueblos y de lo que se les había abonado; y un decreto de 15 de agosto de 1813 reconocía como deuda del Estado los suministros, préstamos y anticipos hechos en su día por los ayuntamientos y los particulares, algo reiterado también por otro decreto del siguiente 13 de septiembre. De cualquier manera aquella deuda sin interés se iría amortizando únicamente con los saldos positivos que cada año arrojasen los resultados contables de la referida Junta General.


    Al terminar la guerra se dio un plazo de dos meses para que los pueblos liquidaran sus descubiertos, a fin de llegar a la cifra de los créditos que les podían ser reconocidos. Se incluyeron los suministros hechos al ejército español, al angloportugués e incluso a las tropas francesas, en este último caso solo lo reconocido hasta el 1 de mayo de 1808. La recopilación de documentación fue compleja; mucha había desaparecido y otra carecía de los requisitos formales para ser aceptada. Se amplió de nuevo el plazo para la admisión de documentos y, pasado el tiempo, en 1818, seguían sin liquidarse las cuentas. Se siguió dando largas a un asunto que realmente incomodaba a la Hacienda, y finalmente, sin que se sepa como, la deuda se disolvió en el aire. Fontana, que siguió el rastro de aquella deuda, llegó a la conclusión de que «la inmensa masa de atrasos se ha esfumado por arte de birlibirloque, que no por obra de amortización []. La masa de suministros de la guerra de la Independencia, todo ha desaparecido con el corte de cuentas de 1828 []. Un enorme fraude, una gigantesca expoliación».


    Si esto ocurrió con los recibos de los suministros a los ejércitos aliados, el resultado fue el mismo con las deudas del ejército francés, que el gobierno de ese país, después de la caída de Napoleón, aceptó reconocer en el Tratado de Basilea. La obligación abarcaba los suministros que las ciudades, villas, pueblos y particulares hubiesen efectuado en y para los almacenes franceses en general, para el abastecimiento de villas y plazas, o para los ejércitos, destacamentos y hospitales militares galos. Los requisitos formales para el reconocimiento de las deudas eran tales que, de hecho, todo quedó en el aire, y los acuerdos, privados de un apoyo internacional efectivo ante una España cada vez más débil, no llegaron a materializarse.


    



    «El tema de los suministros dicen Fontana y Garrabou pesó duramente sobre los pueblos, que apenas recuperaron algo de los que tuvieron que entregar a ejércitos regulares y partidas, porque ni se lo devolvió el estado, ni les fueron admitidos los recibos para el pago de las contribuciones más que en un apequeña proporción. Sin contar con los muchos casos en que ni siquiera había recibo que presentar»


    



    5. Una reforma de calado en la Administración Militar


    Como hemos visto hasta aquí, el gobierno de Cádiz se encontró con una falta de recursos que dio lugar a un Ejército mal dotado, mal pagado y falto de un adecuado sistema logístico, tanto por lo que se refiere a armamento, como a subsistencias, vestuario, hospitales, etc. De nuevo es Fontana quien afirma que, tras la victoria de Bailén, «las fuerzas españolas habían agotado sus recursos humanos y económicos en esta ofensiva, y quedaban reducidos a unos ejércitos desastrados y mal abastecidos».


    Fuese por falta de dirección desde la cúspide del poder ejecutivo, fuese por falta de recursos materiales, fuese por incompetencia o desidia de algunos de sus miembros, lo cierto es que la Hacienda Militar tuvo una actuación durante la guerra que fue objeto de duras críticas en las Cortes. Se la responsabilizó del estado deplorable de las fuerzas y, consecuentemente, de más de uno de los desastres militares. No es posible cuantificar lo que en tales críticas correspondía a la Dirección General de Provisiones, a la gestión de la propia Hacienda Militar y de sus miembros, o a lo que en ellas hubiera de arma política dirigida, con mayor o menor encono, contra los sucesivos gobiernos; en todo caso parece que motivos sí existieron.


    Un miembro del Cuerpo político que quiso ocultar su nombre con las iniciales J. P. B. publicó en 1812 un folleto en el que trataba de defender la gestión de su cuerpo, aun reconociendo los graves males que sufría la Real Hacienda Militar. Reconocía que «no se sabe con la claridad y prontitud debida la procedencia y destino de los caudales», y que «según el estado de abandono a que ha llegado [la Hacienda], no les es posible enderezar lo que hasta aquí ha ido torcido». Refiriéndose a la contabilidad y al control de los gastos, decía que «en los exércitos el dinero se toma a buena cuenta, raciones las que corresponden, y fuera del cuartel general cuantas a buena cuenta se puedan sacar de los pueblos». Todo ello le llevaba a reconocer «el desconcierto en que se halla el ramo de Hacienda []. Así es que hasta el día nada está formalizado, ni tampoco se han rendido cuentas de los caudales que se han distribuido en estos cuatro años de guerra». El texto no requiere comentarios.


    El 7 de febrero de 1713 se discutió en el Congreso, con asistencia de casi todos los ministros, el dictamen de la Comisión encargada de examinar las Memorias presentadas por cada uno de estos. Los representantes de la nación trataban de conocer la previsiones adoptadas por la Regencia para levantar y organizar ejércitos, las medidas tomadas para recoger los efectos abandonados por el enemigo, las causas que habían dado lugar a la disminución y deplorable estado del ejército de Galicia, y, finalmente, la confianza que le inspiraban los jefes políticos enviados a las provincias. Pues bien, el conde de Toreno, apoyando el dictamen de la Comisión, decía: «Con dolor ha encontrado la Comisión al examinar la parte de Guerra un desorden que no era concebible []; no la relación indispensable y necesaria entre los gastos de su manutención y los medios con que se contaba; no el orden en la parte de Hacienda militar []. No es menos sensible que [el ministro] venga a dolerse con nosotros del desconcierto y trastorno que, desgraciadamente, hay en la Hacienda del ejército». Culpaba Toreno de todo ello a la descoordinación entre la Secretaría de Guerra y la de Hacienda, «a manera de dos gobiernos diferentes que se ocultan sus operaciones; aislamiento increíble, no por eso menos cierto». Y terminaba disculpando al mando militar: «¿ Qué podrá hacer un general que se halla al mando de un ejército, al que está obligado a mantener? ¿Qué una tropa desnuda y hambrienta y absolutamente abandonada? ¿Y qué unos pueblos que, después de pagadas sus contribuciones, ven que se les arranca todo el fruto de su sudor y sus fatigas?».


    Paralelamente, ante la situación bélica que se vivía, el mando militar había ido imponiendo progresivamente su autoridad, tanto frente a las autoridades civiles, como ante los miembros de la Hacienda militar, a pesar de la independencia funcional de estos por estar adscritos a la Secretaría de Hacienda. Era este, como ya hemos visto en su momento, un tema delicado que se venía discutiendo al menos desde la segunda mitad del siglo XVIII., y que había dado lugar a fuertes tensiones entre aquellos mandos y los intendentes y comisarios. La guerra lo había resucitado y potenciado, y más de un militar, como Francisco Javier Cabanes, ayudante general del Estado Mayor español, no se había retraído a la hora de expresar su opinión en letra impresa: «En una ocasión en que el primer deber, en que la necesidad más urgente es correr a tomar las armas, todo debe quedar subordinado a una autoridad militar, y esta autoridad debe ser única».


    Fue, por tanto, prácticamente inevitable que las autoridades militares se sintieran tentadas a ejercer el mando por su cuenta, y a presionar a las sucesivas Regencias para que delegaran en ellos muchos de sus poderes. La confrontación en reclamación y defensa de las respectivas competencias dio lugar a muchos conflictos con las Juntas, que frecuentemente se saldaron a favor de las autoridades militares. Relata Artola la rivalidad entre la Junta de Asturias y la correspondiente Audiencia presidida por el capitán general, a la que aquella, en septiembre de 1808, pretendía someter a juicio de residencia cada tres años. El conflicto lo resolvió drásticamente el marqués de La Romana al mando de las tropas gallegas, procediendo el 2 de mayo de 1809 a la disolución manu militari de aquella Junta, y provocando la creación de otra totalmente sometida a su voluntad. Es un simple ejemplo de cómo los miembros civiles de las Juntas, y algunos militares de viejo cuño, como La Romana, se sentían cada uno de ellos depositarios de la voluntad nacional en aquellas circunstancias.


    Cada organismo quería mantener su parcela de autoridad, con lo que la dislocación de la gestión administrativa era continua. En el ámbito de los suministros que ahora tratamos, para fijar los que correspondían a cada unidad a las Juntas no les bastaban las copias de las revistas mensuales certificadas por el comisario de Guerra, sino que este a su vez se veía controlado por una especie de comisario político enviado por la Junta correspondiente «para que de este modo no haya ni tan siquiera pretexto de excusarse, si por descuido faltase alguno de los suministros que deben hacerse, y se eviten también otros males mayores». También en los hospitales la ingerencia de las Juntas era continua: sustituían de hecho a los miembros de la Hacienda Militar, a quienes correspondía su gestión, por «clérigos seculares o regulares que desempeñen los oficios de Contralor, Comisario de entrada, enfermeros o cualesquiera otros destinos». Para los libramientos de caudales no bastaba la firma del intendente, sino que se requería la intervención del presidente de la Junta y su secretario.


    Por su parte, muchos militares se mostraban recelosos ante la actitud de la Junta Central, que les recordaba la de las asambleas revolucionarias del país vecino, interviniendo en las operaciones de guerra y atribuyendo las derrotas a la falta de competencia de los generales. Estos, en cambio, acusaban a aquella de desidia a la hora de suministrarles los medios indispensables para desempeñar su función. Fueron, de hecho, continuos los rumores sobre un posible golpe de mano que pusiera en manos de algunos militares las riendas del poder, hasta que estos se hicieron realidad. A fines de 1810 se produjo una sublevación armada contra la Junta Central, en la que, entre otros, intervinieron Palafox, La Romana y Eguía, dando lugar a una Junta militar que en la práctica se hizo con el poder, y de la que Blanco Valdés hizo ver que «al mismo tiempo que generó un protagonismo político del ejército solo concebible en una guerra nacional, introdujo en el mismo modificaciones de tal calibre histórico que situaron a las autoridades militares más directamente vinculadas al antiguo ejército, en una posición de frontal oposición ante las autoridades civiles». Aquellas exigían cada vez con mayor insistencia, poder controlar directamente los caudales destinados a la guerra. Únicamente las Cortes pudieron solventar el conflicto con una resuelta postura, manteniendo que solo ellas representaban la soberanía nacional, y que el poder militar había de subordinarse a las mismas y ser su garante. Aun así, una cierta inquietud debió de seguir planeando sobre el hemiciclo, hasta el punto de que el propio Canga Argüelles, en la exposición ante las Cortes de la Memoria de la cuenta y razón de España, llegó a decir en sus últimas palabras: «No olvide V. M. jamás la terrible verdad de que el que tenga en su mano el bolsillo y la bayoneta puede romper un día el libro de la Constitución».


    Realmente muchos de aquellos diputados eran conscientes de que algunos de los más antiguos generales, formados en las doctrinas políticas propias del Antiguo Régimen, eran reticentes ante las novedades revolucionarias que las Cortes trataban de hacer realidad con la Constitución. Era un peligro latente que día a día los liberales trataban de capear en un juego de toma y daca. Entre otras cosas, tuvieron muchas veces que desviar la mirada ante actitudes autoritarias de algunos mandos militares frente a los funcionarios de Hacienda que tenían a su cargo la logística.


    Calvo de Rozas cuenta sus choques con el general Eguía durante la época en que estuvo comisionado como intendente del ejército de Extremadura, y el dinero que este extrajo a la fuerza de la Dirección de Provisiones de Trujillo. Refiere también que, habiendo enviado a Gaspar Serrano del Valle para que inspeccionase las brigadas «que estaban en el mayor desorden», y que al mismo tiempo le tuviese informado de la entrada y la salida de víveres del almacén de Trujillo, el delegado se presentó en Deleitosa al general Eguía, manifestándole la comisión que se le había ordenado, e


    



    «insinuándole el poco arreglo, o formalidad que se manifestaba en las demandas, principalmente de cebada, y le significó al mismo tiempo, que pues no tenía S.E. los veinte caballos para consumir las veinte raciones de ordenanza, sería conveniente que en los días de escasez de este artículo se contentase con tomar las que necesitara, disponiendo que hiciesen lo mismo los demás generales y gefes, para que los caballos de soldados que forman la verdadera fuerza activa, no dexasen de tener su ración, como algunos días sucedía, por tomar aquéllos la que no necesitaban. El señor Eguía que oyó comisión de inspeccionar, y comisión emanada de un representante de la Junta Central, con escándalo de cuantos lo oyeron, amenazó a Serrano con la horca, en virtud de lo cual se retiró éste».


    



    Aunque casos como este dieron lugar a la Real Orden de 15 de diciembre de 1810 que recordaba a los jefes militares su obligación de no inmiscuirse en los asuntos de la Real Hacienda, lo cierto es que el rumbo de los acontecimientos señalaba en otra dirección. Los mandos militares consideraban a los miembros de la Hacienda Militar adscritos a sus ejércitos como individuos subordinados a sus órdenes, y cualquier señal de independencia trataba de ser inmediatamente corregida. Algún general no se recataba en indicar al intendente la distribución que había de hacer de sus comisarios y disponer las funciones que estos debían desempeñar. Parece que el enfrentamiento entre los mandos militares y los miembros del Cuerpo político se hizo cada vez más frecuente, y que meras diferencias de criterio o advertencias podían dar lugar a inmediatos arrestos de comisarios Ordenadores o de Guerra, que incluso eran luego comunicados al intendente sin explicación alguna.


    Todo ello llegaba al conocimiento del Ejecutivo y de las propias Cortes, que se debatían entre la resistencia a conceder a los generales de los ejércitos todo el poder que estos exigían, y el temor antes indicado de una ruptura con ellos que hiciera peligrar en sus manos todo el armazón del estado liberal que con tanto trabajo estaban levantando. Cuando Wellington propuso la conveniencia de transferir a las autoridades militares el mando político de las provincias, y que quedaran también bajo la dirección de dichas autoridades «los pagos de las Tesorerías, de suerte que no se haga ninguno sin su orden», los diputados, reunidos en sesión secreta de 29 de diciembre de 1812, optaron por una solución salomónica: se enrocaron en lo que entendían sustancial la parte política, y condescendieron en lo que estimaban menos peligroso los aspectos administrativos, dejando en manos de los mandos militares determinadas competencias en materia de Hacienda militar, tales como la ordenación de los pagos. Esto fue sancionado por un decreto de 6 de enero de 1813 que regulaba las facultades y responsabilidades de los generales en jefe de los ejércitos nacionales.


    El decreto en cuestión decidía que los intendentes generales de los ejércitos estarían «a las órdenes de los generales en jefe», y terminaba ordenando que «ningún pago de cualquier clase que sea para los individuos o gastos de un ejército se abonará, sin que además de la intervención y del Vº Bº del intendente, lleve también el del general en jefe, el cual por su parte será responsable de la legitimidad del pago». Así se iniciaba el camino hacia lo que desde hacía tanto tiempo venían solicitando las autoridades militares: la subordinación de los miembros del Cuerpo político de la Hacienda Militar al Ministerio de la Guerra, que de alguna forma aquellas controlaban, y su desvinculación de la Secretaría de Hacienda. Sin embargo, el decreto aún generaba dudas entre muchos diputados, y por ello, cuando las Cortes lo sancionaron, dispusieron en su artículo X que esa subordinación de los intendentes generales a las órdenes de los generales en jefe de los ejércitos debería limitarse «en cuanto no se opongan al artículo 353 de la Constitución». Tal artículo que por cierto desapareció de las sucesivas Constituciones españolas disponía que «el manejo de la Hacienda pública estará siempre independiente de toda otra autoridad que aquélla a la que está encomendado». Como puede verse, aún subsistían recelos ante el poder militar.


    Si se rastrea a través de los Diarios y Actas de Sesiones la postura política de las Cortes en relación con el tema de la Hacienda miliar y la modificación de su engranaje, según el diputado Falcó «negocio el más urgente que ocurre en el día», se llegará a la conclusión de que, a pesar de los vaivenes impuestos por las circunstancias, el arreglo de las Secretarías del Despacho se encaminaba inexorablemente hacia la integración total de los miembros de la Hacienda militar en el área de la Secretaría de Guerra.


    Sin duda no era incompatible una actitud antimilitarista, o al menos recelosa por parte de muchos diputados, con la expresión de un cierto halago y un deseo de atraerse el apoyo de los principales jefes del Ejército. En definitiva, no vieron obstáculo a plegarse a las pretensiones de estos de controlar la Hacienda Militar, habida cuenta de que el problema para los liberales de Cádiz no era tanto que el militar controlase o no los caudales destinados al Ejército (al fin y al cabo la Hacienda caía dentro del poder ejecutivo, y este correspondía al Rey), como que el legislativo mantuviera un control sobre dicho Ejército y pudiera fortalecer los logros políticos logrados por las Cortes con el apoyo de las milicias nacionales creadas por estas. No les preocupaban tanto los conflictos dentro del poder ejecutivo, como los que podían darse entre este y el legislativo.


    A primeros de 1814, cuando las Cortes ya se habían trasladado a Madrid dada la terminación virtual de la guerra, de nuevo los diputados Oller y Norzagaray pidieron el estudio urgente de los problemas, aun no resueltos, de la relación entre las Secretarías de Hacienda y Guerra. El 22 de enero una comisión de Hacienda que tenía el encargo de estudiar la Memoria presentada por el secretario del Despacho de dicho ramo el 2 de octubre anterior, presentó al Congreso un amplio dictamen sobre la misma, en el que la mano de Canga Argüelles resulta indudable. Entre otras muchas cosas, en él se decía que correspondía al Ministerio de la Guerra «todo lo respectivo a los ejércitos, tanto en la parte militar como en la económica», y que, por lo tanto, el Cuerpo político debía depender a todos los efectos de aquel Departamento, sin que el de Hacienda pudiera intervenir más que para librar a las cajas militares el importe del presupuesto aprobado por las Cortes. Lo justificaba diciendo que en la Marina ya se venía siguiendo ese sistema con buenos resultados (recordemos que el Cuerpo del Ministerio dependía del de Marina y no del de Hacienda). Con ello se pretendía evitar decía la comisión «los choques y la enemiga fiera y escandalosa que suele mediar entre los jefes militares y los políticos del ejército de Tierra». Naturalmente no decía que de lo que se trataba era de complacer una reiterada petición de las autoridades militares, que ahora venía avalada por al menos parte del gobierno y por sectores de la Cámara, como lo demuestra el hecho de que el dictamen de la comisión de Guerra de la misma, encargada de informar sobre la Memoria presentada el anterior 2 de octubre por el ministro correspondiente, reproducía casi exactamente los mismos conceptos vertidos por la comisión de Hacienda.


    Finalmente, Canga Argüelles logró que en la sesión de la Cámara del 8 de febrero se aprobase sin discusión alguna el punto 12 propuesto por la comisión de Hacienda que él presidía. Dicho punto decía: «12. Que el cuerpo político de los ejércitos quede sujeto al Ministerio de la Guerra, sin que en él tenga intervención alguna el Ministerio de Hacienda».


    El 19 de febrero, y como meta de esta larga trayectoria, las Cortes promulgaron su decreto XLVII, en el que se disponía que el número de comisarios Ordenadores y de Guerra fuese únicamente el preciso en relación con el volumen del Ejército; que como este aún no había sido fijado, no debía de proveerse de momento ningún empleo de comisario; y, finalmente, que cuando llegara el caso de tener que hacerlo, su nombramiento debería corresponder exclusivamente a la Secretaría de Guerra «de la que únicamente serán subalternos todos los empleados de la Hacienda militar del Ejército». En conclusión, una reforma largamente solicitada, y cuyas consecuencias, más importantes aún en el ámbito político y hacendístico que en el institucional, se alargarían a buena parte del siglo XIX.

  


  
    VII


    El siglo del liberalismo

  


  
    


  


  
    1. Fernando VII y el gasto militar


    Las cornetas militares resonaron en España a lo largo de todo el siglo XIX. Comenzaron con ocasión de la guerra de la Independencia, y siguieron con guerras civiles, algunas breves expediciones fuera del territorio nacional y el enfrentamiento con los Estados Unidos en 1898. Aquellas se convirtieron en epidémicas: una primera guerra carlista entre 1833 y 1840, otra segunda entre 1846 y 1849, y la tercera entre 1872 y 1876. Junto a estas, en Cuba la guerra de los Diez Años a partir de 1868 y hasta 1878, la Guerra Chiquita en 1879, y la de su independencia entre 1895 y 1898, así como la de Filipinas entre 1896 y 1898. A ello habría que añadir la intervención en Portugal (1848), el auxilio al Papa Pío IX (1849-1850), la expedición a la Cochinchina (1857-1863), la guerra de África (1959-1960), la participación española en la intervención en México (1861-1862), la breve reincorporación de Santo Domingo (1861-1864) y la guerra del Pacífico contra el Perú y Chile (1863-1866). Si a esto sumamos el conflicto cantonal de 1873 y los innumerables pronunciamientos habidos en la Península entre la guerra de la Independencia y la Restauración, habrá que convenir en que, con un carácter o con otro, la actividad militar en España fue constante durante aquel siglo, en cuyas primeras décadas el Antiguo Régimen dio sus últimos estertores.


    



    El retorno del absolutismo


    La llegada a España de Fernando VII después de su cómodo exilio en Francia supuso una drástica marcha atrás en todo lo avanzado por los liberales durante los años de la guerra de la Independencia. Es algo sobradamente conocido, y en lo que no vamos a insistir. Las aclamaciones de las turbas con motivo de su entrada en Madrid con gritos de ¡Viva la Religión! ¡Abajo las Cortes! ¡Viva Fernando VII! ¡Viva la Inquisición!, lo dicen todo; lo mismo que el Real Decreto de 4 de mayo de 1814 en el que manifestaba su voluntad de «no jurar ni acceder a dicha Constitución, ni a decreto algunos de las Cortes generales y extraordinarias [], sino el declarar aquella Constitución y tales decretos nulos y de ningún valor y efecto, ahora ni en tiempo alguno». Comenzaba así la segunda etapa de su reinado con una implacable persecución de liberales y afrancesados, y con el restablecimiento de todo el aparato político y administrativo del Antiguo Régimen.


    Esta situación afectó, como no podía ser menos, a los miembros del Ejército y la Marina, instituciones hacia las que el monarca nunca mostró especial simpatía, sino que, por el contrario, las percibió como un larvado peligro para su trono. De ahí el apoyo que prestó a las Guardias Reales, fundamentalmente aristocráticas y cortesanas, que suponía afectas, en tanto que constituían su guardia inmediata; así como, en un principio, a las fanáticas milicias de Voluntarios Realistas, hasta que estas optaron por seguir los pasos de su hermano Carlos María Isidro.


    La guerra de la Independencia dejó un Ejército tan sobredimensionado para la paz, como falto de recursos. Según un curioso documento firmado por el inspector general de la Infantería en mayo de 1814, en el que se recoge la fuerza activa de la misma en los ejércitos de que España disponía al final de la guerra, aquella sumaba 148.673 hombres, cifra que el marqués de las Amarillas amplía a 200.000 para todos los efectivos de los ejércitos, entre ellos unos 16.000 oficiales. De estos tal vez unos 4.000 habían permanecido en Francia como prisioneros y regresaron en 1814, buena parte de los mismos iniciados en las logias masónicas.


    Aquel Ejército poco tenía que ver con el que había dejado Carlos IV en el momento de su abdicación. Ahora, junto a los militares profesionales de 1808, aparecían los que en gran número se habían incorporado a las filas durante la guerra, y a lo largo de ella habían escalado grados derrochando valor, acierto y oportunidad en el ejército regular o en las guerrillas. También, entre los primeros, muchos habían ascendido meteóricamente, y ocupaban ahora importantes puestos de la milicia.


    El pensamiento político de unos y otros abarcaba un amplio abanico, que iba desde el mantenimiento del credo conservador e, incluso, claramente reaccionario, hasta los que mantenían posturas decididamente liberales, que se fueron radicalizando durante los años siguientes. Ello justificaría el recelo que el rey mantenía frente a estos últimos y los afrancesados, así como la postura que contra ellos adoptó. La necesidad de reducir el volumen de aquel ejército, innecesario e imposible de mantener económicamente, fue un argumento clave para una depuración de facto de muchos de sus miembros.


    Por lo pronto, las partidas y grupos guerrilleros fueron disueltos en 1814, lo mismo que licenciados la mayor parte de los integrantes de las Milicias provinciales. Al mismo tiempo, los levantamientos independentistas en la América española requerían el envío de tropas a aquel continente, lo que indirectamente ayudaba a descongestionar el peso de sus haberes en la Hacienda de Madrid, al hacerse cargo de ellos las Haciendas de aquellos territorios. Ya durante los años de la guerra de la Independencia, concretamente entre 1811 y 1813, habían partido hacia allá 16.084 hombres. Terminada aquella, en febrero de 1815 se enviaron con Morillo a Tierra Firme otros 12.136, y dos meses después posiblemente cerca de 3.000 a Veracruz. Luego, entre 1816 y 1819, partieron hacia diversos territorios americanos otros 13.737.


    Todo ello contribuyó a adelgazar el ejército regular. Sobraban la mayor parte de los oficiales, y, a la hora de escoger entre los de viejo cuño, más adictos a las ideas tradicionales e indudablemente molestos por la competencia profesional que les suponían los recién llegados al servicio de armas, y estos últimos, el apoyo del monarca se inclinó naturalmente hacia los primeros, otorgándoles toda clase de nuevos ascensos, premios y privilegios. Un importante instrumento de esta política lo encontró en el general Eguía, destacado absolutista durante el periodo gaditano, que luego ocupó la cartera de Guerra entre mayo de 1814 y marzo de 1815, y de nuevo entre junio de 1816 y el mismo mes de 1819.


    Aunque momentáneamente se suspendió la ya iniciada licencia de veteranos como consecuencia del desembarco de Napoleón, evadido desde la isla de Elba, luego se reanudó la reducción de efectivos. A las razones políticas se añadían las puramente económicas, que al parecer fueron tenidas muy en cuenta cuando en 1818 el general Eguía recortó drásticamente las plantillas, enviando a su casa a 731 jefes y 9.224 oficiales, entre ellos los más sospechosos de abrigar doctrinas liberales, limitando aquellas a unos 65.000 hombres, con una oficialidad de alrededor de 6.000 y unos efectivos reales de poco más de 45.000, de ellos 5.627 generales, jefes y oficiales.


    La Hacienda real, lastrada tradicionalmente, y ahora casi hundida después de una guerra en la que había consumido el noventa por ciento de los ingresos, era incapaz de sostener el esfuerzo económico que el Ejército representaba. La Deuda interior, que en 1808 ascendía a 7.000 millones de reales, en 1817 era ya de 11.000, y sus intereses llevaban años bloqueados. Sumido el país en un estado de total depresión, nacida de una larga y cruenta guerra, su Hacienda se encontraba vacía y con un total desajuste de sus cuentas.


    Las remesas de Indias, que entre 1803 y 1806 constituían el 13,7 por ciento de los ingresos, habían caído drásticamente, hasta pasar a ser el 4,5 por ciento en 1814-1819, y ser nulos en 1816, 1818 y 1820; y la media anual de todos los ingresos netos del Estado, que entre 1796 y 1799 había sido de 2.148 millones, entre 1814 y 1819 no pasó de 968 según Esteban Cuenca, cifra que Fontana rebaja a nada más que 658. En esas condiciones, el último recurso tradicional, que era recurrir al crédito, se hizo casi imposible ante el recelo de los inversores, y los sucesivos gobiernos (seis en aquel sexenio, con nueve ministros de Hacienda) hubieron de contentarse con disponer solo de unos tributos que, por otro lado, no podían absorber los gastos dado el estado de pobreza del país y la virtual pérdida de las colonias. La contribución extraordinaria de guerra aplicada por Carlos IV en la guerra contra Inglaterra el 1,5 por ciento de todos los frutos y efectos importados y exportados, se volvió a resucitar al menos entre 1810 y 1813, y, si bien en este último año se decretó su suspensión, las necesidades del erario determinaron que tal medida quedara en saco roto, y seguramente continuó cobrándose hasta 1820.


    Pero los gastos militares, a pesar de los recortes, seguían siendo voluminosos y consumían buena parte de los ingresos. Capítulo fundamental de los mismos volvía a ser el de los sueldos de los oficiales y el prest de la tropa. Desde el punto de vista de los perceptores el problema no estaba en su cuantía, que al menos les garantizaba un sueldo fijo en unos años de total penuria, y ello a pesar del Decreto de 26 de noviembre de 1818 que, considerando al Ejército como «inútil y hasta peligroso en el estado de paz que actualmente disfrutamos», extendía a los militares el descuento del 4 por ciento fijado en 1817 para todos los sueldos que excedieran de 12.000 reales anuales, es decir, los de la oficialidad. Ciertamente esta rebaja carecía de mayor trascendencia, porque el poder adquisitivo de los sueldos había aumentado en unos años de precios bajos.


    El problema residía en los continuos y amplísimos retrasos en su cobro, frecuentemente de más de un año, y en algún caso de hasta ciento veinticuatro mensualidades. Ello dio lugar en muchas ocasiones a pillajes de la tropa. Por su parte los oficiales habían de recurrir a los usureros o, incluso, a los funcionarios de la Hacienda militar, para conseguir adelantos a costa de grandes descuentos. Cuenta Mesonero Romanos la conocida anécdota del capitán general Castaños, quien, presentándose en la corte un día de riguroso invierno con pantalones blancos de hilo, y llamándole el rey la atención por su extravagancia, le contestó con socarronería: «Señor, acabo de cobrar la mesada de julio, y por lo tanto continúo vistiendo como en aquella ocasión».


    Además, el reparto del presupuesto se hacía de forma muy irregular. Ahora es Ramón Santillán quien refiere que entre 1815 y 1817 las tropas de Aragón se había visto sujetas a crueles privaciones: «Un tercio, algunos meses un quinto de la paga, era todo lo que la Tesorería facilitaba a los Oficiales, al paso que en otras provincias se satisfacían por completo los haberes». Y continuaba diciendo que, para completar la media paga, el coronel Serrano «se vio precisado a adoptar el fatal y vergonzoso recurso de poner al pasto la mitad de los caballos del Regimiento y vender sus raciones de cebada, arbitrio que costó al Estado la pérdida de ciento treinta caballos». Mientras algunas unidades, como las Guardias Reales, estaban atendidas hasta con lujo, otras dice Payne «no podían salir del cuartel porque no tenían zapatos».


    El relativo incremento de dotaciones presupuestarias para la Marina no ocultaba un panorama desolador. Aunque después de la derrota de Trafalgar había seguido siendo la tercera flota del mundo, con 42 navíos y 30 fragatas, en 1814 solo se disponía de 21 navíos, de los cuales 18 no podían hacerse a la mar por falta de mantenimiento y carenas. Ello daba lugar a un número desproporcionado de efectivos personales, por lo que la oficialidad buscaba cobijo en cualquier rincón de la Administración, fuese militar o civil, donde pudiera encontrar sustento.


    A comienzos de 1815 se adeudaba a los oficiales destinados en los Departamentos una media de 58 mensualidades, y se ha citado reiteradamente el informe del capitán general del Departamento de El Ferrol dando cuenta en 1816 de haber fallecido «el teniente de navío D. José Lavadores de extenuación, en virtud de continuada escasez y hambre []. Al mismo origen se debió la muerte del capitán de fragata Pedro Quevedo []; anteayer murió desnudo y hambriento un oficial del Ministerio, y se hallan próximos a lo mismo, postrados en paja, un Capitán de navío, dos de fragata, un Comisario y otros muchos de las demás clases». De Lavadores decía que «estuvo haciendo su servicio con una levita andrajosa hasta dos días antes de su fallecimiento». Era claramente una corporación de mendigos. Ya en la Exposición sobre el estado de la Marina hecha a la Regencia el 20 de octubre de 1812 por el ministro Vázquez Figueroa, advertía este de la falta absoluta de pagas en los departamentos, y que en cada unos de ellos los retrasos ascendían a unos 800.000 reales.


    Con unos astilleros totalmente paralizados, llegando a autorizarse a su personal a enrolarse en barcos pesqueros para poder subsistir, hubo que gestionar la compra de algunos barcos, «que fuese delirio tratar de carenar barcos existentes arrumbados». Así se llegó a la desastrosa compra en 1815 de cinco barcos rusos por un importe de 13.600.000 rublos, navíos que llegaron sin pertrechos ni repuestos y con los cascos, al parecer, podridos, lo mismo que la obra muerta. Antes de 1824 todos ellos habían sido desguazados o se habían ido a pique. En total, entre 1813 y 1820 se perdieron 17 buques de guerra, desde navíos a goletas, y otros 20 se desguazaron por falta de mantenimiento. En compensación solo se había construido un bergantín y adquirido en Francia nueve buques. Si se compara este dato con los 160 navíos de 60 cañones botados en España entre 1772 y 1778, una docena de ellos de tres puentes, hay que convenir que el panorama no podía ser más desolador.


    Una parte de los gastos militares fue aplicada a organizar expediciones para llevar tropas a Ultramar, a las que ya hemos hecho mención.
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    Los transportes realizados durante la guerra de la Independencia significaron un enorme esfuerzo económico, pero no lo fue menos el llevado a cabo durante los últimos seis años de la segunda década del siglo, teniendo en cuenta en uno y otro caso las dificultades económicas del Erario. En la segunda etapa destaca la voluntad de conservar los territorios americanos con las importantes expediciones de 1815, algo que no pudo volver a repetirse por falta de medios y por las circunstancias que concurrieron en 1820.


    Resume Albi de la Cuesta el importe total de las expediciones entre 1811 y 1819 en 366 millones de reales, a los que hay que añadir otros 16 de las 243 piezas de artillería, además de las municiones y pertrechos que llevaron. Se utilizaron 177 buques de transporte y 47 de escolta, armados estos con 1.004 piezas artilleras.


    En la América hispana el proceso independentista avanzaba imparable, y los limitados recursos presupuestarios de la Hacienda española no podían sufragar los gastos que hubiera supuesto una respuesta militar adecuada. En Chile San Martín declaró la independencia en 1818, y luego pasó a Perú para enfrentarse a las fuerzas virreinales. Antes, en 1816, un Congreso Nacional proclamaba la independencia de Argentina. La derrota de los españoles en Boyacá (1819) ante un Bolivar apoyado por Inglaterra y los Estados Unidos consumó la independencia de Venezuela, Colombia y Ecuador, que pasaron a formar parte de la República de Colombia. Esta revolución se extendió entre 1820 y 1824 al resto de los antiguos virreinatos. Aparte de las razones políticas y económicas que se concitaron en el desarrollo de aquellos acontecimientos, desde un punto de vista puramente militar la falta de medios económicos para contener la marea independentista jugó sin duda un papel importante.


    Más lejos, en el Lejano Oriente, ajenas a estos avatares, estaban las Filipinas, una colonia regida por generales del Ejército, y que, un tanto olvidada por el gobierno español, se desenvolvía con cierta autonomía. Mandos y unos pocos efectivos peninsulares apoyados por indígenas constituían las tropas veteranas, a las que se sumaban milicias formadas fundamentalmente por tagalos, salvo sus jefes. La guerra marítima con Inglaterra de fines del siglo XVIII y comienzos del XIX obligó a un fortalecimiento de sus defensas, con el consiguiente gasto militar de su propia Hacienda en sueldos, vestuario, alimentos y armamento.


    Esta Hacienda autónoma se gestionaba a través de las Reales Cajas de Filipinas, que se encargaban de cobrar los impuestos y de hacer frente con ellos a los gastos. Los de las tropas, artillería, fortificaciones y la Marina, junto con unos pequeños gravámenes del Montepío Militar y de Inválidos, habían llegado a alcanzar en 1804 la suma anual aproximada de seis millones de pesos, cantidad que hacia 1819 se había reducido a 3.908.014, debido, sobre todo a la supresión del apostadero de Cavite en 1815. No obstante, este importe aún seguía suponiendo el 57,73 por ciento de los ingresos totales de la colonia, porcentaje que en 1829 alcanzaría a ser del 63,44 por ciento. La defensa de las islas requería de ese esfuerzo económico que frecuentemente obligaba a las Cajas de Filipinas a acudir a préstamos de particulares garantizados con situados de las Cajas de México.


    En España la situación caótica del Erario, tratada de mejorar a fines de 1817 por el ministro de Hacienda Martín de Garay, venía forzada por el continuo déficit presupuestario de una Hacienda incapaz de remontar. Como ya hemos dicho, la cifra anual de ingresos se había reducido a la mitad. Por el contrario, los gastos no conseguían contenerse al nivel de los ingresos, lo que los políticos del momento atribuían al peso de los militares. A pesar de que los del Ejército se habían reducido, y con ellos su presupuesto, en buena medida por el licenciamiento de tropas del que hemos hecho mención, aún seguían siendo muy elevados, y, además, los de la Marina, aunque de menor peso, se habían incrementado. Los del Ministerio de la Guerra que en 1813 suponían el 82 por ciento de los gastos totales, en 1817 no superaban el 49; en cambio los de la Marina habían pasado en las mismas fechas del 8 al 14 por ciento. Con todo, si los gastos militares totales comportaban en 1813 el 90 por ciento del gasto del Estado, cuatro años después aún seguían significando un 63 por ciento.


    A pesar de los intentos de reforma fiscal por parte de Martín de Garay y sus colaboradores, y su voluntad de perfeccionar la organización de la Hacienda, con alivio del estado del Ejército y la Marina, el malestar de las tropas era algo ostensible. Al retiro forzoso de una parte importante de las mismas, se sumaba el retraso en el cobro de las pagas, algo que no terminaba de resolverse. El propio Rafael de Riego, que reiteradamente solicitó el pago de unos atrasos que se le adeudaban desde febrero de 1816 hasta parte de 1818, recibió como contestación oficial que los mismos le serían abonados «a proporción que las atenciones de las tesorerías lo permitiesen». Las solicitudes para reintegrarse al servicio activo por parte de los que vegetaban en sus casas eran continuas. Además, «en otoño de 1819 de 15.000 a 20.000 soldados estaban amontonados en unos insalubres campamentos cerca de Cádiz, sin las mínimas condiciones sanitarias y carentes de suministros y de suficiente vestuario». De nuevo es Mesonero Romanos quien atestigua que el Ejército estaba «hambriento, desnudo y resentido».


    Esta situación daba lugar a todo tipo de corruptelas, teniendo a veces los jefes que optar por medidas poco legales. En algunos regimientos la tropa fue vestida con los importes de su soldada o de sus raciones. La venta de empleos en América servía para mantener, en una Secretaría de Guerra en desorden total, fondos oscuros que luego se repartían de forma aún más oscura. En tales circunstancias la disciplina aparecía totalmente relajada.


    



    El Trienio Liberal


    En medio de ese ambiente se llegó a la sublevación de Riego y Quiroga en Cabezas de San Juan el 1 de enero de 1820, y, con ella, a la forzada jura de la Constitución por Fernando VII y al inicio del Trienio Liberal. El panorama del Ejército, en medio de una olla de fuerzas en continua ebullición, era el de unos oficiales a media paga y unos soldados mal alimentados, peor vestidos y sin paga.


    El marqués de las Amarillas, titular del departamento, hizo una exposición del estado del Ejército en la sesión de Cortes de 15 de julio de 1820. En ella, tras lamentarse de no poder presentar un estado más lisonjero del ramo de Guerra, manifestaba que el cuadro militar aún era superior a las disponibilidades de las rentas de la nación, y terminaba por reconocer que «los jefes encargados del mando, que ni deben ni pueden ver perecer a sus subordinados, tienen que recurrir a medios más o menos ilícitos, pero siempre abusivos y perniciosos, y es forzosamente su primer paso tolerarlo todo, exigir lo menos posible, y sujetar con la destructora, pero inevitable blandura de su mando, los clamores harto justos de la necesidad».


    En 1821, el entonces encargado de la Secretaría de Guerra, Ignacio Balanzat, detalló otra vez en una Memoria la situación del Ejército a fines de 1820. Según la misma, este contaba con 50.807 soldados, incluida la Guardia Real, 8.203 caballos y un número de jefes oficiales y suboficiales que rondaba los 7.000 hombres. Estas cifras no incluían los seis jefes y 391 oficiales ausentes con licencia indefinida y medio sueldo los indefinidos de que luego se hablará, además de otros 434 jefes y 3.189 oficiales excedentes de las diferentes Armas, pero con derecho a volver al Ejército una vez que quedaran plazas.


    Entendía Balanzat que las tropas habían sido mejor asistidas en 1820 que en años anteriores, y que la mayoría de los oficiales y soldados habían percibido sus pagas, aunque estas se habían repartido «con notable desigualdad» según las provincias en que habían servido y las circunstancias en que se habían hallado. El problema principal residía en los importantes atrasos de años anteriores que unos y otros tenían pendientes de cobro. Reconocía a este respecto la dificultad en que se encontraba la Administración para hacer un ajuste de lo adeudado por los años de la guerra, es decir, por el periodo comprendido entre 1808 y 1814. «El escaso número de cuerpos que han ajustado por algunos tiempos alcanza 64.900.324 reales, y por este dato puede conocerse lo considerable que será el alcance total de todo el ejército».


    En cuanto a los víveres, entendía que los soldados se habían alimentado «de una manera regular, bien que no absolutamente igual». Algo parecido decía de las monturas. En los utensilios se experimentaban faltas de gran consideración. Aunque el vestuario había mejorado en parte, era el artículo que reclamaba con urgencia mayores fondos. El armamento se había entretenido en lo posible.


    Este panorama se vería poco alterado durante el Trienio, como lo demuestra otra Memoria presentada un año después, en este caso por Luis Balanzat, quien a todo lo anterior añadía que la mayor parte de las murallas y plazas fuertes que habían quedado en pie tras la guerra amenazaban ruina, y que la artillería «había venido a tan increíble penuria, que las maestranzas y parques estaban desiertos y exhaustos, y apenas había municiones para un día de batalla».


    El papel intervencionista que desde entonces comenzó a tener el Ejército en la vida política nacional a través de sus jefes más destacados, y que tenía su antecedente en el que ya venían desempeñando muchos de ellos en el ámbito administrativo, no supuso unas inmediatas mejoras en las condiciones económicas del personal, que tardarían tiempo en llegar, salvo un ligero incremento de los haberes de las clases desde soldado a teniente inclusive; tampoco en su capacidad operativa. Lo mismo ocurría en la Marina. Al final ya del Trienio, el gobernador del Peñón de Vélez de la Gomera, José O´Mahony, escribía a su capitán general haciéndole ver que los dos años de mando de aquella fortaleza le había arruinado físicamente más que los treinta y tres empleados en su anterior carrera militar, que hacía seis meses que no le pagaban, y le presentaba la renuncia al mando dado que «en la necesidad de tener que perecer, quiero hacerlo en donde pueda pedir una limosna».


    A pesar de que el ejército peninsular operativo no pasaba en 1820 de unos 60.000 hombres, a efectos del gasto total en la defensa de la Monarquía seguía siendo una institución sobredimensionada, que el propio ministro de la Guerra cuantificaba en 184.357 hombres, contando las fuerzas operativas en la Península, las expedicionarias de Ultramar y las veteranas auxiliares. Y aún habría que añadir las Guardias Reales, la brigada de Carabineros, los Granaderos y los cuarenta y tres regimientos de las Milicias provinciales, todos los cuales sumaban otros 43.362 individuos. El mantenimiento de todo ese contingente, por lo demás poco operativo, y en muchos casos dedicado solo a labores de policía, suponía un gasto que seguía siendo desmesurado.


    La Marina continuaba olvidada y absolutamente inoperante. Si en 1821 se decretó un crédito extraordinario de 50 millones de reales para ser aplicado exclusivamente al armamento y apresto de los buques que debían construirse, lo cierto es que luego el dinero se destinó al pago de salarios atrasados del personal obrero de los arsenales y astilleros. El plan naval seguía aparcado, y de los 17 navíos que en 1820 constituían la punta de lanza de la fuerza naval española, solo cuatro estaban en condiciones de navegar, y los restantes estaban en proceso de desguace. También de las 14 fragatas existentes cuatro estaban en vías de desarme.


    El problema se reducía a un hecho muy simple: no había dinero, y año a año el déficit de la Hacienda persistía. Las únicas soluciones estaban en incrementar la presión tributaria o recurrir de nuevo a los empréstitos. Se intentaron estos sin fruto, y se acudió luego a los tributos, sin más resultado que incrementar el malestar, sobre todo en el campo. Luego, la restauración del absolutismo en 1823 impidió que fructificasen nuevas medidas. Los ingresos medios presupuestados en el periodo 1820-1822 no superaron los 600 millones de reales, mientras que la Deuda pública ya sobrepasaba los 14.000 millones.


    Desde el punto de vista de los gastos, estos, además de los de la Casa Real, se resumían en los del Ejército, la Marina, la devolución de los préstamos y una pequeña parte dedicada a una Administración civil aún en pañales. A pesar de todo, los militares se habían reducido considerablemente, sobre todo los del Ministerio de la Guerra. La media anual para gastos de este ministerio en el periodo de 1820-1822 fue de 346 millones, y la del de Marina de 89. Si en el «presupuesto» de 1814 una estimación aún de guerra los gastos de Defensa suponían un 90 por ciento del total, en el Trienio computaban ya solo el 60 por ciento, lo que no dejaba de ser una cifra muy elevada para unos doceañistas que recelaban del poder militar, y, sin embargo, insuficiente como hemos visto para las atenciones que requerían los ejércitos; y ello a pesar de que en 1822 la dotación se elevó de 440 millones el año anterior a 688, algo que también ocurrió con el gasto total del Estado.


    Finalmente, la entrada en España de un ejército francés los Cien mil Hijos de San Luis derribó por los suelos el armazón constitucional. La última resistencia de los liberales tuvo lugar otra vez en Cádiz. Allí apareció en escena un viejo conocido de la guerra de la Independencia, Juan Álvarez Mendizábal, que se hizo cargo de pagar y abastecer al ejército constitucional en aquella última trinchera. Desmoronada la resistencia ante las tropas francesas, Mendizábal dirigió el 11 de septiembre de 1823 un oficio al ministro de la Guerra en el que sostenía que desde que en junio se había hecho cargo de la intendencia del ejército, había invertido 3.229.730 reales, de los que había recibido del Ayuntamiento de Cádiz 2.280.000, por lo que quedaban adelantados por él 949.730, además de pan, víveres y pienso por valor de 100.000 duros. Eran los últimos suministros recibidos por aquel ejército cuando el Trienio expiraba.


    



    La década final del absolutismo


    De nuevo el 1 de octubre de 1823 el rey Fernando declaraba nulos y de ningún valor todos los actos del gobierno constitucional, y recuperaba las que entendía eran sus regias prerrogativas. Comenzaba así el último periodo del absolutismo en España, con una vuelta a los valores del Antiguo Régimen, que se esforzó en mantener durante diez años, hasta su muerte en 1833. No obstante, la llamada Ominosa Década, pesar de la política ambigua y equívoca del monarca, propició algunos avances en el plano administrativo y hacendístico, como los que supusieron la aparición del primer Presupuesto moderno y la centralización de la recaudación y distribución de los recursos.


    Reconocido esto, y aunque la impronta tecnocrática y moderada destacó en muchos de los ministros del momento, la personalidad de Fernando VII, siempre astuto y receloso, siguió marcando un proceso político, aparentemente tranquilo, pero que enmascaraba fuertes tensiones, que desembocaron en intentos de pronunciamientos liberales rápidamente abortados, y, sobre todo, en la decidida inclinación de los más exaltados realistas hacia las filas de su hermano Carlos María Isidro.


    Pero todo esto sucedió en los últimos años de su reinado. En 1823 las preocupaciones del monarca las inspiraban los liberales, muchos de ellos militares protagonistas de la anterior etapa, así como el intervencionismo del que algunas unidades habían hecho gala durante los años anteriores. Ello explicaría la drástica decisión del rey de disolver el ejército y crear otro nuevo.


    Otra vez de la mano del general Eguía, que le asesoraba desde la sombra, ordenó la disolución del ejército y el licenciamiento de 100.000 infantes. Luego contrató a las tropas francesas venidas con el duque de Angulema, entre 20.000 y 30.000 soldados que habrían de servirle de protección, mientras disponía una quinta de 36.000 hombres, para comenzar a organizar con ella un nuevo ejército. Finalmente, dispuso la reestructuración de la guardia Real con los elementos que consideró más seguros: soldados extranjeros y elementos escogidos de los regimientos provinciales, al parecer los de ideología más conservadora.


    Paralelamente, además de las Comisiones Militares que pasaron a juzgar a todos los sospechosos de atentar de palabra o de obra contra el Trono, se incoaron expedientes de depuración, personales y obligatorios, a todos los militares y civiles que habían servido al gobierno durante el Trienio, quienes debían ahora jurar su amor y fidelidad al monarca si pretendían reintegrarse a las filas del Ejército, la Marina o la Administración. Se consideraban indefinidos los que sufrían forzosamente una licencia así considerada, y permanecían en espera de una resolución favorable del expediente de depuración; e ilimitados los que, después de haber sido purificados en dicho expediente, seguían en sus casas con licencia ilimitada en espera de ser poco a poco recolocados.


    En febrero de 1826 el ministro de Hacienda, Luis López Ballesteros, afirmaba que los oficiales indefinidos e ilimitados y los funcionarios civiles en las mismas circunstancias suponían «las tres cuartas partes de individuos de todas las carreras». La situación de este personal era penosa, hasta el punto de que las Actas del Consejo de Ministros recogen un escrito de julio de 1825, remitido por el capitán general de Canarias, en el que comunicaba «el estado lastimoso de indigencia a que se ven reducidos por falta de sus haberes los oficiales indefinidos, y asegurando que ha llegado a tal punto que, muchos de ellos, han solicitado permiso para pedir limosna, pero que no se les ha concedido, y teme perezcan de necesidad».


    El 5 de agosto de ese año se empezaron a sustituir las certificaciones de licencia indefinida por otras de licencia ilimitada, y en 1826 se comenzó a recolocar a ese personal, que comprendía desde la oficialidad hasta los cabos. En todo caso, ya en 1823 se había dispuesto que, tanto en el Ejército como en la Armada, quedaran rebajados en un grado o empleo los ascensos otorgados por el gobierno constitucional. Solo fueron excluidos definitivamente del reingreso los calificados de masones o comuneros. También se liquidaron las partidas de Voluntarios realistas, y sus mandos licenciados de forma ilimitada. Al fin y al cabo esas milicias de ideología absolutamente reaccionaria eran aún menos de fiar.


    El diseño de un nuevo ejército adicto a la Real Persona era el objetivo de todas esas medidas, que paulatinamente se fueron dulcificando, entre otras cosas gracias a que los inspectores generales del Ejército mantuvieron el criterio de recuperar para los nuevos cuadros de mando a los antiguos profesionales que mejor podían cubrirlos. También las pagas de los que pudieron volver a la situación de actividad pasaron a partir de 1826 a ser cobradas con regularidad, aunque por unos importes que no se habían alterado en mucho tiempo.


    En la Marina una disposición de 1820 había equiparado los sueldos a los del Ejército, pero, a la par que en este, la paga tardaba en llegar a los destinatarios. El capitán general de la Armada, conde de Venadito, en un informe al rey de comienzos de 1823, decía refiriéndose al Departamento de Cádiz que acababa de visitar: «se halla en el estado más lastimoso que puede pintarse, los oficiales y demás sin pagar en muchos meses, la tesorería sin un maravedí de ninguna clase de fondos y depósitos, la tropa en cueros, los alojamientos de ésta o cuarteles en estado ruinoso, sin ollas para ranchos, sin candilejas donde encender una luz, en una palabra, sin nada para nada».


    En otro informe presentado a las Cortes en 1834 por el ministro de Marina Vázquez de Figueroa, afirmaba este que a fines de 1814 se adeudaban 43 pagas al personal del Departamento de Cádiz, que a fines de 1818 aún eran 19, y que se habían incrementado a 22 en octubre de 1823. La situación no había mejorado en 1834. Entre octubre de 1820 y diciembre de 1823 Hacienda adeudaba al personal del Departamento de El Ferrol 128.851.345 reales; al de Cartagena 63.311.013 entre diciembre de 1814 y abril de 1828; y al de Cádiz 122.400.000 del periodo comprendido entre diciembre de 1814 y mayo de 1828.


    Y si esto sucedía al personal, cabe suponerse el estado del elemento principal de la Marina, sus barcos. El siguiente cuadro nos releva de otras explicaciones, que las de decir que tanto los navíos como las fragatas estaban avejentados y casi inútiles. La mayor parte de las pérdidas se debió al desguace de buques, sin créditos para poder ser reparados después de haber sufrido accidentes de navegación.
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    Coincidían esa desmovilización militar y las penurias de la Marina con una gravísima situación de la Hacienda, que hubo de recurrir una vez más a empréstitos, como uno de Ghebard cuyo importe pronto se agotó. La previsión del ministro Ballesteros de dotar en 1824 con tan solo 140 millones de reales al Ejército y 40 a la Marina levantó airadas quejas de su homólogo de la Guerra, que exigía 200 más, tan solo para aliviar la penosa situación en que malvivían la tropa y los oficiales, muchos de estos a medio sueldo en su condición de indefinidos, y mientras no eran recuperados como activos. Cuando en el verano de ese año se pensó en organizar una expedición militar para América transportando 10.000 soldados, hubo que desistir por falta de medios económicos. Aún un año después el tesorero general reconocía que no tenía dinero «ni para el rancho de los soldados».


    La situación impulsó a Ballesteros a exigir la contención de los gastos para adecuarlos a los ingresos; también a considerar inaplazable la aprobación anual de un presupuesto de ingresos y gastos, limitativo para estos últimos. Había sido en 1821 cuando se empezó a llamar Presupuesto General de Gastos a lo que hasta entonces había sido tan solo un Plan de Gastos y Contribuciones, aunque aquél aún dejaba sin incluir muchos gastos de compras, obras y suministros. Ciertamente habían existido proyectos presupuestarios anteriores, como el que presentó Canga Argüelles en 1811, el que diseñaron las Cortes de Cádiz para 1814 y el de Garay de 1817, pero todos ellos eran meras estimaciones, y en relación con los gastos carecían de la virtualidad de ser una norma limitativa de los mismos. Fue el preparado por Ballesteros y su equipo para 1828-1829 el primer Presupuesto al que, aun con todas sus carencias, se le puede reconocer ciertas características de modernidad. Desde entonces, y a pesar de algunas lagunas, la aprobación de un Presupuesto anual que incluyera la ordenación de los gastos se hizo requisito indispensable.


    La otra obsesión de Ballesteros fue lograr el equilibrio entre ingresos y gastos a fin de no provocar más déficit, algo que iba a afectar directamente al Ministerio de la Guerra, el generador del gasto más voluminoso, que se iba a ver obligado a recortar.


    El Presupuesto presentado por Ballesteros para el año que comenzaba el 1º de mayo de 1828 y terminaba el 30 de abril de 1829, disponía un crédito para Guerra de algo más de 253 millones de reales1 y otros 40 para Marina, suponiendo respectivamente el 56,4 y el 8,9 por ciento de dicho Presupuesto; es decir, la defensa aún significaba el 65,3 por ciento del total de los gastos de Estado. No obstante, Fontana advierte que si en estos últimos se incluyen los sueldos de los funcionarios de Hacienda y, sobre todo, el importe de la amortización de la Deuda, el mencionado porcentaje queda reducido al 40,6, cantidad, no obstante, aún muy relevante.


    En todo caso, y en cumplimiento de las medidas de recorte del gasto que el ministro venía exigiendo, si en el periodo de 1820-1823 la media anual de los gastos presupuestarios de Guerra era de 346 millones de reales y la de los de Marina de 89, en el de 1827-1831 bajaron respectivamente a 266 y 38, y en el ciclo de 1829-1833 los gastos reales de ambos ministerios fueron tan solo de 254 y 35 millones.


    Sin embargo, poniendo en relación dichos gastos con la media del importe del total presupuestado durante ese último ciclo, Comín estima que correspondió a Guerra el 58,7 por ciento de los gastos totales y a la Marina el 8,1. Es decir, a pesar de los recortes aplicados en ambos ministerios, la defensa supuso en ese mismo periodo el 66,8 por ciento de los gastos, debidos, entre otras cosas, a la situación en Francia, alterada por la revolución de 1830, y a la posibilidad de una nueva guerra con el país vecino, lo que llevaba al responsable de Guerra, Miguel de Ibarrola, marqués de Zambrano, a pedir aunque sin mucho éxito más y más recursos. De todas maneras, ese riesgo de guerra no llevó a una ampliación de las plantillas del Ejército, sino que se compensó poniendo sobre las armas a 19.000 soldados de las Milicias Provinciales.


    Zambrano proponía una nueva quinta y la formación de una fuerza activa de entre 75.000 y 80.000 hombres para operaciones de defensa de fronteras y la posibilidad de actuar fuera de ellas, además de otra de 60.000 efectivos si fuera necesaria para el interior. Requería igualmente disponer de otros 25.000 o 30.000 fusiles, y de 1.400.000 reales para los gastos de la Artillería. Todo ello era un dislate para una Tesorería casi en quiebra, algo que reiteraba una y otra vez el ministro de Hacienda. Finalmente, los temores de una confrontación con Francia no se hicieron realidad y las cosas quedaron como estaban.


    De todas maneras, ante la necesidad de créditos extraordinarios, Ballesteros hubo de relajar su decisión de mantener a rajatabla la limitación de los gastos y el equilibrio presupuestario. Una nota de la Contaduría General de Hacienda informa de que en 1830 se concedieron a Guerra consignaciones extraordinarias por importe de 5.956.153 reales. En definitiva, el incremento de los ingresos del Tesoro en más de 100 millones de reales anuales durante el quinquenio de 1829-1833, sobre los que percibía en el quinquenio anterior, permitió sostener aún el fuerte peso de los gastos militares.


    El año 1828 había tenido una importancia singular para los miembros del Ejército y la Marina. Retornados ya a su país los efectivos franceses de Angulema, y al margen de la organización de los Voluntarios Realistas que suponían unos 160.000 hombres mantenidos con arbitrios municipales, para entonces Zambrano ya había logrado dar forma y consolidar un Ejército de 65.000 soldados dentro de los cánones que se pretendía, es decir, una institución apolítica y libre de extremismos, aunque con sesgo claramente conservador. Ese iba a ser el embrión del Ejército que conoció el siglo XIX. Los últimos años del reinado iban, pues, a sustentarse en una milicia de profesionales moderados y disciplinados, que iban a constituir una garantía frente a movimientos radicales, como el de los agraviados o malcontents en Cataluña, y luego el de los carlistas.


    A pesar de las limitaciones presupuestarias, Zambrano también logró normalizar la percepción puntual de los haberes de los militares y el abastecimiento del Ejército; incluso presionó con fuerza para que al abono de las pagas de aquellos se le diera prioridad sobre cualquiera otras. Se incrementaron también dichos haberes. Tomando como ejemplo un regimiento de Infantería de Línea, los sueldos de los oficiales y la soldada de la tropa pasaron a ser:
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    Los descuentos eran para el Monte-Pío Militar. El coronel tenía una gratificación de mando de 500 reales, a la que se le aplicaba el descuento del 10 por ciento, aunque la de los coroneles de Infantería Ligera era solo de 200 reales. Los capitanes cobraban 900 reales, a excepción del más antiguo, que percibía 1.000. Las diferencias en los sargentos, cabos y soldados resultaban de si eran granaderos, que percibían más, o simples fusileros. Por encima estaban los sueldos de los mandos superiores: el capitán general devengaba 10.000 reales, 7.500 el teniente general; 5.000 el mariscal de campo y 3.000 el brigadier. Los sueldos en otras unidades solían ser algo más elevados; así, en la Guardia Real eran:
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    Existían también variaciones en las retribuciones dentro del Estado Mayor General, según que sus miembros estuviesen en alguna de las situaciones de empleado, asamblea, cuartel o exento. Igualmente se devengaban gratificaciones de entretenimiento por tener la fuerza al completo según las plantillas reglamentarias. El Real Decreto de 31 de mayo de 1828, que fijó todos esos sueldos, hacía mención también de distintos premios mensuales, además de los abonos por hospitalidades, y fijaba las raciones de pan, cebada y paja, el haber de leña, carbón y aceite, las arrobas, libras y onzas de pólvora (todo según el número de plazas), así como las balas de fusil y piedras de chispa.


    El consumo teórico de víveres de la tropa era:
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    Estos haberes, gratificaciones y devengos se mantuvieron fijos durante varias décadas, salvo alguna rebaja en determinados empleos. Solo en 1863 comenzaron a aprobarse algunos incrementos en la oficialidad, más acusados en la clase de sargentos y en la tropa.


    Podemos apreciar lo que significaban estos sueldos valorándolos anualmente, y comparándolos con los devengados en 1830 por los funcionarios del Ministerio de Hacienda.
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    La situación de la Marina era sin duda mucho peor. Abandonada a su suerte, entre 1823 y 1828 se le debían 300 millones, y aunque pronto la deuda se redujo, la misma volvió a incrementarse en los últimos años del reinado. En 1834 su potencial se reducía a dos viejos navíos de 74 cañones, otro capturado al enemigo, pero necesitado de grandes reparaciones, cuatro fragatas (de ellas dos en construcción), tres corbetas (dos también en construcción) y siete bergantines. Era la décima parte de la fuerza de que disponía en 1817.


    En otro orden de cosas, cabe decir algo sobre la administración de los recursos que percibían los ministerios militares. Sabemos que uno de los últimos decretos que emanaron de las Cortes de Cádiz fue el que, cumpliendo las reiteradas peticiones de los jefes del Ejército y del propio Ministerio de la Guerra, hacía depender de este a todo el personal del Cuerpo político de la Real Hacienda Militar; el que, desde comienzos del siglo XVIII, gestionaba y controlaba aquellos recursos, y que hasta entonces venía dependiendo de la Secretaría de Estado de Hacienda.


    La supresión en 1814 de todo lo legislado por aquellas Cortes hizo volver el sistema económico del Ejército a los cauces tradicionales, bien que fuera por poco tiempo, toda vez que la llegada del Trienio constitucional hizo resucitar todas las normas emanadas de las Cortes gaditanas. Pero otra vez las mismas quedaron derogadas al recuperar Fernando VII en 1823 sus poderes absolutos. En definitiva, tras este vaivén, las tensiones entre Guerra y Hacienda subsistían, aquella molesta por la que entendía ser una ingerencia de otro ministerio en la administración de los recursos que recibía, y esta recelosa de desprenderse de unas competencias que consideraba suyas.


    Una de las primeras medidas que adoptó Ballesteros al hacerse cargo de la cartera de Hacienda fue la de reestructurar dos Intendencias generales, una de Ejército y otra de Marina, a cuyo cargo estaría la recepción y distribución de los caudales destinados a ambos ramos. Se reconocía así la necesidad técnica de hacer realidad lo ya propuesto por Canga Argüelles y Martín de Garay de centralizar la gestión financiera y administrativa de los ejércitos en unos organismos que, aunque radicados en el Ministerio de Hacienda, permitieran una segregación contable y administrativa de las importantes cantidades adjudicadas a estos, respecto de las dedicadas a las funciones civiles. Desaparecían así los antiguos intendentes de Ejército y de la Armada, autónomos cada uno de ellos en su gestión, y, como ya había iniciado Martín de Garay en su Instrucción de Hacienda Militar de 1818, se subordinaban los empleados de los cuerpos administrativos de ambos ejércitos a la autoridad de unos intendentes generales que, junto con unos interventores y tesoreros también generales, dirigirían la gestión económica de ambos ministerios, aunque siguiendo todos ellos bajo la suprema competencia del ministro de Hacienda, a través de la Dirección General del Tesoro.


    Problemas de competencias surgidos en el seno de su propio ministerio sobre la administración de los caudales de Guerra y Marina, llevaron a Ballesteros a aceptar, si bien que a regañadientes, la relativa independencia que, dentro de su ministerio, iban logrando progresivamente las Intendencias generales de Guerra y Marina, que ya se habían sustraído de la dirección y control del director general del Tesoro. No obstante, la descoordinación a que ello daba lugar hacía decir al ministro en la Memoria elevada al rey en 1828: «No puedo saber los fondos sobre qué podré contar, ni tampoco combinar el mejor modo de distribuirlos para que el servicio se conlleve del modo más conforme a las circunstancias de cada obligación y a las generales en que se halle el Tesoro».


    Seguía, pues, anhelando una unidad de dirección, evitando así decía «que cada Intendencia General, cuando tiene fondos, los aplicase según sus facultades a cubrir todas sus atenciones sin distinción de su importancia, quedándose después sin ellos para las más preferentes». Y aunque ya desde la creación del Cuerpo del Ministerio en el siglo XVIII los empleados de la administración de Marina dependían del ministerio de este nombre, no veía con buenos ojos que otro tanto pudiese suceder con los que administraban el Ejército.


    Le preocupaba, en definitiva, que, sin una centralización en la dirección a la hora de distribuir los fondos de que en cada momento cabía disponer, «no pudiendo dar órdenes positivas a los Intendentes, obrarán según su inclinación, sus sentimientos, y la diversa situación en que se encuentran, siendo por desgracia tal la de todos que a cualquier extremo les autoriza la necesidad». Todo ello no haría más que aumentar el desgobierno, agobio y agitación, cayendo los intendentes en la necesidad de pagar por atrasado y, de rechazo, provocando el incremento de la deuda activa.


    Todos estos razonamientos del ministro chocaban con la reiterada voluntad de su homónimo de la Guerra de ser él quien controlase los fondos asignados a su ministerio. Y fue el ministro Zambrano quien consiguió atraerse la voluntad del rey a la hora de firmar este el Real Decreto de 31 de mayo de 1828, que daba una definitiva organización al ejército diseñado por el marqués. Casi oculto entre sus 136 artículos, introdujo uno del siguiente tenor:


    



    «Hacienda Militar:


    Art. 110: La Administración militar queda radicada en el Ministerio de la Guerra, y los empleados de la Hacienda militar enteramente dependientes y subordinados al mismo Ministerio».


    Meses más tarde, otro Real Decreto de 19 de septiembre del mismo año, que fijaba los sueldos líquidos que correspondían a los individuos de la Real Armada, incluía también el siguiente artículo:


    



    «32. La administración militar de Marina seguirá totalmente dependiente de la Secretaría del Despacho de este ramo, con el Cuerpo de Ministerio que la desempeña».


    



    Quedaba así resuelta definitivamente, en perjuicio del Ministerio de Hacienda, la pugna que desde hacía más de cincuenta años venía sustentando con la Marina y, sobre todo, con el Ejército. Ahora debería limitarse a librar a cada uno de ellos las cantidades presupuestadas anualmente, sin ingerencia alguna en su distribución, gestión y control.


    Un año después, el destacado jurista Sainz de Andino analizaba la cuestión en su conocida Exposición a su Majestad sobre la situación política del Reino y medios para su restauración, aplaudiendo lo así acordado, y justificándolo con una mayor facilidad y rapidez en la gestión, el mejor conocimiento que se suponía al ministro de Guerra respecto del orden en que debían atenderse las necesidades del Ejército, los problemas que presentaban a la Hacienda civil los prolijos detalles de la contabilidad militar, y, por último, con la necesidad de evitar los «compromisos y reclamaciones continuas y agrias, que eran tan frecuentes entre los jefes militares y los de hacienda», en tanto que estos pasaban a depender de aquellos.


    Todo ello supuso, dice un autor, «la consolidación de la autonomía financiera y administrativa de las armas y de los cuerpos»; y a su vez, afectó directamente al control interno del gasto público a cargo de la Contaduría General de Distribución, de la que hasta entonces tenían una dependencia funcional directa los contadores del Ejército y la Marina. Esa relación se rompió de hecho en 1828, A partir de entonces y hasta las últimas décadas del siglo ese control se desenvolvió dentro de los límites de los ministerios militares. Fue el triunfo definitivo de los capitanes generales sobre los intendentes, lo que llevó incluso a un cambio de nomenclatura: desde aquel momento dejaría de hablarse de la Hacienda militar, sustituyendo ese término por el de Administración Militar o de Marina.


    



    2. El gasto con Isabel II y durante el Sexenio


    El reinado de Isabel II


    Una primera guerra carlista


    Muerto Fernando VII en 1833, el reinado de Isabel II se abrió paso contando con un Ejército dispuesto a defender la Corona de la reina niña, dada la incapacidad de la burguesía para instaurar y mantener por sí sola un gobierno liberal. Si ya desde el siglo XVIII los mandos militares habían logrado instalarse en los puestos claves de la Administración y del poder judicial, como presidentes de las Audiencias y gobernadores militares con competencias en la Administración local y jurisdicción sobre los corregidores, ahora se iban a convertir en árbitros de la situación. De ahí nació el protagonismo político de algunos militares, alentados desde instancias civiles, que persistió hasta la Restauración.


    El renovado Ejército, moderadamente liberal, protegía al nuevo régimen de la amenaza que suponían los partidarios de don Carlos, ya sobre las armas, y, a cambio, la emergente burguesía, que depositaba en él su confianza para la protección también de sus intereses privados, le permitía una autonomía total en su estructura orgánica, administrativa y económica.


    Aprobados los presupuestos, y librados por el Ministerio de Hacienda los de Guerra y Marina, las cantidades que correspondían a estos para sus gastos quedaban ocultas en una espesa niebla. Una parte de dichas cantidades seguía controlada por los antiguos miembros de los Cuerpos de la Hacienda Militar y del Ministerio, pronto reconvertidos en los Administrativos del Ejército y de la Marina; pero ya sabemos que, a su vez, tales empleados eran ahora subordinados de las autoridades de ambos ministerios, sin ninguna vinculación con el de Hacienda, al tiempo que, por otro lado y significativamente, los titulares de aquellos ministerios procedían siempre de la carrera militar. El resto de las partidas presupuestarias no era ni siquiera supervisado por tales empleados, sino que correspondía al régimen interior de los cuerpos, y, una vez distribuidas aquellas a las distintas unidades, eran estas las que se encargaban de su administración bajo el control, en Tierra, de los inspectores generales de las Armas.


    Ni siquiera los ministros militares eran verdaderos directores de la gestión económica de su ministerio; en la práctica, eran los inspectores generales, los capitanes generales y los jefes de los Departamentos marítimos y de las unidades los que gozaban de amplia autonomía a la hora de disponer el gasto.


    Luego, las cuentas, en el mejor de los casos, se rendían siempre con muchos años de retraso, y en términos muy generales. Se evadían ahora de la siempre molesta fiscalización de la Contaduría general de Distribución y de la Dirección General de Contabilidad, y se subordinaban únicamente al lejano y desvaído control del Tribunal Mayor de Cuentas, al que, en época tan moderna como 1924, la exposición de motivos de la ley que creaba el Tribunal Supremo de la Hacienda Pública, calificaba como «discreto disimulador».


    En realidad, el Tribunal Mayor de Cuentas se limitaba a agregar las de los diferentes ministerios, examinadas superficialmente y desglosadas en amplios capítulos, para luego presentarlas a la sanción última de las Cortes. En definitiva, un proceso puramente formal que dejaba fuera de cualquier pretensión fiscalizadora la gestión de los gastos militares. Ello nos lleva a recordar que está aún por estudiar lo que, la oscuridad en que aquellos permanecían envueltos, pudo ocultar el tema de la financiación de los pronunciamientos. Christiansen alude a sumas de dinero entregadas a las tropas por su apoyo o fidelidad a algunos jefes. «El dinero dice se gastaba más en comprar lealtad que eficacia».


    Tal situación, que iba a prolongarse durante buena parte del siglo XIX, llevó al profesor Posada de Herrera a afirmar en 1843 en sus Lecciones de Administración que el Ministerio de la Guerra «es una nación dentro de otra nación; tiene atribuciones de gobierno, tanto administrativas, como de justicia, como económicas; y, en una palabra, reúne todas aquellas que se pueden encontrar en un gobierno centralizado. Los militares son entre nosotros una nación aparte []. En el ramo de Hacienda tiene [Guerra] bajo sus órdenes a la administración militar, o sea, ministerio de hacienda militar». Ese estado de verdadera autarquía financiera era reconocido también en 1860 por el ilustre hacendista Eustaquio Toledano cuando, refiriéndose también a la administración militar en su Curso de Instituciones de Hacienda Pública, manifestaba: «Existe una rama de la administración que tiene una vida propia independiente de la del Estado». Y decía también: «Sólo es cuestionable si la administración debe reconocer esta rama especial, o admitir una sola administración pública como hay un solo Tesoro. Dividir la administración, reconocer dos clases de hacienda es contrario a los principios financieros [], no debe sostenerse hoy por ningún concepto, y la centralización que hoy domina la vida pública debe extenderse lógicamente a estos ramos». Lo reconocía también Colmeiro en 1865 cuando en sus Elementos de Derecho Político insistía diciendo que la administración militar era «una excepción a la regla general».


    En Cuba; Puerto Rico y Filipinas la gestión de los recursos militares seguía el antiguo sistema de la Hacienda militar, ajeno a la competencia de la Administración Militar y de Marina, pero la organización administrativa de dichos territorios los ponía en manos a todos los efectos de los respectivos gobernadores militares. Si en España la autoridad política provincial de mayor rango después del rey era detentada por los capitanes generales, mucha mayor trascendencia tenía esa autoridad en las lejanas colonias.


    Estas tenían sus propios presupuestos de ingresos y gastos, cubriendo con los primeros todas las atenciones de la administración colonial. De ahí que los gastos de Ultramar, que durante algunos años incrementaron el presupuesto del Ministerio de Marina, solo afectaban a las pequeñas partidas, realmente insignificantes, de la burocracia española relativa a la lejana atención de los asuntos coloniales. Fue en 1863 cuando, creado el Ministerio de Ultramar por Real Decreto de 20 de mayo de ese año como ministerio autónomo, asumió las competencias relativas a gobernación, hacienda, fomento y justicia de las colonias, quedando las de defensa dependiendo de los ministerios militares.


    En Cuba la guarnición de unos 11.000 soldados de que se disponía a fines del reinado de Fernando VII, fue incrementando sus efectivos paulatinamente, llegando a tener en 1855 trece regimientos y seis batallones de Infantería, dos de Lanceros, uno de Artillería, un batallón de Ingenieros, una unidad de la Guardia Civil, una milicia de color y cuerpos de voluntarios. Sin embargo, la Hacienda cubana, que había mantenido superavit durante varias décadas, cayó en déficit en los años 60, lo que obligó a reducir sus efectivos militares. En 1868, cuando se produjo el Grito de Yara, los efectivos teóricos del ejército regular se habían reducido a 11.903 hombres con 900 caballos, además de la Guardia Civil, las milicias y los voluntarios con 2.543 monturas, aunque estos últimos de poco valor operativo. Además, muchas unidades estaban en cuadro, y realmente solo se podía disponer de entre 6.000 y 8.000 hombres, mal equipados, carentes de municiones y de los imprescindibles servicios de apoyo.


    En Filipinas la fuerza en revista de Infantería era de 5.572 soldados, de los que únicamente los cuadros de mando y la mitad de la tropa eran peninsulares. La Caballería disponía solo de un escuadrón de lanceros con 171 hombres, y la Artillería reunía cerca de otros 1.800, la mayoría de ellos peninsulares agrupados en un regimiento; en cuanto a los Ingenieros eran cerca de 400 hombres, auxiliados eventualmente por peones indígenas a quienes se movilizaba para el caso. En total, el ejército regular disponía de unos 8.000 efectivos, a los que habría que añadir doce compañías de Carabineros y una sección de la Guardia Civil Veterana. Esta fuerza se fue incrementando como consecuencia de la lucha contra los moros, hasta comportar en 1879 algo más de 12.000 efectivos, de ellos 576 jefes y oficiales peninsulares y otros 31 de origen filipino, y, entre clases y soldados, 1.960 peninsulares y 9.631 filipinos.


    La reincorporación de Santo Domingo en 1861 a su antigua potencia colonial exigió el traslado a la isla de importantes contingentes de tropas, sobre todo cuando el sentimiento independentista, alentado por los Estados Unidos, comenzó a resurgir. En 1864 España disponía allí de un contingente de 22.553 hombres, si bien más de 9.000 hubieron de ser evacuados a Cuba como bajas, otros 7.000 a Puerto Rico y casi 3.500 estaban heridos o enfermos en la isla. Fue un breve episodio que culminó en 1865 cuando, después de dejar allí casi 11.000 muertos, España anuló la anexión.


    En 1856 el gobierno presentó por primera vez a las Cortes los proyectos de ley de presupuestos de Cuba, Puerto Rico y Filipinas, pretendiendo así regularizar la administración económica y la contabilidad pública de las posesiones ultramarinas, y dar a conocer al país los gastos que allí se hacían, junto con los ingresos y los sobrantes que debían revertir al Tesoro central. Para el año 1856 y la mitad de 1857 los presupuestos de gastos, en pesos equivalentes a veinte reales, eran:
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    La organización de los presupuestos coloniales era similar a la del español, cubriendo los gastos de las tropas allí destinadas, así como los de material, armamento, fortificaciones, etc. Toledano recoge el importe de dichos presupuestos de gastos en el año 1862, expresados también en pesos fuertes, con la curiosidad de incluir el de Santo Domingo.
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    De ellos, la parte correspondiente a Guerra y Marina en Cuba y Filipinas era
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    En 1858 el Cuerpo Administrativo Militar se hizo cargo de la gestión administrativa del Ejército en Cuba y Puerto Rico, y en 1862 en Filipinas, siempre a las inmediatas órdenes del capitán general.


    Volviendo ya a la Península, el decidido apoyo del Ejército al nuevo régimen liberal se demostró con ocasión del manifiesto hecho público por don Carlos en Abrantes el 1 de octubre de 1833, que dio lugar al inicio de la primera guerra Carlista, una guerra civil desarrollada en tierra, fundamentalmente en las zonas del Norte y del Maestrazgo. Esta guerra provocó una inflación de tropas en el ejército liberal, el que, sobre la base de las tropas regulares dejadas por Fernando VII, se vio incrementado por muchos efectivos provenientes de las Milicias Provinciales, la agregación de cuerpos francos de Infantería y Caballería, miembros de los Carabineros de Costas y Fronteras destinados a las filas militares y por las legiones auxiliares francesas, inglesas y portuguesas.


    En total a lo largo de la guerra el ejército cristino o isabelino, que a la muerte de Fernando VII no pasaba de 50.000 efectivos regulares, llegó a contar permanentemente con unos 200.000 hombres, y eventualmente tal vez con más de 300.000, los que, junto con otros 80.000 de la Milicia, que fue movilizada, se enfrentaron al ejército carlista, este menos voluminoso, pero con la ventaja de desplegarse normalmente en un territorio geográficamente difícil y con una población que le era adicta.


    El ejército carlista estaba organizado con varios núcleos: el del norte, compuesto inicialmente sobre todo por voluntarios realistas vascos y navarros, incluyó luego hombres procedentes de reclutas de distintos reemplazos, ampliando sus efectivos desde cerca de 16.000 hombres en junio de 1834, hasta algo más de 34.000 en el mismo mes de 1839. El ejército del Maestrazgo se creó con gentes procedentes de las guerrillas, es decir, voluntarios, aunque llegó a decretarse una quinta en Aragón. De un reducido contingente inicial de no más de 1.500 individuos, llegó a contar a fines de 1839 más de 25.000. El ejército de Cataluña también inició su andadura de forma anárquica y con pocos efectivos, pero poco a poco se fue organizando, y llegó a disponer de más de 12.000 hombres. Finalmente hay que tener en cuenta las partidas carlistas, grupos guerrilleros que en total pudieron suponer más de 12.000 hombres. Puede decirse que don Carlos, en términos generales y ya hacia el fin de la guerra, pudo contar con más de 80.000 efectivos, un volumen considerable si tenemos en cuenta sus necesidades de equipamiento, mantenimiento y, en general, de financiación.


    El coste de aquella guerra para el bando carlista, y el modo de financiarlo es algo imposible de saber con exactitud, lo mismo que hemos visto ocurrió con la guerra de la Independencia. Existen muchos extremos de los que no se dispone de datos, otros de valoración inviable, y muchos aún no estudiados. No obstante cabe aportar algunas ideas que nos permiten acercarnos a una visión general del tema.


    Por lo pronto el gobierno carlista tuvo que coexistir con el amplio nivel de autonomía de que gozaban en lo administrativo y en lo económico las provincias vascas y Navarra. De ahí que desde un primer momento fueron las Juntas y Diputaciones las que se hicieron cargo de equipar a las tropas y atender a los gastos de la guerra. Aun después de ser constituido a partir de julio de 1834 lo que podría ser el embrión de una administración estatal bajo el mando absoluto de Carlos María Isidro, la Hacienda de su gobierno apenas dispuso de medios para sufragar económicamente las operaciones, y por ello su participación en el gasto fue muy limitada.


    Repetiremos que este del gasto y su financiación en las filas carlistas es aún un tema poco estudiado. No obstante, Rosa María Lázaro se acercó al mismo desde su vertiente vizcaína, y a la misma seguiremos para aportar algunos datos. Los gastos atendidos para la guerra en el Señorío de Vizcaya durante 1838 ascendieron a 7.056.485 reales, que se invirtieron en raciones, forraje, zapatos y el transporte de todo ello, además de 1.619.100 correspondientes a estancias de hospitales y adquisición de capotes para las tropas. El balance final reconocido para toda la guerra sería de 63.000.000 de reales.


    A pesar de que teóricamente la Hacienda Real atendía a la paga de las tropas, la imposibilidad de disponer de recursos suficientes la llevó a tener que recurrir a la Diputación para que se hiciera cargo de dicho gasto, lo mismo que el de los víveres. Don Carlos intentó allegar fondos para su Hacienda buscando créditos en el extranjero, pero más allá de algunas ayudas de legitimistas franceses y de otros lugares, apenas consiguió contratos de préstamo para una aventura que no inspiraba confianza en los países del entorno. Hubieron de ser las provincias las que proporcionaran medios para atender a las necesidades del ejército del norte. Una emisión de bonos del Real Tesoro por un importe total de 20 millones de pesos fuertes con un 5 por ciento de interés anual, y con el compromiso de reembolso cuando triunfara la causa, no dio los resultados apetecidos.


    En definitiva, la Diputación hubo de recurrir a impuestos extraordinarios muy gravosos sobre los propietarios y colonos de fincas, los que en 1838 llegaron a alcanzar el 350 por ciento de lo correspondiente a las rentas anuales de 1834. Préstamos forzosos se llegaron a exigir por varios millones de reales, aunque su cobro no fue tampoco todo lo satisfactorio que se esperaba. A los comerciantes se los gravó con impuestos en forma de anticipos reintegrables, que podían compensar el pago de derechos aduaneros en los puertos del Señorío. Pero tanto estos como otras cédulas de crédito negociables puestas en circulación a fin de 1838, no llegaron a suponer en conjunto ni siquiera medio millón de reales. Se subastaron bienes de los adictos al bando cristino, pero no significaron tampoco ingresos reseñables.


    La Iglesia vizcaína contribuyó a la guerra a través de préstamos forzosos y cantidades en especie exigidos por la Diputación a párrocos, beneficiados y capellanes, además de ceder una parte de lo recaudado por la Bula de la Santa Cruzada, pero en todo caso esta última no suministró ni tan siquiera el 20 por ciento de lo previsto. Sobre los bienes no exentos del clero regular también recayeron impuestos. Los profesionales fueron compelidos a colaborar con un donativo mensual. Los funcionarios pasaron a cobrar tan solo un tercio de su sueldo. Finalmente, ya hacia el fin de la guerra, se pasó a exigir a cada cabeza de familia, con independencia de su renta, cinco reales mensuales, salvo a las viudas y huérfanas, a las que se les reclamaron dos y medio. Si a todo esto añadimos los donativos voluntarios, las requisas y otras prestaciones personales, podemos hacernos una idea de cómo se sufragó aquella guerra en Vizcaya.


    A su vez, todo esto puede ser trasladado en términos muy generales al resto de los territorios controlados por los carlistas. Sabemos que, por ejemplo, Zumalacárregui organizó en Navarra en los comienzos de la Guerra una Junta político-económica con la misión de proceder a la recaudación y acopio de subsistencias, vestuario y armamento. Este último era pasado a través de los Pirineos por contrabandistas a lomos de mulas. La Junta propuso, y el pretendiente aprobó, el repartimiento de cuotas por vía de préstamo forzoso a personas acomodadas, abonándolas un interés del medio por ciento mensual hasta la devolución de la cantidad prestada, y garantizándolo con las rentas y utilidades que percibía el Real Erario en el reino de Navarra «cualesquiera que sea su denominación», y aquellas de que disponía el propio reino. El presupuesto fijado para el ejército navarro fue de 191.000 reales, pero lo recaudado no bastaba, al parecer, para cubrir el presupuesto de dos meses. Se acudió al producto de las aduanas, a una contribución sobre el clero a recaudar por trimestres, y a las rentas del gobierno, prebendas y títulos. No obstante, después de la llegada a España del pretendiente, fueron la Diputaciones las que asumieron el papel de exigir tributos extraordinarios a la industria y al comercio del país.


    Al menos para las tropas de Vizcaya se acordó el abono de un real diario a los soldados y un tercio de paga a los oficiales, pero hubo reclamaciones en el sentido de que en realidad solo estaba recibiendo la tropa cuatro cuartos y los oficiales medio tercio de paga. Aunque el presupuesto para cada batallón era de unos18.000 reales, de hecho quedaba reducido a aproximadamente 14.000 al deducirse el haber de los licenciados, enfermos y heridos.


    Según la Intervención de la Hacienda carlista, solo para atender a las fábricas de pólvora y cartuchos, y las necesidades de vestuario, equipo, calzado, hospitales y otros gastos se requerían mensualmente 984.710 reales. Para suministrar al ejército de operaciones se necesitaban diariamente 35.015 raciones de pan, igual número de carne y 2.873 de pienso; todo ello además de otras 8.000 raciones de pan y carne y 300 de pienso para el resto del ejército.


    En tales condiciones, la penuria y el desconcierto de la Hacienda se trasladaron a un ejército apenas socorrido eventualmente con algunos circunstanciales subsidios, como el concedido por Cerdeña. Con frecuencia las tropas hubieron de buscar su alimento mediante requisas en los pueblos por donde pasaban. Así fue como, desmoralizadas aquellas, se llegó al Convenio de Vergara.


    Por lo que respecta al ejército isabelino, integrado en la Administración de un Estado correctamente estructurado, fue atendido con fondos del Erario público, por más que también en muchas ocasiones los jefes militares, acuciados por la necesidad, se convirtieron en recaudadores de caudales y efectos. La requisición no era fácil en un territorio montañoso y aislado, pero, a pesar de todo, salvó muchas veces situaciones dramáticas.


    Esta guerra sobrevenida excedía las capacidades de la Hacienda y las organizativas de la nueva Administración Militar. La situación de aquella en 1832, después de muchos años de paz, era trágica: la Dirección General de Rentas arrastraba un déficit de 100 millones de reales, la Dirección General del Tesoro otro de 65, la Deuda exterior rondaba los 3.000 millones y la interior se cifraba en 760. Difícil situación para enfrentarse a una guerra que, solo en el Norte, duró siete años, desde 1833 a 1840. El resultado fue un abastecimiento de las tropas absolutamente precario.


    Con las arcas públicas exhaustas, el abono de los sueldos de oficiales y soldados volvió a quedar aparcado ad calendas graecas, pero, lo peor era que, junto con el armamento y municiones, faltaban también los medios necesarios para la mera subsistencia. Cuenta Fernando Fernández de Córdova que a principios de 1836 el ministro de la Guerra, Almodóvar, pudo advertir


    



    «que la ración del soldado era insuficiente; que raras veces se le daba carne, y que solo imponiéndolo como castigo y multa a los pueblos rebeldes, bebía vino; que las raciones de etapa eran de mala calidad y el peso tan disminuido, que no se comprendía como bastaban para mantenerlo. Por estas causas seguía diciendo- el estado sanitario del ejército dejaba mucho que desear, y los hospitales estaban atestados de enfermos. El vestuario era de todo punto deplorable. Muchos cuerpos carecían de capotes. A todos faltaban mantas []. Otros carecían de ropas de paño, y parecía imposible que la tropa resistiese tantos sufrimientos en medio de uno de los inviernos más rigurosos que habíamos conocido en aquellas provincias».


    



    Este desastroso estado del ejército fue frecuentemente achacado por los mandos militares al gobierno y a una desafortunada gestión de la Administración Militar. Por su parte, los miembros de esta dirigían sus críticas también al gobierno y a la falta de medios. Decían no poder recurrir a unos proveedores a los que el gobierno era incapaz de pagar. También se quejaban de los jefes militares. Un antiguo miembro de la Administración Militar que había participado en la guerra se lamentaba de la situación que habían soportado en aquella, «sin fondos, sin almacenes y con amenazas de la autoridad militar, amenazas de las que no hay poder humano a quien quejarse, porque a un General en gefe de un ejército, al hombre a quien se confía la salvación del Estado, difícil es marcarle la tabla de sus derechos». Por su parte, el intendente Fontanilles decía en 1840 refiriéndose a sus compañeros: «Les hemos visto sufrir los insultos, vejaciones y tropelías mas escandalosas, habiendo llegado el caso mas de una vez, en que un gefe militar apalease públicamente a un funcionario con la investidura de comisario de guerra».


    Pero, aparte de esas acusaciones mutuas que trataban de justificar derrotas y circunstanciales contratiempos, lo sustancial era la situación financiera del gobierno, que en 1835 carecía de medios para pagar los intereses de la Deuda y los gastos de las legiones extranjeras. La guerra costaba 30 millones mensuales y los intereses de la Deuda otros 10. La situación era insostenible. Toreno consiguió suscribir un préstamo de 400 millones de reales con la casa Andoin de París, pero ya estaba gastado en 1835, cuando Mendizábal se hizo cargo de la Hacienda.


    Este trató de arreglar el estado del Erario mediante operaciones de Bolsa y un préstamo de 340.000 libras (32.336.842 reales) que proporcionaron la casa londinense Ricardo y de nuevo la parisina Andoin, y del que el 52,9 por ciento fue a parar al ejército, en parte para pagar a la legión británica 951.083 reales2. Acudió también a una desamortización eclesiástica, que llevaba aparejada el ingreso en el Tesoro del producto de todas las ventas de inmuebles de los conventos y monasterios suprimidos, además de sus restantes bienes y pertenencias. Ya antes, siendo presidente interino del gobierno, había convocado la famosa quinta de cien mil hombres, de la que se obtuvieron 70.000 efectivos y alrededor de 1.500 caballos, además de 46 millones de reales, producto de los rescates de quienes sustituyeron su incorporación a filas por un pago, que tampoco venía mal a las arcas del Tesoro. Con ello confiaba en un rápido final de la guerra, pero sus ilusiones fueron vanas.


    Por Real Decreto de 15 de septiembre de 1837 se volvió a establecer una contribución extraordinaria de guerra para cubrir el déficit presupuestario, aunque no dio los resultados apetecidos, dado que dos años después solo se había recaudado algo más de la mitad de lo previsto, y ello no solo en metálico, sino también mediante suministro de víveres, efectos y anticipos de préstamos. A estos últimos también hubo que recurrir, concretamente a uno forzoso de 200 millones de reales exigido a particulares, para aplicar «exclusiva y necesariamente en la manutención sucesiva del Ejército, bajo la más estrecha responsabilidad del Gobierno, sin que pueda sustraerse cantidad alguna a otras atenciones», prevención que hace sospechar un frecuente desvío de las asignaciones presupuestarias a otras atenciones distintas de aquellas para las que habían sido aprobadas.


    Se firmaron también contratos de préstamo con firmas financieras por más de 300 millones de reales. Se recurrió a las sumas abonadas por redención del servicio militar. Y finalmente se rebajaron los haberes de los militares y funcionarios civiles en una proporción de entre el 3 y el 25 por ciento, según el importe de los mismos. Pero todo ello era insuficiente, porque las necesidades de la guerra no permitían establecer limitaciones presupuestarias a los gastos. Las controversias políticas exigieron hasta seis veces entre 1834 y 1840 tener que recurrir a prórrogas del presupuesto. El de este último año contemplaba un déficit de más de 681 millones. Es cierto que los ingresos mejoraron, pero aun así los gastos seguían siendo imposibles de asumir.


    Los gastos totales se habían disparado. Los del Ministerio de la Guerra, que en 1835 habían sido presupuestados en 251 millones, alcanzaron en el periodo 1834-1839 una media anual de 519, más de el doble, mientras que los de la Marina no superaban los 32 millones. Sumando ambas partidas, los gastos de defensa suponían el 48,4 por ciento del total, y si a ello agregamos 465 millones de las cargas de la Deuda, otro 40,9 por ciento, resulta que la Casa Real y los Ministerios de Estado, Justicia, Gobernación y Hacienda hubieron de conformarse en conjunto con poco más del restante 10 por ciento. Difícil situación para una Administración civil que progresivamente trataba de ir incorporando servicios públicos, antes no atendidos por el Estado. Aun con ello, entre octubre de 1836 y fin de septiembre de 1837 quedaron sin pagar atenciones de guerra por importe de 336 millones. En 1842 se adeudaban a la Marina por atrasos de entre 1835 y 1841 nada menos que 199.948.433 reales, y al Ejército 974.255.8293.


    A pesar del recurso a las contribuciones extraordinarias y a un endeudamiento progresivo, las cosas no mejoraron hasta que, finalizado 1838, el general Isidoro Alaix se hizo cargo del gobierno y del Ministerio de la Guerra, reorganizando la Administración, y logrando que todos los recursos del país se volcaran en el ejército y en la contienda. El presupuesto de aquel ministerio, que antes de las hostilidades importaba algo más de 250 millones, y que se había incrementado durante ella, alcanzó ahora la enorme suma de 750 millones, superando el producto de todas las rentas públicas. Ello permitió pagar a las tropas, restituir la confianza de los suministradores, y, consecuentemente, atender correctamente a la alimentación y uniformidad de aquellas. Entre tanto, la Marina permanecía totalmente olvidada; apenas existía.


    El resto del reinado


    Pero la voluntad de volcar la mayor parte de los recursos públicos disponibles en las atenciones militares no podía ser permanente. Terminada la guerra en 1840 los políticos volvieron a insistir en la necesidad de reducir el volumen del Ejército, excesivo para las necesidades del país, y mantener el presupuesto militar en niveles asumibles. El proceso para reconducir estos presupuestos dentro de unos límites más sensatos fue iniciado por Espartero durante el bienio progresista, y luego continuado con el mismo criterio durante la década moderada y el periodo unionista. En este sentido cabe decir que el vaivén de los presupuestos, con momentos de incremento o disminución, no fue debido a factores de ideología política, sino más bien a problemas financieros de la Hacienda y a las necesidades sobrevenidas por causas exógenas, singularmente las de la guerra.


    A partir del final de la Primera Guerra Carlista las consignaciones militares sufrieron un paulatino descenso que tocó fondo en 1872. En 1841 el presupuesto de Guerra era de 453.141.561 reales y el de la Marina de 67.521.107, con unos gastos totales del Estado que superaban a los ingresos en más de 175 millones, déficit que al año siguiente ascendió hasta más de los 400 millones.


    A pesar de que los presupuestos de Guerra se incrementaron en valores absolutos a lo largo del reinado, desde unos 300 millones de reales a comienzos del mismo hasta más de 400 al final, su peso relativo en un presupuesto en expansión fue disminuyendo a favor de otras atenciones civiles. Del 45,28 por ciento que representaban en 1841 (el 52,02 el total de la defensa) descendieron en 1849 al 24,97 por ciento (el 30,03 la defensa), con una media anual entre 1842 y 1849 para Guerra y Marina del 33,11. En 1868 el Ministerio de la Guerra representaba el 12,84 por ciento (sin contar el importe de la Guardia Civil, que entonces se le agregaba), y, sumada la Marina, en total la defensa el 17,16.


    Especial interés tiene el conocer, al menos en líneas muy generales a qué se destinaban en época de paz las atenciones militares. Para ello vamos a detenernos brevemente en las de un presupuesto singular como fue el de 1845. Recordemos también que si en su momento los efectivos de personal del Ejército se habían incrementado con las fuerzas regresadas de América tras la culminación del proceso independentista, ahora el Convenio de Vergara había dado lugar a la incorporación al ejército isabelino de los militares carlistas, a los que se les reconoció grados, empleos y sueldos, con la consiguiente nueva inflación de los cuadros de mando. Sin embargo, paralelamente se desmovilizó a más de 40.000 milicianos provinciales y nacionales, y a 30.000 voluntarios de los cuerpos francos; también se devolvió a sus países a los legionarios extranjeros, y se licenció la quinta de 1831.


    No obstante, Espartero consideró prudente mantener sobre las armas unos efectivos de 153.920 hombres, además de a los 11.000 oficiales. Un año después casi un millar de estos últimos fueron también puestos en situación de cuartel, es decir, mandados a sus casas con un quinto de la paga. En los años subsiguientes, de nuevo hubo que reducir en un tercio los efectivos, en busca de una nueva reducción de gastos. No había fondos para uniformes ni munición, y ni tan siquiera para las pagas.


    Dicho lo anterior, y volviendo al presupuesto de 1845, el mismo supuso un avance singular en la ordenación de ingresos y gastos. Hasta entonces la técnica presupuestaria aún cabría calificarla como incipiente, en cuanto que adolecía de considerables lagunas y desajustes. Sin embargo, el presupuesto de Alejandro Mon en 1845 presentó ya una estructura que, con pocas variantes, se iba a mantener durante décadas, y el mismo estuvo prorrogándose durante cuatro años como consecuencia de los avatares políticos que impedían la aprobación de uno nuevo.


    El importe total de gastos que el mismo recogía era de 1.184.377.173 reales, de los que correspondían al Ministerio de la Guerra 322.334.007. Realizando un desglose de esta cantidad, y a pesar de que algunas pequeñas partidas resultan difíciles de clasificar, en términos aproximados podemos deducir:


    



    [image: 7-11.jpg]


    


    A estos importes habría que agregar algunas partidas indeterminadas por algo más de 2,6 millones, y no se ha tenido en cuenta, por preferir limitarnos al gasto puramente militar, el presupuesto de la Guardia Civil, creada el año anterior, y que implicaba otros 22.379.465 reales.


    Lo que se pretende hacer ver es que el 93,8 por ciento de las consignaciones presupuestarias se invertía en los haberes en metálico y especie del personal y ganado. Con posterioridad, la proporción dedicada a sueldos siguió muy elevada, no bajando normalmente de los dos tercios. Todos estos datos reflejan a grosso modo la situación de un Ejército poco homologable con el de las naciones europeas más avanzadas.


    Por lo que respecta al presupuesto de Marina, Comercio y Ultramar del mismo año, su importe ascendía a 88.422.681 reales. También aquí resulta imposible precisar con detalle el destino de algunos fondos y hacer desagregaciones totalmente correctas. No obstante, cabe aproximarse con bastante seguridad.
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    Los pequeños gastos dedicados a Comercio y navegación de Ultramar suponían 3.074.371 reales. Hemos deducido estos del total del presupuesto, ateniéndonos otra vez solo a los gastos puramente militares, y obteniendo que, los que correspondían en la Marina a haberes en metálico y especie, suponían solamente el 42,9 por ciento del total, algo, por otro lado, natural en una Armada en la que los efectivos humanos tenían menos peso económico que los buques y el material empleado.


    La segunda Guerra Carlista (1846-1849), la guerra dels matiners, no dio lugar a un incremento en los presupuestos ordinarios del Ministerio de la Guerra, que se mantuvieron en una media anual algo superior a los 300 millones de reales, pero cuyo peso en el gasto total del Estado se redujo hasta el 24,97 por ciento. Eso sí, requirió de un presupuesto extraordinario de 60 millones. Tampoco tuvieron influencia destacable la intervención militar con 12.000 hombres en la crisis portuguesa de 1847 y en la singular expedición a Italia con otros 5.000 en 1848-1849 para respaldar el poder temporal de Pío IX frente a los revolucionarios de Garibaldi.


    Coincidieron estos años con una definitiva articulación del Ejército dentro de unas características de modernidad; una operación atribuible a Narváez, quien la inició en 1844. El ejército regular pasó a asumir funciones antes repartidas entre otros cuerpos ajenos propiamente al mismo. Se integraron en el Ejército las tropas de Casa Real, antes encargadas en exclusiva de la protección del monarca y de garantizar la inviolabilidad del régimen monárquico. Desaparecieron las Milicias Nacionales, un colectivo creado como ejército paralelo para la salvaguarda política de los principios constitucionales, aunque fue O´Donnell quien consiguió la firma del Decreto de 15 de agosto de 1856 que las disolvía. Y se suprimieron también las muy antiguas Milicias Provinciales encargadas del orden público y defensa del territorio, ahora sustituidas, al menos en la primera de aquellas funciones, por el nuevo instituto de la Guardia Civil y por el de Carabineros, este último creado en 1842 para la vigilancia de costas y fronteras y la represión del contrabando.


    En definitiva, aparte de estos dos últimos institutos y de una pequeña escolta de seguridad para la Familia Real, un Ejército renovado pasaba a hacerse cargo en solitario de la defensa del territorio nacional, de eventuales intervenciones en el exterior y de la salvaguardia del orden constitucional que los liberales habían dado a España.


    Federico Engels, en un artículo publicado en diciembre de 1855 en el Putnam´s Magacine con el título de El ejército español, decía:


    



    «El ejército español debe su organización actual a Narváez principalmente []. Sabiendo demasiado bien, por propia experiencia, que el dinero era la palanca más eficaz en un ejército que casi nunca recibía sus pagas y rara vez era vestido y alimentado, intentó también implantar una gran regularidad en el pago y en la administración económica del ejército. No se sabe si tuvo éxito en toda la extensión de sus intenciones; pero todas las mejoras que introdujo en ese terreno desaparecieron rápidamente bajo la administración de Sartorius y sus sucesores».


    



    Es cierto que en el plano económico, a partir de 1845 el estado general de las tropas mejoró, y sus sueldos pasaron a ser abonados puntualmente. En el quinquenio de 1845 a 1849 los porcentajes del gasto de Guerra en el total del presupuesto descendieron desde el 27,21 por ciento del primero de estos años al 24,7 en 1849, aunque el gasto absoluto del Ejército pasó de 322 millones de reales a 3424. En 1854, último año de la década moderada, ese gasto descendió a poco más de 292 millones, y su participación en el gasto total también lo hizo hasta el 19,26 por ciento. Hay que pensar que en ello influyó la norma que dispuso que los dos últimos años, de los ocho que entonces suponía el servicio militar obligatorio, los pasase el soldado en su casa en situación de reserva, con la consiguiente reducción presupuestaria en lo concerniente a sus haberes y a la asignación de pan. Tiempo después, en 1868, volvió a reducirse el periodo presencial del servicio obligatorio a cuatro años.


    Aunque los gastos de defensa se redujeron durante los periodos progresistas (1855-1856 y 1869-1871), las necesidades de las guerras carlista y cubana llevaron a un incremento de los mismos a fines del Sexenio. Durante el periodo de la Unión Liberal, si bien los presupuestos militares se incrementaron, no lo hicieron en la misma proporción que los ingresos. Hay, sin embargo, que tener en cuenta que los unionistas fueron aficionados a utilizar los créditos extraordinarios; teniendo en cuenta estos, la Marina incrementó su presupuesto en aproximadamente un 22 por ciento, y Guerra un 9. Después siguieron bajando hasta el final del reinado, cuando ya solo representaban el 12,84 por ciento del gasto, con un presupuesto de 354 millones.


    Hay que considerar también que se trató de un amplio periodo de prosperidad económica y de paz, en el que los gastos de la poco conocida expedición a la Cochinchina (1857-1863) seguramente fueron sufragados con el presupuesto especial de Filipinas. En cuanto a la intervención de Prim en México con unos 6.000 hombres (1861-1862), y la efímera reincorporación de Santo Domingo a la Corona española (1861-1865) no supusieron una alteración significativa en el presupuesto ordinario de Guerra, aunque sí gastos extraordinarios. Parece que solo la intervención en Santo Domingo durante cuatro años representó un desembolso de 392 millones de reales.


    En cambio, la declaración de guerra a Marruecos el 22 de octubre de 1859, provocando una intervención breve en el norte de África con 40.000 efectivos que fueron trasladados con los catorce buques de que entonces disponía la Armada, exigió un gasto de casi 240 millones de reales, dando lugar a que el presupuesto del Ministerio de la Guerra pasase de 388 millones de reales en 1859 a casi 584 en 1860 (un 23,42 por ciento del gasto del Estado); si bien, hecha la paz en este último año, volvió a descender en el siguiente.


    Desde el punto de vista de la tropa, si el haber en mano, las sobras, siguieron siendo de cuantía insignificante, la condición del soldado por lo que hace a su haber en especie, mejoró notablemente. El rancho, que, como expresa Puell de la Villa rememorando un chiste de la época, era variado dentro de un orden, se fijó por una Orden Circular de 10 de julio de 1869, estableciendo la siguiente dieta mínima: por la mañana cocido (350 gramos de patatas, 60 de garbanzos y 30 de tocino); y por la tarde un día también cocido, aunque esta vez con sopa (30 gramos de pasta, 350 de patatas, 60 de garbanzos, 30 de verdura 110 de carne y 30 de tocino), y otro día estofado (500 gramos de patatas, 110 de carne, 30 de aceite y vino blanco).


    El coste de dicha alimentación debía representar el 60 por ciento del haber del soldado. Otro 20 por ciento le era retenido para el fondo de masita con el que se costeaban las llamadas prendas menores, que, consideradas propiedad del soldado, este podía retener a la hora de su licenciamiento. «A todo lo largo de su servicio militar precisa Puell de la Villa cada hombre devengaba por este concepto unas 130 pesetas 165 desde finales de siglo, complementadas con 50 más, a su ingreso en filas, para proveer a la primera puesta». Además, recibía el soldado prendas mayores propiedad del Estado, que terminaron limitándose al ros, el capote y la guerrera o levita de gala, y un equipo, también propiedad estatal, de mochila, cartucheras y correaje.


    En 1863 se había mejorado el haber de la tropa y de los empleos inferiores de la oficialidad, y de nuevo se volvieron a incrementar las cuantías en 1871. Expresadas en reales/mes, y sobre la base de la Infantería, quedaron como sigue:
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    La evolución de la Armada durante el reinado de Isabel II y el periodo posterior, hasta la Restauración presenta importantes oscilaciones. Al comienzo de aquel su situación no había cambiado nada desde 1808. A fin de 1833 contaba con 35 unidades cuyo valor militar era, en el mejor de los casos, dudoso. Su renacer a partir de esta fecha fue lento y dificultoso, pero constante. Los créditos de que disponía carecían de proporción con los del Ejército, como ya hemos visto al analizar el presupuesto de 1845, a pesar de que en la Marina las inversiones reales (construcción de buques, carenas, arsenales, etc.) eran lógica y proporcionalmente elevadas. Entre 1833 y 1844 la Armada recibió 21 unidades adquiridas en el extranjero o construidas en España, entre ellas cinco vapores pequeños, cuatro fragatas a vela y otras de menor porte. Pero ya desde 1845, y, sobre todo, después del bienio progresista de 1854-1856 su despegue fue significativo. También a partir de 1847 el Ministerio se desgajó definitivamente de Comercio y Gobernación de Ultramar, limitándose a su función puramente militar. Años después, en 1863, se creó, como ya se ha dicho, el Ministerio de Ultramar, encargado de coordinar la gestión y los recursos de las colonias.


    En 1845 contaba la Armada con tres navíos, cinco fragatas y seis corbetas, además de otros buques menores, de ellos unos adquiridos en el extranjero y algunos construidos en España a partir de 1834. El desarrollar un programa naval que pusiera a nuestro país a un nivel adecuado suponía, sin embargo, unas dotaciones presupuestarias de las que carecía. Piénsese que por entonces un navío de 100 cañones costaba 6.000.000 reales, otro de 84 cañones y 600 caballos casi 5.000.000, fragatas de 50 cañones 3.750.000 y corbetas 2.250.000.


    Durante la etapa moderada, y, sobre todo, durante el gobierno de la Unión Liberal los créditos para la Armada se incrementaron sustancialmente, con una media entre 1857 y 1864 de 37.102.000 millones de pesetas, y unos picos de 71 y 87 millones coincidiendo con la campaña del Pacífico y la guerra de África. Además, y bajo el concepto de presupuesto extraordinario de gastos, la Marina recibió las que para ella eran importantes cantidades suplementarias, en concreto, entre 1859 y 1866 una media anual de 19 millones de pesetas corrientes, con las que hubo de atender al pago de los transportes y demás actuaciones durante aquellos conflictos. Luego recibió algunas consignaciones más con ocasión de la revolución de septiembre de 1868, las cantonales de 1870 y 1873 y el sitio de Cartagena.


    El resultado fue el olvido de los tiempos en que las deudas al personal eran constantes, lo mismo que la inexistencia de créditos para la construcción y mantenimiento de buques. Junto a una mayoría de barcos de propulsión a vela, en 1855 ya se contaba con unos 25 de propulsión mixta, de vela y vapor; sin embargo, las carencias seguían siendo ostensibles. Fue en la década de los años 60 cuando se dio el definitivo impulso a la Marina, que en 1867 disponía ya, como buques de primera clase, con dos fragatas blindadas de hélice y cuatro en construcción, once de hélice sin blindaje, y otra serie de buques de segunda y tercera clase, además de un navío, una fragata y varias corbetas sin armar.


    Esta capacidad naval era el resultado de haber entrado en servicio algunas unidades de las 170 encargadas por la Armada entre 1845 y 1868. En concreto, durante ese periodo se contrató la compra al extranjero o se aprobó la construcción en España de siete fragatas acorazadas, otras 13 y una corbeta de hélice, 21 goletas de hélice, 31 vapores de rueda o hélice y 11 transportes. Además, los arsenales españoles se encargaron de la construcción de dos navíos, tres fragatas, tres corbetas y otras unidades menores, todas ellos de vela, junto con 18 cañoneros a vapor con destino a Filipinas.


    A pesar de todo, los créditos eran insuficientes para desarrollar el programa naval que requerían los nuevos tiempos, en los que ya se imponían la propulsión a hélice, los cascos y superestructuras de hierro, y nuevos tipos de armamento. La maquinaria de mayor potencia, los blindajes y gran parte del material de los cascos tenía que ser importando. También los cañones rayados tardaron en ser incorporados. En ese aspecto, la Marina española se iba quedando rezagada respectos de las de los restantes países europeos. Tampoco podía recibir el necesario apoyo de unos arsenales que se habían ido quedando, si no obsoletos, al menos desfasados. Decía de ellos un general intendente de Marina: «!Qué deficiencias no acusaban para acometer construcciones de relativa importancia! ¡Sin diques apropiados, sin factorías a la altura de los adelantos modernos! ¡Sin almacenes suficientes para constituir los acopios con entera independencia de los repuestos ordinarios!».


    En las colonias, la revolución cubana había impulsado la compra de cañoneros de pequeño tonelaje, únicamente aptos para las operaciones en el Caribe. También goletas y cañoneros eran los que operaban normalmente en Filipinas, aunque en situaciones delicadas fueron reforzados por alguna fragata y varias corbetas que allí concurrieron.


    



    El sexenio revolucionario


    El Gobierno Provisional constituido tras la caída de Isabel II, junto con los de Amadeo de Saboya y la Primera República, mantuvieron estable el Presupuesto dentro de una política de contención del gasto, pero la partida dedicada a la defensa se incrementó significativamente en el periodo de 1872-1873 y aún más en el de 1873-1874, con lo que se pueden considerar ya presupuestos de guerra. Si hasta entonces los conflictos armados, incluida , como ya hemos dicho, la guerra del Pacífico contra Chile y Perú, carecieron de la relevancia que había tenido la Primera Guerra Carlista, con la única excepción del breve episodio africano, ahora el comienzo de la tercera confrontación con los carlistas, sumada a la guerra civil planteada en Cuba como consecuencia de la sublevación producida en aquella isla en 1868, y la guerra cantonal requirieron destacados gastos suplementarios del Ejército y la Marina, y recuperar importantes dotaciones presupuestarias.


    Para sostener la guerra de Cuba entre 1868 y 1878 se enviaron a aquella isla alrededor de 150.000 hombres. Así se logró ir cubriendo las bajas de muertos, heridos y enfermos, y mantener allí unos efectivos de entre 30.000 y 60.000 individuos, que en los últimos años llegaron alcanzar el número de entre 80.000 y 90.000. Aunque los realmente operativos oscilaron únicamente entre los 50.000 y 70.000, el gasto del transporte y mantenimiento de esos contingentes durante diez años significó un coste, al decir del general Jovellar, de 700 millones de pesos. Sin embargo, y aunque sea un tema ajeno a lo que aquí tratamos, lo más grave fueron los alrededor de 60.000 muertos, de ellos unos 55.000 por enfermedades y el resto en acciones de guerra.


    Los presupuestos del Ejército, que en 1871-1872 ascendían a algo más de 84 millones de pesetas, se habían incrementado hasta más de 217 en 1873-1874., con lo que pasaron a suponer del 11,78 al 27,62 por ciento de los gastos del Estado; y la Marina en el mismo periodo pasó de 24 a 31 millones, y su participación en el gasto total llegó a ser casi del 5 por ciento en 18735.


    El advenimiento de la Primera República coincidió con una situación muy grave del Tesoro, el que, sin embargo, hubo de enfrentarse, como se acaba de decir, con un presupuesto de guerra para 1873-1874. Castelar tuvo que buscar recursos para atender a los gastos de la guerra carlista mediante un empréstito forzoso de 171 millones de pesetas, y una suscripción para colocar en valores otros 180. En diciembre de 1873 tuvieron que arbitrarse medidas para consignar a los dos ministerios militares 490 millones de reales. Garzón Pareja recuerda el argumento del ministro Pedregal para justificar en 1873 un impuesto extraordinario de guerra: «Hecho nuestro es la guerra en que vivimos; nuestro debe ser el pago de los gastos que origina».


    Aunque ya los presupuestos de 1872 y 1873 representaron un considerable avance para la Armada, las circunstancias del momento con dos guerras que se desarrollaban fundamentalmente en tierra, como la carlista y la cubana, exigieron dedicar la mayor parte del esfuerzo económico al Ejército, que, solo en la Península, tenía 100.000 hombres sobre las armas. Además, para reforzar las unidades que combatían en Cuba, aparte de los diez batallones de fuerzas regulares y otros catorce de voluntarios o paisanos ya licenciados que se habían enviado allí en 1869, en 1870 se transportó otro batallón, en 1871 cuatro más y en 1872 y 1873 de nuevo tres batallones, fuerzas, sin embargo, totalmente insuficientes para cubrir las bajas. Si en el último presupuesto anterior a la Restauración, el de 1874-1875, las fuerzas de tierra llegaron a comportar el 41,18 por ciento del gasto total, la Marina solo representó el 5,19


    La media anual de los créditos ordinarios asignados a la Marina entre 1867/68 y 1874/75 fue de 26.127.971 pesetas. Pero a los mismos se sumaron otros suplementos de crédito y créditos extraordinarios, lo que hizo una media total asignada de 33.270.736 pesetas (un 21,46 por ciento más). De la cantidad total recibida durante esos años 11.696.677 pesetas se consignaron para la guerra del Pacífico (el 4,26 por ciento) y 6.493.501 para algunas operaciones de la Guerra Carlista (el 0,7). Del resto, el 66,4 por ciento se dedicó a asignaciones para personal y el 29,0 para construcción de barcos y material. Hay que tener en cuenta también que el presupuesto de 1873/1874 había incluido entre créditos extraordinarios y suplementarios nada menos que 35.611.425 pesetas, de las que fue imposible gastar 24.932.220. Igualmente, que desde 1864 existía un Ministerio de Ultramar que durante muchos años se hizo cargo de los gastos de la Armada, tanto de personal como de material, en Cuba, Puerto Rico y Filipinas.
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    En conjunto, si el presupuesto total de gastos del Estado se había incrementado un 242 por ciento desde 1850 al año fiscal de 1872-1873, el de la defensa solo lo había hecho un 169. Las necesidades de unos presupuestos de guerra en los últimos años del periodo chocaban con el imperativo de tener que atender a otros gastos, singularmente los de la Deuda, que ya consumía como media entre 1870 y 1874 el 39 por ciento del Presupuesto, mientras que la defensa no pasaba del 25. No obstante, los años inmediatos iban a contemplar un espectacular incremento de los gastos militares,


    



    La gestión de los créditos


    Comenzábamos el apartado dedicado al reinado de Isabel II y al Sexenio haciendo alusión a la opacidad en que se había desenvuelto la ejecución del gasto militar ante una Hacienda aún en desarrollo. Nos queda comentar el papel que tuvieron los gestores de dicho gasto en la ejecución del mismo.


    Subordinados a los respectivos titulares de los Ministerios de Guerra y Marina, en la práctica lo estaban a los mandos militares de los distintos organismos y unidades, careciendo de la independencia funcional de que venían gozando desde hacía más de un siglo. Siendo cuerpos en los que ya desde fines del siglo XVIII predominaba el carácter fiscalizador y contable, en la primera guerra carlista aquellos quedaron totalmente desdibujados ante la exigencia de los mandos militares de que se dedicasen fundamentalmente a las funciones logísticas de atención a las tropas.


    En 1878 se publicó una conferencia impartida por Fernando Lozano Montes, un profesor de Hacienda, en la recientemente creada Academia de Administración Militar. En ella sostenía que en su origen la Hacienda Militar era una institución de carácter esencialmente fiscal, con gran poder para oponerse a las malversaciones que eventualmente pudieran darse en el Ejército, pero que apenas intervenía en la gestión de los servicios, y que habían sido las nuevas concepciones de la guerra, sobre todo durante el periodo napoleónico, las que llevaron a que el funcionario administrativo dejara de ser un «agente fiscal del poder para convertirse en un auxiliar poderoso de la acción del general; el bastón del comisario se hizo pedazos para sustituirlo por el entorchado del intendente». No se puede admitir que en el siglo XVIII los miembros de la Hacienda Militar no gestionaran servicios de intendencia; pero sí que, al menos en algunos de ellos, predominaba el papel fiscal; pero también hay que reconocer que a comienzos del siglo XIX los nuevos conceptos bélicos y una modernización de la técnica castrense llevaron a exigir una reestructuración de la Hacienda militar haciendo hincapié en la actividad gestora que de ella se esperaba.


    Ese fue, al parecer, el objetivo de Pedro Agustín Girón, marqués de las Amarillas, quién, en sus Memorias, recordando su labor de cuando en 1820 había sido ministro de la Guerra, decía: «El ramo de Hacienda o Administración militar llamaba también mucho mi atención, y siendo mi primer objetivo separarla de la general de Hacienda, nombré un Intendente General y di principio a esta reforma que después se siguió por otros». Y aunque la afirmación no es totalmente exacta, dado que ya se había nombrado un intendente general en 1818, refleja la obsesión que ya imperaba en el Ejército de transformar aquellos incómodos funcionarios en eficientes colaboradores del mando.


    Por lo que se refiere a la contabilidad, las propias circunstancias de la guerra y la cada vez menor preparación de los empleados que engrosaban la administración militar, la hacía ir manga por hombro. El ya citado Fontanilles hacía alusión en 1840 a «la confusión y desorden en la contabilidad», atribuyéndolo a los nuevos miembros del cuerpo, «un personal tan improvisado y sin base ninguna de instrucción».


    Ya desde comienzos de siglo se había ido adoptando una costumbre, que luego se potenció, de dar plazas en el Cuerpo Administrativo del Ejército a miembros de la Armas que por su edad y condiciones físicas o intelectuales no se consideraban aptos para permanecer en los escalafones de la Infantería, Caballería o de los cuerpos facultativos. Carentes de una preparación adecuada a sus nuevas funciones, y acostumbrados a la subordinación natural a los mandos, contribuyeron a la progresiva degradación de un cuerpo al que se habían incorporado también funcionarios civiles, antiguos meritorios de Hacienda, y producto gran parte de ellos más de una buena recomendación que de una adecuada instrucción. Muchos años después un general intendente, Narciso Amorós, recordando aquella época oscura, que él había vivido siendo joven oficial, escribía: «era un Cuerpo híbrido, de aluvión, reclutado unas veces entre sargentos, otras entre factores, meritorios y convenidos de Vergara».


    Y decía más adelante:


    



    «Entre los procedentes del Convenio de Vergara había algunos muy famosos, entre ellos uno a quien por haber sido comisario de la Bula en el Ejército carlista le habían hecho Comisario de Guerra en el Ejército liberal; siendo estas improvisaciones muy frecuentes, pues aún en tiempo posterior hizo el General Prim Comisario de Guerra de un golpe a su protegido y amigo D. Salvador Damato».


    



    Todo ello dio lugar a una situación casi esperpéntica, que el propio Amorós caricaturizaba así:


    



    «Por esa mescolanza de personas, al lado o a continuación de hombres que habían honrado y honraban al Cuerpo por su cultura y su talento. como Garay, Carvajal, Calvo de Rozas, Flórez Estrada, Moreno Salamanca, Gonzalo, Vincenti, Manjón, Corral, Vallespín, Pérez González, Lozano y otros muchos, figuraban en el escalafón Intendentes que decían: haiga, groma, diferiencia y opjeto; Comisarios de Guerra que preguntaban de qué árbol salía el trigo, y Oficiales que escribían que las estacas de las tiendas de campaña debían hacerse de madera u otra materia textil, y clavarse en tierra en sus tres tercios, enganchándose en la parte no enterrada el viento de las tiendas».


    



    El Cuerpo Administrativo del Ejército se organizó definitivamente por Real Decreto de 17 de julio de 1837, y poco después se incrementaron sus facultades (y obligaciones) logísticas, lo que sirvió para que en la primera guerra carlista se convirtiera en chivo expiatorio de las carencias que en la misma sufrieron durante mucho tiempo las tropas. Ciertamente eran los propios miembros de la Administración Militar los que empezaron a considerar que la dedicación a atender a las tropas en sus necesidades les podía granjear más aplauso que la siempre incómoda función fiscal. Pero tampoco la logística les fue permitido desarrollarla plenamente después de la guerra, abrumados por el sambenito de incompetencia con que se les había vestido durante la misma, y por el celoso afán del Estado Mayor de no desprenderse de algunas facultades que consideraba suyas.


    Al mismo tiempo, el olvido de las funciones contables dio lugar a un acusado desorden en la justificación de los gastos de aquella guerra, cuyas cuentas, años después de terminada, seguían sin ser presentadas al Tribunal Mayor de Cuentas. En concreto, las cuentas de 1834 se mandaron al Tribunal en octubre de 1843, y de las de los años 1835 a 1837 se presentaron también en 1843 solo las de caudales, junto con las de haberes y caudales de 1838, si bien, como decía un empleado de la Administración Militar «éstas no podrán finiquitarse como se ha pretendido sin ecsaminar (sic) las anteriores, por el enlace que tienen unas con otras».


    Ignorados y despreciados por los mandos militares, aquellos empleados solo buscaban ser reconocidos como iguales por sus compañeros que portaban armas, algo a lo que, en definitiva, ellos también aspiraban. Fue en 1847 cuando el ministro de la Guerra , Mazarredo, reconoció oficialmente que «el Cuerpo administrativo del Ejército no es carrera civil, y sí puramente militar, por estar considerado instituto del ejército y sus empleados gozar las consideraciones de jefes y oficiales del mismo».


    Claro que esto llevaba como contrapartida una indiscutida subordinación al mando, que potenciaba la singularidad del régimen económico-fiscal del Ejército, excepcional, como hemos visto, dentro de la Administración. De nuevo es el general Amorós quien escribió:


    



    «Y esta exención, este privilegio que disfrutaba el Ejército sólo por ser Ejército, que ponía al interventor a sus órdenes y a merced del intervenido, que colocaba las cajas y fondos públicos a disposición de un Jefe de cuerpo, establecimiento o dependencia militar, a los Interventores, Pagadores y Depositarios bajos las iras del General a quien no complacían sus deseos, y al Contador actuando siempre bajo la férula de un Jefe combatiente que le visaba o autorizaba las cuentas, eran cosas que al ambiente de aquellos tiempos democráticos y a mi educación precorporativa chocaban y repugnaban».


    



    Por su parte, otro miembro del cuerpo, Lambarri Yanguas, recoge el siguiente texto referido a la primera guerra carlista, que atribuye al general Eduardo Fernández de San Román:


    



    «El cargo de Intendente era un cargo ilusorio que se reducía a no tener que administrar, a la correspondencia incesante con el General en Jefe para multiplicar las páginas del libro de lágrimas, y no el de cuentas de su gestión []. Ministro Superior de Administración, conducto y ejecutor de órdenes y encarecimientos, ya del Gobierno, ya del General; blanco forzoso y legal de reclamaciones, súplicas y quejas de Cuerpos y particulares; Jefe para recibir de primera mano todos los sinsabores; súbdito para sufrir el malhumor, las injusticias y asperezas que las situaciones angustiosas y de difícil salida engendra en los que mandan; tenido por Intendente General, sin ser de hecho más que un humilde habilitado de crédito en papel, aconsejábale la prudencia y hasta el amor patrio sofocar todo linaje de sentimientos».


    



    La autonomía funcional que en lo económico seguían disfrutando el Ejército y la Marina no fue recortada cuando el 20 de febrero de 1850 se promulgó la Ley de Administración de la Hacienda Pública y Contabilidad General del Estado, ley de Bravo Murillo centrada más en la formación del marco legal que informaba el sistema de contabilidad pública, que en el control fiscal. En los ejércitos, pues, las cosas siguieron como hasta entonces.


    La creación en 1852 dentro del Ministerio de la Guerra de la Dirección General de Administración Militar, encomendada a un general de las Armas, y la paralela supresión de la Intendencia General, supusieron un paso más en la subordinación de aquella corporación de político-militares aforados, que seguían reducidos a rutinas burocráticas. Si alguna mínima vinculación había existido hasta entonces entre los titulares de las carteras de Guerra y Hacienda, la creación de dicha Dirección General hizo que esta, como las de las distintas Armas, se constituyera alejada del entorno político del ministro, e incardinada de hecho, por el contrario, en la cadena de mando militar, alejándose, por tanto, de cualquier intento por parte de la Dirección General de Contabilidad del Ministerio de Hacienda de fiscalizar y limitar la autonomía presupuestaria de que venía gozando el Ejército.


    La gestión de los administradores militares quedaba reducida a algunos aspectos de la atención logística a las tropas, algo, por otro lado, que no era rechazado por buena parte de aquellos, quienes, una vez que se vieron asimilados a sus congéneres militares en calidad de político-militares y con graduaciones homologadas, solo se preocupaban de presumir de sus nuevos distintivos militares.


    En 1853 culminó la militarización del Cuerpo, al mismo tiempo que por parte de Hacienda se producían numerosos requerimientos al Ministerio de a Guerra para que diera cumplimiento a la normativa de la Ley de Administración y Contabilidad en lo relativo a sus directrices contables, y se denunciaba el gran número de pagos sin consignación presupuestaria que tenían lugar en el mismo.


    Entre tanto, aunque una minoría trataba de dignificar la función del Cuerpo Administrativo redimiéndolo del pecado original de su procedencia civil, lo cierto es que por parte de la Dirección General


    



    «se quería dice una vez más Amorós que la Administración Militar sirviese de pantalla contra las iras fiscales de la Intervención civil, que legalizase los impromptus en que por ignorancia o por autoritarismo incurrían los Jefes militares, y que se les buscase en todo tiempo y ocasión fórmulas con que hacer visibles sus deseos y exigencias, pero a cambio de estas condescendencias, a la Administración Militar no se la consideraba más que como un Cuerpo de auxiliares, asimilados, político-militares, empleados muy subalternos al servicio del Ejército, cuando no como factores atentos principalmente a hacer granjería de su cargo. Y si esto era en el trato privado, en el oficial no era menos depresiva la consideración en que se les tenía».


    



    En contraste con aquella situación, y tal vez para sobreponerse a ella, muchos de los miembros del Cuerpo, enorgullecidos por lo que consideraban un brillante papel desempeñado en la guerra de África, algo que, por otra parte, les fue reconocido, pretendían llevar al límite su afán militarista, y ampliar más y más sus competencias logísticas, sin abdicar al mismo tiempo de las fiscalizadoras; mientras, otros se limitaban a seguir la rutina burocrática. De nuevo es Amorós quien lo relata con gracejo:


    



    «Dentro del mismo Instituto administrativo, pedían unos la militarización, la Cruz de San Hermenegildo, los honores militares, el juramento sobre la espada; mientras otros pugnaban por paisanizarse, por afectar una profunda ignorancia de las cosas militares, por identificarse con el manguito y la levita usada del covachuelista del siglo XIX; los había que soñaban con redactar o colaborar, cuando menos, en la redacción del plan estratégico de cada campaña y exigir de los Generales en Jefe cuenta fiel de todos sus proyectos para que el Intendente pudiera maniobrar; los más modestos reducían sus aspiraciones a ser unos simples sacatintas, sin otro exterior que la revista de Comisario pasada de presente, con mesa y presidencia, música y bandera; los jóvenes y de buena figura pedían ser Ayudantes, plazas montadas, tener tropa a sus órdenes y caracolear en las formaciones; los más viejos y estropeados querían plazas en el Tribunal de Cuentas, en la Intervención General o en el Consejo de Estado».


    



    Todo esto llevó a muchos compañeros de las Armas, molestos por estas pretensiones, a proponer que las facultades fiscalizadoras fueran devueltas a la Hacienda. Como llegó a decir el general Quesada, director general de Administración Militar, «el servicio del Cuerpo, y especialmente la acción fiscal predispone en contra suya los ánimos».


    Sin embargo, Narváez, más cauto, cuando estuvo al frente del gobierno entre 1864 y 1865 hizo todo lo que estuvo en su mano para que la función fiscalizadora no saliera de los límites consagrados del Ministerio de la Guerra. Al fin y al cabo, a unos subordinados se les podía controlar mejor. Su sucesor O´Donnell fue más allá: suprimió la Intervención General Militar que venía existiendo desde 1824, y encomendó al director general de Administración Militar, por entonces el general Quesada, la función de ordenador de pagos dentro del Ministerio de la Guerra.


    Al mismo tiempo, si el ministro de Hacienda, Ardanaz, intentó dar a su ministerio «una intervención directa e inmediata en el pago de todas las obligaciones, y tan eficaz como fuera necesaria, para regularizar el ingreso y salida de fondos del Tesoro Público», su propuesta no llegó a buen puerto. En cuanto a su sucesor en el cargo, Laureano Figuerola, cuando presentó en 1870 su Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda Pública, hubo de aceptar que la norma general de que los ordenadores delegados de pagos de los ministerios fuesen designados por el ministro de Hacienda, se olvidara en lo relativo a los ministerios militares, cuyos ordenadores seguirían siendo designados por los titulares de estos. Igualmente, cuando trató de llevar a estos ministerios la Intervención civil «tuvo que desistir dice Amorós ante la negativa del General Prim, Ministro de la Guerra, del General (sic) Topete, Ministro de Marina y del General Serrano, Presidente del Gobierno Provisional». Aunque el Ministerio de Hacienda iba poco a poco avanzando en su función de controlar el gasto público, aún el ámbito militar se le seguía resistiendo, aunque ya por poco tiempo.


    En el proyecto del ministro Ardanaz se había retirado la propuesta de que la Dirección General de Contabilidad pudiese fiscalizar todos los actos de la Administración Pública, limitando la fiscalización tan solo a aquellos que produjesen ingresos o gastos. Por el contrario, se mantenía la decisión de que la recién creada Intervención General del Estado quedara «facultada para inspeccionar por sí o por medio de delegados todas las dependencias y establecimientos de Guerra y Marina en cuanto se refiera a los servicios que produzcan liquidación de ingresos y pago de obligaciones». También la remisión de las cuentas al Tribunal de Cuentas debía pasar a hacerse a través de dicha Intervención General. La autonomía financiera de los ministerios militares empezó a resquebrajarse al pasar los miembros de sus cuerpos administrativos a constituirse en delegados de la Intervención General del Estado en cuanto a sus funciones fiscalizadoras. Comenzaba así a abrirse el pesado portón que ocultaba la gestión económica militar al control último del Ministerio de Hacienda. Aun así, los créditos presupuestarios manejados en la contabilidad interior de los cuerpos seguirían quedando ajenos al control del la referida Intervención General.


    Renunciamos a repetir aquí toda esta evolución histórica por lo que se refiere al Ministerio de Marina. Solo decir que, en términos generales, siguió el mismo proceso que se ha venido presentando respecto del de Guerra. Los miembros del Cuerpo Administrativo de la Armada sufrieron los mismos sinsabores y las mismas dudas respecto a su naturaleza que sus homólogos del Ejército. Tal se deduce de lo expresado en 1867 por Leandro Saralegui, un destacado oficial de aquel cuerpo: «El cuerpo del Ministerio parecía el más desatendido de nuestra marina. El abandono, el abatimiento y la indigencia pesaban sobre sus oficiales, sin premios de ningún género, y reducidos todavía a los mezquinos sueldos que les fueron señalados a principios del siglo XVIII, no obstante los profundos cambios de todos los valores en tan largo y dilatado periodo».


    Decir también que para promover la profesionalidad y competencia de los oficiales pertenecientes a ambos cuerpos, en 1866 se habían creado Escuelas para el Administrativo de la Armada en cada departamento, y que el 1873 fue inaugurada Academia de Administración Militar para el Ejército. También este último año se suprimió definitivamente la Dirección General de Administración Militar, restableciéndose la Intendencia y la Intervención Generales. Con todo ello, se iniciaba un nuevo periodo en lo que respecta a la gestión y al control de los presupuestos militares.


    



    
      
        1 De ellos el 73,6% para sueldos y pensiones del personal, el 15,2 % para gastos corrientes y el 11,2 para inversiones reales de material e infraestructura.

      


      
        2 Las reclamaciones del gobierno británico por el armamento proporcionado dieron lugar a largas discusiones con los representantes del gobierno español, que consiguió ir rebajando la cantidad inicialmente reclamada de 567.594 libras a 496.385, suma que, con un cambio de 100 reales la libra, fue finalmente aceptada en 1860 y pagada con tres letras de cambio (anteriormente ya se había pagado una cuarta parte de lo reclamado).

      


      
        3 Para los siglos XIX y XX los datos presupuestarios recogidos por el autor, junto con los aportados por el Instituto de Estudios Fiscales (equipo de Fuentes Quintana), Comín Comín, Fernández Bastarreche, Fernández Bordejé, Pérez Muinelo, etc. discrepan discretamente todos ellos entre sí; lo que tiene su justificación en las diferentes fuentes consultadas y en los distintos criterios aplicados en su análisis. No obstante, y con esta salvedad, se aportan los que, sin pretender una total exactitud, entiende el autor se acercan más a la realidad, y, en todo caso, sirven para obtener una visión global y aproximada de la evolución de los créditos y los gastos.

      


      
        4 Aunque desde 1845 y hasta 1902 en los presupuestos del Ministerio de la Guerra se incluyeron los del Guardia Civil, salvo en algún año concreto, para los cálculos sucesivos solo hemos tenido en cuenta los propios del Ejército.

      


      
        5 En 1848 se había establecido una escala de valores monetarios con el doblón de oro equivalente a 100 reales de plata, la peseta de plata equivalente a cuatro reales y el duro a 20. Se adoptó igualmente el sistema métrico decimal. Sin embargo, aunque la peseta pasó a ser la moneda patrón, oficialmente no alcanzó esa consideración hasta el 19 de octubre de 1868, con el ministro Laureano Figuerola.

      

    

  


  


  
    VIII


    La Restauración (1875-1923)

  


  
    

  


  
    1. Un periodo de relativa paz


    El Sexenio Revolucionario tocó a su fin el 29 de diciembre de 1894 con la proclamación del rey Alfonso XII por el general Martínez Campos con la brigada Dabán, y la posterior adhesión al pronunciamiento por parte de los generales, Jovellar, jefe del ejército del Centro, y Primo de Rivera, del de Castilla la Nueva. Caída la República, Serrano, que se había hecho cargo del Gobierno Provisional como presidente del Poder Ejecutivo y Regente, presentó su dimisión, junto con la del gobierno, y fue Cánovas quién, autorizado por don Alfonso, asumió el Ministerio-Regencia.


    Comenzó así una etapa singular en lo político, pero también en lo que respecta al papel que iba a desempeñar el Ejército en los siguientes decenios. Un acuerdo tácito entre Cánovas y los jefes de aquel consiguió dar fin de momento a la serie de pronunciamientos que habían caracterizado la mayor parte del siglo los de Serafín Asensio, Ferrándiz, Casero y Villacampa en los años 80 carecieron de relevancia, y, a cambio, el gobierno dejó de inmiscuirse en los asuntos militares. Cánovas dice Cardona «mientras reservaba al gobierno los asuntos políticos, permitió que los generales mandaran libremente en su mundo cuartelero, que estaba vedado a los civiles, apartándolos así de la tentación de intervenir en las cuestiones generales del Estado».


    De alguna manera el Ejército se aisló, encerrándose en sí mismo. «La conservadora oficialidad de la Restauración afirma Puell de la Villa, a cambio del compromiso de desentenderse de los asuntos públicos, adquirió el monopolio de la gestión militar, y convirtió la institución castrense en un coto cerrado que no admitía interferencias del exterior». Ello, de nuevo, permitiría decir a Galdós en 1880 que en sus coordenadas corporativistas y profesionales los militares se consideraban «un estado dentro del Estado».


    Pero esta aparente desvinculación del Ejército, en cuanto corporación, de los asuntos políticos iba a ser más aparente que real. Es ahora Fernández Bastarreche quien afirma:


    



    «Sin embargo, el civilismo implantado por Canovas no significaría, en síntesis, sino una progresiva derivación del evidente intervencionismo del militar pronunciado, al subrepticio, pero mucho más peligroso de una creciente presencia militar en el aparato del Estado, acotando áreas de actuación progresivamente más amplias, acumulando un poder que le permitirá influir con una prepotencia creciente sobre la dinámica política del país, desarrollando una capacidad de intervencionista través de los mecanismos sustitutivos, que culminaría con el golpe de Estado de Primo de Rivera».


    



    La Ley Constitutiva, que otorgaba al Ejército la misión de salvaguardar el orden constitucional, lo convertía de hecho en tutor del Estado y árbitro, en última instancia, ante cualesquiera acontecimientos políticos. Nacía así lo que repetidamente se ha dado en llamar el pretorianismo del Ejército durante la Restauración.


    Pero no nos corresponde analizar aquí el papel político del Ejército en aquella coyuntura, algo que excede de los propósitos y límites que nos hemos señalado. Sí, en cambio, procede presentar un ligerísimo bosquejo del estado en que se hallaba. Era por entonces un organismo «mal organizado, pobre aunque mal pagado», y al que, tras el desastre de 1898 se le iba a poder añadir la condición de «moralmente derrotado».


    Los defectos que venía arrastrando eran graves. El mayor de ellos, en tanto que influía en el resto, era el de su inflación, singularmente por lo que se refiere a sus mandos. Los avatares en que se había visto envuelto, y las confrontaciones armadas, grandes o pequeñas, que habían salpicado el siglo, frustraron los repetidos intentos de reducir sus efectivos a una escala más ajustada a las necesidades y, sobre todo, a las posibilidades de España.


    Las repetidas campañas daban lugar a premios concedidos sobre la base de frecuentes ascensos, que inflaban los empleos superiores de los escalafones. Las desmovilizaciones de tropas se alternaban con nuevos llamamientos exigidos por las circunstancias, y buena parte de una oficialidad sobredimensionada y falta de destinos que poder cubrir, vegetaba en sus casas a medio sueldo y en situación de reemplazo. La creación en 1883 de la Escala de Reserva significó un parche, efectivo entre el generalato, pero que solo afectó a un tercio de la oficialidad. Es ilustrativa la comparación que hace Puell de la Villa entre la proporción de mandos en el Ejército español y en los Ejércitos alemán y francés. Mientras en estos últimos un coronel tenía a su cargo alrededor de 800 hombres, un jefe 200 y un oficial 25, en el español existía un coronel por cada 200 soldados, un jefe por cada 40 y un oficial por cada seis.


    La finalización de la tercera guerra carlista en 1876, que dio lugar a la disolución del ejército del Norte, y, en 1878, la de los Diez Años en Cuba (la guerra grande) con la paz de Zanjón, a la que siguió un año después la llamada guerra chiquita, no resolvieron el problema de la inflación de mandos, lastrado siempre por la necesidad de mantener contento a un colectivo cada vez más corporativista, que buscaba nuevo acomodo a oficiales y sargentos. Tampoco contribuyeron a ello episodios singulares como el ascenso general y automático de 3.000 sargentos durante el Sexenio, o la disolución en 1873 del Cuerpo de Artillería, cuyos oficiales fueron sustituidos por otros no procedentes del Real Colegio y por sargentos, unos y otros ascendidos en sus empleos, situación que, cuando en septiembre del mismo año se autorizó a aquellos a reincorporarse a sus antiguos puestos, requirió mantener a los sustitutos en otras unidades, pero con los nuevos empleos que les habían sido concedidos.


    A la muerte de Alfonso XII en 1885 el Ejército contaba con 102.584 efectivos, de ellos 86.533 soldados. Se habían mejorado las condiciones de la tropa, a la que la Ley de Reclutamiento de 1877 había reducido la duración del servicio militar a cuatro años en activo y otros cuatro en su casa en situación de reserva movilizable, lo que ayudaba a compensar económicamente algunas subidas de sueldos en los escalones más bajos de la milicia. Estos, que ya habían experimentado un ligero incremento en 1871, lo volvieron a disfrutar en 1888. En esta fecha los mensuales de la Infantería eran, en reales:
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    Todo lo dicho anteriormente daba lugar a unos gastos de personal desmesurados, sobre todo en relación con la cuantía de unos presupuestos limitados, lo que, indirectamente afectaba a las consignaciones para armamento y material, totalmente desfasadas. En ese sentido, el Ejército podía ser aún más o menos operativo en confrontaciones civiles como la última, en la que las tropas carlistas, al menos al inicio de la campaña, apenas disponían de piezas de artillería; pero su efectividad en una guerra convencional como la franco-prusiana hubiera sido casi nula.


    Computando como asignaciones de personal, además de los haberes en metálico, las remuneraciones en especie (vestuario y alimentación), las mismas venían a representar siempre más de dos tercios del presupuesto, y, en ocasiones, hasta los cuatro quintos. El moderno armamento, el material de Ingenieros y las instalaciones sufrían la falta de la necesaria atención.


    Los presupuestos finales de que disponía el Ejército en 1876, al término de la guerra carlista, 320.782.000 pesetas (el 40,63 por ciento del gasto del Estado), se vieron reducidos drásticamente a partir de entonces. La media anual entre 1877 y 1884 fue de 114.099.000 pesetas (el 15,89 por ciento del Presupuesto de Gastos del Estado); y entre 1885 y 1894 ascendió a 144.694.000 (el 16,22 por ciento de aquel). A pesar de todo, el ligero crecimiento de los presupuestos del Ejército entre 1877 y 1894 fue superior al del general del Estado.


    Era sentir común, tanto en el hemiciclo de las Cortes como en los cuartos de banderas y en la literatura militar de la época, que el Ejército requería una reforma en profundidad. Su estructura orgánica seguía siendo la misma en líneas generales que la en su momento diseñada por Narváez, y no había seguido la línea de evolución que exigían los nuevos tiempos para convertirlo en un instrumento capaz de intervenir en una guerra convencional. Muchas voces pedían un reclutamiento distinto al de las odiadas quintas, y el modelo parecía ser el del reclutamiento germánico que afectaba a todos los ciudadanos en un contexto de preparación para una eventual guerra.


    Pero, a pesar de las mil y una propuestas aventuradas desde todos los rincones, que hacían recordar las de los arbitristas del siglo XVII, y las más serias salidas de despachos tan altos como el del ministro de la Guerra Cassola, ninguna llegó a reflejarse en las páginas de la Gazeta de Madrid y de la Colección Legislativa del Ejército. Todo ello llegaría a su ápice con ocasión del desastre de 1898, en medio de un tumulto de mutuas acusaciones.


    Pero, mucho antes de iniciarse la última guerra colonial, la confrontación entre militares y civiles ya había dado lugar a fuertes tensiones verbales en las Cortes, que reflejaban, o tenían como antecedente, otras más abiertas en los medios periodísticos y la prensa militar; y todo ello tenía como eje principal el presupuesto.


    El Correo Militar, principal medio de difusión de las ideas de ese colectivo, exigía una y otra vez la aprobación de retribuciones dignas para el mismo, unas plantillas mínimas, así como medios para la industria bélica españolas y para periódicas maniobras militares; y eso requería adecuadas asignaciones presupuestarias. Pero enfrente se situaban unos políticos que, ante la delicada situación hacendística, exigían reducciones y economías, lo que no hacía más que levantar voces airadas, como las de El Ejército español, que en 1892 protestaba: «!Economías! No hay más voz ni más programa, ni más preocupación que las economías».


    Los liberales de Sagasta mantuvieron esta política durante los primeros años de la Regencia de María Cristina, y sus ministros de la Guerra tuvieron que plegarse a ella impotentes. Junto con los sistemáticos recortes presupuestarios, los liberales, con su líder al frente, solicitaban también una reducción de los efectivos militares; y Castelar pedía en el Congreso un «presupuesto de paz» apoyado en una neutralidad internacional de España, que requiriese solo un Ejército defensivo.


    La llegada de los conservadores al poder en 1890 no solucionó las cosas. El Ejército seguía sin recibir las reformas adecuadas, mientras liberales y conservadores lo acusaban desde la prensa civil de estar manejado por determinados sectores militares atentos más a «sus intereses particulares» que al bien común. La respuesta fue una radicalización de la protesta en las filas militares que, poco a poco, se fue concretando en un militarismo latente, que conllevaba un desprecio total hacia la sociedad civil, injusta con un Ejército que era «la institución suprema, el pilar indispensable del orden social, la garantía de la integridad de la patria».


    Desde las publicaciones militares se hacía ver la situación de las tropas en las lejanas provincias ultramarinas. La guerra cubana de los Diez Años había originado un enorme déficit en el Tesoro de la isla, lo que con la llegada de la paz, había exigido hacer economías, reduciendo drásticamente las plantillas del ejército allí destinado, rebajando el haber de los voluntarios y disolviendo las milicias blancas y de color. Las tropas malvivían, dándose «el espectáculo de poner a soldados a la puerta del cuartel para que buscasen trabajo para poder vivir, con la solo obligación de comunicar su residencia». Y si no había dinero para la tropa, menos aún para emplearlo en armamento o en obras. Para comprar unos cañones Krupp hubo que recurrir a una suscripción nacional.


    La realidad de las cosas hizo inviable tanto el «presupuesto de la paz» como simplemente continuar con las economías militares. La guerra imponía sus propias condiciones y había que reforzar el presupuesto militar con partidas extraordinarias. Primero fue la crisis de Melilla de 1893, a partir del hostigamiento de las cabilas en torno a la ciudad y de ataques a las embarcaciones españolas, y era la prensa en general la que exigía una respuesta directa e inmediata. Entre octubre de 1893 y el 5 de marzo de 1894, fecha en que el Tratado de Marraquech permitió una tregua en las hostilidades, se desarrolló una lucha en tierra que contó con el apoyo de unidades de la Armada. Fue un incidente puntual, pero que supuso un repunte también puntual en el presupuesto del Ejército, y una llamada de atención para lo que iba a tener lugar años después. Así lo vio el general Carlos Martínez Campos, quien llegó a afirmar: «Fue como una chispa que originó el incendio ocurrido en territorio magrebino entre los años 1909 y 1925».


    Entre tanto la Marina veía limitada la continuidad de sus programas y estrategias por una inestabilidad política, que hizo que en diez años, entre 1875 y 1885, estuviese bajo la dirección de trece ministros. Ciertamente, los gobiernos de la Restauración fueron conscientes de la importancia que la Marina había tenido siempre para España, pero el afán de fomentar una Armada adecuada para las necesidades de un país volcado al mar y con importantes provincias ultramarinas, no tuvo resultados efectivos, en gran parte por un exceso de planes navales, muchos de ellos poco realistas, y que se empantanaron entre los vericuetos de una administración deficiente, confusa y, en definitiva, poco operativa.


    Sus créditos durante este periodo no crecieron de forma significativa, y seguían siendo aproximadamente la cuarta parte de los del Ejército, si bien se recibieron algunos extraordinarios para carenas, acopios y pagos de deudas de personal, de los que tampoco se sacó el fruto debido. También los gastos del personal de la Marina destinado en las Antillas o en Filipinas, y el mantenimiento de la Flota allí destinada, junto con los arsenales y astilleros, se surtían como los del Ejército del presupuesto de Ultramar.


    En la década que transcurre entre 1876 y 1885 la media anual del presupuesto de Marina fue de 36.169.000 pesetas, incluidas las partidas para gastos extraordinarios y las de Ultramar, lo que representó un 4,29 por ciento del Presupuesto de Gastos del Estado, y aproximadamente una cuarta parte del que dispuso el Ejército en el mismo periodo. Aunque en 1884 se aprobó para la Marina una dotación extraordinaria, que la Ley de Escuadra de 1887 fijó en 189 millones de pesetas, lo cierto es que fue más un canto a la galería que una realidad palpable. Tal suma se terminó cargando a la propia Marina con la deducción de 19 millones anuales de su presupuesto ordinario durante los siguientes diez años; y otras muchas cantidades no las recibió o lo hizo en menor cantidad de lo previsto.


    Con cargo a los presupuestos referidos y otros anteriores, durante el decenio contemplado se construyeron dos cruceros de 1ª clase, cuatro de 3ª, diez cañoneros, dos avisos, un transporte, una batería flotante y tres torpederos. En 1885 la Flota constaba de poco más de 150 buques de mayor o menor tamaño, pero buena parte de ellos viejos, de diseño anticuado y de muy limitado valor militar. Se programó un plan naval muy ambicioso con una Flota de Combate y un Grupo Ligero de Guardacostas a adquirir o construir en un periodo de quince años, y con un coste de 231.170.000 pesetas, más los créditos necesarios para mantenimiento y repuestos. Sin embargo, el proyecto, torpedeado en el Congreso, no fue adelante. Se adquirió un crucero acorazado, ya en construcción en un astillero francés, y se construyeron o adquirieron otros barcos de menor interés. Se cerró el Arsenal de La Habana por su coste, aunque, por el contrario, fue atendido debidamente el Apostadero de Filipinas. Los Astilleros de Cavite y Zamboanga siguieron operativos.


    En cuanto al personal, la Marina sufría el mismo problema de inflación que el Ejército, afectando, sobre todo, a los empleos superiores; pero era un problema delicado que los políticos no querían abordar, respetuosos con la independencia que seguían teniendo ambas instituciones, y que tampoco llevaba visos de solucionarse mediante propuestas internas.


    La muerte de Alfonso XII dio paso a la Regencia de María Cristina, y al acuerdo entre Cánovas y Sagasta para que conservadores y liberales se alternaran en el poder. Con la Regencia comenzó un nuevo periodo en el que la Marina cobró el protagonismo de que venía careciendo, aunque, en definitiva, no sirvió para dotarla de los medios que le eran precisos, y ello a pesar de las insurrecciones que pronto comenzaron a prender y extenderse por los alejados territorios de Cuba y Filipinas.


    La década de paz que transcurrió hasta 1895 no sirvió para mejorar las condiciones operativas del Ejército y la Armada. En 1887 se concedieron a la Marina 225 millones para la construcción de once cruceros de primera clase de entre 4.500 y 3.200 toneladas, seis cruceros torpederos de 1.500 y otro cuatro de 1.100, 96 torpederos de primera clase, 42 de segunda clase, 16 cañoneros torpederos y 20 lanchas de vapor. Con dicho crédito debían terminarse también diversos buques en construcción, entre ellos el acorazado Pelayo. Pero estos buques carecían de las condiciones que exigía una Armada moderna, y aparentaban más por su número que por su eficacia, tanto por lo que se refería a su velocidad, como a su protección acorazada y a su capacidad de fuego. Además, los créditos extraordinarios de dicha Ley de Armada se quedaron al final reducidos a unos 110 millones. En ese sentido, nada se avanzó, y un nuevo plan naval propuesto en 1896 se fue a pique por falta de créditos.


    El progresivo desarrollo de la Administración civil, y de las prestaciones a su cargo en materias de Educación, Sanidad, Fomento, etc., junto con el decrecimiento de los ingresos fiscales limitaron las pretensiones presupuestarias de los Ministerios de la Guerra y de Marina, por más que ambos, junto con la Deuda y los Servicios Generales del Estado, seguían siendo la columna vertebral del Presupuesto de Gastos. Todo esto derivó en nuevas políticas de ajustes presupuestarios, y si los «presupuestos de paz» no lograron su objetivo fue porque los gastos de guerra eran exógenos a cualquier política presupuestaria, y había que atenderlos de cualquier manera. En este sentido, los presupuestos ordinarios, cada vez más bajos, sobre todo durante los años 90, se tuvieron que compensar con partidas extraordinarias.


    Entre 1886 y 1895 la Marina recibió 342.360.000 pesetas, una media anual en concepto de créditos ordinarios de 34.236.000 pesetas.; y del Ministerio de Ultramar, para atender a los gastos en las Antillas, Filipinas y Guinea a lo largo de dichos años, 3.334.055 pesos (algo más de 16.670.275 pesetas), lo que elevaba su media anual para gastos ordinarios a 35.903.000 pesetas, un 4,40 por ciento de los gastos ordinarios del Estado y el 26,14 por ciento de los del Ejército. En total los gastos de defensa durante ese periodo representaron un 20,62 por ciento de los del Estado.


    No obstante, en el ejercicio 1888/1889 se volvieron a aprobar otros 170 millones, también extraordinarios, unos y otros a gastar en varios años, fundamentalmente en construcción y mantenimiento de buques, además de en arsenales y defensa submarina. También se le atribuyeron pequeñas cantidades del fondo de redención a metálico de los mozos llamados para servir en la Armada. Entre 1990 y 1995 estos comportaron 1.162.229 pesetas, cifra que poco podía ayudar a los gastos. Durante los cincuenta años de la segunda mitad del siglo, según Cousillas, la Marina recibió créditos ordinarios por un total de 1.531.977.143,14 pesetas, de los que dejó de invertir unos 78 millones; y créditos extraordinarios por 470.109.518,49 pesetas, de las que devolvió sobrantes 19.257.114,40.


    Otros diversos planes para el desarrollo y potenciación de la Armada se sucedieron en esos años, pero a poco de nacer encallaron, y ello a pesar de voces como la de Joaquín Costa, quien en 1883 hacía ver que mientras «en España un gran Ejército permanente es un puro lujo, una Armada poderosa [es] una necesidad». Sin embargo, la mayor parte de la flota programada no llegó a ver la luz. Desviaciones presupuestarias llevaron a aplicar en otras atenciones muchas de las cantidades previstas para desarrollar una nueva escuadra, singularmente en terminar la obra de buques ya en grada, cubrir sus mayores costes y atender a gastos financieros. Al final, el programa naval solo iba a dar lugar a siete nuevos cruceros protegidos, diez cañoneros-torpederos y otro buque más. Un crucero-acorazado, el Pelayo, era el único que podía ponerse a la altura de los de otras potencias. A partir de ahí, el resto de los navíos de la Flota estaban considerados como de 2ª o 3ª clase.


    Si los gastos para personal podían compararse con los de Francia o Italia, no sucedía lo mismo con los de construcción, mantenimiento y material. Mientras cada uno de los tres departamentos españoles tenía en 1889/1890 una asignación de 1.229.500 pesetas, solo el de Tolón en Francia disponía de 3.997.670. Era el resultado de unos créditos insuficientes y mal empleados.


    Una comparación entre la potencia naval española en 1896 y la de otras naciones europeas, incluyendo los barcos operativos y en construcción (.) resulta ilustrativa.
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    Cuando en 1895 comenzó la definitiva insurrección en Cuba, seguida en 1896 por otra en Filipinas, el Ejército y la Marina españoles estaban lastrados por unas reformas que no llegaban nunca, y unos presupuestos claramente insuficientes y, en muchos casos, mal administrados. Con respecto a estos últimos, es interesante contrastar la evolución de los presupuestos de defensa en España y en otros países europeos.
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    2. Hacia el desastre


    En Cuba la paz de Zanjón no había sido más que una tregua en los afanes independentistas de una parte de sus habitantes. En el fondo estas aspiraciones y, en definitiva, el conflicto continuaban latentes, y pronto volvieron a brotar, como se demostró en 1879 con la guerra chiquita, esta sí rápidamente sofocada. El 24 de febrero de 1895 tuvo lugar el Grito de Baire, aunque en realidad fueron varios gritos a favor de la independencia en diversas localidades de la zona oriental de la isla, y a partir de ahí los acontecimientos se sucedieron imparables. Pronto se organizaron partidas acaudilladas por Bartolomé Masó, Antonio Maceo, Máximo Gómez y Calixto García, ostentando José Martí la jefatura política de la insurrección.


    La aparente paz durante los años transcurridos desde la última contienda y los recortes presupuestarios de los que hemos venido hablando, habían dejado a la isla con una guarnición reducida a una plantilla de 15.900 hombres, organizados en siete regimientos de Infantería, dos de Caballería, un batallón de Artillería, otro de Cazadores, y otro mixto de Ingenieros, además de tres tercios de la Guardia Civil. Por otro lado, los ocho millones de pesos del presupuesto del ramo de Guerra en Cuba no alcanzaban para los haberes del personal, y menos para el mantenimiento de la artillería, la protección de caminos y vías férreas, y la dotación de parques y almacenes.


    Eran unas fuerzas claramente insuficientes para un territorio con tres áreas montañosas difíciles de controlar, especialmente Sierra Maestra, intrincado complejo escarpado y boscoso. Pero, con todo, lo que más podía afectar al desarrollo de las operaciones militares eran una vegetación muy densa con zonas encharcadas y manglares costeros, y, sobre todo, un clima tropical y húmedo, caldo de cultivo para la fiebre amarilla y la malaria, que tanto habían afectado a las tropas peninsulares en ocasiones anteriores. El propio Máximo Gómez llegaría a decir que entre sus más destacados generales estaban Junio, Julio y Agosto, es decir, la estación de las lluvias, el calor tropical y la fiebre amarilla, junto a la disentería, el paludismo, la malaria y la gangrena.


    Para sustituir al capitán general Calleja, de inmediato fue enviado a Cuba el general Martínez Campos, quien desembarcó en Santiago de Cuba el 17 de abril en calidad de pacificador por sus dotes militares y políticas. Le acompañaba un contingente de 7.252 hombres para reforzar una guarnición previamente diezmada por bajas hospitalarias, falta de reemplazos, y parte de ella en destinos administrativos.


    Otros refuerzos llegaron de inmediato, hasta totalizar 9.000 efectivos. Luego, en junio, se enviaron desde la Península otras dos expediciones con 3.000 y 9.000 hombres, además de armas y municiones. En agosto de nuevo el gobierno ordenó el traslado a Cuba de otras unidades, que, junto con los reemplazos, llegaron a sumar una fuerza expedicionaria de 29.000 hombres. Las remesas de unidades y de soldados de reemplazo continuaron llegando, y a fines de 1895 el ejército de operaciones sumaba 113.500 efectivos, si bien durante el primer año de guerra las bajas totales entre muertos y enfermos suponían ya el 20 por ciento.


    Al producirse el levantamiento el ejército peninsular disponía de una plantilla teórica de 82.000 hombres, aunque en realidad las unidades estaban en cuadro y sin apenas preparación para enfrentarse a una situación bélica. Era el resultado de muchos años de recortes presupuestarios, de abandono y de falta de una política de reformas digna de tal nombre, y, en todo caso, siempre subordinada a tales recortes. Hubo que improvisar a toda prisa, llamando a filas a todos los que permanecían en situación de licencia ilimitada, a los reservistas y a los excedentes de cupo. Se adelantó el llamamiento de quintas, y se fomentó el alistamiento de voluntarios, incluso concediendo indultos a prófugos y desertores. Todo resultaba poco para engrosar un ejército expedicionario.


    La política pacificadora y de mano tendida de Martínez Campos no dio los resultados apetecidos, y en febrero de 1896 renunció a la capitanía general, siendo relevado por el general Weyler, un jefe con fama de enérgico y duro. Durante su permanencia en Cuba, hasta el 9 de octubre de 1897 en que fue sustituido por el general Blanco, el ejército español en la isla alcanzó sus mayores dimensiones. Desde el comienzo de la guerra hasta enero de 1897 habían desembarcado en Cuba 176.066 efectivos de tropa, además de 40 generales con 6.758 jefes y oficiales, pero solo en el primer semestre de 1897 las bajas definitivas por muerte, inutilidad o regreso a la Península ascendían a 13.489, y las bajas por enfermedad suponían otras 21.000 mensuales. El esfuerzo para disponer y reemplazar estos efectivos fue muy grande.


    Entre tanto, en agosto de 1896 otra insurrección, esta vez de tagalos y mestizos, tenía lugar en la isla de Luzón, en Filipinas. Las tensiones en aquel archipiélago venían ya de lejos; en 1872 había tenido lugar un alzamiento en Cavite, pronto dominado. Pero se habían creado asociaciones autonomistas, y, sobre todo, se había constituido la sociedad secreta del Katipunan, más radical, a la que pertenecían Andrés Bonifacio y Emilio Aguinaldo, principales cabezas del levantamiento de 1896. En Filipinas, como en Cuba los desaciertos de los gobernadores habían sido considerables, implementadas allí por una reaccionaria y prepotente actitud de las órdenes religiosas.


    En este archipiélago el hecho de que la mayor parte de las tropas estuvieran formadas por indígenas, junto con las dificultades que para su mando por parte de la oficialidad española constituían la diferencia de lenguas y el cerrado carácter de los naturales, hacían que la guarnición fuera muy vulnerable y la fidelidad de los soldados imprevisible. La plantilla teórica de las tropas ese año comportaba 21.591 hombres, incluidos guardias civiles y carabineros, pero de ellos solo 3.005 procedían de la Península. En Luzón, en el momento del levantamiento, las fuerzas no superaban los 2.000 hombres, mientras que los tagalos implicados tal vez sumaran 25.000.


    Como ocurrió con Cuba, de inmediato se prepararon expediciones de soldados de reemplazo para reforzar aquella guarnición, una primera inmediata de 5.450 soldados, y luego varias hasta alcanzar los 30.000 efectivos, de los cuales una tercera parte llegaron a participar en la campaña de Cavite durante los primeros meses de 1897. De igual forma que en Cuba, las tropas tuvieron que enfrentarse contra una difícil orografía, el clima tropical y la falta de medios tanto específicamente militares como sanitarios.


    Sustituido el capitán general Blanco, acusado de blandura, y al que le fue encomendada la pacificación de Cuba, le sustituyó el general Polavieja, quien en algún momento llegó a disponer de una fuerza de 50.000 hombres, la mitad de ellos europeos. Sin embargo, duró pocos meses, siendo reemplazado por Primo de Rivera, el que, después de desarrollar una gran actividad, llegando incluso a reclutar 21.000 indígenas de etnias distintas a la tagala, en diciembre de 1897 consiguió una momentánea pacificación, con la promesa de Aguinaldo y sus tropas de abandonar la lucha armada a cambio de una importante compensación económica que ascendía a 1.700.000 pesos. Pero la paz iba a durar poco, y en marzo siguiente volvieron a reanudarse las hostilidades.


    En España la muerte de Cánovas, asesinado en agosto de 1897, y su sucesión por Sagasta, dieron un nuevo giro a la política ultramarina, sometida ahora al crecimiento de la presión norteamericana y a la apertura del nuevo frente filipino. En Cuba Blanco intentó negociar con los jefes rebeldes, mientras que estos, convencidos de su impotencia para resolver por sí solos la contienda, buscaban el apoyo del Ejército y la Armada de los Estados Unidos. En Madrid, por otro lado ya tarde, se aprobaba en noviembre de 1897 una Constitución Colonial que consagraba una amplia autonomía para Cuba y Puerto Rico.


    Toda esta efervescencia militar y política no tenía un reflejo en los importes ordinarios de los presupuestos militares. Los de Guerra, que en 1894/1895 suponían 125.004.000 pesetas, pasaron en el siguiente ejercicio a ser 114.446.000, en el de 1896/1897 118.832.000 y en el de 1897/1898 solo se incrementaron diez millones (128.603.000). Los de Marina se mantuvieron durante los mismos años en una media de 21.945.000 pesetas. Únicamente en el ejercicio de 1898/1899 tales presupuestos experimentaron un incremento algo significativo, pasando los de Guerra a ser 159.309.000 pesetas y los de la Marina 25.317.000. No obstante, los gastos de la contienda, como se verá, iban por otro lado.


    Por lo pronto, los de Cuba se atendieron, al menos hasta mediados de 1896, con fondos propios de la administración de la isla, con su Tesoro, y lo mismo ocurrió en un principio con los de Filipinas. Sin embargo, agotados los recursos cubanos hubo que acudir a la Hacienda peninsular buscando otros ajenos a los presupuestos ordinarios. Se recurrió fundamentalmente al crédito, y, en definitiva, a la Deuda. Cánovas formalizó un empréstito interior, y a su muerte los liberales de Sagasta siguieron la misma política para allegar fondos que permitieran seguir sosteniendo la guerra en Cuba y en Oriente. Algunas otras medidas financieras, aunque de poca importancia, se fueron adoptando por el gobierno, como la de disponer un crédito extraordinario para las secciones de Guerra y Marina en el presupuesto de Ultramar para Cuba.


    Uno de los problemas que afectaron a estas guerras fue el de la corrupción de que reiteradamente fue acusada la Administración militar por parte de una prensa peninsular que denunciaba las miserias que padecían los soldados, faltos de adecuada alimentación y de una mínima sanidad, y el hecho de que, mientras el Estado libraba por igual los haberes de todos, la realidad era que en unas unidades se cobraba más que en otras. Un anónimo autor, procedente sin duda de la misma Administración militar, publicó en México un folleto con el título de La Administración militar por dentro en Cuba, en el que, entre otras cosas, decía que las distribuciones de fondos


    



    «se hacen bajo la presión de estas influencias y en definitiva viene a resultar que se libra en exceso a determinadas plazas y servicios porque los administradores o encargados son de la situación, y contribuyen con un tanto por 100 de lo librado, o una cantidad alzada ya convenida y ajustada al ser destinado el oficial, y a los servicios, cuyos administradores no sudan (término clásico administrativo), se libran cantidades insignificantes, con lo que no pueden cubrir ni con mucho sus atenciones».


    



    Y aún denunciaba más, manifestando que algún jefe decía que «ha tenido la suerte de que le tocasen tres o cuatro premios mayores de la Real Lotería y con su importe y los ahorros de sus sueldos [en cursiva en el original], ha comprado fincas urbanas o rústicas de gran precio, carruajes y otras bagatelas». Esa presunta defraudación de fondos públicos la hacía ver luego en las áreas de provisiones, hospitales y transportes militares, así como en los materiales de Artillería e Ingenieros.


    A pesar de toda esta picaresca, producto sin duda de la guerra y de las circunstancias que en aquellos momentos se vivían, lo cierto es que la gestión y el control de la Administración militar, a cargo de unos miembros ya plenamente militarizados, poco ya tenía que ver con lo que de ellos se ha descrito para el segundo tercio de aquel siglo, aunque aún tardarían unas décadas en ajustarse plenamente a los cánones del resto de la Administración del Estado.


    En 1888 la Marina había creado una Dirección General de Contabilidad, dependiente de su propia Intervención Central, con la misión de poner al corriente todas las operaciones financieras, aunque tardó años en estar totalmente operativa. Por recomendación del ministro de Hacienda en 1893 se restablecieron las Ordenaciones de Pagos de los departamentos, algo obligado desde la publicación del Real Decreto de 24 de mayo de 1891, que aprobaba el Reglamento de la Ordenación de Pagos del Estado. Se trataba con ello de poder conocer en todo momento la situación de los créditos presupuestarios, y unificar, uniformar y centralizar los procedimientos de reconocimiento y pago de las obligaciones, así como su justificación.


    El mismo Reglamento disponía que los mandamientos de pagos militares, en vez de archivarse en las oficinas de la Administración militar, debían acompañar a las cuentas justificativas de ingresos y pagos para su examen por la Intervención General de la Administración del Estado y el Tribunal de Cuentas, y para la comprobación de los pagos hechos por el Tesoro. «No acompañar a las cuentas de ingresos y pagos los libramientos de Guerra y Marina decía resulta peligroso para el Tesoro». También los inventarios de bienes de los Cuerpos dependientes de ambos ministerios debían remitirse a dicho Tribunal a través de la Intervención General, habida cuenta de que la Ley de Presupuestos de 29 de junio de 1890 había dispuesto que la Intervención de todos los servicios, tanto civiles como militares, se centralizara en la Intervención General de la Administración del Estado.


    No obstante, en la Exposición de Motivos del Real Decreto el legislador se quejaba de la imposibilidad de alcanzar una mayor centralización, «lamentando que la índole especial de los servicios de Guerra y Clases Pasivas no permita llevarla a cabo con la extensión que se juzga aplicable a los demás». En cualquier caso, y al final, aunque las Cortes aprobaban la Cuenta General del Estado, la realidad de una Hacienda aún excesivamente simple, y la ausencia de normalidad política, impedían que aquellas ejercieran con rigor los controles que les venían atribuyendo las sucesivas Constituciones.


    Pero volvamos a Cuba y a su guerra. En mayo de 1897 Sagasta se pronunciaba en contra de la política militar del gobierno conservador con un discurso en el que hizo alusión al hecho de haberse enviado ya a la isla «nada menos que 200.000 hombres [], y gastado más de 1.000 millones de pesetas». Se trataba de cifras no muy exageradas para aquel momento, y que, de alguna forma, adelantaban ya lo que iba a ser el coste de aquella guerra.


    Como ya se ha dicho, con los liberales en el gobierno y Blanco en la Capitanía General se buscó una solución pacífica del conflicto mediante la concesión de un régimen de autonomía para Cuba y Puerto Rico, junto con una amplia amnistía para los presos políticos, la extensión de los derechos políticos de los españoles a todos los residentes en aquellas islas, y la introducción en las mismas del sufragio universal. Con esto, y con el pacto conseguido en Filipinas, parecía que todo el problema se podía solucionar.


    Pero estos remedios llegaban demasiado tarde, y las presiones de los Estados Unidos ya no se limitaban al apoyo material a los insurrectos. La voladura del Maine sirvió de pretexto para un ultimátum, que en realidad era una declaración de guerra, la que luego se formalizó el 25 de abril de 1898. La intervención norteamericana en Filipinas, y la derrota naval de Cavite el 1 de mayo, dieron nuevos impulsos al levantamiento insurreccional en aquel archipiélago, al tiempo que la escuadra enviada en socorro de los que allí peleaban hubo de regresar a la Península después de que los británicos no la autorizaran a pasar por el canal de Suez.


    Hacia Cuba se envió el 18 de abril otra escuadra mandada por el almirante Cervera, mientras una norteamericana se acercaba también a la isla. La escuadra de Cervera, fondeada en la bahía de Santiago de Cuba, pudo comprobar como la ausencia de una adecuada modernización de la Marina española, falta de navíos acorazados y de una artillería adecuada, todo ello derivado de una política errática, la dejaban indefensa y a merced de los navíos americanos.


    Ya lo había advertido en 1860 un Eustaquio Toledano premonitorio en su Curso de Instituciones de Hacienda Pública: «Los NorteAmericanos (sic), raza inglesa, son insaciables de conquistas y de ensanche []. Deber de nuestro Gobierno es prepararse a la lucha antes que se apoderen de Cuba, deber es fijar en esta isla la atención y recursos para librar esta joya, llave del comercio americano, de cualquier ataque».


    El desenlace fue la pérdida total de nuestra escuadra, la rendición de Santiago de Cuba el 12 de julio, y, poco después, el 12 de agosto, el cierre de las bases del protocolo de Washington que reconocía la independencia de Cuba. Dos día más tarde se firmaron las bases de la capitulación de Manila, lo que derivó en la ocupación de las Filipinas por las fuerzas de los Estados Unidos. Por el Tratado de París de 10 de diciembre de 1898 España renunciaba a su soberanía sobre Cuba, y cedía a los Estados Unidos Puerto Rico, junto con las islas Filipinas y la isla de Guam en las Marianas; los Estados Unidos rechazaban la transferencia de la deuda financiera generada por esos territorios; y todo ello a cambio de 20 millones de dólares, triste compensación, aunque solo fuera teniendo en cuenta el coste de aquellas guerras.


    En cambio, a pesar de no estar obligada España por el Tratado de París a asumir las deudas coloniales, «razones de naturaleza financiera impusieron su reconocimiento». Dichas deudas eran las contraídas para financiar las dos guerras de Cuba y Filipinas, más las totales que con anterioridad tenían reconocidas las Haciendas de aquellas dos provincias (Puerto Rico no tenía debitos). Tales deudas representaban 1.175 millones de pesetas, más otros 66,6 millones de intereses y un pago anual de 75,3 millones.


    Baldovín Ruiz aporta las cuentas liquidadoras del Ministerio de Ultramar correspondientes a los gastos en Cuba, Puerto Rico y Filipinas desde el 4 de marzo de 1895 hasta el 31 de diciembre de 1898:
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    Por su parte, Roldán Montaud ha realizado un riguroso estudio del coste de ambas guerras a través de los pagos por gastos de campaña entre el 4 de marzo de 1895 y el 31 de diciembre de 1902, así como de la deuda pendiente y sus intereses. Todo ello se resume en los datos que se expresan a continuación:


    La Cuenta general de los gastos de la campaña de Cuba arroja los siguientes pagos en pesos equivalentes a cinco pesetas (un dólar de los Estados Unidos):
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    Tales cantidades, junto con la deuda y otras partidas, se resumen en un total de gastos por la guerra de Cuba de alrededor de 2.835 millones de pesetas, más otros 178 por la de Filipinas. Solamente un pequeño porcentaje del total se pagó en el momento con cargo a impuestos extraordinarios (cerca de 50 millones) y mediante una suscripción abierta en 1898 (26 millones). El resto se obtuvo mediante empréstitos interiores a devolver en años sucesivos, toda vez que el capital extranjero fue remiso a la vista de las dificultades de la Hacienda y del progresivo volumen de la Deuda.


    



    3. Camino de la Dictadura


    Lo ocurrido en 1898 dejó una huella profunda en la sociedad española y, como no podía ser menos, en «la familia militar», término que se fue abriendo paso al compás de un cada vez más marcado corporativismo. En palabras atribuidas a Silvela, el líder del partido conservador, España, desmoralizada y desengañada, «se había quedado sin pulso». En muy breve tiempo se pasó de la exaltación patriótica a un pesimismo absoluto.


    También a una exigencia de responsabilidades. Mientras Canalejas echaba en cara en las Cortes al ministro de Marina que hubiese ordenado a Cervera acudir a Cuba con barcos de deficiente andar y faltos de combustible, significándole que, en todo caso, este último no había debido de salir de la bahía donde estaba bloqueado, el ministro se defendía sosteniendo que el gobierno nunca había ordenado al almirante ir a Santiago, y que su salida a mar abierto tampoco se había debido a orden del gobierno. En fin, el culpable era Cervera.


    Por su parte, el Ejército y la Marina vieron en los políticos y en la sociedad civil que los apoyaba a los verdaderos responsables de la falta de una adecuada renovación y modernización de ambas instituciones, tal y como se venía haciendo en países como Francia y Alemania a partir de la guerra francoprusiana. Les echaban en cara aquellos «presupuestos de paz» que habían limitado su desarrollo. Pero, a su vez, se vieron desprestigiados ante una opinión pública que los acusaba de inutilidad y corrupción, y que lloraba los, al menos, 53.000 muertos de la última guerra. El conde de las Almenas llegó a decir en el Senado el 7 de septiembre de 1898 que había «que arrancar de los pechos muchas cruces, y subir muchas fajas desde la cintura hasta el cuello». Un abismo se abrió entre civiles y militares.


    Era ya lo que le faltaba al Ejército para radicalizar el autismo que venía incubando desde las últimas décadas, junto con una exacerbada sensibilidad ante las críticas antimilitaristas, lo que le iba a llevar con el tiempo a una reacción violenta. Por lo pronto, se sabía indispensable, como guardián del orden, para un aparato político que confiaba en él para mantener el statu quo ante los radicales movimientos nacionalistas y revolucionarios que empezaban a emerger. Ello lo llevó a considerarse el custodio de los valores tradicionales que se estimaban consustanciales con la nación. Cualquier ataque al Ejército se estimó como un atentado a esos mismos valores, y contra ello había que reaccionar. Tal fue la mentalidad que llevó a los asaltos por grupos de oficiales de las oficinas de los diarios El Progreso de Valencia, El Correo de Guipúzcoa, y, más tarde, a las redacciones del ¡Cu-Cut! y La Veu de Catalunya en Barcelona.


    Al mismo tiempo, y aunque teóricamente alejados de la lucha política diaria, los militares mantenían su vinculación con el gobierno de turno a través de sus tradicionales feudos de los ministerios de la Guerra y de Marina, así como del escaño que muchos de sus miembros disfrutaban en las Cortes. Las críticas antimilitaristas fueron sofocadas mediante la censura militar de la prensa decretada en mayo y junio de 1898, lo que sería solo un primer aviso, que se concretó más tarde con la aprobación, el 20 de marzo de 1906, de la Ley para la Represión de los delitos contra la Patria y el Ejército, que dejaba estos en manos de la justicia militar.


    Así fue como el pretorianismo militar de los comienzos de la Restauración fue desarrollando un latente militarismo que iba a eclosionar primero con las Juntas de Defensa a partir de 1917, y luego con el golpe de Estado de 1923. A este respecto, Carolyn P. Boyd sostiene que «hay que distinguir pretorianismo de militarismo un concepto mucho más amplio y más flexible, que hace referencia a una influencia militar en los asuntos políticos ubicua y excesiva y de militarización, la aplicación de conductas y valores militares a la sociedad civil».


    Con todo, tanto sobre el Ejército como sobre la Marina seguían gravitando los problemas que les venían siendo tradicionales, entre ello, y quizás el más grave, como ya se ha dicho, el del excesivo número de jefes y oficiales, ahora agravado tras la pérdida de las antiguas colonias. Una Armada ya sin barcos y un Ejército reducido drásticamente en el número de tropas y unidades, seguían acogiendo a un desproporcionado número de mandos, para los que los sucesivos gobiernos no terminaban de encontrar una solución que evitara traumatismos.


    Al final de la guerra 142 almirantes para una escuadra poco aparente y menos real, y 499 generales y 589 coroneles para mandar una tropa reducida a 80.000 soldados era algo insostenible. De los 24.705 jefes y oficiales del Ejército que en 1900 figuraban en las escalillas, 8.000 carecían de destino, y aunque poco a poco aquel número se fue reduciendo, el ritmo fue tan lento que en 1930 aún suponían casi 15.000.


    Al problema de unas expectativas profesionales dignas, se añadía el de unos sueldos que permanecían invariables desde 1871 para el generalato y desde 1891 para los jefes y oficiales; y ello en una coyuntura de incremento de precios que Fernández Bastarreche estima en un 12 por ciento solo en los diez últimos años del siglo XIX, y que había absorbido aquellas últimas subidas de sueldos. Hasta 1918 no tuvo lugar un alza significativa de estos, tanto para el Ejército como para la Marina.


    No es posible resumir aquí los devengos que correspondían a los militares al comenzar el siglo XX. Las situaciones de unos y otros eran frecuentemente variadísimas. Los militares empleados podían estar en cuerpos tradicionales o en otros especiales. Los que no tenían empleo o puesto en filas podían figurar como excedentes, con o sin sueldo, de los cuerpos activos, o como reservistas, de reemplazo, etc. Otros fuera ya del Ejército podían figurar como retirados o licenciados absolutos. Además estaban los enfermos ordinarios o en campaña, los heridos, inútiles, arrestados, procesados o condenados. Todas estas situaciones influían de hecho en sus devengos.


    Al soldado se le daba la comida y alojamiento arreglado. También la primera puesta (pantalón, gorro, chaqueta de abrigo, camisas, calzoncillos, ceñidor, pañuelos, un par de zapatos, otro de alpargatas y cuchara). Toda esta puesta estaba valorada en la Infantería en 50 pesetas. Igualmente había que atender a la renovación de las prendas mayores y menores. De su haber se le descontaban 0,42 pesetas diarias para el rancho, y recibía en mano el equivalente a 15 céntimos diarios en concepto de sobras.


    Según las circunstancias de cada uno, los militares podían gozar de determinadas gratificaciones, la mayoría de ellas de muy pequeña cuantía. Las más importantes eran las de mando en campaña o en tiempo de paz. Pero estaban también las gratificaciones de representación, de profesorado, de industria militar, de jueces instructores, fiscales y secretarios; de pagadores, de cajeros de cuerpo, de subdelegados castrenses, de música; de criados o asistentes para los jefes y oficiales que no podían tenerlos; de residencia, jornada, agua y mejora de rancho; de casa, mobiliario y material; de primera puesta, vestuario, montura, correajes, atalajes y pequeñas recomposiciones de material; de remonta, herradores y forjadores, entretenimiento de ganado y útiles de herraje; de enseñanza de tiro, artificieros y apuntadores, artillado y desartillado de baterías, de obras militares y celadores interinos; y, en fin, las de mesa y ración de la Armada.


    Existían igualmente pluses de campaña, de maniobras, concentraciones, retenidos, de trabajos de Zona, prisioneros, secretaría de causas, trabajos topográficos, escoltas, etc. También indemnizaciones y resarcimientos por razón de comisiones; y premios de constancia, enganche y reenganche, y permanencia militar. Asimismo había pensiones de cruces, además de las del Montepío para viudas y huérfanas, estas mientras no se casaran, y huérfanos hasta los 24 años o hasta que empezaran a recibir sueldo del Estado. Por último, y casi como reminiscencia de tiempos anteriores, persistían las pagas de toca, dos mensualidades del último sueldo disfrutado que recibía la viuda mientras no se instruyese el expediente de pensión, o en el caso de que no correspondiese a la viuda mensualidad alguna.


    Toda esa variadísima relación de devengos constituía parte de la asignación presupuestaria destinada a personal y a pensiones, y si en su peso presupuestario representaban cantidades enormes, en el bolsillo de los perceptores seguían significando un malvivir de clase media, en muchos casos baja. Los sueldos en pesetas/año de un regimiento de Infantería eran al comenzar el siglo los siguientes:
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    Otro elemento a tener en cuenta es el de las asignaciones presupuestarias. El acceso en 1899 de Raimundo Fernández Villaverde a la cartera de Hacienda significó un revulsivo para esta. Con una Deuda que se había ido incrementando desde fines del siglo XVIII, y que en 1902 había alcanzado el 124 por ciento del PIB, las cargas financieras que la misma comportaba absorbían casi la mitad del Presupuesto del Estado, trastorno agravado por el coste de las guerras coloniales. Con el objetivo de reducir el gasto público, el ministro reconvirtió la Deuda suprimiendo su amortización y alargando sus vencimientos. Con ello, con la supresión del Ministerio de Ultramar y la finalización de los gastos bélicos, logró equilibrar el Presupuesto durante los primeros años del siglo.


    Pero esto requirió también una contención del gasto del Estado, que hasta 1906 se mantuvo estable, lo que también afectó a los gastos militares. Los presupuestos del Ejército apenas variaron entre 1900 y 1907, con una media anual de 166.341.230 pesetas, lo que significaba a su vez una media del 16,39 por ciento de los del Estado. Los de la Marina, con una media anual de 35.423.442 pesetas, suponían el 3,49. Independientemente, en el mismo periodo Guerra recibió incrementos, créditos extraordinarios y suplementos de crédito también por una media anual de 9.140.542, lo que representaba un incremento del 5,49 por ciento de su presupuesto ordinario; y la Marina 3.721.966, un 10,50 por ciento más de su presupuesto anual.


    Sin embargo, si ponemos en relación esos presupuestos con el incremento continuo de precios, el resultado fue una reducción real del gasto militar, del que, en el Ejército, el 90 por ciento se dedicaba a gastos de personal (sueldos de los mandos y haberes y mantenimiento de la tropa) y a otros gastos de mantenimiento; las inversiones para material no alcanzaban el 10 por ciento. En tal situación la renovación y modernización del armamento, equipamiento, instalaciones, etc. siguieron siendo deplorables. La tan traída y llevada reforma militar en la que tanto había insistido Cassola seguía empantanada.


    En cuanto a la Marina, el 3 de mayo de 1898 había sido Salmerón quien había utilizado en las Cortes por vez primera la palabra «desastre» para referirse al resultado del combate en el que la escuadra de Dewey había echado a pique los barcos de madera de Montojo. Por su parte, Canalejas en la misma sesión recordaba que la escuadra norteamericana se había construido con un esfuerzo nacional que también hubiera sido posible en España. Insistía en ello pocos días más tarde el diputado Lloréns haciendo ver que nuestro presupuesto habría permitido construir una escuadra relevante, ligeramente menor que la italiana, si el derroche no hubiera sido la musa de nuestra Administración. Cantidades consignadas para buques aseguraba habían servido para construir paseos en determinadas poblaciones. Y otro diputado, Ojeda, lo remachaba diciendo que más que pobres éramos malos administradores, puesto que el dinero destinado a barcos había servido para todo, menos para fabricar barcos.


    Lo cierto era que, tras la debacle de 1898, la Marina se había visto reducida a un acorazado de segunda clase, dos guardacostas acorazados también de segunda, cuatro cruceros de primera clase solamente protegidos y tres de ellos aún armándose, otros tres de segunda y tres de tercera (uno de ellos en construcción), otros tres más no protegidos, y unos cuantos buques más de menor consideración. En definitiva, barcos no aptos para equipararse a los de las Marinas de los principales países. En tales condiciones, se vio obligada a reducir la plantilla del Cuerpo General en un 22 por ciento, la de su Infantería de Marina en un 31, y la de los cuerpos subalternos en un 9 por ciento. La primera estaba previsto que se iría amortizando en un 50 por ciento de las vacantes que se fueran produciendo.


    La situación profesional de los marinos era patética, y muchos de ellos se vieron obligados a asegurarse el futuro en áreas ajenas a su profesión. Los presupuestos asignados a su ministerio no contemplaban la posibilidad de una reconstrucción de la Flota. Los gobiernos del momento, complacientes con una opinión pública desafecta hacia la Marina, se volcaban en otras atenciones. El mismo Silvela se quejaba de ello al reconocer en 1903 que «hoy por hoy el país no quiere Escuadra, no quiere Ejército, no quiere instrucción pública».


    Únicamente Maura y su ministro de Marina, Ferrandiz, se aventuraron en 1904 a diseñar un plan de reconstrucción naval que, sin embargo, aún tardaría en dar sus frutos. Fue algún tiempo más tarde cuando la Ley de 7 de enero de 1908 fijó un plan inicial de construcciones navales, que contemplaba la de tres acorazados, tres destructores, veinticuatro torpederos, cuatro cañoneros y diez buques de vigilancia, todo lo cual, junto con la finalización de las obras del crucero Reina Regente y una reserva para mayores costes de obras, supondría 200.654.000 pesetas, que habrían de obtenerse de un incremento presupuestario de 25 millones al año sobre los 40 (en realidad algo menos) que se le venían asignando a la Armada.


    Claro que, según entiende Ricardo Cerezo, tal incremento era ficticio, pues no era distinto del que se pensaba aplicar a los restantes ministerios que no tenían programas de construcción, y, además, la pérdida de valor adquisitivo de la peseta le iba a afectar directamente por la multiplicación de los costes. No obstante, y merced a créditos extraordinarios concedidos durante esos ocho años por importe de 106,5 millones, el programa fue adelante, y los barcos llegaron a construirse.


    Un importante impulso a la Marina lo supuso la Ley de nuevas construcciones de 17 de febrero de 1915, la que, a propuesta del ministro almirante Miranda, preveía la construcción de cuatro cruceros rápidos, seis destructores de alta mar, veintiocho submarinos, tres cañoneras y varios guardacostas y buques auxiliares. Los créditos extraordinarios para el programa deberían desembolsarse durante los seis años en que se calculaba el plazo de construcción, y, en concreto, 14 millones en 1915 y a partir de 1916 cada año 36 millones. Sin embargo, los cálculos económicos no tuvieron en cuenta la inflación con la mayor carestía de los materiales y mano de obra, lo que llevó a que lo presupuestado se quedara ostensiblemente corto. También el plazo de construcción de seis años. tuvo que ser ampliado por la Ley Cortina de 1922. Dada la rapidez a que evolucionaba la técnica naval, ese retraso dio lugar a que muchos de aquellos navíos nacieran ya anticuados en su armamento y propulsión. Fue, sin embargo, significativa la decisión de hacerse con un arma submarina de relevancia, destinándose para la construcción de los submarinos 110 millones de pesetas. Igualmente, y con cargo al presupuesto de Acción en Marruecos, se adquirieron en el extranjero once guardacostas.


    Sin embargo, nada tenía que ver aquella Marina con la de los principales países europeos. En 1918, al iniciarse la 1ª Guerra Mundial, Gran Bretaña disponía de 22 acorazados dreadnought en servicio y otros 13 en construcción; 40 acorazados pre-deadnought; 9 cruceros de batalla y otro en construcción; 121 cruceros de otras categorías; 221 destructores; y 73 submarinos. Sin llegar a esas enormes cifras, Alemania contaba con 15 acorazados dreadnought y cinco en construcción; 22 acorazados pre-deadnought; cinco cruceros de batalla y tres en construcción; 40 cruceros; 90 destructores y 31 submarinos. Estas cifras lo dicen todo.


    El 15 de septiembre de 1917 se creó la Aeronáutica Naval, a la que en 1921 se concedieron créditos para adquirir los primeros aviones tipo Glider y la habilitación de un aeródromo en el Prat de Barcelona. Después se crearon otras bases secundarias y en 1921 se adquirió un carguero alemán, que fue transformado en portahidros con el nombre de Dédalo. En 1922 la Marina disponía de 73 aviones, seis globos y cuatro dirigibles.


    Al mismo tiempo, un nuevo problema surgió para el Ejército. Un tratado internacional que España no llegó a firmar había consagrado en 1902 la influencia francesa sobre el antiguo reino de Marrakech, al tiempo que reconocía a España un papel similar en Fez. Sin embargo, no fue hasta el Convenio franco-marroquí de 30 de marzo de 1912, firmado por España el 30 de noviembre del mismo año, cuando se fijó la zona asignada a España en el Protectorado de Marruecos, todo ello dentro de la política colonialista que las naciones europeas habían venido implementando desde el siglo XIX.


    Después de los incidentes ocurridos en Melilla en 1893, el Tratado de paz firmado por el sultán el 5 de marzo de 1894 obligaba a este a castigar a los rifeños por las agresiones que pudieran producir a los españoles, quienes, por otro lado, estaban defendiendo intereses mineros en aquellas regiones. El problema surgió el 9 de julio de 1909 cuando cabilas del Rif se levantaron en armas atacando a los obreros del ferrocarril minero. Ante tal situación, el gobierno decidió no tolerar las agresiones «injustificadas de cabileños revoltosos, ni dejar sin castigo [la] matanza [de] españoles».


    Empezó así una cruenta guerra, que exigió el envío a Melilla de refuerzos militares, que llegaron a alcanzar los 17.000 soldados. Un nuevo desastre, ahora en el Barranco del Lobo con 1.248 bajas, despertó los adormecidos sentimientos nacionales, pero si en 1860 habían albergado fervores patrióticos a favor de la guerra, ahora esta se mostraba absolutamente impopular, sobre todo por la necesidad de enviar contingentes de tropa a unas tierras áridas y pobres, donde, para muchos, nada se nos había perdido.


    Subsistía el denostado sistema de quintas, después del fracaso de Cassola que pretendía implantar un servicio militar obligatorio de carácter universal; y la decisión del gobierno de movilizar 14.000 reservistas de las quintas de 1903, 1904 y 1905 para reforzar las tropas de Melilla, muchos de ellos ya padres de familia, sirvió para encender la hoguera. El embarque de soldados en Barcelona dio lugar a la Semana Trágica, con declaración del estado de guerra y una dura represión. Hasta 45.000 hombres, 3.700 cabezas de ganado, entre caballos y mulas, y unas 150 piezas de artillería llegó a contar el ejército de África antes de poner fin a las operaciones en enero de 1910; pero solo fue una pausa circunstancial, porque en 1911 se reprodujeron los levantamientos de cabilas que, de forma intermitente, dieron lugar a cruentos enfrentamientos armados con un enorme número de bajas.


    El malestar general ante una guerra en la que los muertos eran «los de siempre», exigió modificar el sistema de reclutamiento, en busca de otro que alcanzara a todos los jóvenes del país, suprimiendo además la redención a metálico y la sustitución. Una ley que recogía la esencia de esa pretensión fue aprobada el 29 de junio de 1911, y luego desarrollada en el texto articulado de la nueva Ley de Reclutamiento y Reemplazo de 19 de enero de 1912, que, sin embargo, siguió manteniendo algunas ventajas para las clases sociales más favorecidas al implantar la figura del soldado de cuota, el que, mediante el pago de 1.000 o 2.000 pesetas, una cantidad importante para aquella época, podía reducir su tiempo de servicio a diez o cinco meses respectivamente, en vez de los tres años estipulados.


    La continuidad de las confrontaciones bélicas exigió la presencia permanente en el norte de África de unos importantes efectivos de guarnición y en el ejército de operaciones. Las plantillas de tropa que en 1900 se habían limitado a 80.000 hombres, en 1911 alcanzaban ya los 115.000, mientras la contienda consumía en 1913 un millón y medio de pesetas diarias. En 1915 los efectivos teóricos pasaron a 140.000, en 1919 a 192.000 y en 1920 a 216.000.


    Las exigencias del conflicto marroquí, y este espectacular incremento en el número de soldados dieron lugar a medidas excepcionales por parte de la Hacienda. Lejos quedaban ya los presupuestos equilibrados de Fernández Villaverde. La coyuntura militar imponía sus propias reglas, y los gastos de la defensa pasaron a representar un 23 por ciento del total entre 1919 y 1923. Desde 1913 el Presupuesto contó con una partida denominada Acción en Marruecos, que fundamentalmente incluía todos los gastos militares en aquel territorio, y que se superponía a las partidas tradicionales de los Ministerios de Guerra y Marina. Además, habría que contabilizar también, como siempre, los créditos extraordinarios y suplementos de créditos concedidos a ambos ministerios.


    También el Ejército había empezado pronto a crear un servicio de aviación y aerostación. Se adquirieron globos, dirigibles y aeroplanos, y en 1909 se utilizaron en Marruecos con fines militares dos globos. En 1913 se disponía ya de unos treinta aviones de diverso origen, y a Melilla se envió una primera escuadrilla de aeroplanos, primer paso de una fuerza aérea en Marruecos cuyo número de aparatos se fue progresivamente ampliando. Primero fueron compras en el extranjero de aviones Maurice Farman, Lohner y Nieuport, que más tarde se fueron sustituyendo por Flechas de fabricación nacional. Aunque durante la primera Guerra Mundial en España se llegaron a fabricar unos 120 aparatos, la penuria de nuestra aviación militar era patente si se la compara con la fuerza aérea de los países de nuestro entorno. Fue a raíz de la terminación de la Gran Guerra cuando pudieron comprarse aviones baratos procedentes de la misma. No obstante, las inversiones en la aviación no fueron muy importantes. En 1919 para adquirir unos 48 aparatos el ministro la Cierva obtuvo un crédito de 5,7 millones, que hubo de ser completado mediante una suscripción nacional.


    El conde de Romanones ofrece los siguientes datos de los presupuestos ordinarios del Ejército y de los específicos para Marruecos:
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    En diez años el presupuesto militar se había incrementado en un 167 por ciento. Los créditos extraordinarios y suplementos de créditos para el Ejército ascendieron en los mismos años a un total de 202.924.497,88 pesetas, y se concedió una cuantía indeterminada por incremento del contingente de las tropas indígenas en Marruecos.


    A pesar de ese desarrollo presupuestario, Romanones se quejaba de que el mismo no hubiera tenido consecuencias positivas. «No existen decía suficientes cantidades de armamento portátil, de arrastre y pesado en los parques, ni municiones suficientes, ni aparatos de aviación, ni material de puentes, de telégrafos, de ferrocarriles, de Sanidad, de Administración, etc., etc. en abundancia». Y acusaba luego lo mismo respecto de las baterías costeras, alojamientos, vestuario, equipo, monturas


    Era, a su entender, el resultado de una acusada desproporción entre las cantidades asignadas para personal y el exiguo resto que quedaba para las restantes atenciones. «Con los recursos actuales el presupuesto de la Guerra está en la imposibilidad de darnos un Ejército eficaz, ya que el personal consume en parte desproporcionada sus créditos». Para remediarlo propugnaba un recorte de plantillas y una oficialidad de complemento movilizable, como la que era usual en otros países, y se había demostrado eficaz durante la primera Guerra Mundial.


    Ciertamente, las cantidades de que disponía el Ejército para dedicarlas al armamento y material eran mínimas. Algo se ha dicho ya en relación con la aviación. La artillería de hierro y bronce del siglo XIX empezó a ser sustituida muy lentamente por la de acero, con especial atención a los cañones Krupp, todos ellos de esta última aleación. Con destino a Cuba se habían hecho las primeras adquisiciones de piezas de montaña de calibre 75 y de otras de campaña de calibre 87. En 1901 se adquirieron 144 cañones de 75 mm., de ellos 24 de la Casa Krupp, 96 de Vickers-Saint-Chamond y 24 de Sneider. También, para ir sustituyendo a otros de hierro de menor calibre, a comienzos del siglo XX se empezó a dotar a la artillería de costa con cañones de 305 mm. A partir de entonces se optó por la adquisición de piezas de tiro rápido, entre ellas varios cañones Krupp de 155 mm. comprados en 1913. En 1917 se estableció como reglamentario para la artillería de campaña el obús Vickers de 105 mm.y otro de 155 mm., además de uno para la de montaña de 105 mm.; mientras que para la defensa de las bases navales se compraban ocho cañones Vickers de 381 mm., que se incorporaron a otra remesa de 152,4 mm. fabricada en España. De todas maneras eran simples gotas de agua en un desierto.


    Era también Romanones crítico con la forma de gestión económica que se llevaba a cabo en el Ministerio de la Guerra. Una Ley de 15 de mayo de 1902 había reorganizado la administración del Ejército escindiendo su Cuerpo Administrativo en el de Intendencia, encargado de dicha gestión y de su soporte contable, y el de Intervención, que habría de llevar a cabo su fiscalización económica con absoluta dependencia funcional de los organismos superiores fiscales de la Nación; por más que la efectividad práctica de esta Ley se demoró hasta 1911, y aquella dependencia funcional se diseñara aún de forma vaga e imprecisa. No obstante, se implantó entonces también en el Ejército la fiscalización previa del gasto, por cierto muchos años antes de que se hiciera en la Administración civil.


    La aprobación de la Ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda Pública de 1 de julio de 1911 aún dio lugar a discusiones previas en las Cortes en relación con su aplicación a la milicia, y especialmente sobre si la fiscalización directa del gasto en Guerra y Marina debía ser llevada a cabo por interventores civiles, algo en lo que insistieron mucho los diputados Pedregal y Suárez Inclán, aun reconociendo las dificultades a vencer en la práctica. No obstante, se aprobó la Ley con un artículo 71 donde se disponía: «La Intervención General de la Administración del Estado tendrá el doble concepto de Centro directivo de la contabilidad administrativa, y de Centro encargado de intervenir los ingresos y pagos del Estado y de fiscalizar todos los actos de la Administración Pública, incluso los de los ramos de Guerra y Marina, que estarán organizados respectivamente conforme a las disposiciones de la Ley de 15 de mayo de 1902 []».


    Quedaba así definitivamente consagrada la subordinación de la Administración Militar al control del Ministerio de Hacienda, con la singularidad de llevarla a cabo a través de un Cuerpo militar; pero insistiendo en otro artículo en la facultad de la Intervención General de «inspeccionar, por sí o por medio de Delegados, todas las dependencias y establecimientos de Guerra y Marina en cuanto se refiera a los servicios que produzcan liquidación y pago de obligaciones». Sin embargo, para el Protectorado de Marruecos se estableció en 1915 una Intervención Civil de Guerra y Marina, que persistió hasta que en 1924 pasó a integrarse en el recién creado Tribunal Supremo de la Hacienda Pública.


    A pesar de todas estas cautelas, Romanones aún llegaba a decir en 1920 en relación al presupuesto de Guerra: «Este presupuesto ha constituido siempre una pura ficción, un documento redactado para cumplir una formalidad legal; está edificado sobre terreno tan movedizo que la voluntad ministerial actúa con una completa libertad, muy distante de aquélla que le es permitida en otros departamentos []. Es de flexibilidad aterradora [], se deja a los ministros una libertad de acción casi absoluta». Y citaba al diputado Pedregal, quién, en sesión de 17 de diciembre de 1914, decía: «Tan grande es esa libertad, que realmente el presupuesto, tal como está redactado, más que un presupuesto, es una amplísima autorización, que en nada liga al ministro, el cual puede hacer todas o casi todas las modificaciones que se le ocurran».


    En otro orden de cosas, entre 1914 y 1918 España se había beneficiado de la neutralidad que había mantenido durante la Gran Guerra. Fue una época dorada en la que brilló especialmente el desarrollo financiero y, levemente, el industrial. La anterior política de estabilización había permitido la recuperación del valor de la peseta, que mantuvo una alta cotización hasta la crisis del final de los años 20, mientras que los precios, tras una fase inflacionista durante la guerra mundial, y una caída entre 1920 y 1923, se estabilizaron al alza.


    Pero aquella fase inflacionista había amenazado gravemente los bolsillos de los militares, con sus sueldos congelados, como ya se ha visto, desde mucho tiempo atrás. La carestía, con un alza de precios en 1917 de 120 a 127 sobre el índice 100 de 1913, había desencadenado serias revueltas en el mundo obrero. También sirvió de detonante para el movimiento sindicalista que fermentó en las filas del Ejército, y que terminó dando lugar a las Juntas de Defensa.


    Dentro del marco militar se debatían tres ejércitos paralelos: el de la capital, burocrático y palaciego, el de provincias, un tanto olvidado, y el africanista, que concitaba resquemores por sus mejores sueldos al estar en campaña y, sobre todo, por su posibilidad de rápidos ascensos por méritos de guerra frente al ascenso por escalafón. La insatisfacción de unos oficiales condenados a aparentar un nivel social que nada tenía que ver con sus medios económicos, en aquellos momentos en una situación ciertamente crítica, las diferentes expectativas de carrera entre unos y otros y el padrinazgo que en beneficio de muchos se ejercía desde altas instancias, incluso la del Trono, junto con el descontento ante un ambiente social que les era desfavorable, todo ello coadyuvó a provocar una violenta reacción militar en defensa de sus intereses corporativos.


    No vamos a analizar aquí lo que las Juntas de Defensa significaron en la política del momento, su intervención en la misma, y su insubordinación frente al poder civil, en un paso más, prepotente, hacia la eclosión del militarismo; pero sí cabe decir que el malestar militar por la ausencia de unas reformas que nunca llegaban sirvió de cauce para la aprobación de la Ley de Bases para la reorganización del Ejército, promulgada el 29 de junio de 1918, que favorecía a la oficialidad peninsular frente a la destinada en Marruecos al prohibir los ascensos por méritos. La base séptima de la Ley contemplaba la adquisición de material por un importe aproximado de 1.306.524.644 pesetas a desglosar en doce años, y dejaba al ministro la puerta abierta para obtener autorizaciones para determinados créditos y para gastos extraordinarios. Con la misma, los sueldos se aumentaron, y con ellos los presupuestos ordinarios de Guerra y Marina, con un incremento en los siguientes doce años de 2.500.000 pesetas por encima de los vigentes. Si en 1917 la suma de los presupuestos para la defensa comportaba el 17,90 por ciento del Presupuesto del Estado, en 1918 pasó a suponer el 26,61. Por parte del gobierno era una forma de asegurar su lealtad ante los conflictos revolucionarios que pretendían torpedear el régimen de la Monarquía parlamentaria.
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    Pero finalizada la guerra mundial se comprobó que la prosperidad económica de aquellos años no había sabido aprovecharse para una reestructuración de la industria y de la agricultura españolas, que el auge era en buena parte ficticio, y que solo había beneficiado a unos cuantos. Por el contrario, se produjo una depresión económica que no hizo más que agravar las reivindicaciones sociales y el malestar general.


    En ese ambiente enrarecido, y con una sucesión de gobiernos que se mostraron incapaces, tuvo lugar en Marruecos el desastre de Annual de 1921, otro más que añadir a los que se venían produciendo en los últimos veinticinco años. Annual provocó el colapso de las fuerzas de la Comandancia Militar de Melilla. Unos 10.000 hombres habían perdido la vida, junto con su equipo y armamento. Un manto de desmoralización cubrió a unas tropas que se habían venido mostrando poco eficaces en la campaña, a pesar de las enormes cantidades de dinero en ella invertidas.


    Los gastos de defensa durante la Restauración se habían mantenido dentro de un arco entre el 19 y el 23 por ciento de los gastos del Estado; pero tanto en el quinquenio de 1874-1880 como en el de 1919-1923 habían alcanzado el 27 y el 28 por ciento respectivamente como consecuencia de las circunstancias bélicas, y su repercusión en la Hacienda dio lugar a que desde 1914 los ingresos ordinarios de la misma solo cubrieran los dos tercios de los gastos.


    El presupuesto de Acción en Marruecos casi se duplicó en 1922, al tiempo que se empezaban a dar los pasos para una lenta recuperación del territorio perdido. Alentados así, los africanistas, de la mano del rey y del gobierno, retomaron el papel de grupo de presión que habían perdido frente a los junteros, quienes fueron acusados de muchas de las medidas y dejaciones que habían llevado a aquella catástrofe. Al mismo tiempo se elevaba el tono de las voces que hablaban de despilfarro y corrupción en Marruecos, y se empezaban a pedir responsabilidades. «Realmente dice Fernández Bastarreche el problema de Marruecos no era disponer de una fuerza de choque [], sino superar el grado de caos y corrupción administrativa que convertía el Protectorado en un pozo sin fondo donde ningún gasto resultaba rentable». Pero el edificio político creado con la Restauración se desmoronó antes de que el Informe Picasso, que trataba de depurar aquellas responsabilidades, pudiese ver la luz pública.


    El 14 de septiembre de 1923 el capitán general de Barcelona, Primo de Rivera, resucitó los viejos pronunciamientos del siglo XIX con un manifiesto en el que se ofrecía para salvar a la Patria, defender el honor del Ejército y resolver el problema de Marruecos. Alfonso XIII sancionó el golpe encargándole el gobierno, y admitiendo que el ya dictador suspendiera la Constitución, nombrara un Directorio militar y declarara el estado de guerra.
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    De la Dictadura a la Dictadura (1923-1939)

  


  
    


  


  
    1. Primo de Rivera


    Aunque no cabe achacar el protagonismo del golpe militar al Ejército como institución, y sí, por el contrario, tan solo al nuevo dictador apoyado por algunos generales de la camarilla, es sin embargo cierto que tanto el resto del Ejército como el propio rey se sintieron confortados con una nueva situación en la que vieron la salida a una coyuntura política empantanada, y la posible solución a unas reivindicaciones ciertamente encontradas entre sí que africanistas y junteros venían reclamando. También buena parte de la burguesía aplaudió lo que venía a ser una garantía del orden social ante los movimientos huelguísticos y revolucionarios que venían sufriendo desde tiempo atrás.


    El militarismo se instaló en España a través de un Directorio militar constituido por generales y almirantes, que dos años después dulcificó su apariencia incorporando figuras civiles de carácter tecnocrático, pero, en todo caso, presidido siempre por el militar dictador. Si hasta entonces cabía hablar de pretorianismo, ahora el término adecuado a la situación es, sin duda, el de militarismo, como influencia directa del factor militar en la Administración y en la sociedad.


    Por una parte, se produjo una militarización de la Administración provincial y local, la primera a través del nombramiento de los gobernadores civiles de las provincias, los que, entre el 15 de septiembre de 1923 y el 2 de abril de 1924, pasaron a ser todos militares. Luego, los primeros nombrados comenzaron a ser sustituidos paulatinamente por civiles o por otros militares, pero, aun así, en 1927 una cuarta parte estaba formada por militares, y en mayo de 1929 lo eran casi el 47 por ciento. Mayor incidencia directa en el día a día de la sociedad lo tuvo, sin embargo, el nombramiento de delegados gubernativos del gobernador civil en cada uno de los partidos judiciales, al poner este cargo en manos de jefes o capitanes del Ejército. Dichos delegados debían dar cuenta de las deficiencias advertidas en los Ayuntamientos, «proponiendo los remedios adecuados, e impulsando en los pueblos las corrientes de una nueva vida ciudadana»; en definitiva, era una forma de insertar en la sociedad los valores militares, organizando «sencillas conferencias de educación ciudadana», en las que, naturalmente, se debía hacer patente «el prestigio de las Instituciones armadas». Junto a esto, otras de sus funciones nos llevan a recordar las de los intendentes del siglo XVIII, si bien cuidando de decir que se trataba más de aconsejar y ayudar que de imponer. En diciembre de 1923 se nombraron 523 delegados gubernativos pagados por las Haciendas municipales. En enero de 1925 se redujo su número a 224, pasando a ser de zona; en marzo de 1926 se volvieron a reducir a 132; y, finalmente, en diciembre de 1927 a 78, hasta que, ya en febrero de 1930 Berenguer los suprimió definitivamente.


    También la ciudadanía se vio influenciada por un nuevo Servicio Nacional de Educación Física, Ciudadana y Premilitar, que se puso a cargo de comandantes del Ejército, que en cada localidad debían dar conferencias «completamente apolíticas» instruyendo a los ciudadanos adultos, y organizando ejercicios gimnásticos y premilitares. Igualmente, el nuevo régimen desarrolló la presión militar al ampliar las competencias de los tribunales militares. Y, con el doble objetivo de aliviar los escalafones militares y de hacer patente la presencia de muchos jefes y oficiales en los de la Administración civil, se autorizó el pase «al servicio de otros ministerios» de los que lo solicitaran. Sin embargo, esta última medida tuvo poca repercusión, tanto por el poco interés de los miembros de los ejércitos en beneficiarse de la misma, como por la poca aceptación por parte de sus homólogos civiles.


    Pero, en todo caso, el hecho de que el poder militar hubiera cogido las riendas del Estado no sirvió para resolver los problemas internos que aquejaban al Ejército y a la Marina, uno de ellos el de las confrontaciones que desde hacía años se venían produciendo en el seno del primero, en razón de las pretensiones corporativas que parte de sus miembros exhibían frente a otros. Si Primo de Rivera trató de equilibrar las de unos y otros, y buscar soluciones intermedias que contentaran a todos, la verdad es que no lo consiguió. Poco a poco fueron tomando forma y radicalizándose distintos colectivos militares con diversas aspiraciones políticas y corporativas, que terminaron torpedeando el armazón de la Dictadura, llegando incluso a intentar pronunciamientos como el de la noche de San Juan del 24 de junio de 1926. Uno de los conflictos, y no el menos importante, fue el que encabezaron los artilleros con su enfrentamiento directo con Primo de Rivera ante la pretensión de este de uniformar las Armas.


    Pero lo que interesa aquí es dejar constancia de lo que determinados objetivos del dictador pudieron afectar a los costes que las Fuerzas Armadas seguían entrañando para la Nación. Primo de Rivera tenía claro que un Ejército, que en 1922 suponía el mantenimiento de 226.562 hombres sobre las armas, era algo económicamente insostenible. De ahí que uno de sus primeros propósitos fuera el de resolver de una vez el problema de la guerra en el Protectorado, iniciando un repliegue territorial de las fuerzas, que deberían quedar como guarnición de determinados enclaves costeros; pero, en todo caso, era preciso acabar de una vez con aquella guerra. Tal repliegue engañó al jefe rebelde Abd-el-Krim, quien, envalentonado, se atrevió a atacar las posiciones del Protectorado francés. Ello iba a propiciar una entente militar franco-española que terminaría derrotándolo.


    El golpe de gracia se dio mediante el desembarco en Alhucemas de efectivos terrestres con más de 20.000 hombres, apoyados por la Armada con dos acorazados, cinco cruceros y otros once buques de guerra, además de transportes de tropas, barcazas de desembarco, etc. Igualmente se recurrió al apoyo aéreo con una masa de 104 aviones. A este importante contingente español se incorporó la Armada francesa con un acorazado, dos cruceros y otros cuatro navíos. El dominio de la bahía de Alhucemas y la progresión en tierra dio lugar a que en junio de 1926 Abd-el-Krim abandonara la lucha y se entregara a las tropas francesas.


    Toda esta actividad militar exigió unos recursos extraordinarios que permitieran abordar los objetivos perseguidos. Ya desde 1923 los presupuestos de Guerra y Marina se vieron reforzados, como ya se ha visto, por otro nuevo que llevaba el título de Acción en Marruecos, y que persistió dentro del Presupuesto General del Estado hasta 1960. Aunque teóricamente dicho presupuesto para el Protectorado comprendía tanto atenciones militares como civiles, lo cierto es que durante su vigencia el 87,5 por ciento de su importe se dedicó a gastos de defensa1. Los gastos en Marruecos, que descendieron bruscamente a partir de 1926 con la pacificación de aquel territorio, volvieron a incrementarse desde 1940, si bien, para poder compararlos con los de 1925 habría que tener en cuenta la devaluación de la peseta en aquellos quince años.


    Las operaciones en Alhucemas supusieron un incremento en los presupuestos ordinarios de Guerra y Marina de 1924-1925, sobre todo por lo que se refiere a esta última, alcanzando respectivamente las cifras de 498,8 y 273,2 millones de pesetas. También se implementó el de Acción en Marruecos que, solo para atenciones militares, comportaba otros 475,4 millones. Todo ello supuso pasar de un 26,6 por ciento para atenciones militares en 1923 a un 33,87 en el siguiente ejercicio. Fue este de la solución del problema marroquí el mayor éxito de la política de Primo de Rivera, que, sin embargo, en otros aspectos comenzó a hacer aguas. Pacificado Marruecos y reducido el contingente militar, el peso de los presupuestos ordinarios militares, incluida la Acción en Marruecos, se redujo hasta significar solo el 21,05 en 1929.


    En julio de 1926 se aprobó un presupuesto extraordinario en buena parte dedicado a la defensa nacional. De los 3.538 millones del mismo, se dedicaban a atenciones militares 1.508, algo en principio inédito desde la Ley de Bases de 1918, aunque lo cierto es que esta cifra recogía importantes rúbricas del presupuesto ordinario traspasándolas al extraordinario. El importe de este presupuesto extraordinario quedaba distribuido en once anualidades, que iban desde le segundo semestre de 1926 hasta 1936.


    El proyecto era ambicioso. Los 631,5 millones que se asignaban al Ministerio de la Guerra se distribuían de la siguiente forma: Para material, armamento, municiones y vestuario se asignaban 133,7 millones; para obras de acuartelamiento y campamento 140,5 millones; para armar y fortificar las bases navales de Ferrol, Cartagena y Mahón 187,2; para la adquisición de 950 aviones, elevando así a 1.400 el número de aparatos disponibles, 160; y para adquisición y habilitación de campos de tiro y maniobras 10 millones. Sin embargo un Real decreto-ley de 19 de noviembre de 1929 suprimió este presupuesto extraordinario, incorporándolo a los ordinarios, y justificándolo en que no se renunciaba a los objetivos señalados ni se rebajaba el importe aprobado, sino que simplemente se trataba de «espaciar algo más los planes de obras y servicios». Aunque el Presupuesto para 1930 incorporaba una agrupación independiente denominada Servicios incorporados del Presupuesto extraordinario aprobado por Real decreto-ley de 9 de julio de 1926, lo cierto es que la supresión de este último supuso un recorte sustancial en los planes previstos ese año. De las cifras aprobadas, entre 1926 y 1929 solo se gastaron 149,3 millones por el departamento de Guerra, un 30,3 por ciento menos de lo previsto en un principio; un tercio de dicha cantidad se invirtió en el artillado de las costas inmediatas a las bases navales.


    Durante la Dictadura los presupuestos medios anuales para la Marina entre 1924 y 1929 ascendieron a 200,9 millones, aunque lo que realmente se llegó a gastar fueron 183,1 de media. Durante el Directorio civil las construcciones navales recibieron un impulso al aprobarse para la Armada 887,6 millones con cargo al citado presupuesto extraordinario, si bien la mitad de esa cantidad ya estaba aprobada con anterioridad. Además, al calcular el crédito no se tuvieron en cuenta las devaluaciones monetarias y los incrementos de coste de la mano de obra y de los materiales durante los largos periodos de la inversión. En principio se aprobó la construcción de un crucero con un coste máximo de 61 millones y tres contratorpederos con otro de 49,38 millones, todo ello a construir en cuatro años; y en 1929 se autorizó la construcción de otros cuatro destructores. Cuando en 1936 se culminó el desarrollo de todo este plan naval, la Armada contaba con dos cruceros escasamente protegidos y 17 destructores. Los dos acorazados, ya muy veteranos, carecían en la práctica de valor militar. Para la Aeronáutica Naval, que en 1925 disponía de 77 aviones, en 1927 se destinaron 49 millones con objeto de ampliar su dotación, poniendo en servicio cuatro estaciones aeronavales, y en 1931 se autorizó la compra de 27 aviones torpederos.


    Al finalizar la Dictadura la fuerza naval de que disponía España era:


    



    
      	 La Escuadra, con dos acorazados, cinco cruceros y una flotilla de seis destructores.


      	 En Marruecos un crucero y cinco guardacostas.


      	 En el Departamento de Cádiz un crucero, cuatro cañoneros tres guardacostas y tres torpederos.


      	 En el Departamento de Ferrol dos destructores, dos cañoneros, tres submarinos y cinco torpederos.


      	 En el Departamento de Cartagena el transporte de aviones Dédado, doce submarinos, dos destructores y diez torpederos.


      	


    


    En conjunto, y con mayor o menor valor operativo, se disponía de dos acorazados, siete cruceros, diez destructores, seis cañoneros, ocho guardacostas, diecinueve torpederos y quince submarinos, además de otros buques de menor importancia. Respecto de la Aeronáutica Naval, ya se han expuesto las compras aprobadas, pero, a pesar de todo, su penuria era evidente.


    El Ejército no gozó de la misma atención que la Armada. Si en palabras de Azaña los soldados de Marruecos iban calzados en 1921 con alpargatas, incluso en medio del fango invernal, y no disponían más que de un mismo uniforme para verano e invierno, las cosas no variaron apenas durante la Dictadura. La presencia del Ejército en los gastos del Estado fue decreciendo desde representar un 14,17 por ciento en 1927 a un 10,90 en 1929, debido, sobre todo, al recorte de personal, apartado que era el que consumía más de dos tercios de su presupuesto. Sin embargo ese recorte apenas afectó más que a la tropa, cuyas plantillas africanas se redujeron después de Alhucemas (57.000 soldados figuraban en África en 1930); pero no así las de los cuadros de mando, que en esta última fecha aún suponían la abultada cifra de 21.709 generales, jefes y oficiales.


    Durante la Dictadura se adquirieron para el Ejército piezas de artillería antiaérea de patente Skoda de 75 mm. Igualmente aparecieron en ese tiempo los primeros carros de combate. En 1921 se había creado la primera Unidad Acorazada con una batería de carros de asalto que fue empleada en Marruecos; de todas maneras era algo puramente incipiente y nada relevante, aparte de que su efectividad aún era muy discutida. En resumen, y desde el punto de vista del armamento y material, nada de mayor interés cabe destacar con anterioridad a 1936.


    La aviación militar, que había logrado afianzarse en 1922 con el desarrollo de las bases aéreas de Madrid, Sevilla y León, junto con otros nueve aeródromos desplegados a lo largo y ancho del territorio nacional, mostró ya un potencial considerable en Alhucemas. Se trató de impulsarla y de modernizar sus efectivos desarrollando la fábrica de Guadalajara, y dotándola de un presupuesto adecuado que la permitiera fabricar distintos tipos de aviones. Persistía también, aunque ya en decadencia, la Aerostación.


    Al comenzar 1931 los progresos técnicos del material militar seguían siendo muy limitados; el desarrollo de un armamento moderno, de una aviación acompasada a los avances del momento y de unos medios logísticos adecuados, seguía brillando por su ausencia.


    También permanecieron inalterables a lo largo de la Dictadura los sueldos de los militares, fijados en 1918 para los generales y en 1920 para los jefes y oficiales. No se puede decir que fueran bajos, aunque tampoco se correspondían con aquella apariencia de clase superior que se pretendía ofreciese la oficialidad. Los de los coroneles se equiparaban a los de un jefe de Administración de 1ª clase, los de los tenientes coroneles a uno de 3ª, los de los comandantes a los de un jefe de negociado de 1ª, los de los capitanes a uno de 3ª, y los de los tenientes a un oficial de Administración de 2ª. Si el salario de un obrero era en 1929 de 9,0 pesetas diarias, el de los alféreces era de 9,7, el de los tenientes de 11,1 y el de los capitanes de 16,6.


    En resumen, si tenemos en cuenta los créditos extraordinarios y suplementos de créditos, cabe afirmar que al final de la Dictadura los créditos para la defensa rondaban alrededor de significar un 23 por ciento del Presupuesto total. Si en volumen absoluto los del Ejército (que incluía el Servicio de Aviación con unos créditos progresivamente mayores) superaban a los de la Marina en términos absolutos, lo cierto es que, como ya se ha significado, mientras que aquellos fueron decreciendo poco a poco, la mayor atención hacia la Armada se comprueba al contemplar el continuo crecimiento de su gasto.


    



    2. La Segunda República


    A la caída de la Dictadura ya era tarde para intentar volver al régimen político de la Restauración. Alfonso XIII se había implicado personalmente con aquella y, aunque lo quiso evitar, había unido su suerte a la de Primo de Rivera. Una clase social y determinada clase política habían quedado también contaminadas al aceptar sin más el Directorio. La transición a cargo de Berenguer y Aznar fue ya una cáscara sin contenido. En su lugar, había emergido una oposición radical a un régimen para el que los intelectuales habían pronosticado Delenda est Monarchia. En cuanto al Ejército, dejando a un lado a un grupo de oficiales radicalizados que ya propugnaban abiertamente la República, la gran masa de los generales y de la oficialidad, tradicionalmente monárquicos, se limitó a inhibirse tanto de la caída de la Dictadura como de la Monarquía.


    Así llegó la República de la mano de unas simples elecciones municipales que se convirtieron en plebiscitarias, y sin nadie que pretendiera defender un sistema político caduco en el que seguían perviviendo los viejos demonios tradicionales, desde el caciquismo a un nacional-catolicismo trasnochado, desde el centralismo hasta un ejército que bullía inquieto en los cuarteles, y en el que la idea mesiánica de ser el salvador de la Patria, a la que la Dictadura había echado abono, ganaba cuerpo día a día.


    Pero todo esto es algo ya muy sabido. En todo caso interesa detenernos para volver a hacer una radiografía del estado material en que se hallaba aquel Ejército. A pesar del éxito logrado en Marruecos, y dejando a salvo algunas unidades allí desplegadas, lo cierto es que el marasmo se había vuelto a adueñar de los cuarteles, carentes de un armamento homologable con el de otros países europeos, de instalaciones apropiadas, de instrucción adecuada, y, en fin, sumidas las tropas y sus oficiales en una rutina adormecedora. La reforma militar seguía pendiente, y la ineficacia, tanto en el Ejército como en La Marina, eran patentes salvo para desfilar en orden cerrado. Gabriel Cardona lo describe así:


    



    «Los soldados se alojaban en cuarteles destartalados, a menudo conventos desamortizados en 1836, dormían sobre un tablado y una colchoneta de paja, carecían de casco de acero y de equipo para la vida en el campo, La caballería era totalmente de sangre, sin automóviles ni blindados y, aún así, carecía de la mitad de los caballos, mientras sus regimientos se dividían en lanceros, cazadores, dragones y húsares como en la guerra franco-prusiana.


    Apenas un millar de automóviles, camiones, motos y tractores componían el parque móvil, buena parte del cual era chatarra, mientras que, en 1918, la artillería francesa contaba con 14.000 camiones en servicio. España disponía de un solo trimotor de bombardeo, un centenar de Breuget xix para ataque a tierra y unas docenas de viejos cazas Niuport. El servicio de aerostación tenía un globo, la artillería antiaérea ocho cañones de la Gran Guerra. No había cañones contracarro en servicio y una solitaria compañía de viejos tanques Renault de 1917 era toda la fuerza blindada del país. Sólo en las bases navales existía un artillado moderno, en fase de instalación, mientras que la práctica totalidad del armamento ligero estaba desgastado por la guerra de Marruecos. El mismo general Mola escribió que sólo eran útiles unos 40.000 fusiles, 300 ametralladoras, 8 o 10 grupos de obuses y algunas baterías construidas al final de la dictadura. Era cierto, pero, además, los cañones ligeros de campaña tenían la mitad de alcance que sus equivalentes europeos y únicamente existía material para dos regimientos de artillería pesada».


    



    Realmente, y a pesar de esta precisa descripción de unas tropas apenas operativas para lo que era su función natural, hacer la guerra, el Ejército seguía teniendo un valor residual para los políticos de cada momento, como fuerza capaz de mantener el orden interior, aunque también podía destruirlo. En este sentido, para la joven República, unas fuerzas armadas por lo general de ideología conservadora, tradicionalmente levantiscas, sin freno alguno que se las pudiera oponer, seguían siendo un peligro. Se hacía necesario conseguir del Ejército una fidelidad cierta hacia el nuevo régimen, y eso pasaba por aquella reforma militar tantas veces discutida y otras tantas olvidada. Dado que la Marina, aislada como siempre en su concha particular y en sus propios intereses, no representaba un problema político, era sobre todo al Ejército al que había que podar de sus elementos más perniciosos, recortar sus escalas hasta unos límites razonables, reformar su organización y, en fin, modernizar sus instrumentos a fin de que lo hicieran apto para cumplir con las funciones que le correspondían.


    No se demoró el nuevo ministro de la Guerra, Manuel Azaña, a la hora de proponer las reformas que, a su entender, el Ejército requería, algo que, en parte, tenía ya madurado desde tiempo atrás. «España renuncia a la guerra como instrumento de la política», iba a decir el artículo 6 de la Constitución que se aprobaría el 9 de diciembre de 1931, pero ello no quería decir que la República renunciase a tener un contingente militar, que las Cortes, a propuesta del gobierno, deberían fijar todos las años (artículo 37), ni que los ciudadanos pudieran eximirse de una prestación personal para servicios militares (artículo 36). La explícita declaración de pacifismo que iba a emanar de aquella Constitución, no excluía la necesidad de tener una Ejército preparado para cualquier eventualidad, con un reclutamiento anual de unos 15.000 mozos. Y a ello se dedicó Azaña desde que tomó posesión de su cargo, con drásticas medidas políticas, y también con otras de carácter técnico.


    El análisis de las reformas de Azaña durante los dos años y medio en que mantuvo la responsabilidad ministerial nos llevaría mucho más lejos de lo que aquí se pretende. Las luces y las sombras de su programa reformista, el efecto que sus aciertos y sus errores produjeron en el entramado militar, su incontinencia y falta de diplomacia verbal, las humillaciones a las que frecuentemente su soberbia sometió a la oficialidad, creándole enemigos incondicionales, su voluntad de mejorar el estado del Ejército, la distancia entre sus intenciones y el menor grado de sus realizaciones, son todos ellos temas largamente debatidos, aunque muchas veces sin objetividad, y que requerirían un amplio espacio para su exposición. Nos constreñiremos, pues, a aquellos aspectos que incidieron directamente en el área económica del Ejército.


    Si el inmediato cese en sus destinos de una serie de generales, la reincorporación de otros postergados por la Dictadura y otras medidas más o menos simbólicas atendieron a razones puramente políticas, otras tuvieron objetivos técnicos, aunque también fueran aprovechadas con fines políticos. De ellas la más destacada fue la que afectó a las plantillas militares.


    En 1930 el contingente militar entre mandos y tropa era de 144.000 hombres, de ellos 107.000 en la Península, Baleares y Canarias, y los 37.000 restantes en África, sin contar las tropas voluntarias del Tercio y los Regulares indígenas. En 1931 la plantilla de tropa se había reducido a 94.000 soldados, que, descontando las bajas temporales, quedaba reducida a 89.000 efectivos. Azaña no tuvo intención de reducir aún más esa plantilla, sino que, por el contrario, en 1932 la incrementó hasta los 107.000 hombres. Donde sí hizo una considerable poda fue en los cuadros de mando.


    La plantilla de oficiales en Marruecos, que en plena guerra había alcanzado una cota máxima de 15.428 individuos, en los años subsiguientes había logrado reducirse un tanto, hasta llegar a ser en 1931 solo 12.702. Sin embargo, la plantilla total de jefes y oficiales ascendía ese año a 20.576, un número que Azaña quiso reducir drásticamente.


    Un temprano decreto de retiros del 25 de abril de 1931, con una aclaración posterior del día 29 que reducía a ocho las 16 divisiones del Ejército, dispuso el pase voluntario a la segunda reserva y al retiro de los oficiales generales y de los jefes y oficiales que, respectivamente, quisiera acogerse a esas situaciones con el mismo sueldo que venían percibiendo. Si el decreto pretendía un recorte en las escalillas, no lograba apenas otro en los costes presupuestarios, al pasar los sueldos de los acogidos a la medida a ser abonados por la Sección de Clases Pasivas del mismo Ministerio, e incluso durante dos años se les siguieron abonando los premios del 20 por ciento del diploma de aptitud para prestar el servicio de Estado Mayor, y el del mismo porcentaje correspondiente a los títulos aeronáuticos. Únicamente se excluían las restantes gratificaciones y premios, lo que, según Michael Alpert, podía suponer una reducción de alrededor de 650 millones en el gasto presupuestario.


    De los 258 generales de la plantilla solicitaron el pase a la segunda reserva 133, y los jefes y oficiales que se acogieron al retiro estima Alpert que fueron entre 8.000 y 8.200, es decir, entre el 38,8 y el 39,8 por ciento. Así pues, las escalillas se redujeron a un número aproximado de 13.000 jefes y oficiales, ya con las escalas activa y de reserva convertidas en una sola, que de nuevo se incrementaron cuando una ley de 5 de diciembre de 1932 autorizó el ascenso de 2.462 suboficiales al empleo de alférez.


    Aguilar Olivenza cita un artículo de Ortega y Gasset, publicado el 2 de junio de 1931, en el que exclamaba exultante: «La República tiene a estas horas en su haber una hazaña enorme, fabulosa, inverosímil, única en el mundo; esta hazaña es la de Azaña: la reducción radical del Ejército». Dejando a un lado lo que la frase tiene de ditirambo en un momento de máxima exaltación política, era cierto que por primera vez en más de un siglo se llevaba a cabo una reducción importante de la macrocefalia que el Ejército padecía.


    Una reforma orgánica importante, aunque sin mayor trascendencia económica, la supuso la Ley de 4 de diciembre de 1931 al crear el Cuerpo de Suboficiales con sargentos primeros, brigadas, subayudantes y subtenientes, lo que dejó reducida la clase de tropa a los soldados de segunda y primera, los cabos y los sargentos.


    A pesar de que, después de la crisis de 1929, las circunstancias económicas mundiales, y las particulares españolas, impulsaban a una reducción de los gastos, los del Ministerio de la Guerra (denominación que recuperó en 1932 después de haber sido designado en 1929 como Ministerio del Ejército) no se vieron demasiado afectados, y tampoco los de la Marina salvo el año 1935.


    El 9 de marzo de 1932 el ministro afirmó en la Cámara haber reducido el presupuesto de la Guerra en 79 millones, a pesar de haber incrementado el haber diario de la tropa, y de haber suprimido la retención de 25 céntimos para vestuario y utensilios. En todo caso, en otra comparecencia del 2 de diciembre anterior, ya había advertido que «el Ejército, la defensa nacional [] nunca puede ser una operación barata». El Diario Oficial del Ministerio de la Guerra de 6 de diciembre de 1931 daba cuenta de haberse invertido tres millones en reposición de armamento, ocho en campos de instrucción y tiro, y otros tres en obras de acuartelamiento, las que no dejaban de ser cantidades poco significativas.


    Recortes, en cambio, importantes los sufrió la Acción en Maruecos, que afectaron a un 53,3 por ciento de los 221 millones de que disponía en 1930. Si el Presupuesto de Gastos del Estado se incrementó de 3.853 millones en 1931 a 4.655 en 1935, la proporción dedicada a la defensa se redujo en cambio desde el 21,09 al 14,53 por ciento entre ambas fechas.
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    No hubo, pues, una reducción significativa en los presupuestos de Guerra durante el periodo de gestión de Azaña, y los que sí se redujeron en 1932 volvieron a incrementarse en 1933 en una cuantía que no fue prácticamente alterada durante los gobiernos de Lerroux y las derechas. Tras la reforma de la oficialidad apenas quedaba margen para hacer recortes en el personal, y, por el contrario, se necesitaban créditos para la modernización del material.


    Si Azaña se propuso crear un Ejército adicto y hacerlo garante del nuevo régimen, cosa que claramente no consiguió, dio sin embargo algunos pasos positivos en la modernización de unas tropas que, como hemos visto, se encontraban con buena parte de los cañones casi inutilizables, la mayoría de los fusiles Mauser eran del modelo de 1893, los medios de transporte sin motorizar, y la aeronáutica perdida en una multitud de modelos de aviones y con un defectuoso entretenimiento. El mismo Azaña había reconocido en las Cortes: «No tenemos nada [], no hay cañones, no hay fusiles, no hay municiones».


    Aunque Azaña tuvo proyectos de cara a una modernización del armamento y del apoyo logístico, lo cierto es que no tuvo tiempo para desarrollarlos, y tampoco dispuso de créditos adecuados dada la política de contención del gasto y de equilibrio presupuestario que entonces se consideraba indispensable.


    Caso paradigmático fue el de la aviación, cuya importancia admitía, y a la que decía haber dedicado muchas horas de estudio, aunque reconocía ser un problema de momento irresoluble, «porque los aparatos cuestan muchísimos millones, y sostener el servicio, si ha de ser eficaz y ha de estar vivo, cuesta mucho dinero»; lo que no era un obstáculo para que aceptara que «sin aviación militar estamos en absoluta indefensión».
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    El de un presupuesto digno para atender a la aviación fue un nudo gordiano que no supo o no pudo romper. En 1932 manifestó en Cuatro Vientos que iba a proponer al gobierno una inversión de 150 millones para la Aviación militar a desarrollar en cinco años, pero de tal proyecto no volvió a saberse. Con 533 aviones (un tercio de los italianos, japoneses e ingleses, y la cuarta parte de los franceses) el presupuesto de ese año para la aviación era de 38 millones, y pasó a ser de 55 en 1935.


    No obstante, hay que reconocer que puso las bases para el desarrollo de una futura aviación militar independiente con la creación el 5 de abril de 1933 de una Dirección General de Aeronáutica, separada del Ministerio de la Guerra, adscrita a la Presidencia del Gobierno y con créditos independientes en la Sección 1ª del Presupuesto. En dicha Presidencia, junto con la Aviación Civil, estaban incardinadas la Jefatura de Aviación Militar y la Aeronáutica Naval. Tal vez ese paso pretendía crear definitivamente un presupuesto especial para la aviación, independiente de los del Ejército y la Armada. No obstante, a punto de finalizarse el bienio de gobierno de la derecha, Gil Robles, entonces ministro de la Guerra, logró que la Dirección General de Aeronáutica se trasladase al seno de su ministerio. La creación por Azaña de dicha Dirección General se correspondía también, en cuanto a intenciones, con la creación del Cuerpo General de Aviación, algo que se formalizó por Decreto de 26 de julio de 1931.


    Otro ámbito que Azaña trató de racionalizar fue el de las industrias militares, hasta entonces controladas por el Ministerio de la Guerra a través de los artilleros, y que, según decía, trabajaban para empresas particulares, dando lugar con los beneficios obtenidos a fondos secretos con los que adquirían valores públicos y papel del Estado. El conjunto de las mismas incluía las de Artillería y Pirotecnia de Sevilla, las de Pólvora y Explosivos de Granada y Murcia, la de Armas portátiles de Oviedo, la de Cañones de Trubia y la Fábrica Nacional de Armas de Toledo. Parece qua la organización económica y administrativa de las mismas era deficiente, por lo que Azaña propuso una nueva más ágil, flexible y descentralizada de aquellas, con el objetivo de conseguir su autonomía financiera.


    



    «Se consignaban llegó a decir Azaña unas cantidades, generalmente sin especificación; se hacían unos planes de labores, generalmente tardíos; se libraban consignaciones, generalmente cuando ya no se podían gastar; se sabía que en Oviedo y en Trubia había unas fábricas que solían producir cañones y producían fusiles; se sabía que había unas fábricas de explosivos; pero no era posible averiguar jamás, por estos defectos de contabilidad y de mala marcha del presupuesto, ni el estado de producción de las fábricas, ni el costo verdadero de los productos que se obtenían, ni era posible tampoco poner en rendimiento las fábricas de tal manera que los sacrificios del presupuesto para obtener material de guerra tuvieran el resultado que el Estado tiene derecho a exigir de todos sus servicios».


    



    Aprobado el proyecto en julio de 1931, se constituyó el Consorcio de Industria con la exclusión de los artilleros y con un Consejo responsable ante el ministro de la Guerra, todo ello bajo una base comercial que pretendía ser firme, permitiéndole fabricar material militar incluso para el extranjero, al tiempo que se consideraba la posibilidad de que también produjeran otros productos adecuados a sus instalaciones, y de sustituir algunas importaciones por productos producidos en España. En 1932 los beneficios del Consorcio ascendieron a 717.802 pesetas, dedicándose este en los siguientes dos años a la fabricación de morteros y granadas.


    No hubo nuevos planes para el desarrollo del Ejército hasta 1935, con el ministro Gil Robles. Fue entonces cuando este elaboró uno para la adquisición a Francia de carros de combate, al tiempo que aprobaba la fabricación por el Consorcio de 24 modernas baterías artilleras, la mejora de las existentes y compras de diverso material de gran calibre. Cuando comenzó la Guerra Civil estos pedidos estaban ya en avanzado periodo de fabricación.


    A punto ya de abrirse paso el Frente Popular, Chapaprieta presentó a las Cortes un proyecto de Presupuesto que incrementaba el del Ministerio de la Guerra, de los 404 millones de que disponía en 1935, a 566, y que incluía, a propuesta de Nicolás Molero, la construcción de carros de combate por importe de hasta 30 millones de pesetas, de cañones de 155 mm. por otra suma de hasta 25 millones, otros de montaña de 75 mm. por 26 millones (este a desarrollar en cuatro años), ametralladoras por 18 millones, también a sufragar en otros cuatro años, y ampliar al mismo tiempo el contrato de adquisición de cañones de campaña hasta 20,8 millones. Sin embargo, el proyecto no fue aprobado, y al final hubo que prorrogar para 1936 los Presupuestos de 1935.


    En cuanto a la aviación, la dirección General de Aeronáutica, siguiendo los pasos inspirados por Azaña, había elaborado un programa de adquisición de aparatos y mantenimiento de los mismos por importe de 400 millones de pesetas a desarrollar en cinco años. El plan, este sí aprobado, dio lugar a que en el Presupuesto de 1936 ya se incluyese una cantidad para atender al mismo. No obstante, habiéndose demorado el plan de 1935 para la Aviación militar, esta llegó a 1936 con un material pobre y envejecido. En 1936 se disponía de 284 aviones, de ellos 153 de reconocimiento, 41 de bombardeo, 58 de caza y 32 de transporte, de los que al comenzar la guerra civil dos tercios quedaron en zona «roja» y el resto en zona «nacional».


    Entre tanto la Armada volvió a estar decididamente desatendida. Un decreto de 10 de julio de 1931 reconocía que el problema residía en el alto coste de la misma «y el sacrificio que su sostenimiento impone al país». La declaración no podía ser más sincera y directa. A partir de ahí, si no se cancelaron los contratos de construcción de navíos firmados con los astilleros nacionales, fue, sobre todo, para no provocar el paro entre los operarios. Pero no existió una política de defensa que alcanzase a una Armada, que tampoco planteaba problemas políticos. Fuera de estos, el valor estratégico de la Flota fue obviado en consideración a otras atenciones.


    De los navíos de que aquella disponía al advenimiento de la República, entre 1931 y 1932 fueron desarmados para su venta o enviados al desguace un destructor, tres cañoneros, siete torpederos y el buque de defensa submarina. Por su parte, la Aeronáutica Naval mantuvo 25 aparatos repartidos en dos escuadrillas de hidros (una de bombardeo y otra de reconocimiento), otra de caza y acompañamiento y una patrulla de caza-hidros. En 1935 había comenzado a recibir los aviones torpederos.


    Aunque en la Marina el pase voluntario de personal a la segunda reserva o al retiro no tuvo una significación equivalente a la del Ejército, también parte de su presupuesto para personal se desvió a Clases Pasivas.


    En cuanto al material, con objeto, o con la excusa, de dar trabajo a los astilleros, el ministro José Giral logró del Congreso la aprobación de fondos para la construcción de un submarino tipo D, de un buque planero y dos aljibes. Pretendía también lograr el visto bueno para la inversión de 1.000 millones a lo largo de diez años, aunque tuvo que conformarse con la mitad de lo solicitado. Al final, el programa hubo de sufrir más recortes, con las protestas de los mandos de la Armada, conscientes de que esto implicaba como reconocía el ministro «la indefensión; con gravísimos riesgos en las luchas marítimas que pudieran avecinarse». La Marina, falta de medios y de carburantes, seguía reducida a una Flota obsoleta y amarrada.


    Aunque el gasto total presupuestario fue superior durante la República que durante la Dictadura, ese incremento no afectó a los presupuestos militares, sino que se centró principalmente en la Enseñanza Primaria, Obras Públicas y en las consignaciones para Policía y seguridad. En cuanto al importante desarrollo del capítulo de las Clases Pasivas se debió, como ya se ha señalado, a la reforma militar de Azaña, con la consiguiente disminución del capítulo de sueldos de personal en activo.


    



    3. Coste y financiación de la Guerra Civil


    Los aspectos económicos de la Guerra Civil han sido estudiados fundamentalmente, y con gran rigor, por Ángel Viñas, Sánchez Asiaín, Martín Aceña, Juan Velarde, Francisco Comín y algún otro, muchas veces desde perspectivas diferentes, pero con amplísimas coincidencias que aparecen reflejadas en el reciente y amplísimo trabajo que a este tema ha dedicado Sánchez Asiaín. A ellos hay que acudir necesariamente para poner en claro y resumir ese capítulo complejo y oscuro de nuestra historia reciente. Y es el momento de recodar aquí lo que ya hemos significado con anterioridad: que, aunque de menor trascendencia, siguen pendientes de investigación cuanto costaron y como se financiaron los pronunciamientos militares del siglo XIX.


    De cualquier manera, los gastos para una sublevación, transformada después en una guerra, han de partir de la necesidad de unos recursos humanos y materiales que, si por lo que se refiere a la Guerra Civil de que ahora tratamos, fueron en su origen limitados, y aprovechando los que ya disponían las unidades sublevadas, al fracasar el golpe y transformarse en una guerra prolongada durante tres años, exigieron luego, tanto por parte de la República como por la de los sublevados, unos contingentes humanos y unos medios materiales que se fueron multiplicando progresivamente hasta la victoria final de unos de los bandos.


    Los recursos de la Guerra Civil


    Partiendo de datos aportados por Puell de la Villa, cabe resumir que al iniciarse el verano de 1936 el Ejército disponía en plantilla de 10.617 generales, jefes y oficiales, además de aproximadamente 13.359 suboficiales y especialistas; del primer grupo los destinados en Marruecos ascendían a 1.685 y del segundo a 2.076. Por lo que se refiere a la tropa, esta sumaba 131.838 hombres, de los que 30.383 correspondían también a las unidades destacadas en África. En cuanto a la Marina, sus almirantes y oficialidad suponían 764 individuos, más unos 30.000 de marinería e Infantería de Marina. Habida cuenta de que tales plantillas no estaban cubiertas en su totalidad, los anteriores números deberían ser reducidos a unas cuantías aproximadas al 70 por ciento. Unos estadillos de fuerza presente correspondientes a la Revista de Comisario del 1 de julio de 1936 dan como resultado un contingente en el Ejército de Tierra de 85.021 hombres, cifra que se nos antoja baja, y que tal vez no comprenda la totalidad de las unidades, siendo posiblemente más real la que se acerca a los 100.000 efectivos. Aunque ajenas en principio a ambos Ejércitos, cabe tener en cuenta también las Fuerzas de Seguridad constituidas por la Guardia Civil, los Carabineros y los Guardias de Asalto, que en conjunto sumaban unos 2.650 mandos, 3.800 suboficiales y 60.870 efectivos de tropa en plantilla.


    El Alzamiento nacional del 18 de julio de 1936, con su desigual desarrollo en unas y otras zonas del territorio nacional, dio lugar a un reparto de estos efectivos humanos y materiales entre uno y otro bando. También tuvo que ver en este reparto el hecho de haber tenido lugar en periodo de vacaciones estivales, cuando muchos militares y marinos estaban desplazados fuera de sus destinos habituales. A las pocas fechas de haberse producido la sublevación, incorporadas a la misma las milicias carlistas, a las que se fueron sumando las más reducidas de Falange, pronto multiplicadas, y trasladados a la Península desde Marruecos los primeros contingentes de tropas, España quedó repartida en varias zonas, unas controladas por el gobierno de la República y otras por los nacionales. En consecuencia, los efectivos militares de unos y otros quedaron repartidos, en un principio de forma desigual, y con una ventaja inicial a favor de la República, al menos por lo que al número de hombres se refiere, aunque no tanto si se atiende a la calidad de los mismos, al menos por lo que a las tropas de Tierra se refiere, cuyas unidades más disciplinadas, entrenadas y combativas eran precisamente las levantadas en Marruecos.


    Del lado insurgente quedaron unas tropas que sumaban alrededor de 55.000 hombres, que, junto con los efectivos de la Guardia Civil y Carabineros, tal vez se acercaron a los 90.000, a los que se sumaron otros 65.000 de las citadas milicias. Estas últimas, ya militarizadas en diciembre de 1936, llegaron a sumar a lo largo de la guerra unos 200.000 falangistas y 60.000 requetés. Por lo que se refiere al bando republicano el operativo total pudo contar en aquellos primeros momentos con unos 8.000 jefes y oficiales y 35.000 individuos de tropa en el Ejército, más otros 41.000 números de la Guardia Civil y Guardias de Asalto. A ellos se incorporaron de inmediato alrededor de 150.000 milicianos, sobre todo anarquistas. No obstante, hay que tener en cuenta que el Gobierno de Casares Quiroga disolvió de inmediato todas las unidades cuyos mandos se habían levantado contra la República, por lo que hasta octubre de 1936 esta se quedó prácticamente sin lo que cabe ser considerado como un ejército regular, y únicamente defendida por las milicias.


    La Marina quedó claramente descompensada a favor del gobierno al permanecer la base de Cartagena del lado de este, y al haberse sublevado buena parte de la marinería y de los suboficiales contra la oficialidad. Quedaron operativos al servicio de la República uno de los dos acorazados, tres cruceros, 16 destructores, 12 submarinos, cinco torpederos, un transporte de tropas y otros buques menores. En manos de los sublevados quedaron el otro acorazado, un crucero, un destructor, tres torpederos, cuatro cañoneros, un transporte y algunos barcos auxiliares. En cuanto a la aviación, tanto los aeródromos como la mayor parte de los pilotos, mecánicos y auxiliares permanecieron también en el bando republicano, con casi todos los aviones del Ejército (unos 200 frente a unos 60 en el bando nacional), y la inmensa mayoría del centenar de aviones que componían la Aeronáutica Naval.


    Es cierto que en la zona republicana había quedado el 59 por ciento de la población, casi toda la industria militar y civil, así como la minería del carbón, y que se disponía de las tres cuartas partes de los stoks de carburantes; que a su lado había permanecido el 45 por ciento del Ejército, el 65 de la Aviación y de la Marina, el 58 por ciento de la Guardia Civil (pronto se redujo al 30 por ciento), el 63 de los Carabineros y el 74 de los Guardias de Asalto Pero la renuncia en los primeros momentos a apoyarse en los efectivos del ejército regular, sobrepasado por unas milicias urbanas desorganizadas y poco disciplinadas, permitió el rápido avance de las unidades militares sublevadas, que gozaban de una organización y una preparación muy superiores. Además, el principal ámbito de producción agropecuaria quedó pronto en manos de los nacionales.


    Del armamento del Ejército y de su fuerza aérea ya se ha hecho mención con anterioridad. Más de la mitad de las armas ligeras de Infantería, junto con dos tercios de las piezas de artillería quedaron en manos de los nacionales. En cambio, la mayoría de los pocos carros de combate de que se disponía quedaron en poder de la República, junto con el 80 por ciento de los parques y fábricas de armas. En cuanto a la aviación, también dos tercios de los aparatos quedaron a disposición del gobierno republicano. Por lo que se refiere a la Armada, después de haberse dado de baja algunos buques con posterioridad a 1931, y haber sido alta otros en 1936, el conjunto disponible, con mayor o menor valor militar en razón de su antigüedad, características y estado de mantenimiento, se limitaba a los dos viejos acorazados, seis cruceros, 17 destructores, 12 submarinos, ocho torpederos, cinco cañoneros, dos minadores, el viejo Dédalo portaaeronaves y otros buques auxiliares.


    En los últimos días de julio los sublevados ya disponían en Marruecos de una treintena de aviones alemanes e italianos dispuestos a facilitar un «puente aéreo» que permitiría trasladar a la Península 14.000 efectivos de las tropas africanas. Por el contrario, la Marina republicana se vio obstaculizada para mantener un bloqueo naval ante la negativa de las autoridades internacionales de Tánger para que este puerto pudiera seguir siendo utilizado como base, y por la presencia en Ceuta el 2 de agosto del acorazado alemán Deutschland.


    Los depósitos de armas y los polvorines sirvieron para armar durante los primeros días a los improvisados batallones que se aprestaron a la defensa de Madrid, pero ello no era suficiente para mantener una guerra. Si en los primeros meses la compañía Texaco aún siguió sirviendo petróleo a la República, pronto se convirtió en suministradora de los nacionales, y aquella hubo de diversificar sus fuentes de aprovisionamiento. Durante el curso de la guerra Franco pudo proveerse de 3.500.000 toneladas de petróleo, más del doble de lo que consiguió la República. Además, aquel lo consiguió a crédito, y pudo pagar la factura de 20 millones de dólares gradualmente una vez finalizada la guerra.


    Entendemos acertada la distinción que hace Sánchez Asiaín entre dos momentos de aquel enfrentamiento: uno primero, el de la sublevación, que termina el 23 de noviembre de 1936 cuando Franco y Mola, a la vista de la resistencia de Madrid, deciden suspender el ataque a la capital. El segundo se abre entonces, cuando al fracasar el golpe de Estado se inicia una verdadera guerra. El primero de estos dos periodos tiene especial interés, en tanto en cuanto fue durante el mismo cuando la República buscó desesperadamente conseguir el apoyo diplomático y los medios materiales que la permitan detener el arrollador avance del enemigo; y, por lo que se refiere a este, fue en el que logró consolidar su posición ayudado por los suministros urgentes que recibió. En definitiva, si en noviembre la República había conseguido frenar el golpe de Estado, el gobierno de Burgos había logrado, en cambio, compensar el fracaso de este con la apertura de una guerra civil.


    El gobierno de Madrid logró resolver la anarquía de los primeros meses, en manos de las milicias de voluntarios, al crear el Ejército popular de la República, con la militarización el 30 de octubre de 1936 de todos los varones de entre los 20 y los 45 años. Durante la guerra ese ejército, organizado al principio en Brigadas Mixtas, encuadró estas en Divisiones, de las que en julio de 1937 existían ya 62, y luego, a partir del 30 de noviembre, en Cuerpos de Ejército. El 1º de octubre de 1938 existían ya en el bando republicano seis ejércitos: los del Centro, Extremadura, Andalucía, Levante, Este y Ebro. Ese desarrollo bélico se tradujo en la consiguiente multiplicación de las fuerzas combatientes, del armamento y de todo el aparato logístico.


    Además del Ejército Popular, aunque integradas en él, se constituyeron las Brigadas Internacionales de voluntarios, que llegaron a reclutar 59.380 hombres. Sus efectivos el 15 de octubre de 1938, antes de disolverse, sumaban 10.471 combatientes. Junto a estas, pero con organización independiente combatieron dos ejércitos: el de Euzkadi y el de Cataluña. El primero, bajo el control del PNV, estuvo operativo hasta mediados de 1937; el segundo, creado en octubre de 1936 y controlado por la CNT, terminó integrándose en el ejército regular.


    En el ejército nacional las columnas en que se organizó durante 1936, en 1937 se distribuyeron en divisiones orgánicas, y estas en cuerpos de ejército, terminando por disponer de tres ejércitos: el del Norte, el del Centro y el del Sur, al que luego se agregó circunstancialmente otro de Levante. Junto con el ejército regular operaron las milicias de Requetés carlistas, que en un principio supusieron unos 30.000 hombres. Junto a ellas estaba el pequeño grupo de falangistas, que en pocos meses se multiplicó exponencialmente, hasta significar en octubre de 1936 unos 65.000 efectivos, incluidas las reducidas milicias de Renovación Española y de la CEDA. Todas estas milicias, nutridas por voluntarios, y dotadas en un principio de estructura independiente del ejército, fueron unificadas el 19 de abril de 1937 bajo el título de Falange Española Tradicionalista y de las Juntas Ofensivas Nacionales Sindicalistas, y encuadradas en las unidades del ejército. De estas milicias combatieron en el bando nacional 270.000 hombres.


    Hay que incluir, además, en el ejército nacional las tropas italianas, que en un primer momento sumaron alrededor de 31.000 efectivos, y la Legión Cóndor alemana, exigua en cuanto a los 5.000 hombres con que llegó a contar en los mejores momentos, pero importante por su aportación de material aeronáutico (88 aviones, 36 de ellos Heinkel 51 de caza y otros tantos bombarderos Junker 52). Otros grupos de voluntarios irlandeses, portugueses y franceses tuvieron poca relevancia. Sí, en cambio, la tuvieron, y mucha, las tropas marroquíes e, incluso, de otras zonas de África, que llegaron a sumar entre 52.000 y 80.000 combatientes según los momentos. También la tuvo, por lo que a la oficialidad se refiere, la creación de las Escuelas, luego Academias, de Transformación, de las que salieron más de 29.000 alféreces provisionales y luego más de 6.000 tenientes, también provisionales. Los sargentos provisionales llegaron a representar más de 18.000 efectivos.


    Todo lo anteriormente dicho dio lugar a un incremento significativo de las fuerzas contendientes, que en el primer semestre de 1938 pudieron comportar unos 600.000 hombres en cada uno de los bandos. En noviembre de ese año los efectivos de los tres ejércitos del gobierno de Burgos suponían 510.000 hombres, bien equipados, y los de la República se habían reducido a unos 320.000, estos armados con 225.000 fusiles, 4.000 fusiles ametralladores, 3.000 ametralladoras, 800 cañones y un centenar de aviones. Al terminar la guerra el ejército republicano se había deshecho, mientras que el del general Franco, entre las tropas regulares y las milicias, podía alcanzar el millón de hombres.


    Con ser importante el coste de estos efectivos por lo que se refiere a sueldos, alimentación, uniformidad (relativa en el bando republicano), sanidad, etc. fueron el armamento, las municiones y los combustibles los que desde un primer momento exigieron la máxima atención por parte de los gobiernos de Salamanca/Burgos y Madrid/Valencia. Los suministros de todos ellos fueron estudiados en profundidad por Ángel Viñas, al que seguimos.


    A requerimiento de los sublevados, precisados de armamento moderno, apenas transcurrido un mes del levantamiento, Alemania e Italia habían remitido a la Junta de Defensa Nacional, organizada por aquellos, cantidades importantes de material de guerra, cuando la República aún no había recibido de la URSS los primeros aviones y carros. Concretamente Hitler envió 26 bombarderos Junkers con sus tripulaciones, 15 cazas Heinkel sin ellas, 20 piezas de artillería, 50 ametralladoras, 8.000 fusiles, bombas, municiones, y 5.000 máscaras antigás. Por su parte, Mussolini mandó 12 bombarderos y 27 cazas con su armamento y tripulaciones al completo, 12 ametralladoras antiaéreas con 96.000 proyectiles, 40 ametralladoras con otros 100.000, cinco carros equipados y con sus tripulaciones, 50.000 bombas de mano, 20.000 de dos kilos, 2.000 de 50, 100 y 250 kilos, 400 toneladas de carburante, otras 300 más a cargo de Alemania y 11 toneladas de lubricante. Todos estos suministros se multiplicaron entre agosto y octubre de 1936 con un fuerte impacto en las primeras acciones bélicas.


    Entre tanto, en el ámbito de la República el desorden era total. Se buscaron apoyos allí donde era posible, singularmente en la URSS, México y Francia, con objeto de adquirir unas armas que las limitaciones presupuestarias habían hecho antes inalcanzables, y ahora había que pagar a precios exorbitantes. Era necesario armar con urgencia a las milicias y, luego, al Ejército Popular.


    De México llegó a fines de agosto un primer envío de 20.000 fusiles y 20 millones de proyectiles, y luego en septiembre otro. Ya en enero de 1937 se recibió el tercero con tres aviones Lockheed. Aunque con más retraso los suministros más importantes llegaron de la URSS, primero con unos tímidos envíos de petróleo y observadores, y, terminado septiembre, con un contingente de armas viejas. Pero ya en octubre de 1936 se recibieron 50 carros de combate T-26, y luego, con cadencia irregular, otros envíos. Hacia fines de año llegaron 19 aviones civiles, convertibles en bombarderos.


    Comenzando 1937 los EE.UU. decretaron el embargo legal de ventas de armas a España, lo que complicó y encareció unas compras que la República habría de diversificar por lo que se refiere a los suministradores. Sin embargo, se entendió que tal embargo no afectaba a los carburantes y a otros elementos distintos al armamento propiamente dicho, lo que permitió seguir teniendo un abastecimiento regular de petróleo. Se sabe que Texaco suministró a Franco 1.866.000 toneladas de petróleo, Ford y General Motors 12.000 camiones y Dupond 40.000 bombas de aviación.


    Sería excesivamente prolijo continuar siguiendo el rastro del abastecimiento de armas y combustibles a ambos contendientes a lo largo de los tres años de guerra, pero sí cabe destacar el total de algunos de los más relevantes. Franco recibió de Mussolini 762 aviones de bombardeo, caza, asalto, reconocimiento e hidroaviones, y de Alemania, al parecer, otros 756. El gobierno de la República obtuvo, entre tanto, de Stalin entre 239 y 271 aparatos. Algunas fuentes refieren, sin embargo, que la República dispuso de 1.627 aviones, de ellos 1.409 procedentes de la URSS, 260 comprados en Francia, 72 en Holanda, otros tantos en los EE.UU., 47 en Checoslovaquia y 87 en otros países.


    En cuanto al material para el ejército de Tierra, Ángel Viñas recoge de diversos investigadores los siguientes suministros a los gobiernos de Burgos y Madrid:
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    Un extremo en el que no nos vamos a detener, porque afecta más a las operaciones militares que al importe económico del suministro, es el del ritmo al que fueron realizadas las entregas. Únicamente decir que por lo que respecta a las soviéticas, aproximadamente dos tercios de las mismas se efectuaron entre el 1 de octubre de 1936 y el 1 de agosto de 1937, algo menos del otro tercio entre el 14 de diciembre de 1937 y el 11 de agosto de 1938, y, finalmente, a partir de esa última fecha, los suministros ya fueron mínimos, y todos ellos de material ligero (ametralladoras y fusiles).


    El material alemán era de una tecnología muy superior a la del italiano, pero, en cualquier caso, entre uno y otro supusieron estima Viñas un volumen superior al de la URSS. De todas maneras, la llegada de este último es la que permitió a la República defenderse de la superioridad militar de los sublevados, que contaban además con unas tropas africanas con una preparación infinitamente superior a la de las milicias republicanas y a la de un desarticulado Ejército Popular. Fue ese material el que permitió que la guerra se prolongara tres años. Por el contrario, el material que el gobierno republicano adquirió en caladeros muy variados dio lugar a que este fuese también tan distinto en calidad, calibre y tipología, que no es exagerado decir que en muchas ocasiones el caos llegó a ser una realidad.


    En cuanto al apoyo humano extranjero, también el número fue muy distinto del uno y del otro lado. Aparte de los asesores y miembros de los equipos de información soviéticos, las Brigadas Internacionales no supusieron más allá de unos 40.000 hombres, de ellos nunca más de 18.000 de forma simultánea. Según Neni en España lucharon 120.000 soldados italianos. Las tropas de Regulares pudieron llegar según algunas fuentes a los 100.000 hombres. Viñas afirma que con los nacionales «combatieron en torno a 187.000 extranjeros que entrenaron a más de 80.000 hombres. La República no pudo en el mejor de los casos oponer sino unos 40.000 y 20.000 respectivamente».


    



    La financiación de la sublevación


    Reflejados ya los principales elementos militares de que disponía la República antes de la sublevación, y los suministros recibidos por esta y por los nacionales durante la guerra, por más que muchas cifras sean dudosas o aproximadas, cabe ya adentrarse en lo que fue el coste de la misma y la forma en que fue financiado; y ello a pesar de que como dice Sánchez Asiaín «es posible que nunca se llegue a disponer de un inventario real de cuanto costó la sublevación como tal, en los primeros momentos, y posteriormente cuanto costó la guerra propiamente dicha, una vez que se tuvo conciencia de que ya se había superado la fase de sublevación».


    El coste de la Guerra Civil abarca no solo los gastos militares directos y otros indirectos, como los de los servicios de información, los de propaganda y la financiación de las «quintas columnas», sino también la cuantificación en términos económicos de las destrucciones militares, tanto agrícolas como industriales y de los equipos de producción. Habría también que tener en cuenta el valor de la pérdida de producción en aquellos tres años. Y, por supuesto, el coste humano y todo lo que el mismo conlleva. Nos atendremos, sin embargo, solamente al gasto propiamente militar y su financiación.


    En primer lugar cabe referirse, como hace el mismo autor, a la financiación de la sublevación. Mucho antes del Alzamiento, los conjurados habían recurrido a diversas fuentes para procurarse medios con destino al mismo. Siendo el general Mola el cabecilla del proyecto de sublevación, el financiero Juan March puso en sus manos valores mobiliarios internacionales por una cuantía de 600 millones de pesetas (aproximadamente el presupuesto de Guerra y Marina de 1935) para que los utilizase como aval con destino a la compra de suministros bélicos; más tarde facilitaría aviones con destino al «puente aéreo» sobre el Estrecho. De todas maneras, la cuantía del apoyo financiero de este hombre durante la preparación de la sublevación y el primer periodo de la guerra, cuando era más necesario, aún hoy por hoy nos es desconocida.


    Otro financiero, José Luis Oriol, también ofreció con el mismo fin su fortuna personal. Cambó hizo igualmente aportaciones personales directas, además de promover, ya después del 18 de julio, colectas internacionales, obtener créditos para los sublevados y financiar una oficina de prensa y propaganda en París que costaba 140.000 francos mensuales. Aportaciones dinerarias hicieron también Calvo Sotelo, Sanjurjo, Cabanellas y, posiblemente, Gil Robles.


    El apoyo de algunos gobiernos fue también decisivo. El de Mussolini había sido discretamente requerido mucho antes de ponerse en marcha la sublevación. Representantes de los conjurados habían conseguido de este en 1934 medios económicos para adquirir armas modernas, en concreto 1.500.000 pesetas, y la posibilidad de que milicias de requetés fueran instruidas militarmente en Roma. Cuando el levantamiento fue ya una realidad, la intervención de Alfonso XIII y de Juan March ante el dictador ayudó a decidir la aportación por este de los primeros aviones a los nacionales.


    Desde Portugal Oliveira Salazar prestó también apoyo financiero, aunque limitado, pero acompañado con un determinado suministro de armas y petróleo, y luego con apoyo logístico, político y diplomático. La frontera portuguesa fue a todos los efectos una puerta abierta para dicho apoyo.


    Elemento importante para la sublevación fueron las milicias de requetés en número inicial de unos 30.000 hombres, que, desde mucho antes de producirse esta, se pusieron a disposición de Mola. Estas milicias fueron entrenadas y armadas. Sánchez Asiaín aventura que posiblemente el general Cabanellas les hizo llegar en los primeros días de la sublevación 10.000 fusiles y algunos millones de cartuchos. Pero, en todo caso, fue trascendente la ayuda financiera de la Comunión Tradicionalista. Aparte de las aportaciones individuales de algunos carlistas destacados, las cuotas que los afiliados abonaban suponían una cantidad importante «por lo menos igual a la pagada en imposición directa al Estado». Una parte de esa suma, junto con otra del Socorro Blanco, aportación secreta para apoyo de la Comunión carlista y de los presos políticos que tenía la República, sirvieron igualmente para un primer apoyo económico en la preparación de la sublevación.


    También la Diputación Foral de Navarra, aprovechando su control sobre el régimen particular fiscal de esta provincia, promovió contribuciones extraordinarias de guerra, que, sumadas a sus aportaciones ordinarias al Estado, comportaron para los sublevados cerca de 40 millones de pesetas. Igualmente en algunas provincias como Pontevedra, Ceuta y Zaragoza se promovieron suscripciones populares en el mismo año 1936, que allegaron a las tropas nacionales alrededor de otros 20 millones. Por último, hubo también financiación, en cuantía indeterminada, por parte de algunos grupos judíos; si bien, al parecer, otros prestaron su apoyo a la República.


    



    La financiación de la República


    Por lo que se refiere a la República, el levantamiento del 18 de julio de 1936, anticipado en Melilla el día anterior, cogió a su gobierno desprevenido. Contaba este con la estructura administrativa y funcional del Estado, con su Hacienda y con el Tesoro del Banco de España, pero esa estructura se vio superada en un primer momento por el empuje incontrolado de las organizaciones obreras de UGT y CNT-FAI, así como de otros organismos políticos y sindicales. Fueron unos primeros momentos de absoluto descontrol y, en la práctica, de pérdida de competencias y de capacidad a la hora de adoptar las primeras medidas. Solo pasado ese primer tornado pudo el gobierno volver a recuperar el control de la situación, y tomar las medidas oportunas que le permitieran afrontar una guerra que, una vez consolidadas las dos zonas, no iba a ser corta.


    Naturalmente, el primer recurso al que cualquier gobierno acude, y así lo llevamos viendo a lo largo de esta larga historia de la financiación militar en España, es al de la financiación interior, es decir, a los recursos propios ordinarios del Estado, a los arbitrados a través de su sistema financiero y tributario. Y este fue también el primer y grave problema con el que se tropezó la República, porque evidentemente esos recursos no permitían sostener el coste de una guerra, y menos en un clima de desorganización y falta de autoridad.


    En esa situación, y en medio de un movimiento revolucionario que buscaba la colectivización de la propiedad privada o su absorción por la Administración, además de una total desorganización del sistema recaudatorio, la posibilidad de ingresar impuestos directos sin bases imponibles devino en imposible. Al mismo tiempo, el peso de una inflación que había empezado con la Primera Guerra Mundial, y que se disparó al comenzar la Guerra Civil, reducía el valor de los ingresos. El Presupuesto hubo de ser prorrogado en 1935 y 1937, y el de gastos se duplicó entre 1935 y 1939. Se añadieron a los Presupuestos generales otros extraordinarios y suplementarios de crédito, además de los fondos reservados de la Presidencia. De todas maneras, era imposible definir un verdadero Presupuesto de ingresos y gastos dada la continua inestabilidad de la zona territorial controlada por uno u otro gobierno. Una contribución sobre los beneficios extraordinarios operados por la guerra fracasó al no existir tales beneficios, y los recargos sobre los impuestos indirectos tampoco sirvieron de ayuda significativa.


    Sánchez Asiaín alude también a otros ingresos de cuantía imposible de precisar. Hubo recogida de divisas, joyas, metales y piedras preciosas, así como descerrajamientos de cajas de alquiler cuyo contenido se desconoce. Se sabe, en cambio, de una suscripción popular en Rusia a favor de la República española que permitió obtener 274 millones de rublos, unos 1.270 millones de francos, que se aplicaron al envío de mercancías a España. Además existieron las naturales confiscaciones, incautaciones y requisas. Caso singular fue la del Gabinete Numismático del Museo Arqueológico Nacional, detentador de una de las colecciones de monedas más importantes del mundo, si bien parece que las de mayor valor numismático pudieron ser ocultadas por los conservadores del museo.


    Si a lo anterior añadimos el desarrollo paralelo de las Haciendas vasca y catalana, obtendremos un panorama presidido, al menos en el inicio de la guerra, por un desconcierto hacendístico que solo poco a poco pudo ser controlado. Además, el relativo fracaso de algunos de los canales internacionales a los que se acudió, y a los que luego se hará mención, junto con un déficit presupuestario cada vez mayor, obligaron a recurrir a la emisión de obligaciones, también sin resultados positivos, y a los préstamos del Banco de España, acudiendo a las reservas de oro y divisas del mismo.


    Fue esta última vía, a través de la financiación externa, la que permitió a la República sostener la guerra, en tanto que la emisión poco controlada de moneda únicamente sirvió para fomentar el proceso inflacionista. El apoyo solicitado a Francia solo dio como resultado pequeñas aportaciones conseguidas de forma irregular, algo que ni siquiera se consiguió de Gran Bretaña. El embargo internacional de armas impuesto por el Acuerdo de No Intervención de agosto de 1936 exigió acudir a canales clandestinos que exigían pagos inmediatos y con precios exorbitantes.


    En conclusión, el recurso a la venta de las reservas del Banco de España se hizo obligado y fue decisivo. El Tesoro almacenado por el Banco, en su mayor parte depositado en Madrid, estaba constituido por 72 lingotes de oro y, sobre todo, por un stock de monedas españolas y extranjeras, antiguas y modernas, que representaban un caudal extraordinario. Si en peso suponían 707 toneladas, de ellas 638 almacenadas en las cámaras acorazadas del Paseo del Prado, su valor comportaba, según Martín Aceña, 8.050 millones de dólares del año 2000, que, al cambio de 200 pesetas por dólar, equivalían a un billón seiscientos diez mil millones de pesetas, sin contar el gran valor numismático hoy desconocido de una parte importante de aquellas piezas. Ángel Viñas estudió durante muchos años el destino de ese oro, y llegó a la conclusión de que 633 toneladas del oro fino (704 de oro de aleación o bruto) fueron gastadas por la República para financiar la guerra, es decir, casi la totalidad de las reservas.


    Como es sabido, ante el avance de los nacionales hacia Madrid, Negrín, ministro de Hacienda, dio orden de trasladar todo el Tesoro a los polvorines de la Algameca, en Cartagena, y, poco después, a Moscú en calidad de depósito. Cabe elucubrar sobre las razones de este segundo traslado y la finalidad del mismo, toda vez que Negrín no nos ha dejado su propia versión sobre las intenciones subyacentes, nacidas de valoraciones coyunturales o de exigencias externas.


    Parece razonable pensar que la República no se fiaba de depositar el Tesoro en Francia, Gran Bretaña o Estados Unidos, tal vez temiendo un embargo financiero similar al ya decretado internacionalmente para las armas. También cabe pensar en una más o menos prudente desconfianza frente a los círculos financieros internacionales. La URSS, cuya simpatía hacia la República contrastaba con las reticencias de Francia y, sobre todo, del Reino Unido, podía ofrecer más garantías. Pero también es posible que el depósito del oro en Moscú viniera forzado por una exigencia de Stalin a cambio de acceder al suministro de armas. El 16 de septiembre de 1936 Stalin aprobó la ayuda militar soviética a la República, eso sí, a cambio del pago de su importe, y un mes después, en pleno descalabro de las operaciones militares, y a la vista de que poco o nada cabía esperarse de Francia o Gran Bretaña, el gobierno republicano resolvió remitir las reservas a Moscú, algo quizás ya prometido con anterioridad, seguramente como garantía de los envíos de armas que la Unión Soviética empezaba a realizar.


    Antes y después de aquel depósito, entre julio de 1936 y enero de 1937, aproximadamente un tercio de las reservas, 194 toneladas de metal amonedado, fueron trasladadas a París, enajenadas allí al Tesoro y Banco de Francia, y convertidas en divisas por un importe de 3.922 millones de francos (196 millones de dólares) con las que se pagaron suministros militares y civiles recibidos de diversas partes del mundo.


    Viñas ha desentrañado lo ocurrido con las 510 toneladas de metal que, transportadas en 7.800 cajas por cuatro barcos rusos, llegaron a la URSS. El oro amonedado fue transformado en lingotes de baja aleación, y parte de él transferido a París para su venta, mientras que otra parte permaneció en Moscú, como compensación de los suministros soviéticos de armas, combustibles, materias primas y víveres. Las paulatinas órdenes de venta dadas por la República entre febrero de 1937 y abril de 1938 del depósito original de lingotes y monedas representaron para esta un contravalor de 464 millones de dólares, de los que un tercio se estimó era el importe de los suministros soviéticos.


    En definitiva, la investigación operada llega a la conclusión de que el oro remitido a la Unión Soviética fue gastado por la República en su totalidad durante la guerra. Ello no excluye las dudas que manifiesta Martín Aceña: «¿Cómo tasaron los rusos los lingotes y las monedas?, ¿cuánto cobraron en comisiones por sus servicios financieros?, ¿a qué precios vendieron las armas?. ¿Fueron honestos en sus tratos monetarios con los republicanos españoles o, por el contrario, les engañaron con artificios contables y con los tipos de cambio de las divisas?». Y añado ¿qué fue de las piezas de especial valor numismático? ¿Las atesoró Rusia cambiándolas por su valor metálico?


    Liquidado el metal de mayor valor, en 1938 se vendieron las reservas de plata a los Estados Unidos por un total de 304,4 millones de pesetas, y a otros países por otros 104,5 millones, aunque parece que estas últimas ventas estuvieron dedicadas más que a financiar la guerra, a atender los gastos del gobierno republicano en el exilio.


    El Banco de España creado en Burgos por los nacionales desarrolló un informe que concluía que entre los comienzos de la guerra y fines de 1938, el oro del Banco de España republicano había prácticamente desaparecido, y que la financiación que había prestado al gobierno de la República había ascendido a 9.160,2 millones de pesetas, lo que suponía que dicho gobierno había centuplicado el volumen de las deudas del Estado con el banco de emisión.


    La financiación en la zona nacional


    Por su parte, el gobierno de Burgos sustituyó los Presupuestos anuales por unos simples cálculos mensuales que fue elaborando de manera informal durante la guerra, según las previsiones de ingresos y gastos en cada momento. No existió, por tanto, un Presupuesto oficial durante aquellos años.


    A lo largo de los mismos en la zona nacional se crearon distintos tipos de impuestos extraordinarios. El primero de ellos, en octubre de 1936, fue el llamado del «plato único», consistente en un donativo voluntario a entregar en determinados días, y, en el caso de los restaurantes, en un porcentaje de las facturas. Otro fue el «auxilio de invierno», luego «auxilio social», en forma también de un donativo de 0,30 pesetas a cambio de un emblema de solapa. También en enero de 1937 se creó el «subsidio pro combatientes», recargo del 10 por ciento sobre el precio de determinados artículos, destinado a la atención económica de las familias de aquellos. Igualmente el que recaía sobre la paga de los funcionarios públicos, y que equivalía, según los casos, a uno o dos días de su paga mensual. Esto supuso a las arcas sublevadas unos 100 millones de pesetas entre 1936 y 1938. Finalmente, en los últimos meses de la guerra se aprobó, siguiendo el modelo del de la República, un impuesto sobre los beneficios extraordinarios, que debió tener tan poca efectividad como en el caso de esta.


    Todo ello, claro está, además de la exacción en lo posible de los tributos fiscales ordinarios, de las incautaciones a los partidos y agrupaciones políticas de izquierdas o cualesquiera otras desafectas con el Movimiento Nacional, de la incautación de toda clase de vehículos, minerales de interés y derivados industriales de los mismos, y de la entrega voluntaria de alhajas y joyas.


    No obstante, estas medidas, junto con el recorte de los gastos superfluos y el aplazamiento de pagos, entre ellos los de los intereses de la Deuda, no supusieron más allá estima Garzón Parejade un 30 por ciento del gasto. Se tuvieron, por tanto, que adoptar otras medidas.


    Una de ellas fue la de crear un Banco de España para la zona nacional en paralelo con el que mantenía la República. En el mismo se ingresó el oro y la plata de las monedas, joyas y objetos aportados por la población, que, una vez fundidos, dieron lugar a 668 lingotes de oro con un peso total de 3,5 millones de kilos, y otros 162 de plata con peso de 1,6 millones. Durante la guerra el Banco de España nacional proporcionó al gobierno de Franco anticipos por más de 10.000 millones de pesetas. Se bloquearon también las cuentas bancarias en los ámbitos territoriales que las tropas nacionales fueron ocupando. A pesar de todo, y con unos gastos que triplicaban a los ingresos, la financiación interior dio lugar a un déficit presupuestario de cerca de 8,5 millones de pesetas.


    Con todo, la financiación más importante provino del exterior, en forma de divisas y aportaciones militares y de mercancías concedidas por Italia y Alemania, que en parte se saldaron, como veremos, una vez finalizada la guerra. La ayuda más importante provino del gobierno de Mussolini por un importe de entre 7.000 y 8.300 millones de liras. La de la Alemania nazi, menos cuantiosa, se concretó en suministros directos del gobierno alemán, otros de las industrias de aquel país y determinados acuerdos comerciales. Además, diversas bancas y sociedades concedieron préstamos por valor de 3,3 millones de libras esterlinas, 1.2 millones de dólares y 50 millones de escudos. Estima Garzón Pareja que la financiación exterior significó unos 500 millones de dólares de aquel momento.


    Por su parte, sumando los créditos del Presupuesto ordinario durante el periodo de la guerra, los créditos suplementarios y suplementos de crédito y los fondos reservados, Sánchez Asiaín ha llegado a la conclusión de que los gastos del gobierno de la República durante aquella ascendieron a 39.524 millones de pesetas y los del gobierno de Burgos, habida cuenta de los pagos efectuados posteriormente a la guerra contra la cuenta de atrasos, y el 15 por ciento de los presupuestos extraordinarios, significaron otros 23.913 millones. En total los gastos de ambos gobiernos supusieron 63.437 millones. A partir de aquí hace una aproximación razonable de lo que podían ser gastos exclusivamente derivados de la guerra, restando de dicha suma los gastos presupuestarios del país en 1935, y ello le lleva a considerar como gastos exclusivos de la guerra civil los de un importe de 49.360 millones de pesetas, es decir, el 45 por ciento del PIB.


    Esto en pesetas corrientes. Si la estimación se hiciera en pesetas constantes el importe del gasto sería de 42.756 millones, y su impacto en el PIB del 39,9 por ciento. Las estimaciones de Juan Velarde y Prados de la Escosura reducen, sin embargo, ese impacto a una cifra de entre el 25 y el 30 por ciento de la renta nacional.


    La deuda exterior que dejó el gobierno de la República fue mínima, toda vez que tanto la ayuda militar soviética como las compras a otros países fueron atendidas fundamentalmente con el Tesoro del Banco de España. Por el contrario, el gobierno de Burgos hubo de demorar el pago de buena parte de su deuda a un periodo posterior a la guerra. La ayuda italiana, la más importante, se evaluó en 6.926 millones de liras, aunque parte de ella fue saldada durante la guerra, quedando reducida al final de esta a unos 5.000 millones. La alemana, de menor cuantía que la anterior, fue compensada en parte con exportaciones a Alemania, sobre todo durante la segunda Guerra Mundial. El importe total de la deuda a estos dos países al final de la guerra oscilaba según Viñas entre los 5.259 y los 6.018 millones. Recurrió también Burgos a algunos créditos bancarios, aunque de poca importancia si se los compara con las cifras anteriores.


    «Se puede discutir dice Martín Aceña si el coste económico fue elevado o reducido si se le pone en comparación con otras guerras similares, pero lo que es cierto es que dejó al país exhausto, y que la situación económica en vez de mejorar empeoró una vez terminado en conflicto».


    



    
      1 En lo sucesivo las referencias el presupuesto de Acción en Marruecos se harán contabilizando solo la parte del mismo dedicada a gastos militares, tal y como aparece desglosado en los Datos básicos para la historia financiera de España (1850-1975) del Instituto de Estudios Fiscales.
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    Dictadura y Democracia (1939-2015):el coste militar

  


  
    


  


  
    1. Dictadura


    El 29 de septiembre de 1936 un decreto de la Junta de Defensa Nacional publicado el 1 de octubre convirtió al general Franco en generalísimo de los Ejércitos nacionales y jefe de Estado, una condición que fue refrendada el 30 de enero de 1938 mediante otro decreto que lo proclamaba jefe del Ejército, del gobierno y del Estado. Comenzaba así un largo periodo de dictadura autoritaria, que culminó con la muerte del ya conocido como Generalísimo el 20 de noviembre de 1975.


    El desenlace de la Guerra Civil con la victoria de los nacionalistas sobre los republicanos, (dicho en términos de aquella época, de los fascistas sobre los rojos), dio paso a un nuevo periodo en España, que se solapó con el inicio de la Segunda Guerra Mundial, y que se caracterizó por un intervencionismo del Estado y una autarquía económica, concebidos ambos como expresión del nacionalismo. Terminada aquella guerra, la autarquía se vio reflejada en un aislacionismo internacional que dejó a España fuera del Plan Marshall.


    Este periodo dio paso a partir de 1951 a otro en el que, de forma paulatina, se empezaron a asumir los principios del liberalismo económico y del capitalismo. La década de 1960 marca un tercer periodo, presidido por un programa de estabilización y por los planes de desarrollo, que, sin embargo, terminó desembocando en una profunda crisis económica y política.


    En esos sucesivos marcos de política económica se fueron inscribiendo la situación de las fuerzas Armadas y las medidas para la financiación de las mismas, esta última en un continuo proceso de declive, si no absoluto, sí proporcional en relación con las atenciones dedicadas a otras actividades del Estado.


    



    La posguerra


    Los sucesivos momentos de «neutralidad», «no beligerancia» y vuelta a la «neutralidad» que la política exterior española vivió durante la Segunda Guerra Mundial, junto con el bloqueo económico y la política monetaria y financiera adoptada por el nuevo Estado, tuvieron una lógica incidencia en las Fuerzas Armadas, afectadas por el temor de una posible invasión por parte de alguno de los contendientes.


    Mientras que los restos de las tropas de la República, ya desarmados, entraban en Francia y en el norte de África en calidad de refugiados, en España permanecían unos efectivos nacionales sobredimensionados, de los cuales pasó a formar parte el nuevo Ejército del Aire, estructurado como tal en 1939. El Ejército de Tierra por sí solo disponía de 1.025.500 hombres, de ellos 840.000 de Infantería, 15.000 de Caballería, 19.000 de Artillería, 11.000 de Ingenieros, 68.000 de Servicios, 35.000 de tropas marroquíes y otros 32.000 de las unidades mixtas hispanoitalianas. Pronto las tropas italianas regresaron a su país de origen, como lo hicieron las alemanas de la Legión Cóndor; pero mientras aquellas dejaron en la Península la mayor parte de su material de guerra, estas regresaron a Alemania con el material más moderno. También marcharon algunas tropas portuguesas, y, de hecho, en junio de 1939 ya no quedaban tropas extranjeras en España, con excepción de las marroquíes y de las encuadradas en la Legión. Al Ejército del Aire pasaron los miembros de la antigua Aeronáutica Militar. La Marina había perdido dos tercios de los 1.167 jefes de que disponía antes de la guerra, sustituidos durante la misma por miembros del Cuerpo Auxiliar y por otros habilitados como tales oficiales.


    A pesar de que el volumen de personal de las Fuerzas Armadas era ya disparatado al terminar la guerra, lo que dio lugar al licenciamiento de parte del mismo, las previsiones, pronto confirmadas, de la apertura de un conflicto mundial, el temor a una invasión, como antes se ha dicho, y tal vez la esperanza de obtener alguna rentabilidad de dicho conflicto, dieron lugar a que dicha desmovilización fuera solo relativa. Únicamente una minoría de los cerca de 30.000 alféreces provisionales regresó a la vida civil; el resto continuó en filas con sucesivos ascensos dentro de su vida castrense, siendo transformados en 1941 en militares de pleno derecho, o bien pasaron a formar parte del Cuerpo Nacional de Policía. También buena parte de los sargentos optaron por ocupar las plazas que les fueron ofrecidas en la Guardia Civil. Seguramente, en un principio permanecieron sobre las armas unos 500.000 soldados y 22.100 oficiales. Esta última cifra corresponde a la oficialidad resultante después de las bajas físicas producidas por la guerra y las políticas de la oficialidad del ejército republicano. Aquí no hubo «abrazo de Vergara». En 1941 el servicio militar obligatorio de la tropa se redujo en el Ejército de tres años a 24 meses.


    Ese personal, fogueado por la contienda, no disponía, sin embargo, de un armamento equiparable al de las naciones que enseguida iban a entrar en una cruenta guerra de dimensiones desconocidas hasta entonces. Ruiz Ocaña ha llegado a concretarlo para el Ejército de Tierra en 1.090.000 fusiles, 35.000 fusiles ametralladores y ametralladoras, 7.600 morteros, 3.244 cañones contracarros, de campaña, de costa y antiaéreos, y 651 carros de combate, de los que la mitad hubieron de ser desguazados para reponer piezas de otros; pero en buena parte se trataba de material ya anticuado y muy desgastado o, incluso, deteriorado. Se recogió el armamento de origen soviético, que siguió prestando servicio hasta los años 50, pero la Infantería continuó utilizando como fusil básico el Mauser modelos 1893 o 1916. Las ametralladoras abarcaban una docena de tipos diferentes, los morteros y cañones eran piezas ya obsoletas, y los carros de combate de que se disponía estaban totalmente carentes de repuestos. Las fábricas de material de guerra habían quedado anticuadas y los polvorines solo albergaban munición para unos pocos días. Las unidades acorazadas y mecanizadas estaban reducidas al mínimo, y la Caballería seguía confiando en sus monturas, como si permaneciera en el siglo XIX.


    La guerra había dado lugar a la pérdida de los dos antiguos acorazados, un crucero, once submarinos, un destructor y a los aviones de la Aeronáutica Naval. Solo quedaban disponibles tres cruceros (uno de ellos ya anticuado), tres submarinos, tres minadores y cuatro pequeños destructores, restos de la Primera Gran Guerra. La Aviación contaba con 451 aparatos de 92 tipos diferentes, ya muy deteriorados y también con pocos repuestos (de ellos 227 de la Aviación española, 148 de la italiana y 76 de la Legión Cóndor), incluidos algunos Ratas y Chatos republicanos.


    La penuria de los Ejércitos solo era un reflejo de la general de un país que había quedado devastado por la guerra, con sus infraestructuras destruidas o dañadas en una proporción importante, lo mismo que su agricultura y su ganadería. Si durante la contienda en la zona nacional no habían existido problemas de alimentación, ahora la producción agraria y cárnica malamente podía atender a las necesidades de toda la población del país. El 15 de mayo de 1939 se estableció una cartilla de racionamiento para los productos básicos, que se mantuvo hasta 1952. Había hambre entre la población civil, y también en los cuarteles. Por otro lado, el nuevo Estado carecía casi totalmente de oro, y su sistema monetario permanecía en completo desorden, hasta el punto de que el valor adquisitivo de la peseta había quedado reducido a la mitad.


    En tales condiciones había, sin embargo, que saldar la deuda contraída con Italia y Alemania. Al terminar la Guerra Civil los alemanes presentaron una factura de 225 millones de dólares americanos, que englobaba los créditos y anticipos concedidos por aquel país para cubrir las entregas de armamento, sobre todo de material de aviación, los gastos de la Legión Cóndor y otras ventas de armas. Discutida aquella por el gobierno español, al final se consiguió una rebaja en la factura, que se limitó a 140 millones de dólares, equivalentes a 125 toneladas de oro fino. Aun así, era una cifra fabulosa, que se fue saldando con algunas entregas de dinero, con los sueldos de los voluntarios de la División Azul y con el valor de algunos suministros. Todo ello sirvió para saldar la mitad de la deuda. El resto se cubrió, ya después de terminada la Segunda Guerra Mundial, con cargo al superavit a favor de España de la cuenta de liquidación de suministros o de liquidación comercial que ambos países mantuvieron durante esta guerra, sobre todo como consecuencia del suministro por parte de España de hierro, wolframio, productos agrarios y materias textiles.


    A fines de mayo de 1944 la deuda aún no liquidada ascendía a unos 100 millones de marcos, importe que el gobierno español aún intentaba rebajar con cargo al saldo a favor de España del comercio bilateral. Al final, dada la capitulación sin condiciones de Alemania, esta perdió su condición de sujeto de derecho internacional, y lo que pudiera quedar adeudado, si lo hubo, se esfumó en el aire.


    La deuda con Italia, reconocida por un importe total de 5.000 millones de liras sin cláusula oro, era más difícil de compensar. Después de arduas negociaciones el 8 de mayo de 1940 se llegó a un convenio en virtud del cual el gobierno de Franco admitió consignar el importe adeudado mediante bonos del Tesoro formalizados en 5.000 títulos de un valor nominal de un millón de liras cada uno, con vencimientos durante veinticinco años a partir del 31 de diciembre de 1942, con tipos de interés progresivos. España cumplió con su compromiso a lo largo de esos años, abonando los vencimientos en liras cada vez más devaluadas.


    Por lo que se refiere a la República, repetimos que hasta hoy no hay constancia alguna de que hubiera incurrido en ningún endeudamiento externo, gracias a sus pagos con los fondos del Tesoro del Banco de España.


    Al pago de estas deudas y a la reconstrucción de un país con «regiones devastadas» se añadía también el mantenimiento de unas Fuerzas Armadas que nada tenían que ver con las que en los primeros años 40 combatían en los campos europeos. La duplicación del Presupuesto de gastos entre 1940 y 1945 incluía los ordinarios, los extraordinarios y los de amortización de deudas de la guerra. El gasto militar, que durante la República se había reducido considerablemente, volvió a suponer bastante más de un tercio del total. Teniendo en cuenta los de los tres Ejércitos y la parte dedicada a temas militares de los de Acción en Marruecos, aquel osciló entre un mínimo del 35,20 por ciento del Presupuesto general en 1941 y un máximo del 45,60 en 1943, con una media anual del 40,89 por ciento. La mayor parte de las consignaciones correspondieron al Ejército de Tierra, el más voluminoso, que recibió una media del 26,84 por ciento. El Aire se mantuvo en una cuota superior a la Marina con un porcentaje aquél del 5,87 por ciento, y esta de solo el 4,891.


    Aunque a partir de la finalización de la Guerra Mundial las cifras absolutas del gasto militar siguieron creciendo, pasando a representar de 5.164 millones en 1946 a 8.424 en 1953, su porcentaje en un gasto total del Estado multiplicado al compás de unos mayores ingresos, disminuyó significativamente, descendiendo al 34,03 por ciento. Era el comienzo de una tendencia imparable que cogió fuerza en los años subsiguientes. La prioridad del gasto pasó a concentrarse en otras atenciones de carácter civil, desde la seguridad interna del régimen encomendada a la Guardia Civil y a la Policía, hasta la Educación, la Sanidad o las Obras Públicas.


    Ese descenso relativo del gasto militar se hace más patente si al gasto reflejado en el Presupuesto ordinario se añade el de los Presupuestos Extraordinarios y el pago de los Atrasos de Guerra que se representan en el cuadro adjunto. La media del total de esos gastos entre los años 1940 y 1945 supuso el 40,89 por ciento del Presupuesto general de gastos, y entre 1940 y 1953 superaron el 4 por ciento del PIB. En 1946 ya no aparecieron los Atrasos de Guerra, y el Presupuesto Extraordinario, que aún en ese año significó algo más de 1.613 millones, también despareció en 1947.
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    A pesar del volumen del gasto militar, el mismo no supuso una modernización de su armamento y logística, en términos de compra de bienes corrientes y servicios, y de inversiones de capital. El gasto de personal, incluidos los haberes pasivos, fue el que representó entre el 49 y el 70 por ciento del gasto militar total, fundamentalmente como consecuencia del mantenimiento de una movilización importante. Dentro del gasto de personal los haberes pasivos no alcanzaron a representar el 10 por ciento hasta 1972.


    El acuartelamiento ordinario de que se disponía no era suficiente para albergar un contingente de tropa tan numeroso, y hubo que utilizar viejos monasterios, escuelas, castillos y caserones, con la consiguiente ausencia de unas mínimas condiciones higiénicas. Hasta 1943, año en que a la tropa se le suministró un uniforme de faena junto con el de paseo, esta tuvo que conformarse con el capote-manta tan usual durante la guerra y unas pobres alpargatas. Las escaseces en la alimentación se trataban de remediar con el chusco de pan que diariamente se repartía, y aplicando a mejora del rancho una de las tres pesetas diarias que correspondían al soldado que estaba de permiso en beneficio del resto de la tropa que permanecía en el cuartel. Otra peseta se aplicaba a los pequeños gastos de la Compañía, y la tercera se ingresaba en el Fondo de Atenciones Generales, una caja oficial engrosada igualmente con la venta de trapos, papel y estiércol, así como con los reducidos beneficios de la cantina, de la granja presente en todos los acuartelamientos, y con cualquier otro elemento que el ingenio del jefe de turno discurría para lograr una economía de subsistencia. En todas las unidades se constituyeron con parte de aquellos y otros ingresos, como la venta de abundante chatarra procedente del material inútil, unos fondos particulares denominados «P», ilegales pero tolerados, que eran rigurosamente administrados por una junta de oficiales para mejoras en el acuartelamiento y algunos gastos extraordinarios que carecían de cobertura presupuestaria.


    Y, sin embargo, aquellas tres pesetas diarias abonadas a los cerca de 400.000 hombres que aún permanecían en activo, y que en algún momento determinado se multiplicaron a casi 600.000, aunque tales efectivos fueron reducidos a partir de 1945, entrañaban un gasto que absorbía buena parte del presupuesto. Además, los legionarios y los marroquíes devengaban haberes superiores.


    También los jefes y oficiales, con excepción del grupo que accedió a determinados cargos políticos o administrativos de la Administración central y local, necesitaban hacer juegos de magia con sus menguados sueldos para mantener ante la sociedad aquella apariencia digna que se les exigía.


    Como expresa González Tapia, «los sueldos de los militares de aquella época, más que exiguos eran míseros», y no hubo forma de mejorarlos sustancialmente hasta enero de 1949, aunque siempre por detrás de la inflación. En cualquier caso, las Ordenanzas Militares entonces vigentes prohibían las quejas por la cortedad de los haberes.
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    Era la época del hambre y de la venta clandestina de alimentos de primera necesidad en el mercado negro, a la que se dio el nombre de estraperlo, con referencia al escándalo que tuvo lugar durante la República cuando los empresarios Strauss, Perle y Lowann introdujeron un juego de ruleta eléctrica que se demostró fraudulento, y del que se derivó el acrónimo como sinónimo de chanchullo o negocio ilegal. El pluriempleo se convirtió en práctica común con la que hubo que transigir. Solo los destinados en África gozaban de una condición más aceptable. Los efectivos del Ejército del Tierra, terminada la Guerra Mundial, se redujeron a unos 300.000 soldados mandados por 26.000 oficiales. La Armada disponía de 23.000 marineros e infantes de Marina, con 2.600 oficiales, y el Aire de 31.000 soldados y 4.000 oficiales.


    El final de la Guerra Mundial no tuvo incidencia en la mejora del material de los tres Ejércitos. Durante esta se había adquirido en Berlín un batallón de carros, algunos cañones y piezas de artillería antiaérea y contracarro, cierto material para la Marina, 15 cazas Messerschmit 109 BF y otros tantos hidros Heinkel; pero no hubo ninguna otra renovación de material hasta los acuerdos con los Estados Unidos de los años 50. Como dice una autor, los pocos carros de que se disponía «enfrentados a un ejército moderno, habrían puesto al enemigo en peligro de morir de asombro». El proyecto de construir un carro español quedó en agua de borrajas. La falta de carburante, restringida durante la guerra mundial por los Estados Unidos, y después por la retirada de embajadores, el aislamiento y la falta de divisas, exigió acudir a remedios pintorescos, como el del gasógeno, que, aplicado a los automóviles y material rodante, producía gas energético a partir de la combustión de sólidos.


    Para tratar de recuperar la capacidad industrial del país dentro de la política de autarquía económica que entonces se vivía, se buscó un sistema que llevara a conseguir «una industria fuerte, impregnada de espíritu militar al servicio de la defensa del país». La idea se plasmó en una ley de 25 de septiembre de 1941, que creaba el Instituto Nacional de Industria (INI). Con él se pretendía dice San Román llegar a «poseer una industria pujante al servicio de la defensa y de la autosuficiencia nacional, una industria de carácter castrense, dirigida y controlada por efectivos del Ejército», y que tendría la función de ser «la retaguardia industrial del Ejército español».


    Fue voluntad de la dirección del INI estatalizar y encomendar a este Instituto la movilización industrial en tres sectores estratégicos: la producción de combustibles sintéticos, la de vehículos automóviles y el desarrollo de la industria aeronáutica aprovechando el grado de conocimientos de los artilleros e ingenieros militares.


    En 1942 el Plan de Actividades del INI en el campo de las industrias de transformación de aplicación característicamente militar, incluía las corazas y elementos pesados, construcciones navales militares, industrias aeronáuticas, material de artillería, carros de combate, aparatos e instalaciones de tiro, aparatos militares de precisión, otros de comunicaciones militares, torpedos automóviles y algunos otros elementos. Sin embargo, entre la idea inicial y el desarrollo posterior medió un enorme trecho por múltiples razones. Dejando a un lado la puramente económica, la idea llevaba a que desde el INI, que gozaba de un alto grado de autonomía administrativa, se tratase de atraer al mismo a los militares más preparados. Pero aquella autonomía, y la de las empresas que dependían del INI, dio lugar a una fuerte resistencia por parte de los ministros militares, lo que retrasó su actuación en el campo de las empresas de interés militar, y, muy concretamente, en la construcción naval, que solo pudo ponerse en marcha en 1947 con la creación de la empresa Bazán de Construcción Naval Militar.


    No obstante, entre 1942 y 1951 se llegaron a crear, como empresas de carácter militar o paramilitar, y con distinto grado de participación del INI, Marconi Española, S.A. (Transformación, 1942), Construcciones Aeronáuticas, S.A., CASA (Aeronáutica, 1943), Empresa Nacional Torres Quevedo (Comunicaciones, 1944), Hispano Aviación, S.A., HASA (Aeronáutica, 1944), Empresa Nacional Bazán de Construcciones Navales Militares (Naval, 1947), Experiencias Industriales S.A., EISA (Transformación, 1947), Empresa Nacional de Hélices (Aeronáutica, 1950), Empresa Nacional de Óptica, S.A., ENOSA (Transformación, 1951) y la Empresa Nacional de Motores de Aviación, S.A., ENMASA (Aeronáutica, 1951). El desarrollo de todas estas empresas fue lento, y en muchos casos incierto.


    Sin embargo, en materia de hidrocarburos, el sueño de producirlos sintéticamente a un precio competitivo, proyecto al que se dedicó un volumen de inversión desmesurado en relación con las posibilidades españolas, solo llevó a un absoluto fracaso. Únicamente se consiguieron los primeros aceites sintéticos en Puertollano hacia 1952.


    En aquellos años 40 las empresas españolas de armamento, dentro de la política militar del régimen, más atenta a precios políticos que económicos, desarrollaron una gran actividad, que dio como consecuencia la construcción de cañones de costa, de campaña y contracarro, junto con obuses y morteros, pero con resultados irregulares en cuanto a su rendimiento, debido, entre otras cosas, a las limitaciones para una inversión suficiente.


    La Armada solo pudo tratar de modernizar un tanto los cruceros Galicia, Cervantes y Méndez Núñez, y, entre 1945 y primeros años de la década de los 50, se inició, o en algunos casos se concluyó, la construcción de algunos buques menores: una decena de destructores tipo Oquendo, tres minadores tipo Eolo, ocho cañoneros de la clase Pizarro, nueve cazatorpederos de la clase Audaz, seis corbetas y un petrolero. En todo caso, poca cosa para poder sacar a la Armada del estado de postración en el que se hallaba. Todo ello se abordó también con un precio político, superior al de otras ofertas extranjeras, y cargado a la escasa dotación presupuestaria de la Marina y a la cuenta del INI.


    En cuanto a la Aviación, poco se llegó a hacer. Al entrar en la década de los 50 casi todos los aviones de que se disponía en 1939 habían sido dados de baja, y solo permanecían en vuelo los aviones de transporte y enseñanza fabricados en España con motores nacionales. El plan presentado en 1941 por la Dirección General de Material del Ministerio del Aire para lograr, a través de un grupo de empresas mixtas, una producción anual de 100 aviones de caza y otros tantos de bombardeo, 83 aviones escuela, y 50 de transporte y servicios varios, había devenido en imposible.


    La penuria de las Fuerzas Armadas permaneció durante los primeros años 50, a pesar de que ya se empezaba a vislumbrar la profunda modificación que se iba a operar en la vida económica española, con un cambio de la filosofía que ya subyacía en la misma. Para hacer frente al severo déficit de la balanza comercial y al rápido aumento del proceso inflacionista, con un grave desfase entre los salarios y el coste de vida, se empezaron a adoptar una serie de medidas que, andando el tiempo, iban a suponer la definitiva supresión de la política de autarquía y del intervencionismo económico.


    Pero, entre tanto, los Ejércitos seguían anclados a unos presupuestos ya muy limitados a partir de 1946, pero sobre todo coaccionados por el peso proporcional que suponían los haberes del sobrecargado cuerpo de oficiales. Con algunas pequeñas excepciones, el material de que disponían seguía siendo anticuado y en muchos casos, como ya se ha dicho, deteriorado.


    La recuperación


    La situación cambió a partir de 1953. El estado internacional de guerra fría que por entonces se vivía propició el acuerdo de ayuda mutua firmado con los Estados Unidos el 26 de septiembre de dicho año. Suponía autorizar a este país para habilitar cuatro bases aéreas en España (Torrejón, Zaragoza, Sevilla y Morón) capaces para albergar bombarderos B-36, una base naval en Rota y una amplia red de instalaciones menores en diversos puntos del territorio nacional. En contrapartida, el Ejército recibía material por valor de 110 millones de dólares, se formalizaban contratos de entrega de piezas artilleras y municiones, y se acordaba la mejora de algunas fábricas y parques.


    Todo ello debía servir para equipar tres divisiones, con el correspondiente apoyo logístico, defensa antiaérea y medios de enseñanza y entrenamiento. Un año después comenzaron a llegar los primeros blindados y material automóvil, junto con aviones a reacción de enseñanza y combate. También a partir de 1956 se comenzó la modernización de algunos barcos mediante un programa apoyado por la U.S. Navy.


    Aunque se trataba de material de segunda mano procedente de la guerra de Corea, y en el caso de los carros de combate y de algunos destructores adquiridos después, de material de la Segunda Guerra Mundial, y de que tampoco cubría todas las necesidades de las Fuerzas Armadas españolas, lo cierto es que significó una renovación muy importante del armamento de que se disponía hasta entonces y, sobre todo, derivó la adquisición de material de guerra por una vía distinta a la del Presupuesto general.


    Hay que consignar también que, si bien desde el punto de vista de la política económica y del definitivo abandono de los afanes de autarquía, el fin de la posguerra y el punto de inflexión hay que situarlos en 1959 con el Plan de Estabilización del primer gobierno tecnócrata de Franco, que abrió paso a los sucesivos Planes de Desarrollo, por lo que atañe a las Fuerzas Armadas el paso a una nueva época lo supuso este primer acuerdo con los Estados Unidos.


    Por Ley de 12 de marzo de 1956 se ampliaron los devengos militares que, afectados por la inflación, fueron suplementados con remuneraciones provisionales en forma de remuneración complementaria y plus circunstancial. Incrementada luego su cuantía entre 1962 y 1966, la medida supuso un cierto alivio en las menguadas economías militares.


    El problema seguía siendo la exagerada proporción de los gastos de personal frente a los de administración (compra de bienes y servicios) y material (inversiones reales). La guerra de Ifni (1957-1958) y la lentitud en el repliegue o desmovilización de los 44.200 efectivos destinados en la zona del Protectorado marroquí (1956-1961) a partir del reconocimiento de la independencia de este, determinaron que no tuviera lugar un recorte significativo en las plantillas y haberes de las tropas que aliviara los gastos presupuestarios. En 1968 la escala activa de oficiales aún encuadraba 24.809 miembros y el Ejército contaba nada menos que con 804 generales. Como consecuencia, entre otras cosas, de los últimos incrementos de sueldos, la repercusión de los mismos sobre el total del presupuesto militar pasó del 54 por ciento nada menos que al 80 por ciento, proporción que más o menos se mantuvo hasta 1969.


    Se trata de cifras significativas si tenemos en cuenta que, en general, el capítulo de personal, no debe suponer en el peor de los casos más del 50 por ciento del presupuesto militar. Existe una opinión generalizada entre los expertos, que estima que un país desarrollado no debe dedicar más del 50 por ciento de su presupuesto militar a los gastos de personal (haberes) y a los de la administración y funcionamiento (vestuario, combustibles, alimentación, administrativos, etc.); debiendo corresponder el otro 50 por ciento a las inversiones reales o gastos de capital (compra de armamento y material, y desarrollo de construcciones fijas). En todo caso, en un país en vía de desarrollo la proporción concedida a los gastos de personal no debería superar el 40 por ciento, dedicando un 25 a los de funcionamiento y un 35 a las inversiones de capital.


    De ahí que el volumen proporcional de los gastos de personal en España fuera altamente significativo. Aquel porcentaje venía forzado fundamentalmente por el Ejército de Tierra, cuyas inversiones de capital disminuyeron significativamente desde 1956, compensadas por las aportaciones derivadas de los acuerdos con los Estados Unidos. En la Marina los créditos para personal solo superaron el 55 por ciento en los primeros años de la década de los 40 y en 1968. El Ejército del Aire solo alcanzó el 50 por ciento en 1965.


    En 1952 se había creado la Agrupación Militar Temporal para Servicios Civiles que permitía a los oficiales de la Escala Auxiliar y a los suboficiales pasar voluntariamente a destinos en la Administración civil, algo que en 1958 se amplió también para los oficiales de la Escala Activa, pero estas medidas, poco aceptadas, no lograron resolver sustancialmente el problema del exceso de mandos, a pesar de los esfuerzos en este sentido por parte del ministro Barroso entre 1957 y 1962. El escalafón permanecía congelado y los oficiales se pasaban años y años en un mismo empleo; la mayoría de los capitanes tenía más de 45 años. Ello determinó que en 1960 se decretara una oleada de ascensos colectivos como medida de choque, pero la misma no tuvo continuidad, y el embotellamiento de las escalas continuó.


    La situación de la tropa apenas había mejorado, tanto por lo que se refiere a la alimentación, que seguía condicionada por los permisos que se concedían, como a la uniformidad, con un equipamiento mínimo. A pesar de que en el Ejército el servicio militar había vuelto a reducirse en los años 50 a 18 meses, la duración de las prendas apenas cubría ese periodo, sobre todo en el caso de los voluntarios, que habían de cumplir 24 meses. A comienzos de los años 60 el importe de la plaza en rancho se incrementó hasta 21,05 pesetas/día, pero el haber en mano continuó manteniéndose en 0,50 pesetas/día. Hay que tener en cuenta que ese gasto debía sufragarse con unos presupuestos exiguos, cuyo peso porcentual en el de Gastos generales del Estado también se había reducido, desde representar el 32,49 por ciento en 1951, a significar tan solo el 18,79 en 1959.


    En cambio, el material de guerra sí experimentó una mejora sustancial gracias al recibido como consecuencia de los acuerdos con los americanos, lo que permitió organizar las primeras unidades motorizadas, dotar a la Artillería de piezas modernas y ensayar una nueva estructura en el Ejército de Tierra con divisiones experimentales conocidas como pentómicas. También el Ejército del Aire y la Marina procuraron su modernización manteniendo durante los años 50 un gasto real aproximadamente superior en un 30 por ciento al presupuestario.


    La ayuda americana se limitó después de 1958 a la concesión de un crédito de 120 millones de dólares para adquirir un escuadrón de carros M-48, obuses M-108 y M-109, 36 aviones F-4C, helicópteros SH-3D Huey Cobra, y algunas otras cosas. Diez años después del primer acuerdo parte del material militar había envejecido y se hacían patentes las carencias, a pesar del esfuerzo de las fábricas militares españolas para producir material de guerra ligero, incluso de gran calidad, como ocurrió con el fusil CETME que pasó a sustituir al viejo Mauser. Salvo en algunas unidades, la insuficiencia de suministros y el desgaste del material eran lugar común.


    En los primeros años 60 la economía española empezó a mejorar notablemente. Los superiores ingresos fiscales, sobre todo a partir de 1964 con las reformas tributarias, permitieron que el volumen del gasto de la Administración Central se multiplicara de forma extraordinaria, ahora volcado hacia las atenciones civiles. Dicho gasto creció en torno a un 18 por ciento acumulativo, superior al del PNB. Los objetivos preponderantes del INI, inclinados en un principio al mantenimiento de la autarquía y a la defensa, se encaminaron ahora a la búsqueda de una industrialización mercantilista. No existió un interés especial en mejorar la dotación de las Fuerzas Armadas, salvo en la cobertura logística de la tropa, que sí experimentó un cierto progreso.


    Los presupuestos militares, de los que desde 1961 había desaparecido ya la parte correspondiente a la Acción en Marruecos, siguieron en su proceso descendente relativo; se trataba de reducirlos al mínimo posible en su porcentaje respecto del gasto total a fin de facilitar el desarrollo de otros sectores de la economía nacional. Su incidencia, que entre 1958 y 1964 había sido de un 20 por ciento como media, pasó a representar solo el 14 entre 1965 y 1972. En estos últimos años su porcentaje respecto al PIB osciló entre el 1,73 y el 1,46 por ciento.


    La necesidad de renovar el material militar, con independencia de lo que aportaba la ayuda americana, impulsó la aprobación de la Ley 85/1965 que trataba de regular la financiación de las Fuerzas Armadas autorizando la concesión de anticipos de tesorería con cargo a ejercicios futuros, permitiendo, al mismo tiempo, la contratación plurianual. Con ello, mientras los créditos para personal seguirían aprobándose anualmente, los reservados para compra de material quedaban embebidos en una programación plurianual.


    En 1963 se renovaron por cinco años los acuerdos con los Estados Unidos, autorizando que una flotilla de submarinos Polaris utilizara como base la de Rota. España recibió 100 millones de dólares en ayuda militar, con el compromiso de adquirir armamento americano por importe de 50 millones. En realidad, la ayuda económica se redujo a un préstamo del Export-Import Bank por importe de 100 millones de dólares.


    Un nuevo acuerdo con los Estados Unidos se estuvo negociando hasta fines de 1968, pero las pretensiones españolas distaban mucho de ser atendidas por los representantes americanos. Al fin, en mayo de 1969 se aceptó una propuesta española que suponía la ampliación de los acuerdos por un año a cambio de 50 millones de dólares en ayuda militar y 25 más en créditos para adquisición de armamento, y el 6 de agosto de 1970 se firmó un nuevo acuerdo, en virtud del cual España llegó a recibir 90.5 millones de dólares.


    La dependencia de la ayuda americana, que tan buenos resultados había proporcionado en un primer momento, era insostenible a la larga. No era razonable permanecer al albur de la renovación de unos eventuales acuerdos, ni lógico que la defensa siguiera ajena al crecimiento de la economía nacional y de la ampliación presupuestaria del gasto, en un contexto en el que este crecía a un ritmo fuerte, sobre todo en el capítulo de inversiones, que en 1971 triplicó las de 1970. Se requería diversificar los países proveedores de armamento.


    En esa situación, al tiempo que en 1972 se recibían 54 carros americanos M-48 para reemplazar a los antiguos M-47, se potenciaron los acuerdos de cooperación con Francia firmados en 1970, ampliándose en 1972 con un convenio que permitía la fabricación en España de los carros AMX-30. Al mismo tiempo se desarrollaron otros prototipos de armamento, norteamericanos y nacionales. También se empezaron a adquirir en el extranjero piezas de artillería autopropulsada, aunque en ocasiones las compras se vieron lastradas por las resistencias de algunos países a vender armamento al régimen de Franco, como fue el caso de ocho aviones Harrier británicos, que hubieron de ser adquiridos a través de los Estados Unidos.


    La Marina se había beneficiado de unas transferencias tecnológicas americanas, que iban a permitir, ya en la década de los 70, la construcción de las fragatas tipo Baleares, al tiempo que recibía en calidad de préstamo dragaminas, buques de desembarco y el portahelicópteros Dédalo. Pero ya en la década anterior, la entrega de los destructores clase Fletcher había significado una revolución en la logística de la Armada.


    Esta había desarrollado en 1964 un programa de construcciones navales a desarrollar en dos periodos: El primero, entre 1965 y 1972 (aunque se terminó en 1974), supuso la construcción de cinco fragatas oceánicas lanzamisiles, que terminaron de entregarse por la Empresa Nacional Bazán en 1976; cuatro submarinos de ataque tipo Dafne, cuya entrega se culminó en 1975; y tres barcazas de desembarco.


    La segunda fase del programa se apoyó en la Ley 32/71 de Dotaciones Presupuestarias para las Fuerzas Armadas, y preveía su desarrollo entre 1972 y 1979. Era un programa ambicioso que pretendía la construcción de 49 barcos, con un coste estimado de 66.000 millones de pesetas. No obstante, dificultades presupuestarias dieron lugar a un severo recorte del mismo, que quedó reducido a la construcción de dos submarinos, cuatro corbetas, seis patrulleros pesados, otros seis ligeros, dos buques hidrográficos-oceanográficos y otros dos hidrográficos-auxiliares.


    Este programa de construcciones tenía la intención añadida de impulsar los astilleros españoles, aceptando incluso ofertas más caras que otras extranjeras, reducir la pérdida de divisas, fomentar el empleo español y promover el progreso tecnológico de las industrias de interés para la defensa.


    El Ejército del Aire vivió un periodo brillante dicho en términos nacionales gracias a la ayuda americana, al disponer de aviones a reacción y de una red de alerta y control, aunque aquellos se recibieran también en concepto de préstamo. La ayuda preveía asimismo que los fondos concedidos fueran destinados a la adquisición de material de guerra exclusivamente norteamericano; también contemplaba la adquisición de otro material con fondos presupuestarios.


    De esta forma, el material suministrado o adquirido llegó a suponer la llegada de 610 aviones y varios helicópteros de enseñanza. Los aviones eran de enseñanza básica, enlace, transporte ligero y medio, cazas de interceptación y bombarderos, anfibios y de interceptación y apoyo táctico. Además, la Ley 85/65 de Modernización de las Fuerzas Armadas preveía para el Ejército del Aire diversas adquisiciones y fabricaciones de armamento y otro material, entre ellas, las partidas de repuesto para los aparatos americanos, la modernización de la red de alerta y control, la adquisición de 12 aviones de transporte ligero polivalente, junto por la fabricación en España por CASA de 36 cazas tácticos ligeros y de reconocimiento fotográfico, otros 34 de entrenamiento de pilotos y 25 de apoyo ligero. A su vez, la Ley 32/71 continuó con el tercer programa aéreo, resolviendo equipar a la Fuerza Aérea con material homogéneo de aviones polivalentes y desarrollar un determinado número de bases. En concreto, se modernizó y se semiautomatizó la Red de Alerta y Control, se adquirieron nuevos radares móviles para el Control Aerotáctico y se aprobó la compra de 237 aviones, entre ellos, a Francia, 30 Mirage IIIEE de interceptación y empleo táctico y Mirage IIIDE de entrenamiento, y otros 15 Mirage F-1 de interceptación; y a los Estados Unidos 36 Phantom III, cazas polivalentes de interceptación y empleo táctico.


    Con tales proyectos y realizaciones culminaba el régimen de la dictadura. Apenas habían variado los efectivos humanos, antes indicados, de la Armada y del Ejército del Aire. En cuanto al de Tierra, el más voluminoso, a la muerte de Franco en 1975 contaba con 328 generales, 21.039 jefes y oficiales, cerca de 14.000 suboficiales y 208.035 individuos de tropa, de ellos 185.221 de reclutamiento forzoso y 22.814 voluntarios.


    Sus retribuciones, de nuevo reducidas en la práctica como consecuencia del incremento del coste de vida, fueron incrementadas por la Ley 113 de 28 de diciembre de 1966. La subida de sueldos era significativa, pero quedaba reducida al 85 por ciento durante 1967, y se incrementaría en años sucesivos un 5 por ciento hasta alcanzar el 100 por cien. La ley establecía una serie de nuevos complementos que en parte absorbían el anterior Plus Circunstancial y la Remuneración complementaria. La mayor parte de estos dos últimos se integró en los conceptos de sueldo, trienios y pagas extraordinarias. Todo ello suponía una mejora, pero no terminaba de solventar la insatisfacción que se vivía en las Fuerzas Armadas como consecuencia de unos presupuestos que consideraban raquíticos.


    Ciertamente, las circunstancias económicas del periodo que comentamos distaban mucho de ser positivas en su última década. Los síntomas de crisis habían aparecido ya hacia 1966. La economía seguía creciendo, pero lo hacía a un ritmo inferior al de años anteriores, y, en cambio, la inflación se disparaba cada vez más. En 1967 hubo que devaluar la peseta para contenerla, y se decretó una congelación de salarios durante nueve meses. En 1969 los indicadores, sobre todo la balanza de pagos, comenzaron a dar señales de alarma. Las medidas adoptadas para aliviar la situación solo tuvieron un efecto circunstancial. A fines del año 1973 se empezaron a sentir en España los efectos de la elevación de los precios del petróleo. Se tomaron medidas para hacer frente a la crisis energética, pero las mismas no pudieron evitar que el año 1975 se cerrara en medio de un estancamiento económico y con una importante inflación.


    Y todas estas circunstancias tuvieron su natural repercusión en los créditos para el gasto militar y en los bolsillos de los miembros de las Fuerzas Armadas. La participación de las Fuerzas Armadas en los Presupuestos del Estado disminuyó desde el 33,06 por ciento en 1953 hasta el 14,32 en 1975; y el porcentaje respecto al PIB también se redujo desde 2,22 por ciento el primero de dichos años, al 1,49 en el último. A todo ello se añadió la incertidumbre política ante el futuro, una vez que la vida del Generalísimo se hubo apagado.


    



    2. La Democracia


    Los primeros años


    1976 pasó a ser el año más crítico de la economía española desde que se hicieron patentes los problemas de la misma. Con una inflación que alcanzaba el 20 por ciento y un paro del seis por ciento el crecimiento del PIB se ralentizó pasando de ser un 8 por ciento tres años antes a limitarse a un 2. El déficit por balanza exterior sufrió también un incremento notable. La crisis siguió mostrando sus peores datos al alcanzarse un año después una inflación del 50 por ciento. Buena parte de esta situación se debía al vertiginoso incremento del precio del crudo, que en 1979 se volvió a disparar. Pronto el desempleo alcanzó el 15 por ciento, la balanza exterior siguió ofreciendo un resultado claramente negativo, y el crecimiento volvió a reducirse hasta niveles inferiores al 1 por ciento del PIB. El gobierno de aquellos momentos adoptó duras medidas de ajuste, y un riguroso programa de reconversión que afectó a un tercio de la industria. Pero, hacia 1985-86 se pudo dar por zanjada la crisis y comenzar un sólido despegue económico.


    Ese era el telón de fondo sobre el que hubo de dibujarse la política económica militar de aquellos primeros años de democracia. Desvinculados en parte del «protectorado» americano, ciertamente muy útil, pero también muy costoso en términos políticos, se trataba ahora de seguir adelante con la modernización de nuestras Fuerzas Armadas por otros caminos.


    Por lo que hace a los efectivos humanos su número no había variado significativamente en los últimos años. El Military Balance reconocía para 1977-78 un total de 220.000 hombres en el Ejército de Tierra, una cifra que, sin embargo, difiere bastante de las oficiales, que la incrementaban hasta 275.000, de ellos 239.200 de tropa. Cifraba aquel los de la Armada en 48.000 hombres y los del Ejército del Aire en 41.000. En total suponía que los efectivos de las Fuerzas Armadas españolas ascendían a 309.000 individuos, de ellos 217.000 de tropa. Otras fuentes fijaban el total en 353.000 hombres, de ellos 295.600 de tropa y 57.400 cuadros de mando; con el objetivo gubernamental de tener reducido ese contingente hacia el año 2000 a 170.000-190.000 hombres.


    La relación entre los efectivos militares y el total de la población activa en España, así como la fuerte reducción de personal militar llevada a cabo en los siguientes años puede observarse en el siguiente cuadro:
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    La Ley 20/1982, de 6 de julio, trató de paliar el gasto de personal creando la posibilidad del pase a la situación de reserva activa, y fijando nuevas edades de retiro. Ello descargaba del presupuesto de Defensa una parte del capítulo1 de personal, pero la cargaba a Clases Pasivas, partida que, como veremos, la OTAN sigue considerando gasto de Defensa.


    Los sueldos de la oficialidad y suboficiales se vieron modificados por un Real Decreto de 30 de marzo de 1977, que disponía su entrada en vigor el 1 de enero del año siguiente. Afectaba la disposición tanto a los funcionarios civiles como a los militares, y pretendía asimilar en lo posible las retribuciones de unos y otros. No fue modificado hasta 1984, y su resultado no fue ni mucho menos el apetecido, dado que, aunque naturalmente supuso un incremento de los sueldos, muy castigados por el índice de inflación al que se ha hecho referencia, y reconocido en el decreto, que decía adecuar el sistema retributivo a la «evolución que se ha producido en las condiciones sociales y profesionales del funcionariado», creó un verdadero desconcierto, al añadir a los ya muchos conceptos retributivos otro más: el del grado de empleo, que junto con el del sueldo y los trienios, pasaba a formar parte del grupo de retribuciones básicas.


    En todo caso, estas habían sufrido desde 1931 un proceso de equiparación extraordinariamente significativo dentro de los distintos empleos de la oficialidad y los de los suboficiales, así como entre los de aquellos entre sí. Si en 1931 el concepto sueldo base de un teniente general era aproximadamente diez veces el de un sargento, en 1940 pasó a serlo solo una seis veces, y en 1975 unas tres. Si en 1931 la diferencia entre el sueldo de un teniente general y un coronel era de un 48 por ciento, y con el de un capitán de un 76, en 1940 esa diferencia se había reducido en muchos casos, manteniéndose igual con el coronel, pero siendo el sueldo del capitán solo un 72,3 por ciento inferior. La asimilación cobró fuerza a partir de 1974, hasta el punto de que en 1977 la diferencia entre un teniente general y un coronel era solo del 19 por ciento y con el capitán del 35,5. Y si comparamos los sueldos del capitán con los del coronel, en 1931 los del último eran superiores en un 50 por ciento a los de aquel, pero en 1940 la diferencia ya era solo del 42,4 por ciento y un 1977 del 16,7. Una situación semejante se había producido entre los sueldos de los otros empleos.


    Si, por el contrario, en otros países como Gran Bretaña, Francia, Italia, Alemania Occidental o los Estados Unidos en 1976 los sueldos de un coronel en relación con los del un capitán se mantenían entre un 75 y un 60 por ciento superiores, en España la diferencia en las retribuciones de unos y otros se habían trasladado de las retribuciones básicas, como era el sueldo, que tenían efectos pasivos, a otras complementarias que únicamente tenían vigencia mientras el interesado permanecía en situación de actividad. De ahí la importancia que a los efectos pasivos tuvo el que entre 1931 y 1975 los sueldos de un teniente general se hubieran incrementado solo un 100 por cien, mientras que los de un coronel lo hubieran hecho un 175, los de un capitán un 250 y los de los tenientes y sargentos entre un 360 y un 370 por cien.


    En 1984 se dio un nuevo paso en el intento de homologar las retribuciones militares con las de los funcionarios de la Administración civil del Estado. Sin embargo, se trató de un paso en falso, toda vez que mes y medio después de aparecida la ley que contemplaba los haberes militares, otra modificaba de nuevo los de los funcionarios civiles. La militar se centraba otra vez en subir los complementos, singularmente con la aparición de uno específico que incidía más en la valoración del puesto de trabajo que en el empleo.


    Finalmente, en 1989 otra ley, insistiendo como siempre en la equiparación de militares y civiles, sin olvidar las peculiaridades de aquellos, hacía desaparecer el concepto de grado de empleo, reduciendo definitivamente las retribuciones básicas al sueldo, trienios y pagas extraordinarias2. Dichos haberes básicos se igualaron en cuatro grupos: A) desde general a teniente; B) alféreces y subtenientes; C) de brigada a sargento; y D) tropa y marinería. Cualquier oficial con al menos 35 años de servicio (o con 25 si acumulaba otros 10 en empleos inferiores) conseguía el mismo haber pasivo que el de mayor empleo.
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    El Ejército de Tierra, como siempre el más voluminoso, se había marcado como objetivo reducir sus fuerzas hasta un límite de 20.454 oficiales, 29.266 suboficiales y 120.000 soldados, algo a conseguir en 1999. El servicio militar, que se mantenía en 15 meses en los Ejércitos de Tierra y Aire, y en 18 meses en la Marina, se redujo a 12 meses. Posteriormente, en 1991 se volvió a reducir a tan solo 9 meses, con el consiguiente impacto en el número de efectivos, que se vio seriamente mermado, singularmente en Tierra. No obstante, el peso proporcional del capítulo 1 del presupuesto, dedicado a personal, y que hasta 1989 se había limitado en relación con el monto total presupuestario hasta un 46 por ciento, a partir de esa fecha volvió a crecer.


    El otro componente importante del gasto era el de las inversiones, concretamente las de armamento. En los últimos años de la década de los 70 España se implicó en una ampliación y renovación del correspondiente al Ejército de Tierra, con planes para la adquisición en los Estados Unidos de misiles contracarro y superficie-aire, así como piezas de artillería autopropulsada y radares. Pero también se impulsó la fabricación nacional de cañones, como el Merota, carros de combate, como el AMX-30, vehículos blindados, direcciones de tiro, etc.; además de continuar con la fabricación de armamento ligero y explosivos a través de industrias del propio Ejército, del INI o de particulares.


    La Marina consiguió en 1977 el relanzamiento de la segunda fase de su programa naval, con el encargo de un portaeronaves, ocho fragatas, cuatro corbetas, diez patrulleros, dos submarinos y una serie de lanchas de vigilancia y buques auxiliares, aunque, sobre todo, lo que necesitaba era rejuvenecer los buques con que ya contaba y modernizar el armamento de la Infantería de Marina. Ese programa suponía una inversión anual de alrededor de 3.000 millones.


    Ese año, el último en el que aparecieron independientes los presupuestos de los tres Ejércitos, se distribuían así porcentualmente los gastos de los distintos capítulos:
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    Se puede apreciar el bajísimo porcentaje dejado para las inversiones, singularmente por el elevado gasto en personal atribuible al Ejército de Tierra. A pesar de todo, ese porcentaje se había reducido considerablemente desde el 69,6 por ciento que había representado en el total de los presupuestos militares de 1970.


    En 1978 se dieron los primeros pasos en el Ejército del Aire para el desarrollo del programa FACA (Futuro Avión de Combate y Ataque) con el que se quería sustituir los modelos americanos que comenzaban a estar anticuados. Se pretendía llegar a recibir 174 aviones con un coste total de 160.000 millones de pesetas, cifra no muy elevada si se tiene en cuenta que al terminar la década el coste de un moderno avión de combate podía oscilar entre los 100 y los 300 millones, y que en aquella cifra se incluía el lote inicial de los repuestos. Se aprobó también la adquisición de cinco aviones Hércules de transporte, cuatro Orión para la actividad en el mar y tres Fokker para el SAR.


    Por otro lado, la industria aeroespacial española pasó a participar en programas internacionales, como el del desarrollo del Mercure con Francia, Italia y Bélgica, y el Airbús con Gran Bretaña, Francia, Alemania y Holanda. También comenzó a colaborar con otros países en diversos proyectos de fabricación y mantenimiento, y a llevar a cabo fabricaciones propias de diversos elementos estructurales de aparatos y armas, entre ellos los derivados de las compensaciones pactadas a cambio de la adquisición a Francia de los Mirage III y IV. Todo ello supuso un despegue importante tanto de la industria aeronáutica, sobre todo a través de CASA, como de la naval con la Empresa Nacional Bazán y Astilleros Españoles, S.A.


    Al abrirse paso los años 80 España disponía para el Ejército de Tierra de un armamento pesado compuesto por 680 carros pesados, más otros 60 pendientes de recibir; 180 carros ligeros; 375 TOA,s blindados, más otros 120 pendientes de entrega; un centenar de autos blindados; 1.164 piezas de Artillería de campaña remolcadas; otras 204 autopropulsadas; 484 cañones antiaéreos; 200 de Artillería de costa; 90 helicópteros, más 26 pendientes de entrega; y un número aceptable de misiles y cohetes. Todo ello además del material ligero de fusiles de asalto, subfusiles, ametralladoras, morteros, granadas de manos y contracarro, etc.


    La Armada disponía del Dédalo (cuyo futuro sustituto aún estaba en los inicios de su desarrollo), una docena de destructores, ocho submarinos oceánicos, ocho fragatas, otras tantas corbetas, siete patrulleros pesados, ocho ligeros, cuatro dragaminas oceánicos, tres transportes de ataque y otra serie de buques menores y auxiliares. Cierto es que el conjunto adolecía de muy distinta situación de modernidad en cuanto a su diseño y armamento. Junto a estos, contaba con siete aviones de combate y 52 helicópteros.


    Por lo que hace a la Fuerza Aérea, esta tenía alrededor de doscientos aparatos cazabombaderos, interceptores, de apoyo táctico, reconocimiento, patrulleros navales, transporte y reconocimiento; además de un número superior de otros con distintas misiones auxiliares y de entrenamiento. Entre los más modernos destacaban 30 Mirage III y 15 Mirage I, 34 interceptadores/cazabombarderos Mac Donell Douglas y Phantom III, y 20 cazabombarderos/interceptadores F-5 A/B.


    En 1980 una ley orgánica promulgada el 1 de julio reguló los criterios básicos de la Defensa Nacional y la Organización Militar. En ella las Fuerzas Armadas aparecían concebidas como el núcleo aglutinador del esfuerzo colectivo dirigido a la defensa nacional. Esa misión iba a ser determinada por el Plan Estratégico Conjunto (el PEC), que definía el Concepto Estratégico y el Objetivo de Fuerza Conjunto (el OFC), es decir, los medios necesarios en cantidad y calidad para lograr los objetivos estratégicos. Paralelamente se empezaron a dar los pasos para el alineamiento de España en el bloque de defensa occidental, al tiempo que se revisaba la relación bilateral con los Estados Unidos mediante un nuevo convenio firmado el 1 de diciembre de 1988, en virtud del cual la presencia militar norteamericana en España quedó reducida a la base de Rota y un pequeño destacamento en Morón. Las antiguas bases de Torrejón y Zaragoza pasaron definitivamente a manos del Ejército del Aire español.


    Se iba decantando así un nuevo diseño de la naturaleza, estructura, organización y funcionamiento de las Fuerzas Armadas, algo que se había iniciado en 1977 con la creación del Ministerio de Defensa como resultado de la reordenación y fusión de los tres ministerios militares. El ingreso en la OTAN el 30 de mayo de 1982, la firma de los Tratados de Roma, con el ingreso en la CEE el 12 de junio de 1985, la aprobación por referéndum de la integración parcial en la estructura militar de la OTAN y la solicitud de ingreso en la Unión Europea Occidental (UEO) fueron pasos sucesivos que culminaron en 1990 con la admisión de ingreso en esta última, y con la firma del documento de integración en la estructura militar de la OTAN.


    Todo ello dio lugar a una cada vez mayor participación de los Ejércitos españoles en las actividades de otros del área occidental, y a una progresiva interacción con los mismos; algo que a su vez comportaba disponer de unas Fuerzas Armadas adecuadas a las exigencias que demandaban dichas relaciones, entre ellas las diversas misiones que se les podían solicitar en el ámbito internacional. Y ello requería unos medios económicos que, sin embargo, seguían lastrados por la crisis, al menos hasta mediados de los años 80, y por la necesidad de prestar atención a las áreas civiles de los gastos públicos.


    La inflación, por su parte, había afectado severamente al programa de inversiones previsto en 1971. Ello había llevado a que en 1977, después de haber sido prorrogado hasta 1982, se incrementase su dotación con otros 213.000 millones complementarios, a distribuir a lo largo de seis años, entre 1977 y 1982. Se condonaron también 63.758 millones concedidos con anterioridad en concepto de anticipos, y se modificó al alza el porcentaje anual de incremento acumulativo de las dotaciones. Igualmente, la Ley General Presupuestaria de dicho año 1977 había introducido una importante variación en la estructura del Presupuesto de Gastos al fijar una clasificación por programas de estos, que iba a permitir progresivamente fijar unos objetivos dotándolos presupuestariamente.


    Desde 1972 y hasta 1982, es decir, durante diez años, España estuvo recibiendo de los Estados Unidos en concepto de ayuda 98,4 millones de dólares corrientes. También se consiguieron créditos del Federal Financig Bank por un importe de 725 millones de dólares, una cantidad que significó incrementar las asignaciones presupuestarias para material en una cantidad cercana al 14 por ciento.


    En 1982 se volvió a fijar un nuevo periodo de inversiones a desarrollar entre 1983 y 1990. Sin haber terminado aún de resolverse la crisis económica, la ley que diseñó dichas inversiones determinó los periódicos incrementos que debían introducirse en las dotaciones en función de la inflación y de los cambios de paridad de la peseta, que tanto afectaban a las compras en el exterior. De nuevo se acordaron préstamos con el Federal Financig Bank por un importe total de 1.582 millones de dólares, que se obtuvieron entre 1983 y 1986, lo que comportó un incremento del 32 por ciento en los créditos para inversiones de material. En los años 1987 y 1988 se formalizaron nuevos créditos con los Estados Unidos por importe de 405 millones de dólares, que vinieron a significar otra financiación complementaria a la fijada en los presupuestos. Por el contrario, en 1989 se redujo la cantidad prevista en el presupuesto para material, al consignarse como créditos no disponibles algo más de 45.000 millones de pesetas.


    Desde la creación del Ministerio de Defensa se fue avanzando progresivamente en la estructuración del mismo, así como en la centralización del planeamiento presupuestario y en la dirección del desarrollo de este. Entre otras cosas, desde el Ministerio se decidió fomentar la industria armamentística nacional derivando en lo posible las adquisiciones hacia la misma, y transfiriéndola nuevas tecnologías. En ese terreno tuvo relevancia para la Bazán el Plan de Alta Mar diseñado por la Armada, y consistente en la construcción de varios buques antes del año 2002. Con ello se trataba de potenciar el Grupo Aeronaval de Combate con buques de guerra, logísticos y submarinos.


    Terminó este periodo prorrogando de hecho en 1990 la normativa sobre inversiones de la década anterior, y contemplando el desarrollo del programa vigente, ampliándolo hasta el año 2000. La crisis económica había remontado desde 1985, y durante los años siguientes el crecimiento había sido notable. Sin embargo, la proporción del gasto militar respecto del general del Estado no había dejado de decrecer.


    Siguiendo criterios OTAN, para computar los gastos militares españoles en defensa se deben tener en cuenta los gastos corrientes y los de capital que aparecen en el presupuesto de Defensa, los de organismos públicos que dediquen presupuesto a proyectos de defensa, las pensiones militares, los gastos en I+D+i militar y las deudas contraídas por compras en el exterior financiadas con créditos; y se deducen los créditos no disponibles y los que se incorporan al siguiente ejercicio. En cambio en España los haberes pasivos del personal militar y civil que hubiera prestado servicio en las Fuerzas Armadas se cargan a la sección de Clases Pasivas y no a la del Ministerio de Defensa, a diferencia del criterio OTAN. En coincidencia, en cambio, con este, tampoco se computan los gastos de defensa civil y las eventuales ayudas, que se cargan a país donante. Ello explica las diferencias que aparecen en los cálculos de porcentaje del PIB seguidos con uno u otro criterio.
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    Durante estos quince años los acuerdos con los Estados Unidos representaron un factor esencial en materia de ayuda militar, aunque progresivamente su trascendencia fue disminuyendo, sobre todo a partir de 1988. Desde su origen en 1953 se habían concretado en entregas gratuitas y sin contrapartidas de material de guerra; material adquirido con fondos de la Ayuda Americana; material adquirido a los Estados Unidos con fondos presupuestarios; material arrendado; modernización de 25 buques; modernización de infraestructuras; ampliación y mejora de fábricas y establecimientos militares; transferencia de tecnologías; y cursos en Estados Unidos para personal.
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    Aunque la Memoria del Proyecto de Ley sobre Dotaciones presupuestarias para Inversiones y Sostenimiento de las Fuerzas Armadas avanzaba en 1982 que «se espera llegar al final de la década a un 60 por ciento [del presupuesto] en material y 40 por ciento en personal», lo cierto es que se estuvo lejos de alcanzar aquel objetivo. En 1991 las inversiones solo suponían el 32,2 por ciento del presupuesto, y, en cambio, el capítulo 1 de Personal había ascendido desde el 50,7 por ciento en 1982 al 52,9 en 1991, y llegaría al 58,4 en 1992 a pesar de la importante reducción del contingente. Dado que los gastos de personal solo cabe reducirlos mediante una merma de las plantillas, los recortes presupuestarios terminaban incidiendo sobre todo en las inversiones de material, por encima de en las de sostenimiento.


    La repercusión del presupuesto militar en los Generales del Estado sufrió un brusco descenso desde 1976. Aquel año suponía el 15,08 por ciento, mientras que en 1991 su participación en aquellos había descendido al 6,39. Al margen de las distintas situaciones de la coyuntura económica, lo cierto es que el gasto del Estado derivó significativamente hacia otras necesidades del ámbito civil. Su relación con el PIB también cayó, pasando de ser el 1,56 por ciento en 1976 al 1,51 en 1991.


    Los gastos del Órgano Central de la Defensa y el Estado Mayor de la Defensa (EMAD) fueron ganando importancia relativa durante este periodo en relación con los totales del ministerio, pasando de ser tan solo el 0,41 por ciento en 1976 a representar ya un 27,57 en 1991, cifra superior a la de la Armada y el Ejército del Aire, todo ello como consecuencia de las nuevas funciones asumidas por aquellos. El Ejército de Tierra siguió representando el factor de gasto más importante frente a sus otros dos homólogos, si bien su proporción fue descendiendo paulatinamente respecto a estos como consecuencia de su mayor incidencia en los recortes de personal, y menor en cuanto a las inversiones.
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    La Armada y el Aire descendieron ligeramente en su participación en los gastos del presupuesto de Defensa, manteniendo ambos en 1991 un porcentaje cercano al 20 por ciento. Como consecuencia de ser el de personal un gasto muy rígido, las inversiones en material descendieron más en Tierra que en los otros dos Ejércitos; mientras que entre 1976 y 1991 las de Tierra bajaron un 28,85 por ciento y las de la Armada lo hicieron un 22,72, las del Aire solo cayeron un 10,34.


    El esfuerzo en defensa sufrió un grave quebranto a partir de 1982. Si en la década que va desde ese año a 1991 el PIB se incrementó un 43 por ciento, la parte correspondiente al Ministerio de Defensa se redujo desde un 2,00 a un 1,51. Y si en el mismo espacio de tiempo los Gastos Generales del Estado se incrementaron alrededor de un 200 por ciento, la repercusión en los mismos de los de Defensa se redujo desde un 11,58 por ciento al 6,39 en el mismo periodo de tiempo.


    El Presupuesto por Programas, que empezó a implantarse lentamente en España a comienzos de los años 80, vino a sustituir al clásico, poniendo en relación los objetivos buscados con los medios de que se disponía para obtenerlos. Ello empezó a permitir evaluar los resultados obtenidos respecto de la programación original. No obstante, el perfeccionamiento de este sistema aún tendría que esperar.


    Ese presupuesto venía complementado con la financiación externa procedente fundamentalmente de los acuerdos con los Estados Unidos. Sin embargo, la progresiva reducción de dicha ayuda durante los últimos años, a la que ya se ha hecho alusión, obligó a buscar otras fuentes de financiación extrapresupuestarias para evitar una caída rotunda de las inversiones, con su repercusión indirecta en una rama importante de la industria española como era la industria militar.


    Una línea de ingresos extrapresupuestarios vino de la mano de la Ley 28/1984, de 31 de julio, que creó la Gerencia de Infraestructura de la Defensa (GINDEF), organismo autónomo dependiente del Ministerio de Defensa. El Preámbulo de la Ley expresaba que «la necesidad de contar con medios propios que permitan una actuación más flexible de la Defensa en materia urbanística e inmobiliaria, así como la especial de la repercusión que supone el nuevo despliegue de los Ejércitos en el conjunto de la reestructuración territorial proyectada, con supresión de algunas unidades y creación de otras nuevas, junto con la cada vez más urgente necesidad de trasladar determinadas instalaciones militares fuera de los núcleos urbanos, hace necesaria la existencia de un organismo autónomo con facultades para la adquisición y enajenación de bienes inmuebles».


    En definitiva, se trataba de generar ingresos para inversiones en infraestructura, mediante la declaración sin interés militar de determinados inmuebles, su desafectación del Ministerio de Defensa al que estaban adscritos, y su enajenación, para con su importe poder adquirir otros activos inmobiliarios más adecuados a la necesidades de la defensa. Sin duda se trató de una medida trascendente cuyo desarrollo se inició entonces, y que, con las variaciones de que luego se hablará, persiste en el presente.


    Igualmente, el Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas (INVIFAS) comenzó la enajenación del parque de viviendas militares gestionado por el mismo, también con objeto de obtener liquidez de este activo inmobiliario.


    En resumen, aun conociendo el impacto decreciente del gasto de defensa en España en relación con el gasto total y con el PIB, no llegamos a hacernos una idea clara de su significado si no lo ponemos en contraste con el de otros países. Sin embargo, no sería razonable en el periodo que contemplamos hacerlo con los de áreas ajenas a nuestro entorno, como pudieran ser la Unión Soviética, los países del Pacto de Varsovia o países de Oriente Medio y asiáticos. Sí, en cambio, resulta conveniente hacerlo con los miembros de la OTAN, siguiendo los criterios de cálculo que utiliza dicha organización.


    En 1986, año de la aprobación por referéndum de la permanencia de España en la OTAN, el gasto medio militar de los países de esta (excluidos los Estados Unidos y Canadá) suponían un 3,26 por ciento de su PIB, mientras que el de España era el 2,21, solo superior al de Dinamarca (2,00), Italia (1,78) y Luxemburgo (1,08). Pero, aunque en 1991 el gasto medio de los países europeos de la OTAN, al filo de disolverse el concepto de Guerra Fría y de iniciarse un desarme generalizado, se había reducido a un 2,70 del PIB (un 82,82 por ciento del de 1982), el de España había caído hasta el 1,72 (un 77,82 del de ese año). Solo Luxemburgo gastaba en defensa un porcentaje inferior de su PIB.


    En cuanto a la relación del volumen de personal militar con el total de la población del país, mientras que la media de los países europeos de la OTAN en 1986 era el 0,95 por ciento y la de España el 0,82, en 1991 la europea era del 0,87 y la española se había reducido hasta el 0,63. Finalmente, solo Grecia, Portugal y Turquía dedicaban menor proporción de gasto por soldado que España.


    



    De la crisis de 1992 a la de 2008


    El ambiente de prosperidad que se registró en España a partir de 1985, y sobre todo de 1987, se quebró cuando en 1992-1993 se produjo en Europa una crisis económica general, corta en el tiempo, pero que en nuestro país dio lugar a recortes presupuestarios que afectaron directamente a la defensa hasta 1996. No fue esta una situación exclusiva de España, toda vez que en el ámbito europeo y en los Estados Unidos los gastos militares comenzaron también a verse reducidos como consecuencia del fin de la Guerra Fría y de la reunificación de Alemania.


    La ley de 1982 que perseguía la potenciación y modernización de las Fuerzas Armadas, luego prorrogada en 1987 y 1990, se vio afectada por dichos recortes, y los objetivos previstos requirieron severos ajustes, tanto en cuestión de plazos como en unas dotaciones superadas por el incremento de los costes. El objetivo de alcanzar para aquellas a mediados de la nueva década el 2 por ciento del PIB, algo aprobado el 27 de junio de 1971 por el Congreso de los Diputados, se hizo pronto inasequible. Los créditos del Ministerio de Defensa se vieron reducidos en valores reales entre 1990 y 1993 en un 24,71 por ciento, y las declaraciones de créditos no disponibles llegaron a suponer un 11,67 por ciento del presupuesto inicial. Esa limitación en la financiación de las Fuerzas Armadas contrastaba, por otro lado, con su cada vez mayor proyección hacia el exterior, implicándose progresivamente en el desarrollo de la política occidental de seguridad.


    En 1992 se produjo, por tanto, un brusco descenso de los gastos de defensa, y entre 1992 y 1996 la proporción de los créditos para la misma en relación con los generales del Estado cayó hasta una media del 4,55 por ciento. Entre 1997 y 1999 esa media volvió a descender hasta el 3,81 por ciento, para recuperarse a partir del año 2000 y hasta el 2008 con otra media del 4,22. De todas maneras, su relación con el PIB se redujo de forma continua desde un 1,28 en 1992 hasta significar tan solo un 0,77 por ciento en 2008.


    En consonancia con esa situación, a partir de 1992 España consiguió seguir recortando paulatinamente el volumen de personal militar, el que, de alrededor de los 200.000 hombres que lo componían hasta 1996, pasó a una media de 126.000 en el quinquenio 2003-2007, de ellos unos 49.000 soldados de Tierra, 11.000 del Aire y 12.000 marineros e infantes de Marina, lo que se correspondió también con una tendencia descendente de efectivos en la mayoría de los países europeos. Se fijó también como objetivo ir reduciendo paulatinamente el número de oficiales hasta dejarlo en 16.000 y el de suboficiales en 34.000; como asimismo también las plantillas de los mandos superiores (generales y coroneles).


    El gasto por soldado se incrementó significativamente a partir de 2002 y 2003 como consecuencia de la cada vez menor proporción de soldados de reemplazo y la mayor de personal profesional, algo que culminó a partir del 31 de diciembre del 2001 con la supresión del servicio militar obligatorio. Terminaba así un periodo de doscientos años iniciado como consecuencia de las ideas exportadas por la Revolución Francesa y las campañas napoleónicas, y que implicaba a todos los españoles en la prestación de un servicio en los Ejércitos.


    La profesionalización total de la tropa presentó problemas durante los primeros años para poder cubrir los cupos proyectados, pero en 2009 ya se llegó a alcanzar cerca de los 80.000 hombres previstos. Esa cifra representaba una reducción importante del número de efectivos de tropa, que sirvió para absorber una parte del incremento de sueldos que representó la tropa profesional, junto con las primas de incorporación, incentivos de permanencia, etc.


    Con independencia del recurso a la vía puramente monetaria, siempre limitada por las restricciones presupuestarias, se trató de hacer atractivo el alistamiento de la tropa profesional estableciendo varias modalidades de compromiso. La Ley 6/2006, de 24 de abril, de Tropa y Marinería, actualizada luego por la 8/2014, de 4 de diciembre, reservaba un 35 por ciento de las plazas para los que suscribieran un compromiso de dos o tres años, renovable por periodos de otros dos o tres hasta un máximo de seis de servicio.


    Otro 45 por ciento de aquellas correspondía a compromisos de larga duración, pudiendo en este caso el soldado o marinero continuar operativo hasta cumplir 45 años. En la actualidad se ha fijado para 2015 un sueldo de 7.200 euros al año, actualizables, y, alcanzada la edad límite, si al menos han completado 18 años de servicio, pueden pasar a la situación de reservista de especial disponibilidad, continuando percibiendo aquella asignación hasta los 65 años, edad de jubilación, si bien esta no será compatible con el subsidio de desempleo ni con otro sueldo de la Administración, aunque sí con otro tipo de remuneraciones.


    Los que hayan suscrito el compromiso de larga duración también podrán solicitar a partir de los 45 años la condición de permanente en las plazas que se convoquen, con los requisitos de haber cumplido al menos 14 años de servicio activo, tener como mínimo título de técnico del sistema educativo general o equivalente, y las demás condiciones que pudieran determinarse reglamentariamente. En esa condición podrán permanecer hasta los 65 años.


    Contempla también la ley otras situaciones o casos singulares. Si ingresan en un centro docente militar se les puede ampliar el compromiso hasta la finalización del periodo de formación. Si están en misiones en el extranjero por al menos tres meses se les puede ampliar el compromiso hasta 15 días después de que culmine la misión. Y a los extranjeros que hayan solicitado la nacionalidad española y hayan cumplido seis años de servicios, se les puede también ampliar su compromiso hasta un máximo de tres años, aunque no pueden solicitar compromiso de larga duración hasta que no hayan adquirido dicha nacionalidad.


    Otras medidas habilitadas para hacer atractivo el nuevo sistema de prestación de un servicio militar incentivando a la tropa profesional, consisten en reservar un amplio porcentaje de plazas en la Guardia Civil y en la Policía Nacional para los que hubieran completado cinco años de servicio. Esto último también se considera mérito para acceder a cuerpos, escalas y plazas del funcionariado y puestos de carácter laboral en las Administraciones Públicas. A su vez, la apertura de los Ejércitos a la mujer y a extranjeros, estos en determinadas condiciones, sirvió también para completar la transformación de unas tropas de reemplazo en otras profesionales.


    En 1992 los créditos para alimentación de la tropa, hasta entonces contemplados en el presupuesto dentro del capítulo 1 de Personal, pasaron al 2 de Compra de Bienes y Servicios, con lo que el importe proporcional de aquel disminuyó algo respecto del de las Inversiones. También los haberes de los militares en situación de reserva activa quedaban fuera de cómputo en la relación personal/material. En cambio, se mantuvo el incremento espectacular que habían experimentado los créditos para el Órgano Central en los años anteriores.


    La financiación para material, especialmente para armamento, requirió una atención especial como consecuencia de la cada vez mayor implicación de España en el contexto internacional, con los compromisos adquiridos en el seno de la Alianza Atlántica, y la plena participación a partir de 1997 en la estructura militar de la OTAN y en el desarrollo del Cuerpo de Ejército Europeo. A ello hay que añadir la intervención igualmente integrada en operaciones con el Grupo Aéreo Europeo, la Fuerza Marítima Europea, la Fuerza Operativa Rápida, etc.


    Especial interés tuvo su pronta contribución a las Operaciones de Mantenimiento de la Paz y de Ayuda Humanitaria respaldadas por la ONU, tanto en Kosovo, Bosnia-Herzegovina y Albania, como en Centroamérica y otros lugares. A partir del año 2000 esa participación se potenció considerablemente con la presencia de contingentes de tropas españolas en Afganistán y en Irak, así como con la contribución a la Operación Libertad Duradera con unidades navales en el Océano Índico y destacamentos aéreos en Kirguizistán y en Yibuti.


    Todo ello implicó la necesidad de actualizar y mantener la capacidad de armamento y logística de nuestras Fuerzas Armadas, algo tenido en cuenta en la Directiva de Defensa Militar de 1 de diciembre de 2000, con vistas a una Revisión Estratégica de Defensa que fue aprobada el 13 de febrero de 2003. De aquí se derivó el desarrollo de los que se han llamado Programas Especiales de Defensa, que recogen los principales sistemas de armas requeridos para adquirir y sostener la capacidad militar que en cada momento cabe estimar necesaria, en orden a los criterios de seguridad nacional y de participación en la alianza militar internacional.


    Esos Programas Especiales suponen, por otro lado, un reto para la industria militar española en la parte en que se halla implicada en los mismos, exigiendo a la misma un alto grado de perfeccionamiento tecnológico y de mejora en los sistemas de producción y de organización del trabajo. A su vez, ello permite reducir determinadas importaciones y, por el contrario, mejorar las exportaciones de buques, aeronaves y armamento, así como la creación de puestos de trabajo de alta cualificación.


    Durante la VI Legislatura de la democracia (1996-2000) el gobierno decidió la adquisición de tres importantes sistemas de armas. El avión de combate EF-2000 Eurofigther nació como consecuencia del Memorando de Entendimiento suscrito en 1986 entre los gobiernos de Alemania, Gran Bretaña, Italia y España, que diseñaba su programa de construcción con la participación en el mismo de las dichas cuatro naciones. Luego, en 1997, España se comprometió a adquirir 87 aviones por importe de 9.255 millones de euros, que incluían su participación el coste del programa y del apoyo logístico que llevaba aparejado. La previsión de entregas se estimó entre 2003 y 2016.


    También en 1997 se aprobó la adquisición de cuatro fragatas F-100 por importe de 1.683 millones y un plazo de entrega entre 2002 y 2006. Y en 1998 se autorizó la compra de 235 carros Leopardo con un coste de 1.367 millones, a entregar entre 2002 y 2017. Con anterioridad, España ya disponía de 108 carros iguales en régimen de cesión temporal acordada entre los ejércitos alemán y español.


    La VII Legislatura (2000-2004) contempló el desarrollo de otros programas armamentísticos. Autorizada en 2001 la fabricación del avión de transporte A-400, en 2003 se dispuso la compra de 27 unidades del mismo, con un coste de 2.453 millones de euros, y con una previsión de entregas entre 2011 y 2021. En 2004 se aprobaron la construcción de un buque de proyección estratégica por un importe de 360 millones, a entregar en 2009; la compra de cuatro submarinos S-80, con un coste de 1.756 millones, y entregas entre 2013 y 2015; la adquisición también de 24 helicópteros de combate Tigre, con un precio inicial de 1.274 millones, a entregar entre 2005 y 2013; y, finalmente, el desarrollo de una serie de vehículos blindados Pizarro, con la compra de 190 unidades por 708 millones, y con plazos de entrega entre 2010 y 2015.


    De nuevo la VIII Legislatura (2004-2008) autorizó el arranque de otros programas de compra de armamento por un importe total de 3.504 millones de euros, que vendrían a sumarse a los anteriores ya en desarrollo. En concreto, se contempló la adquisición de misiles IRIS-T por 247 millones; una fragata F-105 por 750; un buque de acción marítima por 352; otro de aprovisionamiento de combate por 213; misiles SPIKE-LR por 324; 45 helicópteros NH-90 por 1.260; misiles ALAD Taurus por 57; obuses Rema 155/52 SIAC, por 181; y para la nueva Unidad Militar de Emergencias 19 helicópteros de transporte medio por 76 millones y 9 aviones apagafuegos por 44.


    El último Programa Especial de compra tuvo lugar ya en la IX Legislatura (2008-2011), correspondiendo a Nodos CIS desplegables valorados en 60 millones. En total, el importe inicial contratado desde 1997 para todos estos programas ascendió de 23.960 millones de euros.


    Todo ello estaba diseñado dentro de un nuevo concepto estratégico que iba dejando atrás el tradicional de defensa nacional por otro más amplio en el que esta aparece incardinada en una seguridad compartida con las naciones aliadas. Ese nuevo esquema comportaba también la sustitución del viejo concepto de estructura territorial de los Ejércitos por otro funcional y operativo.


    Es evidente que una financiación por tal importe tenía que diseñarse desde un primer momento por una vía ajena a la normal presupuestaria de Defensa, toda vez que se requería conceder fuertes anticipos a las empresas constructoras para que pudieran iniciar la labor de desarrollo de los diecinueve programas. En un contexto en el que las exigencias requeridas para hacer posible la convergencia al euro a partir de los acuerdos de Maastricht de 1992 impedían cualquier intento de ampliación del presupuesto de Defensa, hubo que concebir otra solución, para la que se contó con la colaboración fundamental del Ministerio de Industria.


    En definitiva, en 1996 se delineó un modelo en virtud del cual Industria concedería a los contratistas primarios anticipos reintegrables sin interés con cargo a sus propios créditos para investigación y desarrollo. A partir de ahí los contratistas iniciaban el desarrollo de su programa sin costes financieros algunos, y el Ministerio de Defensa pagaría lo acordado a partir de la recepción del material. Sería entonces cuando las empresas deberían devolver a Industria los anticipos recibidos. No obstante, los pagos por parte de Defensa se acordaban diferidos a fechas distintas a las de las entregas del material, con un horizonte final del 2030.


    Fue este de los Programas Especiales un decidido intento de modernización del material y armamento de los tres Ejércitos y, como se ha dicho, de potenciar el desarrollo tecnológico de la industria nacional, pero que requería una capacidad de financiación que las circunstancias harían en parte inviable. El desarrollo de los programas y pagos en tan dilatado periodo de tiempo suponía sobrecostes adicionales, y, además, había que tener en cuenta los gastos de sostenimiento que lograran hacer operativos los sistemas de armas adquiridos. Y ello sin contar con la necesidad de proyectar y llevar a cabo nuevos programas que permitieran mantener actualizada la capacidad militar de las Fuerzas Armadas. Todo ello ha hecho necesario en estos últimos años un replanteamiento del número de pedidos y de los plazos de entrega y pagos.


    Para los gastos propios de las operaciones en el extranjero, cada vez más importantes y costosas, hubo también que buscar otra vía de financiación. En principio los compromisos internacionales se debían financiar con cargo al concepto 228 del presupuesto de Defensa, pero ya desde 1998 las cantidades consignadas en el mismo dejaron de ser suficientes, y hubo que recurrir a un crédito ajeno a Defensa, en concreto al Fondo de Contingencia previsto en un principio en los Presupuestos Generales para atender a cualquier tipo de desastres naturales. Si entre el año 2000 y el 2004 el 228 aún estaba dotado con 60 millones en cada uno de esos ejercicios, ya en 2005 y 2006 tal consignación se había reducido a 18 millones y en 2007 a 17.


    Por el contrario, el coste de dichas operaciones en el extranjero se hizo cada vez más elevado, por lo que en su casi totalidad hubieron de ser financiadas por el citado Fondo de Contingencia. Su cuantía creció progresivamente desde los 239,6 millones que importaron en el año 2000 hasta los 642,5 del año 2007. En total, entre 1990 y 2007 las Operaciones de Mantenimiento de la Paz supusieron un coste de 4.310 millones de euros corrientes. Con ellos se cubrieron los superiores sueldos del personal destacado, los transportes de tropas y material, las instalaciones, etc.


    Siguió proporcionando algunos recursos el Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas, el que entre 1992 y 2007 aportó 1.669 millones de euros corrientes. Por su parte, a la Gerencia de Infraestructura de la Defensa se le añadió en su denominación original el término «y Equipamiento», que aludía a la autorización expresada por la Ley 50/1998 de Presupuestos Generales del Estado para 1999, otorgándole la posibilidad de que los fondos obtenidos de su gestión, amén de para la compra de terrenos, pudieran ser empleados igualmente en la adquisición de armas y material para uso militar. Esa facultad permitió que entre 1999 y 2007 se pudieran dedicar a la adquisición de material otros 1.670 millones de euros procedentes de dicho organismo autónomo.


    Resumiendo, y dejando ya a un lado estos sistemas extraordinarios de financiación, los presupuestos de Defensa sufrieron una importante reducción a través del periodo que ahora examinamos. Siguiendo a Pérez Muinelo, en euros corrientes entre 1990 y 1993 aquellos se redujeron un 7,36 por ciento, aunque el valor real del retroceso fue del 29,20, en parte como consecuencia de las declaraciones de créditos no disponibles, que, por ejemplo, en 1991 supusieron un recorte del 11,67 por ciento respecto del presupuesto inicial.


    Entre 1994 y 1996 el presupuesto creció formalmente un 14,83 por ciento, aunque en términos reales permaneció prácticamente invariable. Entre 1997 y 2000, si en términos monetarios volvió a crecer un 10,96 por ciento, en términos reales siguió invariable. Crecieron los créditos a disposición del Ministerio un 10,77 por ciento en términos contables como consecuencia de la incorporación teórica de los préstamos sin interés concedidos por el Ministerio de Industria a las empresas nacionales, las aportaciones de la GIED y el INVIFAS y las ampliaciones de crédito para atender a las operaciones de paz que comportaron un porcentaje variable.


    Entre 2001 y 2004, mientras en euros corrientes el presupuesto de Defensa crecía un 16,28 por ciento, en términos reales se redujo un 0,72. Continuaron contabilizándose las aportaciones de Industria, GIED, INVIFAS y Fondo de Contingencia, si bien hay que tener en cuenta que los anticipos de Industria van a exigir un reintegro en su día.


    Entre 2005 y 2008 el presupuesto se incrementó en términos monetarios en 25,88 por ciento, aunque en términos reales solo lo hizo un 8,20.


    La repercusión del Ministerio de Defensa en el PIB, valorada con criterios nacionales, pasó de ser el 1,28 por ciento de 1992 a significar tan solo en 0,77 en 2007.


    



    La financiación de la Defensa hoy


    En 2007 se inició en Estados Unidos una crisis financiera que dio lugar a la quiebra del banco de inversión American Home Mortgage, y que provocó violentas reacciones en los mercados de todo el mundo, desencadenando la intervención de los gobiernos y de los bancos centrales.


    No nos corresponde aquí analizar las causas de dicha crisis, pero sí cabe decir que la misma se extendió en 2008 a todo el ámbito de los países desarrollados, dando lugar en poco tiempo a la aparición de signos claros de recesión en la economía real de los mismos, junto a una crisis monetaria que provocó medidas de contención del gasto público y de austeridad tendentes a tajarla. Se trató de una inestabilidad financiera y, con ella, de una profunda recesión cuyas consecuencias, más o menos mitigadas, persisten a la hora de escribir estas líneas.


    En España pronto empezaron a emerger desequilibrios financieros, a los que se sumó una grave crisis en el sector económico de la construcción, dando todo ello lugar a una seria desregulación del sector financiero, que tuvo que ser intervenido por el Estado en algunos de sus componentes, y a una recesión económica que se hizo patente en 2008 con una caída del PIB del 1,1 por ciento. Todo ello provocó un brutal crecimiento del desempleo, que gradualmente llegó a superar los seis millones de parados.


    Estas medidas exigieron en España medidas de austeridad y contención del gasto similares a las de otros países, en buena parte reclamadas por la propia Unión Europea, y que tuvieron su lógica repercusión en los presupuestos de las Administraciones Públicas y, por ende, en los del Ministerio de Defensa3. Como se ha visto, se hallaba este volcado en planes y programas sumamente costosos, que buscaban una modernización de las Fuerzas Armadas y de sus capacidades en orden a hacer posibles las misiones que tenían encomendadas. Las nuevas circunstancias económicas, y la necesidad de acudir a otras atenciones urgentes en el ámbito civil, hicieron que la proporción del gasto militar, que en 2007 aún representaba el 5,4 por ciento del gasto del Estado, comenzara a caer aceleradamente.


    Si en 2007 las Fuerzas Armadas habían dispuesto de un presupuesto superior en un 8,6 por ciento al de 2006, en 2008 solo superó en un 5,5 por ciento al del año precedente. Sería el final de lo que había sido un vertiginoso ascenso durante los diez años anteriores, y que solo entre 2005 y 2008 había supuesto un incremento presupuestario del 26 por ciento. A partir del 2009 el gasto militar sufrió una caída continua, que únicamente parece haberse frenado al alborear 2015.


    El presupuesto para 2009 ya fue recortado un 2,97 por ciento respecto al del año anterior. Importaba inicialmente 8.240 millones de euros, a los que durante el año aún le fueron restados 189 como consecuencia de acuerdos de no disponibilidad. En medio de una primera recesión, que alcanzó hasta el primer trimestre de 2010, el gasto general del Estado se redujo, pero el militar lo hizo en una proporción mayor, pasando a significar únicamente el 5,23 por ciento de aquel.


    Los créditos presupuestarios se vieron complementados con los de la Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, pero, sobre todo, por los adelantos a las empresas de armamento facilitados por el entonces Ministerio de Industria, Turismo y Comercio por importe de unos 1.160 millones de euros. En cuanto a las Operaciones de Mantenimiento de la Paz, atendidas fundamentalmente con créditos ampliables del Fondo de Contingencia por importe de 713 millones, el gobierno del Partido Socialista los consideró de interés prioritario, por cuanto significaban la voluntad de España y de sus Fuerzas Armadas de cumplir con los compromisos internacionales contraídos.


    De los créditos presupuestarios para ese año 2009 el 61,1 por ciento hubo de ser dedicado al capítulo de Personal. Para entonces, el conjunto de los oficiales entrañaba 18.232 efectivos, el de los suboficiales 27.994 y el contingente de tropa profesional 81.036, con lo que el total de efectivos militares ascendía a 127.262. Además se contaba con 24.000 miembros de personal civil laboral y más de 18.000 militares en situación de reserva.


    Manteniendo esa alta proporción de créditos para el capítulo 1 de Personal se pretendía absorber y consolidar la subida de retribuciones de los militares aprobada en noviembre de 2005 y, además, incrementar en 3.000 el número de soldados y marineros. El capítulo 6, de inversiones reales para la modernización de los ejércitos, quedó con unas dotaciones mínimas de 427 millones para los programas ordinarios y otros 708 para los programas especiales.


    Ese año entró en vigor un nuevo ciclo de Planeamiento de la Defensa para 2009-2012, aprobado a fin del año anterior, con una atención especial a la generación de capacidades, que, de alguna forma y motivado por las circunstancias, modificaba la adquisición de sistemas prevista en el ciclo anterior. También dentro de ese mismo año la Armada recibió el buque de Proyección Estratégica LHD Juan Carlos I, aún pendiente de serle incorporados todos los sistemas que debía llevar aparejados, así como el buque de Aprovisionamiento de Combate.


    La crisis económica comenzó a hacer sentir sus efectos sobre los programas especiales. El del Eurofighter requirió ser replanteado en dos fases por las dificultades para poder atender en su momento los compromisos contraídos en el contrato suscrito. También el del avión de transporte A-400M exigió una renegociación con revisión de plazos. Por entonces, la necesidad de atender a programas ordinarios de armamento y protección, como era el de los vehículos blindados 8x8 del Ejército de Tierra, requería ya una reconsideración de los pedidos y de la financiación de los sistemas de armas especiales.


    Para ayudar a la obtención de créditos con destino a la modernización del material, la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2010, creó el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa (INVIED), organismo autónomo nacido de la refundición de los anteriores Instituto de la Vivienda de las Fuerzas Armadas y Gerencia de Infraestructura de la Defensa. Si su finalidad seguía siendo la gestión y enajenación del patrimonio inmobiliario propio o puesto a su disposición, la novedad consistía fundamentalmente en que sus ingresos, además de para la adquisición de armas y material para uso militar, podían dedicarse a los programas de I+D+i militar.


    El presupuesto para 2010 requirió ser diseñado con unas especiales características de austeridad, aunque sin abandonar los programas de modernización. Redujo su cuantía en un 6,6 por ciento respecto del inicial de 2009 o un 4,5 respecto del final de dicho año. Su participación en el gasto general del Estado volvió también a reducirse, ahora al 4,2 por ciento.


    Los gastos de personal se mantuvieron en magnitudes equivalentes a los de 2009, aunque el personal de tropa se incrementó en 5.000 hombres y mujeres (86.112 al final del año). Dos tercios del presupuesto (el 65,5 por ciento) se dedicaron a personal. En cambio, los créditos para inversiones se volvieron a reducir, esta vez nada menos que un 30,7 por ciento, y, en concreto, la partida para Programas Especiales sufrió un decremento del 52 por ciento. No había duda sobre la necesidad de reconsiderar los acuerdos suscritos para los mismos.


    A pesar de que hacia el primer trimestre de 2010 se pudo dar por acabado un periodo de recesión que duró casi un año y medio, el peso de una deuda pública cada vez mayor, y la necesidad de seguir haciendo frente a la crisis con duros recortes, exigieron volver a aprobar unos presupuestos para 2011 teñidos de austeridad, reduciendo su importe en un 7 por ciento sobre el inicial anterior; reducción que finalmente quedó en un 3,66 habida cuenta de las medidas aplicadas en 2010 para la reducción del déficit, exigidas por el Pacto de Estabilidad y Crecimiento aprobado por la Unión Europea, y los acuerdos de no disponibilidad de los créditos para diversas partidas.


    De nuevo la necesidad de mantener unos efectivos mínimos de personal, so pena de reducir gravemente la operatividad de las Fuerzas Armadas, dio lugar a que dos tercios del presupuesto fueran otra vez dedicados al capítulo de Personal, sacrificando las inversiones reales. Aun así, fue necesario reducir en 272 millones los créditos para personal y en 3.000 el número de soldados y marineros, con un tope máximo de 83.000 efectivos.


    Los programas ordinarios de mantenimiento y modernización del material se mantuvieron en lo posible, más mal que bien, y con respecto a los Programas Especiales resultó ya ineludible plantearse una reprogramación de los compromisos de pago, y asumir los retrasos en la disponibilidad de algunos sistemas. Se procuró reducir lo mínimo posible los créditos para gastos en bienes corrientes y servicios, en cuanto que los mismos afectan directamente a la seguridad y operatividad de los Ejércitos, al incidir en la instrucción y adiestramiento de sus hombres. «Seguimos otorgando la máxima importancia dijo la ministra de Defensa en el Congreso a los gastos relacionados con la preparación de la Fuerza».


    En el segundo trimestre de 2011 España volvió a caer en una espiral de recesión, que obligó, incluso, a asumir indicaciones exteriores que dieron lugar en agosto de ese año a una reforma de la Constitución fijando un límite de déficit que no podría superarse. La prima de riesgo de la deuda española respecto de la alemana caía ya en noviembre más allá de los 458 puntos básicos.


    Los presupuestos militares para 2012 supusieron una nueva caída en el imparable descenso que venían experimentando a partir de 2008. En su formulación inicial comportaron 6.316 millones, un 8,8 por ciento menos que los del año precedente. El techo de plantilla para el personal de tropa y marinería volvió a reducirse hasta los 80.000 hombres, una cifra que rozaba ya el nivel crítico. Partiendo de que la prioridad seguía manteniéndose en «dotar de medios más seguros a los militares desplegados en zonas de operaciones», el secretario de Estado, en su comparecencia en el Congreso el 21 de septiembre de 2011 para exponer la situación financiera de las obligaciones contraídas respecto de los Programas Especiales de armamento, hubo de reconocer que era «imprescindible revisar el modelo de adquisiciones empleado durante más de quince años, porque resulta insostenible e inadecuado para alcanzar los objetivos de una buena política de armamento y material». Entendía que se habían priorizado «los costosos sistemas de armas convencionales, poco adecuados a los nuevos riesgos y conflictos, sin dar importancia suficiente a armas más eficientes [] en relación con los riesgos que realmente padecemos, [y] tanto o más importantes desde el punto de vista operativo».


    Era, sin duda, una amarga crítica del planeamiento de inversiones hecho en su día «sin tener en cuenta el impacto financiero de las mismas y su sostenimiento posterior». Desveló entonces que, tras la última revisión, el importe de los Programas Especiales ascendía ya a 26.691 millones de euros, y que, con las desviaciones normales en ese tipo de programas, la factura final podría situarse entre los 31.600 y los 36.800 millones.


    El imperativo de hacer frente a compromisos ineludibles de pagos pendientes hizo necesaria la aprobación de créditos extraordinarios por importe de 1.783 millones, con lo que el presupuesto final ascendió a 9.066 millones, un 50 por ciento más de lo presupuestado inicialmente. Ello llevó a que el gasto en Defensa alcanzara el 0,9 por ciento del PIB, o tal vez al 1,0 por ciento si se atiende a criterios OTAN. Se hacía ya indispensable una reprogramación de los calendarios de pagos retrasándolos cinco años, y, seguramente, un recorte en el volumen de pedidos en aquellos contratos en los que aún fuera posible.


    En 2012, con gobierno ya del Partido Popular, los ministros del Eurogrupo aprobaron para España en Bruselas un objetivo de déficit para ese año del 5,9 por ciento del PIB. Eso requería reforzar aún más la contención del gasto, mientras la prima de riesgo seguía subiendo hasta alcanzar el 30 de mayo los 539 puntos. El mes siguiente el gobierno se vio abocado a solicitar de la Unión Europea una «línea de crédito» o, dicho de otra forma, un rescate, al tiempo que la prima de riesgo llegaba a alcanzar los 589 puntos básicos.


    Esa era la situación en que se encontraba el gobierno cuando en el mes de julio se vio obligado a adoptar un paquete de medidas para reducir el gasto. Una parte de las mismas afectó directamente al Ministerio de Defensa, destacando entre ellas la orden de desguace del portaaviones Príncipe de Asturias, de imposible mantenimiento y menos modernización; la reducción de horas de operatividad de blindados y aviones, y de días de navegación de barcos, con el objeto de ahorrar combustible; la reducción del tope máximo de tropa a 73.000 individuos; así como el recorte del pedido del vehículos Pizarro en 73 unidades y el de helicópteros de transporte NH-90 de 45 a 22. Sin embargo, para atender al pago de entregas de armamento de los Programas Especiales efectuadas desde 2010 fue necesario aprobar un crédito extraordinario de 1.783 millones.


    En el último trimestre del año la deuda pública se acercó a los 900.000 millones de euros, el 84 por ciento del PIB. En tal situación los presupuestos de Defensa para 2013 siguieron la misma senda que los anteriores, lastrados por recortes que alcanzaron un 6 por ciento en el presupuesto inicial, bajando hasta los 5.937 millones. Una vez más se trató de no limitar aún más el gasto en sectores básicos como eran el de los haberes del personal y el de la preparación técnica del mismo. Otros programas fueron imposibles de modificar, bien por su grado de desarrollo, bien por el nivel de compromiso adquirido. Aun así, la progresiva reducción de tropas en misiones en el extranjero, que permitía reducir costes, planteaba problemas en el sentido de que aquellas habían venido permitiendo a las unidades que en las mismas habían participado una instrucción continua y un permanente estado de adiestramiento del que no disponían las restantes unidades, al menos en el mismo grado, por los recortes en ejercicios terrestres y marítimos, horas de vuelo, etc.


    Aun sí, hubo un recorte en el capítulo 1 del presupuesto, que dio lugar a que el total de la fuerza activa descendiera desde los cerca de 127.000 hombres del año anterior a poco más de 123.000. En cuanto al capítulo 2 de Bienes y Servicios se vio reducido también en un 15,4 por ciento. Para atenciones ineludibles se libraron créditos extraordinarios por importe de 877 millones, y las operaciones en el extranjero fueron financiadas con cargo a los Fondos de Contingencia con otros 1.053 millones, en tanto que se consideraban compromisos ineludibles, así como prioritaria la protección de las tropas destacadas aquellas misiones.


    Las inversiones presupuestarias de carácter ordinario para adquisición y mantenimiento del material se redujeron casi un 26 por ciento, pero el principal problema seguía siendo la financiación de los Programas Especiales. El 2 de agosto el Consejo de Ministros acordó una reprogramación de los pagos de dichos programas, al resultar imposible atender a los mismos en los plazos previstos.


    En septiembre de 2013 el secretario de Estado de Defensa reconocía que «nuestro país nunca ha puesto la inversión en Defensa en el lugar que le corresponde. Ni siquiera en épocas de bonanza. Según datos de la OTAN decía entre los años 1986 y 2012 el PIB español per capita aumentó el 167,1 por ciento, mientras que nuestro gasto en Defensa per capita lo hizo en el 13,3 por ciento».


    El objetivo de reducción del déficit público, establecido de nuevo en el 6,3 por ciento del PIB, no pudo ser cumplido, y el año acabó situándolo en el 7,4. No obstante, en el tercer trimestre del año se pudo dar por terminada la segunda recesión en España, que había durado algo más de dos años; pero a fines de septiembre la deuda total ya se acercaba a un 93,4 por ciento del PIB, aunque la externa comenzaba a descender. Paralelamente el Eurogrupo aprobaba un rescate financiero de la banca que alcanzó los 40.000 millones de euros.


    Aunque los indicadores comenzaron a mostrar signos de recuperación, y al comenzar enero de 2014 la prima de riesgo había descendido por debajo de los 200 puntos, los Presupuestos Generales del Estado para 2014 siguieron manteniendo el mismo criterio de austeridad que en años anteriores en busca de una reducción del déficit público. El presupuesto de Defensa volvió a decrecer hasta los 5.746 millones de euros, un 3,2 por ciento por debajo del anterior, y acumulando ya una reducción del 30 por ciento desde comienzos de la crisis en 2008.


    Como siempre, las inversiones reales del capítulo 6 fueron las que sufrieron un recorte más drástico, algo ya habitual en el panorama militar español, no solo en épocas de crisis, sino también en las de expansión. La rigidez de los gastos para personal únicamente había podido ser modulada con la reducción de efectivos, pero a su vez la reducción de gastos que esta había supuesto había sido no solo compensada sino superada por el incremento en los mismos como consecuencia de la profesionalización de la tropa. Unas inversiones reales que en 2013 no habían pasado del 8,1 por ciento del presupuesto, poco tenían que ver con las de aquellos criterios técnicos, a los que hemos hecho alusión, que estimaban conveniente que en los países en desarrollo aquellas alcanzaran el 35 por ciento del presupuesto y en los países desarrollados el 50.


    Esta situación era reconocida implícitamente por el secretario de Estado al decir: «La financiación de los programas especiales de modernización traspasa el ámbito de la Defensa por sus implicaciones en la política industrial, de empleo, así como su impacto en las cuentas del Estado, y requiere del consenso de diversos departamentos ministeriales (Industria, Hacienda, etc.). Por ello, durante los últimos años, el Gobierno ha afrontado este asunto recurriendo a fórmulas extraordinarias, paliando las consecuencias del abrupto descenso en los créditos iniciales con aportaciones suplementarias dedicadas a la inversión». Para afrontar los pagos iniciales de varios de estos programas se concedió un crédito extraordinario de 883,6 millones, algo que parece volverá a repetirse en 2015.


    Con unas perspectivas macroeconómicas más esperanzadoras, una previsión del 1 por ciento de crecimiento económico en España (luego elevada al 2 por el Fondo Monetario Internacional), y con una prima de riesgo que en septiembre había bajado hasta los 111,4 puntos básicos, el gobierno se propuso fijar como objetivo de déficit para el conjunto de las Administraciones Públicas el 4,2 por ciento del PIB, siendo el del Estado el 2. Preveía también limitar la deuda pública a un 76,3 por ciento, y el gasto financiero del Estado a poco más de 129.000 millones de euros. La bajada del crudo por debajo de los 50 dólares barril contribuía también a respirar aires de optimismo.


    En tal situación se dibujó un presupuesto de Defensa para 2015 que por primera vez en seis años anunciaba el final de la caída experimentada durante los mismos. Ese presupuesto recogía los programas de la Administración Central de la Defensa (Administración y Servicios Generales; Formación de personal y Personal en reserva), los de las Fuerzas Armadas (Modernización; Programas Especiales; Gastos Operativos y Apoyo Logístico), las Prestaciones Económicas del Mutualismo Administrativo, la Asistencia Hospitalaria y Sanitaria, la Investigación, Desarrollo e Innovación, y, finalmente, los Gastos de Administración Financiera y Tributaria. Si el incremento presupuestario era casi inapreciable (un 0,38 por ciento), al menos no implicaba nuevos recortes y auguraba un cambio de tendencia. Como novedad cabía destacar el crecimiento de las partidas de I+D+i en un 43 por ciento, alcanzando más de 726 millones, cuya mayor parte se pensaba destinar al incremento de coste del submarino S-80, cuya construcción ha sufrido graves problemas técnicos en su desarrollo, con el consiguiente incremento de gastos y ampliación de los plazos de entrega.


    En el presupuesto de Defensa para 2015 los gastos de Personal se mantuvieron prácticamente iguales a los del año anterior, como también el techo de efectivos de tropa fijado en 79.000 hombres y mujeres, 5.000 menos de los que figuraban en la plantilla de 2010. El total de personal militar se establecía en 122.256 militares en activo. La reducción de esa cifra en más de 10.000 efectivos durante los últimos años, un 8 por ciento del total, ha permitido que el gasto en Defensa por número de hombres haya alcanzado la media europea. En 2015 las Fuerzas Armadas contaban con 16.573 oficiales, 28.027 suboficiales y 77.248 soldados y marineros. A aquellos se suman 5.630 funcionarios, 14.227 laborales y 15.130 militares en reserva y segunda reserva. En total, junto con los altos cargos, 157.273 personas que recibían sus haberes del presupuesto de Defensa. Este gasto suponía el 76,2 por ciento del total. El resto, un 23,8 por ciento, se repartía entre los gastos corrientes en bienes y servicios (un 12,73), inversiones (un 7,30) y las transferencias corrientes y de capital, y los activos financieros (un 3,74).


    El programa de inversiones para los planes especiales se estimaba en 2015 en un coste mínimo de 30.000 millones de euros, de los que ya se habrían pagado unos 7.000, y se pretende financiar o refinanciar en los próximos años otros 7.500, con un horizonte final de pagos en 2030, y quedarían pendientes 15.000. Estos últimos son los que adelantó Industria a las empresas constructoras, y que Defensa tendría que devolver a dicho ministerio cuando estas le descontaran tales millones a la hora de pago de los sistemas recibidos. Esta perspectiva exigirá atender a unos pagos anuales de entre 750 y 900 millones, para los que será necesario disponer de créditos extraordinarios.


    Sin embargo, parece que se proyecta para los próximos años otro programa por un total de 10.000 millones para nuevos sistemas de armas o mantenimiento de los existentes. Ello supondrá, seguramente, la no devolución del préstamo de Industria, con aquiescencia del Ministerio de Hacienda, habida cuenta de que posiblemente las empresas tampoco descontarán los dichos 15.000 millones dados los incrementos de costes a lo largo de este amplio periodo de tiempo. Defensa atendería a este nuevo programa con los créditos que teóricamente habría de devolver a Industria. Una renegociación de todas estas cantidades, pedidos y plazos de entregas resulta ineludible.


    En la actualidad se considera prioritaria la inversión en los vehículos blindados de ruedas VCR8x8 para el Ejército de Tierra y en las fragatas F-110, para los que un Consejo de Ministros del 19 de junio de 2015 aprobó dos programas de I+D por 263,6 millones de euros. Junto a esto aparece también como necesaria la refinanciación de otros buques de Acción Marítima por 161 millones. Los presupuestos aprobados para 2016 incluyen una partida de 25 millones para la adquisición del sistema aéreo no tripulado RPAS (drones) a utilizar por el conjunto de las FA,s. Dicha partida forma parte de un programa a desarrollar entre 2016 y 2020 por un importe total de 171 millones. El Ejército del Aire insiste en la necesidad de aviones de reabastecimiento en vuelo A-330, algo que, dado su coste, será difícil de asumir si no se reducen los compromisos ya aceptados con respecto al avión A-400-M. En 2015 se negocia la adquisición de tres unidades por un importe superior a los 600 millones.


    En definitiva, nos hallamos ante un nuevo ciclo inversor que, si se confirma el cambio de tendencia económica, pueda actualizar la capacidad para los gastos en modernización de las Fuerzas Armadas. No obstante, no hay que olvidar que el endeudamiento de las Administraciones Públicas, que en 2008 suponía un 39,4 por ciento del PIB, se situó a finales de 2014 en un 97, y en 2015 alcanza el 100 por cien, una cifra sin precedentes al menos en un siglo.


    El gasto en defensa, que había crecido levemente en los años anteriores a 2008, ha estado cayendo significativamente a partir de entonces, aunque, si además de lo que importan los presupuestos iniciales, tenemos en cuenta las ampliaciones de créditos, incorporaciones de créditos extraordinarios e ingresos no previstos a lo largo del ejercicio presupuestario, la realidad es que la cuantía final se ha incrementado considerablemente en los últimos años (entre 2012 y 2014 una media de un 26 por ciento).
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    Con todo, el gasto de Defensa es muy pequeño, no ya si lo comparamos con la media del gasto de la OTAN con relación al PIB incluyendo los Estados Unidos y Canadá, sino, inclusive, si tenemos en cuenta simplemente la media de OTAN Europa. Esta venía siendo durante los últimos años del 1,6 por ciento del PIB, mientras que la española no ha pasado del 0,9, o, computada con criterio OTAN, del 1,2. Los Estados Unidos dedicaron a la defensa en 2013 el 4,4 por ciento de su PIB, el Reino Unido el 2,4, Francia el 1,9, Polonia (con una población parecida a la de España) el 1,8, y Portugal el 1,5. Turquía y los Países Bajos gastan por este concepto una cantidad parecida a la de España, pero a estos les supone respectivamente el 1,8 y el 1.3 de su PIB. Téngase en cuenta también que nuestra riqueza nacional es más del doble de la de Turquía. Con un porcentaje igual o inferior al de España solo encontramos dentro de la OTAN tres países procedentes del antiguo Pacto de Varsovia, Hungría (0,9), Letonia (09) y Lituania (0,8), así como Luxemburgo (0,4).


    Por lo que respecta a la participación de los créditos del Ministerio de Defensa en los del Presupuesto de Gastos del Estado, si en 2008 era del 5,5 por ciento, en 2015 solo significan el 3,37; y si los ponemos en relación con los gastos totales de las Administraciones Públicas y de la Seguridad Social ese porcentaje se reduce al 1,65.


    Como se ha visto, las misiones en el extranjero han venido suponiendo un gasto suplementario, pero fundamental tanto por lo que supone para el reconocimiento del peso de España en los organismos internacionales, como por lo que representa para la instrucción de nuestras tropas. Ya se ha dicho que, sin embargo, en 2013 ha comenzado el repliegue de buena parte de los contingentes situados fuera de España.


    De dichas misiones la más importante desde el punto de vista económico es la que ha tenido lugar en Afganistán, donde llegaron a estar destacados alrededor de 1.500 efectivos, y en la que se invirtieron cerca de 4.000 millones. Terminada el 31 de diciembre de 2014, es sustituida por otra de asesoramiento a las tropas afganas. La desarrollada en Bosnia a través de un considerable número de años ha supuesto más de 1.900 millones. En el Líbano permanecían a fines de 2014 algo menos de 600 militares, aunque la misión llegó a contar con casi el doble. También en 2014 se llevaban invertidos en la misma alrededor de 1.500 millones. La operación Atalanta en aguas de Somalia ha implicado la participación de un buque de Acción Marítima y un avión de patrulla marítima con casi 130 militares, y un coste total hasta 2014 de unos 650 millones. Otras misiones importantes, aunque de inferior coste, se han desarrollado o siguen desarrollándose en Kosovo, Irak, Libia, Malí, Congo, Haití, Chad, Senegal, Gabón, República Centroafricana, etc. A mediados de 2015 había 2.416 efectivos desplegados en misiones internacionales, siendo la misión Unifil en el Líbano la que contaba con un mayor número de efectivos, con un total de 592.


    Han sido aprobadas nuevas misiones, una en Irak de instrucción de las tropas iraquíes, mando y control, y seguridad, con un máximo de 300 efectivos y un coste inicial durante seis meses de 3,5 millones; otra en Estonia, a donde se desplazarán cuatro aviones EF-2000; y una más en Turquía aportando una batería de misiles Patriot.


    En el terreno de las contrapartidas se ha llegado a un acuerdo con los Estados Unidos para dar cabida permanente en Morón a su fuerza de respuesta ante situaciones de crisis en África.


    En definitiva, el gasto en defensa, en nuestro caso muy bajo desde el último tercio del siglo XX, es proporcional al papel que se pretenda que España juegue en el panorama mundial, y a los riesgos que queramos asumir en nuestra propia seguridad. Y todos los expertos convienen en que un gasto tan ajustado como lo es el español hace que cualquier reducción del mismo afecte directamente al grado de eficacia y operatividad de nuestros ejércitos.


    Por otro lado, hay que convenir en que el gasto en los grandes programas militares posee un efecto multiplicador en aspectos como son la industria civil (modernización de tecnología y consecuente exportación) y la política exterior. Además, su reducción requeriría conservar en servicio sistemas de armas pronto anticuados, cuyo coste de mantenimiento crecería de forma importante cuanto más tratara de extenderse su vida operativa. Igualmente, la falta de adaptación de los miembros de las Fuerzas Armadas a los nuevos sistemas de armas afectaría gravemente a su capacidad operativa.


    Otra cosa distinta es apuntar en la mejora del planeamiento y del sistema de adquisiciones. En todo caso, resulta necesario un consenso nacional sobre la exigencia de un sostenimiento de las Fuerzas Armadas adecuado a nuestras necesidades y capacidades, y que involucre a toda la Administración y a las fuerzas políticas a considerar este tema como asunto de Estado, algo que va mucho más allá de lo que pudieran considerarse intereses de un ministerio o de las propias Fuerzas Armadas.


    



    
      
        1 Para ser absolutamente correctos habría que restar de los presupuestos militares otros civiles, como es el caso de los de la Subsecretaría de Aviación Civil en los del Ministerio del Aire, pero, habida cuenta de que son poco relevantes en el monto total, se ha preferido no entrar en ese detalle.

      


      
        2 La paga extraordinaria de Navidad se estableció por Ley de 15 de marzo de 1951, y la de julio por un Decreto-ley de 10 de julio de 1953, ambas por importe de una mensualidad del sueldo y trienios.

      


      
        3 Nos referiremos en lo sucesivo al presupuesto propio de este ministerio. Sin embargo, parte del gasto se lleva a cabo indirectamente a través de organismos autónomos que cuentan con su propio presupuesto: Instituto Social de las Fuerzas Armadas, Instituto Nacional de Técnica Aeroespacial Esteban Terradas, Instituto de la Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, Canal de Experiencias Hidrodinámicas de El Pardo, Servicio Militar de Construcciones y Fondo de Explotación de Cría Caballar y Remonta. La suma presupuestaria de todos ellos y del Ministerio conforma el presupuesto consolidado.
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    Final de un largo recorrido

  


  
    


  


  
    Llegamos así al final de este largo recorrido, en el que se han querido resumir los principales datos que han jalonado la financiación de las guerras y los ejércitos en la historia de España. Unas páginas, ni fáciles ni cómodas, pero que representan una parte ineludible de la historia militar de nuestro país.


    En palabras de Engels, «la violencia está condicionada por la situación económica, que es la que debe dotarla de los medios necesarios para equiparse con instrumentos y para conservarlos». Nada vamos a añadir a lo ya escuetamente dicho a este respecto en la Introducción. Sin embargo, sería interesante ver qué es lo que en el desarrollo de los siglos ha movido en España a los pueblos y a sus gobernantes a decidir la confrontación violenta, y a requerir unos ejércitos y unas armas para llevar a cabo la misma o, por el contrario, para salvaguardar la paz.


    Es algo que va más allá de lo que aquí se ha pretendido, pero a lo que podemos asomarnos tímidamente. A veces son propósitos plurales relacionados entre sí, o que simplemente se agregan unos a otros. En otras ocasiones son objetivos distintos que surgen en unos u otros momentos históricos, y que deciden la aparición de esa violencia controlada, la preparación para la misma o los medios para evitarla.


    Algunas de las causas de las guerras resultan suficientemente claras al analizar las que tuvieron lugar en el suelo hispano durante la Antigüedad: aparecen guerras económicas que buscan satisfacer objetivos de esta índole mediante el control de determinados centros de abastecimiento de bienes de interés (minerales, cereales, esclavos); destacan también guerras estratégicas orientadas a llevar a cabo un programa de expansión imperialista; igualmente guerras políticas en busca de hacerse con el poder dentro del Estado; y también guerras defensivas para la protección de un territorio y de unas propiedades.


    Superponiéndose o conviviendo con todas estas razones resaltan también otras de tipo ideológico que durante la Edad Media dieron lugar a la Guerra Santa y al ideal de Cruzada. En ocasiones, los argumentos de fe religiosa que movilizaba a los individuos, y que se concretaban en guerras organizadas o simples razzias, ocultaron también pretensiones más bastardas. En las guerras que presenció el solar hispano durante los siglos medievales, junto a la idea política de reconquista de aquel, coincidían con frecuencia el servicio de Dios, las querellas dinásticas y los intereses puramente materiales de unos y otros. Igualmente, a fines del siglo XV, la afirmación de una nueva estructura del Reino.


    Luego, en una evolución progresiva hacia los ejércitos permanentes, aparece, según José Antonio Maravall, la voluntad de Carlos V de construir un imperio universal cristiano de base hispánica, como fin para conseguir la paz entre los príncipes cristianos; un universalismo político-religioso en el que el monarca aparece guiado de forma directa y personal por la propia Providencia divina. No era esa, sin embargo, la interpretación de Sánchez Albornoz, para quien el Emperador aspiraba «a cumplir un alto ideal moral, coordinando la acción de los príncipes cristianos, y salvando la unidad espiritual de Occidente, para defender la milenaria cristiandad contra sus eternos enemigos exteriores, los infieles islamitas, y para redimirla de sus lacras interiores, la corrupción y la herejía». Pero para unos u otros designios necesitaba sus tropas y, frecuentemente, hacer la guerra.


    También su hijo Felipe II mandaba sus soldados a la lucha contra el protestantismo de algunos de sus súbditos, y escribía a su embajador en Roma: «Y assí podreis certificar a Su Santidad que antes que sufrir la menos quiebra del mundo en lo de la religión y servicio de Dios, perderé todos mis estados y cien vidas que tuviere, porque yo no pienso ni quiero ser señor de herejes».


    Y, al mismo tiempo, la fabulosa aventura americana de expansión y colonización, a un tiempo preñada de espíritu religioso y guerrero, «espíritu de cruzada y rapiña dice Sánchez Albornoz, con la cruz en lo alto y la bolsa vacía, con codicia de riquezas y de almas, y con la civilización y la libertad occidental en la punta de las espadas y de las lanzas».


    Luego, un siglo XVII en el que España combate para mantener la herencia territorial recibida, frente a otros países que aspiraban a sucederla en la posesión del cetro de la hegemonía universal; y a veces también para sofocar perturbaciones internas en las Alpujarras, en Aragón o en Portugal. Combates y guerras que perturbaban de continuo la paz, y que trataban de evitar un proceso de desintegración que avanzaba imparable desde la periferia hacia el centro, y en palabras de Ortega «el triste espectáculo de un larguísimo otoño laborado periódicamente por ráfagas adversas que arrancan del inválido ramaje enjambres de hojas caducas».


    Después de Westfalia y de Utrech los reyes ya no aspiran a expandirse por tierras ajenas, sino a recuperar las propias recién perdidas y a defender las que aún detentan. Se abre paso así el siglo del absolutismo en el que la política y las guerras tienen como objeto mantener también el patrimonio dinástico. Los ejércitos dispersos por Europa regresan al solar, pero por poco tiempo. El prestigio dinástico pugna por reconquistar parte de lo perdido en Utrech y, al mismo tiempo, por defender el comercio colonial y las propias colonias. Esa actitud defensiva incluye también una guerra contrarrevolucionaria frente al Terror jacobino y las ansias expansionistas de la nueva República francesa.


    Seguidamente, una guerra «nacional» contra la invasión napoleónica y, en paralelo, intentos, a la postre frustrados, de detener la desintegración del viejo imperio colonial americano. Y a partir de aquí, guerras civiles con un marcado carácter político e ideológico (guerras carlistas), otras de nuevo en defensa de la integridad territorial (Cuba, Puerto Rico y Filipinas), e, incluso, otras más empujadas por ráfagas de los vientos colonialistas que entonces imperaban en las naciones europeas (norte de África).


    Siglos y siglos de confrontaciones armadas y de consolidación de un Ejército y una Marina para prevenir las mismas o llevarlas a cabo. Y, finalmente, una guerra civil, con todo lo que ella comporta, nacida de circunstancias que están en la mente de todos.


    Pero tal vez, sin necesidad de dar la espalda a razones y vicisitudes históricas, la cuestión resida hoy en el planteamiento de cual sea la justificación de un esfuerzo nacional importante en orden a la financiación de unas Fuerzas Armadas, junto con la razón de ser de las mismas y de unas costosas capacidades militares. Y lo primero que hay que reconocer es que, al menos en un país como España, en el que la conciencia de defensa está muy devaluada por razones en las que no corresponde entrar aquí, se trata de un tema muy controvertido. Ciertamente la función de defensa es cara, como también lo son la educación, la sanidad o las infraestructuras; pero lo cierto es que aquella se percibe por los ciudadanos de una forma mucho más difusa que estos otros servicios del Estado.


    La pregunta sería: ¿Tiene algún sentido hoy en día cargar con esa costosa financiación a la que venimos haciendo referencia? ¿Cabe plantearse hoy una España sin unas Fuerzas Armadas de un determinado nivel en el contexto internacional? Lo que, a su vez, nos lleva a plantearnos cuál sea la función de aquellas en un régimen democrático como el que ahora disfrutamos. El artículo 8 de la Constitución de 1978 dice que «tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional». Pero esta declaración exige ser interpretada desde las circunstancias que hoy vivimos.


    Hoy en día la razón de ser de las Fuerzas Armadas, la defensa militar, se concibe como un concepto integrado en otro mucho más amplio, cual es el de Seguridad Nacional. El documento de Estrategia de Seguridad Nacional 2013 define esta en España como la «acción del Estado dirigida a proteger la libertad y bienestar de los ciudadanos, a garantizar la defensa de España y sus principios y valores constitucionales, así como a contribuir junto a nuestros socios y aliados a la seguridad internacional en el cumplimiento de los compromisos asumidos». En este sentido, la Seguridad Nacional, como servicio público objeto de una política de Estado, integra al conjunto de las Administraciones Públicas con el apoyo de toda la sociedad.


    En el mundo actual los riesgos y amenazas proliferan más allá de los derivados de los conflictos armados tradicionales, hasta abarcar el terrorismo internacional (Al Qaeda, Yidahismo, Estado Islámico), los ciberataques tan peligrosos como difíciles de detectar, y paradigma de enfrentamientos en un mundo informatizado, la proliferación de armas de destrucción masiva (nucleares, biológicas, químicas), el crimen organizado, el espionaje, etc. En buena parte, el modelo tradicional de guerras entre Estados ha sido sustituido por conflictos armados con organizaciones no estatales, como las milicias y grupos rebeldes, las redes terroristas y las organizaciones criminales, aunque también en ocasiones todas ellas se vean apoyadas desde instancias estatales. En todo caso, su objetivo se centra cada vez más en Estados débiles, poco capaces para una reacción proporcionada a la amenaza.


    No obstante, los conflictos armados tradicionales, a veces entre etnias o entre distintas facciones religiosas, siguen representando una amenaza fundamental; por más que, de las confrontaciones clásicas, se haya pasado cada vez con más intensidad a las llamadas guerras asimétricas, unas contiendas híbridas en las que los países democráticos, que se mueven respetando las leyes y convenios internacionales, han de hacer frente a amenazas por parte de organizaciones o grupos que actúan sin ninguna limitación legal ni moral, y en las que el choque físico se solapa con otro tipo de enfrentamientos en los que surgen tácticas que utilizan elementos diplomáticos, económicos, propagandísticos, informáticos, etc.


    Todo ello exige una capacidad defensiva propia, eficaz y verosímil que lleve a la disuasión o a la respuesta. La situación estratégica de España y su propia historia la hacen eventual objetivo no solo en el límite de sus fronteras, sino en espacios más amplios como el marítimo en el que se desarrollan cerca del 90 por ciento de nuestras importaciones y más del 60 por ciento de nuestras exportaciones.


    Pero, además, en un mundo globalizado, «los retos y amenazas globales solo pueden tener soluciones globales». En este sentido, se hace necesaria la participación cooperativa militar con otros países integrantes de la comunidad internacional, directamente o a través de las organizaciones internacionales de las que se es miembro, dando así una positiva respuesta a los compromisos adquiridos en operaciones de mantenimiento de la paz o cualesquiera otros que defiendan los valores que reconoce Occidente como propios.


    Querámoslo o no, en un mundo en el que cada vez es más borrosa la diferencia entre situaciones de crisis y de guerra, entre el frente de batalla y la retaguardia, no existe, salvo casos singulares, una negociación ni una diplomacia efectivas sin una sólida capacidad operativa militar que la respalde. Y a su vez, esta requiere sistemas de armas, logística, transportes, sanidad, enseñanza, etc., todo un conjunto de elementos de los que no se puede disponer sin una adecuada financiación. Y es especialmente grave la desatención a la misma, cuando en otros países se procede a programas de rearme, lo que lleva inexorablemente a un peligroso desequilibrio estratégico.


    Un volumen de recursos que, naturalmente, debe corresponderse con los disponibles en el país y con las capacidades de este, y que deben ser planificados y administrados de forma adecuada buscando la máxima eficiencia, así como evaluando en cada momento el coste de oportunidad. Pero, en todo caso, con la conciencia de que el esfuerzo en el mantenimiento adecuado de unas Fuerzas Armadas es inexcusable si España aspira a ser un país de peso dentro de la comunidad internacional.
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    ALGUNOS VALORES MONETARIOS


    (Valores en algunos casos aproximados en razón de distintas apreciaciones según los años)


    



    Roma


    Denario: Moneda de plata acuñada por vez primera en torno al año 211 a. C., con un peso original de 4,5 gr. de plata, pronto pasó a pesar 3,9 o 3,7 grs. Al principio equivalía a 10 ases de bronce, y a 16 desde el 146 a. C. El denario republicano tenía un valor similar a una dracma griega ática de 4,3 grs. de plata.


    Sestercio republicano: Moneda de plata equivalente a ¼ de denario, acuñada con relativamente poca frecuencia, y ya anacrónica hacia el 218 a. C., pero usada para cuentas. No debe confundirse con la moneda de bronce acuñada con la reforma de Augusto.


    Talento: Tenía un valor de 4.500 denarios.


    



    Califato


    La moneda básica fue el dinar de oro, dividida, según las épocas, en 10 o 12 dirhemes de plata.


    



    Siglo xiv


    La dobla de oro tenía una equivalencia de algo más de 21 maravedís o 16 sueldos barceloneses.


    La libra equivalía a 20 sueldos barceloneses.
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    Siglo xvi


    



    Ducado (oro) 1,071 escudos = 11 reales y 1 maravedí = 375 maravedís


    Escudo (oro) 10 reales y 10 maravedís = 350 maravedís (en 1566 = 400 mrs).


    Real (vellón) 34 maravedís.


    En 1537 el escudo sustituye al ducado como unidad monetaria.


    En los Países Bajos la unidad de cuenta es el escudo de 39 placas. Entre 1578 y 1630 su valor osciló entre las 57/60 placas = 12 reales de plata = unos 400 maravedís.


    La placa tuvo una equivalencia entre 1/4 y 1/5 un real de plata.


    



    Siglo xvii (España y Países Bajos españoles 1620-1660)


    



    Ducado (oro) 375 maravedís.


    Escudo (oro) En 1590 39 placas = 2 florines = 10 reales vellón = 340 maravedís.


    Desde 1629 50 placas


    Florín (plata) A fines del siglo 20 placas = 4 reales vellón = 136 maravedís.


    Real de a 8 (plata) 5 placas = 0,8 escudos = 0,5 ducados = 275 maravedís.


    Patacón 9,5 reales, casi un escudo.


    Real de plata 275 maravedís = 0,8 escudos = 0,75 ducados.


    Real de vellón 34 maravedís.


    Cuartillo 8 maravedís; Cuarto 4 maravedís; Octavo 2 maravedís; Placa 24 dineros.


    



    Siglo xviii


    



    Las monedas básicas son el escudo (oro), el real (plata) y los cuartos, ochavos y maravedís, (cobre).


    Doblón de 8 escudos 321 reales vellón + 6 maravedís.


    Doblón de 4 escudos 160 reales vellón + 20 maravedís.


    Doblón de 2 escudos 80 reales vellón + 10 maravedís.


    Escudo 16 reales plata = 40 reales vellón = 1.360 maravedís.


    Real de a 8 (Peso) 8 reales plata = 20 reales vellón = 680 maravedís.


    Real de plata 2 reales vellón maravedís = 68 maravedís.


    Cuarto 4 maravedís.


    Octavo 2 maravedís.


    



    Siglo xix


    



    En 1848 se establece el sistema métrico decimal y se fijan los siguientes valores:


    Doblón (oro) 100 reales.


    Duro (plata) 20 reales


    ½ duro (plata) 10 reales


    Peseta (plata) 4 reales


    ½ Peseta (plata) 2 reales


    Medio real (cobre)


    Décima


    Cuartillo


    El 19 de octubre de 1868 la peseta pasó a ser considerada oficialmente moneda patrón, la unidad monetaria de España hasta la llegada del euro.


    



    Siglo xxi


    



    El 1 de enero de 1999 la peseta quedó integrada en el euro a un cambio de 166,386 ptas.

  


  
    Bibliografía básica

  


  
    


  


  
    Acien Almansa, M. (1982): «El quinto de las cabalgadas. Un impuesto fronterizo», Actas del II Coloquio de Historia Medieval Andaluza, Sevilla, pp.39-51.


    Aguilar, V. (1997): «Instituciones militares: El ejército», Historia de España de Menéndez Pidal, El retroceso territorial de al-Andalus. Almorávides y Almohades. Siglos XI al XIII, Madrid, t. VIII-II, pp.187-208.


    Aguilar Olivenza, M. (1986): El ejército español durante la segunda República (Claves de su actuación posterior), Madrid.


    Aguirre, S. (1794): Prontuario alfabético y cronológico por orden de materias de las instrucciones, ordenanzas, reglamentos, pragmáticas y demás reales resoluciones no recopiladas [], Madrid, 3 vols. (véase Garriga, J.).


    Alavedra Bosch, J. (2007): «La participación extranjera en el ejército napoleónico», en A. Moliner (ed.), La Guerra de la Independencia en España (1808-1814), Alella.


    Alcalá-Zamora y Queipo de Llano, J. (2001): España, Flandes y el Mar del Norte (1618-1639), Madrid.


    Alcarazo García, L. A. (1994): Barbastro y su partido durante la Guerra de la Independencia, 1808-1814, Barbastro.


    Alfonso Mola, M. y Martínez Shaw, C. (2012): «Defensa naval en los reinos de Indias», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir. y coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna.Ultramar y la Marina, Madrid, v. III, I, pp.123-142.


    Almirante, J. (1989): Diccionario Militar Etimológico, Histórico, Tecnológico. Madrid, 2 vols.


    Alonso Acero, B. (2012): «Defensa del Mediterráneo: escenarios, objetivos y estrategias», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir. y coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna. Ultramar y la Marina, Madrid, v. III, I, pp.229-252.


    Alonso García, D. (2006): «La financiación de las Guardas de Castilla a principio de la Edad Moderna», en Guerra y sociedad en la Monarquía Hispánica. Política, Estrategia y Cultura en la Europa Moderna (1500-1700), Madrid, v.I, pp.787-803.


    Alonso García, D. (2007): «Guerra, hacienda y política. Las finanzas militares en los inicios de la edad moderna», en A. Jiménez Estrella y F. Andújar Castillo (eds.), Los nervios de la guerra. Estudios sociales sobre el ejército de la Monarquía Hispánica (s. XVII-XVIII): nuevas perspectivas, Granada, pp.37-57.


    Alonso Romero, M. P. (1986): «Venta de bienes municipales en la provincia de Salamanca durante la Guerra de la Independencia», en Desamortización y Hacienda Pública, Madrid, t. I, pp.369-384.


    Alpert, M. (1982): La reforma militar de Azaña (1931-1933), Madrid.


    Alvi de la Cuesta, J. (1990): «El esfuerzo militar español durante las guerras de Emancipación de América», Revista de Historia Militar, 69, pp.149-162.


    Amorós y Vázquez de Figueroa, N. (1901): Administración militar: noticia de los principales haberes militares en metálico y en especie, Madrid.


    Amorós y Vázquez de Figueroa, N. (1925): Intendencia e Intervención, Madrid.


    Andrés Ucendo, J. I. (1999): La fiscalidad en Castilla en el siglo XVII: los servicios de millones, 1601-1700, Bilbao.


    Andrés Ucendo, J. I. (2004): «Una visión general de la fiscalidad castellana en el siglo XVII», en F. J. Aranda Pérez (coord.), Declinación de la Monarquía Hispánica en el siglo XVII, Cuenca, pp.359-375.


    Andújar Castillo, F. (1995): «La situación salarial de los militares en el siglo XVIII», en E. Balaguer y E. Giménez López (eds.), Ejército, Ciencia y sociedad en la España del Antiguo Régimen, Alicante, pp.87-109.


    Andújar Castillo, F. (2002): «La reforma militar en el reinado de Felipe V», en J. L. Pereira Iglesias (coord.), Felipe V de Borbón (1701-1746), Córdoba, pp.615-640.


    Andújar Castillo, F. (2003): «El ejército español en el tránsito del siglo XVIII al XIX», en A. Morales Moya (coord.), 1802. España entre dos siglos: Monarquía, Estado, Nación, Madrid, v. II, pp.237-262.


    Andújar Castillo, F. (2004): El sonido del dinero. Monarquía, ejército y venalidad en la España del siglo XVIII, Madrid.


    Andújar Castillo, F. (2006): «Empresarios de la guerra y asentistas de soldados en el siglo XVII», en E. García Hernán y D. Maffi (eds.), Guerra y sociedad en la Monarquía Hispánica: política, estrategia y cultura en la Europa moderna (1500-1700), Madrid, pp.375-394.


    Andújar Castillo, F. (2007): «La financiación desconocida de la Guerra de Sucesión: la venta de cargos y honores», en A. Álvarez Osorio, B. García García y V. León (eds.), La pérdida de Europa: la Guerra de Sucesión por la Monarquía de España, Madrid, pp.313-334.


    Andújar Castillo, F. (2008): «La financiación de la guerra de Sucesión. El coste de la formación de un nuevo ejército», en Edelmayer, F., León Sanz, V. y Ruiz Rodríguez, J. I. (eds.), Hispania-Austria III. Der Spanische Erbfolgekrieg, Madrid, pp.108-129.


    Andújar Castillo, F. (2013): «Guerra, venalidad y asientos de soldados en el siglo XVIII», Studia Historica. Historia Moderna, 35, pp.235-268.


    Aquerreta, S. (2001): «Financiar la guerra de Sucesión: asentistas y compañías al servicio de Felipe V», en La Guerra de Sucesión en España y América. Actas X Jornadas de Historia Militar, Sevilla, pp.569-582.


    Azaña, M. (1968): Memorias políticas y de guerra, Obras completas, Madrid.


    Azaña, M. (1997): Diarios, 1932-1933, Madrid.


    Arévalo, A. (1999): «El origen de la moneda: estado de la cuestión», Gaceta Numismática, 133, pp.5-13.


    Arie, R. (1992): El reino nasrí de Granada (1232-1492), Madrid.


    Armillas, J. A. y Solano, E. (1993): «Prestaciones Militares de Aragón al rey en el reinado de Fernando II», en La organización militar en los siglos XV y XVI. Actas de las II Jornadas Nacionales de Historia Militar, Málaga, pp.17-30.


    Artola, M. (1968): La España de Fernando VII, Madrid.


    Artola, M. (1982): La Hacienda del Antiguo Régimen, Madrid.


    Artola, M. (1986): La Hacienda del siglo XIX: Progresistas y moderados, Madrid.


    Baamonde Ortega, M. (1899): La Administración de la Marina militar española durante el reinado de la Casa de Borbón, y reformas que esta institución necesita, Ferrol.


    Baldovín Ruiz, E. (1997): «El Ejército español en Cuba», Revista de Historia Militar, 83, pp.287-342.


    Balibrea GIL, M. A. (1997), La imposición extraordinaria de guerra en España, Murcia.


    Barbier, J. A. (1984): «Indies Revenues and Naval Spending: The Cost of Colonialism for the Spanish Bourbons, 1763-1805», en Jahrbuch für Geschichte von Staat, Wirtschaft, und Gesellschaft Lateinamerikas, XXI, pp.171-188.


    Barceló, P. (1991): «Mercenarios hispanos en los ejércitos cartagineses en Sicilia», en Atti del II Congresso Internazionale di Studi Fenice e Punici, I. Consiglio Nazionale delle Ricerch, pp.21-26.


    Bashir Hasan Radhi, M. (1990): El ejército en la época del Califato de al-Andalus, Madrid, 2 v.


    Bayod Pallarés, R. G. (1979): Suministros exigidos al pueblo aragonés para el ejército napoleónico-francés, Zaragoza.


    Becerra de Becerra, E. (1984): «El ejército español desde 1788 hasta 1802», Revista de Historia Militar, 56, pp.91-134.


    Beevor, A. (2005): La guerra civil española, Barcelona.


    Beltrán, M. (1977): Ideología y gasto público en España (1814-1860), Madrid.


    Beltrán, P. (1968): «El sistema monetario del Califato de Córdoba», Ligarzas, I, pp.7-77.


    Benaboud, M. (1999): «La Economía», en Historia de España de Menéndez Pidal, Los reinos de Taifas. Al-Andalus en el siglo XI, Madrid, t. VIII-I, pp.229-272.


    Benito Rodríguez, M. A. (1993): «Tropas extranjeras y su participación en los ejércitos castellanos durante la Baja Edad Media», Revista de Historia Militar, 75, pp.47-76.


    Benito Rodríguez, M. A. (1995): «Estructura y organización del ejército Trastámara. Aproximación a la Historia Militar castellana en la Baja Edad Media», Revista de Historia Militar, 78, pp.13-42.


    Bermúdez de Castro [..]: Milicia y humor, s.l.


    Bernal, A. M. (1992): La financiación de la Carrera de Indias (1492-1824). Dinero y créditos en el comercio colonial español con América, Sevilla.


    Berruezo Ramírez, J. (1964): «Guipúzcoa en la guerra de la Independencia», en Estudios de la Guerra de la Independencia, Zaragoza, t. I, pp.693-712.


    Blanco Valdés, R. (1988): Rey, Cortes y fuerza armada en los orígenes de la España liberal, 1808-1823, Madrid.


    Blanco Núñez, J. M. (2001): La Armada en la primera mitad del siglo XVIII, Madrid.


    Blanco Núñez, J. M. (2004): La Armada en la segunda mitad del siglo XVIII, Madrid.


    Blanco Núñez, J. M. (2012): «Combate naval: táctica, buques, mando y organización», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir. y coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna. Ultramar y la Marina, Madrid, v. III, I, pp.316-364.


    Blázquez y Delgado Aguilera, A. (1897): Historia de la Administración Militar, Madrid.


    Blázquez y Delgado Aguilera, A (1910): Fundamentos de la organización económica del Ejército, Madrid.


    Blázquez Martínez, J. M. (1987): «Aspectos económicos», en Historia General de España y América. De la protohistoria a la conquista romana, Barcelona, Rialp, t. I, 2, pp.539-568.


    Blázquez Martínez, J. M. (2005): «Notas a la contribución de la Península Ibérica al erario de la República Romana», en Antigua. Historia y arqueología de las civilizaciones, edición digital, Biblioteca virtual Miguel de Cervantes, (publicado previamente en Homenagem ao Prof. Doutor Mendes Correa (Trabalhos da sociedade portuguesa de Antropología e Etnología, 16 (1959).


    Boletín de Administración Militar, Madrid (Desde 1911 Boletín de Intendencia e Intervención). Comenzó a publicarse el 10 de enero de 1858 y, con distinta periodicidad, alcanzó 72 vols. hasta 1932.


    Borreguero Beltrán, C. (1993): «El sistema de suministro al Ejército en la España del siglo XVIII», en Aportaciones Militares a la cultura, arte y ciencia en el siglo XVIII hispanoamericano, Sevilla, pp.135-145.


    Borreguero Beltrán, C. (2002): «Del Tercio al Regimiento», en Martínez Ruiz, E., De Pi Corrales, M., Borreguero, C. y Andújar, F., El Ejército en la España Moderna, Valencia, pp.55-91.


    Boyd, C. P. (2000): «Violencia pretoriana: del Cu-Cut! al 23-F», en Santos Juliá (dir.), Violencia política en la España del siglo XX, Madrid, pp.289-325.


    Bullón de Mendoza, A. (1992): La primera guerra carlista, Madrid.


    Bunes Ibarra, M. A. de (2006): «La defensa de la cristiandad: las armadas en el Mediterráneo en la Edad Moderna», Cuadernos de Historia Moderna. Anejos, V, pp.77-99.


    Burgo, J. del (1953-1955): Bibliografía de las guerras carlistas y de las luchas políticas del siglo XIX, Pamplona, 3 vols.


    Busquet Bragulat, J. (1967): El militar de carrera en España, Barcelona.


    Cabarga, J. S. (1968): Santander en la Guerra de la Independencia, Santander.


    Calvo de Rozas, L. [¿1811?]: Reformas y medidas propuestas en 1809 para la organización y buena asistencia a los exércitos, s. l. [Cádiz].


    Calvo de Rozas, L. (1812): Verdades apoyadas en documentos auténticos que ha expuesto al Soberano Congreso Nacional don [], que las publica y somete al juicio imparcial de sus conciudadanos, Cádiz.


    Calvo González-Regueral, C. (2011): «La financiación de la Defensa. Adecuación de nivel de ambición y recursos», Documento de Opinión. Instituto de Estudios Estratégicos, 82, pp.3-11.


    Calvo Poyato, J. (1989): «La industria militar española durante la Guerra de Sucesión», Revista de Historia Militar, 66, pp.51-71.


    Cámara Muñoz, A. (1999): «Las fortificaciones y la defensa del Mediterráneo», en Belenguer Cebriá, E. (coord.), Felipe II y el Mediterráneo, Madrid, v. IV, pp.355-376.


    Camuñas Sánchez, J. (1803): Tarifas de los sueldos, prest, pan y gratificaciones que por el Reglamento de 7 de octubre de 1802, gozan los Oficiales y Tropa de un Regimiento de Infantería de Línea, Zaragoza.


    Canga Argüelles, J. [1811]: Memoria presentada a las Cortes Generales y Extraordinarias por D. [], Secretario interino de Estado y del Despacho de Hacienda de España sobre las rentas y gastos de la Corona antes y después del movimiento generoso de la nación, y de las reformas que deberán hacerse para arreglar los presupuestos de cada clase, Cádiz. [la Memoria lleva fecha de 9 de mayo de 1811].


    Canga Argüelles, J. [1811]: Memoria Sobre la cuenta y razón de España, leída en las Cortes generales y extraordinarias el día 29 de junio de 1811, Cádiz.


    Canga Argüelles, J. (1813): Apuntes para la Historia de la Hacienda pública en España en el año 1811, Cádiz.


    Canga Argëlles, J. (1833-1836): Observaciones sobre la historia de la guerra de España que escribieron los señores Clarke, Southey, Londonderry y Napier, Madrid.


    Canga Argüelles, J. (1980, [ed. de la de 1826]): Diccionario de Hacienda con aplicación a España, Madrid.


    Cantera Montenegro, J. (2010): «La otra guerra: la lucha por la subsistencia. Acuartelamiento, vestuario y alimentación durante la Guerra de la Independencia», Cuadernos de Historia Moderna. Anejos, IX, pp.147-165.


    Carande, R. (1990): Carlos V y sus banqueros, Barcelona.


    Cardona, G. (1990): El poder militar en España, Madrid.


    Cardona, G. (2003): El gigante descalzo. El Ejército de Franco, Madrid.


    Carretero Zamora, J. M. (2014): «Fiscalidad de guerra y sistemas financieros, un modelo comparado: Castilla y Flandes en época de la Casa de Borgoña-Habsburgo», en Martínez Ruiz, E. y Cantera Montenegro, J. (dirs), Perspectivas y novedades de la Historia Militar: Una aproximación global, Madrid, t.I, pp.443-468.


    Casado Burbano, P. (1982): Las fuerzas armadas en el inicio del constitucionalismo español, Madrid.


    Casado Soto, J. L. (1989): «La construcción naval atlántica española del sigloXVI y la armada de 1588», Cuadernos monográficos del Instituto de Historia y Cultura Naval, 3, pp.51-85.


    Casado Soto, J. L. (1999): «La construcción naval atlántica española en la época de Felipe II», en Congreso Internacional La Ciencia y la Técnica en la época de Felipe II, Madrid, pp.369-390.


    Casado Soto, J. L. (2012): «Política Naval y tecnología en el mundo mediterráneo», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir. y coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna. Ultramar y la Marina, Madrid, v. III, I, 283-313.


    Cassinello López, A. (2008): «El ejército español ante la invasión napoleónica», en Diego, E. de (dir.), El nacimiento de la España contemporánea, Madrid.


    Castellanos, S. (2007): Los godos y la cruz. Recaredo y la unidad de «Spania», Madrid.


    Castillo Cano, J. (1987): Almería en la crisis del antiguo régimen: la guerra de la independencia en la ciudad, 1797-1914, Almería.


    Castillo Manrubia, P. (1992): La Marina de Guerra Española durante el primer tercio del siglo XIX, Madrid.


    Castillo Pintado, A. (1994): «Mecanismos de base de la Hacienda de Felipe IV», en Historia de España de Menéndez Pidal, La España de Felipe IV, Madrid, t. XXV, pp.217-255.


    Cepeda Gómez, J. (1990): El Ejército en la política española (1787-1843), Madrid.


    Cerezo Martínez, R. (1983): Armada española siglo XX. Del desastre del 98 al Alzamiento nacional, Madrid.


    Cerezo Martínez, R. (1988): Las armadas de Felipe II, Madrid.


    C. H. S., Oficial del Estado Mayor moscovita (1811): Ensayo acerca del sistema militar de Bonaparte, R. Isla de León.


    Claro Delgado, M. (1997): «Los gastos militares en Filipinas (1790-1829)», en Lejano Oriente español: Filipinas (siglo XIX), Sevilla, pp.481-499.


    Claro Delgado, M. (2001): «La Guerra de Sucesión española y la creación de un nuevo ejército», en La Guerra de Sucesión en España y en América. Actas X Jornadas de Historia Militar, Sevilla, pp.495-539.


    Claro Delgado, M. (2005): «El capital privado en la financiación de la Guerra de la Independencia», en Castañeda Delgado, P. (coord.), Las guerras del primer tercio del siglo XIX en España y América. Actas de las XII Jornadas Nacionales de Historia Militar, Sevilla, vol. 2, pp.207-232.


    Claro Delgado, M. (2009): «La contribución extraordinaria de guerra: su aportación a los gastos militares, 1830-1850», en Castañeda Delgado, P. (ed.), La era isabelina y la revolución, 1843-1875, Sevilla, pp.357-390.


    Clemente Balaguer, J. C. (1983): «El ejército español en la primera mitad del ochocientos», Revista de Historia Militar, 55, pp.83-104.


    Colección de las leyes decretos y declaraciones de las Cortes, y de los Reales decretos, órdenes, resoluciones y reglamentos generales expedidos por las Secretarías de Despacho, (1837-1846), Madrid.


    Colección de los decretos y órdenes que han expedido las Cortes Generales y extraordinarias [], (1987), Madrid, 2 vols. (Es edición facsímil de las de Cádiz, Imprenta Real 1811 y 1813, e Imprenta Nacional 1813, vols. I-IV. Abarca la legislación de las Cortes desde el 24 de septiembre de 1810 al 14 de septiembre de 1813).


    Colección de los decretos y órdenes que han expedido las Cortes [] (1820-1823), Madrid, vols. V a X (Abarcan la legislación desde el 25 de septiembre de 1813 al 11 de mayo de 1814, y desde el 6 de junio de 1820 al 19 de febrero de 1823).


    Colección de Reales Órdenes Circulares expedidas por el Ministerio de la Guerra, (1821-1823), Madrid, 3. t. (Comprenden las expedidas desde el 9 de marzo de 1820 hasta fin de 1822. Al parecer no se publicó ninguno de 1823).


    Colección legislativa de España (1847-1874), Madrid (Es continuación de la Colección de decretos).


    Colección legislativa de la Armada (1891-1868. A partir de 1984 fundida con la Colección legislativa del Ministerio de Defensa), Madrid.


    Colección legislativa del Ejército (1875-1984. Fundida luego con la Colección legislativa del Ministerio de Defensa), Madrid.


    Colección legislativa-Ministerio del Aire (1940-1984. Fundida luego con la Colección legislativa del Ministerio de Defensa), Madrid.


    Collantes de Terán, A. (1988): «Aspectos económicos de la guerra: los contratos de servicio militar», en IV Coloquio de Historia Medieval Andaluza, Almería., pp.173-210.


    Collins, R. (2008): Los visigodos, en Lynch, J. (dir.), Historia de España, v. IV, Madrid.


    Comín, F. (1988): Hacienda y economía en la España contemporánea (1800-1936), Madrid, 2 vols.


    Comín, F. (1990): Las cuentas de la Hacienda preliberal en España (1800-1855), Madrid.


    Comín, F. (1996): Historia de la Hacienda Pública, II. España (1808-1995), Barcelona.


    Comín Comín, F. y López García, S. (2002): «Las dos Haciendas Públicas y la financiación de la Guerra Civil (1936-1939)», Hacienda Pública Española, Monografía.


    Comín Comín, F. y López García, S. (2008): «La Hacienda del gobierno de la República española (1936-1939)», en Fuentes Quintana, E. (dir.) y Comín, F. (coord.): Economía y economistas españoles en la guerra civil, Barcelona, vol. I, pp.851-899.


    Comín Comín F. y Martorell Linares, M. (2013): La Hacienda Pública en el franquismo. La guerra y la autarquía (1936-1959), Madrid.


    Comité Central de la Banca Española (1940): Aspectos económicos de la guerra actual, Madrid.


    Conde, J. A. (1820-1821): Historia de la dominación de los árabes en España: sacada de varios manuscritos y memorias arábigas, Madrid, 3 v.


    Conte, F. A. (1853-1854): Examen de la Hacienda pública de España, Cádiz, 3 t.


    Corpas Rojo, F. J. (2005): Contabilidad militar. Recurso electrónico: La evolución de los sistemas de información en el Ejército español (tesis doctoral).


    Cortés Cortés, F. (1996): «Guerra en Extremadura: 1640-1668 (Ejército, financiación y consecuencias)», Revista de Estudios Extremeños, v. XXXVIII, 1º, pp.37-122.


    Cousillas y Marissi, J. (1907): «Los presupuestos de Marina desde 1850 a 1900», Revista General de Marina, t. LX, pp.696-716.


    Cosidó Gutiérrez, I. (1994): Gasto militar: El presupuesto de defensa en España (1982-1992), Madrid.


    Crusafont i Sabater, M. (1994): El sistema monetario visigótico: cobre y oro, Barcelona.


    Cuenca Esteban, J. (1981): «Ingresos netos del Estado español, 1788-1820», Hacienda Pública Española, 69, pp.183-208.


    Cuentas del Estado español 1890/91- 1907 (1976), Madrid.


    Cuentas del Estado español 1908-1923/24, (1979), Madrid.


    Chacón, P. (1841): Exposición sobre el estado actual de las dependencias del Ministerio de la Guerra y disposiciones más notables dictadas desde el 1º de Octubre de 1840 hasta fines de Marzo de 1841, por el Ministro D. [], Madrid.


    Chaunu, P. (1973): L´Espagne de Charles Quint, París, t. II.


    Christiansen, C. (1974) : Los orígenes del poder militar en España, Madrid.


    Datos básicos para la historia financiera de España (1850-1975), (1976), Madrid.


    Decretos del rey don Fernando VII, (1816-1834), Madrid, con un Apéndice a los tomos I-IV y un Índice de los tomos I-XII (Recopilados los tomos I-VII por Fermín Martín de Balmaseda y los tomos VIII-XVIII por Rafael María de Nieva).


    Decretos, Órdenes y Reglamentos expedidos por la Regencia del reino desde su instalación (1823), Barcelona, 2 vols.


    Desdevises du Dezert, G. (1989 [1897-1904]): La España del Antiguo Régimen, Madrid.


    Diarios y Actas de las sesiones de las Cortes (1870-1876), Madrid, 26 t. (Contienen las extraordinarias de 1810-1813, las ordinarias de 1813-1814, y las ordinarias y extraordinarias de 1820-1823).


    Díaz Torrejón, F. L. (2001): Osuna napoleónica (1810-1812), Sevilla.


    Dickson, P. G. M. (1992): «Aspectos financieros de la guerra, 1689-1914», en Historia del Mundo Moderno de Sopena-Cambridge, Barcelona, vol. VI, pp.204-226.


    Diego, E. de (2008): España, el infierno de Napoleón, Madrid.


    Diego, E. de (2009): «El problema de los abastecimientos durante la Guerra (I): la alimentación de los combatientes», en Diego, E. de (dir.), El comienzo de la Guerra de la Independencia, actas del Congreso Internacional del Bicentenario de la Guerra de la Independencia, Madrid, pp.292-314.


    Diego, E. y Sánchez-Arcilla, J. (dirs.) (2001): Diccionario de la Guerra de la Independencia, San Sebastián de los Reyes (Madrid), 2 vols.


    Domínguez Ortiz, A. (1960): Política y Hacienda de Felipe IV, Madrid.


    Domínguez Ortiz, A. (1984): Política fiscal y cambio social en la España del sigloXVII, Madrid.


    Dozy, R. P. (1982), Historia de los musulmanes en España, Madrid, 4 v.


    Dubet, A. (2004): «Administrar los gastos de la guerra: Juan Orry y las primeras reformas de Felipe V (1703-1705)», en Guimerá Ravina, A. y Peralta, V. (coords.), El equilibrio de los Imperios: De Utrech a Trafalgar. Actas de la VIII Reunión científica de la Fundación Española de Historia Moderna, Madrid, v.II, pp.483-501.


    Eguiluz, M. de (2001, ed. de la de 1592): Discurso y regla militar, Madrid.


    E. M. C. E. (Estado Mayor Central del Ejército) (1949-1959): Campañas en los Pirineos a finales del siglo XVIII, 1793-1795, Madrid, vols. I a IV.


    Erce Aguaras, J. (2005): Navarra bajo Napoleón. El caso de Estella, Tafalla.


    Esdaile, C. J. (2008): «El ejército británico en España, 1808-1814», en La Guerra de la Independencia, 1808-1814: el pueblo español, su ejército y sus aliados frente a la ocupación napoleónica, Madrid.


    Espino López, A. (1993): «La organización militar en la Cataluña del siglo XVI», en Organización militar en los siglos XV y XVI. Actas de las II Jornadas de Historia Militar, Málaga, pp.197-201.


    Espino López, A. (1998): «Las estructuras militares de los reinos hispánicos (siglos XIV-XVII): Un estudio comparativo», Revista de Historia Militar, 85, pp.13-40.


    Espino López, A. (2004): «El esfuerzo de guerra de la Corona de Aragón durante el reinado de Carlos II. Los servicios de tropas», Revista de Historia Moderna, 22, pp.209-250.


    Espoz y Mina, F. (1962): Memorias del general [], «Administración Militar», BAE, CXLVI, vol. I, pp.200-207. (Corresponde este apartado a un Suplemento a las Memorias publicado por su viuda e incluido en esta edición).


    Esteban Estríngana, A. (2002): «Administración militar y negocio de guerra en los Países Bajos católicos. Siglo XVII», en Crespo Solana, A. y Herrero Sánchez, M. (coords.), España y las 17 provincias de los Países Bajos. Una revisión historiográfica (XVI-XVIII), Córdoba, t. I, pp.65-99.


    Esteban Estríngana, A. (2002): Guerra y finanzas en los Países Bajos católicos. De Farnesio a Spínola (1592-1630), Madrid.


    Esteban Estríngana, A. (2002): «Guerra y redistribución de las cargas defensivas. La Unión de Armas en los Países Bajos católicos», Cuadernos de Historia Moderna, 27, pp.49-98.


    Esteban Estríngana, A. (2003): «Autopsia del despacho financiero. Ejecución y control de pagos en el tesoro militar del ejército de Flandes», Obradoiro de Historia Moderna, 12, pp.47-78.


    Esteban Estríngana, A. (2004): «La ejecución del gasto militar y la gestión de los suministros. El abastecimiento de pan de munición en el ejército de Flandes durante la primera mitad del siglo XVII», en M. Rizzo, J. J. Ruiz Ibáñez y G. Sabatini (eds.), Le forze del príncipe. Recursos, instrumentos y límites en la práctica del poder soberano en los territorios de la Monarquía Hispánica, Murcia, pp.409-468.


    Esteban Estríngana, A. (2006): «Gestión de tesorería y control de contabilidad militar: un balance para el ejército de Flandes durante la primera mitad del siglo XVII», Investigaciones históricas: Época moderna y contemporánea, 26, pp.29-60.


    Esteban Estríngana, A. (2006): «El suministro de pólvora en el ejército de Flandes. Sobre la gestión directa y delegada del aprovisionamiento militar (siglo XVII)», en E. García Hernán y D. Maffi (eds.), Guerra y sociedad en la Monarquía Hispánica: Política, Estrategia y Cultura en la Europa moderna (1500-1700), Madrid, v. II, pp.473-522.


    Esteban Estríngana, A. (2013): «El control y la fiscalización del gasto militar», en O´Donnell, y Duque de Estrada, H. (dir.) y Ribot, L. (coord.), Historia Militar de España, Edad Moderna. Escenario Europeo, Madrid, v. III, II, pp.259-284.


    Esteban Rivas, A. R. (2015): «Los problemas económicos y de disciplina en las campañas del príncipe Manuel Filiberto de Saboya en Flandes (1554-1559)», Revista de Historia Militar, 117, pp.123-166.


    Estudio comparativo de la evolución de los presupuestos de Defensa de los países del área mediterránea: 1971-1985, (1985), Instituto Español de Estudios Estratégicos, Madrid, 2 vols.


    Evolución de los indicadores económicos: su relación con la defensa nacional. Comparación con los españoles, (1981), Instituto Español de Estudios Estratégicos, Madrid, 3. vols.


    Fatás Cabeza, G. (1973): «Un aspecto de la explotación de los indígenas hispanos por Roma: los botines de guerra de la Citerior», Estudios de la Universidad de Zaragoza, pp.101-110.


    Fernández Álvarez, M. (1996): El siglo XVI. Economía. Sociedad. Instituciones, en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. XIX.


    Fernández Álvarez, M. (1998): Felipe II y su tiempo, Madrid.


    Fernández Álvarez, M. (1999): Carlos V, el César y el Hombre, Madrid.


    Fernández Bastarreche, F. (1978): El ejército español del siglo XIX, Madrid.


    Fernández Bastarreche, F. (1978): Sociología del Ejército español en el siglo XIX, Madrid.


    Fernández Bastarreche, F. (1981): «El ejército español en el siglo XIX. Aspectos económicos y sociales», Revista de Historia Militar, 50, pp.69-88.


    Fernández Bastarreche, F. (1983): «El Ejército», en Historia General de España y América, t. XVI-I, Revolución y Restauración (1868-1931), Madrid, pp.653-675.


    Fernández Bastarreche, F. (2006): «El Ejército en el Sexenio Revolucionario (1868-1874)», en Aproximación a la Historia Militar de España, v. II, Madrid, pp.495-509.


    Fernández Bastarreche, F. (2006): «El Ejército en la Restauración», Aproximación a la Historia Militar de España, v. II, Madrid, pp.511-535.


    Fernández Duro, C. (1972-1973): Armada española desde la unión de los reinos de Castilla y Aragón, Madrid, 9 vols.


    Fernández de Pinedo y Domínguez, E. (1997): «La participación fiscal catalana en la Monarquía Hispánica (1599-1640)», en Catalunya i Espanya a l`epoca moderna. Homenatge a J. H. Elliot. Revista d´Historia Moderna. Manuscrits, 15, pp.65-96.


    Fernández-Pacheco Sánchez-Gil, C. y Moya García, C. (2004): «La fiscalidad de las cargas militares en La Mancha del siglo XVII», en Aranda Pérez, F. J. (coord.), La Declinación de la Monarquía Hispánica en el siglo XVII, Cuenca, pp.419-431.


    Fernández de San Román, E. (1852): Statistique, organisation et institutios militaires de l´Armée espagnole, París.


    Ferrer Maestro, J. J. (1992): «El ejército romano en Hispania durante la guerra anibálica: mantenimiento y financiación», Boletín de la Sociedad Castellonense de Cultura, 68, pp.501-514.


    Ferrer Maestro, J. J. (1992): «La operación de crédito del 215 a. C. para el aprovisionamiento del ejército romano en Hispania», Hispania, pp.111-120.


    Ferrer Maestro, J. J. (2000): «“El Africano” en Hispania: Balance económico», Gerion, 18, pp.135-146.


    Ferrer Maestro, J. J. (2001-2002): «Gastos de guerra y administración de dominio público en la gestión púnica en España», en González Blanco, A., Matilla, G. y. Egea, A (eds.), El mundo púnico, Murcia, pp.439-449.


    Ferrer Maestro, J. J. (2005): La República participada. Intereses privados y negocios públicos en Roma, Castelló de la Plana.


    Ferrer i Mallol, M. T. (2001): «La organización militar en Cataluña en la Edad Media», en Los recursos militares en la Edad Media hispánica, Revista de Historia Militar, núm. extraordinario, pp.119-222.


    Fontana, J. (1973): Hacienda y Estado en la crisis final del Antiguo Régimen español: 1823-1833, Madrid.


    Fontana, J. (1974): La quiebra de la Monarquía absoluta (1814-1820), Barcelona.


    Fontana, J. (1977): La revolución liberal. Política y Hacienda. 1833-1845. Madrid.


    Fontana, J. (1980): «La Hacienda en la Historia de España», Apéndice a José Canga Argüelles, Diccionario de Hacienda [], Madrid.


    Fontana, J. (1981): «La financiación de la guerra de la Independencia», Hacienda Pública Española, 69, pp.209-217.


    Fontana, J. y Garrabou, R. (1986): Guerra y Hacienda. La Hacienda del Gobierno Central en los años de la Guerra de la Independencia (1808-1814), Donostia.


    [Fontanilles, J.]: (1841): Observaciones sobre Administración Militar, Coruña.


    Fontanilles, J. (1842): Ideas generales de Administración Militar, Coruña.


    Font Ríus, J. M. (1948): Instituciones medievales españolas. Organización política, económica y social de los Reinos de la Reconquista, Madrid.


    Franco, H. (2008): La Real Armada y su Infantería de Marina en la Guerra de la Independencia, Valladolid.


    Fraser, R. (2006): La maldita guerra de España. Historia social de la Guerra de la Independencia, 1808-1814, Barcelona.


    Fuentes Cervera, E. (1958): «La organización de nuestro ejército en la guerra de la Independencia», en La Guerra de la Independencia Española y los Sitios de Zaragoza, Zaragoza, pp.167-209.


    Fuertes Arias, R. (1909): Alfonso de Quintanilla, Contador Mayor de los Reyes Católicos. Estudio crítico acerca de (), Oviedo.


    Fuertes Arias, R. (1931): «Alfonso de Quintanilla. Primer Intendente y Primer ascendiente de la Administración Militar Española», Boletín de Intendencia e Intervención Militares, VI época, IX, pp.273-282, 317-324 y 489-501.


    Gaibrois de Ballesteros, M. (1922-1928): Historia del reinado de Sancho IV de Castilla, Madrid, 2 v.


    Gárate Córdoba, J. M. (1992): «Organización militar en el reino astur-leonés», Revista de Historia Militar, 72, pp.49-84.


    García-Baquero González, A. (1976): Cádiz y el Atlántico, 1717-1778, Sevilla.


    García-Baquero González, A. (2001): «Agobios carolinos y tesoros americanos: los secuestros de las remesas de particulares en la época del Emperador», en Carlos V. Europeísmo y Universalidad, Madrid, v. IV, pp.309-336.


    García Bellido, A. (1962 y 1963): «Los mercenarios españoles en la Segunda Guerra Púnica», Revista de Historia Militar, 10, pp.7-23; 11, pp.7-24; y 12, pp.7-31.


    García Bellido, A. (1963): «Los mercenarios españoles en la Segunda Guerra Púnica», Revista de Historia Militar, 12, pp.7-31.


    García Bellido, M. P. (1997): «La moneda y la guerra», Catálogo de la exposición La guerra en la Antigüedad. Una aproximación al origen de los ejércitos en Hispania, Madrid, pp.311-321.


    García Bellido, M. P. (coord.) (2006): Los campamentos militares en Hispania (27 a. C-192 d. C.): el abastecimiento de moneda, Jaraíz de la Vera.


    García Bellido, M. P. (2006): «Ejército, moneda y política económica», en M.P. García Bellido, Los campamentos militares en Hispania (27 a. C.-192 d.C.): el abastecimiento de moneda, Jaraíz de la Vera, pp.673-704.


    García Bellido, M. P. (2006): «El abastecimiento de moneda al ejército de Hispania en el Noroeste», en M. P. García Bellido, Los campamentos miliares en Hispania (27 a. C.-192 d. C.): el abastecimiento de moneda, Jaraíz de la Vera, pp.623-671.


    García Castro, J. (1995): «El ejército tardorromano y la defensa de Hispania», Revista de Historia Militar, 79, pp.11-30.


    García Escudero, J. Mª: (1948): «El Parlamento ante el desastre», Arbor, 36, pp.399-416.


    García Fernández, M. (2009): «El sistema impositivo en la Corona de Castilla y su Administración. La organización de la Real Hacienda, siglos XVI-XVII», en Ribot, L. (dir.), Las finanzas estatales en España e Italia en la Época Moderna, Madrid, pp.13-60.


    García Fitz, F. (2001): «La organización militar en Castilla y León. (Siglos XI al XIII)», en Los recursos militares en la Edad Media hispánica, Revista de Historia Militar, núm. extraordinario, pp.61-118.


    García Fitz, F. (2010): «La reconquista y la formación de la España medieval (de mediados del s. XI a mediados del s. XIII)», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), M. A. Ladero Quesada (coord.), Historia Militar de España, Edad Media, [Madrid], t. II, pp.109-140.


    García Guerra, E. Mª. (2006): «Los oficios de la administración económica militar: ordenanzas, fraudes e intentos de control durante la Edad Moderna», en García Hernán,E. y Maffi, D. (eds.), Guerra y sociedad en la Monarquía Hispánica. Política, Estrategia y Cultura en la Europa Moderna (1500-1700), Madrid, v. II, pp.523-565.


    García Hernán, E. (1995): La armada española en la monarquía de Felipe II y la defensa del Mediterráneo, Madrid.


    García Hurtado, M.-R. (ed.) (2012): Soldados de la Ilustración. El ejército español en el siglo XVIII, A Coruña.


    García Moreno, L. A. (2010), «Hispania visigoda (siglos V a VII)», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), Ladero Quesada, M. A. (coord.), Edad Media, Historia Militar de España, [Madrid], t. II, pp.41-78.


    García Riaza, E. (1999): «La financiación de los ejércitos en la época romano-republicana», en Moneda i exèrcits. III. Curso d¨Història monetària d´Hispània, Barcelona, pp.39-58.


    García Riaza, E. (1999): «Las cláusulas económicas en las negociaciones de paz romanoceltibéricas», en Burillo, F. (ed.), Economía. IV Simposio sobre celtíberos, Zaragoza, pp.505-520.


    García Riaza, E. (1999): «Especie, metal, moneda: consideraciones en torno a la cuantificación de las exacciones romanas en Hispania republicana», en Centeno,R.M.S., García Bellido, M. P.y Mora, G. (coords), Rutas, ciudades y moneda en Hispania, Madrid, pp.39-46.


    García Riaza, E. (2002): Celtíberos y Lusitanos frente a Roma: diplomacia y derecho de guerra, Vitoria-Gasteiz.


    Garriga, J. (1800-1806): Continuación y suplemento del prontuario de don Severo Aguirre, Madrid, 7 vols. (véase Aguirre, S.).


    Garzón Pareja, M. (1980): La Hacienda de Carlos II, Madrid.


    Garzón Pareja, M. (1984): Historia de la Hacienda de España, Madrid, dos vols.


    Gelabert, J. E. (1990): «El impacto de la guerra y del fiscalismo en Castilla», en J. Elliot y A. García Sanz (coords.), La España del Conde Duque de Olivares, Valladolid, pp.555-573.


    Gelabert, J. E. (1997): La bolsa del rey. Rey, reino y fisco en Castilla, 1558-1648, Barcelona.


    Gelabert, J. E. (1998): «La evolución del gasto de la Monarquía Hispánica entre 1598 y 1650. Asientos de Felipe III y Felipe IV», Studia Historica. Historia Moderna, 18, pp.265-298.


    Gelabert, J. E. (2004): «Guerra, fiscalismo y actividad económica en la España del siglo XVII», en Aranda Pérez, F. J. (coord.), Declinación de la Monarquía Hispánica en el siglo XVII, Cuenca, pp.333.356.


    Giménez Ferrer, J. J. (1995): «El ejército de Carlos II», en Belaguer, E. y Jiménez, E. (eds.), Ejército, ciencia y sociedad en la España del Antiguo Régimen, Alicante, pp.69-86.


    Giovannini, A. (1978): «La solde des troupes romaines à l´époque republicaine», MH, 35, pp.258 y ss.


    Gómez de Arteche y Moro, J. (1868-1904) : Guerra de la Independencia. Historia Militar de España de 1808-1814, Madrid, 14 vols.


    Gómez Pérez, M. del C. (1992): El sistema defensivo americano: siglo XVIII, Madrid.


    González-Aller Hierro, J. I. (1981): Los programas navales de la Restauración. El buque en la Armada española, Bilbao.


    González-Aller Hierro, J. I. (2012): «Flandes, mar del Norte y armadas contra Inglaterra», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir. y coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna. Ultramar y la Marina, v. III, I, Madrid, pp.195-225.


    González Enciso, A. (2005): «El coste de la guerra y su gestión: las cuentas del tesorero del ejército en la guerra de Portugal de 1762», en Guimerá Ravina, A. y Peralta Ruiz, V. (coords.), El equilibrio de los imperios: De Utrech a Trafalgar. Actas de la VIII reunión científica de la Fundación Española de Historia Moderna, Madrid, v. II, pp.551-564.


    González Enciso, A. (2013): «Asentistas y fabricantes: el abastecimiento de armas y municiones al Estado en los siglos XVII y XVIII», Studia Historica. Historia Moderna, 35, pp.269-303.


    González Tapia, E. (1995): Cincuenta años de retribuciones militares durante los años 1940 a 1995, Madrid.


    Grassotti, H. (1964): «Para la historia del botín y las parias de León y Castilla», Cuadernos de Historia de España, XXXIX-XL, pp.43-132.


    Grassotti, H. (1969): Las instituciones feudo-vasalláticas en León y Castilla, Spoleto, 2 vls.


    Grassotti, H. (1992): «Organización política, administrativa y feudo-vasallática de León y Castilla durante los siglos XI y XII», en Historia de España de Menéndez Pidal, Los reinos cristianos en los siglos XI y XII. Economia, Sociedad, Instituciones, Madrid, t. X-II, pp.13-286.


    Groizard Coronado, M. (1909): «Las milicias locales en la Edad Media», Boletín de la Real Academia de la Historia, LV, pp.353-362.


    Guerra de la Independencia. Papeles patrióticos 1812-13-14, Colección Gómez Imaz, doc. 35. Biblioteca Nacional Madrid.


    Guía de la Real Hacienda de España. Parte legislativa (1815-1833), Madrid.


    Guirao Larrañaga, R. (1995): El Alto Aragón en la Guerra de la Independencia, Zaragoza.


    Hamilton, E. J. (1983): El tesoro americano y la revolución de los precios en España. 1501-1650, Barcelona.


    Hamilton, E. J. (1984): «Guerra e inflación en España (1780-1800)», en Hamilton, E. J. El florecimiento del capitalismo y otros ensayos de historia económica, Madrid, pp.137-185.


    Hamilton, E. J. (1988): Guerra y precios en Castilla, 1651-1800, Madrid.


    Hernández, F. J. (1993): Las rentas del rey. Sociedad y fisco en el reino castellano del siglo XIII, Madrid, 2 vls.


    Hernández Esteve, E. (1986): Establecimiento de la partida doble en las cuentas centrales de la Real Hacienda de Castilla, Madrid.


    Hernández Esteve, E. (1988): Contribución al estudio de las Ordenanzas de los Reyes Católicos sobre la Contaduría Mayor de Hacienda y sus Oficios, Madrid.


    Herr, R. (1971): «Hacia el derrumbe del Antiguo Régimen: crisis fiscal y desamortización bajo Carlos IV», Moneda y Crédito, 118, pp.37-100.


    Hidalgo Salazar, R. (1975): La ayuda alemana a España, 1936-1939, Madrid.


    Hitos Amaro, R. (1979): «La política de retribuciones para los militares de carrera en España durante los últimos cincuenta años», Ejército, 477 y 478, pp.73-78.


    Howson, G. (1998): Armas para España. La Historia no contada de la guerra civil española, Barcelona.


    Ibáñez de Ibero, C. (1942): Historia de la Marina de guerra española desde el siglo XIII hasta nuestro días, Madrid


    Idoate, F. (1981): El esfuerzo bélico de Navarra en el siglo XVI, Pamplona.


    Instituto de Estudios Fiscales (1976): Datos básicos para la Historia financiera de España, 1850-1975, Madrid.


    Instituto Español de Estudios Estratégicos (1978): Análisis de coste y sistemas de armas, Madrid.


    Instituto Español de Estudios Estratégicos (1994): Gasto militar y crecimiento económico, Madrid.


    Instituto Español de Estudios Estratégicos (1995): Gasto militar e industrialización, Madrid.


    J. P. B. (1812): Tratado sobre el orden y método que se necesita observar para la justa y legítima inversión de los caudales públicos en los Exércitos, Cádiz.


    Jurado Sánchez, J. (2006): El gasto de la Hacienda española durante el siglo XVIII. Cuantía y estructura de los pagos del Estado (1703-1800), Madrid.


    Jurado Sánchez, J. (2012): «¿Se financió la defensa a costa del gasto social y de la economía? El dilema, cañones versus mantequilla», Hacienda Pública Española, 203, pp.89-117.


    Kamen, H. (1964): «El establecimiento de los intendentes en la administración española», Hispania, 93, pp.369-385.


    Kamen, H. (1974): La Guerra de Sucesión en España (1700-1715), Barcelona-Buenos Aires-México.


    Kamen, H. (1997): «España en la Europa de Luis XIV», en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. XXVIII, pp.205-298.


    Knapp, R. (1977): Aspects of the Roman Experience in Iberia. 206-100 BC, [Vitoria].


    Kuethe, A. J. (2007): «Decisiones estratégicas y finanzas militares en el siglo XVIII», en Marchena Fernández, J. y Chust, M. (eds.), Por la fuerza de las armas: ejército e independencias en Iberoamérica, Castellón, pp.84-86.


    La Administración militar por dentro en Cuba. Primera parte (1884), México.


    Lacarra, J. M. (1965): «Aspectos económicos de la sumisión de los Reinos de Taifas (1010-1062)», en Homenaje a Jaime Vicens Vives, Barcelona, v. I, pp.254-277.


    Ladero Galán, A. y Ladero Quesada, M. A. (2002): «Ejércitos y Armadas de los Reyes Católicos. Algunos presupuestos y cuentas de gastos entre 1493 y 1500», Revista de Historia Militar, 92, pp.43-110.


    Ladero Quesada, M. A. (1964): Milicia y economía de la Guerra de Granada: el cerco de Baza, Alcalá.


    Ladero Quesada, M. A. (1966): «Las cuentas de la conquista de Gran Canaria», Anuario de Estudios Atlánticos, 12, pp.11-104.


    Ladero Quesada, M. A. (1967): La Hacienda real castellana entre 1480 y 1492, Valladolid.


    Ladero Quesada, M. A. (1967): «La Hacienda castellana de los Reyes Católicos, 1492-1504», Moneda y Crédito, 103, pp.81-111.


    Ladero Quesada, M. A. (1969): «El duro fisco de los emires», Cuadernos de Historia, 3, pp.321-334.


    Ladero Quesada, M. A. (1973): La Hacienda Real de Castilla en el siglo XV, La Laguna.


    Ladero Quesada, M. A. (1976): «Panorama de la Real Hacienda castellana en el siglo XV», en Itinerario Histórico de la Intervención General de la Administración del Estado, Madrid, pp.11-38.


    Ladero Quesada, M. A. (1993): Castilla y la conquista del reino de Granada, Granada.


    Ladero Quesada, M. A. (1999): La España de los Reyes Católicos, Madrid.


    Ladero Quesada, M. A. (2001): «Recursos militares y guerras de los Reyes Católicos», en Los recursos militares en la Edad Media Hispánica, Revista de Historia Militar, número extraordinario, pp.383-420.


    Ladero Quesada, M. A. (2002): «La frontera de Granada, 1265-1481», en Historia Militar: Métodos y recursos de investigación, Revista de Historia Militar, número extraordinario, pp.49-121.


    Ladero Quesada, M. A. (2003): «La Hacienda de Felipe II», en Ruiz Martín, F. (coord.), La Monarquía de Felipe II, Madrid, pp.111-140.


    Ladero Quesada, M. A. (2007): «La financiación de la guerra por la monarquía castellana, 1252-1515», en La guerra y su financiación, Revista de Historia Militar, número extraordinario, pp.13-38.


    Ladero Quesada, M. A. (2009): La Hacienda Real de Castilla (1369-1504) Estudios y documentos, Madrid.


    Ladero Quesada, M. A. (2010): «Baja Edad Media», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), Ladero Quesada, M. A. (coord.), Historia Militar de España, Edad Media, Madrid, pp.217-377.


    Ladero Quesada, M. A. (2010): Ejércitos y armadas de los Reyes Católicos. Nápoles y El Rosellón (1494-1504), Madrid.


    Lanuza Cano, F. (1953): El ejército en tiempos de los Reyes Católicos, Madrid.


    La Parra, E. (1983-1984): «Guerra y caos fiscal en una ciudad no conquistada. Alicante, 1808-1813», en Les espagnols et Napoleón, Aix-en-Provence, pp.387-420.


    Lambarri y Yanguas, F. de (1972-1974): Galería Militar de Intendencia. Armas y letras, Barcelona.


    Laspra Rodríguez, A. (2005): «La intervención británica en España durante la Guerra de la Independencia: Ayuda material y diplomática», en Entre el Dos de Mayo y Napoleón en Chamartir: Los avatares de la Guerra Peninsular y la intervención inglesa, núm. extraordinario de la Revista de Historia Militar, pp.59-79.


    Laspra Rodríguez, A. (2007): «La ayuda británica», en A. Moliner Prada, La Guerra de la Independencia en España, Barcelona, pp.153-183.


    Laspra Rodríguez, A. (2009): «El duque de Wellington y la financiación de la guerra peninsular», en Diego, E. de (dir.), El comienzo de la Guerra de la Independencia, Madrid, pp.279-291.


    Lasso de la Vega, J. (1856-1863): La Marina Real de España a fines del siglo XVIII y principios del XIX, Madrid, 2 vols.


    Lévi-Provençal, E. (1990): «España Musulmana. Hasta la caída del Califato de Córdoba (711-1031 d. J. C.). Instituciones y vida social e intelectual», Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. V, pp.1-330.


    Lirola Delgado, J. (1993): El poder naval de al-Andalus en la época del Califato Omeya, Granada.


    Londoño, S. de (1993, [ed. de la de 1596]): Discurso sobre la forma de reduzir la disciplina militar a mejor y antiguo estado, Madrid.


    López Escobar Fernández, E. (1971): Los orígenes del Derecho Presupuestario Español; Madrid.


    Llabrés, J. (1970): Aportación bibliográfica a la Historia del Cuerpo de Intendencia de la Armada, Palma de Mallorca.


    Llorens Forcada, M. del M. (1999): «Exèrcits i finances militars en la Hispania Romana (segles I-II d.C.)», Moneda i exèrcits. III. Curso d´Història monètaria d´Hispània, Barcelona, pp.107-121.


    Maffi, D. (2002): «L´administrazione della finanza militare nella Lombardía espagnola: I veedores e i contadores dell´esercito (1536-1700)», Storia Economica, anno V, 1, pp.51-106.


    Maffi, D. (2013): «Las guerras de los Austrias», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.) y Ribot, L. (coord.), Historia Militar de España, Edad Moderna. Escenario Europeo, Madrid, t. III, II, pp.79-118.


    Maillo Salgado, F. (1983): «La Guerra Santa según el derecho malikí. Su preceptiva. Su influencia en el derecho de las comunidades cristianas del medievo hispano», Studia Histórica, I, 2, pp.29-66.


    Manrique García, J. M. y Molina Franco, L. (2006): Las armas de la guerra civil española, Madrid.


    Marcos Martín, A. (2001): «España y Flandes (1618-1648): La financiación de la guerra», en Alcalá-Zamora, J. y Belenguer, E. (coords.), Calderón de la Barca y la España del Barroco, Madrid, v. II, pp.15-39.


    Marcos Martín, A. (2009): «Deuda pública, fiscalidad y arbitrios en la Corona de Castilla en los siglos XVI-XVII», en Ribot, L. (dir.), Las finanzas estatales en España e Italia en la Época Moderna, Madrid, pp.61-93.


    Marchena Fernández, J. (1979): «La financiación militar en Indias: Introducción a su estudio», Anuario de Estudios Americanos, XXXVI, pp.81-110.


    Marchena Fernández, J. (1992): «El ejército de América y la descomposición del orden colonial. La otra mirada en un conflicto de lealtades», Militaria, 4, pp.63-91.


    Marchetti, P. (1978): Histoire économique et monètaire de la deuxieme guerre punique.


    Marín, M. (1999): «El Ejército», en Viguera Molíns, M. J. (coord.), Los reinos de Taifas. Al-Andalus en el siglo XI, Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. VIII-I, pp.191-225.


    Martín Aceña, P. (2001): El oro de Moscú y el oro de Berlín, Barcelona.


    Martín Aceña, P. (2008): «El oro del Banco de España y la guerra civil», en Fuentes Quintana, E. (dir) y Comín, F. (coord.), Economía y economistas españoles en la guerra civil, Barcelona, vol I, pp.1079-1119.


    Martín Aceña, P. (2012): El oro de Moscú y el oro de Berlín. Finanzas y expolio en tiempos de guerra, Barcelona.


    Martín Duque, A. J. (1999): «El reino de Pamplona», en Historia de España de Menéndez Pidal, La España cristiana de los siglos VIII al XI. Los núcleos pirenaicos. Navarra, Aragón, Cataluña, Madrid, t. VII-II, pp.39-266.


    Martín Urriza, C. (2013): Los presupuestos generales del Estado y las cuentas de las administraciones públicas para 2014, Madrid.


    Martínez Martínez, M. (1986): «La cabalgada: un medio de vida en la frontera murciano-granadina», Miscelánea Medieval Murciana (siglo XIII), XIII, pp.49-62.


    Martínez Molinos, G. (2008): «Ríos de petroleo. El abastecimiento de esencias y grasas durante la guerra civil», en Fuentes Quintana, E. (dir.) y Comín, F. (coord.), Economía y economistas españoles en la guerra civil, Barcelona, vol. I, pp.653-689.


    Martínez Ruiz, E. (2001): «Los ejércitos hispanos en el siglo XVII», en Alcalá-Zamora,J. y. Belenguer, E, Calderón de la Barca y la España del Barroco, Madrid, t. II, pp.97-120.


    Martínez Ruiz, E. (2003): «El Gran Capitán y los inicios de la “Revolución Militar”», en Córdoba, el Gran Capitán y su época, Córdoba, pp.153-176.


    Martínez Ruiz, E. (2003): «La Marina española en torno a 1802», en Morales Moya, A. (coord.), 1802. España entre dos siglos. Monarquía, Estado, Nación, Madrid, v. II, pp.263-275.


    Martínez Ruiz, E. (2007): «La compleja financiación del ejército interior en la España de los Austrias», en La guerra y su financiación (Baja Edad Media y Edad Moderna), núm. extraordinario de la Revista de Historia Militar, pp.67-95.


    Martínez Ruiz, E. (2008): Los Soldados del rey. Los ejércitos de la Monarquía Hispánica (1480-1700), San Sebastián de los Reyes. Madrid.


    Martínez Ruiz, E. (2010): «El soldado. Vivir en campaña», Cuadernos de Historia Moderna. Anejos, IX, pp.167-189.


    Martínez Ruiz, E. y Pi Corrales, M. de P. (2012), Las Guardas de Castilla. (Primer ejército permanente español), Madrid.


    Martínez-Valverde, C. (1969): «Sobre la importancia del estudio de la Historia Militar », Revista de Historia Militar, 26, pp.7-31.


    Martorell, M. y Comín, F. (2008): «La Hacienda de guerra franquista», en Fuentes Quintana, E. (dir.) y Comín, F. (coord.), Economía y economistas españoles en la guerra civil, Barcelona, vol. I, pp.901-937.


    Mas Chao, A. (1989): La evolución de la Infantería en el reinado de Alfonso XII, Madrid.


    Mateu Llopis, F. (1946): La moneda española (Breve historia monetaria de España), Barcelona.


    Matilla Tascón, A. (1960): «La ayuda económica inglesa durante la guerra de la Independencia», Revista de Archivos, Bibliotecas y Museos, 68/2, pp.451-471.


    Meige Amézaga, J. L. (2009): «La continuidad de los ejércitos realistas en América durante la guerra de la Independencia», en Freyro de Lara, B., Guerra, ejército y sociedad en el nacimiento de la España contemporánea, Granada, pp.597-659.


    Mendizábal, J. A. y (1836): Memoria sobre el estado de la Hacienda Pública leída en las Cortes por el secretario de Estado y del despacho del ramo, el 27 de octubre de 1836, Madrid.


    Mendizábal, J. A. y (1837): Memoria presentada a las Cortes de la nación española sobre el presupuesto general de gastos, plan de medios para cubrirlos, y recursos para llenar el déficit en 1837, con arreglo a los artículos 341 y 342 de la Constitución, Madrid.


    Mercader, J. (1949): Barcelona durante la ocupación francesa, 1808-1814, Madrid.


    Merino, A. (1916): «Los ejércitos de Carlos V Emperador juzgados por los embajadores italianos», Boletín de Intendencia e Intervención, 5ª época, t. V, pp.218-223; 288-292; 310-314; 351-356 y 384-388.


    Merino Navarro, P. (1981): La Armada española en el siglo XVIII, Madrid.


    Merino Navarro, P. (1987): Las cuentas de la Administración central española (1750-1820), Madrid.


    Merino Navarro, P. (1988): «La Hacienda de Carlos IV. 1788-1808», en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. XXXI-I, pp.853-911.


    Mira Caballos, E. (2001): «El sistema naval español en el siglo XVI: las armadas del Imperio», Revista de Historia Naval, 74, pp.39-54.


    Miranda Rubio, F. (2004): «La financiación de la guerra de la Independencia: el coste económico en Navarra», Príncipe de Viana, 233, pp.807-865.


    Molénat, J. P. (2005): «L´organisation militaire des almohades», P. Cressier (eds.), Los almohades: problemas y perspectivas, Madrid, v. II, pp.547-565.


    Molina Franco, L. (2005): El legado de Sigfrido. La ayuda militar alemana al Ejército y la Marina nacionales la guerra civil española (1936-1939), Valladolid.


    Molina López, E. (1997): «Economía, propiedad, impuestos y sectores productivos», en Historia de España de Menéndez Pidal, M. J. Viguera Molíns (coord.), El retroceso territorial de al-Andalus. Almorávides y Almohades. Siglos XI al XIII, Madrid, t. VIII-II, pp.211-300.


    Moliner Prada, A. (1983): «Los problemas de la Hacienda en Cataluña durante la Guerra de la Independencia», Anales de la Universidad de Alicante. Historia Contemporánea, 2, pp.35-67.


    Moliner Prada, A. (2004): La Guerrilla en la Guerra de la Independencia, Madrid.


    Moliner Prada, A. (ed.) (2007): La Guerra de la Independencia en España, Alella (Barcelona).


    Montoro Obrero, G. (1989): «Las clases de tropa en las Ordenanzas militares de los siglos XVII y XVIII», Revista de Historia Militar, 66, pp.73-96.


    Moral, J. del (1995): «Deudas de guerra y corporaciones civiles: algunos interrogantes y observaciones sobre la despatrimonialización de los Ayuntamientos», en. Donezar, J. M y Pérez Ledesma, M. (eds.), Antiguo Régimen y liberalismo. 2. Economía y Sociedad, Madrid, pp.97-100.


    Moral Ruiz, J. del (1975): Hacienda y sociedad en el Trienio Constitucional (1820-1823), Madrid.


    Morales Belda, E. (1970): La marina de Al-Andalus, Barcelona.


    Morales Belda, E. (1982) (ed.): Gentes de guerra de Flandes. Madrid.


    Moreno Salamanca, J. (1848): «Rápida ojeada sobre el estado actual de la Administración militar en España y opinión sobre su urgente reforma», La Revista Militar, III, pp.585-595.


    Moxó, S. de (1961): «Exenciones tributarias en Castilla a fines de la Edad Media», Hispania. Revista Española de Historia, XXI, pp.163-188.


    Moxó, S. de (1995): «Épocas de Alfonso X a Alfonso XI», en Historia de España de Menéndez Pidal, La expansión peninsular y mediterránea. La Corona de Castilla, Madrid, t. X-I, pp.89-428.


    Mugártegui Eguía, I. (1990): Hacienda y fiscalidad en Guipúzcoa durante el Antiguo Régimen, 1700-1814, San Sebastián.


    Muñoz Maldonado, J. (1833): Historia política y militar de la Guerra de la Independencia de España contra Napoleón Bonaparte desde 1808 hasta 1814, Madrid, 3 vols.


    Navajas Zubeldía, C. (1991): Ejército, Estado y Sociedad en España (1923-1930), Logroño.


    Navarro Miralles, L. (1981): «Subsidio de galeras y excusados: una aportación al estudio de la contribución fiscal eclesiástica (1567-1796)», Revista de Historia Moderna, 1, pp.21-49.


    Ñaco del Hoyo, T. (2003): Vectigal incertum. Economía de guerra y fiscalidad republicana en el occidente romano: su impacto histórico en el territorio (218-133 a. C.), Oxford.


    Ñaco del Hoyo, T. y Aguilar Guillén, M. A. (2002): «Moneda y stipendium en la Hispania anterior al 133 a. C.: ¿una ecuación bien despejada?», en S. Crespo Ortiz de Zárate y A. Alonso Dávila (coords.), Scripta antiqua: in honorem Ángel Montenegro Duque et José María Blázquez Martínez, Valladolid, pp.273-289.


    Ñaco del Hoyo, T. y Prieto Arciniega, A. (1999): «Moneda e historia monetaria en la hispanidad republicana: ¿Economía, política, fiscalidad?», Studia Histórica. Historia Antigua, 17, pp.193-241.


    Núñez Florencio, R. (1989): «El presupuesto de paz: una polémica entre civiles y militares en la España finisecular», Hispania, 171, pp.197-234.


    O´Donnell y Duque de Estrada, H. (2001): «La Marina durante el primer reinado de Felipe V», en La Guerra de Sucesión en España y América. Actas X Jornadas de Historia Militar, Sevilla, pp.439-449.


    O´Donnell y Duque de Estrada, H. (2003): «Tipología naval española de los siglos XVI a XVIII», en Ribot, L. y Rosa, L. de (dirs.), Naves, puertos e itinerarios marítimos en la época moderna, Madrid, pp.15-36.


    Olesa Muñido, F. F. (1968): La organización naval de los Estados Mediterráneos y en especial de España en los siglos XVI y XVII, Madrid.


    Olesa Muñido, F. F. (1981): «La marina oceánica de los Austrias», en El buque en la armada española, Madrid, pp.109-145.


    Oliveres, A. y Ortega, P. (eds.) (2000): El ciclo armamentista español: una panorámica crítica, Barcelona.


    Oliveres, A. y Ortega, P. (eds.) (2007): El militarismo en España: balance del ciclo armamentístico español hasta 2007, Barcelona.


    Olmeda Gómez, J. A. (1988): Las fuerzas Armadas en el Estado franquista: participación política, influencia presupuestaria y profesionalización, 1939-1975, Madrid.


    Ollero de a Torre, A. (1990): El Régimen Fiscal y el sistema de suministros a las tropas en Palencia durante la dominación Napoleónica, Palencia.


    Ordenanza de S. M. para el gobierno económico de la Real Hacienda de Marina (1799), Madrid.


    Ordenanza de S. M. para el gobierno militar, político y económico de su Armada Naval (1748), Madrid.


    Orlandis, J. (1975): Historia social y económica de la España visigoda, Madrid.


    Ortiz de Orruño, J. M. (1983): Álava durante la invasión napoleónica. Reconversión fiscal y amortización en el término municipal de Vitoria, Álava.


    Otaegui Arizmendi, A. (1991): Guerra y crisis de la hacienda local: la venta de bienes comunales y de propios en Guipúzcoa, 1764-1814, [San Sebastián].


    Ozanam, D. (1978): «Notas para el estudio de los presupuestos de la monarquía española a mediados del siglo XVIII», en Otazu, A. (ed.), Dinero y crédito, siglos XVI a XIX. Actas I Coloquio Internacional de Historia Económica, Madrid, pp.49-62.


    Ozanam, D. (1985): «La política exterior de España en tiempos de Felipe V y Fernando VI. Los instrumentos de la política exterior. La Diplomacia, la Marina y el Ejército», en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t.XXIX-I, pp.441-571.


    Palomeque, A. (1944): «Contribución al estudio del ejército en los estados de la Reconquista», Anuario de Historia del Derecho español, XV, pp.205-351.


    Pardo, R. (1843): Ideas de Hacienda con demostraciones oficiales para la discusión del presupuesto de 1845, comparación de éste con los del tiempo de Fernando VII y consideraciones acerca de las reformas de las contribuciones y de la del culto y clero; estado actual de las rentas, y juicio de la Administración Militar, Madrid.


    Parker, G. (1986): España y los Países Bajos, 1559-1659, Madrid.


    Parker, G. (1990): La revolución militar. Las innovaciones militares y el apogeo de Occidente, 1500-1800, Barcelona.


    Parker, G. (2003): El ejército de Flandes y el Camino Español, 1567-1659, Madrid.


    Peralta Labrador, E. (2009): «La II Guerra Púnica», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), Almagro-Gorbea, M. (coord.), Historia Militar de España, Prehistoria y Antigüedad, (s. l.), v. I, pp.174-193.


    Peralta Labrador, E. (2009): «Las Guerras Cántabras», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), Almagro-Gorbea, M. (coord.), Historia Militar de España, Prehistoria y Antigüedad, (s. l.), v. I, pp.247-265.


    Peralta Labrador, E. (2009): «El ejército romano en los siglos II-I a.C.», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. y Almagro-Gorbea M, (coords.), Historia Militar de España, Prehistoria y Antigüedad, (s. l.), v. I, pp.267-281.


    Percebal, R. M. (1737): Prontuario manual o compendioso tratado del sueldo, prest y gratificación que disfrutan los oficiales e individuos del Exército incluso los Cuerpos de Casa Real [], Madrid.


    Pérez Bustamante, C. (1996): La España de Felipe III, en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. XXIV.


    Pérez de Tudela Vázquez, J. Mª. (ed.) (2013): Los presupuestos generales del Estado para 2014, Madrid.


    Pérez Forniés, C. y Sanaú, J. (2003): «El gasto de defensa en la España democrática», en Salinas Jiménez, J. y Álvarez García, S. (coords.): El gasto público en la democracia: Estudios en el XXV aniversario de la Constitución española de 1978, Madrid, pp.309-329.


    Pérez-Mallaína Bueno, P. E. (1982): Política naval española en el Atlántico, 1700-1715, Sevilla.


    Pérez Muinelo, F. J. (2006): El Presupuesto de defensa en España, 1946-2006, Madrid.


    Pérez Muinelo, F. J. (2009): El gasto de defensa en España, 1946-2009, Madrid.


    Pérez Prendes, J. M.: «Las bases sociales del poder político (Estructuras y funcionamiento de las instituciones político-administrativas)», Historia de España de Menéndez Pidal, España visigoda. La Monarquía, la Cultura, las Artes, Madrid, t. III-II, pp.3-205.


    Pérez Sánchez, D. (1989): El ejército en la sociedad visigoda, Salamanca.


    Pescador, C. (1961-1964): «La caballería popular en León y Castilla», Cuadernos de Historia de España, XXXIII-XXXIV, pp.101-238; XXXV-XXXVI, pp.56-201; XXXVII-XXXVIII, pp.88-198; y XXXIX-XL, pp.169-262.


    Phillips, C. R. (2012): «Tecnología y armamento en el mundo atlántico», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir. y coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna. Ultramar y la Marina, Madrid, v. III, I, pp.154-282.


    Pi Corrales, M. de P. (1997): «Naos y armadas. El mundo marítimo de Felipe II», Torre de los Lujanes, 34, pp.31-62.


    Pi Corrales, M. de P. (1998): «Aspectos de una difícil convivencia: las Guardas y los vecinos de los aposentamientos», en Las Sociedades Ibéricas y el Mar a finales del siglo XV, Madrid, v. II, pp.513-530.


    Pi Corrales, M. de P. (2001): «La armada española en el siglo XVII», en Alcalá-Zamora,J. y Balaguer, E. (coords.), Calderón de la Barca y la España del Barroco, Madrid, t. II, pp.131-156.


    Pirala, A. (1889): Historia de la guerra civil y de los partidos liberal y carlista, Madrid, 3 vols.


    Piskorskii, V. (1930): Las Cortes de Castilla en el periodo del tránsito de la Edad Media a la Moderna (1188-1520), Barcelona.


    Pita Pizarro, P. (1840): Examen histórico-crítico de la Hacienda y deuda del Estado, Madrid.


    Portugués, J. A. (1765): Colección General de las Ordenanzas Militares, sus innovaciones y aditamentos [], Madrid, 10 vols.


    Preston, P. (1996): «El Ejército», en Historia de España de Menéndez Pidal, La época de Franco, Madrid, t. XLI-I, pp.301-382.


    Presupuesto general de los gastos y de los ingresos del Estado para el año de 1845 (2001), (Estudio preliminar de Comín, F. y Vallejo, R.), Madrid.


    Presupuestos generales de gastos e ingresos de la isla de Cuba (1857/58 y 1859), Madrid.


    Prontuario de leyes y decretos del Rey Nuestro Señor Don José Napoleón I desde el año 1808 (1810 y 1812), Madrid, 3 vols.


    Puell de la Villa, F. (1996): El soldado desconocido. De la leva a la «mili» (1750-1912), Madrid.


    Puell de la Villa, F. (1997): «El Ejército en Filipinas», en Lejano Oriente español: Filipinas (siglo XIX). Sevilla, pp.395-418.


    Puell de la Villa, F. (1998): «La insurrección en Cuba y Filipinas», Revista Española de Defensa, 1898-1998, Anexo de septiembre, pp.38-45.


    Puell de la Villa, F. (2000): Historia del Ejército en España, Madrid.


    Puell de la Villa, F. (2009):«El reclutamiento y la movilización», en La Guerra de la Independencia Española: una visión militar. Actas del IV Congreso de Historia Militar, Madrid, v. I, pp.235-256.


    Puell de la Villa, F. y Huerta Barajas, J. A. (2007): Atlas de la Guerra Civil española. Antecedentes, operaciones y secuelas militares (1931-1945), Madrid.


    Pulido Bueno, I. (1996): La Real Hacienda de Felipe III, Huelva.


    Quatrefages, R. (1983): Los tercios, Madrid.


    Quatrefages, R. (1996): La Revolución Militar Moderna. El crisol español, Madrid.


    Quatrefages, R. (2001): «El Ejército», en Castellano Castellano, J. L. y Sánchez-Montes González, F., Carlos V. Europeísmo y Universalidad. La organización del poder, Madrid, v. II, pp.491-511.


    Quesada Sanz, F. (1994): «Vías de contacto entre la Magna Grecia e Iberia: la cuestión del mercenariado», en Vaquerizo, D. (ed.), Arqueología de la Magna Grecia, Sicilia y la Península Ibérica, Córdoba, pp.191-146.


    Quesada Sanz, F. (1999): «Soldada, moneda, tropas ciudadanas y mercenarios profesionales en el antiguo Mediterráneo: el caso de Grecia», en Campo, M. (ed.), Moneda y exèrcits. III Curs d´Historia monetaria d´Hispània, Barcelona, pp.9-38.


    Quesada Sanz, F. (2002): «Mercenarios hispanos en el Mediterráneo», La aventura de la Historia, 39, pp.74-79.


    Quesada Sanz, F. (2005): «Economía de la guerra en el Mediterráneo antiguo. Algunas líneas de investigación recientes y su aplicación al caso de Iberia», en Georges, A., Gailledrat, E. y Principal, J. (eds.), Approches archéologiques des économies antiques: problèmes methodologiques et teoriques. Actes du Seminaire Casa de Velázquez, abril 2005, Oxford, BAR, Int.


    Quesada Sanz, F. (2009): «Los mercenarios hispanos», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), Almagro-Gorbea, M. (coord.), Historia Militar de España, Prehistoria y Antigüedad, (s. l.), vol. I , pp.165-173.


    Quesada Sanz, F. (2009): «La conquista romana del territorio ibérico», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), Almagro-Gorbea, M. (coord.), Historia Militar de España, Prehistoria y Antigüedad, (s. l.), vol. I, pp.194-204.


    Ramírez Gabarrús, M. (1980): La construcción naval española, 1930-1980, Madrid.


    Raquejo Alonso, A. (1969): Administración Económica Militar, Madrid.


    Raquejo Alonso, A. (1992): Historia de la Administración y Fiscalización de las Fuerzas Armadas, Madrid.


    Redacción de la Revista de Historia Militar (1964): «El esfuerzo de guerra en ambas zonas durante la Cruzada», Revista de Historia Militar, 17, pp.59-117.


    Redondo Díaz, F. (1995): «La guerra de los diez años», en La presencia Española en Cuba, Monografías del CESEDEN, 14, pp.31-65.


    Revista Española de Defensa (desde 1988).


    Riaño Lozano, F. (1999): Los medios navales de Alejandro Farnesio (1587-1588), Madrid.


    Ribot García, L. (1983): «El ejército de los Austrias. Aportaciones recientes y nuevas perspectivas», Temas de Historia Militar, t. I, pp.159-203.


    Ribot García, L. (2002): La Monarquía de España y la guerra de Mesina (1674-1678), San Sebastián de los Reyes, Madrid.


    Ribot García, L. (2006): «El ejército de los Austrias (siglos XVI-XVIII)», en Aproximación a la Historia militar de España, Madrid, v. I, pp.185-197.


    Ribot García, L. (2009): «La Hacienda Real de Sicilia en los siglos XVI y XVII», en Ribot, L. (dir.), Las finanzas estatales en España e Italia en la Época Moderna, San Sebastián de los Reyes, Madrid, pp.127-148.


    Ribot García, L. (2009): Las finanzas estatales en España y en Italia en la época moderna, San Sebastián de los Reyes (Madrid).


    Rodríguez Hernández, A. J. (2013): «Asientos y asentistas militares en el siglo XVII: el ejemplo del pan y la pólvora», Studia Historica. Historia Moderna,35, pp.61-98.


    Rodríguez González, A. R. (1999): La Armada Española. La campaña del Pacífico, 1862-1871. España frente a Chile y Perú, Madrid.


    Rodríguez-Villasante, J. A. (1996): La Intendencia en la Armada, Barcelona.


    Roldán Hervás, J. M. (1997): «Los hispanos en el ejército romano», en La guerra en la Antigüedad. Una aproximación al origen de los ejércitos en Hispania, Madrid, pp.299-309.


    Roldán Hervás, J. M. (1997): «El ejército romano en Hispania», en La guerra en la Antigüedad. Una aproximación al origen de los ejércitos en Hispania, Madrid, pp.323-331.


    Roldán de Montaud, I. (1997): «Guerra y finanzas en la crisis de fin de siglo, 1895- 1900», Hispania, 196, pp.611-675.


    Romanones, Conde de (1920): El Ejército y la política. Apuntes sobre la organización militar y el presupuesto de la guerra, Madrid.


    Rovighi, A. y Stefani, F. (1992-1993): La partecipazione italiana alla guerra civile spagnola, 1936-1939, Roma.


    Ruiz-Domènec, J. R. (2002): El Gran Capitán. Retrato de una época, Barcelona.


    Ruiz-Gálvez, M. (1988): «Los mercenarios celtíberos», en Burillo, F. et al. (eds.), Celtíberos, Zaragoza, pp.189-191.


    Ruiz Martín, F. (1990): Las finanzas de la Monarquía Hispánica en tiempos de Felipe IV (1621-1665), Madrid.


    Ruiz Martín, F. (1990): «El Conde Duque de Olivares y las finanzas de la Monarquía Hispánica», en La España del Conde Duque de Olivares, Valladolid, pp.443-494.


    Ruiz Martín, F. (2001): «Las finanzas del Emperador», en. Castellano Castellano, J. L. y Sánchez-Montes González, F. Carlos V. Europeísmo y universalidad, v. II, La organización del poder, Madrid, pp.491-511.


    Ruiz Ocaña, C. (1980): Los ejércitos españoles. Las Fuerzas Armadas en la defensa nacional, Madrid.


    Rybalkin, Y. (2007): Stalin y España. La ayuda militar a la República, Madrid.


    Saavedra Vázquez, Mª del C. (2004): «La financiación militar en Galicia y sus repercusiones fiscales durante la primera mitad del siglo XVII», en Aranda Pérez, F. J. (coord.), La declinación de la Monarquía Hispánica en el siglo XVII, Cuenca, pp.433.450.


    Sabatini, G. (2006): «Gastos Militares y finanzas públicas en el reino de Nápoles en el siglo XVII», en García Hernán, E. y Maffi, D. (eds.), Guerra y sociedad en la Monarquía Hispánica. Política, Estrategia y Cultura en la Europa moderna (1500-1700), Madrid, v. II, pp.257-291.


    Sáinz de Andino, P. (1968, ed. del manuscrito de 1829): «Exposición a Su Majestad sobre la situación política del Reino y medios para su restauración», en Documentos del reinado de Fernando VII, V, vol. II, (Estudio preliminar y notas por Suárez, F. y Berazaluce, A. M.), Pamplona.


    Sairo, E. (1843): Reseña histórica de la administración de la Hacienda Pública en España en el decenio de 1824-1833, por D. [], Madrid.


    Salas, F. J. (1864): Marina española de la Edad Media, Madrid, 2 vls.


    Salas Larrazábal, R. (1980): Los datos exactos de la guerra civil, Madrid.


    Salas Larrazábal, R. (1983): «Los Ejércitos Reales en 1808», Temas de Historia Militar, t. I, pp.413-441.


    Salas Larrazábal, R. (1973 y 2006): Historia del Ejército Popular de la República, Madrid.


    Salinas de Frías, M. (1999): «El impacto económico de la conquista romana», Studia Historica. Historia Antigua, 17, pp.125-152.


    Salinas Jiménez, J. y Álvarez García, S. (coords.) (2003): El gasto público en la democracia: Estudios en el XXV aniversario de la Constitución española de 1978, Madrid.


    Sánchez-Albornoz, C. (1947): El «stipendium» hispano-godo y los orígenes del beneficio prefeudal, Buenos Aires.


    Sánchez Albornoz, C. (1950): «Gastos y alimentación de un ejército del sigloXVI según un presupuesto de la época», Cuadernos de Historia de España, v.XIV, pp.150-173.


    Sánchez-Albornoz, C. (1967): «El ejército y la guerra en el reino asturleonés», en Settimana di Studi sull´alto medioevo, Spoleto.


    Sánchez-Albornoz, C. (1970): «El ejército visigodo. Su protofeudalización», en Investigaciones y documentos sobre las instituciones hispanas, pp.57-65.


    Sánchez-Albornoz, C. (1976): Vascos y navarros en su primera historia, Madrid.


    Sánchez-Albornoz, C. (1978): El reino astur-leonés (722 a 1037). Sociedad, economía, gobierno, cultura y vida, en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t.VIII-I.


    Sánchez Asiaín, J. A. (1999): Economía y finanzas en la guerra civil española, 1936-1939, Madrid.


    Sánchez Asiaín, J. A. (2011): «Guerra civil. La financiación de la sublevación», en F. Morente (ed.), España en la crisis europea de entreguerras, Madrid, pp.291-300.


    Sánchez Asiaín, J. A. (2012): La financiación de la guerra civil española, Barcelona.


    Sánchez Gómez, J. (1985): «Abastecimiento y desabastecimiento de pólvora en España en el siglo XVI», Studia Historica. Historia Moderna, v. III, 3, pp.55-62.


    Sánchez Martínez, M. (1977): «“Questie” y subsidios en Cataluña durante el primer tercio del siglo XIV: el subsidio para la jornada granadina (1329-1334)», en Cuadernos de Historia Económica de Cataluña, XVI, pp.11-54.


    Sánchez Martínez, M. (1993): «Guerra, avituallamiento del ejército y carestías en la Corona de Aragón: la provisión de cereal para la expedición granadina de Alfonso el Benigno (1329-1333)», en Historia. Instituciones. Documentos, 20, pp.523-549.


    Sánchez Martínez, M. (1995): «La evolución de la fiscalidad regia en los países de la Corona de Aragón (c. 1280-1356)», en Europa en los umbrales de la crisis (1250- 1350), XXI Semana de Estudios Medievales, Pamplona, pp.393-428.


    Sánchez Martínez, M. (2003): Pagar al rey en la Corona de Aragón durante el siglo XIV (Estudios sobre fiscalidad y finanzas reales y urbanas), Barcelona.


    Sánchez Martínez, M. y Ortí i Gost, P. (1997): Corts, Parlaments i fiscalitat a Catalunya: els capitols del donatiu (1288-1384), pp.XI-XV y docs., Barcelona.


    Sánchez Mollado, J. M. (1993): «La organización militar en el reino de Aragón durante el siglo XVI», en Organización militar en los siglos XV y XVI, Actas de las II Jornadas de Historia Militar, Málaga, pp.49-56.


    Sánchez Ocaña, J. (1855): Reseña histórica sobre el estado de la hacienda y del tesoro público en España durante las administraciones progresista y moderada, y sobre el origen e importe de la actual deuda flotante del mismo tesoro, Madrid.


    Sánchez Salazar, F. (1990): «Incidencia de la ocupación francesa en el medio rural: ventas de tierras de propios y comunales. Una aproximación al estado de la cuestión», Agricultura y Sociedad, 55, pp.125-166.


    San Román, E. (1999): Ejército e industria. El nacimiento del INI, Barcelona.


    Santos Yanguas, N. (1980): «Los celtíberos en el ejército romano de la época republicana», Celtiberia, 60, pp.181 y ss.


    Santos Yanguas, N. (1981): «Los celtíberos en los ejércitos cartagineses», Celtiberia, 61, pp.51 y ss.


    Santos Yanguas, N. (1982): «Los celtíberos mercenarios de otras poblaciones ibéricas», Celtiberia, 63, pp.5-16.


    Santos Yanguas, N. (1997): «Abastecimiento y gastos del ejército romano durante las guerras astur-cántabras», Homenaje a Juan Uría Ríu, Oviedo, pp.173-212.


    Sanz Ayán, C. (1988): «El crédito de la corona y los hombres de negocios en los últimos años de Felipe IV», Cuadernos de Historia Moderna, 9, pp.63-94.


    Sanz Ayán, C. (1989): Los banqueros de Carlos II, Valladolid.


    Sanz Ayán, C. (2003): «Financieros judeoconversos durante la Guerra de Sucesión en el ámbito peninsular», en Contreras, J., García García, B. J. y Pulido, J. I. (coords.), Familia, religión y negocio. El sefardismo en las relaciones entre el mundo ibérico y los Países Bajos en la Edad Moderna, Madrid, pp.407-422.


    Sanz Ayán, C. (2013): Los banqueros y la crisis de la Monarquía hispánica de 1640, Madrid.


    Sanz Camañes, P. (1997): Política, hacienda y milicia en el Aragón de los últimos Austrias entre 1640 y 1680, Zaragoza.


    Sanz Serrano, R. (1986): «Aproximación al estudio de los ejércitos privados en Hispania durante la Antigüedad tardía», Gerión, 4, pp.225-265.


    Sanz Serrano, R. (2009): Historia de los godos, Madrid.


    Sañudo, J. J. y Stampa, L. (1996): La Crisis de una Alianza. La campaña del Tajo de 1809, Madrid.


    Saralegui y Medina, L. (1867): Historia del Cuerpo Administrativo de la Armada, Ferrol.


    Sarasa, E. (1986): «La financiación de las tropas castellanas de don Enrique de Trastámara en su intervención a favor del rey de Aragón en la guerra de los dos Pedros», en Estudios en homenaje a Don Claudio Sánchez-Albornoz, Buenos Aires, t. IV, pp.529-534.


    Sarasa, E. (1993): «Poliorcética, economía de guerra y hacienda en el siglo XV (El asalto a Balaguer de Fernando I en 1413)», en La organización militar en los siglos XV y XVI. Actas de las II Jornadas Nacionales de Historia Militar, Málaga, pp.369-376.


    Seguimiento comparativo del presupuesto de gastos en la década 1982-1991 y su relación con el de Defensa, (1992), Instituto Español de Estudios Estratégicos, Madrid.


    Serrano, J. M. (2004): Fortificaciones y tropas. El gasto militar en Tierra Firme, 1700-1788, Sevilla.


    Serrano Álvarez, J. M. (2002): «El situado en la Administración Militar Indiana: los casos de Santa Fe y Quito, 1700-1788», Revista de Historia Militar, 92, pp.147-184.


    Solano Camón, E. (2000): «Los concejos aragoneses y la administración de la guerra durante el gobierno de Felipe II», en Martínez Ruiz, E. (dir.), Madrid, Felipe II y las ciudades de la Monarquía, Madrid, t. I, pp.107-122.


    Solano Camón, E. (2001-2003): «Servicios y donativos en la Cortes Generales de Monzón durante el siglo XVI», Ius Fugit, 10-11, pp.223-255.


    Solano Camón, E. (2004): «Aragón en la administración de la guerra de la monarquía española durante el siglo XVI», Revista de Historia Moderna. Anales de la Universidad de Alicante, 22, pp.7-94.


    Solano Camón, E. y Sanz Camañes, P. (1998): «La contribución de Aragón en las empresas militares al servicio de los Austrias», Studia Historica. Historia Moderna, 18, pp.237-264.


    Sotto y Montes, J. de (1963): «Organización militar de los Reyes Católicos», en Revista de Historia Militar, 72, pp.7-47.


    Sotto y Montes, J. de (1967): «Organización militar de la Casa de Borbón (siglo XVIII)», Revista de Historia Militar, 22, pp.113-177.


    Stradling, R. A. (1992): La Armada de Flandes. Política naval española y guerra europea, 1568-1668, Madrid.


    Suárez, F. (1967): Martín de Garay y la reforma de la Hacienda, (Estudio preliminar por Suárez, F.). en Documentos del reinado de Fernando VII, IV, Pamplona, 2. vols.


    Suárez, F. (1970): L. López Ballesteros y la Hacienda entre 1823 y 1832, (Estudio preliminar por F. Suárez), en Documentos del reinado de Fernando VII, VI, Pamplona, 5 vols.


    Tarifa del haber mensual y diario del Arma de Infantería y Milicia Provincial (1864), Madrid.


    Tarifa de los haberes que disfrutan los individuos de que se componen los Cuerpos y Compañías del Ejército, comprendiendo tantas armas cuantas tarifas acompañan al Real Decreto de 31 de Mayo de 1828 (1831), Zaragoza.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (1995): La Real Hacienda Militar de Fernando VII. El Cuerpo Administrativo Militar, Madrid.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (1995): «Apuntes sobre el origen de la autonomía del Ejército en el siglo XIX», Espacio, Tiempo y Forma, Serie V, 5, pp.317-334.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (coord.) (2002): La Hacienda Militar. 500 años de Intervención en las Fuerzas Armadas, Madrid, 2 vols.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2002): «La Intervención de la Real Hacienda Militar en el siglo XVIII», en J. M. Teijeiro de la Rosa (coord.), La Hacienda Militar. 500 años de Intervención en las Fuerzas Armadas, Madrid, v. I, pp.151-301.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2002): «De la Real Hacienda Militar al Cuerpo Administrativo del Ejército. Fernando VII», en Teijeiro de la Rosa, J. M. (coord.), La Hacienda Militar. 500 años de Intervención en las Fuerzas Armadas, Madrid, v. I, pp.423-573.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2002): «Agitada búsqueda de un modelo: La Intervención de Guerra y Marina entre 1911 y 1931», en La Hacienda Militar. 500 años de Intervención en las Fuerzas Armadas, Madrid, v. II, pp.877- 919.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2003): «La Real Hacienda Militar en el siglo XVIII», en De la Paz de París a Trafalgar (1783-1815). La organización de la defensa de la Monarquía. Monografías del CESEDEN, 66, pp.85-104.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2007): «La financiación de la guerra en el siglo XVIII», en La guerra y su financiación (Baja Edad Media y Edad Moderna), número extraordinario de la Revista de Historia Militar, pp.97-118.


    Teijeiro de la Rosa, J.M. (2009): «Suministros y exacciones en la Guerra de la Independencia. Su peso sobre los pueblos», en La Guerra de la Independencia. Una visión militar, número extraordinario de la Revista de Historia Militar, pp.377-416.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2011): «Una antigua institución militar: el alarde, muestra o revista de comisario», en Granda Lorenzo, S., Martínez Peñas, L. y Fernández Rodríguez, M. (eds.), Perspectivas jurídicas e institucionales sobre guerra y ejército en la Monarquía Hispánica, Madrid, pp.175-207.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2012): «El comisariado en el ejército y la marina del siglo XVIII», en García Hurtado, M.-R. (ed.), Soldados de la Ilustración. El ejército español en el siglo XVIII, A Coruña, pp.263-290.


    Teijeiro de la Rosa, J. M. (2013): «Logística y financiación», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir.), Ribot, L. (coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna. El escenario Europeo, Madrid, t. III, II, pp.223-258.


    Thompson, E. A. (1971): Los godos en España, Madrid.


    Thompson, I. A. A. (1981): Guerra y decadencia. Gobierno y administración en la España de los Austrias, 1560-1620, Barcelona.


    Thompson, I. A. A. (1990): «Aspectos de la organización naval y militar durante el Ministerio de Olivares», en Elliot, J. y García Sanz, A. (coords.), La España del Conde Duque de Olivares, Valladolid, pp.249-274.


    Thompson, I. A. A. (1995): «Money, Money and yet more Money! Finance, the fiscal state and the Military Revolution: Spain 1500-1650», en Rogers, C. J. (ed.), The Military Revolution debate, San Francisco.


    Thompson, I. A. A. (1998): «La movilización de los recursos nacionales y la tesis de Downing. La guerra y el Estado en España a mediados del siglo XVII», en Martínez Ruiz, E. y Pi Corrales, M. de P., España y Suecia en la época del Barroco (1600-1660), Madrid, pp.279-306.


    Tiépolo, N. [¿1532?]: «Relatione de Ms. Nicolo Tiepolo, ritornato ambasciatore dal Convento di Nizza, dove fui fatto l`abbocamento da Papa Clemente VII et dall`Imperatore Carlo Quinto, l`anno 1530», en G. Lippomani, Relationi politiche di Napoli, Sicilia, Malta, Ferrara, Florencia, Genova, Venecia y Saboya, manuscrito en la Biblioteca Nacional de Madrid, Mss/12923, h.118-124 v.


    Togores Sánchez, L. E. (2006): «Guerra cubana de los diez años», en Aproximación a la Historia Militar de España, Madrid, v. II, pp.537-553.


    Togores Sánchez, L. E. (2006): «Guerra en Cuba y Filipinas (1895-1898)», en Aproximación a la Historia Militar de España, v. II, Madrid, pp.563-581.


    Toledano, E. (1859): Curso de Instituciones de Hacienda Pública de España, Madrid, 2 v.


    Toreno, Conde de (1835-1837): Historia del levantamiento, guerra y revolución de España, Madrid, 5 vols.


    Torre Campo, J. de la (1989): Los campesinos navarros ante la Guerra de la Independencia: quiebra de la hacienda municipal, venta de bienes concejiles y conflictividad campesina en Navarra al final de la crisis del antiguo Régimen, Barcelona.


    Torre Campo, J. de la (1991): Los campesinos navarros ante la guerra napoleónica. Financiación bélica y desamortización civil, Madrid.


    Torrejón Chaves, J. (2001):«Estructura y organización de la producción en los arsenales de la Marina española del siglo XVIII», Revista de Historia Naval, 74, pp.55-81.


    Torrejón Chaves, J. (2002): «La construcción naval militar española en el siglo XVIII: tendencias, programas y constructores», en Arsenales y Construcción naval en el siglo de la Ilustración. Cuadernos Monográficos del Instituto de Historia y Cultura Naval, 41, pp.131-192.


    Torres Delgado, C. (1982): «El reino nazarí de Granada (1232-1492). Aspectos socioeconómicos y fiscales», en Actas del II Coloquio de Historia Medieval Andaluza, Sevilla, pp.297-334.


    Torres Delgado, C. (2000): «El territorio y la economía», en Historia de España de Menéndez Pidal, El reino nazarí de Granada (1232-1492). Política, instituciones, espacio y economía, Madrid, t. VIII-III, pp.479-582.


    Torres Sánchez, R. (1997): «“Servir al rey», más una comisión. El fortalecimiento de los asentistas en la corona española durante la segunda mitad del siglo XVIII”», en Fernández Alvadalejo, P. (ed.), Monarquía, imperio y pueblos en la España moderna. Actas de la IV Reunión científica de la Asociación española de Historia Moderna, Alicante, v. I, pp.149-167.


    Torres Sánchez, R. (2013): El precio de la guerra. El estado fiscal-militar de Carlos III (1779-1783), Madrid.


    Torres Sánchez, R. (2013): «Administración o asiento. La política estatal de suministros militares en la monarquía española del siglo XVIII», Studia Histórica. Historia Moderna, 35, pp.159-199.


    Torres Sevilla, M. (2010): «La España del norte (siglos VIII al XI)», en O´Donnell, H. (dir.), Ladero Quesada, M. A. (coord.), Historia Militar de España, Madrid, t. II, pp.109-140.


    Ulloa, M. (1963): «La evolución de la situación de la Hacienda a partir de 1559», en La Hacienda Real de Castilla en el reinado de Felipe II, Roma, pp.501-540.


    Ulloa, M. (1977): La Hacienda Real de Castilla en el reinado de Felipe II, Madrid.


    Valdeavellano, L. G. de (1998): Curso de Historia de las Instituciones españolas. De los orígenes al final de la Edad Media, Madrid.


    Vallecillo, A. (1850): Ordenanzas de S. M. para el régimen, disciplina, subordinación y servicio de sus Ejércitos [], Madrid, 3 vols.


    Van Creveld, M. (1985): Los abastecimientos en la guerra, Madrid.


    Vicens Vives, J. (1969): Historia Económica de España, Barcelona.


    Vigil, M. y Barbero, A. (1970): «Algunos aspectos de la feudalización del reino visigodo en relación con su organización financiera y militar», Moneda y Crédito, 112, pp.71-91.


    Vigón, J. (1947): Historia de la Artillería española, Madrid.


    Viguera Molíns, M. J. (coord. e introd.)(1999): Los reinos de taifas. Al-Andalus en el siglo XI, en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. VIII-I, pp.1-225.


    Viguera Molíns, M. J. (coord.): El retroceso territorial de al-Andalus. Almorávides y almohades. Siglos XI al XIII, en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. VIII-II, pp.1-123.


    Viguera Molíns, M. J. (2000): «El ejército», en El reino nazarí de Granada (1232-1492). Política, instituciones, espacio y economía, en Historia de España de Menéndez Pidal, Madrid, t. VIII-III, pp.429-475.


    Viguera Molíns, M. J. (2001): «La organización militar en al-Andalus», Ladero Quesada, M. A. (coord.), Conquistar y defender. Los recursos militares en la Edad Media Hispana, en Revista de Historia Militar, núm. extraordinario, pp.17-60.


    Vilar, R. (1972): Oro y moneda en la Historia, 1450-1920, Barcelona.


    Viñas, A. (1976): El oro español en la guerra civil, Madrid.


    Viñas, A. (1979): El oro de Moscú. Alfa y omega de un mito franquista, Barcelona.


    Viñas, A. (1984): Guerra, Dinero, Dictadura: ayuda fascista y dictadura en la España de Franco, Barcelona.


    Viñas, A. (2007): El escudo de la República. El oro de España, la apuesta soviética y los hechos de mayo de 1937, Barcelona.


    Viñas, A. (2008): «Armas y hombres para España. Los apoyos exteriores en la Guerra civil», en Fuentes Quintana, E. (dir.) y Comín, F. (coord.), Economía y economistas españoles en la guerra civil, Barcelona, vol. I, pp.339-422.


    Viñas, A. (2013): Las armas y el oro. Palancas de la Guerra, mitos del franquismo, Barcelona.


    Watson, G. R. (1958): «The pay of the Roman Army. The Republic», Historia, VII, pp.113-120.


    Williams, P. (2012): «Desarrollo del poder naval», en O´Donnell y Duque de Estrada, H. (dir. y coord.), Historia Militar de España. Edad Moderna. Ultramar y la Marina, Madrid, v. III, I, pp.366-386.


    X. Y. Z. (1889): «Consideraciones generales sobre los gastos de la Marina militar», Revista General de Marina, t. XXIV, pp.826-853.


    Yun, B. (2004): Marte contra Minerva. El precio del Imperio español (1450-1600), Barcelona.


    


  


  [image: 142985.jpg]

OEBPS/Images/10-1_fmt.jpeg
GASTOS MILITARES EN MILLONES DE PESETAS

Ejército Marina Aire Ac. Marruecos Total

1940 Presup. ordinario  1.370 250 337 320 2.277
Id. Extraordinario 194 58 et - 329
Atrasos guerra 414 13 17 20 464
Total 1.978 321 431 340 3.070
1941 Presup. ordinario 952 218 261 222 1.653
Id. Extraordinario 414 159 152 - 725
Atrasos guerra 941 16 33 35 1.025
Total 2.307 393 446 257 3.403
1942 Presup. ordinario 1.290 265 339 358 2.252
Id. Extraordinario 489 195 125 - 809
Atrasos guerra 597 14 3 40 654
Total 2.376 474 467 398 3.715
1943 Presup. ordinario 1.737 307 390 445 2.879
Id. Extraordinario 2.164 300 637 e 3.101
Atrasos guerra 1.381 6 44 15 1.496
Total 5.282 613 1.071 460 7.426
1944 Presup. ordinario 2.020 332 486 463 3.301
Id. Extraordinario 619 596 319 - 1.534
Atrasos guerra 912 80 261 8 1.261
Total 3.551 1.008  1.066 471 6.096
1945 Presup. ordinario  2.072 379 417 472 3.340
Id. Extraordinario 1.739 397 384 - 2.520
Atrasos guerra 369 - 25 9 403
Total 4.180 776 826 481 6.263

Fuente: Elaboracién propia a partir de los datos del Instituto de Estudios Fisca-
les (1976). Del presupuesto de Accién en Marruecos solo se consigna la parte
dedicada a gastos militares.
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HABERES TOTALES MENSUALES DE CARACTER GENERAL EN 1989

Tte. General 454.270 Capitdn 256.035
Gral. Div. 417.065 Teniente 216.017
Gral. Brig. 384.417 Alférez 192,512
Coronel 356.308 Subtte. 252.992
Tte. Col. 319.381 Brigada 194.548
Comandante 286.259 Sargto. 1.0 175.744

Sargto. 160.850

Fuente: Gonzilez Tapia (1995).
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DISTRIBUCION DEL PRESUPUESTO DE DEFENSA EN PERSONAL

Y MATERIAL (porcentajes)
Afio Personal Sostenimiento Inversion Total
Cap. 1 Cap.2y4 Cap. 6,7y 8 material
1982 50,7 15,5 33,7 49,3
1983 51,4 17,8 30,8 48,6
1984 48,1 16,3 35,6 51,9
1985 48,5 15,4 36,1 51,5
1986 51,2 15,1 33,7 48,8
1987 48,9 14,8 36,2 51,1
1988 47,4 14,1 38,4 52,5
1989 46,2 14,0 39.8 53,8
1990 49,2 153 35,6 50,8
1991 52,9 14,9 32,2 47,1

Fuente: Cosidé Gutiérrez (1994).
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Id. naval 75

Morteros 1.426
Ametralladoras 3.436
Fusiles 270.000 223.784
Proyectiles artilleria 7.720.000
Millones de cartuchos 320
Material naval italiano cedido a Franco:
Submarinos 2
Avisos 2
Destructores (muy deteriorados) 4
Torpedos 22
Canones de 76/40 2
Proyectiles de artillerfa 47.643
Cartuchos 115.600
Cargas de pélvora (Tns.) 87
Petréleo (Tns) 1.464
Carbén (Tns) 255
Bombas 580

Por lo que se refiere al material soviético los autores difieren, pero las cifras
minimas y mdximas que Vifias recoge son:
Suministros soviéticos

Carros de combate 623 - 1.000
Blindados 60 - 300
Canones 737 - 1.550
Morteros 340
Ametralladoras 15.000 - 20.486
Fusiles 414.625 - 500.000
Millones de proyectiles 862
Obuses 3.400.000

Bombas 110.000





OEBPS/Images/9-1_fmt.jpeg
PRESUPUESTO DE GASTOS CON SU PORCENTAJE SOBRE EL
PRESUPUESTO TOTAL (en miles de ptas.)

Afio Guerra* %  Marina % Marruecos™ %  Presupuesto % defensa
1931 3968 1029  257,5 6,68 159,0 4,12 3.853,2 21,09
1932 3683 859 2249 524 1259 2,93 4.287,0 16,76
1933 4068 9,14 2363 531 1186 2,66  4.447,7 17,11
1934 3767 8,09 2194 471 14,6 246 4.654,0 15,26
1935 4023 864 1566 3,36 1179 253 46654 14,53
Fuente: Elaboracién propia a partir del Instituto de Estudios Fiscales (1976).
**Del presupuesto de Accién en Marruecos solo se consigna la parte dedicada
a atenciones militares. *El presupuesto de Guerra de 1931, excesivamente opti-
mista, tuvo que ser complementado para absorber unos gastos que alcanzaron
los 422 millones.
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Cuba Filipinas

Guerra 7.779.032 2.718.958
Marina 10.279.938 1.827.986
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Infanterfa Caballerfa

Coronel 2.833 3.000
Comandante 1.400 2.200
Capitin 1.100 1.433
Sargento 1.° 150 190

Soldado 70 74
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PRESUPUESTOS DE GUERRA Y MARINA (en francos franceses)

1869 1894/95
Rusia 645.660.744 1.309.071.216
Alemania 280.417.743 1.009.555.415
Francia 588.852.970 900.514.619
Gran Bretana 605.675.000 886.177.500
Austria-Hungria 227.580.867 427.337.666
Ttalia 176.751.008 357.210.466
Espafia 125.456.696 165.960.813

Fuente: Boletin de Administracion Militar (1895), p. 91.
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CANTIDADES RECAUDADAS POR EL DERECHO DE SUBVENCION

Aios Cantidades en 1s. vn.
1808 5.216.828
1809 14.542.391
1810 7.625.512
Desde 1-71811 al 30-6-1812 6.881.464
Desde 1-7 al 31-12-1812 4.841.034
Desde 1-1 al 30-6-1813 3.191.467
Desde 1-7 al 31-12-1813 4.833.014
Desde 1-1 al 30-6-1814 3.613.451
Total 50.745.161

Fuente: M. Claro Delgado (2005).
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1605
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1608
1609

2.706.667
2.097.946
4.461.295
1.906.494
2.513.748
3.276.520
3.479.856
4.301.929
3.955.677
1.445.825
1.833.645

636.896

Fuente: Gelabert, J. E. (1998).
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Fuente: Elaboracién propia a partir de Albi de la Cuesta (1990).
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Observatorio de San Fernando 227.408

Gastos ordinarios 997.286
Colegios 736.288
Hospitalidades 222.016
Imprevistos y urgencias 6.000.000

Total 51.202.907
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Veedor general
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Fuente: Martinez Ruiz y Pi Corrales (2012)
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SUELDOS DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y DEL EJERCITO EN

1830 (reales/afio)

Ministro de Hacienda
Director Gral. del Tesoro

Intendente de 1.2

Intendente de 2.2

Intendente de 3.2

Jefe admén. de 1.2y Oficial 1.0
Jefe admén. de 2.2y Oficial 2.0
Oficial 3.0

Oficial 4.0
Oficial 5.0

Oficial 6.
Oficial 7.0
Oficial 8.
Oficial 9.0

Oficial 10.0
Oficial 11.0

120.000 Capitdn general
100.000

90.00 Teniente general
60.000 Mariscal de campo
40.000

36.000 Brigadier
35.000

30.000

24.000 Coronel
20.000

16.000

14.400 Comandante
14.000

12.000

10.800 Capitén
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5.400 Teniente
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4.200 Subteniente
4.000

3.000

Fuente: Alejandro Nieto (1967) y elaboracién propia.
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Siglo XV Conversién en maravedis

1400 1430 1450 1465 1480 1487 1497
Ducado (oro) 66 73 150 230 375 375
Florin de Aragén (oro) 44 52 100 150 265 265
Dobla granadina (oro) 70 104 150 200 445 445
Dobla castellana (oro) 74 94 100 - e -
Dobla «de la banda» (oro) -~ 104 150 200 365 365
Castellano (oro) 485
Excelente de Granada (oro) 375
Real (plata) 6a8 8al0 15 20 31 31 34
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Flandes

Guardas y guarniciones en Espafia

Armada del Mar Océano

Galeras de Esparia

Casa Real

Guardias del rey, embajadas, Administracién y otros

2.000.000
1.800.000
500.000
420.000
1.095.000
1.458.000

7.273.000
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Sueldos, prest y gratificaciones
En especie (pan y pienso)
Total

Material de Artilleria
Material de Ingenieros
Utensilios

Remonta y montura
Vestuario y equipo
Hospitales y estancias
Establecimiento de invdlidos
Otros gastos en Canarias

Total

206.237.568
38.801.092
245.038.660
8.201.540
5.000.000
14.186.125
2.924.584
10.012.919
11.108.391
343.824
50.000

52.277.383
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SUELDOS DE LA INFANTERIA EN 1828 (reales/mes)

Sueldos Descuentos Liquido
Coronel 2.000 200 1.800
Teniente Coronel 1.500 150 1.350
Comandante 1.200 120 1.080
Ayudante 900 90 810
Capitdn 1.000/900 100/90 5171470
Teniente 450 27 423
Subteniente 350 21 329
Sargento 1.0 125/120 7,12/7,02 117,22/112,32
Sargento 2.0 112 6,20 105,14
Cabo 1.0 85,80 5/4,24 80/75,10
Cabo 2.0 75170 4,14/4,04 70,20/65,30
Soldado 61/56,16 3,20/3,11 57,14/53,5
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SUELDOS DEL EJERCITO EN PESETAS/ANO

1918 1926 1931
Capitén General 30.000 30.000 30.000
Teniente General 25.000 25.000 27.000
General Divisiéon 20.000 20.000 22.000
General Brigada 15.000 15.000 17.000
Coronel 10.000 12.000 13.000
Teniente coronel 8.000 10.000 11.000
Comandante 6.500 8.000 9.500
Capitdn 4.500 6.000 7.500
Teniente 1.0 3.000 4.000 5.000
Teniente 2.0 2.500 3.500 4.000

Fuente: Ferndndez Bastarreche (1982). Los sueldos de los marinos eran equiva-
lentes.
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DISTRIBUCION DE LOS GASTOS DE DEFENSA
(en porcentajes por Ejércitos)

Organo Central Tierra Armada Aire

1976 0,41 56,57 22,37 26,64
1991 27,57 34,79 19,04 18,60
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Un jinete 25 mrs./dia
Un espingardero 15
Un ballestero 14
Un lancero 13
En cuanto a las tropas de acostamiento sus retribuciones eran:
Un hombre de armas 35 o 40 mrs./dia
Un jinete 30
Un capitén de peones 15
Un peén 14015
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Salarios y prest
Salarios de obreros
Hospital

Compras
Extraordinario

25,61
27,68
1,91
5,16
39,61
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1557-59
1560-62
1565-66
1584-85
1590
1595
1597

290.666
444.000
593.170
1.044.500
1.053.400
623.363
728.219





OEBPS/Images/143101.jpg
CATALOGO GENERAL DE PUBLICACIONES OFICIALES
http://publicacionesof les.boe.es/

MINISTERIO is
DEDEFENSA oL
TECNICA

httpy//publicaciones.defensa.gob.es/

© Autor y editor, 2016
836013 EriEal NIPO: 083-16-300-4 (epub)
NIPO: 083-16-301-X (impresion bajo demanda) g 1SEN. 978 8090011905 fepub)

Fecha de edicién: mayo 2016

Las opiniones emitidas en esta publicacién son exclusiva responsabilidad del autor de la
misma.

Los derechos de explotacién de esta obra estan amparados por la Ley de Propiedad Intelectual.
Ninguna de las partes de la misma puede ser reproducida, almacenada nitransmitida en ninguna
forma ni por medio alguno, electrénico, mecénico o de grabacisn, incluido fotocopias, o por
cualquier otra forma, sin permiso previo, expreso y por escrito de los fitulares del © Copyright.






OEBPS/Images/7-8_fmt.jpeg
Guerra Marina
Cuba 8.877.796 3.316.414
Puerto Rico 1.536.110 121.263
Filipinas 2.637.593 1.165.231
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Gastado en Cuba y Puerto Rico
Gastado en Filipinas

Deuda por obligaciones de Guerra,
Marina, Guardia Civil, Clases Pasivas y otros
Por material de Guerra, Marina y varios

Por servicios de transporte y repatriacién
de tropas y empleados. Unas

1.952.708.413,85
129.566.072,75
2.082.274.486,60 ptas.

242.891.291
31.066.680
273.957.971 ptas.

34.000.000 pras.
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SITUACION DE LA ARMADA

1808 1834
Navios 42 3
Fragata 30 5
Corbetas 20 4
Jabeques 4 0
Urcas 15 0
Bergantines 50 8
Paquebotes 4 0
Goletas 38 7
Balandras 10 0
Fuerza sutil 15 8

Fuente: Ferndndez Duro (1973).
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CANTIDADES TOTALES MENSUALES DE CARACTER GENERAL
ASIGNADAS A LOS DISTINTOS EMPLEOS (EN PESETAS)

01.07.40 a 30.12.48 01.01.49 a 31.05.54
Tte. Gral. 4.843 8.702
Gral. Div. 3.885 7.258
Gral. Brig. 3.302 6.244
Coronel 2.558 4.711
Tte. Col. 2.075 3.836
Comandante 1.767 3.136
Capitin 1.100 2.407
Teniente 758 1.086
Alférez 633 1.214
Brigada 808 1.912
Sargento 540 1.188

Fuente: Gonzélez Tapia (1995).
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Plana Mayor del Tercio (sueldo base mensual en escudos)

Maestre de campo 40
Sargento Mayor 25
Barrachel de Campana 25
Furriel Mayor 15
Auditor 15
Meédico 15
Cirujano 12
Tambor Mayor 12
Escribano 6
Alguacil 6

Alabardero 3
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Haberes de la oficialidad, tropa y marinerfa
En especie (viveres)

Total

Construccién de buques

Carenas, conservacién de buques y pertrechos
Obras civiles e hidréulicas y conservacién
Acopio de maderas y efectos

Fébricas de artillerfa de La Cavada

Depésito Hidrogréfico

25.532.205
8.413.191
33.945.396
22.000.000
11.713.912
1.979.555
6.986.503
140.418
199.521
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Los sueldos en Espafia importaban:

La guardia del Emperador

Los escuderos de acompafiamiento
Las tropas de la frontera con Francia
La caballerfa

Total sueldos de las tropas peninsulares

37.600 ducados
58.000

56.000

154.000
305.600 ducados
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Capitdn
Alférez
Sargento
Cabos
Infantes

40
12
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‘Tambor mayor

Tambor de Granaderos
Tambor de Fusileros

Cabos primeros Granaderos
Id. de Fusileros

Cabos segundos Granaderos
Id. de Fusileros

Granaderos

Fusileros

Fuente: J. P B. (1812).

120
75
70
85
80
75
70
61
56
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AYUDA FINANCIERA Y MATERIAL DEL REINO UNIDO 1808-14

Ados Importes en pesos
1808 7.140.596
1809 1.654.511
1810 2.944.000
1812 3.813.118
1813 3.336.521
1814 4.427.066
Pagos adicionales 1.441.331
Total 26.618.213

Fuente: Elaboracién propia a partir de Alicia Lastra (2007).
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Armada del Mar Océano 11.400.000

Presidios y fronteras 9.332.000
Atrtillerfa 1.361.000
Guardas 892.000
Galeras de Espaia 8.800.000
Galeras de Génova 4.440.000
Ejército de Espafia 8.000.000

32.825.000

Fuente: Garzén Pareja (1980).
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Aio Ministerio de la Guerra  Marruecos Total
1909 218.207.196 218.207.196

1913 211.895.150 101.986.400 312.981.550
1914 171.912.391 134.042.457 305.954.848
1915 227.937.666 136.742.952 364.680.018
1916 266.171.659 131.763.508 397.934.167
1917 243.737.452 103.257.834 346.995.286
1918 317.348.738 111.841.456 429.190.024
1919 430.000.000

1920 581.000.000

Fuente: Conde de Romanones (1920).
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Ministerio de Ultramar 1.631.380

Cuba 29.462.272
Puerto Rico 3.149.512
Santo Domingo 1.759.332
Filipinas 12.099.069

Total 48.101,505 pesos
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PRESUPUESTO DE DEFENSA RESPECTO AL PIB

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013

Criterio OTAN 1,21 1,17 1,31 1,22 1,21 1,16 1,17 1,16 1,19 1,30 1,1 10 10 1.2
Criterio Espaia 0,92 0,89 0,87 0,83 0,80 0,77 0,76 0,76 0,76 0,78 0,73 0.9 0,83 09
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EVOLUCION DE LOS GASTOS PRESUPUESTARIOS EN DEFENSA

(en millones de ptas. corrientes)

% en relacién  Respecto al

Gastos en defensa alos del Estado b

1976 118.394 15,08 1,56
1977 150.282 15,54 1,56
1978 189.209 13,20 1,60
1979 237.468 13,59 1,70
1980 286.958 12,56 1.81
1981 337.463 11,59 1,90
1982 409.284 11,58 2,00
1983 478333 10,60 2,05
1984 552.832 10,24 2,10
1985 618.631 10,12 2,12
1986 630.984 8,81 1,89
1987 707.077 8,68 1,88
1988 762.061 8,52 1,83
1989 817.913 7,68 1,75
1990 870.434 6,86 1,67
1991 858.333 6,39 1,51

Fuente: Pérez Muinelo (2009).
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EFECTIVOS MILITARES Y POBLACION ACTIVA EN ESPANA

(en miles de personas)

Afio Efectivos Poblacién ~ Porcentaje  Porcentaje
Militares activa OTAN Europa
1983 339 13.353 25 s
1984 307 13.437 23 o]
1985 314 13.541 2,3 -
1986 314 13.781 23 2,8
1987 314 14.307 22 -
1988 304 14.620 2.1 2,7
1989 277 14.819 1,9 2,6
1990 263 14.523 1,8 2,5
1991 268 13.400 2,0 2,4

Fuente: Elaboracion propia a partir de Cosidé Gutiérrez (1994). «Defence Ex-
penditure of NATO Countries», Atlantic Documentent (77, 1991). Revista de la
OTAN (1, 1993).
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04/03/95 - 30/06/96 Pagos por gastos de campana 63.802.360

01/07/96 - 31/12/96 44.999.736
01/01/97 - 30/06/97 30.932.952
01/07/97 - 31/12/197 ¢ 45.744.236
01/01/98 - 31/06/98 74.654.780
01/07/98 - 31/12/98 72.347.927

01/01/99 - 30/06/99 18.428.894
01/07/99 - 31/12/99  « -

01/07/00 - 31/12/02 14.827.442

Por lo que se refiere a las Filipinas los pagos fueron:

24/10/96 - 30/06/98 Pagos por gastos de campaiia 19.891.800
01/07/98 - 31/12/98 7.029.492
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Carros
Anticarros
Antiaéreos
Artillerfa de costa
Id. de campana
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302
297
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BARCOS OPERATIVOS Y EN CONSTRUCCION

Inglaterra Francia Rusia Alemania Italia Espaiia
Acorazados 17y(7) 9y©) 3y 1y 9y@ 1
Cruceros protegidos 12 9y 4yQ 7) - 3y0)
Cruceros Laclase  26y(5)  7y(6) 8y(Q) 1 5 4
Cruceros 2.4 clase 38y (8) 11y(8) 2 9 4 4
Cruceros 3.4 clase S1 27y() 18y(1) 3y(6) 0y@ 12
Cafioneros 151 89 13y(3) 43y(14)38y(14) 18y(3)

Fuente: Bordejé y Morencos (1995).
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Sueldos de las Guardas 66.895.250 mrs.
1d. de la guardia personal, guarniciones
de plazas, artillerfa, etc. 75.896.000 mrs.
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EXPEDICIONES DE TRANSPORTE DE TROPAS A ULTRAMAR

Fecha Buques de Deescolta  Destino
transporte

Noviembre 1811 3 1 La Habana y Veracruz

“ ¢ ¢ Montevideo
Diciembre 1811 ¢ H Puerto Rico
Febrero 1812 4 2 Veracruz
Abril 1812 1 - Montevideo
Mayo 1812 1 - Montevideo
Mayo 1812 6 1 Veracruz
Agosto 1812 3 1 Nueva Espana
Noviembre 1812 ¢ H Maracaibo
Febrero 1813 1 1 Santa Marta

“ 7 1 Veracruz
Mayo 1813 5 2 Montevideo
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1863 1871

Teniente 550 650
Alférez 450 550
Sargento 1.2 180 190
Sargento 2. 135 145
Cabo 1.0 87/82 97192
Cabo 2.0 77172 87/82

Fuente: Ferndndez Bastarreche (1978).
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PRESUPUESTOS DE GASTOS DE LA ARMADA
ENTRE 1866/1867 Y 1874/1875 (en miles de ptas.)

Gasto total Gasto total Marina %
1867/1868 692.763 35.166 5,07
1868/1869 677.966 32.433 4,78
1869/1870 750.583 29.469 3,92
1870/1871 803.527 24.761 3,08
1871/1872 712.864 23.242 3,26
1872/1873 727.864 24.320 3,34
1873/1874 789.286 59.932 7,59
1874/1875 708.513 36.840 5,19

Fuente: Elaboracién propia. Bordejé y Morencos (1995). Instituto de Estudios
Fiscales (1976).

La significacién de la Armada en relacién con las de otros paises era la siguiente:

Toneladas a vapor Toneladas a vela
Gran Bretana 5.320.089 1.716.071
Estados Unidos 2.132.839 313.623
Ttalia 1.126.032 54.381
Francia 768.059 200.894
Espana 540.211 90.919

Fuente: Bordejé y Morencos (1995), t. II.
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Coronel 7.500

Teniente Coronel 6.000
Comandante 5.000
Capitin 3.000
Primer Teniente 2.250
Segundo Teniente 1.950
Sargento 573,60
Cabo 312,48
Corneta 300,48
Tambor 282,48
Soldado 1.2 276,48
Soldado 2.2 264,48

Fuente: Narciso Amorés (1901).
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FUERZAS AEREAS EN 1932

Efectivos Aviones Potencia Presupuesto

humanos militares en (millones ptas.)
Francia 42.554 2212 1.161.000 1.070
Inglaterra 32.220 1.434 740.215 1.158
EE.UU. 27.324 1.752 1.028.000 1.363
Ttalia 22.193 1.507 876.850 643
Japén 16.821 1.639 950.000 -
Espana 3.469 533 276.870 38

>Fuente: Aguilar Olivenza (1986).
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Carne y pescado fresco o seco 8 onzas diarias

Tocino 2 = =
Aceite 3 = “
Vino 5 cuartillo diario
Carbén 2 libras diarias
Menestra 6 onzas diarias
Jabén 8 onzas al mes

Aguardiente 9 ¥4 cuartillos mes
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PORCENTAJES DE GASTO EN 1977

Capitulos Ejército Marina  Aire  Alto EEM  Total
Personal 70,03 44,73 46,09 0,00 58,82
Gastos funcién 10,67 15,13 17,30 0,83 13,35
Inversiones 19,28 40,03 35,26 0,97 27,52
Otros 0,02 0,11 1,35 0,00 0,31

Fuente: Elaboracién propia a partir de Ruiz-Ocafa (1980).
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Teniente
Alférez
Sargento 1.©
Sargento 2.°
Cabo 1.0
Cabo 2.0

750
650
247,16
197,26
109,56
99,56

Fuente: Ferndndez Bastarreche (1978).
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Flandes ~1.800.000 ducados
Gente de guerra 643.363
Corte y Administracién 4.552.530





